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Dentro de la inestabilidad que caracteriza la historia constitucional de 
nuestro país durante el siglo XIX, el fallecimiento de Fernando VII abrió un 
nuevo período cargado de certezas e incertidumbres.  
 
Las certezas viene marcadas por la indudable necesidad de poner en 
marcha una serie de reformas económicas, administrativas y políticas que 
alejaran a nuestro país de las estructuras del Antiguo Régimen, profundamente 
desgastadas desde finales del siglo XVIII.  
 
 Las incertidumbres determinarán la elección del procedimiento más 
adecuado para conseguir aquel propósito. Pero como la historia del siglo XIX no 
se ha desarrollado de modo equilibrado y sereno en nuestro país, hemos de 
considerar otro hecho distorsionador que vino a complicar extraordinariamente  
el panorama: la lucha dinástica que enfrentó a Don Carlos y a la Reina Regente 
en una cruenta guerra civil.  
 
 Los gobernantes de tendencia liberal moderada, que asumieron el poder 
político en aquellos días, tuvieron que arbitrar un mecanismo que les permitiera 
conseguir su doble propósito de preservar los derechos dinásticos de Isabel II y 
mantener bajo control a una nación desestructurada desde distintos puntos de 
vista.  
 
El instrumento utilizado a tal efecto fue el Estatuto Real, cuya naturaleza 
jurídica ha sido muy cuestionada pero que se convirtió, a juicio de los liberales 
moderados, en la ley fundamental de la época que permitió hacer realidad el 
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principio de soberanía compartida entre el Rey y las Cortes, alejando el peligro 
del restablecimiento de la Constitución de Cádiz. 
 
Nuestro propósito, siendo conscientes de que no existe una obra de 
conjunto sobre las Cortes del Estatuto Real, es ir más allá de la realización de un 
análisis institucional de las mismas y por ello nos hemos querido plantear, 
además, otra serie de cuestiones que, a modo de hipótesis, nos han sugerido un 
acercamiento al estudio de este corto, pero apasionante e interesante período. 
Tales interrogantes podían concretarse en los siguientes: 
 
¿En qué medida las Cortes del Estatuto Real surgieron con vocación de 
continuidad o fueron un mero tránsito en este turbulento período de la historia 
de España?. 
 
¿El Estatuto Real y la convocatoria de las primeras Cortes de esta etapa 
eran un mero subterfugio para mantener los privilegios del Trono en la persona 
de Isabel II?. 
 
¿Las reformas que se llevaron a cabo en el plano político y administrativo 
eran las adecuadas para apoyar un cambio de estas características?. 
 
El eje sobre el que hemos vertebrado el presente trabajo se ha centrado 
en un análisis de las Cortes del Estatuto contemplando una doble perspectiva: 
su marco normativo y el conjunto de realidades económicas, sociales y políticas 
que le sirvieron de referencia y que tanto influyeron en su posterior devenir.  
 
 Para ello hemos utilizado como principal fuente los Diarios de Sesiones 
de los Estamentos de Procuradores y Próceres, que a lo largo de estos dos años 
nos han abierto sus puertas para contemplar en primera persona todos los 
acontecimientos que allí se han ido sucediendo. Hemos sido testigos de 
apasionantes debates; de la implantación de prácticas parlamentarias, no 
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previstas en las norma jurídica, tales como la moción de censura o las preguntas 
parlamentarias.  
 
El presente trabajo nos ha permitido, en definitiva, enfrentarnos a un 
momento muy especial de nuestra historia y analizar cómo sus protagonistas 
lucharon por intentar modernizar sus estructuras utilizando los instrumentos 
que consideraron más adecuados. Instrumentos que tuvieron que adaptarse a la 
realidad del momento, absolutamente condicionada por los problemas que 
atenazaban a nuestra nación, de entre los que podemos destacar: la deficitaria 
situación económica y la cruenta guerra carlista, que supuso un enfrentamiento 
de dos modos de entender España: el representado por los principios 
absolutistas y el de aquellos que aspiraban, con la Reina Regente al frente, a 
crear un nuevo Estado imbuido por un ideario liberal moderado vigente en otras 
naciones europeas como Francia e Inglaterra que, en no pocas ocasiones, 


























Within the inestability typical to the constitutional history of our country 
along the 19th century, the death of King Fernando VII  aroused  a new period of 
certainties and uncertainties. 
 
The certainties required strong needs to introduce economical, 
administrative and political reforms to permit our country to move away from 
the Ancient Regime in force, deeply wasted since the end of the 18th century. 
The uncertainties represented the proper selection of a procedure to 
obtain the coverage of the  afore mentioned objetives. 
 
However, due to  the fact  that the history of the 19th century was not 
developed fairly in our country, a complementary negative fact is to be 
considered: the dispute between prince Carlos and the Regent Queen Mª 
Cristina that developed a civil war. 
 
The political rulers of the moment, of moderate liberal tendencies, were  
obliged  to adopt measures to preserve the dynastic rights of Queen Isabel II and 
maintain under control the broken nation. The liberal rulers of the period 
implemented and used a specific tool called “Estatuto Real” which was protested 
but became, in the opinion of the liberal rulers of the period, the fundamental 
law that permited the shared sovereignty of the King and the parliament to 
delete the danger  of the former “Constitución de Cádiz”.  
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Our intention is, due to the fact of lack of existence of a sound complete work on 
this item: “Las Cortes del Estatuto Real”, to extend this subject with other topics 
as hypothesis related with this short but most interesting period of time. 
 
Were the “Cortes del Estatuto Real” accepted as a continuity for the 
governing body, or were they considered as merely a transit in those confusing 
days of the Spanish history? 
 
Was the Estatuto Real, as well as the notice of the first calls of 
parlamentarism, meant to be considered as a subterfuge to maintain the 
dynastic privileges of Queen Elisabeth II? 
 
Were the reforms undertaken in political, administration and society the 
most adecuates to assist such changes? 
 
The main point supporting this work was directed to the analisis of the 
“Cortes del Estatuto”, and to contemplate its formal procedures in comparison 
to the aforementioned changes which served as reference. 
 
To attain this purpose we employed as main source the “Diarios de sesiones” 
issued by hightitled nobility and  procurers that, for two years on, enlighted  our 
approach to existing facts such as preliminary strong arguments, the 
implementation of parlamentary procedures and parlamentary inquiries. 
 
Finally, the present work allowed us to definitely approach a special 
moment of our history and to analyse how their leaders figthed to succeed in the 
updating of the existing structures, using appropriate means. Accordingly, to 
see if these means were adopted to existing  circunstances, and thus, were 
conditioned by pointed out events such as the overpowering economical 
difficulties and the carlist war which opposed two antagonists with wholly 
different appraisals of Spain. And, finally, what should be done in this country: 
whether to join the absolutist program or whether to join those representing the 
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Queen aims to create a liberal state similar to those existing in countries like 
France or England, which were used as main references. 
 








1. Hipótesis y estado de la cuestión 
 
Si tuviéramos que calificar con un adjetivo el constitucionalismo del siglo 
XIX en España el elegido sería la inestabilidad.  
 
El proceso constitucional en España surgió con fuerza desde principios 
del siglo XIX, pero las razones de su origen las podemos encontrar en el 
desgaste del Antiguo Régimen, producido ya desde finales del siglo XVIII. En 
efecto, desde finales del siglo XVIII, los problemas de este período empezaban a 
ser patentes: inflexibilidad del sistema institucional, expresado en la 
concentración del poder del monarca; la rigidez social, manifestada por una 
cerrada estructura estamental; los privilegios a favor de determinados 
estamentos (nobleza y clero), que afectaban de modo negativo al normal 
desarrollo de la economía y de la sociedad (vinculaciones de la tierra, 
mayorazgos, cobro de diezmos y otras prebendas a favor de la Iglesia); la 
desorganización general de la Administración y la profunda incultura de un 
pueblo fácilmente manipulable por intereses diversos. En un intento de salir de 
esta situación, desde el tiempo de Carlos III, máxima expresión del Despotismo 
Ilustrado, se fueron introduciendo tímidamente medidas reformistas, pero sin 
grandes logros. Ello no fue obstáculo para que el alejamiento progresivo de todo 
lo que significaba el Antiguo Régimen tanto en el plano político como 
económico y social, acabara por producirse en nuestro país, ciertamente con 
altibajos, a principios del siglo XIX. 
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   Hay que considerar, además, la especial relevancia del conjunto de 
circunstancias en el acontecer político de otros países, con el telón de fondo de 
dos sucesos básicos: la independencia americana de 1776 y la Revolución 
Francesa de 1789. Ambos acontecimientos operaron como referentes 
fundamentales para el desarrollo de unas premisas ideológicas centradas en 
romper los criterios establecidos en todos los sistemas jurídicos anteriores, 
entre los que prevalecía una desigualdad sustancial entre los individuos.  
 
La transformación fue evidente y así se plasmó inicialmente en el Bill of 
Rights, de Virginia1; después en la declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano2. En ambos textos se plasmaron los principios inspirados en la idea, 
procedentes del iusnaturalismo racionalista, de que jurídicamente todos los 
hombres deben ser idénticos ante la ley y se encuentran dotados por igual de los 
mismos derechos. Toda la impronta de este entramado ideológico tuvo su 
expresión en un nuevo sistema político basado en la ley y, sobre todo, en el 
derecho como mecanismo de regulación de la convivencia social y del poder 
político.  
 
 En España, el siglo XIX marca el inicio inestable de la senda 
constitucional, que no todos los países de nuestro entorno sufrieron, pues el 
desarrollo del constitucionalismo político se realizó de modo distinto en otros 
países como Inglaterra o Estados Unidos. Por el contrario, en nuestro caso, a lo 
largo del siglo XIX, se sucedieron hasta seis textos constitucionales efectivos: la 
Constitución de Bayona, la Constitución de 1812, la Constitución de 1837, la 
Constitución de 1845, la Constitución de 1869, la Constitución de 1876 y el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1 Sobre este tema véase: Sierra Bravo, R., “La Declaración de Derechos de Virginia (12 de junio 
de 1776), en Anuario de Filosofía del Derecho nº 14 (1969), págs. 129-146; Dippel H., 
Constitucionalismo Moderno, Madrid 2009. 
2 Sobre este tema véase: Busaall, J.B., “La Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano (1789)”, en Novoa Portela, F., y Villalba Ruiz de Toledo, F.J., (coords.) Historia de 
Europa a través de sus documentos, Madrid, 2012, págs. 120-137; Lucas Verdú, P., 
“Proclamación, formulación y significado de la Declaración de derechos del hombre y del 
ciudadano de 1789”, en Letamendia Belzunde, F., y García Herrera, M.A., (coords.) Derechos 
humanos y revolución francesa, Madrid, 1991, págs. 63-90; Peces Barba, G., “Los derechos del 
hombre en 1789: reflexiones en el segundo centenario de la Declaración Francesa”, en Anuario 
de Filosofía del Derecho nº 6, págs. 57-128. 
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Estatuto Real cuya naturaleza constitucional es cuestionada en amplios sectores 
de la doctrina. 
 
 Con la Constitución de Bayona3 otorgada el 7 de julio de 1808, se 
introdujo en España el modelo de estado constitucional bonapartista. Pero fue 
la Constitución de Cádiz, aprobada por las Cortes generales de España en Cádiz 
el 19 de marzo de 1812, la primera constitución española liberal. El texto 
gaditano, sin duda, fue el más avanzado de su tiempo: introdujo conceptos 
claves como la soberanía nacional4, la monarquía constitucional5, la separación 
de poderes6, la limitación de los poderes del rey7, el sufragio universal 
masculino indirecto8 y el reconocimiento de libertades como la de imprenta9. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
3 Frente a lo sostenido por la mayor parte de los constitucionalistas, J. Sánchez-Arcilla ha 
mantenido el carácter constitucional del texto de Bayona. Los conceptos tienen también su 
historia. El concepto “constitución” a principios del siglo XIX tiene un significado distinto al 
manejado en la actualidad por los tratadistas de Derecho constitucional. El término constitución 
en 1808 significa, en su acepción más genérica, “ley que organiza el Estado”, nada más. Por ello, 
el propio texto se autodenomina “Constitución”. En el bando patriota, nadie, en ningún 
momento, le negó el carácter constitucional al texto de Bayona, aun siendo otorgado por 
Napoleón y aprobado por una Asamblea cuya legitimidad dejaba mucho que desear. Para los 
contemporáneos siempre fue considerada como una “constitución”. Véase Sánchez-Arcilla, J., 
Historia de las Instituciones político-administrativas contemporáneas, Madrid 1991, pág.5. 
4 Sobre este tema véase: Torres del Moral, A., “La soberanía nacional en la Constitución de 
Cádiz”, en Revista de Derecho Político nº 82, (2011), págs. 57-117; Fernández García, A., “La 
cuestión de la soberanía nacional”, en Cuadernos de Historia Contemporánea nº 24 (2002), 
págs. 41-60; Pérez Garzón, J., Cortes y Constitución de Cádiz. La revolución española (1808-
1814), Madrid 2012; Varela Suanzes-Carpegna, J., “Nación, representación y articulación 
territorial del Estado en las Cortes de Cádiz”, en Criterio Jurídico, vol. 11, nº11, (2011), págs. 11-
49. 
5 Sobre este tema véase: Artola M., Las Cortes de Cádiz, Madrid 2003; Varela Suanzes-
Carpegna, J., La Teoría del Estado en los orígenes del constitucionalismo hispánico: las Cortes 
de Cádiz, Madrid 1983; Escobar Fornos, I.,“La Constitución de Cádiz y el modelo del 
constitucionalismo”, en Anuario Iberoamericano de Justicia Constitucional, nº 16 (2012), págs. 
165-189; Molas i Ribalta, P., Del absolutismo a la constitución. La adaptación de la clase 
política española al cambio de régimen, Madrid 2008. 
6 Véase: Blanco Valdés, R., El valor de la Constitución: separación de poderes, supremacía de 
la ley y control de constitucionalidad en los orígenes del Estado liberal, Madrid 2006; 
Montesquieu., Del espíritu de las leyes, Madrid 2003; Díaz Bravo, E., “La separación de poderes 
en la primera Constitución española”, en Nómadas: Revista Crítica de Ciencias Sociales y 
Jurídicas, nº 33 (2012), págs. 275-293; Alvarado, J., De la ideología trifuncional a la 
separación de poderes, Madrid 1993. 
7 Sobre este tema véase: Artola, M., Las Cortes de Cádiz, Madrid 2003; Cano Bueso, J., 
Materiales para el estudio de la Constitución de 1812, Madrid 1989; Torres del Moral, A. “Las 
Cortes en la Constitución de Cádiz: representación y relación con la Corona”, en Revista de 
Derecho Político nº 83 (2012), págs. 109-161. 
8 Véase: Rivas Arjona, M., “Derechos, libertades y deberes en la Constitución de 1812”, en 
Revista Aequitas: Estudios sobre Historia, Derecho e Instituciones nº 3 (2012), págs. 221-252. 
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Introdujo criterios de modernización tales como la abolición de los señoríos o la 
supresión y la reforma de la administración a todos los niveles (central, 
territorial, local, hacienda y justicia). Al ser un texto excesivamente teórico y 
avanzado, no encontró el entorno adecuado para su desarrollo. Su vigencia fue 
efímera –hasta el 4 de mayo de 1814-, ya que fue abolida inmediatamente por el 
Rey a su regreso a España. Pero el texto gaditano se había convertido ya en el 
estandarte del liberalismo más avanzado, por lo que fue restablecida durante el 
Trienio Liberal y, posteriormente, durante el Gobierno progresista de 1836-
1837. 
 
 Nuestra tesis se ha centrado en un análisis institucional de las Cortes del 
Estatuto Real, cronológicamente situado entre 1834-1836, para las que el 
Estatuto Real constituyó su marco normativo de referencia. De dicho texto, 
como tendremos oportunidad de ver posteriormente, se discutió su naturaleza 
constitucional; su promulgación fue consecuencia directa de la experiencia 
política de sus redactores y los cuestionables resultados del constitucionalismo 
emergente obtenidos en los períodos antes descritos. En efecto, la avanzada 
Constitución gaditana no triunfó más que como marco de referencia teórico. Su 
fracaso se explica por varias razones: durante la primera época constitucional, el 
texto no se pudo desarrollar por completo, condicionado siempre por los 
avatares de la Guerra de la Independencia y, sobre todo, por la ausencia del Rey, 
uno de los pilares básicos del juego constitucional. Durante la segunda época, el 
Trienio Constitucional10, las razones fueron otras: los graves problemas 
económicos que se venían arrastrando como consecuencia de la Guerra de la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
9 Sobre este tema véase: Butrón Prida, G., “Libertad de imprenta y conservadurismo en el Cádiz 
de las Cortes”, en Erebea: Revista de Humanidades y Ciencias sociales, nº 4, (2014), págs.261-
276; Sáenz Berceo, M.C, “La libertad de imprenta”, en Escudero López, J.A., (coord.) Cortes y 
Constitución de Cádiz: 200 años, vol. 2,  Madrid 2011, págs. 220-229; Soler Muñoz, R., 
Hernández Carrión, J.R., “La libertad de imprenta en la Constitución de 1812: un impulso al 
derecho de autor en España”, en Colomer Viadel (coord.) Las Cortes de Cádiz, la Constitución 
de 1812 y las independencias nacionales de América, Madrid 2011, págs. 257-264. 
10 Sobre el Trienio Constitucional véase: Medina Plana, R., Soberanía, monarquía y 
representación en las Cortes del Trienio, Madrid 2005; Comellas, J. L., El Trienio 
Constitucional, Madrid 1963; Comellas, J. L., Historia de España Contemporánea, Madrid 
1988; Moliner, A., “En torno al Trienio Constitucional (1820-1823)”, en Rúbrica 
Contemporánea, vol.1, nº 1 (2012), págs. 29-45; Gil Novales, A., El Trienio Liberal, Madrid 
1980. 
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Independencia; la falta de acatamiento de las Cortes a la propia Constitución de 
1812, imponiendo al Rey los sucesivos gobiernos; la política anticlerical de los 
liberales y, en definitiva, la falta de voluntad del propio Rey de cumplir las 
reglas del juego constitucional. Sin embargo, la Constitución de 1812 siempre 
actuó como paradigma y modelo a seguir para el liberalismo, pero en un plano 
teórico, porque su ejecución generó grandes conflictos a lo largo del primer 
tercio del siglo XIX.  
 
 Durante muchos años el interés por la historia constitucional se debió 
fundamentalmente a los tratadistas del Derecho constitucional, como L. 
Sánchez Agesta, quienes, como consecuencia del desinterés de los historiadores 
del derecho hacia toda la problemática del siglo XIX, tuvieron que convertirse 
en “historiadores” para dar respuesta a los interrogantes que desde su disciplina 
se planteaban. Sólo a partir del último tercio del siglo XX un grupo de 
historiadores del derecho comenzaron a dirigir sus investigaciones hacia el 
campo de la historia del constitucionalismo español. Como pioneros dentro de 
esta línea de investigación podemos citar las figuras de F. Tomás y Valiente y B. 
Clavero, quienes han creado en torno a ellos toda una escuela de historiadores 
del Derecho. 
 
Mucho ha cambiado desde entonces el panorama historiográfico. Desde 
los años ochenta de la pasada centuria, no sólo desde el campo de la Historia 
generalista, sino también desde la Historia del Derecho, se ha suscitado un 
interés inusitado hacia la historia política –por parte de los historiadores- y 
hacia las instituciones del siglo XIX.  
 
La explicación, para el primer caso, se halla posiblemente en el 
agotamiento del modelo de la historia “cuantitativa”, impulsada desde los años 
treinta por la Escuela de los Anales, y también por la crisis que el modelo de 
análisis marxista que se ha vivido tras la caída de Muro de Berlín. Se aprecia 
desde entonces entre los historiadores un renovado interés por el estudio de la 
historia política y de las mismas instituciones, no entendida, desde luego, a la 
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manera decimonónica, sino que en su análisis se han introducido nuevos y 
enriquecidos elementos metodológicos.  
 
Por lo que respecta a los historiadores del Derecho, el interés hacia la 
historia del constitucionalismo, impulsado, como decíamos por F. Tomás y 
Valiente y B. Clavero, se ha visto secundado también por la atención hacia el 
estudio de la instituciones del siglo XIX por obra de J. Sánchez-Arcilla, quien ha 
despertado el interés por este periodo a otros historiadores del Derecho como P. 
Ortego Gil, José María Puyol Montero y R. Medina Plana. 
 
También la semilla plantada en su día por  L. Sánchez Agesta ha seguido 
fructificando y, en la actualidad, desde el campo del Derecho constitucional se 
sigue trabajando en el constitucionalismo hispánico, si bien con algunas 
limitaciones a la hora del manejo de las fuentes y, tal vez, con un excesivo 
dogmatismo. 
  
Desde luego, escapa al objeto de esta tesis hacer una valoración de todas 
las aportaciones que se han hecho desde estas disciplinas en las últimas tres 
décadas, pero sí señalar que, ya sea por su trascendencia, ya sea por un simple 
criterio de oportunidad –el reciente bicentenario-, la mayor parte de los autores 
han centrado su atención en el periodo gaditano y sus secuelas (el Trienio 
Liberal), olvidando que la historia del constitucionalismo y de sus instituciones 
prosigue más allá de 1823. 
 
Sí, en cambio, nos corresponde proceder al análisis de aquella 
historiografía que de alguna manera, directa o indirectamente, se ha ocupado 
del periodo y de nuestro tema. 
 
En este sentido, la historiografía del período la podemos clasificar en dos 
grandes grupos. Por un lado, aquél que corresponde a los autores coetáneos a 
los acontecimientos, que escribieron con subjetivismo -indefectiblemente 
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inseparable de todo historiador- sobre los sucesos que estaban viviendo11 y por 
el otro, el grupo de los historiadores actuales que proceden de diversas 
disciplinas. A este respecto, este último grupo, lo vamos a subdividir en otros 
tres: los historiares “generalistas”, los constitucionalistas y, por último, los 
historiadores del Derecho. 
 
 Hasta 1950, aunque todas las obras de carácter general o visiones de 
conjunto que abordaban el siglo XIX o, más concretamente, el reinado de Isabel 
II, hacen referencia al periodo histórico por nosotros estudiado (1834-1836), el 
aspecto institucional no ha sido tratado. Referencias al Estatuto Real y a las 
nuevas Cortes, que en aplicación del mismo se convocaron, desde luego siempre 
aparecen; pero poco más. 
 
 Vamos a tener que esperar a mediados de los años cincuenta para 
encontrar algunos trabajos aislados de algún interés para nuestro estudio, como 
son los de M. Fernández Almagro12 J. A. Maravall13, centrados en el estudio de 
la práctica electoral y los reglamentos de las Cámaras legislativas en el siglo 
XIX.  
 
A partir del último tercio del siglo XX son cada vez más abundantes estas 
obras de carácter general -normalmente incardinadas en otras más amplias en 
las que se aborda toda la Historia de España-, pero que difieren poco de las 
publicadas en la primera parte de la centuria. Se puede encontrar, desde luego, 
un somero análisis del Estatuto Real y su proyección en dicho momento 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
11 Su análisis de la percepción del momento la desarrollaremos en el apartado correspondiente al 
contexto histórico. Véase Caballero, F., El gobierno y las Cortes del Estatuto, Materiales para 
su historia, Madrid 1837; Burgos, J., Anales del reinado de Isabel II, Madrid 1850, t.I; Pando 
Fernández de Miraflores (Marqués), Memorias para escribir la historia contemporánea de los 
siete primeros años del reinado de Isabel II, Madrid 1843, t. I; Balmes, J., Escritos políticos, 
Madrid 1847; Marliani, M., Historia política de la España Moderna, Barcelona 1840;Alcalá 
Galiano, A. Historia política desde los tiempos primitivos hasta la mayoría de la reina Isabel 
II, Madrid 1846, t.VIII. 
12 Fernández Almagro, M., “Las Cortes del siglo XIX y la práctica electoral”, en Revista de 
Estudios Políticos, (1943), págs. 383-416. 
13 Maravall, J. A., Los reglamentos de las cámaras legislativas y el sistema de comisiones, 
Madrid 1947. 
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histórico, pero, en ningún caso, se procedió al análisis institucional de las Cortes 
del Estatuto.  
 
Dentro de este grupo, podemos citar, en primer lugar, a M. Tuñón de 
Lara, quien consideró el Estatuto Real como “un intento de la nobleza de 
mantener su hegemonía política”14. Para otros como, T. De la Rosa el Estatuto 
fue un anacronismo: “Porque en 1834 las fórmulas políticas del liberalismo 
burgués ya habían triunfado plenamente en Inglaterra y Francia”15 Por su parte, 
para V. Palacio Atard16, el sistema implantado por el Estatuto fue una reacción 
ante la incapacidad manifestada por la Constitución gaditana de encontrar un 
equilibrio en el ejercicio del poder entre la Corona y las Cortes. Otro punto de 
vista lo aportan A. Bahamonde y J. Martínez, que consideraron al sistema 
político institucional establecido por el Estatuto “un sistema híbrido”17 y al 
Estatuto como “un producto circunstancial aplicable a un momento histórico 
determinado por la guerra civil”18. O la percepción de J. Sánchez Jiménez, quien 
puso el acento en la escasa representatividad del sistema político establecido 
por el Estatuto y en la dificultad de sus redactores para encontrar una fórmula 
“de política abierta a los presupuestos y exigencias liberales, y al mismo tiempo 
ajena a la ruptura revolucionaria”19. No creo necesario aducir más ejemplos 
como éstos, que se pueden multiplicar. 
 
Un subgrupo del anterior estaría integrado por aquellos historiadores, 
autores de monografías sobre el siglo XIX20 quienes incluyen dentro de este 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
14 Tuñón de Lara, M., La España del siglo XIX, Barcelona 1974. Véase el Estatuto Real en págs. 
75 a 88. 
15 La Rosa, T., España contemporánea s. XIX, Madrid 1972, pág. 129. Véase el Estatuto Real en 
págs. 127-130. 
16 Palacio Atard, V., La España del siglo XIX, Madrid 1978. Véase el Estatuto Real en las págs. 
193-202. 
17 Bahamonde, A. y Martínez J. A., Historia de España siglo XIX, Madrid 1994. Véase el 
Estatuto Real en págs. 185-187 y 197-206. 
18 Ídem, pág. 197. 
19 Sánchez Jiménez, J., La España contemporánea I (1808-1874), Madrid 2004, pág. 283. Véase 
el Estatuto Real en págs. 279-288. 
20  Véase: Castells, I. y Moliner, A., Crisis del Antiguo Régimen y Revolución Liberal en España 
(1789-1845), Barcelona 2000, dedicadas al período del Estatuto Real págs. 125-157; Sánchez 
Jiménez, J., La España Contemporánea (1808-1874), Madrid 2004, Estatuto Real en págs. 279-
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análisis global el estudio de su proyección en el período del Estatuto. Entre éstos 
podemos destacar a M. Artola21, quien realizó un profundo estudio sobre la 
revolución liberal, la burguesía revolucionaria, los partidos políticos y la 
hacienda del siglo XIX. En la misma línea, Fontana22 profundizó en el análisis 
de  la revolución liberal en el marco de la hacienda pública y Concepción de 
Castro en su estudio sobre la revolución liberal y los municipios españoles23. 
 
 Un segundo subgrupo estaría compuesto por historiadores que han 
enfocado parte de su obra en el reinado de Isabel II y que son  autores de 
monografías concretas que abarcan el período comprendido entre 1833 y 1845, 
entre los que podemos mencionar a C. Marichal,24 centrado en el origen de los 
partidos políticos; J.I. Marcuello Benedicto,25 que ofreció un interesante análisis 
relacionado con la práctica parlamentaria en el reinado de Isabel II; E. Aguilar 
Gavilán26 que ofreció un análisis de los procesos electorales desarrollados entre 
1834 y 1868. 
 
Un tercer subgrupo estaría integrado por aquellos autores que han 
estudiado el bienio27, entre los que podemos destacar a I. Burdiel, que analizó el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
288; Pérez de la Blanca Sales, P., Martínez de la Rosa y sus tiempos, Madrid 2005. Estatuto 
Real en págs. 277-335. 
21 Artola, M., Las Cortes de Cádiz, Madrid 2003, Partidos y programas políticos, (1808-1936), 
Madrid 1991.  
22 Fontana Lázaro, J., La revolución liberal política y hacienda (1833-1845), 2ª ed., Madrid 
2001. 
23 Castro, C., La revolución liberal y los municipios españoles, Madrid 1979; véase: García 
García Fernández, J., El origen del municipio constitucional, Madrid 1983. 
24 Marichal, C., La revolución liberal y los primeros partidos políticos en España (1833-1844), 
Madrid 1980.  
25 Marcuello, J.I., La práctica parlamentaria en el reinado de Isabel II,  Madrid 1986. 
26 Aguilar Gavilán, E., Vida política y procesos electorales en la Córdoba Isabelina (1834-1868), 
Madrid 1991. 27	  Véase también: Caballero Domínguez, M., “Las primeras Cortes del Estatuto Real: la repre-
sentación soriana en el Estamento de Procuradores”, en Antiguo Régimen y liberalismo: 
homenje a Miguel Artola, Madrid 1994, v. II, págs. 413-419; Viveiro Mogo, P., Política, eleccións 
e fidalgos: o réxime do Estatuto Real na provincia de Lugo 1834-1836, Lugo 2004 y “As 
primeiras eleccións do Estatuto Real na provincia de Lugo”, en Documentos de Traballo. 
Historia nº 10, Lugo (2001), págs. 2-34; Baldó Lacomba, M., “Mendizábal y la disolución del 
feudalismo” en Tuñon Lara, M., Gil Novales. A., Ruíz. D., Aynes, J. R., y otros Crisis del Antiguo 
Régimen e industrialización en la España del siglo XIX, Madrid 1977, págs. 93-114. 
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sistema político del Estatuto bajo el prisma de la realidad valenciana, o J. Pro 
que realizó un estudio comparativo entre el Estatuto y la Constitución de 183728.  
 
Especial relevancia ofrecen, dentro de este último subgrupo, algunos 
trabajos como los de M. Rodríguez Alonso29 relacionado con la influencia 
inglesa en la elaboración del Estatuto; el de C. Mª Rodríguez López Brea30 sobre 
las peticiones económicas de los procuradores en la legislatura 1834-1835 y el 
de N. Araque Hontagas31 sobre las primeras elecciones celebradas durante el 
Estatuto Real.  
 
El segundo bloque historiográfico está integrado por los tratadistas del 
Derecho constitucional, quienes aportan otro punto de vista, mucho más 
formalista, tanto en sus obras de carácter general como a nivel monográfico.  
 
Dentro de las obras de carácter general –historias del constitucional-
lismo- podemos mencionar, en primer lugar y como gran precursor, a L. 
Sánchez Agesta. A la hora de enjuiciar el sistema político del Estatuto Real, 
siempre bajo el prisma de su influencia ideológica, diría: “No seré yo quien 
niegue toda la importancia del factor ideológico, y de su difusión a través de los 
textos constitucionales del siglo XIX, que acuñan en fórmulas jurídicas los 
principios políticos del liberalismo”32. Y al valorar la realidad social sobre la que 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  28	  Véanse también: Díaz Marín, P., Los derechos políticos en los inicios del liberalismo (Ali-
cante 1834-1836), Alicante 2000, págs. 13-97; Estrada Sánchez, M., “El primer cons-
titucionalismo post-fernandino del Estatuto Real a la Constitución de 1837”, en Arranz de 
Andrés, M.C., y Serna Vallejo, M., (coords.), Estudios de Derecho español y europeo, 
Universidad de Cantabria (2009), págs. 287-304. 
29 Rodríguez Alonso, M., “El Estatuto Real de 1834: El embajador británico en la preparación y 
redacción definitiva del texto”, en   Revista de Estudios Políticos  nº 44, (1985), págs. 189-204. 
30 Rodríguez López-Brea, C. M., “La práctica parlamentaria durante el Estatuto Real: peticiones 
económicas de los procuradores en la legislatura 1834-1835”, en Revista de Estudios Políticos, 
nº 93, (1996), págs., 415-430. 
31 Araque Hortangas, N., “Las primeras elecciones celebradas en el Estatuto Real de 1834”, en 
Cuadernos de Historia contemporánea, nº 32, (2010), págs. 95-108. 
32 Sánchez Agesta, L., Historia del constitucionalismo español (1808-1936), Madrid 1984, pág.7. 
En dicha obra dedica la parte tercera a los textos de la monarquía constitucional y en su capítulo 
I denominado “Las Cortes del Estatuto Real”, desarrolla la restauración tradicional llevada a 
cabo por Martínez de la Rosa y Javier de Burgos; la influencia de Jovellanos en la plasmación de 
alguno de los principios incluidos en el Estatuto; el contenido normativo del Estatuto y la 
práctica de las Cortes y, por último, Los orígenes del régimen parlamentario (págs. 197-209). 
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se asentaban: “El otro ámbito que nos interesaba recoger en estas páginas, el 
sustrato social sobre el que se desenvuelve la vida política…”33.  
 
Posteriormente siguieron los pasos de L. Sánchez Agesta otros 
constitucionalistas: D. Sevilla Andrés34, J. Solé Tura35, F. Fernández Segado36, 
A. Torres del Moral37, E. Attard38, R. Jiménez Asensio39 y José Peña González40. 
Todos estos autores, siempre desde una perspectiva general del cons-
titucionalismo español y sin llevar a cabo una investigación de primera mano, 
plantearon el estudio de este período centrándose en el contenido del Estatuto y 
su proyección de manera breve, pero sin profundizar en el análisis institucional 
de las Cortes. 
 
  Sin embargo, es preciso destacar que la monografía más exhaustiva que 
contamos sobre el Estatuto Real, se debe a un constitucionalista: Joaquín 
Tomás Villarroya41, quien posteriormente completó su obra con otros trabajos 
de un alcance más limitado.42 
 
 El tercer y último, bloque historiográfico es el que está integrado por los 
historiadores del derecho. La historia del constitucionalismo constituye desde 
las últimas décadas una de las partes más importantes dentro de los programas 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
33 Ídem, pág. 10.  
34 Sevilla Andrés, D., Constituciones y otras Leyes y proyectos políticos de España, Madrid 
1969, t.I.  Véase para el Estatuto Real págs. 257-276. 
35 Solé Tura J. y Aja, E., Constituciones y períodos constituyentes en España (1808-1936), 
Madrid 1977. Véase para el Estatuto Real págs. 29-32. 
36 Fernández Segado, F., Las Constituciones Históricas Españolas, Madrid 1986. Véase para el 
Estatuto Real  págs. 126-160. 
37 Torres del Moral A., Constitucionalismo histórico español, Madrid 1988. Véase para el 
Estatuto Real  págs. 57-65. 
38 Attard, E., El constitucionalismo español: 1808-1978, Madrid 1988. Véase para el Estatuto 
Real págs. 79-81. 
39 Jiménez Asensio, R., Apuntes para una historia del constitucionalismo español, Zarauz 1992. 
Véase para el Estatuto Real págs. 59-65. 
40 Peña González, J., Historia política del constitucionalismo español, Madrid 1995. Véase para 
el Estatuto Real págs. 108-122. 
41 Tomás Villarroya, J., Sistema Político del Estatuto Real (1834-1836), Madrid 1968. 
42 Tomás Villarroya, J., “La redacción y publicación del Estatuto Real”, en Revista de Estudios 
Políticos, Madrid (1966), vol. 145, págs. 47 a 78.; La Constitución de 1812 en la época del 
Estatuto Real, Madrid 1963; El Estatuto Real y la Constitución de 1837, Madrid 1985, págs. 11-
40; Breve historia del constitucionalismo español, 10ª ed., Madrid 1992.  
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de la asignatura de Historia del Derecho, y, por consiguiente, en todos los 
manuales de la asignatura se hace un tratamiento, más o menos extenso, de la 
historia constitucional43. Fue a partir de la publicación del Manual de Historia 
del Derecho de F. Tomás y Valiente44, en 1979, cuando se produjo un cambio 
cuantitativo y cualitativo en las visiones de conjunto de la Historia del Derecho 
respecto a la historia del constitucionalismo. 
 
 Así, siguiendo los pasos de Tomás y Valiente, aparecieron la Evolución 
histórica del constitucionalismo español de B. Clavero45 y los distintos ma-
nuales de J. Sánchez-Arcilla46. Desde entonces, nuestra historia constitucional 
ha ido ocupando un lugar preferente47 en las numerosas obras generales que 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
43 Sin duda el ejemplo más expresivo de nuestra afirmación lo constituye el Manual de Historia 
del Derecho español de A. García-Gallo, texto referente en nuestra asignatura durante décadas. 
García-Gallo, acerca del Estatuto Real se limitó a decir: “Así, manteniendo una concepción 
absolutista y cediendo sólo en parte a las nuevas corrientes liberales, se promulga el Estatuto 
Real en 1834, que sólo regula las Cortes y al que luego se añade una Tabla de derechos” 
(Manual de Historia del Derecho español, 4ª ed. Madrid 1971, t. I, pág. 479). El mencionado 
profesor dedicaba en su Manual tan sólo una página a todas constituciones españolas. 
44 Manual de Historia del Derecho, Madrid 1979. Véase el Estatuto Real en págs. 442-444. 
Véase también “Notas para una nueva historia del constitucionalismo español”, en Sistema nº 
17-18, Madrid (1977). Citado a través de Tomás y Valiente, F. Obras completas IV, Madrid 1997, 
en págs. 3355-3380. 
45 Clavero, B., Evolución histórica del constitucionalismo español, Madrid 1984. Véase el 
Estatuto Real en págs. 47-48. Este libro lo ha ampliado y desarrollado en su Manual de historia 
constitucional de España, Madrid 1989 en donde se dedican al Estatuto las págs. 49 a 51. La 
importancia que Clavero le da al constitucionalismo la ha llevado hasta su último extemo al 
reconducir toda la Historia del Derecho a la historia constitucional. En este sentido, llega a la 
conclusión que la “historia constitucional, esto es, la historia jurídica de todo tiempo contem-
poráneo puede, aún resultar más facilmente derecho constitucional, es decir, cultura cons-
titutiva de nuestro propio ordenamiento (“de un Derecho, la Constitución, y de un revés, la His-
toria”, en Anuario de Historia del Derecho Español nº 59 (1990), págs. 607 -632. 
46 Primeramente, en la obra de conjunto publicada en colaboración con Montanos Ferrín. E., 
Introducción a la Historia del Derecho, Madrid 1988, 2 tomos. En el tomo II se encuentra la 
parte dedicada al constitucionalismo (págs. 287-497), cuyo autor es Sánchez-Arcilla. Posterior 
mente, también en colaboración con E. Montanos, en Historia del Derecho y de las 
Instituciones, Madrid 1991, 3 tomos. El último tomo, elaborado por Sánchez-Arcilla, está 
dedicado a las constituciones e instituciones de los siglos XIX y XX. J. Sánchez-Arcilla publicó, 
está vez en solitario, una Historia de las instituciones político-administrativas contempo-
ráneas, Madrid 1994, en el que se recoge básicamente el contenido del manual anteriormente 
citado. En concreto, para el Estatuto Real, págs. 43-48. En sus manuales posteriores de 1995, 
2004 y 2009 se sigue apreciando la importancia del periodo constitucional sobre otras etapas 
anteriores de nuestra historia jurídica.  
47 Toda regla siempre tiene su excepción: E. Montanos Ferrín en su reciente manual ha 
suprimido todas las referencias al constitucionalismo (El Derecho en la Historia del España, 
Madrid 2009). 
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han aparecido en los últimos años48 como las de J. A. Alejandre49, J. M Pérez- 
Prendes50, A. Iglesia Ferreirós51. 
 
Este mismo interés reflejado en la manualística por la época cons-
titucional, se ha reflejado de la misma manera en el campo de la investigación, 
si bien es preciso señalar que ha sido la etapa gaditana y su epílogo de 1820 a 
1823, la que ha sido objeto de más atención en campo de las monografías. 
Escapa al objeto de nuestro estudio reseñar, ni siquiera a modo indicativo, la 
abundante bibliografía generada por el fenómeno gaditano en estos últimos 
años. Una valoración de todos los trabajos aparecidos desde el bicentenario de 
la Constitución de Cádiz merece ya de por sí toda una monografía. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
48 No se trata en este momento de hacer una relación completa de todos los manuales de la 
asignatura que se han publicado en los últimos años. A modo meramente indicativo y para 
corroborar nuestra afirmación, podemos citar: Escudero López, J. A., Curso de Historia del 
Derecho. Fuentes e instutuciones político-administrativas, Madrid 1985, para el 
constitucionalismo, págs. 871-900; sobre el Estauto Real, págs. 876-877; Peset, M., et alii, 
Historia del Derecho, Valencia 1993, págs. 305-319, el Estatuto Real, pág, 311, cuyo contenido 
está reproducido literalmente en su Historia de las Constituciones y Códigos, Valencia 1997, 
págs. 39-40; Coronas González, S., Manual de Historia del Derecho español, Valencia 1996, 
págs. 437-460, para el Estuto Real, pág. 45. Álvarez de Morales, A., Historia del Derecho y de 
las Instituciones españolas, Granada 2002, dentro del capítulo que dedica al régimen liberal 
incluye el estudio de las constituciones en los capítulos que dedica al “Régimen liberal I” (págs. 
239-257), “Régimen Liberal II” (págs.259-274), “La revolución de 1868 y el estado democrático 
liberal” (439-448) y “De la restauración a la II República” (págs. 449-482), para el Estatuto Real 
págs.262-264;  Alvarado Planas, J.,  et alii, Manual de Historia del Derecho y de las 
Instituciones, Madrid 2006, dedica un capítulo al “Triunfo del liberalismo” (págs. 741-761, en 
donde hace referencia al periodo 1834-1836, pero sin valoración alguna. En otro capítulo 
dedicado al “Estado constitucional” (págs. 769-781), se decribe el contenido del Estatuto Real, 
pero sin ninguna valoración (pág. 775). Morán Martín, R. y Maqueda Abreu, C., Cultura 
europea en España, Madrid 2010; para el Estatuto Real, pág. 321; Rodríguez Gil, M., Curso de 
Historia del Derecho español, Madrid 2010, para el constitucionalismo, págs. 378-383, el 
Estatuto Real en la pág. 380. 
49 Alejandre García, J., Derecho del constitucionalismo y la codificación, Sevilla 1978. Véase el 
Estatuto Real en págs. 171-173. Este volumen formaba parte de un manual colectivo en el que 
intervenían también E. Gacto y B. Clavero. Posteriormente este pequeño volumen se integró en 
los distintos manuales que han publicado conjuntamente E. Gacto, J. Mª. García Marín y el 
propio J. A. Alejandre. 
50 Pérez-Prendes Muñoz-Arraco, J.M., Interpretación histórica del derecho, Madrid 1996. Véase  
el constitucionalismo en las págs. 1059-1079 y el Estatuto Real en pág. 1071; y en el mismo 
sentido en Historia del Derecho español II, Madrid 2004, págs. 1795-1825 y el Estatuto Real en 
las págs, 1810 y 1815. 
51 Un exponente de lo expresado es la primera edición del manual de Iglesias Ferreirós (La 
creación del Derecho. Una historia del Derecho español. Lecciones, Barcelona 1988 tres 
fascículos), en el que aparecía  muy brevemente recogido el estudio del constitucionalismo, al 
que dedicaba sólo unas pocas páginas (782 -788); en la segunda edición de su manual (La 
creación del Derecho. Manual. Una historia de la formación de un derechos estatal español, 
Madrid 1996) ha ampliado considerablemente la atención a este período, dedicándole dos 
amplias lecciones (págs. 455-537) en las que el Estatuto Real es estudiado en las págs. 511-515. 
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Fuera del periodo gaditano y postgaditano, y dentro ya del plano 
institucional, los historiadores del derecho ha hecho importantes aportaciones 
en los últimos años que han ido llenando el vacío creado por esa Historia del 
Derecho de raigambre medievalista que predominó hasta los años 60 del pasado 
siglo. Si desde esa década fueron las instituciones de la Edad Moderna las que 
protagonizaron la investigación monográfica (Consejos, Secretarios del Des-
pacho, validos, corregidores…), desde los años 80 las instituciones contem-
poráneas se fueron abriendo paso lenta, pero progresivamente, en el horizonte 
iushistórico. Les tocó ahora el turno a los ministerios, a las diputaciones 
provinciales, a los ayuntamientos, a la administración de justicia… 
 
Por último, sin ser propiamente un historiador del Derecho, pues procede 
del campo del Derecho administrativo, deben ser necesariamente reseñadas las 
recientes contribuciones de A. Nieto al período que nos ocupa52. 
 
Centrándonos ya en el campo de las instituciones políticas y, dentro de 
ellas, las Cortes, podemos observar, como antes hemos dicho, que el fenómeno 
gaditano ha operado una auténtica vis atractiva entre los historiadores del 
derecho, y, aunque parezca paradójico, seguimos sin contar con una gran obra 
de conjunto sobre las Cortes de Cádiz. 
 
Para las Cortes del Trienio disponemos de la monografía de R. Medina 
Plana53 y para el reinado de Alfonso XII la de E. de Diego54. En los años ochenta, 
J. Baró Pazos55 realizó su tesis doctoral sobre el Congreso de los Diputados, pero 
el trabajo, basado fundamentalmente en textos normativos y material impreso, 
no pasa de ser una visión muy general. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
52 Nieto, A., Los primeros pasos del Estado constitucional, Barcelona 1996; Mendizábal apogeo 
y crisis del progresismo civil historia política de las Cortes constituyentes, Madrid 2011. 
53 Medina Plana, R., Soberanía, Monarquía y representación en las Cortes del Trienio, Madrid 
2005. 
54 De Diego García, E., El Congreso de los Diputados en el reinado de Alfonso XII, Madrid 2001. 
Tesis doctoral inédita UCM. 
55 Baró Pazos, J., El Congreso de diputados en España (1808-1868), Valladolid 1984. Tesis 
doctoral inédita. 
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Por consiguiente, no existe una obra de conjunto sobre las Cortes del 
Estatuto Real, pero más allá de un análisis institucional de las mencionadas 
Cortes, que ya de por sí merecen un estudio del que en la actualidad carecemos, 
hemos querido plantearnos, además, otra serie de cuestiones que, a modo de 
hipótesis, nos han sugerido un acercamiento al estudio de este corto, pero 
apasionante e interesante período. Tales interrogantes podían concretarse en 
los siguientes: 
 
¿En qué medida las Cortes del Estatuto Real surgieron con vocación de 
continuidad o fueron un mero tránsito en este turbulento período de la historia 
de España? ¿El Estatuto Real y la convocatoria de las primeras Cortes de esta 
etapa eran un mero subterfugio para mantener los privilegios del Trono en la 
persona de Isabel II? ¿Las reformas que se llevaron a cabo en el plano político y 
administrativo eran las adecuadas para apoyar un cambio de estas 
características? 
 
Han sido muy pocos los autores, como acabamos de referir, que, desde 
distintas disciplinas (historiadores, constitucionalistas, historiadores del dere-
cho), han abordado el estudio de este periodo y se han planteado alguno de 
estos interrogantes.  
 
Respecto a nuestra primera hipótesis, la vocación de continuidad o 
permanencia del sistema, ninguno de los autores se la ha planteado 
directamente. No obstante, algunos historiadores, sin llegar a dar respuesta a la 
pregunta planteada, ponen el acento en la idea de que este período constituyó 
una transición del régimen absolutista al gobierno representativo: “los años de 
1834-1836 marcan la transición definitiva de la monarquía absoluta al gobierno 
representativo en España”56. Se han aportado nuevos e interesantes matices 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
56 Marichal, C., La revolución liberal y los primeros partidos políticos en España 1834-1844, 
Madrid 1980, pág.84. Consideró, además, que el período de 1833-1844 estuvo dominado por la 
inestabilidad y lo calificó como la “época de las revoluciones”, cita en pág. 17; Véase también 
Bahamonde, A y Martínez J.A., Historia de España siglo XIX, Madrid 1998, pág. 197: “En 
	  	   22	  
como la mediatización económica de Inglaterra y Francia en la consolidación 
del sistema político del Estatuto “cuya implantación estuvo muy mediatizada 
por los intereses económicos y políticos de Inglaterra y Francia sobre la 
Península57. O igualmente se ha hecho énfasis en la influencia decisiva del 
carlismo: “La promulgación del Estatuto Real en 1834 supuso un paso decisivo 
en la transición hacia aquella forma de Gobierno, transición, que se produjo en 
el traumático marco de la primera guerra civil carlista”58. O en la consideración 
de que el sistema político introducido no fue “ni punto de llegada ni 
constitución perdurable”59. De esta forma, la etapa que se abrió desde la muerte 
de Fernando VII hasta la promulgación de la Constitución de 1837 adquiere, 
para alguno de ellos, la consideración de período constituyente60.   
 
En el caso de los constitucionalistas61, ya sea porque muchos de ellos han 
enfocado el estudio de este período a través de obras de carácter general,62 o  ya 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
realidad el Estatuto quedó desbordadopor su propio funcionamiento a lo largo de 1834 y 1835. 
No había dejado de ser un producto circunstancial aplicable a un momento histórico 
determinado por la guerra civil. En este contexto fue un instrumento útil que institucionalizó 
una confluencia de intereses sociales y políticos alrededor de la Regencia. Pero la propia 
dinámica de la guerra, unida a un conjunto de demandas sociales y políticas de mayor alcance , 
tansformaron el reformismo desde arriba y pactado en una transición no prevista que 
desembocó en la ruptura liberal de 1836”. 
57 Ídem, pág. 85; Véase también: Rodríguez Alonso, M., “El Estatuto Real de 1834. El embajador 
británico en la preparación y redacción definitiva del texto”, en Revista de Estudios Políticos 
(Nueva Época), nº 44 Marzo-abril (1985), pág. 192.  
58 Marcuello, J.I., La práctica parlamentaria en el reinado de Isabel II, Madrid 1986., pág. 7. 
 Juan Ignacio Marcuello Benedicto, que no se ha limitado, como otros historiadores, a realizar 
un examen de la evolución política de la época sino que ha extendido su análisis al estudio de la 
práctica política. El autor califica este período en los siguientes términos: “fase de estabilización 
transaccional del sistema constitucional…”, utilizando el criterio historicista del Preámbulo del 
Estatuto Real como fundamento del texto. 
59 Pro Ruíz, J., El Estatuto Real y la Constitución de 1837, en Artola, M (coord.), Colección de 
Constituciones Españolas, Madrid 2010, pág. 19. 
60  Ibídem. Pro esgrime el argumento utilizado en uno de los votos particulares que se 
presentaron contra el Dictamen del Consejo de Gobierno al Estatuto en marzo de 1834. 
Concretamente, el del Arzobispo de Méjico, que insistió en hacer constar en el texto su carácter 
provisional: “Por otra parte, ningún perjuicio resultaría de anunciarle como medida provisional; 
porque si era feliz en su resultado, continuaría después y pudiera dársele estabilidad, y si era 
perjudicial la perdería indudablemente”. 
En lo que a la transitoriedad o permanencia se refiere, atribuyó a este período el valor de 
haber sido una clara transición a la monarquía constitucional que “fue institucionalizada en 
1837”. 
61 Los constitucionalistas se enfrentaron a este tema desde un plano estrictamente político. 
Desde la perspectiva de  Sánchez Agesta, L., Op.cit., la historia del constitucionalismo del s. XIX 
estuvo falseada por los pronunciamientos, el caciquismo y las manipulaciones del sufragio. Por 
ello no fue más que un reflejo de la revolución social y económica que se produjo en este siglo.  
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sea porque se hayan centrado en el estudio de realidades determinadas, como el 
Estatuto Real63, tampoco se ha dado una respuesta al interrogante planteado. 
 
No obstante, acerca de la consideración de transición del sistema político, 
también se puede constatar la existencia de constitucionalistas que la apoyan, 
desde su valoración historiográfica actual, al considerar que constituyeron “un 
punto de partida para una evolución reformadora”64; “en esta etapa se van a 
iniciar, para continuar y desarrollarse en el reinado de Isabel II las malfor-
maciones congénitas del constitucionalismo español”65; “la restauración de un 
orden político pretérito, pero que objetivamente y, sobre todo, en su desen-
volvimiento práctico tuvo un significado de más trascendencia, pues fue 
utilizado como cobertura jurídica para la liquidación del Antiguo Régimen”66, o 
“pretendió abrir el sistema político a la participación de los liberales moderados 
a través de la elaboración y puesta en funcionamiento de una norma -el 
Estatuto- que tenía vocación de transitoriedad”67. 
 
Por último, la percepción de los historiadores del derecho sobre la 
transitoriedad del sistema coincide en la mayoría de los autores68.  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
62 Sánchez Agesta, L., Historia del constiucionalismo español (1808-1936), Madrid 1984; 
Fernández Segado, F., Las Constituciones históricas españolas, 4º ed., Madrid 1986, págs.126-
158; Attard, E., El Constitucionalismo Español: 1808-1978, Valencia 1988, págs.79-80; Peña 
González, J., Historia política del constitucionalismo español, Madrid 1995, págs.108-122. 
63 Villarroya J.T., El sistema político del Estatuto Real, Madrid 1968. Este autor  centró su 
estudio, fundamentalmente, en el origen, naturaleza jurídica y contenido del Estatuto. La 
importancia del Estatuto Real radica en que contribuyó a dejar atrás, de manera definitiva, el 
Antiguo Régimen; y aunque el sistema político que estableció fue débil, insistió en que, sin su 
estudio, difícilmente se puede entender la historia del liberalismo y constitucionalismo español 
posterior. Con todo lo expresado, Tomás Villarroya no llegó a cuestionarse el carácter de 
permanencia o transitoriedad del nuevo sistema político que llevaba consigo la promulgación 
del nuevo texto. Su valoración historiográfica le llevó a una clara conclusión avalada con el 
tiempo: “los mecanismos de gobierno que estableció permitieron el funcionamiento del régimen 
parlamentario en España”. Véase del mismo autor Breve historia del Constitucionalismo 
español. Madrid 1981 
64 Sánchez Agesta, L., Op.cit., pág. 202. Fundamentó dicha reflexión en los discursos de 
Martínez de la Rosa en el Estamento de Procuradores. 
65 Peña González, J., Op.cit., pág. 108.  
66 Torres del Moral, A., Constitucionalismo histórico español, Madrid 1986, pág.58. 
67 Jimenez Asensio, R., Apuntes para una historia del constitucionalismo español, Zarauz 1992, 
págs. 59-60. 
68  Véase: “El Estatuto Real promulgado el 10 de abril de 1834 fue la norma básica de la nueva 
situación. Esta era inestable y movediza; ahora la percibimos como una situación transitoria, 
como un intento de salir del absolutismo, más que como un propósito de entrar en el régimen 
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 Bien es cierto que dichas valoraciones, tanto de historiadores 
como de constitucionalistas, relativas a la transitoriedad se han realizado desde 
la visión que les da la interpretación histórica actual de los sucesos 
acontecidos69, pero en ningún caso sobre el análisis de dicho carácter contem-
plado desde la perspectiva de 1834, que constituye la base de nuestra hipótesis. 
 
 Acerca de la idea de permanencia del sistema político establecido 
tampoco se pronuncia ningún autor pero, se ha defendido, entre alguno de los 
historiadores estudiosos del período, la idea del sistema del Estatuto como “una 
ideología de continuidad”70, que supuso un alejamiento tanto de la soberanía 
monárquica como de la soberanía nacional “era el pacto entre ambos principios 
elevados a la categoría de ley fundamental del Estado”71.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
liberal.”  En Tomás y Valiente, F., M. Historia del Derecho, 6ª ed., Madrid 1995, pág.1376; 
Alejandre García J. A., Derecho del constitucionalismo y la codificación, Sevilla 1978, pág.173: 
“El Estatuto Real perfiló los rasgos definitivos del régimen parlamentario español del siglo XIX 
y por sí mismo y a través de sus disposiciones que lo complementaron y desarrollaron sentó las 
bases del moderno control parlamentario mediante la discusión pública  y las mociones de 
censura contra el gobierno, lo que significó el fin del sistema del Antiguo Régimen”. 
69 En la línea de la transitoriedad,  es destacable el trabajo citado de Aranque Hontagas, N., “Las 
primeras elecciones…”, cita en pág. 95.,  que insistió en atribuir este carácter “al incipiente 
proceso liberal llevado a cabo por el gobierno de Francisco Martínez de la Rosa”, poniendo el 
acento en el hecho de que se trata de una primera apertura del Antiguo Régimen. Para ello se 
apoya en reflexiones de autores coetáneos, como Fermín Caballero, que consideró que las 
nuevas Cortes aportaron pocas diferencias a las existentes; y señaló expresamente el “aumento 
del cuerpo mixto de notables  y el incremento del derecho al voto a 451 cabezas de partido en vez 
de 37 ciudades privilegiadas con anterioridad. La justificación que el propio Martínez de la Rosa 
dio para la convocatoria de Cortes se basaba en “el advenimiento de un nuevo Monarca, sobre 
todo si es menor de edad; el segundo, restablecer las antiguas leyes fundamentales, en beneficio 
del Trono y del pueblo y, por último, la necesidad de reafirmar en el Trono a Isabel II, 
rodeándose de los próceres del reino y de los Procuradores de las ciudades y las villas” (Gaceta 
de Madrid 18-4-1834) cita en pág. 97. También el trabajo desarrollado por Rodríguez López-
Brea sobre las peticiones económicas en la primera legislatura del Estatuto Real vuelve a insistir 
en el calificativo de este período como una transición hacia el régimen constitucional, que se 
desarrolla con el beneplácito de la Regente y de una parte de la anterior clase política. Alude 
también a la obsesión que primó en los liberales moderados de este período, que pretendían 
evitar los errores del pasado buscando una solución que armonizara las “las leyes 
fundamentales” de la monarquía española y el ideario liberal. 
70 Burdiel, I., La política de los notables (1834-1836), Valencia 1987, pág. 41. El soporte de tal 
afirmación lo encuentra en las declaraciones de Bertrán de Lis: “a la nación en suma que ha 
habido y hay un medio de labrar su felicidad sin los escollos de la revolución”, para así “tener 
una constitución estable que asegure para siempre las personas y propiedades de los ciudadanos 
que forman la sociedad”, y en la de la prensa valenciana representada por El Turia. 
71 Ibídem. Sobre ley fundamental véase: Tomás y Valiente, F., “Génesis de la Constitución de 
1812: de muchas leyes fundamentales a una sola constitución”, en Anuario de Historia del 
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Desde la óptica de la historia económica se ha destacado el inmovilismo 
que representó el Estatuto Real al que se definió como “una carta otorgada que 
había de hacer las funciones de constitución, sin implicar riesgo alguno para el 
régimen puesto que, elaborada desde arriba y sin ninguna clase de discusión 
pública, sus artífices podían proveer toda suerte de garantías contra el desbor-
damiento”72.  
 
Otra percepción puso el acento en el hecho de que si se hubiera 
producido un compromiso entre constitucionalistas y realistas moderados 
habría sido posible “una transición pacífica”73, pero en España no lo hubo “y 
cuando los liberales se consolidaron en el poder, cada una de sus facciones 
pretendió imponer su voluntad desde el Gobierno, provocando una reacción 
simétrica en el partido contrario cuando accedían al poder. No hubo, por tanto, 
transición sino ruptura y transformación violenta”74 . 
 
Para concluir, bajo nuestra opinión, tras el análisis realizado en los 
Diarios de Sesiones, que constituyen la principal fuente de este trabajo, y en el 
preámbulo del Estatuto Real, tenemos la absoluta convicción, si contemplamos 
la realidad desde la perspectiva de ese momento, de la voluntad de permanencia 
del régimen establecido.  
 
 Bien es cierto, que como justificación del nuevo modelo que se estaba 
construyendo, se acudió a la legitimidad histórica: “A V. M. es a quien toca 
restablecer en su plenitud y grandeza una institución tan venerable, tomando, 
en lo posible, como base y cimiento para levantar el nuevo edificio, las antiguas 
Cortes de la Monarquía”75; pero también lo es el hecho de que eran conscientes 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
Derecho Español nº 65 (1995), págs. 13-126; Corona, S., “Leyes Fundamentales y constitución 
de la Monarquía Española”, en Iura Vasconiae nº 8 (2011), págs. 41-62. 
72 Fontana Lázaro, J., La revolución liberal política y hacienda 1833-1845, 2ª ed., Madrid 2001, 
pág. 57. 
73 Nieto, A., Los primeros pasos del Estado constitucional, Madrid 1996, pág. 25. 
74 Ibídem. 
75 Exposición Preliminar del Estatuto Real, citado por Tomás Villarroya en El Sistema político…,  
Apéndice III, pág. 625 
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de la necesidad de adaptación de la tradición histórica a la nueva realidad: “Mas 
ni el estado progresivo de la Nación, ni el espíritu del siglo en que vivimos, ni las 
circunstancias en que nos hallamos, consienten que se fíe la suerte del Estado a 
un mero simulacro de Cortes que, habiendo conservado el nombre primitivo, 
pero distantes de representar los intereses actuales de la sociedad, ni pudieran 
ofrecer al trono eficaz cooperación y recursos, ni satisfacer el anhelo de los 
pueblos con beneficios ni esperanzas”76. 
 
En relación con la segunda hipótesis de nuestro trabajo: ¿El Estatuto 
Real y la convocatoria de las primeras Cortes de esta etapa son un mero 
subterfugio para mantener los privilegios del Trono en la persona de Isabel II? 
La respuesta bibliográfica es también diversa: 
 
Los historiadores generales tampoco han dado respuesta a dicha cuestión 
y los del período, aún sin plantearse la mayoría de ellos la que constituye 
nuestra segunda hipótesis de investigación, pusieron el acento en el papel 
pretendidamente moderador77 asumido por la Corona, expresado a través del 
principio de soberanía compartida Rey-Cortes78. No obstante, se reconoció que 
en el momento inicial de la Regencia se pudieron plantear ciertas dudas con el 
intento de Cea de salvaguardar las prerrogativas de la Corona79.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
76 Ibídem. 
77  Véase: Artola, M., Partidos y Programas políticos 1808-1936, Madrid 1991, t.I, pág. 220. 
Artola tampoco se planteó el tema de la preservación de los privilegios de la Corona, pero 
consideró que asumió un papel moderador: “la potestad real, se presenta como suprema 
moderadora, para impedir contrastes violentos entre los brazos del cuerpo legislador y 
mantener en su fiel la balanza”. Sin embargo, reconoce como alguno de los autores relacionados 
anteriormente, el exhaustivo control ejercido por la Corona “que se ejerce por medio de la 
iniciativa legal, que se reserva en exclusiva y a través de la designación de los miembros del 
Estamento de Próceres…” 
78 Marcuello Benedicto, J. I., La práctica parlamentaria en el Reinado de Isabel II, Madrid 
1986, pág. 27. Sin embargo, Marcuello profundizó en las razones del fracaso del pretendido 
equilibrio: “desde el momento que la dinámica de la revolución liberal generaba una  línea de 
tensión entre un Monarca, que trataba de resguardar las prerrogativas de la época del 
absolutismo, y un parlamento dominado por la burguesía censitaria, que buscaría limitar a 
aquél en su beneficio”. 
79 Burdiel, I., La política de los notables (1834-1836), Valencia 1987, pág. 39. Esta autora: apoyó 
la idea de la implantación, a través del Estatuto, de la teoría de la continuidad que implicó “una 
concepción de la soberanía basada en una estructura dual del poder, el Rey y las Cortes”. 
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Los constitucionalistas tampoco se han planteado esta segunda cuestión, 
pero aportan ciertas ideas de las que podemos deducir una respuesta. En algún 
caso insistieron en que el régimen de representación instaurado por el Estatuto, 
no fue una gracia de la Corona, sino que su pretensión fue “revalidar una 
institución histórica”80, lo que no impedía que la Corona se reservara amplias 
facultades “en la organización y funcionamiento de las Cortes”81, pero no con el 
objetivo de preservar sus privilegios como monarquía absoluta. Sin embargo, 
algún autor ha defendido la idea del intento de los protagonistas de ese 
momento de encontrar un camino intermedio entre constitucionalistas y libera-
les con la intención de dar continuidad a situaciones privilegiadas de ciertos 
grupos sociales.82  
 
Otro planteamiento parte de la idea de que las Cortes abordaron la 
cuestión de la Corona de manera superficial, centrando su interés en tres temas: 
la exclusión de Don Carlos, el presupuesto de la Casa Real y la incidencia de la 
misma en la caída del gobierno de Mendizábal. La idea desarrollada parte, en 
relación con la Corona, de “la existencia obligada de una Regencia, la conversión 
de la potestad real absoluta en limitada y la desvalorización de la institución 
monárquica como factor de integración política.”83  
 
Otra perspectiva, desde la historia del derecho, puso el acento en la gran 
limitación de las atribuciones de las Cortes y la concentración de poder en 
manos del Rey: “las atribuciones de las Cortes bicamerales y estamentales 
estaban tan limitadas por el poder del Rey, y era tan fuerte la intervención de 
éste en aquellas y tan amplios sus poderes en todos los demás aspectos, que no 
cabe hablar de división de poderes, pues la mayoría de éstos continuaban 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
80 Sánchez Agesta, L., Op. cit., pág. 203. 
81 Ídem, pág. 207. 
82 En esta línea se pueden citar también a Tomás y Valiente : “Los autores del Estatuto trataron 
de encontrar una vía media entre el constitucionalismo y la continuación de la situación  
privilegiada de los grupos sociales arropados en torno a la monarquía; con el se pretendía salir 
del absolutismo sin entrar en el liberalismo, cuadratura del círculo político que tienta en 
ocasiones intermintentes aq uienes enmomentos de inexorables cambios aspiran a controlarlos 
y a reducirlos”, en “Notas para una nueva historia del constitucionalismo español”, en Sistema, 
núms. 17-18, págs.71-88. Cita en pág. 72. 
83 Villarroya, J., Op.cit., pág. 140. 
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concentrándose en una Monarquía fuerte”84. Desde esta disciplina también se 
ahonda en el principio de soberanía compartida Rey-Cortes que en la práctica se 
tradujo en un amplio intervencionismo de la Corona.85 
 
La tercera de las preguntas de nuestra hipótesis es la siguiente: ¿Las 
reformas que se llevaron a cabo en el plano político y administrativo eran las 
adecuadas para apoyar un cambio de estas características? 
 
Los historiadores generales que han estudiado el siglo XIX no se han 
planteado dicha cuestión86. A diferencia de ellos, los historiadores que estudia-
ron este período concreto plantearon tres enfoques que podrían dar respuesta a 
la tercera hipótesis que nos planteamos. 
 
El primer enfoque se centra en la idea de que el régimen del Estatuto 
tuvo, desde sus comienzos, bastantes detractores, dado que amplios sectores de 
la población reclamaban una mayor participación ciudadana. La vía de pene-
tración de estas inquietudes sociales tuvieron una limitada expresión: las 
peticiones formuladas desde el Estamento de Procuradores entre julio de 1834 y 
mayo de 1835, que constituyeron la base de las propuestas de reforma de origen 
social87. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
84 Tomás y Valiente, F., Manual de Historia del Derecho Español, 2ª ed., Madrid 1980, pág. 
444. 
85 Alejandre García J.A., Derecho del constitucionalismo y la codificación I, Sevilla 1978, pág. 
172; Sánchez- Arcilla, J., Historia del Derecho y de las Instituciones, Madrid 1991, pág. 47: “Con 
la restauración de la tradición se estaba implantando implícitamente el principio de la soberanía 
compartida entre el Rey y las Cortes”. 
86 Sin embargo, Tuñón de Lara, Op. cit., pág. 76 puso el acento en una idea que confirmarían 
otros historiadores: “Si la necesidad de enfrentarse a la sublevación carlista hizo que el 
Estamento de Procuradores aceptase momentáneamente la tesis de la continuidad de las leyes 
tradicionales del reino, ello no fue obstáculo para que desde los primeros momentos se formase 
un núcleo de oposición liberal que se expresó a través de la intervención de Joaquín Mª López 
en expuesta al discurso de la corona. López afirmó la intangibilidad de los derechos individuales 
y la independencia del poder judicial”. 
87 Véase: Artola, M., Op.cit. Esta misma línea la apoya Isabel Burdiel, que aunque tampoco se 
planteó directamente la tercera hipótesis si se pronunció sobre la reacción social ante los 
cambios. Desde su punto de vista, la población no fue muy proclive a aceptar un liberalismo 
radical tras los fallidos intentos de 1812 y 1820, ello requería “lograr una fórmula política nueva 
que sancionase, en el ámbito de la ordenación de los Poderes del Estado, la alianza ya gestada en 
torno al Trono de Isabel II entre los sectores más preparados y mejor dispuestos al cambio y el 
ala más moderada del liberalismo. Burdiel, I., op.cit. La política de los notables …, pág. 39. 
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El segundo viene fundamentado por aquellos que sostienen la 
imposibilidad de que los cambios introducidos se consolidasen por estar todavía 
vigentes “los principales pilares de la sociedad seguían en pie y todavía podían 
resistir los embates de las nuevas fuerzas políticas”88. Aunque así se pretendió, 
no fue posible mantener cierto orden tradicional y además introducir el libera-
lismo. Estaba claro que el Antiguo Régimen no podía continuar pero tampoco 
fue posible consolidar el liberalismo; porque, si bien en un primer momento las 
fuerzas liberales se conformaron con una introducción paulatina de las reformas 
políticas, con el transcurso del tiempo se exigió una profundización que la 
Corona no estaba dispuesta a satisfacer.  
 
Otro problema apuntado desde un punto de vista institucional fue la 
existencia de unos ayuntamientos de corte absolutista que complicaban la apli-
cación, a nivel local, de las reformas que a través del Estatuto se pretendían 
imponer. En el ámbito local las únicas reformas se habían implantado a través 
de los decretos de Javier de Burgos (2 de febrero y 10 de noviembre de 1833), 
que afectaron, sobre todo, a la composición de los ayuntamientos (para elegir a 
los cargos municipales intervenían el mismo número de mayores contribuyentes 
que de miembros de la corporación) y al nombramiento de los subdelegados de 
fomento, que implicó un fortalecimiento de la intervención del Gobierno central 
en la gestión municipal. De esta forma los ayuntamientos contribuyeron a 
dificultar y retardar la aplicación de las distintas novedades que el liberalismo 
pretendió implantar89. 
 
La anterior reflexión lleva a algún historiador a señalar la profunda 
conexión existente entre la revolución liberal y la transformación social que se 
fue produciendo, entendiendo que el proceso de consolidación de las reformas 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
88 Marichal, C., La revolución liberal y los primeros partidos políticos en España 1834-1844, 
Madrid 1980, pág. 17. 
89 Véase: Burdiel, I., Op. cit.,  
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fue sometido a “complejas negociaciones, transacciones y luchas entre las 
distintas fracciones de las clases dominantes y de la nueva élite política”90.  
 
El tercero de los enfoques se ha centrado en que los cambios introducidos 
no gozaron de la contundencia necesaria para resultar exitosos. Dichos cambios 
tuvieron un objetivo claro: crear una nueva organización que dejara atrás el 
absolutismo y consolidara una Monarquía limitada y representativa, 
mediatizada por el peso real de Don Carlos. Sin embargo los medios que utiliza-
ron centrados en unas Cortes con uno de los Estamentos de nombramiento 
Real, y con el Estamento de Procuradores ejerciendo sus capacidades con bas-
tantes limitaciones no eran el paradigma de las posturas liberales más radicales.  
 
En un principio se aceptó que Martínez de la Rosa representaba ese espíritu 
de cambio que se propugnaba desde la Corona pero la práctica parlamentaria 
demostró que los liberales progresistas, desde el primer momento, deseaban 
cambios más contundentes. La obsesión por preservar a la Corona del desgaste 
y la necesidad de abandonar el Antiguo Régimen, pero sin caer en los excesos 
que tan funestas consecuencias habían producido en el Trienio liberal acabaron  
pasando factura.91 
 
 Los constitucionalistas no se han planteado esta cuestión, pero del 
estudio de algunas de sus obras se puede deducir una serie de ideas básicas que 
nos muestran que las circunstancias del momento exigían un cambio. En este 
sentido todos los autores coinciden en la influencia clara que tuvo en ellos la 
clase media. 
 
Hechos concretos que se discutieron en las distintas legislaturas del 
período objeto de estudio, como la supresión de vínculos y mayorazgos y la 
desamortización civil y eclesiástica que llega su punto álgido en 1836 con 
Mendizábal, se oponían a la libre circulación de la propiedad y limitaban la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
90 Marichal, C., Op.cit., pág. 19. 
91 Véase: Marcuello Benedicto, J.I., La práctica parlamentaria en el reinado de Isabel II, 
Madrid 1986, págs. 15-16. 
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propiedad privada de la misma, propiedad a la que la clase media ambicionaba 
acceder. 
 
Todo ello llevó a considerar lo que se ha denominado la soberanía de las 
clases medias que, en el período objeto de estudio, sirvió de argumento a 
Martínez de la Rosa y a Javier de Burgos para intentar adecuar las instituciones 
políticas a los intereses de la sociedad, llevando a cabo, con dicho fin, una serie 
de reformas administrativas y políticas92. 
 
Otra idea utilizada por los constitucionalistas en relación con este tema es 
evidente desde nuestra actual perspectiva: la enorme proyección de futuro que 
tuvieron muchas de las reformas políticas que se llevaron a cabo en este 
momento: “los mecanismos de gobierno que estableció permitieron el 
funcionamiento del régimen parlamentario en España. Las disposiciones que lo 
completaron inauguraron el sufragio censitario en nuestro Derecho electoral. 
Bajo su vigencia se celebraron las primeras elecciones directas en España. 
Algunas de sus concepciones doctrinales pasaron a las Constituciones de 1845 y 
1876”93, y además contribuyó a introducir en España instituciones que existían 
en otras naciones europeas.  
 
Manteniendo la línea expresada en el párrafo anterior otros juristas, que 
tampoco se han planteado nuestra tercera hipótesis de trabajo, se han centrado 
en la trascendencia de las reformas administrativas llevadas a cabo en la España 
del Estatuto Real.  
 
En el inicio de la Regencia estas reformas se circunscribieron al ámbito 
administrativo quedando postergadas las de naturaleza política: “las reformas 
administrativas eran la alternativa de las reformas constitucionales”94. En un 
siguiente paso, las reformas administrativas y políticas fueron complementarias 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
92 Sánchez Agesta, L., Op. cit., pág. 117. “ A ellos se adaptaron las instituciones del régimen 
representativo y el constitucionalismo liberal”. 
93 Villarroya, J.T., Op. cit., pág. 16. 
94 Nieto, A., Op.cit., pág. 77. 
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aunque: “parece claro en todo caso que las reformas constitucionales van a 
remolque de la posición económico social de los grupos políticos que las 
promueven, puesto que aquellas no son más que el reconocimiento de un poder 
fáctico previo”95 En cualquier caso la transformación fue tan profunda en la 
administración local y la central que permitió al Estado adquirir “la planta 
propia de un Estado moderno, que en lo sustancial ha durado hasta hoy.”96  
 
Esto nos lleva a una nueva reflexión relacionada con la proyección de 
futuro de las reformas practicadas y no tanto a su éxito en el momento en el que 
se implantaron97.  
 
A la vista del análisis de la historiografía podemos concluir que no se ha 
llevado un estudio monográfico desde el punto de vista institucional de las 
Cortes y del sistema político establecido a raíz de la muerte de Fernando VII. En 
segundo lugar, tampoco la historiografía ha llegado a plantearse de forma 
taxativa los interrogantes que han servido de punto de partida para la 
elaboración de esta tesis.  
 
2. Métodología y fuentes 
 
  Abordar un trabajo de investigación por primera vez nunca es fácil. En 
primer lugar, es necesario plantearse una hipótesis de trabajo sobre un tema 
que, a priori, no es conocido o, al menos, no lo es suficientemente. La hipótesis 
nos indica cual es el principal objetivo de nuestro estudio; es entonces cuando el 
investigador debe optar por definir el método -el camino, en definitiva- que 
debe seguir para someter a verificación empírica su conjetura inicial. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
95 Ídem, pág. 521. 
96 Nieto, A., Op.cit., pág.210. 
97  Sobre las reformas de la Administración central es importante destacar el análisis realizado 
por dos historiadores del derecho en relación con los cambios producidos: Sánchez Bella, I., “La 
reforma de la Administración central en 1834”, en Actas del III Simposio de Historia de la 
Administración, 1974, págs. 655-688. Y Arvizu y Galarraga, F., “El Consejo Real de España e 
Indias en Ídem, págs. 383-407. 
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 Los historiadores del Derecho no han sido muy proclives a abordar 
cuestiones metodológicas. El gran debate “metodológico” del siglo XX fue si 
nuestra disciplina pertenecía al campo de la Historia o si, por el contrario, 
debíamos considerarnos integrantes de la ciencia jurídica. Debate, aunque 
considerado como metodológico por muchos, en realidad no era tal, sino más 
bien un problema de catalogación científica de la disciplina98. 
 
 Ciertamente, caminar en la tierra de la Historia o nadar en el mar del 
Derecho tendría que tener consecuencias metodológicas, pero dichas 
consecuencias -que serían auténticamente el debate metodológico- fueron las 
que nunca se llegaron a abordar por los historiadores del Derecho de la pasada 
centuria. En la praxis, en la investigación aplicada, tanto los trabajos de los 
defensores del “historicismo”, como los de los seguidores del “institucional-
lismo” apenas se encuentran diferencias. El predominio de lo “metajurídico” 
(las circunstancias políticas, económicas y sociales determinantes del Derecho) 
que debía presidir en los estudios de los que propugnan la primera orientación, 
en muchas ocasiones no se encuentra por ninguna parte, y sus trabajos acaban 
convirtiéndose en una enumeración de disposiciones comentadas cronológica-
mente. Y si pasamos al bando contrario, esa preeminencia de lo jurídico tam-
poco aparece, y los problemas del derecho se diluyen en el devenir de los 
acontecimientos históricos.  
 
 Entendemos que un jurista, al enfrentarse a un trabajo de naturaleza 
histórica, debe determinar de manera precisa no sólo el campo objeto de 
estudio, sino también el modo que debe de “arar” ese campo para obtener de él 
el fruto que espera.  
 
 Nuestra tesis se centra en el estudio de una institución política: las 
Cortes. Pero no las Cortes “tradicionales”, sino unas nuevas Cortes que se 
crearon en un momento muy concreto y convulso de nuestra historia. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
98 Sobre todos estos temas, véase  Sánchez-Arcilla Bernal. J., Jacobus, id quod ego. Los caminos 
de la ciencia jurídica, Madrid 2003. 
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Institución política, por tanto, cuyos condicionamientos y cuyas razones 
necesariamente han de ser políticos, que no jurídicos. Pero aunque las Cortes 
son una institución política, se hallan revestidas –como todas las instituciones- 
de un manto jurídico que las legitima. De manera que en nuestro estudio, 
posiblemente más que en ninguna otra institución, lo metajurídico y lo jurídico 
están unidos en un indisoluble matrimonio. Matrimonio, pero desigual, pues si 
alguno de los “cónyuges” tiene una primacía sobre el otro, éste es el componente 
metajurídico. 
 
 ¿Significa esto que nuestro estudio ha de realizarse desde una perspectiva 
histórica o darle una prioridad al componente histórico sobre el jurídico? 
Pensamos que no.  
 
La institución que estudiamos se halla situada en un campo que 
comparten dos ciencias: la Historia y el Derecho99. El problema, en mi opinión, 
no radica tanto en que nos tengamos que posicionar previamente en la ciencia 
histórica o en la ciencia jurídica, para hacer un determinado tipo de “historia del 
Derecho”. La cuestión radica en ser consciente de la importancia que tienen 
para esta institución todas esas circunstancias metajurídicas y analizar sus 
influencias efectos en el componente jurídico. 
 
Siguiendo a G. Robles, Sánchez-Arcilla sostiene que la ciencia jurídica 
excede con creces la noción o concepto de “Derecho” que se maneje. Éste 
siempre será un elemento más dentro de la ciencia jurídica. Con esta concepción 
amplia de ciencia jurídica, tienen perfectamente cabida dentro de ella las 
decisiones extrasistemáticas (discusiones parlamentarias, movimientos sociales 
que influyen en la generación de las normas…). Son factores metajurídicos que 
son traídos al campo del Derecho. Aunque G. Robles se refiere a la “decisión 
constituyente”, Sánchez-Arcilla considera que este mismo planteamiento se 
puede aplicar a las decisiones normativas de carácter ordinario: las leyes100. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
99 Sobre el concepto de “campo” científico, Sánchez-Arcilla, Jacobus, id quo ego…, pág. 431. 
100 Ídem, Op. cit., págs. 415-416. 
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Desde esta perspectiva, centrándonos en nuestro tema de tesis, nos 
encontramos con que, aun siendo las Cortes una institución de carácter político 
en la que predominan los elementos metajurídicos (“decisiones extrasiste-
máticas”, en palabras de G. Robles), no hay ningún inconveniente para traerlos 
al campo de la ciencia del Derecho. Son considerados factores que intervienen 
en la generación de las decisiones intrasistemáticas, sin los cuales éstas no se 
podrían comprender. 
 
Se separa así Sánchez-Arcilla de la orientación institucional clásica 
propugnada por su maestro A. García-Gallo, para la que las “situaciones de 
hecho” y las “valoraciones” de dichas situaciones quedarían, según el citado 
profesor, fuera del campo del derecho, pues el componente jurídico de la ins-
titución se limita, para García-Gallo, a la “regulación jurídica” de esas situa-
ciones que han sido previamente valoradas. 
 
 No es posible comprender el período cronológicamente situado entre 
1834 y 1836 sino estudiamos de dónde parte, cómo se desarrolla y que provocó 
su fin. Parcelar el estudio de la realidad institucional aislándola de una 
referencia temporal carecería, bajo nuestro punto de vista, de sentido. No sería, 
por tanto, admisible descontextualizar la institución: hemos de insertarla en 
una realidad política y social. 
 
Para el caso que nos ocupa, las Cortes nacidas al amparo del Estado Real, 
el estudio de esta realidad institucional va más allá del periodo considerado, 
porque hemos de encontrar las razones de lo acontecido en períodos constitu-
cionales anteriores. Solo desde la perspectiva de esta evolución seremos capaces 
de captar la naturaleza de los cambios que se fueron produciendo y que serían 
determinantes en los acontecimientos posteriores. 
 
Existió un entramado ideológico que tuvo su expresión en un sistema 
político surgido al amparo del Estatuto Real. Dicha norma, como “Ley fun-
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damental” de la época, constituyó el marco de referencia y uno de los mecanis-
mos de regulación de la convivencia social.  
 
Pero nosotros debemos intentar comprender las razones por las que esta 
norma se enfrentó con tantas limitaciones a la realidad socio-política a la que 
iba dirigida.  
 
No fue fácil, como tendremos oportunidad de comprobar en el desarrollo 
del presente trabajo, para los principales protagonistas de la Regencia, 
enfrentarse a un momento político que requería conciliar, por un lado, las  re-
formas de toda índole que eran necesarias para poder abandonar defini-
tivamente el Antiguo Régimen y, por otro, adoptar las decisiones adecuadas 
para preservar los derechos dinásticos de Isabel II. Todo ello con el telón de 
fondo de la guerra carlista, las profundas carencias económicas y la presión de 
la pujante clase media. 
 
Es la comprensión de todos estos problemas (elementos metajurídicos) lo 
que nos llevará a entender el entramado institucional. A través de los Diarios de 
Sesiones, nuestra principal fuente de trabajo, aunque sin desdeñar otras, hemos 
reconstruido mentalmente toda la tensión que se vivió en momentos claves del 
período.  
 
Es la percepción del jurista-historiador desde el interior de la realidad, 
viviendo el día a día de las discusiones y los puntos de vista enfrentados de los 
integrantes de los Estamentos. La tarea ha sido apasionante y nos ha permitido 
conocer mejor las razones de unos y de otros y su conexión con la realidad que 
representaban. 
 
Es importante destacar también que las Cortes que hemos estudiado 
convivían con otras instituciones y por ello las hemos estudiado en el marco de 
esta convivencia. En definitiva, hemos elaborado un “marco teórico de 
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referencia” gracias al cual se puede comprender mejor el fenómeno jurídico por 
su íntima relación con la sociedad cuyas relaciones regula. 
 
 Pero para conseguir el objetivo propuesto, el investigador debe diseñar su 
método de trabajo. Éste, indefectiblemente, viene condicionado por las fuentes 
que disponemos para nuestro estudio.  
 
 Para reconstruir la institución, la fuente principal fueron los Diarios de 
Sesiones del Estamento de Próceres y del Estamento de Procuradores. Fuentes 
de inagotable información, pero que requiere en muchas ocasiones segundas y 
terceras lecturas para captar matices.  
 
Al contrario de lo que sucede para otros periodos de nuestra historia 
constitucional, el bienio 1834-1836 no despertó mucha atención, ni siquiera 
para sus contemporáneos. Fue mucho más rico el acercamiento a la prensa de la 
época. En este sentido tomamos como referencia los diarios de tendencia 
liberal:  El Eco del Comercio, El Español; otros de naturaleza conservadora 
como La Abeja y uno de naturaleza mixta, con cierta tendencia al oportunismo 
político, como La Revista Española.  
 
No queremos dejar de indicar la importancia que damos a estas dos 
percepciones porque, aun siendo indudable que van estar imbuidas de un cierto 
subjetivismo, nos aportan una valiosa información complementaria a la 
aportada por los Diarios de sesiones.  
 
Para corroborar nuestra tercera hipótesis hemos tenido que abordar el 
estudio de las reformas administrativas emprendidas por los Gobiernos del 
periodo en el régimen municipal, provincial y en la administración central, 
siempre teniendo en cuenta el significado de los cambios respecto a otras épocas 
anteriores. 
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Todo trabajo es siempre mejorable, máxime cuando se trata, como es mi 
caso, del primer acercamiento a la investigación. Con ello no quiero excusar los 
errores, que tal vez sean muchos. Hoy, después de varios años de trabajo, si 
tuviera que empezar de nuevo la tesis posiblemente la haría de otra manera; 
creo es mi última y más positiva conclusión. Ello indicaría, como dijo Ramón y 
Cajal “Lo peor no es cometer un error, sino tratar de justificarlo, en vez de 



















Contexto histórico de las Cortes del Estatuto Real 
 
 
El momento histórico en el que se convocaron estas Cortes no fue el más 
adecuado para el desarrollo de un sistema de libertades pleno.  
 
Tras el fallecimiento de Fernando VII emerge el grave problema dinástico 
latente ya en los últimos años de su reinado. La Monarquía deja de ser un 
elemento integrador y sienta las bases de una guerra civil que enfrentó a las dos 
ramas dinásticas: la isabelina y la carlista. Esta discordia fue la pieza clave sobre 
la que se articuló todo el entramado político de la época.  
 
En el testamento del fallecido Rey, que fue otorgado el 10 de julio de 
1830, se contenía el nombramiento de la Reina viuda como tutora de su hija y 
gobernadora del Reino durante su minoría de edad. También se preveía la 
creación de un Consejo de Gobierno101. En un primer momento, la Reina quiso 
contar con los integrantes del Gobierno existente al fallecer el Rey, entre los que 
se encontraba Cea Bermúdez. 
 
 Paralelamente, la Reina concedió una amnistía a los liberales perse-
guidos, con lo que algunos entendieron que lo que se pretendía era restablecer 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  101	   Para el Consejo de Gobierno véase el trabajo de Montanos Ferrín, E., “El Consejo de 
Gobierno (1833-1836)” en el volumen Homenaje al Profesor Alfonso García-Gallo, Madrid 
1996, 3 tomos en 5 volúmenes, t. II, vol. I, págs. 267-317; Coronas González, J. R.,  “El Consejo 
de Gobierno en la monarquía española 1833-1836”, De la Res Pública a los Estados modernos: 
Journés internationales d´histoire des droits, San Sebastián 1992, págs. 343-364. 
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la Constitución de Cádiz. Distintos personajes intentaron influir en la Reina 
gobernadora para que adoptase un cambio en la tendencia seguida por su 
marido en los últimos meses de su reinado; fueron Miraflores y el Comandante 
General de la Infantería de la Guardia Real. Ambos manifestaron claramente el 
deseo de una variación de régimen. En esta situación, Cea publicó el 4 de 
octubre de 1833 el Manifiesto firmado por la Reina y en el que propuso: 
“conservar intacto el depósito de la autoridad real, mantener religiosamente la 
forma y las leyes fundamentales de la monarquía, sin admitir innovaciones 
peligrosas y trasladar a la Reina el cetro de las Españas íntegro y sin menoscabo 
ni detrimento”102. Cea no era partidario de ninguna modificación en cuanto al 
“modo de ejercer la soberanía”. Este Manifiesto, expresión clara del despotismo, 
pretendió ser el modelo gubernativo y administrativo a seguir durante la 
Regencia. Desde el punto de vista político sentó su base en la defensa de la 
religión y la monarquía: “La Religión y la Monarquía, primeros elementos de la 
vida en España, serán respetadas, protegidas, mantenidas en Mí, en toda su 
pureza”, y desde el punto de vista administrativo planteó la necesidad imperiosa 
de reformas administrativas: “Más no por eso dejaré estática y sin cultivo esta 
preciosa posesión pues no ignoro los vicios que el tiempo y los hombres han 
introducido en los varios ramos de la administración pública, y me esforzaré 
para corregirlos. Las reformas administrativas, únicas que producen inme-
diatamente prosperidad y dicha, serán la materia permanente de mis 
desvelos”103. En el texto se propuso una disminución de las cargas del Estado sin 
menoscabo de la seguridad del mismo. Con estas reformas se pretendió alejar 
los peligros de la guerra civil y aunar voluntades en torno a un proyecto común:  
“Si los españoles unidos concurren al logro de mis propósitos, y el cielo bendice 
nuestros esfuerzos, Yo entregaré un día esta gran nación, recobrada de sus 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
102  Bermúdez Cea, F., Manifiesto de Cea Bermúdez, Madrid 4 de octubre de 1833. Citado a 
través de     Villarroya J.T., Op.cit., pág. 22; Véase: Palacio Atard, V., “El sistema político del 
Estatuto Real”, en Anes y Álvarez de Castrillón (coord.) Veinticinco años de la Constitución 
española, Madrid 2006, 139-149. Palacio Atard considera el Manifiesto de Cea ambiguo porque 
“en su primera parte prometía no hacer innovaciones peligrosas y conservar intacto el depósito 
de la autoridad real. En la segunda parte del manifiesto prometía reformas administrativas, que 
declaraba que eran las únicas que producían inmediatamente bienestar a los pueblos…” . Cita en 
pág. 140. 
103 Bermúdez Cea, F., Manifiesto de Cea Bermúdez, Madrid 4 de octubre de 1833. 
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dolencias, a mi augusta Hija”. Este texto no produjo satisfacción alguna ni a 
carlistas ni a liberales. El país había estado sumido en el absolutismo desde 
1823 por lo que intentar una transformación radical en un sistema de libertades 
podía resultar peligroso y complicado. Según Tomás Villarroya, el Manifiesto no 
evitó la guerra civil pero sí garantizó la conservación del trono de Isabel II y el 
apoyo de importantes sectores de la población española.  
 
El continuismo pretendido por Cea no llegó a buen fin, sufrió grandes 
presiones y tuvo profundos opositores como Dña. Luisa Carlota que utilizó todo 
tipo de estrategias para derrocarle.  
 
Pese a todo, los intereses contrarios a Cea se multiplicaban: Carrasco, el 
general Luis de Córdova, el Marqués de Miraflores. Cea estaba convencido de la 
conveniencia de su Manifiesto y no captaba este ambiente opositor que le 
rodeaba. La situación empeoró en el momento en el que el Capitán General de 
Cataluña, Manuel Llauder, envió un comunicado a la Reina gobernadora el 25 
de diciembre en el que expresó abiertamente la impopularidad de Cea  que 
comprometía el trono de Isabel y solicitó la constitución de un Gobierno que 
inspirara confianza y la reunión inmediata de las Cortes. Posteriormente, el 
Capitán General de Castilla la Vieja, Quesada, envió otro manifiesto al Ministro 
de la Guerra en términos similares. El autor propuso elevar la cuestión al 
Consejo de Gobierno para que emitiera un dictamen. En este sentido, el dicta-
men del Consejo de Gobierno aconsejó a la Reina la separación del poder de Cea 
y del propio Javier de Burgos. La Reina solo accedió a la del primer ministro, 
que se produjo el 15 de enero de 1834, solicitando un candidato para sustituir a 
Cea. De los candidatos propuestos, la Reina eligió a Martínez de la Rosa para 
Estado, Garelly para Gracia y Justicia, y Arnalde como Ministro de Hacienda. El 
nombramiento de Martínez de la Rosa fue muy bien recibido porque suponía el 
triunfo de las doctrinas liberales.  
 
 Martínez de la Rosa entendió que todos los problemas se podían resolver 
con un nuevo pacto político. Como consecuencia del mismo y tras varias 
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discusiones se elaboró el Estatuto Real, que fue sancionado por la Reina el 10 de 
abril de 1834. Esto y la convocatoria a Cortes del 24 de julio acrecentó la 
popularidad del nuevo Gobierno. Paralelamente, se firmó el Tratado de la 
Cuádruple Alianza, que supuso un claro apoyo al Trono de Isabel frente al 
Pretendiente. 
 
Sin embargo, la situación del país era inquietante: las revueltas carlistas 
proliferaban, se exaltaban los ánimos contra el Gobierno. La epidemia de cólera 
morbo, que tuvo su punto álgido en Madrid entre junio y julio de 1834, 
coincidió con el bulo de que existían agentes del carlismo envenenando los 
alimentos y el agua con el ánimo de impedir la convocatoria de las Cortes. Todo 
ello hizo que se complicara más la situación, multiplicándose los desórdenes por 
toda la ciudad de Madrid.  
 
Tras esta breve síntesis de los principales sucesos acontecidos en aquellos 
días nos gustaría profundizar en el contexto histórico desde una triple 
perspectiva: la de los autores coetáneos; la de la prensa de la época y la del 
análisis de los asuntos de especial trascendencia desarrollados, con mayor o 
menor profundidad, en los Estamentos de Procuradores y Próceres a lo largo de 
las tres legislaturas. 
 
1. Planteamiento de los autores coetáneos 
 
Para introducirnos en el período histórico hemos utilizado la perspectiva 
ofrecida por autores coetáneos como J. Burgos, F. Caballero, el Marqués de 
Miraflores, M. Marliani, Alcalá Galiano y J. Balmes, porque ofrecieron un 
testimonio muy cercano en el tiempo de los sucesos acontecidos, que si bien es 
cierto están impregnados de un evidente subjetivismo, también aportan los 
datos precisos para sumergirnos en este período, tan complejo como 
apasionante. ¿Cuáles fueron sus percepciones sobre los acontecimientos que 
estaban viviendo? La respuesta dada a esta pregunta por cada uno de los 
autores mencionados nos ayudará a situarnos en el contexto adecuado. 
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 Comenzamos este breve estudio bibliográfico por un gran protagonista 
del momento, J. Burgos, que relató los pormenores ocurridos al fallecer Fer-
nando VII insistiendo en el peligro latente que suponían las pretensiones del 
infante Don Carlos, apoyado por numerosos batallones, diseminados por todo el 
territorio, frente a las tropas que apoyaban a Isabel, menos numerosas y peor 
pertrechadas. 
 
 Cuando falleció el Rey, desde un punto de vista político, su viuda quiso 
contar con los integrantes del Gobierno existente en ese momento, entre los que 
se encontraba Cea Bermúdez. A todos les pidió que tomaran las medidas que la 
situación requería, y la primera de ellas fue dar orden a Don Carlos para que 
saliera de la Península e instrucciones a los Capitanes Generales de las 
provincias, para que contribuyeran a que los graves síntomas de escisión no se 
extendieran más allá de Vizcaya, Álava y Guipúzcoa.  
 
Siempre según Javier de Burgos, los ministros (Cea Bermúdez, José de la 
Cruz, Juan Gualberto González, Antonio Martínez y el Conde de Ofalia) de ese 
momento no fueron capaces de ver las necesidades e inquietudes del pueblo 
español. Cea había pasado un largo período de su vida en el extranjero y no 
conocía el interior de su país. Sus propuestas partieron de una idea: no era 
lógico en un pueblo que había estado durante años sumido en el despotismo que 
se acogiese sin riesgo a un tipo de régimen de total libertad. Corroboró esta 
afirmación con ejemplos como “la disolución de las antiguas posesiones de 
América, elevadas de repente, de colonias de una monarquía absoluta, a estados 
democráticos…”104 y defendió la implantación de un “régimen absoluto, ilus-
trado y paternal”105. 
 
 Sin embargo, existió otro problema subyacente: la necesidad de 
profundas reformas que la administración requería. Cuando Burgos fue 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
104  Burgos,  J., Anales del reinado de D.ª Isabel II, Madrid 1850, 6 tomos, cita en t. I, lib. I, pág. 
169. 
105 Ídem, pág. 170.  
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nombrado ministro de Fomento presentó a la Reina gobernadora varios 
decretos proponiendo las reformas precisas para “poner fin a los males del 
país”.  
 
Otro hecho muy relevante que contribuyó a la reafirmación del trono de 
Isabel fue la firma del Tratado de la Cuádruple Alianza, que supuso un claro 
apoyo a su legitimidad como Reina frente al pretendiente Don Carlos. Pero, pese 
a todo, la situación del país era inquietante, dado que las revueltas carlistas 
proliferaban. 
 
La apertura de las Cortes se produjo el 24 de julio de 1834 por decreto 
expedido en Aranjuez el 20 de mayo. Se plantearon contra el Estatuto críticas de 
aquellos que soñaban con el restablecimiento de la Constitución de 1812; 
aunque, de acuerdo con el criterio de Javier de Burgos, las críticas resultaban 
sorprendentes teniendo en cuenta la situación del país. “El Estatuto Real, así 
por su espíritu como por su contexto, lo mismo por lo que decía que por lo que 
oportunamente callaba, aparecía, en fin, a los ojos de la mayoría de los 
españoles, como el término medio más prudente que, en aquellas indecisas y 
azarosas circunstancias, que en época de transición y ansiedad, podía adoptarse 
para conciliar el disfrute de una libertad racional que, con tanto empeño como 
derecho, pedía la nación entera, con las garantías de orden que, para promover 
la prosperidad general necesitaban los encargados de esta importante 
misión”106.  
 
 La posición de este autor estaba clara debía prevalecer el mantenimiento 
del orden y la necesaria realización de las reformas administrativas precisas 
para dar una cierta estabilidad a un país sumido en profundos problemas. El 
objetivo de la Reina regente fue aunar posiciones en torno al trono de Isabel II, 
apoyándose en los liberales moderados para derrotar de manera definitiva las 
pretensiones del carlismo. No era conveniente adoptar abiertamente un 
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régimen amplio de libertades. Por lo que el mejor camino hasta que la situación 
se estabilizase era el Estatuto Real.  
 
La opinión de Burgos se fundamentaba en el hecho de que, desde el 
primer momento, los Estamentos se centraron en discutir cuestiones políticas 
más que en resolver los problemas reales planteados a través de los proyectos de 
ley que el Gobierno presentaba en las Cortes: “Convirtiendo el santuario de las 
leyes en un verdadero Campo de Agramante, invertían en extemporáneas 
controversias el tiempo que más útilmente habrían empleado en examinar y 
discutir los importantes proyectos de ley sometidos por el Gobierno a la 
aprobación del uno o el otro Estamento”107. El Estamento de Procuradores 
manifestó, desde los primeros momentos, una clara animadversión al Gobierno, 
dando primacía a la discusión de temas reivindicativos y políticos sobre otros de 
índole más  práctica.   
 
 Otro autor relevante y protagonista de todos los acontecimientos del 
momento fue Fermín Caballero. Desde su particular visión, Cea Bermúdez se 
empeñó en no modificar las instituciones y considerar que el reinado de Isabel 
II debía suponer una continuidad del absolutismo ejercido por anteriores 
monarcas. “No podía durar un ministro que así desconocía su posición y el 
terreno que había ganado el pueblo”108. Ello implicó la caída de Cea y su 
sustitución por un liberal que inspiraba confianza a los constitucionales y que 
además contaba con el apoyo de la aristocracia: Martínez de la Rosa. Él y 
Garelly apoyaban, desde hacía tiempo, la constitución de dos cámaras.  
 
Cuestionó, por otro lado, el carácter de permanencia del propio Estatuto, 
al considerarlo un texto que manifestaba ciertas incongruencias que fueron 
evidentes desde el propio título: “El título del decreto expresa que era solamente 
para la convocación de las Cortes generales del Reino: lo que equivale a decir 
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que es una parte de una constitución, no un código fundamental[…]En el 
discurso de apertura se le llamó cimiento del edificio comenzado”109. 
 
 Todos y cada uno de los cuatro Gobiernos que coexistieron con el 
Estatuto todos tuvieron como objetivo básico el poner fin a la guerra y procurar 
el bienestar de la nación. El primer Gobierno, pese a ser tan conciliador y 
obsesivo con la preservación del orden público, resultó ser un período en el que 
transcurrieron y se desarrollaron importantes escándalos, que permanecieron 
impunes. 
 
 El cambio ministerial se produjo el 7 de junio de 1835 con la 
incorporación del Conde de Toreno en sustitución de Martínez de la Rosa, con 
mejores perspectivas en cuanto a principios y firmeza que el anterior, pero que 
fue finalmente superado por la catastrófica situación del país en distintos 
planos, fundamentalmente el económico y el militar, sin que el mencionado 
gabinete supiera interpretar la oposición del pueblo.  
 
  El cambio más claro, según Fermín Caballero, se plasmó con la 
designación de Mendizábal, del que destacó su nombramiento como 
responsable de varios ministerios, y las causas de su posterior caída, que se 
centraron en la elección de amigos como consejeros, la presión de la guerra y la 
falta de instituciones sólidas que garantizaran la libertad. El Gobierno posterior 
del 15 de mayo de 1836, de Istúriz, se encontró, además de todos los problemas 
existentes, con la reprobación de la mayoría de los procuradores, lo que facilitó 
su rápida caída. 
 
 Este autor, en la valoración que realizó de las Cortes, creyó que el 
Estamento de Próceres fue una rémora, dado que por su composición delató 
una tendencia natural a mantener los privilegios de sus integrantes. Esta 
situación dificultaba la adopción de aquellas reformas que la sociedad 
precisaba. El Estamento de Procuradores, por el contrario, fue un estamento 	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popular y en su primera legislatura actuó con ardor en defensa de las libertades 
(López, Argüelles, Navas, Caballero, Istúriz, González, Trueba, Pedrajas, 
Pizarro, Ortiz de Velasco, Abargues, Rodríguez Vera, Cano Manuel y otros) 
tratando asuntos trascendentes, y aunque no se obtuvieron resultados a corto 
plazo, fueron preparando el camino para logros posteriores. La segunda 
legislatura ocupó gran parte de su tiempo en la discusión de la ley electoral y no 
fue tan ardiente en la defensa de las libertades como la primera. En la tercera 
legislatura, el Gobierno estuvo en clara minoría y los procuradores le dieron un 
voto de censura por lo que la acción ejecutiva del mismo fue mínima. 
 
Fermín Caballero recogió la idea de que el gabinete que auspició la 
creación del Estatuto no permitió que los procuradores ahondaran en la obra 
comenzada, de modo que lo que inicialmente debían ser los cimientos 
representados en el Estatuto no pudo seguir creciendo. El Estatuto se convirtió 
en “una tentativa, una avanzada exploradora”110. El pueblo se sintió engañado 
porque su deseo era el restablecimiento de las instituciones constitucionales. 
Frente a ello, todo movimiento que implicara llegar al restablecimiento de la 
Constitución de 1812 era considerado por el Gobierno sedición.  
 
En definitiva, consideró al Estatuto Real y las distintas legislaturas 
desarrolladas bajo su influencia como una base que no llegó a prosperar. 
Cuestionó las Cortes, por enfocarse al mantenimiento de privilegios y no estimó 
que este régimen, surgido al amparo del Estatuto, identificara el sentir de la 
mayoría de la población que deseaba un régimen de libertades más amplio. 
 
 Pasando al análisis de un tercer autor, Marliani estimó que esta tercera 
época constitucional “no es una revolución que estrella cuanto encuentra, ni es 
tampoco rebeldía de los pueblos: es la opinión pública sosegadamente triun-
fadora del despotismo agonizante, con el empuje único del dogma vividor de la 
libertad”111 . 	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 Reconoció el autor su admiración por Martínez de la Rosa, auténtico 
“mártir en defensa de la libertad”, pero no por su impulso de gobierno en este 
periodo, al que calificó de “endeble, atascado, sin impulsos y sin asomo de 
grandiosidad en sus intentos”112. Destacó dos gestiones del gobierno de 
Martínez de la Rosa: la firma del Tratado de la Cuádruple Alianza y el Estatuto 
Real.  
 
Al Estatuto lo consideró obra personal de Martínez de la Rosa y no le 
concedió excesivo valor por el hecho de que no lo había votado la nación ni 
había sido concedido por el libre arbitrio del monarca. Planteaba varios 
problemas, sus apoyos eran mínimos y esto determinó su posterior sustitución.  
 
 Consideró además que,  el sistema electoral que se plasmó en el Estatuto 
limitaba la representación a 1000 electores en toda España concediéndose el 
derecho de elegir a las cabezas de partido, y reflejó el monopolio ministerial 
existente. Otra importante limitación, a juicio del autor, la constituyó el hecho 
de que los procuradores solo deliberaban asuntos propuestos por la Corona, a 
excepción de las peticiones, que también estaban sometidas a rígidos requisitos 
para que pudiera prosperar su discusión. 
 
 En cuanto al Estamento de Próceres, lo consideró una cámara 
aristocrática: “para poder entrar el primer requisito era la jerarquía y el naci-
miento del aspirante y los menos precisos el saber y la virtud”113. Finalmente, no 
creyó Marliani que el Estatuto fuera el restablecimiento de las libertades, dado 
que adoleció de cualquier mención a la defensa de libertades individuales. 
 
  Marliani realizó una feroz crítica del gobierno de Martínez de la Rosa que 
no contentó ni a liberales ni a absolutistas. Tampoco estimó positiva la labor de 
su sucesor Toreno, y aunque se confesó admirador de Mendizábal, criticó 	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profundamente su modo de actuar en relación con la abolición de conventos y el 
exterminio de los frailes. Amparándose en el voto de confianza concedido, actuó 
de esta forma aplicando los bienes del clero a la amortización de la deuda, lo que 
supuso un aldabonazo en la opinión de clases enteras. Entendió que no existió 
en este momento una simpatía generalizada al clero, pero juzgó que este modo 
de proceder, abandonando a su suerte a un gran número de personas, así como 
la falta de respeto a la propiedad, era criticable e injusta.  
 
Mendizábal fue sustituido por Istúriz, quien gobernó por un corto 
periodo de tiempo, pues al no gozar del apoyo de la mayoría en el Estamento de 
Procuradores, se vio afectado por una moción de censura, que prosperó, 
procediéndose a la disolución de las Cortes el 22 de mayo de 1836. 
 
Este autor cuestionó el origen del Estatuto y la capacidad decisoria de las 
Cortes, totalmente sometida al poder real y con un escaso margen de maniobra. 
Marliani apostó, claramente, por la concesión de mayor libertad, por lo que 
desconfió de los resultados del engranaje político creado tras la muerte de 
Fernando VII. 
 
 Otra figura relevante de este momento fue el Marqués de Miraflores que 
apoyó la idea de que al morir Fernando VII fue preciso evitar el riesgo de ser 
“arrastrado a peligrosas novedades”114. Según este autor introducir grandes 
reformas y no contar previamente con una administración centralizada y fuerte 
podría suponer un gran peligro y aún más durante la minoría de edad de la 
Reina. Por ello, no consideraba viable el hecho de que el Trono pudiera enfren-
tarse al mismo tiempo a combatir la causa carlista y al desarrollo de principios 
liberales, manteniendo inmutable el sistema existente, y esa fue la razón de su 
oposición a lo planteado por Cea en el Manifiesto.  
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De acuerdo con las premisas del Marqués de Miraflores, se hacía necesario 
“sacar la cuestión política del terreno reaccionario en que la colocaron los 
sucesos en 1814, en 1820 y por último en 1823”115. Para mantener el poder 
absoluto en España hubiera sido preciso contar con un hombre cuyo prestigio le 
hubiera permitido ocupar el puesto del Rey. La situación real no era esa y el 
mantener el inmovilismo político lo único que generaba era el distanciamiento 
de los liberales, cuyo apoyo era preciso a la Reina y su causa. Trasladó a la Re-
gente estas inquietudes conminándola a “crear una nueva regeneración sin 
reacciones y que creía útil convocar inmediatamente Cortes”116. Le dio unas 
consignas para el buen gobierno de España que incluían nueve puntos: no variar 
la forma del gobierno; unificar los partidos políticos utilizando las personas más 
valiosas de cada uno de ellos; aplicar medidas en defensa del pueblo; organizar 
y robustecer la administración; preservar el orden público utilizando las medi-
das precisas para castigar a los perturbadores; prohibir las sociedades secretas; 
tomar las medidas precisas para resolver la cuestión sucesoria; convocar las 
Cortes pero que éstas se ocuparan del menor número de asuntos posibles y, por 
último, la neutralidad en la política exterior.  
 
 Todas estas propuestas reflejaban su posición de apoyo al régimen 
representativo al fallecer Fernando VII, por considerarlo “con menos incon-
venientes que el gobierno absoluto”117. Sin olvidar, no obstante, que su esta-
blecimiento posterior iba a ser más complicado, al enfrentarse a otros proble-
mas, como la minoría de edad de Isabel II y la cuestión pendiente de la suce-
sión. Entendió, también, que un sistema representativo podía hacer progresar a 
un pueblo, pero en ningún caso contribuir “al establecimiento de una adminis-
tración vigorosa y centralizada”118. 
 
Bajo el punto de vista del autor, los esfuerzos deberían haberse centrado en 
crear una administración bien organizada; no era importante dar respuesta a la 	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pregunta de dónde reside la soberanía nacional, sino que lo importante era la 
manera de ejercerla a favor del pueblo119. Vemos en esta línea un planteamiento 
similar al de J. Burgos, dado que para ambos la prioridad eran las reformas 
administrativas y el mantenimiento del orden público. 
 
Desde el punto de vista de la política exterior, el Marqués de Miraflores 
afirmó que Francia e Inglaterra apoyaron desde el primer momento la causa de 
Isabel II, como también lo hicieron Dinamarca, Suecia y Estados Unidos. 
Austria, Rusia y Prusia se abstuvieron, no apoyando ni a la Reina ni a Don 
Carlos. Nápoles y Cerdeña se pusieron en contra de la Reina pero no recono-
cieron a Don Carlos. 
  
 Con respecto a las Cortes y al Estatuto, el autor señaló la existencia de 
una triple realidad: la de una parte que aspiraba a una nueva constitución, otra 
que esperaba la puesta en vigor de la antigua Constitución de 1812 con las 
necesarias reformas y una tercera realidad, que estaba representada por las 
fuerzas que apoyaban a Don Carlos, cuyo objetivo era conseguir la reimplan-
tación absolutista.  
 
Varios hechos desencadenados forzaron la salida del gobierno de 
Martínez de la Rosa, al ser incapaz de actuar firmemente ante algunos sucesos 
que acontecieron en ese momento:  el asesinato de 80 religiosos a manos de 
conspiradores revolucionarios; la epidemia de cólera morbo que afectó a la 
población; una posterior sublevación militar en la que fue asesinado un general. 
 
 Martínez de la Rosa fue sustituido por Toreno, quien pronto reclamó la 
ayuda, vía cooperación, que ofrecía el Tratado de la Cuádruple Alianza, lo que 
no contó con el visto bueno de la nación. Pese a la colaboración conseguida en la 
época de Mendizábal, la actuación de estas legiones no fue muy exitosa ni 
influyó excesivamente en la finalización de la guerra civil. Mendizábal fue 
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sustituido por Istúriz, quien debía emprender la reforma del Estatuto Real, pero 
finalmente acabó dimitiendo por la oposición que encontró a su Gobierno. 
 
Otra perspectiva interesante de este momento fue la ofrecida por A. 
Alcalá Galiano, que realizó una descripción de los hechos acontecidos120 y 
entendió que España estaba dividida en dos bandos y predominaba el de 
aquellos que anhelaban las reformas. Sin embargo, no eran numerosos los que 
querían la continuidad de la monarquía de Fernando reinando su hija Isabel.  
 
Los liberales moderados eran numerosos y se dividían en dos facciones: 
los que aspiraban llevar adelante las innovaciones más radicales con el 
establecimiento de una Constitución fundada en la soberanía nacional, y otros 
que se contentaban con el sistema establecido en el Estatuto Real. El gobierno 
de Martínez de la Rosa, por su moderada forma de proceder, creó no pocas di-
sensiones en el seno de los propios liberales. 
 
 Otro hecho importante que consideró el autor en relación con la 
actuación del gobierno de Martínez de la Rosa, fue la inactividad que se apre-
ciaba ante los problemas más acuciantes que no llegaban a resolverse, entre 
ellos, el que más preocupaba: la guerra. Se consideró que el Gobierno recelaba 
de los liberales más radicales y que atendía con ciertas contemplaciones a sus 
contrarios. El objetivo perseguido por el liberalismo radical era debilitar al Go-
bierno moderado, y fomentar la idea de que cualquier sublevación que llegase a 
promover una ampliación de las libertades podría tener posibilidades de éxito. 
Por lo tanto, no fue la estabilidad una de las premisas de su Gobierno, que se vio 
claramente afectada por convulsiones diversas. Finalmente Martínez de la Rosa 
renunció y fue sustituido por Toreno. 
 
 Más tarde varios ministros dimitieron y se encargó a Mendizábal formar 
gobierno con personalidades que supieran encontrar soluciones a los problemas 	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existentes. Las distintas Juntas constituidas como núcleos disconformes crearon 
problemas que Mendizábal con habilidad sorteó, convirtiéndolo en un éxito sin 
precedentes a favor del Trono, las leyes y el bien de la nación. 
 
 La situación seguía siendo alarmante y Mendizábal resolvió pedir el voto 
de confianza a las Cortes. Los procuradores le apoyaron abiertamente, no así el 
Estamento de Próceres, donde Mendizábal no gozaba de excesivas simpatías. 
Finalmente, consiguió sus propósitos aunque a costa de realizar promesas que 
tuvieron una clara dificultad de cumplimiento. El principal propósito de esa 
legislatura fue la realización de una ley electoral. La discusión de la misma fue 
prolija y causó no pocos conflictos, de los que Mendizábal salió perjudicado, 
aconsejando a la Reina la disolución de las Cortes. 
 
 La posición de Mendizábal iba deteriorándose de manera progresiva: le 
miraban con recelo los liberales moderados; en Palacio y en su propio partido la 
situación se complicaba cada día por sus desaciertos. En el Estamento de 
Procuradores, no obstante, todavía tenía apoyos. No así en el Estamento de 
Próceres, en el que eran mínimos. Finalmente, Mendizábal fue destituido y la 
Reina encargó a Francisco Javier Istúriz formar un nuevo gobierno. Él mismo se 
nombró ministro de Estado y de modo interino presidente del Consejo de 
Ministros. El Ministerio de Gobernación se entregó al Duque de Rivas (opositor 
a Martínez de la Rosa); el Ministerio de Hacienda a José Ventura Aguirre Solar-
te, el Ministerio de Guerra a Antonio Seoane y el Ministerio de Marina a Alcalá 
Galiano. Todos estos nombramientos fueron cuestionados por ver en ellos una 
clara influencia palaciega en contra de la opinión pública; además, el apoyo de 
algunas de estas figuras era minoritario en el Estamento de Procuradores. 
 
El nuevo Gobierno estaba en franca minoría dentro del Estamento y 
gobernar resultó imposible; se optó por la disolución de las Cortes. La Reina 
publicó un manifiesto en el que censuró la actitud de los procuradores y se 
comunicaba una nueva convocatoria de las Cortes por decreto, que se anunció 
para el 22 de agosto de 1836.  
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La situación del Estado empeoraba cada día, las sublevaciones de las 
distintas provincias se multiplicaban, la situación de la guerra no mejoraba y 
finalmente los sucesos de la Granja pusieron punto final al período del Estatuto 
Real. 
 
  Esta síntesis del período refleja el principio de inestabilidad que dominó 
la época. Alcalá Galiano, en el relato de estos sucesos, puso claramente de 
manifiesto que los gobiernos se sucedían y la tan ansiada estabilidad no se 
conseguía. No se encontró el camino adecuado para hacer frente a los pro-
blemas que devastaban España. 
 
  Por último, entre los autores coetáneos incluidos, no queremos dejar de 
exponer la percepción dada por J. Balmes, que en su obra incluyó una serie de 
consideraciones sobre el panorama que dominaba la España de ese momento: 
“…Si la sociedad española no ha de perecer, su reorganización es una necesidad, 
y una necesidad de un modo u otro se satisface […] La Reina está en minoría, la 
Constitución es reciente, grandes y antiguas instituciones han desaparecido del 
todo, o han sufrido considerable menoscabo, la administración está completa-
mente desorganizada, la legislación es un caos, el déficit un abismo, la guerra 
civil ha dejado en pos de si horribles regueros de sangre y de ceniza, las 
revueltas y los escándalos han esparcido por doquiera abundante gérmen de 
inmoralidad y desorden; siguen enconados los ánimos…”121. 
 
Consideró muy graves los efectos que sobre España tuvieron, en un 
mismo período de tiempo, la minoría de edad de la Reina, la guerra de sucesión 
y la revolución. Partió de la teoría del debilitamiento del poder apreciada desde 
la muerte de Fernando VII. Según este autor, la postura de Cea no fue más que 
una lenta agonía del régimen absolutista. El posterior gobierno de Martínez de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
121 Balmes, J., Escritos Políticos, Madrid 1847, pág. 6. 
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la Rosa fue la plasmación de un deseo de reformas “orillando el abismo de las 
revoluciones”122.  
 
Jaime Balmes, de un modo bastante radical, entendió que el mero hecho 
de luchar por las reformas que se precisaban, implicaba abrir el camino a la 
revolución. Para él, el cambio introducido por el Estatuto fue “…gravísimo y 
muy radical”123. En los años posteriores el poder continuó débil y la revolución 
continuó ganando fuerza. Este autor consideró esencial, para un gobierno 
aplicable a una mayoría de la población, el que estuviera dotado de “un gran 
caudal de fuerza”124, para lo cual era imprescindible “la estabilidad”. Defendió 
que el poder que gobernaba una sociedad debía ser fuerte “porque en siendo 
débil tiraniza o conspira”125.Justificó la actuación de Cea en un momento de 
crisis, como el que se vivió a la muerte de Fernando VII, al considerar 
adecuadas todas aquellas acciones dirigidas a disminuir la violencia y los 
excesos. No creyó conveniente el lanzarse a una política abierta de reformas en 
ese momento inicial porque los apoyos con los que contaba  Don Carlos eran 
muy sólidos. En definitiva, Balmes no estuvo muy convencido de la omnipo-
tencia del régimen parlamentario, poniendo como ejemplo la duración de las 
Cortes en periodos anteriores, dado que con bastante frecuencia habían sido 
disueltas por distintos Gobiernos al no haber podido conseguir los objetivos que 
pretendían, o bien como consecuencia de insurrecciones de diverso tipo. 
 
Balmes consideró que el trabajo de Martínez de la Rosa en el Estatuto no 
podía ser algo permanente, por sufrir desde su comienzo errores. La presencia 
en el Estamento de Próceres de individuos que debían su condición de repre-
sentantes a una elección gubernamental fue un planteamiento negativo, apo-
yando el nombramiento electivo y no hereditario de sus integrantes: “la ley 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
122 Ídem, pág. 8. 
123 Ibídem. 
124 Ibídem.  
125 Ídem, pág. 89. 
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fundamental asienta el principio de la elección, y así no es posible hacer la 
dignidad hereditaria ni vitalicia”126. 
 
  2. Planteamiento de la Prensa de la época 
 
Una segunda línea de trabajo en esta aproximación inicial al estudio del 
contexto histórico de las Cortes la hemos centrado en la percepción que la 
prensa de la época dio de los sucesos acontecidos tras la muerte de Fernando 
VII. Si bien es cierto que todos los periódicos estuvieron sometidos a un 
régimen de censura previa, se aprecia de su lectura cierta libertad de expresión 
que les permitió una crítica de los diversos acontecimientos del momento. 
Destacaron El Eco del Comercio, El Mensajero de las Cortes y El Observador en 
clara oposición al Gobierno, y más discretamente manifestada su oposición 
expresando un cierto oportunismo político, el diario La Revista española. La 
Abeja fue en aquella época el periódico pro-gubernamental.  
 
En La Revista Española, ya desde el momento del fallecimiento de 
Fernando VII, destacó ese carácter de cierto oportunismo político que hemos 
manifestado anteriormente, expresando un profundo pesar por “el admirado 
monarca” y toda la confianza en el futuro “buen hacer de la Reina Regente”127. 
 
La percepción de las necesarias reformas que se debían acometer 
también fueron reflejadas en la prensa; en este sentido, La Revista Española 
afirmó: “Un Gobierno prudente que quiere entrar en la vía de las mejoras, debe 
al mismo tiempo que remover los obstáculos, preparar lo que ha de sustituir el 
vacío que mecánicamente se ha de experimentar en la sociedad: prever los 
resultados del cambio y dar aplicación para el porvenir a todos los elementos de 
lo pasado”128.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
126 Ídem, pág. 140. 
127 La Revista Española  nº 99 del 1 de octubre de 1833, págs. 1-2. 
128 Ídem, nº 298 del 13 de agosto de 1834, pág. 1. 
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También fueron frecuentes los ejercicios periodísticos de autoanálisis de 
los fallos cometidos en el pasado llegando, incluso, a preguntarse las razones 
por las que el sistema constitucional doceañista no había prosperado en nuestra 
nación: “Las causas de que no prospere entre nosotros el sistema constitucional 
del año 1812, prescindiendo de los esfuerzos que hicieron para destruirlo las 
naciones extranjeras, fueron por una parte la falta de experiencia de los amigos 
de la libertad y, por otra, la ignorancia del pueblo”129. 
 
La realidad periodística de la época fue consciente de las circunstancias 
tan excepcionales que se estaban viviendo y la forzosa conexión con el pasado 
histórico. Así, por ejemplo, desde El Eco del Comercio se valoró la importancia 
de la experiencia de dicho pasado, como determinante de los sucesos que  
estaban aconteciendo en ese momento en nuestra nación: “Entre los elementos 
que los acontecimientos pasados nos han dejado para dirigir con acierto el 
futuro, el más precioso es la experiencia. Esta nos dice, que el despotismo y la 
anarquía son ambos dañosos y que debemos a la par evitar”130. 
 
También se justificó el carácter moderador que el Estatuto Real dio a la 
monarquía. En este sentido en el mismo periódico se indicó: “Los ciudadanos de 
una monarquía deben mirar en el Rey al protector nacional, y tal es la ventura 
de que goza hoy día en España que ve en su Reina Gobernadora la protectora de 
las libertades patrias”. Todo ello persiguiendo el objetivo claro de la 
consolidación del proceso recién comenzado: “A las Cortes junto con el 
Gobierno toca consolidar este edificio, que tiene sus primeras bases en la 
sabiduría de una Reina y en la cordura de todo un pueblo; edificio que ha de 
ofrecer el libre ejercicio de las libertades patrias sin menoscabo de la autoridad 
real”131. Poniendo de manifiesto de manera precisa la importancia de contar en 
un régimen representativo de carácter parlamentario como el que se estaba 
desarrollando, con un Gobierno que fuera apoyado por las mayorías adecuadas: 
“A estos efectos deseamos que el Gobierno tenga en las Cortes una pronunciada 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
129  El Eco de Comercio nº 63 del 2 de julio de 1834, pág. 1. 
130  Ibídem. 
131 Ídem, pág. 2. 
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mayoría, pero no una mayoría complaciente, sino una mayoría decidida por los 
principios conservadores y de libertad que han de procurar nuestra 
restauración”132. 
 
La expectación global que levantó la inminente convocatoria de las Cortes 
también fue un hecho destacable: “Cercano está el día tan anhelado por los 
españoles de la apertura de las Cortes, y de entrar en una nueva era de 
regeneración y de libertad legal. Imperfectas estas asambleas en su misma 
organización en los tiempos primitivos de la monarquía, fueron sin embargo, 
protectoras de la independencia nacional, de la potestad real y de los derechos 
políticos de los pueblos. Cuando el despotismo ministerial, principiando por 
viciar su esencia la redujo más tarde casi a la nulidad, y acabó por suprimirlas, 
todos los males imaginarios cayeron sobre España y la condujeron al último 
grado de abatimiento y tristeza”. O “el fausto acontecimiento de la apertura de 
las Cortes, que ha restablecido en su fuerza y vigor los derechos de la nación, 
elevando de la humillante posición de pueblo esclavizado al noble rango de 
nación constituida y penetrada de su propia dignidad, ha fijado particularmente 
la opinión pública”133. 
 
Incluso los nombramientos iniciales de Martínez de la Rosa y Garelly  
fueron pasados por el tamiz de la prensa. En este sentido destacamos el apoyo 
que tanto la prensa de Madrid como de la de provincias dieron a los mismos, lo 
que se demuestra en el hecho de que fueron depositadas en Martínez de la Rosa 
y en Garelly grandes esperanzas.  
 
En La Revista Española del 17 de enero de 1834 se expresó, con carácter 
general, en los siguientes términos: “Las mudanzas ministeriales que acaba de 
decretar la sabiduría de S. M. La Reina Gobernadora, deben ser recibidas con 
todo el respeto que reclama su alta dignidad y con toda la gratitud que inspira 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  132	  Ibídem.	  
133  La Revista Española nº 281 del 27 de julio de 1834, pág. 1 
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su generosa previsión”134. En relación con el nombramiento de Martínez de la 
Rosa aun sin nombrarlo, la confianza que inspiraba era tal que un artículo del 
mismo periódico afirmó: “Tal es la misión de la Reina Gobernadora; tales son 
los deberes de los que su independiente elección erige en sus más inmediatos 
consejeros. Hay nombres que solo al pronunciarlos, se abre el corazón a la 
confianza. Aquel que, distinguido desde sus primeros años por sus brillantes 
producciones literarias, subió joven a la tribuna de las asambleas públicas y 
manifestó la rectitud de su juicio y la extensión de sus conocimientos…”135.  
 
En el mismo sentido se pronunció el periódico político catalán El Vapor 
en su edición del 1 de febrero: “Casi todos los periódicos franceses se complacen 
en augurar a la Península el resultado más feliz de la ilustración y el tacto del Sr. 
Secretario de Estado y los que dividen con él las arduas atribuciones del 
Ministerio. Según los que más tiene acreditada su previsión política, empieza en 
tal nombramiento la época de la prosperidad nacional, repetiremos que la Reina 
Gobernadora ha dado la mayor prueba de su discernimiento, colocando al frente 
de los negocios a un hombre de reputación tan bien sentada para sostener en 
circunstancias harto espinosas, el equilibrio de la máquina política. Necesitá-
base un varón en quien reconociesen los españoles capacidad, consecuencia y 
honradez y que a la escuela práctica de nuestro período revolucionario reuniera 
el requisito de una edad lozana y varonil”136. 
 
3. Planteamiento del contexto histórico a través de los temas 
claves desarrollados en los Estamentos 
 
 Una tercera línea de estudio en el contexto histórico la hemos centrado 
en el gran protagonista de nuestro trabajo: las Cortes. Hemos procurado dar 
una visión inicial de distintos temas básicos que determinaron algunas de las 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
134 La Revista Española, nº 145, serie tercera, pág. 1.  
135 Ibídem. 136	  El Vapor. Periódico político, literario y mercantil de Cataluña nº 14 del 1 de febrero de 
1834, pág. 1. 
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discusiones que se desarrollaron a lo largo de las sesiones de las tres legislaturas 
del Estatuto Real. 
 
3.1. Administración local y administración central 
 
Uno de los temas de mayor trascendencia para valorar el sistema 
representativo establecido a través del Estatuto Real y para entender mejor todo 
el planteamiento liberal moderado requiere un estudio, por un lado, de los 
ayuntamientos y del gobierno municipal, cuya adaptación al nuevo modelo era 
un elemento clave para implantar los nuevos conceptos que el liberalismo 
pretendía introducir en los distintos órdenes, tanto económicos como 
organizativos.  
 
Y del otro, la nueva distribución provincial llevada a efecto por Javier de 
Burgos que, como hemos comprobado anteriormente, fue consciente desde el 
primer momento de la necesidad de introducir reformas que paliasen la 
situación creada en el Antiguo Régimen.  
 
Las causas por las que apoyó las reformas no fueron tanto su talante 
liberal, como razones de eficacia y modernización, vinculadas a la trans-
formación social que estaba experimentando el país. No olvidemos, que pese a 
las novedades que se introdujeron, durante mucho tiempo uno de los im-
pedimentos reales para la implantación y desarrollo del régimen de libertades, 
fue la coexistencia de una legislación más avanzada y progresista, con las oligar-
quías provinciales y territoriales interesadas en retrasar todo tipo de desarrollo 
político. 
 
 ¿Cuál era la situación existente hasta la llegada del Estatuto Real de los 
ayuntamientos y cómo se desarrollaba el gobierno municipal? 
 
En el ámbito del gobierno municipal se distinguían los territorios de 
realengo, en los que intervenía el corregidor y el alcalde mayor, ambos 
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funcionarios nombrados por el Rey. De aquellas otras zonas donde no había ni 
corregidor ni alcalde mayor, actuaba o un alcalde ordinario o varios, 
dependiendo del tamaño de la población, que asumían todas las funciones 
judiciales y de gestión administrativa necesarias para el buen gobierno.  
 
La modalidad de elección de los mismos variaba según el régimen de 
privilegios y costumbres de cada lugar: algunos los nombraba el Rey, otros los 
vecinos o el ayuntamiento saliente. En las grandes poblaciones podían existir 
alcaldes delegados en los distintos barrios que dependían de los alcaldes 
ordinarios y eran nombrados por éstos o por el Rey. Y también podemos hablar 
de otro tipo de alcaldes, los de las aldeas dependientes de los alcaldes 
ordinarios, denominados alcaldes pedáneos. Existían los llamados regidores que 
se responsabilizaban de la policía municipal, abastecimiento de la población y 
colaboraban con los alcaldes. Podían ser perpetuos y transmitían a sus 
herederos el cargo que había sido comprado a la Corona, o temporales, que eran 
renovados cada dos años. Todos los abusos generados por este sistema se 
pretendieron subsanar en tiempos de Felipe V y Carlos III sin éxito. 
 
Frente a lo anteriormente expuesto, existió una realidad paralela: la 
situación existente en los municipios de los territorios de señorío. Zonas 
administradas por un señor que ejercía una jurisdicción personal e intermedia 
entre el rey y el vasallo. Siempre en nombre del rey, en la medida que sus leyes 
eran válidas en todo el territorio nacional. El señor delegaba en corregidores, 
alcaldes mayores y cargos municipales. Los dos primeros nombrados por el 
señor, del que dependían, y los demás cargos municipales con un régimen de 
nombramiento diverso: desde elección directa por los vecinos hasta la elección 
por el ayuntamiento saliente. 
 
Con las Cortes de Cádiz se mantuvieron los ayuntamientos que existían 
en el Antiguo Régimen y se crearon nuevos para aquellas poblaciones que 
reunían, al menos 1000 personas, abriendo la posibilidad de que fuera so-
licitado por aquellas con un número inferior al indicado si las circunstancias lo 
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justificaban. La red municipal que se pretendió establecer gozaba de una mayor 
independencia, representatividad y fragmentación. El sistema que se aplicó 
chocó con problemas reales en distintos territorios de la geografía española 
como Galicia o Cataluña, lo que impidió su aplicación.  
 
La Constitución de 1812 suprimió los señoríos jurisdiccionales, el 
corregidor real y los alcaldes mayores, asignándose el gobierno municipal, con 
amplias atribuciones sobre el municipio, a los ayuntamientos, compuestos por 
uno o varios alcaldes, regidores y procuradores síndicos elegidos, en su mayoría, 
por los vecinos. Toda la actividad municipal sería supervisada por las 
diputaciones provinciales137, presididas por un jefe político que dependía del 
Gobierno. La implantación de estos ayuntamientos constitucionales generó 
bastantes conflictos porque atacó intereses muy consolidados por la estructura 
municipal del Antiguo Régimen. 
 
En 1823 se llevó a efecto otra reforma descentralizadora a través de la 
Ley para el gobierno econonómico-político de las provincias, que implicó una 
separación entre las atribuciones económico-administrativas de los 
ayuntamientos y diputaciones provinciales y las funciones reservadas a los 
alcaldes y jefes políticos, que dependían directamente del Gobierno. No se 
modificó la centralización económica anterior para evitar los conflictos 
municipales derivados del control de gestión sobre los bienes comunes. 
 
Desde 1823 a 1833 con la llegada del absolutismo el gobierno municipal 
vuelve a encomendarse, según C. de Castro, a “los antiguos concejales del abso-
lutismo, dando lugar a prisiones, multas y confiscaciones para los liberales”138. 
 
Al morir Fernando VII surgen necesidades nuevas con el protagonismo 
adquirido por la burguesía, resaltando el poder moderador de la Corona. Los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  137	  Véase sobre Diputaciones provinciales la obra de Ortego Gil, P., Evolución legislativa de las 
Diputaciones provinciales en España. La Diputación provincial de Guadalajara (tesis doctoral 
inédita).	  
138 Castro, C., La revolución liberal y los municipios españoles, Madrid 1979, pág. 119. 
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representantes del liberalismo más radical siguieron apostando por el modelo 
doceañista en el ámbito de la organización municipal, pero el liberalismo 
moderado apoyó un sistema intermedio de dicha organización que implicó una 
clara restricción a la participación general de los ciudadanos con la introducción 
del sufragio censitario, que tenía por objeto evitar poner en peligro los intereses 
de la nueva clase emergente. Se pretendió concentrar el voto en “los mayores 
contribuyentes de cada municipio”139.  El liberalismo progresista, de acuerdo 
con lo expresado por la autora mencionada anteriormente: “mantiene una sen-
sible rebaja del censo que amplía considerablemente el concepto de clase media, 
hasta incluir a los medianos arrendatarios del campo, pequeños comerciantes e 
industriales, profesionales e intelectuales; solo excluye a quienes necesitan de 
un jornal…”140.  
 
Desde el punto de vista de la distribución municipal del poder en este 
período también se plantean los dos enfoques moderado-progresista. Para los 
primeros había que reforzar la influencia del poder central en los ayuntamientos 
a través, por ejemplo, de la figura del alcalde, que concentraba la función 
ejecutiva y actuaba como representante del Gobierno, frente a la posición del 
liberalismo radical, que claramente optaba por un modelo en el que el alcalde y, 
en general, el gobierno municipal adquiría un mayor protagonismo como 
representante de la comunidad respectiva. En el modelo moderado prevalece un 
criterio jerárquico “desde el Ministerio de la Gobernación y pasando por los 
gobernadores, desciende directamente hasta el último de los alcaldes”141. 
 
En el período objeto de estudio pervivían los ayuntamientos absolutistas 
de Fernando VII. La tendencia del liberalismo moderado no fue entregarse sin 
fisuras al modelo gaditano apoyado por el liberalismo radical. Martínez de la 
Rosa presentó un proyecto en 1835 en el que se planteó un modelo de 
ayuntamientos restringidos abierto a posibles reformas posteriores. El proyecto 
de ley fue presentado el 8 de mayo de 1835, y en él se ponía de manifiesto que el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
139 Ídem, pág. 123. 
140 Ibídem. 
141 Ídem, pág. 125. 
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sistema de organización municipal existente era incompatible con una adecuada 
organización administrativa y que por ello el Gobierno consideraba un deber su 
reorganización. Pero la solicitud concreta del proyecto de ley se plasmó en dos 
artículos; en el primero de ellos, el Gobierno proponía plantear provisio-
nalmente un esquema de ayuntamientos a través de Reales decretos y la crea-
ción de diputaciones provinciales, señalando las atribuciones de cada uno. En el 
segundo de ellos se comprometió a someter toda la organización implantada al 
examen y deliberación de las Cortes en la siguiente legislatura. 
 
El dictamen de la Comisión fue favorable al Gobierno y utilizó como 
justificación de su apoyo, por un lado, la urgencia que requería poner fin al “mal 
que hoy sufre el país y la administración, por estar la autoridad municipal 
viciosamente constituida”142. Y, por otro, la necesidad de implantar un plan de 
gobierno municipal que facilitara al Gobierno y a los Procuradores los datos 
necesarios para que la ley que se presentase posteriormente estuviera 
adecuadamente fundamentada. El dictamen de la Comisión aprobó los dos 
artículos con una ligera variación que afectaba al compromiso de respetar la 
base electoral existente. 
 
En la discusión que se abrió posteriormente algunos procuradores como 
Alcalá Galiano manifestaron su estupor ante el hecho de que un tema de tanta 
trascendencia fuera a ser regulado directamente por el Gobierno sin una 
discusión previa en los Estamentos y sin dar ningún tipo de explicación del 
modo en el que pensaban hacerlo.  
 
Argüelles no se expresó de modo tan radical, porque le pareció acertada 
la propuesta de la Comisión, pero también exigió alguna explicación, al menos 
de las bases sobre las que se iba a realizar la reorganización. La propuesta de 
Argüelles era que la elección fuese popular y que la propiedad no fuera tan de-
terminante para ser elector y elegible, sobre todo en los pueblos pequeños. 
Consideró la importancia que este tipo de elecciones tenía para los pueblos. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
142 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura. Apéndice a la sesión nº 211, pág. 2. 
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Fermín Caballero, como miembro de la Comisión, apoyó su dictamen al 
considerar que lo prioritario en este caso era valorar lo que convenía al país;  
para él solo existían dos opciones: mantener la estructura existente en los 
ayuntamientos y que no hubiera diputaciones provinciales hasta pasado un 
tiempo o autorizar al Gobierno para que las creara y reorganizara los 
ayuntamientos en los términos que se solicitaba.  
 
Finalmente el art. 1º del proyecto de ley quedó redactado en los términos 
propuestos por la Comisión y por él se autorizaba al Gobierno a que realizara la 
reforma provisional de los ayuntamientos de los pueblos a través de Reales 
decretos y que creara las diputaciones provinciales “bajo una base de elección 
popular similar a la de las instituciones políticas de la Monarquía, designando 
las respectivas atribuciones y relaciones recíprocas entre estos Cuerpos”143. El 
segundo de los artículos propuesto por la Comisión fue aprobado sin discusión. 
 
El Real Decreto emitido sobre este tema fue el del 23 de julio de 1835144, 
por el que se establecieron, en 67 artículos, unos ayuntamientos electivos 
controlados por el poder ejecutivo. Estuvo dividido en dos secciones, la que 
correspondió a los cuatro primeros títulos relacionados con la organización de 
los cuerpos municipales, y la correspondiente a los seis títulos restantes, que 
incluyeron las atribuciones de los distintos integrantes de los ayuntamientos. 
 
 Se estableció un sufragio censitario, tanto para electores como para 
elegibles, y el criterio electivo se centró en la propiedad. Para ser elegible era 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
143 D. S. Procuradores, sesión nº 213 del 11 de mayo de 1835, pág. 2499. 144Véase: García Fernández, J., El origen del municipio constitucional,  Madrid 1983. Sobre el 
Real Decreto de 1835 J. García Fernández opinó que	  “Aunque el Real Decreto incluye elementos 
antifeudales y modernizantes , también introduce elementos regresivos que serán el antecedente 
del modelo moderado de Ayuntamiento…Se establece la dependencia total del Ayuntamiento  
con respecto del gobernador civil, designación del alcalde entre los tres candidatos que más 
votos hubieran obtenido, elección libre de los tenientes de alcalde entre cualquier concejal, 
designación real del alcalde de Madrid, posibilidad de suspensión del alcalde, control de la 
hacienda municipal, tutela sobre aprovechamientos comunales, obras públicas y ordenanzas 
municipales”. Citas en págs. 312-313. 
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preciso pertenecer a la décima parte de los electores que fueran los mayores 
contribuyentes y para poder ser elector al margen de otros requisitos se exigió 
“pagar una contribución de cuota fija procedente de propiedades rústicas, urba-
nas o pecuarias, o de alguna industria fabril o comercial…”145. 
 
De acuerdo con el Real Decreto mencionado los ayuntamientos estarían 
constituidos por un alcalde, uno o más tenientes de alcalde, un número variable 
de regidores, de acuerdo con el vecindario del pueblo y un procurador del 
Común. Por lo tanto, quedó unificado toda la organización municipal en el reino 
y con ellos superada la complejidad organizativa del Antiguo Régimen. 
 
 Se mantuvieron los ayuntamientos en los pueblos que ya existían, 
aunque su población no llegara a 100 habitantes. En aquellos que estuviesen en 
esta situación y su régimen municipal dependieran de las ciudades, se les dio la 
posibilidad de solicitar la formación de su propio ayuntamiento al Gobierno, 
que tenía la decisión final sobre el tema. 
 
Fue muy destacable lo dispuesto en el art. 6 por el que todos los “oficios 
de república y sus dependencias son de elección libre” lo que implicó, tal y como 
declaró Alejandro Nieto, que “quedaron limpias las corporaciones de los 
antiguos oficios enajenados”146.  
 
Los ayuntamientos regulados en este Real Decreto estuvieron sometidos 
a un doble control: el del Gobernador civil y el de los alcaldes: “Los corregidores 
de los pueblos que S.M. tenga a bien nombrar conforme a lo prevenido en el 
artículo 1º, y los alcaldes, son las autoridades encargadas por S. M. del Gobierno 
inmediato de los pueblos, bajo la dependencia de los gobernadores civiles”.147 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
145 Real Decreto para el arreglo provisional de los Ayuntamientos de la península e islas 
adyacentes. Titulo III. Artículos 15-18. Citado por Decretos de la Reina Nuestra Señora Doña 
Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta Madre la Reina Gobernadora, y Reales 
Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho 
Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1835, por Don José Mª de Nieva, T. 20, 
Madrid 1836, págs. 314-335. 
146 Nieto, A., Los primeros pasos del Estado constitucional. Barcelona 1996,  pág. 310. 
147  R. D. arreglo provisional  Ayuntamientos … art. 36. 
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Apunta A. Nieto que una de las novedades más significativas que 
introdujo el Real Decreto fue el régimen recaudatorio introducido a través del 
art. 48. En el sistema anterior existía un cupo global fijo por Ayuntamiento, que 
posteriormente éste repartía entre los vecinos. El procedimiento planteaba dos 
problemas: facilitaba los abusos y los miembros del Ayuntamiento se hacían 
responsables de la deuda. Con el nuevo sistema, recogido en el art. 48.3: 
“elegían, a propuesta en terma del corregidor, y donde no le haya del alcalde, las 
personas que hayan de encargarse de la administración, recaudación y 
distribución de los bienes y fondos municipales”148. Sin descuidar el control que 
ejercía el ayuntamiento: “examinar y censurar las cuentas, de los que 
administren bienes o recauden fondos municipales”149 (art. 48.12).  
 
Es interesante, para concluir, destacar la reflexión que sobre el 
mencionado Real Decreto hizo J. García Fermández: “El Real Decreto de 1835, a 
pesar de su escasísima vigencia, erige un sistema municipal bastante acabado, 
caracterizado por la desconfianza de la Administración central hacia el 
municipio y las limitaciones a su representatividad democrática, si bien tiene el 
mérito de articular con cierto rigor jurídico la figura del alcalde representante 
de la administración central con la institución del Ayuntamiento. Resulta 
bastante lógico el sistema de tutela administrativa y de elecciones censitarias  
porque en el momento de promulgarse el Real Decreto , se conocía claramente 
el carácter movilizador, en sentido progresista de los Ayuntamientos y ya se 
había descubierto que el modelo centralizador napoleónico podía utilizarse para 
consolidar un poder oligárquico que aun estaba en la cuerda floja a causa del 
creciente protagonismo de los progresistas que tenían en los ayuntamientos y en 
la milicia nacional sus puntos de apoyo más fuertes, como se vio en julio de 
1836”150. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  148	  Ídem, pág. 329.	  149	  Ídem, pág. 331.	  150	  García Fernández, J.,  Op. cit., págs. 313-314.	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¿Qué opinión mereció en la prensa de la época este Real Decreto 
vinculado a la reorganización municipal? 
 
 En La Revista Española fechada el 25 de julio de 1835 se daba una 
perspectiva global positiva de esta regulación, insistiendo en su provisionalidad: 
“La impresión producida por una primera lectura de la ley de ayuntamientos es 
favorable, y si en la discusión desaparecen (pues es bien sabido que solo tienen 
el carácter de provisional) algunos lunares que existen a nuestros ojos, nos 
parece que será una ley buena y provechosa. No obstante, demasiada latitud 
concedida a la autoridad civil en la parte orgánica de la ley, y demasiadas cor-
tapisas puestas a la acción de los cuerpos municipales en materias econó-
micas”151. 
 
Frente a este postura, El Eco del Comercio realizó una crítica detallada de 
aquellos aspectos del Real Decreto con los que no estaban conformes. El 
periódico no se limitó a dar una opinión general, sino que profundizó centrando 
sus críticas en tres aspectos: el relacionado con el número de concejales 
asignado a cada pueblo; el sistema de votación por listas escritas y finalmente  
las características formales del texto. En cuanto al primer aspecto, la dis-
crepancia, apuntó a la distancia de los grados y la cuotas señaladas, 
considerando que los que habían elaborado el Real Decreto desconocían 
totalmente la organización de los ayuntamientos. El artículo de opinión 
consideró desacertado que pueblos de diez vecinos tuvieran el mismo tipo de 
concejo que los que tuvieran doscientos; de la asignación de cuotas para pueblos 
de 200 habitantes se pasaba a los de 500, 1.500, 3.000, 5.000 a 30.000. La 
propuesta formulada en este sentido por el periódico fue la siguiente: “que la 
escala debía empezar por pequeñas fracciones: convendría haberlas señalado de 
50, 100, 150 y 200 vecinos”152. También criticó la progresión del número de 
vecinos señalado en cada grado de la escala: “En primer lugar ha debido tenerse 
muy presente cuál es el estado actual de las cosas; ya porque en lo favorable 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
151  La Revista Española nº 147 de 25 de julio de 1835, pág. 1 
152  El Eco del Comercio nº 454 de 28 de julio de 1835,  pág. 3. 
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debe respetarse la costumbre y derechos de los pueblos, ya porque es muy 
probable, que en asuntos dirigidos por el interés local haya habido poderosas 
razones que justifiquen sus prácticas”153. 
 
Otro aspecto controvertido que señaló el periódico fue el sistema de 
votación por listas escritas del artículo 22 y la publicación de lo votado por cada 
vecino, porque se entendió que era un sistema que facilitaba el fraude, dado que 
existían un gran número de vecinos que no sabían escribir. El periódico apoyó el 
sistema de votación secreta, menos susceptible de ser sometido a presiones 
ejecutadas por grupos de interés. 
 
Finalmente, el tercer aspecto criticado fue de índole formal, por la escasa 
claridad apreciada en el texto legal y la inexactitud percibida en alguna de sus 
expresiones: “En las leyes la falta de claridad tiene además el inconveniente de 
que proporciona al interés particular mayor facilidad de interpretarlas o 
eludirlas”154. 
 
Al margen de lo relacionado con el gobierno municipal, que ya hemos 
analizado, otro tema relevante que tuvo especial trascendencia en el ámbito 
local fue la división provincial. ¿Cuál era la situación existente antes de la 
implantación de las reformas introducidas por Javier de Burgos en los 
comienzos de la Regencia de María Cristina? 
 
En la España del Antiguo Régimen los límites provinciales no estaban 
definidos, “carecen de estructura uniforme y fija”155 existía una gran despro-
porción entre los distintos territorios provinciales. Es importante destacar, en 
este sentido, la diversa distribución municipal entre las regiones del Norte, con 
abundante población rural dispersa en la que escaseaban las grandes ciudades 
y, por tanto, su representación a través de los ayuntamientos; y las demás zonas 
de España en las que tampoco existía uniformidad por la diferenciación de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
153 Ídem nº 454 de 28 de julio de 1835, pág. 3. 
154 Ídem nº 455 de 29 de julio de 1835, pág. 3. 155Castro, C., Op. cit., pág. 22. 
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distintos tipos de villas: grandes, medianas y pequeñas; cuyo Gobierno no solo 
estaba sometido a la ley municipal sino también a las ordenanzas y privilegios 
de cada uno.  
 
Con la Constitución de 1812 se inician los primeros intentos de dar una 
mayor racionalidad a toda aquella realidad compleja y confusa. La racionalidad 
y la representatividad ciudadana se abren paso en todo este entramado. La 
necesidad de una nueva división territorial y provincial fue un hecho incues-
tionable. El proyecto diseñado por Felipe Bouzá divide Galicia, Aragón y Cata-
luña en cuatro provincias, Valencia en tres, Andalucía en ocho, Murcia y Extre-
madura en dos cada una. Un total de 51 provincias aparecían así con una nueva 
división judicial, militar y económica.  
 
En el Trienio liberal solo se llegó a aprobar la división provincial, pero se 
seguían conservando las características restantes de la ordenación tradicional. 
La división provincial de 1822 es muy similar a la establecida a posteriori por 
Javier de Burgos. 
 
La nueva división provincial fue establecida en el Real Decreto de 30 de 
noviembre de 1833156 sobre la división civil del territorio peninsular e islas 
adyacentes, que persiguió conseguir la máxima eficacia de la acción admi-
nistrativa.  
 
Fue un decreto muy controvertido y sufrió cierta oposición en el Consejo de 
Gobierno, finalmente superada por el convencimiento de la Reina de la im-
periosa necesidad de ultimar las reformas sobre la división territorial, como 
medio de garantizar la eficacia de la administración. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  156	  Real Decreto de 30 de noviembre de 1833 sobre la división territorial de Provincias. Citado 
por:	  Decretos del Rey Nuestro Señor Don Fernando VII y de la Reina su Augusta Esposa: Reales 
Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho 
Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1833, por Don José Mª de Nieva, T. 18, 
Madrid 1834, págs. 289 y ss. 
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El mencionado decreto estuvo integrado por 7 artículos. En el primero se 
procedió a la división del territorio español de la Península e islas adyacentes en 
49 provincias que iban a tomar el nombre de las respectivas capitales de 
provincia, con la excepción de Navarra, Guipúzcoa y Vizcaya, que mantenían sus 
respectivas denominaciones. 
 
La división provincial157 se recogió en el artículo segundo, estableciéndose de 
la siguiente forma: Andalucía comprendía “los reinos de Córdoba, Granada, 
Jaén y Sevilla”158 e incluía las siguientes provincias: Córdoba, Jaén, Granada, 
Almería, Málaga, Sevilla, Cádiz y Huelva. Aragón se dividió en tres provincias: 
Zaragoza, Huesca y Teruel. El principado de Asturias, la provincia de Oviedo. La 
denominada Castilla la Nueva incluía las provincias de : Madrid, Toledo, Ciudad 
Real, Cuenca y Guadalajara. Castilla la Vieja se dividió en ocho provincias: 
Burgos, Valladolid, Palencia, Ávila, Segovia, Soria, Logroño y Santander. Cata-
luña se dividió en: Barcelona, Tarragona, Lérida y Gerona. Extremadura en Cá-
ceres y Badajoz. Galicia en la Coruña, Lugo, Orense y Pontevedra. El reino de 
León en las provincias de León, Salamanca y Zamora. El de Murcia en las de 
Murcia y Albacete. El de Valencia en las de Valencia, Alicante y Castellón de la 
Plana. Navarra con capital en Pamplona. Álava con capital en Vitoria. Vizcaya 
con capital en Bilbao y Guipúzcoa con capital en San Sebastián. La de las Islas 
Baleares, Palma y Santa Cruz de Tenerife, la de las Islas Canarias. 
 
En el artículo tercero se hizo referencia a la extensión y límites de cada 
provincia que no fueron recogidas expresamente en el decreto (se publicarían a 
posteriori a través de la Imprenta Real). En este artículo, además, se recogió el 
criterio a seguir en el supuesto de que una provincia tuviera una parte de su 
término dentro de la provincia contigua, definiéndose que el territorio per-
tenecería a aquella en el que el pueblo estuviera situado. En relación con las 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
157 Véase: Calero Amor, A.M., La división provincial de 1833, Bases y antecedentes, Madrid 
1987. 
158 Real Decreto de 30 de noviembre de 1833 sobre la división civil de territorio en provincias… 
pág.290. 
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provincias limítrofes a Francia o Portugal se impuso el criterio de someterse a lo 
dispuesto en los Tratados existentes. 
 
En el artículo cuarto se expresó que las limitaciones provinciales señaladas 
no tenían exclusivamente carácter administrativo, dado que a ellas se tenía que 
ajustar las demarcaciones militares, judiciales y de hacienda. 
 
En cualquier caso, tal y como se recogió en el artículo quinto, la nueva 
división territorial no iba a afectar a los derechos de mancomunidad de pastos, 
riegos y otros aprovechamientos que, tanto particulares como pueblos, disfru-
taban en territorios contiguos. 
 
En el artículo sexto se dispuso que los subdelegados de fomento debían ser 
los responsables de recoger las posibles modificaciones de las demarcaciones de 
sus respectivas provincias, debiendo reunir todas las observaciones sobre 
agregación o separación de pueblos y trasladarlas al Ministerio.  
 
Para finalizar, en el artículo séptimo quedó plasmado el compromiso de los 
subdelegados de levantar planos topográficos de sus respectivas provincias, 
estableciendo una carta general del reino. 
 
Otro de los elementos clave de la reorganización de la administración 
territorial de Javier de Burgos159 fue que cada provincia quedaba sujeta a los 
nuevos agentes del Ministerio: los subdelegados. A la cabeza de cada provincia 
se encontraba un subdelegado de fomento y en cada ciudad importante, dos o 
tres subdelegados subalternos. Sus competencias fueron fijadas a través de una 
Instrucción, que se expidió en 1833.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  159	   Sobre el reformismo de Javier de Burgos véase: Arenilla y Saenz, M., El pensamiento 
económico de Javier de Burgos, Sevilla 1996; González Leonor, M.C., El pensamiento de los 
primeros administrativistas españoles y su plasmación en la estructura administrativa del 
Estado, Madrid 2004, capt. II. Tesis doctoral de la Universidad Complutense de Madrid.	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Posteriormente cuando Javier de Burgos dimitió, el Secretario de Justicia 
Nicolás María Garelly presentó a la Reina otro Real Decreto fechado el 21 de 
abril de 1834160, que estableció en sus dos primeros artículos que la división 
territorial establecida en el Real Decreto de 30 de noviembre de 1833 adoptara 
una nueva forma de división los llamados “Partidos judiciales”161. No pretendió 
ser una reforma rígida dado que podía someterse a las alteraciones que la 
experiencia requiriese. 
 
¿Qué referencia se hizo en los Diarios de sesiones a estas reformas?   
 
Desde el momento inicial la Reina en el discurso de apertura de las Cortes en 
julio de 1834 se hizo eco de todas estas reformas administrativas previas en el 
tiempo a la sesión regia, y lo hizo en los siguientes términos: “Mis Secretarios 
del Despacho os darán también conocimiento de las reformas practicadas en 
varios ramos de la administración: la división del territorio, la separación y 
deslinde entre la parte administrativa y la judicial, la supresión de los antiguos 
consejos y las nuevas audiencias creadas en beneficio de algunas provincias, las 
muchas trabas que se han quitado al desarrollo de la riqueza pública, el alivio 
concedido a los pueblos de varias exacciones onerosas, y otras mejoras que se 
están preparando, os mostrarán mi solícito anhelo, y ofrecen ya a la nación las 
más lisonjeras esperanzas”162. 
 
Pero la percepción más interesante procede, sin duda, de los debates 
desarrollados en los Estamentos sobre este tema cuando se discutieron las res-
pectivas contestaciones de los Estamentos de Procuradores y Próceres al dis-
curso regio.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  160	  	  Real Decreto subdividiendo las provincias en partidos judiciales. Citado por: Decretos de la 
Reina Nuestra Señora Doña Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta Madre la Reina 
Gobernadora, y Reales Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las 
Secretarías del Despacho Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1834, por Don 
José Mª de Nieva, T. 19, Madrid 1835, págs. 207-209. 160	  Ídem, pág.316. 161	  Ídem, pág.208.	  
162 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura. Apéndice a la sesión nº 3 de 23 de julio de 1834, pág. 2. 
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 En las discusiones llevadas a efecto para preparar el discurso de 
contestación del Estamento de Procuradores, resulta interesante aludir a opi-
niones como la de López que expresó la responsabilidad de todos los pro-
curadores, como representantes de sus respectivas provincias, a manifestar 
como deber ineludible: “con una franqueza respetuosa los males y necesidades 
de nuestras provincias a quien tiene el poder y la voluntad de remediarlos”163. 
 
Otra cita muy indicativa de la percepción de la decadencia que dominaba la 
época fue la realizada por Martínez de la Rosa: “¿Quién puede defender que la 
administración que ha habido en España haya sido la acertada?... Están 
íntimamente persuadidos que desde la cúspide de la antigua administración, 
desde el Consejo de Castilla que era su clave, hasta el último ayuntamiento tenía 
necesidad de reformarse”164. 
 
Finalmente, en el dictamen de la comisión de contestación al discurso de la 
Corona se hizo referencia precisa a la necesidad de reformar la situación 
preexistente en este sentido se afirmó: “El cuadro que presenta la situación 
interior del reino (nos ha dicho S. M.), está lejos de ser tan halagüeño como 
vuestro patriotismo deseara. Es muy cierto Señora: este cuadro no es halagüeño, 
es bien triste. Muchos años de un sistema desacertado, de una administración 
arbitraria, y de una reacción obstinada  contra los principios reconocidos como 
axiomas en toda buena organización social, nos han traído por una progresión 
descendente a un notable estado de depresión y de miseria”165.  
 
En relación con la contestación al discurso de apertura regia de la 1ª 
Legislatura desde el Estamento de Próceres, se apreció un extremo tono lau-
datorio, recogiendo referencias a las reformas de modo directo: “V.M. ha que-
rido unir estrechamente el Trono con la Nación, y levantar esta unión sobre el 
cimiento de las antiguas instituciones. El Estamento de los Próceres reconoce 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
163 D. S. Procuradores, sesión nº 8 del 3 de agosto de 1834, pág. 20. 
164 D. S. Procuradores, sesión nº 10 del 5  de adosto de 1834, pág. 38. 
165 D. S. Procuradores. Apéndice primero a la sesión nº 12 del 7 de agosto de 1834, págs. 1-2 
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que en la ejecución de este noble propósito, la justicia ilustrada de S.M. no se ha 
limitado a restablecer derechos antiguos, sino que sujetando su ejercicio a reglas 
uniformes en armonía con los progresos de la razón y con los venideros 
intereses del país, ha dado a aquellas instituciones más coherencia y unidad, y a 
los derechos fundados en ellas un aparato de conveniencia y justicia, que no 
permitirá que vuelvan jamás a ser hollados”166.  
 
 O referencias indirectas: “con interés y satisfacción tomarán conocimiento 
los Próceres del reino de las mejoras practicadas, y que se preparan en varios 
ramos de la administración”167.  
 
Cabe señalar, además, que la prensa se hizo también eco de las reformas. Por 
ejemplo, La Revista Española del 17 de julio de 1834, se expresó en los 
siguientes términos: “Nuestra organización administrativa ha variado con la 
creación del gobierno de lo interior y de los gobernadores civiles; la organi-
zación judicial ha quedado reducida a sus verdaderas atribuciones, despojada de 
funciones gubernativas, el Trono, aunque sentado en la región elevada a la que 
pertenece, ha renunciado a una arriesgada omnipotencia pero ha ganado 
poniéndose en contacto con los representantes de la Nación…”168. 
 
  El reconocimiento de la necesidad de las reformas fue general en los 
distintos ámbitos. La única diferencia de matiz que podemos señalar es que los 
ilustrados del primer momento, como Cea o Javier de Burgos169, las Fonsi-
deraban como una sustitución de las reformas políticas que se debían empren-
der, y no el complemento necesario como manifestaban las distintas posturas 
liberales. La diferencia en este último grupo se centró en la rapidez con que se 
querían emprender las reformas políticas: los moderados partidarios de ra-
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
166 D. S. Próceres. Apéndice a la sesión nº 6 del 31 de julio de 1834, pág. 1 
167 Ibídem. 
168 Revista Española nº 271 de 17 de julio de 1834, pág.1. 169Véase: Gay Armenteros, J.C., “El recurso de la administración por los reformistas auto-
ritarios en los orígenes de la España liberal: Javier de Burgos”, en Anales de la Historia 
Contemporánea, 20 (2004), págs. 66-93. 
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lentizar el ritmo de las mismas frente a los progresistas más proclives en 
acelerarlas.  
 
 Dentro de las reformas llevadas a efecto no debemos olvidar, por último, 
todas aquellas que afectaron a la administración central170 que también fueron 
mencionadas por la Reina, como hemos visto, desde el momento inicial de 
apertura de las Cortes en julio de 1834, como logros incipientes de su Gobierno. 
 
 De octubre a diciembre de 1833 y entre enero y febrero de 1834  seguían 
funcionando los Consejos de la administración central “Los Consejos, 
especialmente el de Castilla, que no respondían a las nuevas necesidades de la 
época”171. En este sentido Burgos consideró, haciendo referencia a la caótica 
situación imperante: “En este monstruoso cuerpo de derecho se hallaban 
confundidas las leyes permanentes de justicia con las reglas variables de la 
administración que, dictadas bajo la influencia de errores habituales, o de 
preocupaciones del momento, contrariaban los más del tiempo los intereses que 
estaban destinados a proteger. Formalidades lentas, complicadas, dispendiosas, 
aumentaban sin medida ni utilidad, las trabas con que las disposiciones 
administrativas ligaban todas las industrias…”172. 
 
 El 27 de febrero de 1834 Martínez de la Rosa dirigió a la Reina una 
exposición en la que ponía de manifiesto el desorden que dominaba la 
Administración y las medidas que se debían proponer para su mejora, que 
fueron recogidas en seis decretos y enviados al Consejo de Gobierno para su 
dictamen.   La mayoría del Consejo aceptó las propuestas de reformas173. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
170 Véase: Sánchez Bella, I., “La reforma de la Administración central en 1834”, en Actas del III 
Simposio de Historia de la Administración, (1974) , págs 655-688; García Madaria, J. M., 
Estructura de la Administración Central (1808-1931), Madrid 1982, para el período del 
Estatuto Real págs. 95-107. 
171 Ídem, pág. 662. 
172 Burgos, J., Anales del reinado de Isabel II…, t.I, Madrid 1860, pág. 170. 
173 Con la salvedad de José Mª Puig y Francisco javier Caro que se negaron abiertamente a 
aceptar las reformas alegando que la profundidad de las mismas pondría en riesgo el trono de 
Dña. Isabel (ver Sánchez Bella, Op. cit, pág. 668). 
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Los seis Reales Decretos, aprobados el 24 de marzo de 1834, supusieron 
“el quiebro entre la organización estatal del Antiguo Régimen y su transición al 
Estado liberal constitucional”174. De este modo se simplificó la estructura de la 
Administración procediéndose a eliminar los Consejos que todavía pervivían. 
 
A través del Decreto I, se suspendió el Consejo de Estado durante la 
minoría de edad de Isabel II, asumiendo sus atribuciones el Consejo de Go-
bierno175. Por el Decreto II se suprimieron los Consejos de Castilla y de Indias, 
cuyas funciones se atribuyeron al Tribunal Supremo de España e Indias. A dicho 
Tribunal se le encomendaron las siguientes atribuciones: conocer de los 
recursos de nulidad de los procedimientos de Tribunales superiores en los 
supuestos establecidos por la ley; conocer de los recursos de injusticia notoria, 
los de mil y quinientas, los juicios sobre tanteo, incorporación y reversión a la 
Corona; juzgar a los magistrados de Tribunales superiores y a los empleado de 
elevada jerarquía176. También conocía dicho Tribunal de los negocios conten-
ciosos del Real Patronato; los de la nunciatura apostólica y los negocios judi-
ciales adjudicados a la Cámara como Tribunal especial. Por el Decreto III se 
suprimió el Consejo Supremo de Guerra, creándose en su lugar el Tribunal 
Supremo de Guerra, Marina y Extranjería177.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
174 Nieto, A., Op. cit., Barcelona 1996, pág. 207. 175	  Decreto I del conjunto de decretos que contienen el arreglo de los Tribunales supremos de la 
Nación , con las atribuciones y demás que les corresponde…,pág. 159. A través de su articulado 
se dispuso que los individuos que componían el Consejo de Estado mantuviesen su sueldo, 
honores y prerrogativas (art. 2),; lo que se extendió también a los Secretarios, Oficiales y 
dependientes del Consejo hasta que se les colocara en nuevos destinos.	  176	   Siempre con arreglo a una ley de responsabilidad que se estableciere; Decreto II del 
conjunto de decretos que contienen el arreglo de los Tribunales supremos de la Nación , con las 
atribuciones y demás que les corresponde…,pág. 160.  El Tribunal Supremo de España e Indias  
se componía de un presidente, quince ministros y tres fiscales. Los ministros se dividían en tres 
salas: dos para la península  e islas adyacentes y una para las provincias de ultramar. La sala de 
indias quedaba habilitada en caso necesario para suplir a las de España ( arts. 4,5,6 y 7).	  177	  El Tribunal supremo de Guerra, Marina y Extranjería  conocía en grado de apelación de los 
procesos militares y todos los negocios contenciosos de Guerra y Marina. El Tribunal estaba 
integrado por un Presidente y dos salas, una integrada por ocho vocales y otra sala compuesta 
de seis Ministros togados. La primera de ellas, denominada de los	  Generales, conocía de la	  
revisión de los procesos militares  y decisiones de los Consejos de Oficiales Generales. La sala de 
ministros togados, se responsabilizaba de los negocios contenciosos del fuero de guerra, marina  
o extranjería. Decreto III del conjunto de decretos que contienen el arreglo de los Tribunales 
supremos de la Nación , con las atribuciones y demás que les corresponde…, pág. 161	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En virtud del Decreto IV se suprimió el Consejo Supremo de Hacienda, y 
en su lugar se instituyó un Tribunal Supremo de Hacienda. La competencia de 
este tribunal se extendía a todos los asuntos judiciales de dicho ramo, en grado 
de apelación y con sujeción a lo dispuesto en las leyes. También tenía 
atribuciones sobre los negocios contenciosos de la Real Caja de Amortización178. 
En el Decreto V se comunicó la reforma del Consejo Real de las Órdenes 
militares. Por último, por medio del Decreto VI se estableció el Consejo Real de 
España e Indias179, que actuaba como órgano supremo consultivo técnico de la 
administración central y al que se transfirieron las competencias consultivas de 
los antiguos Consejos y de la Cámara de Castilla. Orgánicamente dependió del 
Secretario de Despacho de Estado, en su calidad de Presidente del Consejo de 
Ministros. Sus atribuciones quedaron fijadas en los Reglamentos de 9 de mayo y 
20 de diciembre de 1834 y por una Instrucción sin fecha que los complementó.  
  
El Consejo Real de España e Indias tuvo una estructura integrada por: 
Presidente, Secretaría General, siete secciones que se correspondían con las 
Secretarías de Despacho (Estado180; Gracia y Justicia181; Guerra182; Marina183; 
Hacienda184; Fomento185 e Indias186). Una sección por ministerio, con la excep-
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  178	   El Tribunal supremo de Hacienda estaba integrado por un Presidente, diez Ministros 
togados, repartidos en dos salas y un Fiscal.	  Decreto IV del conjunto de decretos que contienen 
el arreglo de los Tribunales supremos de la Nación , con las atribuciones y demás que les 
corresponde…,pág. 162.	  
179 Véase: Arvizu y Galarraga, F., “El Consejo real de España e Indias (1834-1836) en Actas del 
III Simposio de Historia de la Administración, (1974), págs. 383-407. 180	   El Secretario de Estado debía consultar los asuntos graves de su Ministerio y estaba 
compuesta de cinco individuos. Decreto VI del conjunto de decretos que contienen el arreglo de 
los Tribunales supremos de la Nación , con las atribuciones y demás que les corresponde…,pág. 
163. 181	  El Ministro del ramo debía consultar los asuntos relativos a la dispensa de la ley, reforma de 
códigos y similares. Ibídem. 182	   El Secretario de Despacho de Guerra consultaba los asuntos graves de su ministerio y 
también la sección se componía de cinco individuos. Decreto VI del conjunto de decretos que 
contienen el arreglo de los Tribunales supremos de la Nación , con las atribuciones y demás que 
les corresponde…, pág. 164. 183	   El Secretario de Despacho de Marina consultaba los asuntos graves de su ministerio y 
también la sección se componía de tres individuos. Ibídem.	  184	  El Secretario de Despacho de Hacienda consultaba los asuntos graves de su ministerio y 
proponía las mejoras que consideraba pertinentes, también la sección se componía de cinco 
individuos. Ibídem.	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ción de la de Indias que despachaba todo lo relativo a los negocios de Ultramar y 
Archivo, que en los citados reglamentos eran considerados como dependencia 
aparte187. La misión del Consejo era informar sobre las consultas de todo tipo 
relacionadas con asuntos gubernativos remitidos por la Reina y los Secretarios 
de Despacho de las secciones y el Secretario de Despacho del Estado. Sus 
dictámenes tenían un carácter consultivo y no vinculante. 
 
El Consejo actuaba en pleno y por secciones. Estaba presidido por el 
Presidente del Consejo. En él se trataban los asuntos remitidos por el Secretario 
de Despacho de Estado y se resolvían las diferencias surgidas en las secciones. 
El Secretario General clasificaba los asuntos, presentaba una lista de ellos a los 
consejeros, redactaba las actas y firmaba los acuerdos. En el pleno y las sec-
ciones las votaciones se realizaban por mayoría y en caso de empate decidía el 
voto del Presidente. Cuando el asunto afectaba a varias secciones, se celebraban 
reuniones conjuntas. 
 
Fue suprimido por un Real Decreto de 28 de septiembre de 1836, al 
restaurarse la Constitución de 1812. Pese a todo, no se reinstauró el Consejo de 
Estado y por la necesidad de disponer de un consejo consultivo se apoyó la 
creación de un órgano similar que se denominó Consejo Real, que asumió, al 
margen de otras atribuciones, competencias de índole contencioso. Finalmente,  
por Real Decreto de 1858 este Consejo se transformaría en el Consejo de Estado. 
 
En 1834 se introdujeron, también, importantes modificaciones en la 
organización judicial. En este sentido, a través del Real Decreto de 26 de enero 
de 1834, se llevó a cabo la uniformidad de la demarcación judicial con la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  185	  El Secretario de Despacho de Fomento consultaba los asuntos graves de su ministerio y 
también la sección se componía de cinco individuos. Ibídem.	  186	   Todos los Secretarios de Despacho consultaban los asuntos graves de sus respectivos  
ministerios  relacionados con los territorios de ultramar y la sección se componía de seis 
individuos. Ibídem.	  
187 Según los arts. 54 y 55 del Reglamento del 20 de diciembre de 1834 estaban a cargo del 
archivo los archivos de los Consejos suprimidos, de la Contaduría General de Indias, de las 
Juntas de Aranceles, de la Junta General de Comercio y moneda, de la Biblioteca económica y 
de las dependencias o Comisiones del antiguo Consejo Real de Castilla. 
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administrativa y se dispuso que todos los Tribunales Superiores adquirieran la 
denominación de Reales Audiencias de las capitales en los que estaban situados, 
con las dos únicas excepciones de la Audiencia de Canarias y la de Mallorca, que 
seguían conservando la denominación que tenían.  Se crearon, además, dos 
nuevas Audiencias en Burgos y Albacete188. 
 
El anterior decreto fue complementado por el mencionado anteriormente 
del  21 de abril de 1834, que permitió crear la base para la celebración de las 
primeras elecciones de los Procuradores del Reino. Estuvo integrado por seis 
artículos y centrado en la división de los partidos judiciales. Se crearon en total 
451 partidos judiciales.  
 
A través de este Real Decreto cesaron las competencias judiciales 
desempeñadas por los alcaldes de las localidades que las asumían, con la 
obligación de trasladar los expedientes judiciales a los jueces letrados de las 
cabezas de partido, salvo en el supuesto de que no existieran, en cuyo caso los 
alcaldes ordinarios continuaban sus competencias sobre los diversos conten-
ciosos hasta el nombramiento en la localidad del juez letrado. 
 
De este modo, los alcaldes ordinarios de los pueblos dejaban de realizar las 
tareas de índole judicial que hasta ese momento hubieran acometido, con la 
obligación de remitir los expedientes pendientes a los jueces letrados de las 
cabezas de partido. Con una excepción, recogida en el artículo tercero: si el juez 
del partido aún no había sido nombrado los alcaldes ordinarios seguían 
responsabilizándose de los contenciosos hasta que un juez tomara posesión de 
aquel partido. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  188	   Además en las Audiencias de Valladolid y Granada se suprimieron una sala civil y otra 
criminal. Todas las Audiencias tenían la misma autoridad y facultades y todos los asuntos civiles 
y criminales debían quedar concluidos en sus respectivos Tribunales superiores del territorio, 
salvo los recursos de ley ante los supremos de la Corte. Real Decreto uniformando los 
Tribunales Superiores y mandando observar la nueva distribución del terriotio de lo smismos 
con la creación de las Audiencias de Burgos y Albacete. Citado por: Decretos de la Reina Nuestra 
Señora Doña Isabel II, dados en su real nombre por su augusta madre la Reina Gobernadora, y 
Reales Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del 
Despacho Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1834, por Don José Mª de Nieva, 
T. 19, Madrid 1835, págs. 207-209.	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cuarto, todos los alcaldes mayores y corregidores que por la nueva división no 
eran cabezas de partido, seguían desempeñando las atribuciones y cargos 
habituales. Es decir, seguían administrando justicia en los pueblos en los que 
residían dentro de su jurisdicción. 
 
En cambio, los alcaldes y corregidores de pueblos que eran cabezas de 
partido continuarían, hasta que se les indicase, desempeñando los cargos y 
atribuciones que tuviesen conferidos.  
 
No es posible finalizar el apartado de las reformas sin mencionar otra 
importante disposición que fue el Reglamento Provisional para la 
Administración de Justicia en lo relativo a la jurisdicción ordinaria, de 26 de 
septiembre de 1835. Su objetivo fundamental fue adecuar la administración de 
justicia al nuevo Estado liberal. A través de dicho Reglamento se reconocieron 
garantías procesales a los ciudadanos189 y se reflejaron las normas del 
procedimiento criminal y disposiciones orgánicas relacionadas con los jueces de 
primera instancia, Audiencia y Tribunal Supremo de España e Indias190. 
 
Como conclusión, el conjunto de reformas analizadas sentó las bases de una 
organización que, en algunos aspectos se ha mantenido hasta nuestros días, En 
este sentido se pronunció A. Nieto: “separadas ya las funciones gubernativas, 
administrativas, judiciales y consultivas, el Estado español adquirió una planta 
u organización propia de un Estado moderno que, en lo sustancial , ha durado 
hasta hoy”191. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  189	  Entre las garantías procesales se incluyeron: libre acceso a los tribunales de justicia (art. 4); 
gratuidad de la justicia penal bajo ciertas condiciones (arts. 2y 3);  garantías contra arrestros 
arbitarios (arts. 5 y 6); probición de torturas (art.7).	  Citado por: Decretos de la Reina Nuestra 
Señora Doña Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta Madre la Reina Gobernadora, y 
Reales Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del 
Despacho Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1835, por Don José Mª de Nieva, 
T. 19, Madrid 1835, págs. 396-437.	  190	  Véase: Sánchez-Arcilla, J. y Montanos Ferrin, E., Historia del Derecho y de las Institu-
ciones, págs. 395-396. 191	  Nieto, A., Op. cit., pág. 210. 
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 3.2. La incidencia de la guerra carlista 
 
  Otro de los temas fundamentales sin cuyo análisis no podríamos 
comprender el período estudiado fue la primera guerra carlista. Todo este 
problema tuvo un origen de todos conocido. El nacimiento de la princesa Isabel 
tras el nuevo matrimonio de Fernando VII con Mª Cristina de Borbón dos 
Sicilias fue el punto de partida de una de las diferencias más enconadas y 
trascendentes de este periodo de la historia de España. No es objeto del estudio 
que estamos realizando profundizar en detalle en los pormenores de esta 
primera guerra carlista; tan solo vamos a valorar cómo condicionó este 
fenómeno a todos cuantos vivieron estos acontecimientos y lo que supuso para 
nuestra nación.  
 
El nacimiento de Isabel garantizaba la continuidad borbónica, pero para 
ello había que superar el impedimento legal que suponía la Ley Sálica, 
implantada por Felipe V que imposibilitaba el acceso de las mujeres al Trono. 
Fernando VII en 1830 publicó la Pragmática Sanción de Carlos IV aprobada en 
las Cortes de 1789, que abolió el Auto acordado de 1713, lo que permitió el 
acceso al trono de su hija. La oposición del hermano del Rey, Carlos María 
Isidro, y todos sus partidarios fue radical e incluso antes del fallecimiento de 
Fernando VII hubo varios intentos y presiones sobre el monarca para que 
repusiera la Ley Sálica. En los últimos años de su reinado Fernando VII vivió, 
como ha declarado Carlos Marichal “una seria crisis de autoridad”192 motivada 
por los desafíos al poder establecido de las fuerzas ultrarrealistas que apoyaban 
a Don Carlos. 
 
En definitiva, la reclamación de los derechos al trono de Don Carlos fue el 
detonante básico de la primera guerra carlista y se vio favorecida por las 
reformas de tendencia liberal efectuadas en la última etapa del reinado de 
Fernando VII, que podían llegar a afectar a los fueros de los territorios que los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
192 Marichal, C., La revolución liberal y los primeros partidos políticos en España 1834-1844. 
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poseían y a la Iglesia. Esta razón y el apoyo de la misma en todas estas zonas 
rurales fueron determinantes en el auxilio mayoritario que  Don Carlos obtuvo 
en el País Vasco y Navarra, en Aragón y Cataluña. En este sentido Carlos 
Marichal afirmó: “Los reaccionarios aspiraban a obligar a Fernando VII a que 
tomara medidas más represivas a las que ya había aplicado contra los liberales. 
Además empezaron a maquinar un posible golpe de estado liderado por  Don 
Carlos”193. 
 
Finalmente, Fernando VII falleció incluyendo en su testamento como 
heredera a su hija Isabel y a Mª Cristina como Reina regente hasta su mayoría 
de edad. Paralelamente, Don Carlos se proclamó Rey e inició su lucha por la 
conquista del Trono a través del levantamiento del Norte de España, al que más 
tarde se sumaron zonas de Cataluña, Valencia y Aragón.  
 
La justificación histórica de las aspiraciones de Carlos Mª Isidro fue 
sustentada en la idea de los derechos adquiridos que poseía, anteriores a la 
modificación del modo de sucesión a la Corona, y su no reconocimiento a la 
publicación que en 1830 realizó Fernando VII de la Pragmática Sanción de 1789 
por considerarla ilegal. La causa carlista preconizaba el retorno a un 
absolutismo radical y el mantenimiento del Antiguo Régimen, con todo lo que 
ello implicaba de predominio de la Iglesia, de los antiguos privilegios y 
concepciones de toda índole; defendiendo, además, la conservación de los 
privilegios forales de las zonas que le apoyaban. 
 
 El carlismo creó en las zonas que se implantó un orden social paralelo al 
Estado legítimo instaurado por la Reina Regente; esta afirmación es apoyada 
por Alejandro Nieto194 y otros autores de la historiografía moderna como Rosa 
Mª Lázaro Torres, que llega a afirmar: “La formación del Estado carlista es un 
proceso largo y vacilante; es un reflejo de los problemas internos del 
movimiento carlista y no presenta una estabilidad en los órganos de la admi-	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
193 Ídem, pág. 65. 
194 Nieto, A., Op. cit., págs. 35-40. 
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nistración ni en las personas que desempeñan los cargos. Los organismos 
creados en torno al Rey son la novedad, pero en la base de toda esta estructura 
están las instituciones provinciales y municipales, enraizadas en la tradición y 
en el pueblo. Estas supondrían el factor de estabilidad y la acción directa sobre 
la población. De modo que el Estado carlista se organizaba desde arriba, 
tomando como modelo las instituciones típicas del tiempo de Fernando VII, con 
sus Secretarías de Estado y de Despacho en las que el Rey posee un poder 
total”195. 
 
Frente a este orden, tenemos el establecido por la Regencia de Mª 
Cristina, cuyo objetivo principal fue consolidar los derechos del Trono de su hija 
Isabel. La situación que se creó para ellas fue insostenible y la mediatizó, de 
modo definitivo, para apoyarse en los liberales para conseguirlo. Era necesario 
un nuevo orden lejos de lo que representaba el Pretendiente y sus seguidores; 
ello hacía indispensable recuperar para España la tradición liberal, cortada de 
modo abrupto tras la finalización del Trienio Liberal. No obstante, todo este 
nuevo orden pretendido se vio alterado por lo que la guerra carlista supuso196. 
El enfrentamiento entre ambos bandos monárquicos cuestiona, desde nuestro 
punto de vista, el papel integrador que se pretendió atribuir a la Corona. Es el 
problema de la guerra el que llevó a los innumerables sacrificios económicos y 
humanos que implicaron a toda la nación, y el origen fue la desavenencia de 
ambos bandos monárquicos que arrastraron con ellos a dos partes de la 
sociedad española.  
 
Fueron, en definitiva, dos modelos de entender la sociedad los que se 
enfrentaron en esta contienda. Aunque ciertamente latía ya desde el final del 
reinado de Fernando VII la imperiosa necesidad de una serie de reformas ya 
apuntadas por ilustrados de la talla de Javier de Burgos. Pero ¿hasta qué punto 
eran reformas apoyadas y queridas tanto por Fernando VII como, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
195 Lázaro Torres, R.M., La otra cara del carlismo vasconavarro (1833-1839), Zaragoza 1991, 
pág. 35. 196	  Sobre la primera guerra carlista véase: Bullón de Mendoza, A., La primera guerra carlista, 
Madrid 1992.	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posteriormente, por la Reina Regente, si no hubiera existido la espada de 
Damocles de la lucha por los derechos al Trono? Parece evidente, a la vista de 
las reflexiones anteriores, que las pretensiones de Don Carlos justificaron las 
maniobras llevadas a efecto tanto en los últimos años del reinado de Fernando 
VII como las efectuadas por la Reina Regente. Entendemos además que la 
experiencia vivida en épocas anteriores también fue determinante en todo el 
proceso de reimplantación del régimen representativo del Estatuto Real. 
 
 Retomando el tema del Estado carlista, es importante destacar como 
Rosa Mª Lázaro Torres ha distinguido cuatro períodos en la construcción del 
mismo: desde octubre de 1833 a julio de 1834; desde julio de 1834 a abril de 
1836, en el que fue creado el Ministerio Universal; desde abril de 1836 a enero 
de 1837, y el último tras la crisis de 1839. La autora considera que se puede 
hablar de Estado carlista a partir de julio de 1834, momento en el que se creó 
una organización ministerial, primero el Ministerio de Guerra y Estado, 
posteriormente Gracia y Justicia. Completando con los siguientes órganos 
asesores: Consejo de Estado, Junta Provisional Consultiva y Asesoría Real. La 
Hacienda civil y militar encomendada a la Oficina General Mixta. En 1836 se 
creó el Ministerio Universal como órgano aglutinador que no duró en exceso, 
pues posteriormente se volvió al régimen de los Secretarios. Paralelamente, 
junto a estas estructuras centralizadas, existió la organización foral de estas 
zonas, que llevaba la administración de las provincias, y que acabó sufriendo la 
interferencia de la administración real. Si bien es cierto que Don Carlos siempre 
procuró respetar las peculiaridades forales197. 
 
La diferencia sustancial con el Estado liberal de la Regencia de Mª 
Cristina es que la guerra fue un fenómeno determinante que condicionó los 
sucesivos Gobiernos, pero no el único objetivo, como en el caso carlista. La 
Reina y los liberales pretendieron con distintas medidas crear un nuevo modelo 
de Estado que superara los condicionamientos del Antiguo Régimen, lo que 
lógicamente se vio influenciado, como Alejandro Nieto apuntó, por las ayudas 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
197  Véase Nieto, A., Op. cit., págs. 35-40. 
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de Francia e Inglaterra; la intervención de los prestamistas nacionales y 
extranjeros; las sociedades secretas instigadoras de revueltas revolucionarias 
que se desarrollaron en distintos lugares de España y los militares que tuvieron 
un peso específico importante en todas las cuestiones políticas del Estado liberal 
  
¿Cómo se reflejaron este conjunto de situaciones en las Cortes?  
 
En primer término, y en relación con los derechos de la joven Reina, fue 
prioritario ya desde las primeras sesiones la preservación de sus derechos 
dinásticos. En este sentido, ya en el primer discurso de contestación del Esta-
mento de Procuradores a la Corona en la primera legislatura, se abordó esta 
cuestión. Como veremos posteriormente en el apartado en el que describimos 
las relaciones entre la Corona y las Cortes, desde un primer momento existió el 
deseo de confirmar la legitimidad real de Doña Isabel, nombrándose a tal efecto 
una Comisión el 11 de agosto de 1834 para que estudiara el proyecto de ley 
presentado sobre el tema, que concluyó con la exclusión de cualquier tipo de 
derecho dinástico para Don Carlos y su descendencia. 
 
 Y en relación con el tema de la guerra también en los Diarios de Sesiones 
se profundizó en esta cuestión. De modo directo, en la sesión del 16 de agosto de 
1834 el Secretario de Estado y del Despacho de la Guerra presentó una 
exposición con la intención de transmitir de modo preciso las necesidades para 
hacer frente a la situación, que exigía una conciliación entre la fuerza necesaria 
para acabar con la guerra y los medios económicos y la dotación militar 
disponibles: “La desproporción entre la fuerza disponible y la suma de las 
atenciones, ha puesto al Ministerio en un constante embarazo al tiempo de 
distribuirla; pero la experiencia ha justificado el sistema seguido en esta 
parte”198. En dicha exposición se planteó la activa participación de la Milicia 
urbana, alabando su lealtad por la causa, en los mismos términos que la del 
ejército. También se puso de manifiesto que, para la adecuada organización del 
ejército, era imprescindible contar con una sólida administración militar: “A la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
198 D. S. Procuradores. Apéndice a la sesión nº 18 de 16 de agosto de 1834, pág. 2 
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Administración toca la asistencia del soldado en cuantas situaciones pueda 
hallarse… ellos cuidan del pago de los haberes, del suministro de raciones de 
todas las especies, de su vestuario, equipo, acuartelamiento…”199. Y precisa-
mente su existencia permitía acometer estos gastos de modo puntual. Se hizo 
referencia, por último, a la organización militar y a la administración de justicia 
vinculada al Ministro de Guerra a través de los tribunales de ordenanza y los 
tribunales de excepción.  
 
En las sesiones se plantearon de forma directa temas concretos en 
relación con sucesos acontecidos en la Guerra. Por ejemplo, en la primera 
legislatura del Estamento de Procuradores, el Conde de Navas solicitó acla-
ración sobre una noticia extraoficial relacionada con la derrota de carlistas en 
Navarra conseguida por el general Mina y otros generales que repercutió 
directamente en la moral de la tropa200.  
 
En las sesiones del Estamento de Próceres aparecieron referencias a 
problemas concretos generados por la guerra. En este sentido, por ejemplo, en 
el discurso de contestación a la Corona de la tercera legislatura el Duque de 
Ahumada manifestó su preocupación por la sospecha de la existencia de un 
Congreso europeo reunido con el único fin de analizar la situación española y 
temió innecesarias las intervenciones de extranjeros en los asuntos nacionales 
porque, entendió: “cuanto mayor es el peligro y más inminente, tanto más es 
necesario el buscar todos los medios para salir de él. Estos medios todos saben 
cuáles son: soldados y dinero”201.  
 
 La importancia de la guerra fue tan evidente que, en ocasiones, los 
representantes de la nación gozaban de información exhaustiva sobre temas 
cuya importancia el Gobierno intentaba minimizar. El Duque de Ahumada dio a 
conocer la rendición de Lequeitio ante las tropas carlistas en 1836, sin justi-
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
199 D. S. Procuradores, pág. 7 
200 D. S. Procuradores nº 101 del 19 de diciembre de 1834. Págs. 951 y 952 
201 D. S. Próceres. Sesión nº 9 del 21 de abril de 1836, pág. 86 
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ficación alguna dado que contaba con hombres, armamento y los víveres ne-
cesarios para su defensa, pidiendo, por ello, explicaciones al Gobierno202. 
 
Lo más trascendente, desde nuestro punto de vista, fue la implicación 
económica y humana que tuvo la guerra, y ello se manifestó en las Cortes, en 
ambos Estamentos, de modo reiterado a lo largo de las tres legislaturas. Vamos 
a dividir las intervenciones considerando dos aspectos: las intervenciones 
relacionadas con temas económicos y aquellas otras que hicieron referencia a 
temas diversos como el reclutamiento de hombres. 
 
3.2.a. La incidencia económica de la guerra carlista 
 
Una de las más relevantes se desarrolló en la discusión del proyecto de 
ley vinculado con la deuda y la solicitud de un empréstito de 400 millones, cuya 
repercusión, en lo que a la guerra se refiere, se concretó en las partidas de 
fondos adicionales que solicitaban desde el Ministerio de la Guerra.  
 
Fueron frecuentes las intervenciones del Ministro de la Guerra 
insistiendo en la necesidad de recabar fondos adicionales que permitirían 
concluir con prontitud la guerra. Algunos procuradores, como García Carrasco, 
no tuvieron claro que el final de la misma estuviera condicionado a las partidas 
adicionales solicitadas. Expuso las razones que consideró básicas para no haber 
puesto fin a la guerra, como la existencia de algunos mandos inadecuados: “El 
mismo general en jefe, el general Rodil, que no puede ser sospechoso bajo 
ningún aspecto, ha indicado que si todos los jefes tuvieran su actividad, era 
posible que hubiera caído en nuestras manos el Pretendiente”203; la inapropiada 
organización de la Milicia urbana: “Si la Milicia urbana se hubiera organizado 
como se debía en todas las provincias ¿no hubieran podido marchar más fuerzas 
al Norte?” o de los propios corregidores y alcaldes de los pueblos: “De los 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
202 D. S. Próceres, págs. 86 y 87. 
203 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 39 del 17 de septiembre de 1834, pág. 260. 
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corregidores y alcaldes mayores que gobiernan los pueblos no se aventura 
mucho en decir que las dos terceras partes son facciosos”204.  
 
 Otros, como Caballero, apuntaron algunas razones por las que la guerra 
se prolongaba en el tiempo: “Una de las causas que la prensa y la opinión 
pública han designado como favorables a la prolongación de la lucha es la 
lenidad que desde el principio se tuvo con los carlistas, y señaladamente con los 
que sin salir al campo maquinaban entre nosotros”205. 
 
 En ocasiones, ante las críticas de algunos procuradores, que 
cuestionaban los modos de proceder de los mandos del ejército en cuestiones de 
estrategia, el Ministro de Guerra manifestaba su estupor ante determinadas 
declaraciones: “¿Será pues por falta de dinero no haberse concluido la guerra? 
El no haberse concluido es efecto a la vez de muchas causas. La guerra presente 
es una cuestión de fuerza ¿ o será por falta de dinero por que muchos generales 
se dejan sorprender y comprometer el honor de sus armas? Confieso, señores, 
que este punto ha herido mi delicadeza mas que otro alguno. ¿Dónde están esos 
muchos generales que han sido sorprendidos? ¿cuántos son? ¿hay dos 
siquiera?”206.	  
 
 Vemos que varias son las posibles causas por las que no se ponía fin a la 
guerra con la prontitud deseada. Pero la realidad era que para poder terminarla, 
los recursos tanto económicos como humanos eran imprescindibles. En las 
discusiones de los Estamentos algunos de sus integrantes fueron reacios a las 
concesiones sobre este tema, dado que implicaban aumentar las cargas del 
Estado. No obstante, todos ellos fueron conscientes de que las circunstancias 
eran excepcionales y en ellas los Estamentos debían apoyar al Gobierno con 
todos los medios necesarios para conseguir el objetivo principal, que era la 
finalización de la guerra. Para ello es importante hacer referencia a una  
discusión relacionada con los presupuestos del ramo de Guerra, en los que se 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
204 Ibídem. 
205 Caballero, F.,  Op. cit., pág. 38. 
206 Ídem, pág. 258. 
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diferenció el presupuesto ordinario del extraordinario. Dentro del primero se 
recogieron las diversas partidas de gastos administrativos, atendiendo a 
distintos conceptos en una doble versión: la propuesta por el Gobierno y la de la 
Comisión, que incluía propuestas de ahorro en las diversas partidas. No 
obstante, en este punto se hace necesario recordar un problema adicional: hasta 
el 26 de mayo de 1835 no se aprobaron los presupuestos de dicho año 
prorrogándose los anteriores. En la Memoria para la elaboración de los 
presupuestos de 1835 se incluyó un total de 264.347.798 reales dedicados al 
Ministerio de la Guerra.  
 
 Paralelamente, la guerra continuaba y era necesario hacer frente a sus 
gastos. Por ello, en marzo de 1835 se hizo necesaria la discusión de un 
presupuesto adicional para poder acometer los gastos extraordinarios 
generados. La solicitud del Gobierno se centró en una cantidad de 152.612.000 
reales que no habían sido incluidos en el presupuesto ordinario. En este punto 
nos podemos plantear una cuestión ¿fueron gastos no incluidos por auténtica 
imprevisión del Gobierno o por necesidades sobrevenidas posteriormente? La 
respuesta por la que nos inclinamos se centra en las exigencias sobrevenidas de 
la guerra y el hecho de que las cantidades insertadas en el presupuesto ordinario 
se aplicaban a cubrir gastos del ejército en tiempos de paz. En este sentido 
Otazu declaró: “Por tanto, creo que en este no ha podido haber más economías, 
y que no se podía pasar sin él, porque el presupuesto ordinario está 
exclusivamente destinado para el ejército en pie de paz”207. Hay que considerar, 
además, que en ese momento se estaban todavía discutiendo los presupuestos 
para 1835, y la solicitud de la cantidad adicional mencionada coincidió con la 
primera parte de la ofensiva carlista, feroz y bien organizada, por militares 
eficientes de la talla de Zumalacárregui en el Norte y Juan Antonio Guergué en 
Cataluña. 
 
 El esfuerzo que se pedía a la nación era extraordinario y con él se 
pretendió financiar las siguientes partidas de gasto: aumentar en 45.906 el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
207 D. S. Procuradores, sesión nº 164 del 7 de marzo de 1835, pág. 1780. 
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número de infantes; en 31.089 los integrantes la milicia provincial; 2.044 
artilleros; 600 zapadores y 2.140 caballos. El importe total solicitado iba 
dirigido al pago del personal, vestuario, víveres, hospitales… La propuesta de la 
Comisión implicó pequeños recortes por un total de 2.616.000 rs. y justificando 
su decisión en los siguientes términos: “La comisión rebaja 2.612.000 más 
4.208 rs., atendiendo a que el presupuesto ordinario aprobado debe resultar 
disminución del gasto, ya por las bajas naturales de la fuerza armada, ya por las 
economías que el Gobierno hará sin duda, y ya por las que aún sin esto 
resultarán por la diferencia que generalmente existe entre esta especie de 
cálculos y su aplicación bien dirigida”208. Lo cierto es que los distintos 
procuradores apoyaron el presupuesto extraordinario solicitado, dado que poca 
trascendencia tenía si se debía haber incluido o no sus importes en el 
presupuesto ordinario, lo realmente importante era su necesidad. De este modo, 
Alcalá Galiano, Perpiñá, el Conde de las Navas y por unanimidad hasta un total 
de 126 procuradores votaron afirmativamente la concesión de los 150 millones 
propuestos por la Comisión. 
 
3.2.b.  Los reemplazos y  quintas en los Estamentos 
 
La exigencia de un aumento en las dotaciones de efectivos para el ejército fue 
una realidad en la que participaron activamente los Estamentos. Concreta-
mente, en la sesión del 12 de noviembre de 1834 el Secretario de Estado de Des-
pacho propuso la creación de un proyecto de ley que determinara el proce-
dimiento a seguir en esta materia, pero hasta su presentación y dado que las 
quintas debían realizarse anualmente la propuesta fue continuar con el 
procedimiento existente. Las razones de la necesidad de este incremento fueron 
claras: se quería una victoria brillante frente a los carlistas y el uso adecuado del 
personal disponible. 
 
 El proyecto de ley que presentó el Gobierno sobre el tema contenía tres 
artículos: en el primero se solicitaba una quinta de 25.000 hombres para el año 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
208  D. S. Procuradores, pág. 1779. 
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1835; en el segundo, que se utilizara el procedimiento establecido hasta la fecha 
y, por último, un tercer artículo en el que se autorizaba al Gobierno en caso de 
necesidad a incrementar el ejército. 
 
La idea de continuar con el sistema de reemplazo que tenía su origen en el 
Antiguo Régimen no satisfizo a muchos procuradores. Así Belda criticó 
duramente lo arbitrario e injusto del sistema alegando varias razones, en primer 
lugar la edad máxima de reclutamiento que era de 36 años, edad bastante 
avanzada dado que al terminar el servicio a los 42 o 44 años el soldado era 
bastante mayor para reincorporarse con normalidad a la sociedad; por ello 
Belda propuso disminuir la edad hasta los 17 y 21 años para entrar en el sorteo. 
En segundo lugar, propuso una revisión del sistema de exenciones individuales 
y territoriales. En tercer lugar, consideró una reducción de la talla exigida y en 
último lugar, consideró que el reemplazo debía ser de derecho a través de unas 
reglas adecuadas209. Otras voces críticas que se levantaron fueron las del 
Marqués de Torremejía, que consideró necesaria llevar a efecto estas quintas 
con un auténtico criterio de igualdad y que ello no era posible utilizando un 
censo fechado en 1797, lo que planteaba problemas de cupo en distintos 
pueblos210. 
 
Finalmente, el proyecto de ley fue aprobado y durante las tres legislaturas se 
mantuvo el procedimiento de reclutamiento que tuvo su origen en el Antiguo 
Régimen. Tal y como declara Guillermo Rivilla, habríamos de esperar hasta 
1836 para que se restableciese el sistema de reclutamiento en vigor durante la 
Constitución de Cádiz y el Trienio Liberal, aunque “de vigencia efímera al apro-
barse una nueva Constitución para regular el funcionamiento del Estado y una 
nueva Ordenanza sobre el reemplazo de efectivos en el ejército, ambas de 
1837”211. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
209 D. S. Procuradores, sesión nº 87 del 25 de noviembre de 1834., pág. 802. 
210 D. S. Procuradores, pág. 805. 
211 Rivilla Marugán, G., “El fin de los sistemas de reclutamiento del Antiguo Régimen: Ley de 
1837”, en  Fernández Rodríguez (coord.) Guerra, Derecho y Política: aproximaciones a una 
interacción inevitable (2014), págs. 145-192. Cita en pág. 152. 
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Es destacable también el Decreto Real del 25 de octubre de 1835, bajo el 
Gobierno de Mendizábal, por el que se dispuso una quinta de 100.000 hombres. 
Sobre la base de dicho decreto se dispuso el reclutamiento de todos los hombres 
solteros y viudos de 18 a 40 años, admitiéndose la posibilidad de rescate ofre-
ciendo 4.000 reales en efectivo o un caballo útil para el servicio y 1.000 reales. 
Todo ello permitió obtener 70.000 hombres, 1.500 caballos y 46.000 reales 
procedentes de los rescates212. Vemos pues que incluso en un Gobierno liberal 
progresista, como el de Mendizábal, prevalecieron las necesidades de la guerra 
sobre el deseo expresado en el Estamento de Procuradores, como anteriormente 
hemos comentado, de establecer un sistema más justo de reclutamiento. 
 
 Para finalizar, una breve reseña de la importancia social del tema se 
refleja en la diaria información que cumplidamente dieron los periódicos del 
momento sobre este tema. Podemos mencionar El Eco del Comercio, El 
Español o La Revista Española, en los tres casos la información sobre la guerra 
ocupaba un espacio diario informando de la evolución de los distintos frentes. 
 
3. 3. La situación económica  
 
 Es el tercer tema que vamos a estudiar, por la implicación real que tuvo 
en todas las decisiones políticas tomadas en el período objeto de estudio. La 
valoración la realizaré partiendo de la situación existente hasta la entrada en 
vigor del Estatuto Real y la posterior, muy mediatizada, como hemos visto en el 
apéndice anterior, por la guerra civil.  
 
La situación de la economía española desde finales del Antiguo Régimen 
tuvo varias características con las que los gobernantes de los distintos períodos 
tuvieron que jugar con mayor o menor fortuna. Entre las mismas podríamos 
destacar el excesivo endeudamiento derivado de las sucesivas emisiones de 
deuda con las que paliar la inexistencia de efectivo para hacer frente a los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
212 Véase Fontana Lázaro, J., La revolución liberal: Política y hacienda 1833-1845, 2ª edición, 
Madrid 2001. 
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distintos gastos generados por el Estado; la subida de los precios, influida, en 
buena medida, por las malas cosechas derivadas de las adversas condiciones 
climatológicas; la insuficiencia presupuestaria para atender a los gastos corrien-
tes y la emancipación económica de las colonias americanas (el 18 de noviembre 
de 1797 Carlos IV emitió el Decreto de Libre Comercio de las colo-nias con los 
países neutrales). Si a todo ello unimos, además, las pérdidas generadas durante 
la Guerra de la Independencia, los empréstitos contraídos con prestamistas 
extranjeros y una desorganización generalizada de la administración, con nu-
merosas trabas que dificultaban su normal y adecuado funcionamiento; así 
como el conjunto de privilegios ligados al clero y a la nobleza que afectaban, 
sobre todo, al adecuado desarrollo de la agricultura, entenderemos que la 
situación económica general con la que se inició este período del Estatuto Real 
tuviera una carga negativa considerable.  
 
Teniendo en cuenta esta situación tan negativa, ya percibida años antes 
de fallecer Fernando VII, lo que justificó que Javier de Burgos presentara una 
exposición dirigida al Rey en enero de 1826 sobre “los males que aquejaban a 
España y los medios para remediarlos”213 describiendo, de modo preciso, los 
importantes problemas de toda índole que aquejaban a la nación, y que 
afectaban al comercio “el comercio de los puertos del reino yace en una 
estancación completa, de la que nadie prevé el término, mientras una voluntad 
eficaz e ilustrada no remueva los obstáculos que los errores oponen a su 
prosperidad”214; la industria “la situación de la industria no es mejor. Asombra 
ver hasta qué punto depende nuestra nación de las producciones más fútiles de 
la industria exterior..”215; la agricultura “La falta de caminos, la de canales, la de 
riegos, la de capitales, la ignorancia general de las útiles teorías agrícolas, todo 
contribuye a que la agricultura del país mejor situado de Europa sea la más 
atrasada y miserable de esta parte del mundo”216; para concluir con los graves 
problemas políticos que afectaban a la Monarquía: “Este es el cáncer que devora 	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la monarquía, y sin cuya extirpación ningún poder humano basta, no digo a 
restablecer su esplendor, V. M. adivina que me refiero a la discordia”217. 
 
Como hemos tenido oportunidad de analizar toda esa situación llevó a 
acometer sin demora una serie de profundas reformas que permitieran 
modernizar la administración favoreciendo su adaptación a las exigencias que 
los nuevos tiempos requerían. Para Burgos, la reestructuración de la 
administración era esencial; tal era su importancia que llegó a definirla como “la 
más variada, la más vasta, la más útil de todas las ciencias morales. Ella preside 
el movimiento de la máquina social, precipita o modera su acción, arregla o 
modifica su mecanismo y protege así y conserva y mejora todos los intereses 
públicos”218. “La administración proporciona ocupación a los hombres robustos 
en los trabajos públicos; proporcional a los desvalidos en los hospitales y a los 
delincuentes en los establecimientos de corrección…”219. 
 
Antes de fallecer Fernando VII, Burgos ya había propuesto la creación de un 
Ministerio “centro de la acción administrativa, o lo que es lo mismo, el taller de 
la prosperidad nacional”220. Dicho Ministerio asumiría las siguientes funciones: 
cuidado de los depósitos de cereales (pósitos) y arbitrios de los pueblos; vigi-
lancia de las elecciones municipales y del ejercicio de los cargos concejiles; 
administración de los hospicios, hospitales, cárceles, instituciones de salubri-
dad; caminos, canales, puentes, puertos, faros, canteras, bosques, navegación, 
lagunas y demás; agricultura, ganadería, industria y comercio y todo lo rela-
cionado con la educación y difusión de la cultura, así como a lo correspondiente 
a espectáculos públicos. 
 




220 Burgos, J. Exposición dirigida al Sr. D. Fernando VII desde Paris en 24 de enero de 1826 
sobre los males que aquejaban entonces a España, y los medios para remediarlos, Paris 1826, 
pág. 67; Véase: Gay Armenteros, J. C., “El recurso a la Administración por los reformistas 
autoritarios en los orígenes de la España liberal: Javier de Burgos”, en Anales de Historia 
Contemporánea nº 20 (2004), págs. 65-93. 
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En 1833 se había creado el Ministerio de Fomento y Javier de Burgos lo 
asumió el 21 de octubre de 1833. A través del mismo se acometieron impor-
tantes reformas en la administración.  
 
El primer período económico de este período de la Regencia, por tanto, 
estuvo influido por las reformas propuestas por Javier de Burgos que inte-
graban, de acuerdo con la calificación de Alejandro Nieto, “el programa 
económico ilustrado”221, iniciado a través de la Instrucción de los subdelegados 
de fomento del 30 de noviembre de 1833. Dos decretos sirvieron de fundamento 
a dicha Instrucción. Uno de ellos, el de 23 de octubre de 1833222, supuso la 
implantación de los subdelegados de fomento, y el otro, de fecha 30 de no-
viembre de 1833223, estructuraba la distribución de los mismos. 
 
En relación con el contenido del Real Decreto de 23 de octubre de 1833, 
hemos de aclarar que supuso la implantación de los subdelegados de fomento 
en cada capital de provincia y en las dos o tres poblaciones más importantes de 
las provincias, el nombramiento de unos subdelegados subalternos224. Tanto 
unos como otros debían tener conocimientos especiales sobre la administra-
ción225. Los subdelegados debían proponer a los componentes de las oficinas de 
las subdelegaciones que estaban dotados con policía226.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
221 Nieto, A., Op. cit., pág. 523. 222	  Real decreto mandando establecer los Subdelegados de Fomento. Citado por: Decretos del 
Rey Nuestro Señor Don Fernando VII y de la Reina su Augusta Esposa: Reales Órdenes, 
Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho Universal 
desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1833, por Don José Mª de Nieva, T. 18, Madrid 1834, 
págs. 264-265.	  223	  Real decreto disponiendo los Subdelegados y los demás empleados de Fomento que ha de 
haber enlas provincias, e instrucción que acompaña y deberán aquellos observar. Citado por: 
Decretos del Rey Nuestro Señor Don Fernando VII y de la Reina su Augusta Esposa: Reales 
Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho 
Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1833, por Don José Mª de Nieva, T. 18, 
Madrid 1834, págs. 335-339. 
224 Real Decreto de 23 de octubre de 1833… Artículos 1 y 2. 
225 Ídem. Art. 3 
226 Ídem. Art. 4 
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Se propuso también la elaboración de una Instrucción para fijar sus 
atribuciones y el modo de ejercerlas227.  
 
Vinculado a las competencias de los subdelegados de fomento, en el Real 
Decreto de 30 de noviembre de 1833 se recogieron, a los efectos de las 
Subdelegaciones de fomento, la división de las nuevas provincias en tres cate-
gorías. Las de primera categoría eran: Barcelona, Cádiz, La Coruña, Granada, 
Madrid, Málaga, Sevilla y Valencia. Las de segunda: Alicante, Córdoba, Murcia, 
Oviedo, Toledo, Valladolid y Zaragoza. Las demás provincias eran consideradas 
de tercera categoría (art.1). 
 
En el artículo segundo se estableció la dotación de las oficinas que estaban 
compuestas por un subdelegado principal de fomento, un secretario, cinco 
oficiales, un portero, en las de segunda y tercera clase, y un oficial más en las de 
primera clase. Solo podía aumentar esta dotación si existía justificación para 
ello. 
 
En los artículo tercero y cuarto se dispuso que los subdelegados de fomento 
debían indicar al ministro los pueblos más importantes de las provincias en las 
que estaban establecidos, con el objeto de valorar si era preciso el nom-
bramiento de posibles subalternos de los subdelegados. Ambos asumían en sus 
provincias y partidos específicos el conocimiento de los asuntos que se atribuían 
al Ministerio de Fomento. Para ello se hizo mención de la intención del Ministro 
de crear una Instrucción que sirviera de base al gobierno de los subdelegados y 
subalternos (arts. 5 y 6). Todos los empleados de las subdelega-ciones eran de 
nombramiento real y de escala las plazas de secretarios (art.7). 
 
  En los artículo octavo y noveno se detallaban las dotaciones de los 
empleados y secretarías y los costes de los alquileres de las oficinas y otros 
gastos relativos a las mismas. 
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De acuerdo con el artículo décimo, los subdelegados principales asumían 
la obligación de recorrer en un plazo de tres años el territorio bajo su mando, 
con la consiguiente indemnización para gastos de viaje siempre y cuando 
“resultaran bienes materiales a su provincia”. Existió una referencia expresa a la 
exigencia de diligencia y eficacia en el desempeño de las funciones asumidas 
que debían estar presididas por la protección de los intereses generales. Se 
estableció expresamente una penalización para aquellos subdelegados o para los 
integrantes de las oficinas que no la guardaran que implicaba, tal y como se 
recogió en el artículo undécimo la “separación del destino”. Para evitar los 
efectos negativos de la ineficacia, se exigió una serie de cualidades en los 
nombrados: “versados en conocimientos administrativos y dotados de actividad, 
capacidad y patriotismo” (artículo 12). 
 
Como consecuencia de los Reales decretos mencionados surgió la 
Instrucción que fue un programa de innegable eficacia práctica, en el que se 
recogieron los principios de la administración. Fue un instrumento que incluyó 
un conjunto de indicaciones racionalizadas que debían ser ejecutadas por los 
agentes del Ministerio de Fomento.  
 
La Instrucción228 estaba dividida en 19 capítulos e integrada por 77 
artículos. En su Exposición de Motivos señaló el fin perseguido, expresado en 
los siguientes términos: “que se señalen en esta Instrucción alguno de los 
medios propios, para llevar a cabo sus intenciones generosas, y con este fin se 
han clarificado en los varios intereses de que deben cuidar los agentes de la 
administración”. Las competencias atribuidas a los subdelegados de fomento, 
tenían por otro lado, un carácter provisional y podían ser ampliadas. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  228	  Real decreto disponiendo los Subdelegados y los demás empleados de Fomento que ha de 
haber enlas provincias, e instrucción que acompaña y deberán aquellos observar. Citado por: 
Decretos del Rey Nuestro Señor Don Fernando VII y de la Reina su Augusta Esposa: Reales 
Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho 
Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1833, por Don José Mª de Nieva, T. 18, 
Madrid 1834, págs. 339-389. 
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La Instrucción incluyó unas indicaciones que debían ser ejecutadas por los 
agentes del Ministerio de Fomento y que afectó a diversas materias que abar-
caban las áreas que a continuación indicamos: 
 
1. Agricultura y sus agregados. En el capítulo primero, desarrollaba la 
problemática situación en la que se hallaba, imputándose tal estado a una causa 
general, que derivaba del escaso precio de los productos del suelo y de otras 
causas particulares y peculiares de cada zona. Éstas debían ser identificadas y 
subsanadas por los subdelegados de fomento. Entre las causas locales se 
mencionaban: que la autoridad municipal señalara la época de vendimias o la 
de recolección; limitar el consumo de vino al producido en ese término; el 
sistema de la tasa que impidió que las cosechas satisfacieran las necesidades de 
la nación e influyeron para que los ayuntamientos fijaran los precios del grano y 
el maíz con infracción de la ley. A todos estos abusos se pretendió poner fin a 
través de la autoridad administrativa competente; se creó una Comisión de 
estudio sobre este tema que examinara las leyes y permitiera “la concurrencia de 
compradores de granos”; se criticaron los pósitos. En el momento en el que se 
redactó la Instrucción las cosechas eran muy superiores al consumo, por lo que 
se cuestionó la necesidad de los graneros de reserva, y para su valoración se creó 
una Comisión. Los subdelegados de fomento se encargarían de averiguar ciertas 
cuestiones: si favorece a los labradores la acumulación de trigo; si los granos de 
los pósitos sirven de ayuda a los colonos más pobres o son especulativos para los 
ricos; si es beneficioso o no para la agricultura su conservación; si sería más 
ventajosa una distribución distinta. 
 
En relación con la ganadería, que en un tiempo aportó gran riqueza 
nacional, se hizo referencia a que los paños nacionales, que procedían de 
ganado transhumante, tenían en el mercado internacional un precio muy 
inferior a los paños sajones derivados de ganado “estante”. En el extranjero se 
esmeraban en el cruce de razas, perfeccionaban los sistemas de lavado y, en 
definitiva, utilizaban métodos que permitían una mejora considerable del 
producto final. Se trataba, por tanto, de instruir a los ganaderos españoles en 
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métodos más avanzados y refinados que permitieran a los paños nacionales 
competir con los extranjeros. 
 
Otro tema en el que de especial interés para un país como España en que 
las lluvias no abundaban, era el sistema de riegos. Competencia de los 
subdelegados era proporcionar este beneficio a tierras donde escaseaba su 
implantación. Un tema relacionado con el anterior era la desecación de lagunas 
y pantanos siempre que de las mismas se obtuvieran ventajas. 
 
También se consideraron importantes el aprovechamiento de terrenos 
incultos o baldíos; los acotamientos y cerramientos de hereda-des; comunidad 
de pastos; replantación progresiva que proporcionara maderas, a estos efectos, 
los subdelegados deberían realizar estadillos de los montes de sus respectivas 
provincias con indicación, entre otros datos, de los dueños. 
 
El cultivo de la seda constituía otro punto de especial interés por la riqueza 
que había producido en otros tiempos con el objetivo de establecer un principio 
de libertad en el cultivo de la seda, los subdelegados debían averiguar el estado 
de la cría de la seda. Lo mismo para la cosecha de linos y cáñamos, de menor 
valor que la anterior, pero de mayor consumo y por el que se pagaba un elevado 
tributo a la industria extranjera. En este tema los subdelegados de fomento 
debían hacer extensivo el uso de máquinas que abarataran los costes del 
producto y permitieran hacerlo competir con la industria extranjera; y fomentar 
el cultivo de plantas exóticas como el algodón, el azúcar, café (arts.1 al 15). 
 
2. La industria y sus agregados. La industria se consideraba como una 
fuente de riqueza de primer orden y señal de civilización. A la vista de una serie 
de datos como la fabricación que posee cada provincia, la calidad de los 
productos fabricados, o los obstáculos a la mejora de las industrias establecidas, 
los subdelegados debían, entre otras actividades, generalizar el conocimiento de 
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las máquinas y métodos que se utilizaban en Europa. Intentaron promover la 
enseñanza de la geometría y visitaban las manufacturas existentes, con el 
objetivo final de popularizar la industria. Se pretendió establecer el principio de 
libertad fabril evitando cualquier tipo de trabas. Se encomendaba a los 
delegados del Gobierno evitar la formación de nuevos gremios o la implantación 
de ordenanzas que quebraran el principio de libertad. Se instaba al adecuado 
aprovecha-miento de fuerzas matrices para la industria tales como el agua 
(arts.16 al 18).  
 
3. Comercio y sus agregados. Lo consideraban auxiliar de la agricultura y la 
industria, por ello, debía ser protegido. Los subdelegados de fomento debían 
prestar atención, entre otros, a los siguientes temas: ferias y mercados, 
consulados y juntas de comercio (arts.19 al 22). 
 
4. Minería. Los subdelegados facilitarían la explotación e investigación de 
carbonos minerales. En definitiva, debían indagar la riqueza de sus respectivos 
territorios (arts. 23 y 24). 
 
5. Ayuntamientos. Fomentar la relación entre ayuntamientos y subdelegados 
de fomento, facilitando el conocimiento de éstos sobre la riqueza de cada 
territorio (arts.25 al 31). 
 
6. Policía en general. Regulada en los arts. 32 al 34. 
 
7. Instrucción pública. Protección especial de la instrucción primaria; dota-
ción con fondos públicos de las escuelas; apoyo a la publicación de periódicos 
desde las capitales de las provincias y a las sociedades y asociaciones científicas 
como medio para difundir la instrucción (arts. 35 al 38). 
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8. Sociedades económicas. Propugnaban hacer desaparecer los obstáculos 
que dificultaban su correcto funcionamiento; se potenció la relación de los sub-
delegados de fomento con estas sociedades (arts. 39 al 41). 
 
9. Hospicios, hospitales y otros establecimientos de beneficencia, regulados 
en los arts. 42 al 45. 
 
10. Cárceles y establecimientos de corrección. Los subdelegados facilitaban 
la captación de recursos para su mantenimiento (arts. 46 al 49). 
 
11. Hermandades y cofradías. Controlaban su reunión con fines piadosos 
para los que habían sido creadas (art.50). 
 
12. Caminos y canales. Se responsabilizaban de tener un conocimiento 
cierto y seguro del estado de los caminos interiores de cada provincia, lo que 
permitió facilitar la planificación general de este tema (arts. 51 al 55).  
 
13. Bibliotecas públicas, museos. Los subdelegados contribuían al 
mantenimiento de este tipo de instituciones y buscaban su mejora con el afán de 
potenciar la difusión de las artes y las ciencias. (art.56). 
 
14. Teatros y espectáculos. Los subdelegdos debían apoyar abiertamente 
este tipo de espectáculos como expresión de cultura (arts. 57 y 58). 
 
15. Ayudas en casos de desgracias públicas. Control sobre incencios, 
inundaciones o distintos tipos de plagas. Los subdelegados debían obtener todo 
tipo de información sobre este tema en sus respectivas provincias y podían 
realizar sugerencias a la administración superior sobre este tema (arts. 59 al 
60). 
 
16. División territorial y estadísticas. Debían contribuir y ayudar a la 
formación del censo (arts. 62 y 63). 
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17. Despoblados. Los jefes administrativos debían ayudar a la repoblación de 
estas zonas (art. 64). 
 
18. Caza y pesca en ríos y lagos. Facilitaban el cumplimiento de las leyes 
hasta que fueran revisadas (art. 61). 
 
19. Prevenciones generales, contempladas en los arts. 65 al 77. 
 
Todas ellas eran funciones generales que se encargaban a los subdelegados 
del Ministerio de Fomento e implicaban relaciones en un triple ámbito: la de los 
administrados entre sí como miembros del Estado; las de ellos como individuos 
y las del Estado como totalidad. 
 
Como consecuencia de todo ello y de acuerdo con Alejandro Nieto, 
señalamos que “El objetivo final de esta política era el establecimiento de la 
liberalización económica a la que se iba aproximando el país paso a paso, desde 
luego pero a un ritmo muy rápido”229. En este sentido, Martínez de la Rosa 
mantuvo la continuidad reformista administrativa en la misma línea de Javier 
de Burgos. 
 
En este período se consolidaron, además, una serie de principios que 
constituyen la base del régimen liberal pero que en ningún caso fueron 
novedosos, porque ya se habían planteado anteriormente durante la Cons-
titución de Cádiz y el Trienio Liberal. Por un lado, como Fontana ha señalado, se 
produce una auténtica revolución de propietarios en la que los grandes 
terratenientes se unen con los nuevos propietarios identificando sus intereses 
con los intereses nacionales y dejando al margen las reivindicaciones de la clase 
popular. Por otro lado, la tan mencionada reforma agraria liberal con la caída 
del régimen señorial no fue un hecho surgido de repente, en este sentido 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
229 Nieto, A.,  Op. cit., pág. 522. 
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Fontana afirmó: “la caída del régimen señorial se va trazando paulatinamente 
por la erosión de los derechos señoriales desde finales del siglo XVIII”230. 
 
Tras lo expuesto anteriormente hay ciertos temas de repercusión 
económica que, bajo nuestro punto de vista, merecen especial relevancia para 
ser tratados independientemente: 
 
3.3.a. La desamortización eclesiástica  
 
No fue un tema novedoso ya que su precedente ideológico, según autores 
como Alejandro Nieto, se encontró en el Informe sobre la ley agraria redactado 
por Jovellanos en 1766. Si bien es cierto que los procesos desamortizadores 
posteriores no tienen el sentido que Jovellanos les dio en dicha obra en la que, 
en ningún caso, se proponía que la actividad desamortizadora fuera acometida 
por el Estado directamente231. En 1770 surgió otra variante desamortizadora 
que no afectó a la propiedad sino más bien a las formas de cultivo y su 
utilización. Sin embargo no es posible comparar este proceso de desamor-
tización con el llevado a cabo posteriormente por los liberales, que ya se había 
iniciado en el Antiguo Régimen como consecuencia de la necesidad de hacer 
frente al pago de la Deuda Pública acumulada en tiempos de Carlos IV. El Rey 
dictó cuatro decretos en 1798 que afectaron, tal y como indica Alejandro Nieto 
“a los poseedores de mayorazgos y otros bienes vinculados para que enajenaran 
sus propiedades raíces con tal de que impusieran el valor líquido obtenido en la 
Caja de Amortización”. En el segundo se ordenó la venta de predios de los 
colegios mayores y la imposición de su producto y de los demás caudales en la 
Caja de Amortización. Por el tercero se autorizó la venta de los bienes rema-
nentes de la Compañía de Jesús, que Carlos III había incorporado a la Real 
Hacienda con ocasión de la expulsión de los jesuitas en 1767. El último de los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
230 Fontana Lázaro, J., La revolución liberal política y hacienda 1833-1845, 2ª ed., Madrid 
2001, pág. 12. 
231  Para la desamortización sigue siendo de obligada consulta el trabajo de F. Tomás y Valiente, 
El marco político de la desamortización en España, 5ª ed. Barcelona 1989, recogido también 
sus Obras Completas, Madrid 1997, t. I, págs. 549-627. 
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decretos ordenaba la enajenación de todos los bienes de Expósitos, Cofradías, 
Memorias, Obras Pías y Patronatos de legos, poniéndose los pro-ductos de estas 
ventas, así como los capitales de censos que se redimiesen pertenecientes a 
estos establecimientos y fundaciones, en la Real Caja de Amor-tización bajo el 
interés anual del 3%232. 
 
La primera desamortización constitucional se produjo a través del Decreto 
del 13 de septiembre de 1813, por el que se calificaron como bienes nacionales y 
se pusieron en venta bienes de los jesuitas, los de la Orden de Jerusalén, los de 
cuatro órdenes militares y los de conventos y monasterios destruidos durante la 
Guerra de la Independencia, adquiriendo los bienes la condición de nacionales. 
Este decreto nunca se llegó a aplicar.  
 
 Posteriormente, en el Trienio Liberal, tuvo relevancia el Decreto del 1 de 
octubre de 1820, en el que de acuerdo con Alejandro Nieto “se suprimieron 
todos los monasterios de las Órdenes monacales, de los canónigos regulares de 
San Benito, de la congregación claustral tarraconense, los de San Agustín y los 
premonstratenses, los conventos y colegios de las Órdenes militares y los de san 
Juan de Jerusalén, los de San Juan de Dios y los betlemitas y todos los demás 
hospitales de cualquier clase”233. 
 
Finalmente, en el período objeto de estudio, encontramos tres momentos 
vinculados a la desamortización. Sin especial relevancia aparece la moderada 
actividad desamortizadora de Martínez de la Rosa de la que Alejandro Nieto se 
hace eco en los siguientes términos: “con el ministerio de Martínez de la Rosa 
empezó ciertamente, la desamortización liberal, pero en unos términos tan 
moderados y tan excepcionales que nada tuvo que ver ni con las desa-
mortizaciones anteriores ni con las futuras”234. La desamortización, en este 
momento, se fundamentó en motivos de orden público, y su única pretensión 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
232 Nieto, A., Op. cit. pág. 483. 
233 Ídem, pág.485. 
234 Ídem, pág. 490. 
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oficial fue castigar a los integrantes del clero que ayudaban de una forma u otra 
a los carlistas.  
 
No obstante, el talante favorable a la desamortización se expresó desde el 
comienzo en el Estamento de Procuradores y buen ejemplo de ello fue una 
petición sobre amortización civil y eclesiástica presentada el 28 de octubre de 
1834, en pleno gobierno de Martínez de la Rosa, insistiendo de modo preciso en 
lo perjudicial que resultaba a la riqueza pública: “cuán perjudicial es a la riqueza 
pública, cuán contraria a su aumento y desarrollo una institución que menos-
caba la propiedad y pone obstáculos insuperables a la circulación de tantos 
bienes raíces”235. La petición presentada se centró en la solicitud de extinción de 
las capellanías colativas, laicales, memorias de misas y legados píos de cualquier 
clase: “las vacantes desde el momento, las poseídas desde el fallecimiento de su 
poseedor; que por su muerte los bienes de las de sangre pasen a sus herederos 
legítimos dentro del cuarto grado civil, si los hubiere en la condición de fincas 
libres, y que no habiendo tales parientes como asimismo en todas las fun-
daciones expresadas que no son de sangre, recaigan sus bienes en el crédito 
público para la amortización de la deuda del Estado”236. En la discusión abierta 
posteriormente se plantearon diversas posturas: desde los que la consideraban 
conveniente y necesaria, como Alcalá Zamora “La amortización civil y 
eclesiástica es verdaderamente, como todos saben una plaga que aniquila el 
cuerpo social, porque hace decaer la agricultura, impidiendo la circulación de 
las propiedades y despojándola también de muchos brazos útiles”237 o Calderón 
Collantes: “Hemos entrado en la carrera de reformas, y son necesarias muchas 
si hemos de sacar alguna vez a esta nación del abatimiento en el que se halla”238. 
 
 Sin embargo, la visión gubernamental estaba en la línea moderada que 
antes he comentado, y en este sentido Martínez de la Rosa, aun estando de 
acuerdo con ciertos argumentos dados por algunos procuradores, consideró: 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
235 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 69 del  28 de octubre de 1834., pág. 596. 
236 Ibídem 
237 Ibídem. 
238 D. S. Procuradores,  pág. 597. 
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“Convengo en el primer principio de utilidad económica que se seguiría al 
estado de dar curso de estas propiedades y dejarlas en poder de las familias a 
que correspondan”239. Pero no entendió adecuado tomar una decisión general y 
unánime sobre este tema, porque: “departir de ligero en este asunto resultaría 
dos cosas: primera, que no se obraría conforme a los principios de equidad y 
justicia, privando a aquellos establecimientos de los fondos en que libran su 
subsistencia; y que se vulneraría, en segundo lugar la voluntad de más de un 
testador…”240. Moderación ante todo, con el trasfondo de los peticionarios que 
de modo indirecto pretendían la aplicación de ciertos bienes de la Iglesia en la 
amortización de la Deuda del Estado.  
 
La desamortización se intensificó, de acuerdo con la información 
facilitada por Alejandro Nieto, en el breve intervalo del Gobierno del Conde de 
Toreno, en el que se publicaron tres Reales Decretos: el primero de ellos del 4 de 
julio de 1835241, suprimiendo la Compañía de Jesús asignando a sus sacerdotes 
una pensión vitalicia de cinco reales diarios y aplicando el producto y renta de 
sus bienes a la extinción de la deuda. El segundo, fechado el 25 de julio de 
1835242, por el que se suprimieron los monasterios y conventos que no tuvieran 
“más de doce individuos profesos, de las cuales las dos terceras partes sean del 
coro, quedan desde luego suprimidos, y lo mismo se verificará en lo sucesivo 
respecto de aquellos cuyo número venga a reducirse con el tiempo a menos de lo 
establecido”243. Y un último Real Decreto, del 3 de septiembre de 1835244, por el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
239 D. S. Procuradores, pág. 601. 
240 Ibídem. 241	  Real decreto suprimiendo a la orden de la Compañía de Jesús. Citado por:	   Citado por: 
Decretos de la Reina Nuestra Señora Doña Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta 
Madre la Reina Gobernadora, y Reales Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales 
expedidos por las Secretarías del Despacho Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 
1835, por Don José Mª de Nieva, T. 19, Madrid 1835, págs. 280-281.	  242	  Real decreto suprimiendo los monasterios y conventos que no tengan doce religiosos pro-
fesos.	  Citado por: Decretos de la Reina Nuestra Señora Doña Isabel II, dados en su real nombre 
por su Augusta Madre la Reina Gobernadora, y Reales Órdenes, Resoluciones y Reglamentos 
generales expedidos por las Secretarías del Despacho Universal desde 1 de enero hasta fin de 
diciembre de 1835, por Don José Mª de Nieva, T. 19, Madrid 1835, págs. 335-337.	  
243  Véase: Campos y Fernández de Sevilla, F.J., “La desamortización: el expolio del patrimonio 
artístico y cultural de la Iglesia en España”,  Actas del Simposium del 6 al 9 de septiembre 2007, 
págs. 5-30. Reglamentos citados: Textos legales de las desamortizaciones eclesiásticas españolas 
y con ellas relacionados.  
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que se validaban las ventas de bienes realizadas a 30 de septiembre de 1823, 
ventas cuyo producto se aplicó al crédito público tras la supresión de las casas 
de órdenes monacales y las diversas reformas de regulares decretada por las 
Cortes sancionadas por Fernando VII en 1820. La línea de la desamortización 
empezaba a dirigirse hacia un objetivo claro que culminaría con el gobierno de 
Mendizábal. 
 
Bajo el gobierno de Mendizábal se publicaron el Real Decreto del 11 de 
octubre de 1835245 por el que se suprimieron los monasterios de órdenes 
monacales, los de canónigos reglares de San Benito de la congregación claustral 
tarraconense y cesaraugustana, los de San Agustín y los Presmostratenses 
cualquiera que fuera el número de religiosos que los compusieran. Era un paso 
más, que no solo afectaba a conventos determinados, sino que ampliaba de 
manera evidente su alcance afectando a todos aquellos conventos que subsistían 
desde el Real Decreto de julio de 1835, dictado bajo el Gobierno de Toreno. 
Estableciendo, además, otra prohibición adicional que no hubiera más de un 
convento de la misma orden en cada pueblo. De acuerdo con Alejandro Nieto, 
en estos momentos coexistieron en el tiempo dos tipos de amortización: por un 
lado, la legalmente establecida en los decretos que afectaba a conventos 
puntuales y por otra, la establecida en aquellas provincias en las que se habían 
instalado las Juntas revolucionarias de un alcance más general y fue preci-
samente este sistema el que se generalizó en toda España. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  244	  Real decreto restableciendo en su fuerza y vigor las ventas de bienes que pertenecieron a 
varios conventos e institutos religiosos.	  Citado por: Decretos de la Reina Nuestra Señora Doña 
Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta Madre la Reina Gobernadora, y Reales 
Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho 
Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1835, por Don José Mª de Nieva, T. 19, 
Madrid 1835, págs. 372-373.	  245	  Real decreto suprimiendo los monasterios de órdenes monacales y los demás regulares en 
los casos y del modo que se expresa. Citado por: Decretos de la Reina Nuestra Señora Doña 
Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta Madre la Reina Gobernadora, y Reales 
Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho 
Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1835, por Don José Mª de Nieva, T. 19, 
Madrid 1835, págs. 457-460.	  
	  	   109	  
 El proceso desamortizador de Mendizábal culminó con los siguientes 
Reales decretos publicados bajo el Gobierno de Mendizábal: el de 19 de febrero 
de 1836 y el del 8 de marzo del mismo año. Por el primero se declaraba 
abiertamente la aplicación del producto de la venta de los bienes que procedían 
de las comunidades religiosas extinguidas y los adjudicados a la Nación por 
cualquier motivo o los que lo fueran en un futuro, a la disminución de la Deuda 
Pública consolidada. La intención de Mendizábal fue expuesta de manera clara y 
precisa. El compromiso de Mendizábal para finalizar la guerra con prontitud 
requería fondos adicionales rápidos y para ello había que recuperar la solvencia 
internacional para lo que se utilizaron estos bienes: “con el respaldo de los 
bienes eclesiásticos que traerían confianza al mercado, y sobre todo, por lo que 
afecta a los españoles, se estimularía el atractivo de su venta, dado que podían 
pagarlos en títulos de la Deuda. Tal era el secreto de la operación: se adquirían 
títulos de Deuda a un precio muy bajo y luego, una vez canjeados por otros más 
saneados se pagaban con ellos los bienes desamortizados a su valor nominal”246.  
 
Otros documentos legales de interés a través de los cuales se articuló el 
protocolo a seguir en relación con la venta de los bienes nacionalizados a través 
del Real Decreto del 19 de febrero de 1836 fueron la Instrucción del 1 de marzo 
de 1836247 y la Real Orden del 5 de marzo de 1836248, por la que abiertamente se 
declaró que con el ánimo de que se aplicara a la amortización de la Deuda 
Pública lo obtenido en la venta de los bienes que procedían de los monasterios y 
conventos suprimidos se declaraba en “estado de redención todos los censos, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
246 Nieto, A.,  Op.cit. , pág. 494. 247Instrucción para llevar a efecto la enajenación decretada de bienes nacionales. Citado por: 
Decretos de la Reina Nuestra Señora Doña Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta 
Madre la Reina Gobernadora, y Reales Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales 
expedidos por las Secretarías del Despacho Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 
1836, por Don José Mª de Nieva, T. 21, Madrid 1837, págs. 99-111.	  248	  Real Orden declarando en estado de redención los censos y demás cargas pertenecientes a 
comunidades monacales y demás religiosos de ambos sexos. Citado por: Decretos de la Reina 
Nuestra Señora Doña Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta Madre la Reina 
Gobernadora, y Reales Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las 
Secretarías del Despacho Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1836, por Don 
José Mª de Nieva, T. 21, Madrid 1837, págs. 99-111.	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imposiciones y cargas de cualquier especie y naturaleza que pertenezcan a las 
comunidades de monacales regulares…”249.      
                                                
   Finalmente, se publicó el Real Decreto de 8 de marzo de 1836250. La finalidad 
desamortizadora fue palpable en el propio preámbulo del texto, justificando su 
aplicación en el bien común de la nación, la conveniencia del Estado y la mejora 
de la situación de los acreedores. Se aplicó un sistema que generaba recursos sin 
necesidad de incrementos impositivos ni cargas adicionales para la población. 
Por medio del mencionado decreto se dispuso la desamortización general 
quedando “suprimidos todos los monasterios, conventos, colegios, 
congregaciones y demás casas de comunidad o de instituciones religiosas de 
varones, incluidas las de clérigos regulares y las de las cuatro Órdenes Militares 
y San Juan de Jerusalén, existentes en la Península, islas adyacentes y 
posesiones de España en África”251 con la excepción de los colegios Misioneros 
para las provincias de Asia y las casas de los Escolapios y los conventos 
Hospitalarios de San Juan de Dios y los conventos y colegios de los Santos 
Lugares de Jerusalén (art. 2). Quedando de este modo “todos los raíces, 
muebles y semovientes, rentas, derechos y acciones de todas las Casas de 
comunidad de ambos sexos, así suprimidas como subsistentes, se aplicarán a la 
Real Caja de Amortización para la extinción de la Deuda Pública” (art. 20)252. 
 
En cuanto al tratamiento que en los Estamentos se dio a este tema, en los 
Diarios de Sesiones hemos encontrado apuntes dispersos pero no discusiones 
en profundidad sobre el mismo, pese a su trascendencia jurídica. Si no se llegó a 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
249 Campos y Fernández de Sevilla, F.J.,  “La desamortización: el expolio del patrimonio artístico 
y cultural de la Iglesia en España”, Actas del Simposium del 6 al 9 de septiembre de 2007, págs. 
5-30. Reglamentos citados: Textos legales de las desamortizaciones eclesiásticas españolas y con 
ellas relacionados. Pág.15. 250	  Real decreto suprimiendo los monasterios, conventos y demás congregaciones religiosas, 
con las excepciones que se señalen. Citado por: Decretos de la Reina Nuestra Señora Doña 
Isabel II, dados en su real nombre por su Augusta Madre la Reina Gobernadora, y Reales 
Órdenes, Resoluciones y Reglamentos generales expedidos por las Secretarías del Despacho 
Universal desde 1 de enero hasta fin de diciembre de 1836, por Don José Mª de Nieva, T. 21, 
Madrid 1837, págs. 120-140.	  
251 Real decreto suprimiento monasterios…art.1, pág. 121. 252	  Ídem, pág. 123. 
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presentar abierta y directamente el tema en las Cortes no creemos que fuera por 
minusvalorar la importancia de las mismas, sino por una cuestión estratégica. 
El grueso de los decretos de desamortización fueron publicados al amparo del 
voto de confianza que fue aprobado a comienzos de enero de 1836. El objetivo 
básico del programa de Mendizábal era acabar la guerra y para ello necesitaba 
obtener liquidez con cierta rapidez, que no hubiera sido posible si sometía todo 
el proceso de desamortización a debate en los Estamentos a través de un 
proyecto de ley.  
 
Es importante indicar que, aunque no se discutió en exceso este tema en 
las Cortes, sí se llegaron a presentar, como tendremos oportunidad de 
comprobar en el apartado correspondiente a las facultades legislativas del 
Estamento de Procuradores, dos peticiones vinculadas directamente a las 
relaciones con la Iglesia: la petición para la habilitación de los secularizados de 
1820 a 1823 (18 de febrero de 1835) y la petición relacionada con los decretos de 
extinción de regulares para que se presenten a su aprobación en el Estamento 
(18 de abril de 1836), en ambos casos apoyados por una mayoría de procu-
radores de tendencia progresista. 
 
Por otro lado se presentaron, como analizaremos en el apartado indicado 
anteriormente, varias peticiones de naturaleza económica cuyo objetivo fue 
eliminar prebendas concedidas a la Iglesia; entre ellas podemos mencionar la 
solicitud de abolición de la merced de los amigos (5/9/1834); la solicitud de 
exoneración en la provincia de Valencia del pago del diezmo de la uva moscatel 
y de la planta de la que se hace la pasa (8/10/1834); la solicitud de abolición del 
voto de Santiago (agosto de 1834); aquella relacionada con la solicitud de que se 
igualara la limosna de la bula de la Santa Cruzada en todas las provincias 
(9/1/1835); la solicitud de extinción de los derechos de asadura y otros tributos 
que se pagaban al priorato de San Juan que no se aplicaban en la contribución 
de los gastos del Estado (28/6/1834); la relacionada con la desamortización civil 
y eclesiástica con la consiguiente aplicación de sus bienes en la extinción de la 
deuda pública (aprobada el 28 de octubre de 1834 y ya analizada al comienzo de 
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este estudio sobre la desamortización); así como, para finalizar, la petición vin-
culada a la redención de censos como obstáculo para la propiedad (26/11/1834).  
 
A título de ejemplo, presentada la petición sobre la abolición del Voto de 
Santiago, en agosto de 1834, los peticionarios lo consideraron “un acto de 
justicia, solicitando la abolición de una contribución tan onerosa como 
perjudicial a nuestra agricultura”253, destacando, por otra parte, que “la 
necesidad, por el contrario, está de parte de nuestra agricultura, a la que se le 
imponen gravámenes en lugar de aliviarla para que prospere. El Estado nada 
percibe del Voto, ninguna razón de utilidad pública le sostiene ni los canónigos 
de Compostela pueden a costa de la ruina de la labranza y de las familias 
aglomerar rentas cuantiosas”254. El argumento se repetía frecuentemente en 
este tipo de peticiones, y el objetivo parecía claro: liberar a la economía de 
trabas que solo beneficiaban a la Iglesia y no solo no reportaban beneficios, sino 
que constituían un impedimento para el desarrollo racional de la agricultura. El 
espíritu latente estaba definido en la línea de eliminar cualquier reminiscencia 
del Antiguo Régimen, especialmente si beneficiaba a la Iglesia, molestaba a los 
nuevos criterios sobre la propiedad establecidos por los liberales. 
 
 Es cierto que las principales decisiones desamortizadoras se tomaron, 
como hemos podido comprobar, a través de Reales Decretos, pero también lo es 
que el tema fue debatido en las Cortes de manera indirecta a través de todas las 
peticiones que hemos puesto de ejemplo. La idea que latía en el Estamento era 
la necesaria liberalización de las trabas de toda índole que suponía anclar a la 
nación en el pasado. En este sentido, merece la pena reseñar, por un lado, la 
posición oficial, que se mostró en el discurso de apertura de la Corona en la 
tercera legislatura, obviamente redactado por el gobierno de Mendizábal. El 
siguiente párrafo es suficientemente indicativo del deseo de justificar toda la 
legislación desamortizadora del período: “Las Cortes anteriores concedieron con 
toda franqueza el voto de confianza que les pidió mi Gobierno. Este al pedirle, si 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
253 D. S.  Procuradores, sesión nº 24 del 28 de agosto de 1834., pág. 97. 
254 D. S. Procuradores, pág. 98. 
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bien aspiraba a robustecerse en la opinión pública con una tan manifiesta 
armonía entre los poderes del estado, y hacer así más llano y espinoso encargo 
que tiene sobre sí, contaba con no tener que recurrir a esta grande confianza 
sino a la vista, con el apoyo y bajo la inspiración de las Cortes. Faltole de pronto 
tan poderoso arrimo y hubo de resolverse no hacer uso de sus extraordinarias 
facultades sino con la mayor circunspección y reserva. La promesa de mejorar la 
suerte de los acreedores del estado fue acogida del público con entusiasmo, y mi 
Gobierno miró su cumplimiento como una de sus más sagradas obligaciones. 
Tal ha sido el origen de los decretos expedidos desde mediados de febrero hasta 
principios del mes actual: todos se encaminan a este importantísimo fin; y 
alguno de ellos a la ventaja de aumentar garantías a la Deuda Pública, añade la 
de satisfacer un voto nacional. No hay duda en que los Institutos religiosos han 
hecho en otros tiempos grandes servicios a la Iglesia y al estado; pero no 
hallándose en armonía con los progresos de la civilización ni con las 
necesidades del siglo, la voz de la opinión pedía que fuesen suprimidos, y no era 
justo ni conveniente resistirla”255. 
 
La respuesta dada por el Estamento de Procuradores en el discurso 
redactado por la Comisión discurrió en una línea de total apoyo al conjunto de 
acciones amparadas en el voto de confianza solicitado por Mendizábal. Y es en 
este momento en el que se levantaron voces discordantes con el uso realizado 
por el gobierno de Mendizábal de dicho voto.  
 
En este sentido, destacan las críticas realizadas por Parejo, que suponen 
una denuncia al aspecto más negativo de la desamortización: “cuando bastasen 
los bienes para pagar la deuda, no debíamos olvidar que si la Nación ha tenido 
un derecho para tomar estos bienes y para suprimir las corporaciones que los 
poseían, porque no estaban en armonía con el espíritu del siglo, a este acto va 
unida otra obligación sagrada de mantener a esos mismos individuos, los cuales 
tienen una hipoteca especial sobre dichos bienes; y así no pueden estos 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
255 D. S. Procuradores. 3ª Legislatura, sesión Regia de 22 de marzo de 1836, pág. 16. 
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extraerse de la Nación dejando en abandono”256  “…no se ha llevado a efecto el 
decreto de las monjas en mi provincia de Sevilla, en que no quieren que salgan 
fuera de sus conventos hasta que esté asegurada su subsistencia”257. O del 
mismo Istúriz, totalmente contrario a dar el visto bueno a priori y sin las 
suficientes garantías de un examen en profundidad, a las actividades amparadas 
bajo el voto de confianza: “El Estamento observará fácilmente que si bien el 
contexto de este párrafo no contiene explícitamente una aprobación anticipada 
del uso del voto de confianza, ya dice los suficiente para indi-carla…”258. 
 
Por último, en la prensa de la época también existió un apoyo claro a las 
medidas desamortizadoras. Así en El Eco del comercio del 4 de julio de 1835 se 
recogió un interesante artículo sobre la supresión de la Compañía de Jesús 
expresado en los siguientes términos: “Sea prerrogativa del Trono o de ambos 
poderes colegisladores, la extinción de los jesuitas tiene toda la sanción nece-
saria […] Qué razón puede legitimar la tardanza del decreto sobre los jesuitas? 
Preparado estaba durante la administración de Garelly. ¿Pues por qué no se 
publica?”. También se hizo en el periódico referencia a la aplicación de los 
bienes de la Compañía: “¿Se trata de los bienes? Tampoco convendremos que 
sea necesaria una nueva ley para aplicarlos a la deuda pública. Destinados 
estuvieron a ella en 1817 los bienes de las temporalidades”259. 
 
El propio Eco del Comercio en vísperas de la publicación del Real 
Decreto del 11 de octubre de 1835, por el que se extendió el alcance de la 
desamortización, insistió en la necesidad del compromiso que el clero y sus 
bienes tenían en el afianzamiento de los cambios que se estaban produciendo: 
“¿Y el clero, se mostrará insensible a los males públicos? ¿No ayudará con parte 
de sus haberes a concluir una guerra tan contraria a la religión como a la 
humanidad, por parte de los que la provocan y sostienen? En cuántos casos lo 
ha pedido la necesidad, el clero español ha sido generoso y franco: no es posible 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
256 D. S. Procuradores, sesión nº 16 del 13 de abril de 1836, pág. 180. 
257 Ibídem 
258 Ídem, pág. 184 
259 El Eco del Comercio nº 430 del 4 de julio de 1835, pág. 1. 
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que ahora se niegue al bien, y más cuando lo necesitan los individuos de él lavar 
las manchas que algunos han hecho recaer sobre la clase. En la guerra con la 
república francesa contribuyeron generosamente los prelados, cabildos y 
comunidades: no quedó hermandad, convento ni cofradía que no diese buenas 
sumas; y si lo hicieron en una guerra voluntaria y con extranjeros, ¿habrá de 
repugnarlo en la que es forzosa e intestina?”260. 
 
Otro testimonio periodístico de este tema, a título de ejemplo, fue la 
publicación en el periódico El Español de una reflexión relacionada con el 
decreto de supresión de regulares. El periódico planteó dos puntos de vista 
claros para el análisis de dicho decreto preguntándose: “En principio podía el 
Gobierno o por mejor decir la nación, en cuyo nombre obra aquel, apoderarse 
de los bienes del clero? No vacilamos en responder que sí. ¿Podía igualmente 
suprimir las órdenes religiosas, cerrar conventos y prohibir las profesiones? 
Obrando como cabeza de un partido político y en tiempo de revolución, asiste 
sin duda al Gobierno el derecho de obrar como lo ha hecho, aunque en 
principio, y con arreglo a los preceptos de un régimen de verdadera libertad no 
fuera legítimo y justo impedir sean frailes, a los que buenamente quisieran 
serlo”261. Sin embargo, la línea editorial del periódico puso de manifiesto que 
hubiera sido más positivo efectuar la reforma concienciando al clero de su 
necesidad, y canalizando la labor realizada por sus integrantes a fines más útiles 
y necesarios a la sociedad del momento, asignándoles, por ejemplo, tareas 
vinculadas a la reforma y organización de las cárceles a través de asociaciones 
de voluntarios: “A esto hubiéramos deseado nosotros se supliese, dando ocu-
pación y útil empleo a las órdenes religiosas, cuyas primitivas funciones han 
cesado ya a todas luces de ser útiles a la sociedad, y cuya continuación entregada 
a la vida estéril y menospreciada que llevaban, además de ser gravosa al pueblo, 
era pesada y poco apetecible a los regulares mismos…”262. En definitiva, la 
propuesta del periódico se centraba en la línea de haber involucrado al clero 
intentando su aproximación al liberalismo y no fomentando con alguna de las 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
260 Ídem,  nº 529 del 11 de octubre de 1835, pág. 3. 
261 El Español nº 133 del 12 de marzo de 1836,  pág. 2. 
262 Ibídem. 
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medidas oficialmente adoptadas su apoyo masivo a la causa absolutista de Don 
Carlos: “Cuando el sacerdocio se halle desempeñado por hombres, que en vez de 
contrariar las ideas del siglo, las dirijan y las propaguen; entonces volveremos 
los ojos con sentimiento y agrado hacia los monumentos que ahora queremos 
derribar con encono…”263. 
 
  3.3.b. La situación de la Deuda Pública 
 
Como hemos indicado anteriormente, el problema de la Deuda Pública no se 
inició en este período. Fue un problema endémico arrastrado desde el Antiguo 
Régimen. La inadecuada organización y los sucesos sobrevenidos no hicieron 
más que acrecentarlo. La situación de la Hacienda pública y el Tesoro tras el 
fallecimiento de Fernando VII era  a todas luces preocupante.  
 
Vamos a realizar un breve repaso de la actividad desarrollada por los 
responsables de la Hacienda Pública en este momento para acometer los in-
gentes problemas existentes. Empezando por Antonio Martínez Martínez, bien 
considerado como hombre de profundos conocimientos, sin embargo por su 
talante contemporizador no aplicó las medidas que la situación requería y 
dimitió el 27 de septiembre de 1833. Fue sustituido por Javier de Burgos, cuya 
actividad tampoco fue, al menos en este Ministerio, relevante. Tras varios 
nombramientos irrelevantes fue nombrado el 7 de febrero de 1834 José Imaz y 
posteriormente el Conde de Toreno, cuya incorporación, de acuerdo con la 
percepción de Fontana, marcó el comienzo de una etapa en la Hacienda del 
liberalismo español, en la que existió bastante identidad, en el ámbito presu-
puestario, con la etapa de López Ballesteros: “La identidad casi absoluta del 
presupuesto de Toreno y los de la etapa de López Ballesteros. Toreno se propuso 
recaudar la parte fundamental de los ingresos de los mismos tributos y en 
proporciones muy semejantes”264. Si bien destacando como novedoso el 
subsidio de comercio, cuya reforma fue “lo más importante que se intentó en 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
263 Ibídem. 
264 Fontana Lázaro, J. , Op. cit.,  pág. 42. 
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esta primera etapa del liberalismo restaurado”265. Los problemas detectados por 
el Conde de Toreno fueron múltiples, y tras el evidente fracaso de algunas de las 
medidas implantadas durante la llamada Década Ominosa por López 
Ballesteros, como las reformas administrativas que llevaron a una severa res-
tricción de gastos para hacerlos coincidir con los ingresos, utilizando para ello 
un instrumento básico: el presupuesto. Ambas medidas muy acertadas, si 
España no hubiera tenido que hacer frente a la Guerra de la Independencia y 
todas las agitaciones sobrevenidas. Todo el problema bélico coadyuvó en la 
ruptura del equilibrio y provocó el incremento de la deuda. Según los datos 
aportados por Fontana, a finales de 1833 el atraso en los pagos ascendía a 200 
millones de reales, incrementados en 1834 en otros 200 millones. 
 
El Conde de Toreno elaboró unos presupuestos deficitarios que fueron 
presentados en el Estamento de Procuradores el 11 de octubre de 1834 con un 
global de 937 millones de gastos frente a 767 millones de ingresos. Puso de 
manifiesto los problemas entre los que se debatía la Hacienda pública del 
momento: falta de cuentas adecuadas, atrasos en las recaudaciones, abusos de 
toda índole en el cobro de impuestos de los ayuntamientos y deficiencias en la 
estructura de los ingresos. Después de muchas discusiones, el presupuesto fue 
aprobado el 23 de mayo de 1835. 
 
La decisión de paliar el déficit y afrontar los gastos derivados de la guerra 
fue objeto de numerosos debates en los Estamentos. Se propuso solicitar un 
préstamo a los banqueros extranjeros para que el Gobierno tuviera un cierto 
margen de maniobra. Como garantía adicional los banqueros pedían el expreso 
reconocimiento de las deudas contraídas durante en el Trienio constitucional.  
El Conde de Toreno fue consciente de la necesidad de un empréstito de cierta 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
265 Ídem, pág. 39. El subsidio de comercio era un tributo que debía pagar todo español o 
extranjero que ejerciera en la Penísula e islas adyacentes, cualquier industria, comercio o 
profesión no comprendida en una serie de excepciones. Existieron cuatro tarifas: la primera, 
afectaba a las grandes empresas. La segunda, incluía comerciantes por mayor, agentes de 
cambio, capitalistas, navieros…La tercera se aplicaba a un grupo de empresas industriales de 
acuerdo a ciertos parámetros utilizados para su ponderación. La cuarta, abarcaba una serie de 
profesiones (maestos, albañiles…) que pagaban de modo graduado de acuerdo con la 
importancia de la población. 
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envergadura, y por ello pidió autorización para la solicitud de 400 millones de 
reales. Con ese fin el 7 de agosto de 1834 presentó un proyecto de ley para 
intentar solucionar el déficit, que, según palabras textuales, se había generado 
por “los extraordinarios gastos que exige la rebelión de las provincias exentas, el 
aumento del ejército, y en fin, lo mucho que anualmente cuesta la deuda 
extranjera; la cual crecería bastante, a no arreglarse su pago según nuestros 
recursos, si se atiende como es debido a las justas reclamaciones de los 
tenedores de los empréstitos aprobados por las anteriores Cortes”266. El déficit 
ascendía, de acuerdo con las cifras de Toreno, a 325 millones de reales. El 
proyecto de ley que presentó contenía 17 artículos, entre los que se incluía el 
reconocimiento expreso de toda la deuda anterior y posterior al año 1823 
contraída por los distintos gobiernos en el extranjero. Requisito imprescindible 
como garantía para poder negociar con banqueros serios en el extranjero y no 
tener que recurrir a peligrosos usureros. Tras numerosos y encendidos debates 
la ley fue sancionada el 16 de noviembre de 1834 y en ella se reconoció la deuda 
en los términos planteados por el Conde de Toreno. Se estableció una división 
entre deuda activa y pasiva: en la primera se incluía toda la deuda nueva creada 
por el Estado y en la segunda los empréstitos e intereses pendientes de pago (sin 
interés y que se iría convirtiendo en deuda activa en un plazo de doce años). 
 
El Conde de Toreno, con la aprobación de ambos Estamentos, solicitó 
propuestas de crédito a banqueros del extranjero. Según los datos facilitados 
por Fontana, tan solo dos reunieron los requisitos: la de Bertrán de Lis, que 
acabó retirándose, y la del banquero Ardoin, que representaba a una compañía 
de banqueros franceses, y que fue finalmente la elegida. Sobre la base del 
acuerdo con Ardoin se creó una deuda activa al 5% por importe de 702 millones 
de reales, por la que entregó 400 millones en efectivo y otra deuda pasiva. Con 
ello se obtuvieron los recursos imprescindibles necesarios para hacer frente al 
pago de la deuda. Sin embargo, siempre se discutió la actuación de Toreno en 
todas estas operaciones. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
266 D. S. Procuradores. Apéndice segundo al número 12 del 7 de agosto de 1834, pág. 1. 
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Al convertirse Mendizábal en el Ministro de Hacienda la situación era 
muy grave: los escasos remanentes del crédito de 400 millones se reservaban al 
pago de los intereses de la deuda y la guerra estaba estancada al no tener fondos 
suficientes para dinamizarla.  Mendizábal, en primer término, cuando asumió la 
jefatura del Gobierno sofocó las numerosas rebeliones dispersas por toda la 
geografía nacional, con la promesa de mayor libertad y la consiguiente reforma 
del Estatuto Real, comprometiéndose a poner fin al guerra con la aportación de 
recursos adicionales, como ya hemos visto anteriormente en el punto 
relacionado con la guerra carlista. Como apoyo solicitó y obtuvo un voto de 
confianza del Estamento de Procuradores, que le permitió maniobrar con mayor 
rapidez para conseguir sus objetivos. De acuerdo con los datos facilitados por 
Fontana, los recursos obtenidos por Mendizábal provenían de la creación de 60 
millones de reales de deuda al 5% de interés, de los que 5 millones fueron al 
Banco de San Fernando. Por la quinta de los 100.000 hombres para la guerra 
carlista obtuvo un importe considerable procedente de los rescates. La 
obtención de los restantes recursos los obtuvo de la venta de la Deuda del 
Estado que en ese momento, ante la regularidad de pago de sus intereses, 
cotizaba más alto. De esta forma, con estos fondos, compró deuda pasiva por los 
mismos importes a un precio inferior y la diferencia se la embolsó el Estado. 
Todo el proceso debía, para ser efectivo, quedar en secreto y es uno de los 
motivos que le llevó a solicitar el voto de confianza. Con todos estos recursos 
pretendió finalizar la guerra en un breve plazo pero lamentablemente su 
objetivo no fue conseguido. 
 
En conclusión, vemos las extraordinarias dificultades económicas a las 
que los sucesivos gobiernos, bajo el abanico del Estatuto Real, tuvieron que 
hacer frente, así como los graves problemas de difícil resolución que tuvieron 
que acometer. La situación de quiebra del Estado español era conocida en toda 
Europa y ello sirvió a los intereses de especuladores de diversa índole que 
brindaban su ayuda obteniendo, a cambio, pingües beneficios.  
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Todos los gobernantes de este periodo, como hemos tenido oportunidad 
de comprobar, con mayor o menor fortuna en cuanto a resultados se refiere, 
tuvieron como objetivo acabar con la guerra y adentrar paulatinamente a 
nuestra nación, a través de las reformas requeridas, en un régimen 
representativo que dejara atrás el Antiguo Régimen. Todo ello se plasmó en 
numerosas reformas que se fueron introduciendo de manera directa y sin 
preámbulos, en lo que a reformas administrativas se refiere; y de modo 
conciliador y paulatino en todo lo relacionado con las reformas políticas. Sin 
olvidar la presión causada por la guerra carlista, que puso el telón de fondo de 
todo este período y mediatizó extraordinariamente la actuación de los sucesivos 
gobiernos. 









Análisis institucional de las Cortes 
 
1. Convocatoria de las Cortes 
	  
 La convocatoria de las Cortes se realizó el 20 de julio de 1834. Fueron 
varios los autores coetáneos que manifestaron su punto de vista sobre esta 
convocatoria. Así, Fermín Caballero entendió que las Cortes surgidas tras el 
Estatuto no aportaban mayor novedad en relación con las Cortes antiguas que 
“aumentar un cuerpo mixto de nobles y notabilidades y trasladar el derecho de 
voto de las 37 ciudades antes privilegiadas a las 450 cabezas de partido 
privilegiadas”. Otro autor, Marliani, puso de manifiesto las limitaciones que 
apreciaba en la composición de las mismas, centrándose en el hecho de que los 
procuradores solo deliberaban asuntos propuestos por la Corona, a excepción 
de las peticiones, que también estaban sometidas a rígidos requisitos para que 
pudiera prosperar su discusión. En cuanto al Estamento de Próceres, la 
consideró una cámara aristocrática: “para poder entrar el primer requisito era la 
jerarquía y el nacimiento del aspirante y los menos precisos el saber y la 
virtud”267.  
 
 Los planteamientos de los dos autores mencionados presentan aspectos 
discutibles. Fermín Caballero entendió que las nuevas Cortes no aportaban 
novedad alguna y, lo cierto es que sí aportaban novedades respecto a las Cortes 
del Antiguo Régimen. En primer término, se planteó el bicameralismo como 
hecho inédito en las Cortes del Antiguo Régimen, cuya representación tenía un 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
267  Marliani, M.,  Historia de la España moderna de Marliani, Barcelona 1840, pág. 97 
	  	   122	  
claro carácter estamental. En segundo término, a través del Estatuto se 
convocaron, a imagen de las Cortes de Cádiz, unas Cortes únicas, no los 
diferentes modelos de Cortes existentes en el Antiguo Régimen: las Cortes de 
Castilla, las del Reino de Aragón, las de Navarra o Valencia. En definitiva, 
fueron un proyecto único para toda la nación.  
 
 También es discutible la afirmación de Marliani respecto al Estamento 
de Próceres, porque en él se dio entrada, al margen de la nobleza o el clero, a 
personalidades relevantes de la enseñanza pública, las ciencias o las letras, 
ejerciendo todos ellos una función mediadora entre el monarca y la 
representación del Estamento de Procuradores. Aun siendo cierto que la 
mayoría de los componentes del  Estamento de Próceres fueron miembros de la 
nobleza y que también hubo una representación del clero, también es evidente 
que el resto de las llamadas “nuevas aristocracias” tuvieron una representación 
dispar. Destacó en número el nombramiento de funcionarios y altos cargos de la 
administración (Secretarios de despacho, Consejeros de Estado, Embajadores, 
Generales…) que tuvieron la ventaja de poder acceder al Estamento sin ningún 
requisito económico. Del resto de las categorías previstas en el Estatuto Real, 
como los propietarios territoriales o dueños de fábricas no hubo representación 
alguna. En cambio sí la hubo de representantes de la enseñanza pública, entre 
los que podría mencionar a Diego Clemencín (catedrático de filosofía, escritor y 
político), Francisco González Castejón (catedrático de derecho natural y 
abogado) o Jacobo María Parga y Puga (abogado e impulsor de la investigación 
científica). En cualquier caso, la potestad real resultó reforzada en este período, 
quedando la iniciativa legislativa de ambos Estamentos anulada y limitada a la 
presentación de peticiones que no siempre llegaron a convertirse en proyectos 
de ley. 
 
En el análisis que se realizó en la Exposición Preliminar del Estatuto Real 
encontramos la justificación de la convocatoria de estas Cortes en el hecho de 
ser el “único medio legal, reconocido, sancionado por la costumbre inmemorial 
en semejantes casos, para acallar pretensiones injustas, quitar armas a los 
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partidos y pronunciar un fallo irrevocable que sirva de prenda y de fianza a la 
paz futura del Estado”268 o considerarlo “el medio más eficaz para afirmar en 
cimientos indestructibles el Trono de la Reina nuestra Señora, a cuya sombra 
crecen tantas y tan halagüeñas esperanzas, es que se digne V. M. restituir su 
fuerza y vigor a las leyes fundamentales de la monarquía, empezando por 
convocar las Cortes generales del Reino”269. 
 
En la mencionada Exposición se planteó el interrogante de cómo habrían 
de convocarse estas Cortes. Se hizo referencia a los modelos históricos de 
convocatorias en las antiguas Cortes de los reinos de Aragón, Castilla o Valencia 
y se llegó a la conclusión de que los intereses representados en aquellas Cortes 
lo eran de “las clases y personas que tenían depositados grandes intereses en el 
patrimonio común de la sociedad”270, es decir, fundamentalmente de la nobleza 
y el clero. Sin embargo, la sociedad había evolucionado y había dado entrada a 
clases sociales que iban adquiriendo una mayor preponderancia y que debían 
estar representados en estas nuevas Cortes. La solución fue dividir las Cortes en 
dos cámaras: el Estamento de Próceres y el de Procuradores. Ambos intentaban 
conciliar los intereses de la mayoría de la sociedad. El Estamento de Próceres 
fue diseñado como un estamento conservador cuyo fin prioritario era ser 
“guarda permanente de las leyes fundamentales, interpuesto entre el Trono y los 
pueblos”271, y el Estamento de Procuradores, electivo, teóricamente representó 
“los intereses materiales de la sociedad y vigiló su custodia”272. De este modo se 
implantó por vez primera en nuestro sistema constitucional el bicameralismo. 
 
 Hubo intentos anteriores de implantación del bicameralismo que no 
llegaron a prosperar. En este sentido, conviene destacar la propuesta de 
Jovellanos en las Cortes Generales y extraordinarias de 1810 y el Decreto de la 
Junta Central de 29 de enero de 1810 en el que, por primera vez, se recoge 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  268	  Exposición Preliminar al Estatuto Real, Madrid 1834, citado por Villarroya, J.T., Op. cit. 
Apéndice, pág. 623. 
269 Ibídem. 
270 Ídem, pág.4. 
271 Ídem, pág.5. 
272 Ídem, pág.6. 
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oficialmente un modelo bicameral. Jovellanos defendió abiertamente la 
presencia de representantes de los tres estamentos: nobleza, clero y pueblo, 
aunque en un primer momento no mencionó la constitución de una Cámara 
compuesta por los dos primeros. En su argumentación, Jovellanos insistió en el 
derecho histórico del clero y la nobleza de asistir a las Cortes, rechazando su 
reunión con los representantes del pueblo en una misma asamblea, porque ello 
hubiera contribuido a desvirtuar la naturaleza jerárquica de su representación. 
Tampoco fue partidario de la separación de los tres estamentos. ¿Cómo apoyó la 
idea de las dos Cámaras? Utilizó la teoría del cuerpo intermedio como elemento 
armonizador para la división del poder legislativo en dos: por un lado, la 
representación del pueblo y, por el otro, la del clero y la nobleza reunidos. De 
acuerdo con la tesis de Jovellanos la intervención de los dos estamentos en la 
fase de proposición, revisión y confirmación de las leyes hacía muy difícil la 
negativa de la sanción real, lo que contribuiría al perfeccionamiento de la 
actividad legislativa. 
 
 La redacción del Decreto de la Junta Central de 29 de enero de 1810 fue 
muy concluyente en la confirmación del bicameralismo a través de su artículo 
15: “Abierto el Solio, las Cortes se dividirán para la deliberación de las materias 
en dos estamentos: uno popular, compuesto de todas las autoridades de las 
provincias de España y América; y otro de dignidades, en el que se reunirán los 
prelados y los grandes del reino”273. Sin embargo, finalmente, las Cortes de 
Cádiz optaron por el unicameralismo haciendo caso omiso del mencionado 
decreto por considerarlo más adecuado y menos incompatible con el sistema 
representativo. El sistema unicameral gaditano suscitó bastante polémica 
posteriormente e incluso se intentó considerar el Consejo de Estado, regulado 
en el capítulo VII de la Constitución de 1812, como una segunda Cámara. Lo que 
podría tener cierta lógica si tenemos en cuenta que estaba integrado por 40 
individuos, de los cuales cuatro eran eclesiásticos, entre los cuales dos obispos y 
el resto de “conocida y probada ilustración y merecimiento”274; cuatro grandes 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
273  Bertelsen Repetto, R. El Senado en España, Madrid 1974, Apéndice I, pág. 513. 
274 Constitución de Cádiz. Art. 232. 
	  	   125	  
de España: “adornados de las virtudes, talento y conocimientos necesarios” el 
resto elegidos “entre los sujetos que más se hayan distinguido por su ilustración 
y conocimientos, o por sus señalados servicios en alguno de los principales 
ramos de la administración y gobierno del Estado”. Todos estos consejeros eran 
nombrados por el Rey a propuesta de las Cortes.  
 
De acuerdo con la postura de Bertelsen275 podía tener el Consejo de 
Estado cierta afinidad con las tareas encomendadas a una segunda Cámara, en 
el sentido de moderar la actividad legislativa (el Rey tomaba en cuenta su 
dictamen en asuntos graves gubernativos para, posteriormente aceptar o 
denegar la sanción de las leyes, declarar la guerra y concluir tratados). 
 
En el Trienio Constitucional también se realizó una propuesta bicameral 
a través del Marqués de Miraflores que planteó la necesidad de una segunda 
Cámara que admitiera miembros hereditarios. La Constitución de Cádiz quedó 
directamente restablecida en este período y aunque existieron grupos 
interesados en su reforma ésta no se llevó a efecto. Entre los grupos mencio-
nados destacó “la Sociedad del Anillo” organizada por Martínez de la Rosa, el 
Conde de Toreno, el Duque de Frías, el diputado Calatrava, el Marqués de 
Miraflores y Heros, presididos por el Duque de Anglona. En este período tam-
bién se puso de manifiesto el deseo de los franceses e ingleses de influir en la 
implantación del bicameralismo, presionando a España para que realizase las 
oportunas reformas constitucionales, intentando convencer a Riego a través de 
Borrego para que se consiguiera este propósito ampliando las atribuciones del 
Consejo de Estado. Lo que parecía evidente es que entre los más moderados de 
las filas liberales fue calando la necesidad de la implantación del bicameralismo. 
 
Con posterioridad a 1823 cada vez fue más patente entre una parte 
importante de los seguidores del constitucionalismo la necesidad de incluir en la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
275 Véase sobre el bicameralismo: Bertelsen Repetto, R., Op. cit., págs. 15 a 105; Sánchez Agesta, 
L., Op. cit., págs. 204-205; Villarroya, J.T., El Estatuto Real y la Constitución de 1837, Madrid 
1984, págs. 31-35; Palacio Atard, V., “El sistema político del Estatuto Real”, en Anes y Álvarez de 
Castrillón, G., Veinticinco años de la Constitución Española, Madrid 2006, págs. 144-145. 
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estructura de las Cortes una segunda Cámara, ya que consideraron que, en gran 
medida, el fracaso de la Constitución de Cádiz fue debido a una excesiva 
tendencia democrática, una de cuyas manifestaciones fue la inexistencia del 
unicameralismo: “sin dos Cámaras, sin el veto absoluto, sin facultades 
omnímodas del Rey de convocar, suspender, de disolver el Parlamento no 
habría sistema liberal posible”276. 
 
En el dictamen previo a la redacción definitiva del Estatuto se recogió 
una aclaración sobre la necesidad del bicameralismo que fue expresada en los 
siguientes términos: “Las Cortes se compondrán de los tres brazos de que 
ordinariamente se han compuesto que son el Eclesiástico, el Noble y el de 
Procuradores del Reino; pero los dos primeros formarán un solo cuerpo o 
Estamento para que de este modo se asegure más el acierto de las 
resoluciones”277. 
 
 En la Exposición Preliminar al Estatuto se recogió otra interesante 
justificación: “Divididas las Cortes en dos brazos o estamentos (sin faltar por 
eso a su antigua índole, y antes bien, amoldándolas a la forma que la experiencia 
ha recomendado como más conveniente) puede lograrse, sin azares ni riesgos, el 
fin importantísimo de aquella institución admirable”. 
 
Tomás Villarroya ha indicado que la segunda Cámara supuso una clara 
modificación de la estructura de las Cortes tradicionales y una quiebra del 
sistema unicameral planteado por la Constitución de 1812. Las razones que, a su 
juicio, llevaron a la implantación del sistema bicameral se centraban en la 
función mediadora que ejercería entre la Corona y la representación popular, 
permitiendo analizar en profundidad todos los asuntos sometidos a la 
consideración de las Cortes. Consideró que era el medio más adecuado para 
representar en las Cortes todos los intereses legítimos de la sociedad278. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
276  San Miguel, E., Vida de D. Agustín de Argüelles, Tomo 3, pag.223 
277 Dictamen del Consejo de Gobierno. Citado por Villarroya, J. T.,  Op. cit. Apéndice II, págs. 
600-601. 
278  Villarroya, J.T., Op.cit., págs. 259-268. 
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Hay otro hecho cierto que habría que destacar y es la influencia que tuvo 
en los liberales emigrados a Inglaterra y Francia entre 1823 y 1833 la presencia 
del bicameralismo en dichos países y su deseo de implantarlo en España, lo que 
hicieron una vez que accedieron al poder en 1834. 
 
La implantación de un sistema bicameral se consideró en este período, 
un medio de evitar los posibles conflictos que tanto en Cádiz como en el Trienio 
habían generado la tendencia democrática derivada del unicameralismo. No 
existía ningún poder moderador entre el Trono y la representación popular, y si 
a ello le añadimos la ilimitada iniciativa legislativa que poseían los diputados en 
las Cortes gaditanas, entraba dentro de la lógica que el moderantismo liberal 
que asumió el poder en 1834 quisiera introducir de nuevo el régimen liberal a 
través de la adopción de medidas diversas, una de las cuales fue la implantación 
del bicameralismo. 
2. Organización de las Cortes 	  
2.1.  El Estamento de Próceres 	  
 Hasta la redacción definitiva del Estatuto Real la configuración de este 
Estamento pasó por varias fases. 
 
En el primer borrador del Estatuto Real denominado “Proyecto de un 
Decreto de convocatoria a Cortes y apuntes generales sobre elecciones”, que es 
mencionado por Fernando de Alós y Merry del Val279, se justificó la necesidad 
de ampliar la base de la representación por considerar insuficiente la aportada 
por el clero y la nobleza. Se propuso la incorporación “del comercio y el saber, 
para así conseguir unas Cortes en las que puedan hacerse oír todas las 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
279  Alós y Merry del Val, F., La nobleza en el Estamento de Próceres 1834-1836. Discurso leído 
el día 14 de junio de 2000, Madrid 2000, pág. 12. 
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aristocracias, la del clero, la de cuna, la industrial, la comercial y la del saber y 
así poder conocer los verdaderos intereses de los pueblos”280. 
 
En este borrador todavía no se utilizó la denominación del Estamento de 
Próceres y sí la de Jovellanos, “Estamentos de Dignidades”. Martínez de la Rosa 
propuso la elaboración de un decreto de elección de sus integrantes que serían 
elegidos por votación entre los que reuniesen unos requisitos predeterminados: 
 
1. Entre todos los arzobispos y obispos de las Diócesis de España y 
América se elegirían 20 por sorteo o por votación. 
2. Se solicitó a la Diputación Permanente de la Grandeza una 
relación de todos los Grandes de España con más de treinta 
años, de los que se elegirían 30 por elección. 
3. Se confeccionó una lista de todos los Títulos de Castilla que 
debían presentarse ante la Cámara si pagaban al Estado al 
menos 6.000 reales, y que serían elegidos 10 por votación. 
4. En cada Consulado se elegía un representante por votación, 
limitándose la selección de consulados a: Madrid, Bilbao, 
Santander, Alicante, Sevilla, Cádiz, Málaga, Barcelona, Valencia 
y la Coruña. 
5. Se elaboró una lista de Generales, Tenientes Generales y 
Mariscales de campo. 
6. De las principales Universidades de España se eligió un Doctor 
en Leyes y se apuntó la posibilidad de buscar representantes en 
las Academias y Cuerpos Literarios. Las universidades citadas 
son: Alcalá, Cervera, Granada, Huesca, Oviedo, Oñate, Sala-
manca, Santiago, Toledo, Valladolid, Valencia y Zaragoza. Cons-
tituirían un total de 12 próceres. 
 En el segundo borrador, fechado entre finales de enero y el 7 de 
marzo de 1834, ya se plantearon diferencias sustanciales respecto al 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
280  Ídem, pág. 12. 
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anterior, entre ellas podemos mencionar el cambio de denominación: de 
Estamento de Dignidades pasó a denominarse Estamento de Próceres; 
asimismo se suprimió el sistema de elección propuesto por el del 
nombramiento real con carácter vitalicio y un número ilimitado de 
próceres. La propuesta de este segundo borrador en cuanto a la 
composición del mismo sería: 
 
1. Reverendos Arzobispos u Obispos (electos o auxiliares), que asistían 
en representación del clero (arts. 1 y 2) 
2. Grandes de España, que asistían en representación de su clase, y que 
estuvieran en posesión de la Grandeza, tuvieran 25 años cumplidos, 
acreditaran una renta anual de 12.000 ducados y sus bienes no 
estuviesen sometidos a ninguna intervención (arts. 1 y 3). 
3. Los Títulos de Castilla que asistían en representación de la nobleza 
que tuvieran 25 años cumplidos, acreditasen una renta anual de 
6.000 ducados y sus bienes no estuviesen sometidos a ninguna 
intervención (arts. 1 y 4). 
4. Los Generales de mar y tierra que se hicieran merecedores del 
nombramiento (art.1. 4º). 
5. Los integrantes de la carrera judicial o administrativa que hubieran 
realizado importantes servicios (art. 1.5º). 
6. Los propietarios territoriales, los dueños de fábricas y manufacturas o 
establecimientos mercantiles, que al margen de sus riquezas 
reuniesen otras circunstancias relevantes (art.1.6º). 
7. Los integrantes de la enseñanza pública, que hubieran cultivado las 
ciencias o las letras y hubieran adquirido gran renombre (art.1.7º). 
8. Cualquiera que hubiera prestado al Estado un importante servicio 
(art.1.8º). 
En el proyecto del Ministerio la elección y el nombramiento de los 
Próceres la realizaba el Rey y la dignidad de prócer tenía un carácter vitalicio, 
solo se perdía por incapacidad física o legal justificada (art.8). Todo lo relativo a 
su régimen interior estuvo regulado por un Reglamento interno y sus sesiones 
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se celebraban separadas de las del Estamento de Procuradores siendo, con 
carácter general, públicas. El Presidente del Estamento era un cargo vitalicio y 
de nombramiento real (arts. 12 y 13)281. 
 
En la redacción definitiva del contenido relativo al Estamento de 
Próceres en el Estatuto Real se aprecian diferencias con el proyecto del 
Ministerio, que se centraron en el hecho de que dicho proyecto atribuyó a todos 
los próceres condición vitalicia (art. 7º), pero no recogió la categoría de próceres 
hereditarios, creada más tarde. El Consejo de Gobierno en el dictamen emitido 
posteriormente, defendió que los Grandes de España, cumpliendo ciertos 
requisitos, entraran en el Estamento como miembros natos y que esta condición 
tuviera carácter hereditario. El Consejo propuso, además, que todos los Grandes 
de España formaran parte del Estamento, basándose, por un lado, en razones 
históricas, dado que siempre habían asistido a las Cortes del reino hasta el 
tiempo de Carlos I y, por otro, tener su presencia intereses evidentes en el 
mantenimiento del Trono. En la Exposición Preliminar al Estatuto se justificó 
este tema del siguiente modo: “… los Grandes de España que reúnan las 
cualidades requeridas serán miembros natos del Estamento de Próceres del 
Reino, transmitiéndose esta dignidad de una en otra generación, como sus 
derechos hereditarios. Esta preeminencia, tan conforme al espíritu de la 
monarquía, tan tutelar y conservadora, es al mismo tiempo favorable a la 
verdadera libertad; pues asegurando a una clase no menos poderosa por sus 
timbres que por su riqueza, la noble independencia que ha menester en el 
ejercicio de su elevado ministerio, la acostumbrará a mirar el depósito de las 
leyes fundamentales como se mira un patrimonio vinculado en la propia 
familia”282. 
 
Otra consideración importante fue el carácter estamental que atribuyó el 
proyecto ministerial al Estamento de Próceres, y que no apareció recogido en el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
281 Proyecto de Estatuto Real preparado por el Consejo de Ministros.  Citado por Villarroya, J.T.,  
Op. cit., Apéndice I, págs. 583-595. 
282 Exposición Preliminar al Estatuto Real, citado por Villarroya, J.T., Op. cit., Apéndice III, 
págs. 625-626. 
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texto definitivo. En el proyecto ministerial, en su artículo 1º, se aprecia de modo 
claro el carácter estamental inicialmente atribuido: “El Estamento de Próceres 
del reino se compondrá: 1. De reverendos, arzobispos…en representación del 
clero. 2. Grandes de España en representación de su clase. 3. Títulos de Castilla 
en representación de la nobleza…”. La razón de la ausencia de este carácter en el 
texto definitivo parece clara: esa aproximación al pasado histórico no era 
compatible con las estructuras político-sociales vigentes en la época del 
Estatuto. Cualquier referencia de clase debía ser eliminada, al considerar, al 
menos teóricamente, que ambos estamentos estaban al servicio del interés de la 
nación, y decimos teóricamente porque el espíritu de la Exposición Preliminar 
justifica la necesidad de este Estamento en los siguientes términos: “El 
Estamento de Próceres es tan conveniente y necesario que, bajo una forma u 
otra, se halla establecida una institución semejante en todos los Estados 
representativos; y no solo en las Monarquías templadas, sino en las Repúblicas 
más libres, así antiguas como modernas. Prueba irrecusable, evidente, de que es 
preciso poner una barrera al empuje y violencia de los elementos populares, 
para guarecer a la libertad contra el despotismo y la anarquía”283. No obstante, 
en los Diarios de Sesiones sí se insiste en la necesidad de que ambos Estamentos 
existen para complementarse y orientarse al beneficio de la nación. El Duque de 
Rivas expresó esta idea en una de las sesiones: “Pero como Prócer del Reino, 
como representante de la Nación…”284.  
 
En una última fase, entre el 9 y el 24 de marzo de 1834, el Consejo de 
Gobierno emitió su dictamen que afectó en lo relativo al Estamento de Próceres 
a diversos aspectos, algunos ya analizados y otros que procederemos a describir.  
La primera discusión se suscitó en relación con la denominación más adecuada 
para designar al Estamento. Con carácter general, se admitió la utilizada en el 
proyecto ministerial pero hubo discrepancias planteadas por José María Puig y 
Francisco Javier Caro que plantearon en un voto particular la propuesta de una 
nueva denominación: Estamento de Grandes y Prelados y la modificación de su 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
283 Ídem, pág. 626. 
284 D. S.  Próceres, sesión nº7 de 5 de diciembre de 1835, pág. 333. 
	  	   132	  
composición, que debía limitarse a Grandes de España y Prelados: “En el 
Estamento de Prelados y de Grandes no deben tener asiento sino los que 
pertenezcan a la una o a la otra clase: entre los Prelados, aquellos que S.M. 
tuviese a bien convocar para cuando se abran las Cortes; y de los Grandes de 
España, todos los que los sean por sí mismos, no por sus mujeres, y tengan 25 
años de edad, y no sean súbditos de otra potencia”285. 
 
En el dictamen se realizó un análisis pormenorizado de cada una de las 
categorías que debían formar parte del Estamento. En primer término, los 
arzobispos u obispos, pero suprimiendo la expresión “en representación del 
clero”, dado que no eran elegidos por éste sino nombrados por la Reina. En 
relación con el carácter electo o definitivo de los integrantes del clero, en el 
Consejo de Gobierno se aceptó con carácter general la doble opción, pero suscitó 
un debate que dio lugar a un voto particular de el Duque de Medinaceli, don 
José María Puig y don Francisco Javier Caro. Ellos consideraron que no era 
suficiente ser un Arzobispo u Obispo electo para alcanzar la dignidad de prócer, 
sino que era necesario “estar consagrado y tener silla episcopal en territorio 
español”286. 
 
 En segundo lugar, los Grandes de España que lo sean en propiedad, por 
derecho propio y reuniendo ciertos requisitos tendrían un carácter hereditario. 
En definitiva: “la clase entera forma parte del Estamento”287. Alguno de los 
requisitos exigidos, como por ejemplo la renta anual de los 12.000 reales del 
proyecto ministerial fueron discutidos en la medida que para ser Grande de 
España la exigencia de rentas era superior, y no se creyó conveniente entrar en 
el examen de la misma dado que hubiera podido provocar fraudes y dudas de 
legitimidad en algún caso. Este tema también fue objeto de dos votos 
particulares del Arzobispo de México y del Marqúes de las Amarillas, que 
exigían a los Grandes de España que acreditasen una renta de 120.000 reales 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
285 Dictamen del Consejo de Gobierno, citado por Villarroya, J. T.,  Op. cit., Apéndice, Voto 
particular del señor Don Francisco Javier Caro, pág. 616. 
286 Ídem pág. 603. 
287 Ídem pág. 601. 
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anuales de rentas propias para poder formar parte del Estamento. En el texto 
definitivo se concretó la exigencia en 200.000 reales. 
 
Otro aspecto que suscitó controversia en el Consejo fue la exigencia 
genérica de que los Grandes no tuvieran sujetos sus bienes a ningún tipo de 
intervención. Se consideró excesivamente amplia la expresión, porque podría 
haber incluido intervenciones voluntariamente solicitadas por los Grandes y 
aquellas otras que tenían su origen en una disposición gubernativa, casos que 
no debían impedir la posesión del derecho como Grande de España. Esta 
condición solo debía perderse sobre la base de una causa grave: “intervención 
judicial que proceda de sentencia dada en juicio contradictorio, consentida por 
las partes, o ejecutoriada, o el hallarse procesado criminalmente un Grande por 
un delito que merezca pena corporal y en cuyo proceso se haya dictado auto de 
prisión”288. Por esta razón en la redacción definitiva, como luego veremos, se 
incluyó en los puntos 4 y 5 del art. 5 la exigencia de no tener los bienes sujetos a 
ningún género de intervención y no hallarse procesados criminalmente. 
 
Por último, se incluyó en la redacción definitiva, a propuesta del Consejo 
de Gobierno, la exigencia de que los Grandes no fueran súbditos de otra 
potencia. Se especificó el ejemplo concreto de extranjeros a quienes por 
servicios militares se les había concedido la Grandeza sin ser súbditos de S. M. o 
aquellos a los que se les concedió a sus ascendientes cuando eran súbditos 
españoles en Bélgica, Milán, Nápoles u otros países que se habían separado de 
la Corona española. 
     Las peculiaridades que aparecen en el dictamen del Consejo de Gobierno 
en relación con los Títulos de Castilla siguen la línea de lo manifestado para el 
cler y los Grandes de España, en el sentido de que no actúan en representación, 
en este caso, de la nobleza, razón por la que en la redacción definitiva del 
Estatuto se suprimió dicha afirmación. Las razones, exactamente las mismas 
que las alegadas para el clero y la nobleza: no han sido elegidos por su clase sino 	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designados por la Reina para sostener sus intereses y los de la propiedad en 
general. Repitiendo la exigencia de que sean títulos por derecho propio, el no 
ser súbditos de una potencia extranjera y los criterios relativos a la intervención 
judicial. 
 
Las referencias al resto del colectivo incluido en el Estamento de Próceres 
se determinaron en el dictamen, a diferencia de lo propuesto en el borrador del 
Consejo de Ministros, con la propuesta de reducir las categorías incluidas en las 
secciones 4ª, 5ª, 6ª, 7ª y 8ª en un sola categoría redactada en los siguientes 
términos: “se compondrá además el Estamento de un número indeterminado de 
españoles elevados en dignidad, e ilustres por sus talentos y servicios en todas 
las carreras y que sean o hayan sido Secretarios de despacho, Procuradores del 
reino, Consejeros de Estado, Embajadores o Ministros plenipotenciarios en las 
grandes potencias de Europa, Dignidades de las catedrales, Generales de mar y 
tierra, Consejeros de algunos de los supremos del reino, Intendentes del ejército 
o armada, Jefes civiles de provincia, Directores generales de rentas y estos 
individuos nombrados por el Soberano a propuesta de su Consejo de ministros y 
oído el Gobierno, tendrán por toda su vida la prerrogativa de formar parte de 
este Estamento”289. En la redacción final, estas categorías de próceres fueron 
reunidas en los artículos 3.4, 3.5 y 3.6. Se recogió parcialmente el contenido 
propuesto por el Consejo de Gobierno y se incluyó, de modo diferenciado, a los 
propietarios territoriales y dueños de fábricas, lo que constituyó el recono-
cimiento al poder de la nueva burguesía mercantil y propietaria, con dos requi-
sitos: la justificación de una renta anual de 60.000 reales y el haber sido 
previamente procuradores del reino. Respecto a la denominada “aristocracia del 
saber” se reflejó en el artículo 3.6, con la exigencia de la acreditación de 60.000 
reales anuales de renta, cuyo origen podían ser bienes propios o sueldo cobrado 
del Erario público. 
 
 En el análisis de las causas por las que se podía perder la condición de 
prócer, el Consejo en su dictamen propone, igual que el proyecto del Ministerio, 	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la incapacidad física o legal, matizando que, en el primer supuesto de 
incapacidad mencionado, debía ser “notoria y de naturaleza perpetua”, con el 
objetivo de evitar que cualquier tipo de enfermedad prolongada privara al 
prócer de su derecho. En la redacción definitiva, recogida en el art. 10, se redujo 
notablemente el ámbito de la incapacidad, quedando circunscrito a la 
incapacidad legal por sentencia en la que se haya impuesto pena infamatoria, 
sin entrar en la matización de ningún tipo de incapacidad física y dejando 
reducida la incapacidad a situaciones legalmente declaradas que afectaran 
directamente al honor y la dignidad del prócer. Teniendo en cuenta que la 
imposición de este tipo de penas quitaba el honor a la persona condenada y 
tenían un indudable connotación pública que justificaba apartar al individuo de 
la dignidad de prócer. 
 
En cuanto a las sesiones, existió total sintonía entre el proyecto del 
Consejo de ministros y el dictamen del Consejo de Gobierno en relación con el 
carácter público de las mismas, salvo los casos en los que el Reglamento del 
Estamento estimase lo contrario. La redacción definitiva delegó esta cuestión a 
lo que determinase el reglamento interno del Estamento. Hubo cierto debate en 
el Consejo de Gobierno que dio lugar a los votos particulares del Duque de 
Medinaceli y del Marqués de Santa Cruz, que entendían que las sesiones, en 
cualquier caso, debían ser secretas. 
 
Para finalizar, en el proyecto del Ministerio se propuso el nombramiento 
de un presidente vitalicio del Estamento de Próceres, mientras que el dictamen 
del Consejo de Gobierno también lo hizo de un vicepresidente con el objeto de 
suplir a aquel en los supuestos necesarios. En la redacción final se mantuvo el 
nombramiento real tanto de presidente como de vicepresidente, pero limitando 
el ejercicio de su cargo a cada uno de los períodos en los que las Cortes 
estuviesen reunidas y repitiendo dicha elección en cada uno de los períodos en 
los que se congregaran las mismas. 
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Sancionado de modo definitivo el Estatuto Real el 10 de abril de 1834, la 
composición del Estamento de Próceres quedó regulada en el Título II del 
Estatuto entre los artículos 3 y 12 e incluyó las siguientes categorías: 
 
1. Reverendos Arzobispos y Reverendos Obispos (Arts.3.1 y 4). 
2. Grandes de España que fueron miembros natos y debían reunir las 
siguientes características: veinticinco años cumplidos; estar en posesión 
de la Grandeza por derecho propio; acreditar una renta anual de 
200.000 reales; no tener sus bienes intervenidos; no ser súbditos de otra 
nación y no estar procesados criminalmente. El título de Prócer del reino, 
en estos casos, tenía naturaleza hereditaria. (Arts. 3.2, 5 y 6) 
3. Títulos de Castilla en los que se cumplan los siguientes criterios: mayores 
de 25 años; estar en posesión del título de Castilla por derecho propio; 
renta anual de 80.000 reales; compartiendo con los Grandes de España 
las tres últimas exigencias. (Arts. 3.3 y 8). 
4. Un número indeterminado de españoles elevados a esa dignidad como 
reconocimiento a los servicios prestados a la nación en diversos servicios 
ya sean o hayan sido Secretarios de Despacho, Procuradores del Reino, 
consejeros de Estado, embajadores, generales o Ministros de los 
Tribunales Supremos. (Art.3.4). 
5. Terratenientes o dueños de fábricas en los que se valoraban sus 
cualidades y méritos personales y que, además, debían poseer una renta 
anual de 60.000 reales y haber sido procuradores del Reino ( Art.3.5) 
6. Intelectuales de “gran renombre y celebridad” que tuvieren una renta 
anual de 60.000 reales proveniente de bienes propios o de un sueldo del 
Erario. 
 
 El Estamento generó críticas diversas entre los autores de la época. Por 
ejemplo, Marliani, lo cuestionó en los siguientes términos: “Creaba el Estatuto 
una Cámara aristocrática, apellidándola de los Próceres, género totalmente 
extranjero. No me detendré en sentenciar la constitución de semejante cámara, 
bastándome repetir el orden por el cual va el Estatuto coordinando los títulos de 
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cuantos pueden aspirar a tamaña dignidad. El Estamento de Próceres se 
compondrá de cuantos descuellen por sus empleos encumbrados, su nacimiento 
esclarecido, sus servicios, su mérito, su saber y sus virtudes… Semejante 
justiprecio está retratando al vivo aquella institución malhadada de próce-
res…"290.  
 
  Jaime Balmes291 consideró muy negativa la composición de la Cámara de 
próceres porque, en realidad no estaban representando a su clase, simplemente 
resultaban “personas agraciadas” con el cargo. Puso el ejemplo expreso de 
obispos que fueron nombrados próceres, considerando que aunque reuniesen 
todos los méritos necesarios les desvirtuaba un hecho: no representaban a nadie 
salvo a sí mismos.  
 
En este sentido tanto Balmes como Marliani olvidan que las diversas 
categorías de próceres no estaban en el Estamento para representarse a sí 
mismas porque no había sido el clero, los Grandes de España o los Títulos de 
Castilla los que habían efectuado la selección, sino que era la Reina quien  
decidía quienes serían sus integrantes; no se trataba de restaurar los brazos de 
las antiguas Cortes estamentales, sino de crear una Cámara moderadora entre el 
trono y la representación popular en la que estuviesen representadas todas las 
categorías sociales pero que, a la vez, estuviera controlada por el monarca, 
evitando el acceso a la misma de personas con tendencias políticas contrarias al 
Trono de Isabel II. Lo cual era absolutamente lógico en una situación de crisis 
derivada de una guerra dinástica. 
 
La prensa de la época también vertió críticas relacionadas con la in-
fluencia que se percibía en la composición de las Cortes del Estatuto con la 
Cámara de los Lores inglesa y la Cámara de Pares francesa. Aunque por lo 
general el apoyo a la Reina Regente y su Gobierno respecto al Estatuto Real fue 
general, se podrían mencionar como ejemplo los artículos de opinión incluidos 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
290  Marliani, M., Historia de la España moderna de Marliani, Barcelona 1840, pág. 97. 
291 Véase: Balmes, J.,  Escritos Políticos, Madrid 1847. 
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en El Eco del Comercio de 1 de mayo de 1834: “No facilitaremos a nuestros 
enemigos los elementos de que ellos se servirían con sagacidad para arre-
batarnos la gloria que hemos conseguido, y para privarnos de la libertad que por 
tantos títulos nos corresponde, y de que a despecho de todas sus intrigas 
disfrutaremos tranquilamente conservando el orden, obedeciendo las leyes que 
nos han de mandar, y que en adelante han de llevar el sello de la voluntad 
nacional de donde derivan como de su natural origen todas las instituciones 
humanas; y respetando en fin las autoridades que con arreglo y sujeción a las 
mismas leyes han de regir y gobernar el país” 292, así como el del Vapor de 
Cataluña del 31 de abril del mismo año: “Desde que circuló por esta ciudad la 
Real orden para la promulgación del Estatuto Real, estuvo aguardando con 
mayor ansia este importante documento de la sabiduría del gobierno de S. M. 
No es posible dar una idea de la entusiasmada impresión que ha producido en 
los fieles habitantes de Barcelona su apetecida lectura. El exceso de júbilo 
rebosaba en los semblantes, divisándose al fin de tan varias oscilaciones una 
aurora de prosperidad y perpetua bonanza”293. 
 
 El punto de vista de autores contemporáneos como Tomás Villarroya, 
Sánchez Agesta, Bertelsen Repetto o Juan Ignacio Marcuello Benedicto es más 
ecuánime y cercano a la realidad. Así, por ejemplo, Tomás Villarroya consideró 
que todo lo relativo al Estamento de Próceres fue cuidado escrupulosamente, 
desde su composición en la que se intentó, por parte del Ministerio, “que el 
Estamento fuese no solo una corporación selecta, sino también una asamblea de 
conciliación; y por esta razón la designación de los Próceres de nombramiento 
real se hizo escogiendo nombres de opiniones y antecedentes políticos diversos 
y aun contrarios, para procurar que su reunión fuese un estímulo a la 
convivencia”294, hasta lo relacionado con las cuestiones protocolarias.  
  
Juan Ignacio Marcuello consideró que el Estamento de Próceres al que 
denominó Cámara Alta, estuvo llamado a ser “un elemento de equilibrio polí-	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
292  El Eco del Comercio, 1 de mayo de 1834 , nº 1, pág. 2 
293 Ídem. 
294 Villarroya, J.T., Op. cit., págs. 293. 
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tico, interpuesto entre la Corona y la Cámara Popular”295. De acuerdo con el 
criterio de Marcuello “con esta Cámara de designación regia se trató de asegurar 
apoyo parlamentario a los Gobiernos de la Corona al menos en uno de los dos 
cuerpos colegisladores”296. 
 
    Sánchez Agesta consideró “que las Cortes constituyeron una auténtica 
representación nacional, en la que se ha esfumado el sentido particularista y 
privilegiado de las Cortes tradicionales”297. 
 
 Bertelsen Repetto entendió que el Estamento de Próceres “no era una 
restauración de la representación en las Cortes de los brazos del clero y la 
nobleza”298. 
 
Sin embargo, las expectativas sucumbieron ante la realidad, dado que la 
teórica diversidad apuntada por Tomás Villarroya, no se llegó a traducir nunca 
en la actuación crítica de los integrantes del Estamento de Próceres, poco 
deseosos de crear conflictos y elegidos por la Reina con el criterio de seleccionar 
personas que no fueran contrarias a los derechos de su hija. Su momento de 
actuación más firme como oposición fue el período del gobierno de Mendizábal, 
que gozaba de una mayoría parlamentaria clara en el Estamento de 
Procuradores, lo que provocaba tensiones con el conservadurismo imperante 
tanto en la persona de la Reina Regente como en el propio Estamento de 
Próceres 
 
2.1.a. Selección de los integrantes del Estamento 	  
El Consejo de ministros del 28 de mayo de 1834 nombró una Comisión 
de la Diputación de la Grandeza de España con el objeto de que elaborase una 
lista de los miembros que cumplían los requisitos exigidos en el Estatuto Real 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
295 Marcuello Benedicto, J. Práctica Parlamentaria en el reinado de Isabel II, Madrid 1986, 
pág. 14. 
296 Ídem, pág. 15. 
297 Sánchez Agesta, L., Op. cit., pág. 204. 
298 Bertelsen Repetto, R.,  Op. cit.,  pág. 95. 
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para esta categoría. La Comisión estuvo integrada por: el Duque de Medinaceli 
como presidente, el Marqués de Santa Cruz, el Duque de Villahermosa, el 
Marqués de Cerralbo y el Conde de Oñate como vocales. La Secretaría de Estado 
y Despacho comunicó los nombramientos a la Comisión el 31 de mayo y el 
Duque de Medinaceli solicitó que el acuerdo fuese publicado en la Gaceta de 
Madrid con el propósito de que las gestiones de indagación que debía realizar 
sobre temas diversos fueran oficialmente respaldadas por una Real Orden.  
 
En la Comisión de la Diputación se plantearon ciertas dudas sobre temas 
que debían tener en cuenta para realizar la selección previa, entre ellos, la 
aclaración de lo que podía considerarse prócer por derecho propio. El Consejo 
de Ministros lo aclaró: “aquellos que lo sean por sus mujeres, no son próceres 
por derecho propio; tampoco los honorarios ni los vitalicios”299. También 
plantearon a Martínez de la Rosa las siguientes cuestiones relacionadas, en 
primer lugar, con los Grandes vitalicios y personales y su posible consideración 
como próceres natos al no serlo por derecho propio, a la que el Consejo de 
ministros respondió negativamente. La segunda cuestión, vinculada a los 
poseedores de la Grandeza del Reino de Aragón y su consideración como 
próceres natos ya que no disfrutaban personalmente las rentas por hacerlo las 
viudas de sus antecesores de acuerdo con el Fuero de Aragón y en muchos casos 
no llegar al mínimo exigido de 200.000 reales, que fue respondido oficialmente 
con la indicación de que no podían tomar asiento como próceres hasta que no 
tomaran posesión de las rentas exigidas. No obstante, en ambos casos, se 
solicitó a la Comisión una relación de los que estaban en esta situación. Por 
último, se consultó si tres de ellos -el Duque de Granada de Egea, el Conde de 
Fuentes y el Conde de Cirat- podían ser considerados próceres natos, porque a 
la Comisión no le constaba su procesamiento. Oficialmente se confirmó su 
procesamiento y, por tanto, la exclusión. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
299 Actas del Consejo de Ministros de Isabel II (1833 a 1839), T. IX,  sesión nº 113 del 9 de junio 
de 1834, Madrid 1995, pág. 222. 
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Transcurrido un mes, la Comisión tuvo preparada una pormenorizada 
relación cuyos integrantes reunían los requisitos exigidos por el Estatuto Real. 
Se remitieron a Martínez de la Rosa cinco estadillos: el primero incluía a los 
Grandes de España hereditarios que cumplían todas las condiciones: eran 53.  
 
Un segundo documento denominado “Estado de los Grandes” que no 
reunían las condiciones requeridas, dividido en seis apartados: 
 
1. Los que no tiene 25 años de edad: los condes de Murillo y 
Lalaing; los marqueses de Escalona y Vallehermoso.  
2. Los que no poseen la Grandeza por derecho propio sino por 
matrimonio: incluye ocho personas. 
3. Los que no disfrutaban de los 200.000 reales de renta: condes 
de Colomera y Torrejón, el Marqués de Casteldosrius, el señor 
de la Casa de Rubianes y el Marqués de Ayerbe, que poseía 
mayorazgos pero rentas solo por valor de 145.000 reales porque 
el resto lo disfrutaba, de acuerdo con el Fuero de Aragón, su 
madre política. Las indagaciones económicas fueron complejas 
y muchos no pudieron demostrar sus rentas. 
4. Los que tenían sus bienes sujetos a intervención: Duque de 
Alba, Duque de Tamames y el Conde de Montijo. 
5. Los que estaban procesados criminalmente: el Duque de 
Granada de Egea y los condes de Fuentes y Cirat. 
6. Los súbditos extranjeros que tenían mayorazgos en España: 
duques de Ciudad Rodrigo y de San Pedro y los condes de 
Priego y Enril. 
 
El tercer documento remitido a Martínez de la Rosa incluía los Grandes 
de España que lo eran a título personal y perdían la posibilidad de ser próceres 
hereditarios: cuatro duques y un marqués. El cuarto documento que incluía las 
diez Grandezas hereditarias que recaían en mujeres. Finalmente, el quinto 
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documento incluía los 20 títulos que eran Grandes honorarios que no estaban 
en posesión de la Grandeza pero disfrutaban de sus honores. 
 
Martínez de la Rosa envió al Duque de Medinaceli las 56 reales órdenes 
que incluían los nombramientos como próceres de los 53 Grandes de España 
que cumplían íntegramente los requisitos del Estatuto Real y tres más que 
correspondían a los duques de Alba, y de Tamames y al Conde de Montijo que, 
como vimos anteriormente, tenían sus bienes intervenidos pero por la gran 
cantidad de bienes que poseían y la pequeña proporción de sus deudas todavía 
existían bienes suficientes que les permitía cumplir el requisito de los 200.000 
reales anuales de renta. 
 
El 17 de junio de 1834 la Reina Regente firmó un Real Decreto en el que 
incluyó los nombramientos de los restantes próceres: Arzobispos, Obispos, 
Títulos de Castilla y “otras personas distinguidas e ilustres por sus servicios y 
merecimientos”300 hasta constituir un número total de 91 próceres más los 56 
Grandes de España. 
 
En el siguiente cuadro se incluye una distribución de los integrantes del 







CLERO 15 4 Arzobispos y el resto Obispos 
(incluidos por motivos políticos los 






19 Algunos ocupaban cargos en la 
Administración (Marqués del Cerro 
de la Cabeza) o eran militares (condes 





2 D. Diego Clemencín y D. José Manuel 
Quintana 
POR SERVICIOS 26  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
300  Alós y Merry del Val. F.,  La nobleza en el Estamento de Próceres 1834-1836. Discurso leído 
el día 14 de junio de 2000. Madrid 2000, pág. 24 
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PRESTADOS A LA 
ADMINISTRACIÓN 
MILITARES 29 18 con título nobiliario (los duques de 
Bailén y Castroterreño que no 
pudieron incorporarse como Grandes 
de España). 
6 de los 11 no poseían título 
nobiliario. 
 
 Quedó un número total de 147 próceres de los que fueron eliminados el 
Conde de Molina, el Marqués de San Felices y el Príncipe de Anglona, lo que 
elevó el número final de próceres a 144. De los que 97 ostentaban alguna 
dignidad nobiliaria: 56 natos y 41 vitalicios301. 
 
 Elegidos y nombrados para ser Próceres de pleno derecho debían 
presentar la siguiente documentación para justificar el cumplimiento de los 
requisitos del Estatuto Real: el supuesto de los Próceres natos y Títulos del 
Reino: la fe de bautismo, el testimonio autorizado de la carta de sucesión como 
Grande, la relación efectuada ante un escribano en la que se certificaba que las 
rentas de las fincas arrendadas superaban anualmente los 200.000 reales o los 
80.000 reales -se admitió la posibilidad de sustituir la relación del escribano 
por la presentación de recibos del pago de los impuestos civiles o una 
información judicial del síndico personero-y, por último, información judicial 
que confirmara la no intervención de los bienes. En el Reglamento interno del 
Estamento de Próceres del 15 de julio de 1834 solo se indicó que se debía 
presentar la documentación justificativa de que se cumplían los requisitos del 
Estatuto Real para cada una de las categorías; también se manifestó la 
necesidad de que se constituyese una Junta Preparatoria en la que fueran 
elegidos los integrantes de la Comisión que iba a examinar la mencionada 
documentación. 
 
 La primera reunión de la Junta preparatoria tuvo lugar el 20 de julio de 
1834 y la segunda, ya constituida la Comisión, el 23 de julio de 1834. En esta 
última se dio aprobación a la documentación presentada por algunos próceres 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
301 Ídem, págs. 7-61. 
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dando el plazo de un mes para que los restantes presentasen las oportunas 
justificaciones. En la sesión de apertura de las Cortes el 24 de julio de 1834 solo 
asistieron y prestaron juramento 56 próceres de los 147 nombrados. Los 
ausentes presentaron a Martínez de la Rosa diversos tipos de disculpas: la salud,    
su inhabilitación por causas diversas (José Martínez de San Martín, Capitán 
General de Castilla la Nueva por los sucesos acontecidos en Madrid el 17 y 18 de 
julio); otros, por una protesta que se planteó por el hecho de que los integrantes 
del Consejo de Gobierno no pudieran participar en las discusiones del 
Estamento. En este sentido, el Conde de Ofalia, José María Puig y Samper y 
Francisco Javier Caro manifestaron no entender esta prohibición que, además, 
no era extensiva a los miembros del Consejo Real de España e Indias ni a los 
Secretarios de despacho del Consejo de Ministros. Para justificar esta situación 
se alegó que los miembros del Consejo de Gobierno asesoraban a la Reina 
porque era un órgano consultivo y el hecho de participar en las discusiones del 
Estamento hubiera podido generar situaciones comprometidas. El Conde de 
Ofalia y Puig y Samper reconsideraron su negativa inicial y juraron en la sesión 
inaugural, pero Francisco Javier Caro renunció302. 
 
Tras la sesión inaugural de las Cortes, la Comisión de análisis de la 
documentación presentada por los próceres se reunió en varias ocasiones y 
planteó distintas polémicas relacionadas con el ejercicio de la dignidad de 
prócer. Uno de los principales temas fue determinar el momento en el que se 
podían ejercitar plenamente los derechos y obligaciones de tal condición. Se 
elevó la consulta a Martínez de la Rosa, que se pronunció de manera firme: “La 
cuestión debe reducirse a saber cuándo ha de considerarse a un prócer en 
posesión del destino y tenerse por tal prócer. Después de acreditar las 
condiciones requeridas tiene que prestar juramento, por exigir esta solemnidad 
la dignidad de prócer, dignidad que no se confiere hasta después de haber 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
302 Javier Caro fue uno de los diputados representantes de la provincia americana de Santo 
Domingo durante las Cortes de Cádiz y en la de 1820. Ya ocupó altos cargos durante el reinado 
de Fernando VII y se mantuvo vinculado al gobierno español durante la regencia de la Reina 
Maria Cristina. Véase el trabajo de M.I. Paredes Vera. “Francisco Javier Caro de Torquemada, 
diputado dominicano de las Cortes ordinarias de Cádiz (1813-1814). Sus raíces sevillanas”.  
Boletin del Archivo General de la Nación. Año LXXIII, Vol. XXXVI, Núm.129. Págs. 91-119 
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jurado obediencia y sumisión a la Reina y a la observancia de las leyes”303. Sobre 
este tema hubo opiniones diversas, así el Duque de Parcent consideró que los 
deberes que imponía el juramento eran solo los de sumisión a la Reina y que no 
existía ninguna ley que exigiera el juramento para ser prócer. Otros, como 
Navarro, proponían que se utilizasen los mismos criterios que en las Órdenes 
militares, en las que también se requería haber prestado juramento. Javier de 
Burgos distinguió entre la dignidad de prócer en sí y la posesión o ejercicio de 
ésta. Finalmente, el problema se resolvió concediendo plazos dilatados para la 
presentación de la documentación: tres meses para los habitantes de la 
península y cuatro para los de fuera de ella. En algunos casos los retrasos en la 
presentación estaban perfectamente justificados por vivir en el Norte 
(prácticamente ocupado por las tropas carlistas) o fuera de Madrid, con el 
agravante de la epidemia de cólera que arrasaba Madrid; en otros, eran 
simplemente excusas de algunos que no querían pronunciarse sobre el tema 
sucesorio. Algunos próceres jamás llegaron a presentar la documentación, como 
los marqueses de Belguida y Dos Aguas, que alegaron motivos de salud. En 
algunos casos la distancia fue insalvable, como el caso del Conde de Fernandina, 
que desempeñaba otro cargo en La Habana.  
 
De acuerdo con los datos facilitados por Fernando de Alós, durante la 
vigencia del Estamento de Próceres desde julio de 1834 hasta el 23 de mayo de 
1836 el estamento experimentó algunos cambios: diez bajas por fallecimiento. 
En el período cubierto por las tres legislaturas 148 alcanzaron la dignidad de 
prócer pero solo 114 cumplieron los requisitos y tomaron asiento en la Cámara y 
34 no lo hicieron. 
2.1.b.  Facultades de los próceres 
 
 Carecen de iniciativa legislativa con la única excepción de la presentación 
de peticiones cuyo procedimiento de tramitación aparece expresamente 
regulado en el Título XI del Reglamento interno del Estamento de Próceres. En 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
303 Citado por Alós y Merry del Val. F., La nobleza en el Estamento de Próceres 1834-1836. 
Discurso leído el día 14 de junio de 2000. Madrid 2000, pág. 30. 
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los artículos 108 al 118 se desarrolló el procedimiento de presentación de las 
peticiones sometidas a requisitos muy rígidos: debían presentarse a través de un 
escrito motivado y apoyado, al menos, por doce próceres. Las peticiones eran 
nominativas y debían ser examinadas por tres comisiones que las valoraban por 
separado. Se exigía que, al menos dos de ellas, estuviesen de acuerdo en la 
presentación; si era así el Presidente del Estamento daba un plazo para su 
discusión pública. En ningún caso la presentación de una petición garantizaba 
que prosperara y diera lugar a la presentación de un proyecto de ley. El 
procedimiento de presentación fue, como tendremos oportunidad de contrastar 
en el apartado de este trabajo dedicado al análisis de los Reglamentos, idéntico 
en ambos Estamentos. 
 
 Son escasas las peticiones presentadas por el Estamento de Próceres en 
las tres legislaturas. En la primera legislatura se presentaron tres peticiones: 
una en la sesión del 29 de noviembre de 1834 sobre la prohibición de extracción 
del ganado merino al extranjero al influir negativamente en los intereses 
económicos de la nación304. En la sesión del 23 de diciembre del mismo año se 
presentó una moción del Marqués de Amarillas sobre el fomento de la cría 
caballar305. Otra petición se presentó el 26 de enero de 1835 y se centró en la 
crítica por lo sucesos acontecidos en Madrid el 18 de enero de 1835, solicitando 
a S. M. que el Gobierno adoptase las medidas oportunas para evitar la repetición 
de los desórdenes acontecidos306. La tercera petición de esta legislatura se 
presentó el 12 de mayo de 1835, por la que los próceres firmantes ofrecían ayuda 
a S. M. para reprimir los desórdenes y la anarquía que podía poner en peligro el 
Trono307. En la segunda legislatura se presentó una petición en la sesión del 22 
de enero de 1836 que pedía explicaciones al Gobierno sobre los sucesos 
acontecidos en Barcelona308. La última petición se presentó en la tercera 
legislatura, en la sesión del 6 de mayo de 1836, y estuvo relacionada con los 
decretos expedidos el 19 de febrero y 1 de marzo vinculados con el voto de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
304 D. S. Próceres. 1ª Legislatura,  sesión nº27 de 29 de noviembre de 1834, págs. 140 y 141. 
305 D. S. Próceres, sesión nº32 de 23 de diciembre de 1834, págs. 170 y 171. 
306 D. S. Próceres, sesión nº36 del 26 de enero de 1835, pág. 198. 
307 D. S. Próceres, sesión nº51 del 12 de mayo de 1835, págs. 294. 
308 D. S. Próceres. 2ª Legislatura, sesión nº19 de 22 de enero de 1836, pág. 115 
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confianza concedido por las Cortes al Gobierno de S.M. en la anterior 
legislatura309. 
 
 Bajo nuestro punto de vista fue especialmente relevante la petición 
presentada en el Estamento de Próceres el 26 de enero de 1835,  que constituyò 
una expresión de la exigencia de responsabilidad ministerial; una manifes-
tación, por tanto del ejercicio reconocido en el Estatuto Real de las facultades 
judiciales que detentaban los Estamentos. 
 
Ante los sucesos acontecidos en Madrid en enero de 1835 se pidió  
responsabilidad a los ministros del gobierno de Martínez de la Rosa ante la 
imprevisión por la actuación de éste en los sucesos de la casa de Correos. Que 
recordemos, fue una sublevación del teniente liberal Cayetano Cordero que 
pretendió el restablecimiento de la Constitución de 1812. El capitán general 
Canterac y un ayudante se presentaron ante los amotinados de la Casa de 
Correos para intentar disuadirles, y una descarga procedente de ciudadanos 
armados les dio muerte. El Duque de Gor pidió explicaciones, por un lado, al 
Ministro del Interior en relación con las noticias previas que hubiera tenido en 
relación con el suceso y las medidas que aplicó para evitarlo y, por otro lado, las 
pidió al Gobierno para conocer cuál había de ser su proceder para evitar la 
repetición de este tipo de sucesos en el futuro. 
 
El Ministro del Interior obvió una respuesta concreta alegando que había 
ciertos temas que, por prudencia, no revelaría porque al hacerlo comprometía 
gravemente las investigaciones que se estaban llevando a cabo para analizar el 
alcance real de la sublevación. Se sucedieron varias intervenciones del Marqués 
de Espeja o el de Sanfelices que justificaron la presentación final de una petición 
sobre el tema utilizando argumentos diversos: la infame actuación de los 
sublevados que actuaron movidos por intereses y ambiciones personales no 
estrictamente militares; la necesidad de garantizar el orden público como 
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garantía de apoyo de la mayoría de la población al régimen representativo y la 
falta de claras explicaciones del Gobierno sobre el suceso.  
 
Todo ello justificó la presentación de una petición fechada el 19 de enero 
que fue discutida en la sesión del 26 de enero de 1835, firmada por treinta 
próceres y en la que se solicitaba a la Reina que el Gobierno adoptase las 
medidas necesarias para evitar que este tipo de sucesos se volvieran a repetir310. 
La petición constaba de tres partes: una primera parte que desaprobaba los 
hechos acontecidos, y que todos los próceres que intervinieron en la discusión 
apoyaban; una segunda parte, en la que se exigía al Gobierno que no volvieran a 
producirse este tipo de incidentes y una tercera, que planteaba la necesidad de 
exigir responsabilidades a quien procediera. Fue precisamente en estas dos 
partes en las que se centró la polémica con argumentos de diversa índole, tales 
como el del Duque de Rivas, que consideró una mera fórmula la oferta realizada 
en la petición de que los integrantes del Estamento iban a cooperar con S. M. 
para defender la causa de la libertad, cuestión de mera cortesía porque tal y 
como afirmó el duque: “Nosotros no podemos cooperar a nada sino como 
legisladores, dando o derogando leyes ¿Pero cuáles se han de derogar o 
suspender para dar fuerza al Gobierno?...No hay ninguna; no tenemos libertad y 
seguir-dad individual; no tenemos el uso libre de la imprenta; no la 
inamovilidad de los jueces; nada impide la creación de los tribunales de 
excepción, aunque el Gobierno goza de poder absoluto , sin que esto quiera 
decir que los señores ministros actuales abusen de él; pero el hecho es que 
gozan de él , y que medida alguna legislativa se lo podría dar con más latitud”311. 
Gil de la Cuadra tampoco aprobó, con un argumento similar, la segunda parte 
dado que consideraba que el Gobierno tenía en sus manos todos los medios para 
reprimir los desórdenes. 
 
Fue el tercer punto de la petición el que levantó mayor polémica por dos 
razones: no existió certeza de a quién exigir responsabilidades concretas por los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
310 D.S. Próceres. 1ª Legislatura, sesión nº 36 de 26 de enero de 1835, pág.198. 
311  D. S. Próceres, Ídem, pág. 199. 
	  	   149	  
sucesos. Alguno de los próceres consideraba responsable al Ministro del 
Interior, otros al de Guerra e incluso al Gobierno en pleno; pero existía una 
realidad que estaba marcada por la inexistencia de una ley de responsabilidad. 
En este sentido, el Conde de Parcent afirmó: “Si bien los sres. Ministros están 
identificados con la causa del Trono y de nuestras libertades, ¿quién nos 
responde que pasado mañana no sean otros? Y si viniesen otros Secretarios de 
Despacho cuyos principios no fueran los mismos, para ese caso ¿haría falta la 
ley de responsabilidad?312 O el Marqués de Moncayo: “Pero no pudiendo existir 
esta responsabilidad, porque carecemos ahora de la ley que la impone, sería por 
tanto a mi entender una de las atenciones más principales de este Estamento el 
ocuparse en pedir a los señores Secretarios de Despacho entrasen lo antes 
posible a S.M. esta ley de responsabilidad”313. 
 
La petición fue aprobada en sus dos primeros puntos y fue desaprobada 
por las razones explicadas, la tercera parte, en la que se exigían 
responsabilidades concretas. 
 
Ofrece también cierta relevancia la última de las peticiones presentadas 
en la sesión del 6 de mayo de 1836 que planteaba una doble exigencia. Por un 
lado, la súplica a la Reina para que presentara a examen de las Cortes los 
decretos sobre ventas de bienes nacionales del 19 de febrero y 1 de marzo. Y por 
otro lado, que se suspendieran los efectos de los mismos hasta que no hubieran 
sido examinados por las Cortes. Abierta la discusión, con carácter general, se 
consideraron distintos argumentos: debía prevalecer la legitimidad de las ventas 
y para ello era preciso el examen de los decretos por las Cortes. Algunos 
procuradores, como el Marqués de San Felices, consideró que esto era necesario 
porque así quedaba patente que los intereses del Estamento de Próceres eran 
los del pueblo español. Otros, como el Duque de Veragua entendió que los 
decretos, una vez presentados, iban a ser sometidos a modificaciones diversas y 
que sus efectos no podían, en modo alguno quedar amparados en el voto de 	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confianza concedido. Gil de la Cuadra, creyó que de prosperar la petición los 
efectos negativos iban a ser más patentes en los países extranjeros porque la 
deuda extranjera se iba a resentir. Finalmente y por votación nominal la 
petición fue aprobada por 45 votos a favor contra 15 y una abstención314. 
 
 Es importante destacar que tanto en el Estamento de Próceres como en el 
de Procuradores, se ejercían funciones de deliberación y análisis de los 
Proyectos de ley y otros asuntos presentados a través de un decreto real, que 
indistintamente se enviaban a uno u otro Estamento; con la excepción de los 
relacionados con los presupuestos de gastos y las materias de hacienda y crédito 
público que se presentaban primero en el Estamento de Procuradores. 
 
 Otra importante facultad está relacionada con el ejercicio de atribuciones 
judiciales que aparecen expresamente recogidas en el Título XII del Regla-
mento. Fueron supuestos tasados en los artículos 119 y 120. Los casos en los que 
el Estamento de Próceres podía ejercer atribuciones judiciales eran los si-
guientes: 
 
1. Cuando se juzgase a Secretarios de Despacho en virtud de una acusación 
entablada por el Estamento de Procuradores de acuerdo con el procedi-
miento que se señalase en una Ley de responsabilidad. 
2. Cuando con arreglo a lo dispuesto en la ley conociesen delitos graves 
contra la inviolabilidad del Trono o la seguridad del Estado. 
3. Cuando juzgara a los propios próceres, tanto en supuestos de delito 
común como por abusos o faltas cometidos en su calidad de próceres. 
4. En el ejercicio de la autoridad correccional sobre aquellas personas que 
hayan atentado contra el Estamento o alguno de sus miembros, o 
perturbado el orden de las sesiones o que hubieran cometido desacato 
contra el Estamento de Próceres. 
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El Reglamento remitió a un decreto especial para fijar los distintos trámites que 
se deberían seguir en el ejercicio de dichas atribuciones. Del análisis de los 
Diarios de Sesiones no consta que se ejercieran estas atribuciones. De todas 
ellas podemos destacar la relativa a la exigencia de responsabilidades a los 
Secretarios de Despacho en virtud de una acusación formal iniciada en el 
Estamento de Procuradores. La ley de responsabilidad no llegó a prosperar 
aunque se presentó como proyecto de ley en noviembre de 1835 durante el 
gobierno de Mendizábal. En el capítulo en el que analizamos las atribuciones 
judiciales del Estamento de Procuradores exponemos con detalle los dos únicos 
casos de este período en los que se intentó exigir responsabilidades a los 
ministros de Martínez de la Rosa. 
 
2.2. El Estamento de Procuradores 
 
Diferente en su origen y organización, el Estamento de Procuradores se 
constituyó como representante de los intereses de la mayoría de la sociedad y 
tuvo una naturaleza electiva. 
 
 En el proyecto de Estatuto presentado por el Ministerio, se recogió en el 
Título III un artículo único que especificó que el Estamento de Procuradores se 
compondría de personas nombradas por los electores que reuniesen las 
características señaladas en una ley. Posteriormente, el dictamen del Consejo de 
Gobierno confirmó este artículo dando un matiz diferente, ya que consideraba 
que era esencial separarse lo menos posible de la práctica antigua. Consideró 
adecuado que las ciudades con voto en Cortes eligiesen el mismo número de 
procuradores que se habían elegido en las anteriores: la elección debía 
realizarse por los actuales individuos del Ayuntamiento y en igual número por 
los mayores contribuyentes, en el momento de la elección. El resultado final 
propuesto en el dictamen del Consejo fue que el número de procuradores 
elegidos por este sistema tuviera el mayor parecido posible al que hubiera 
resultado tomando como base la población de las diversas provincias. Se 
proponía conceder el voto a las nuevas capitales de provincia que no lo tenían. 
	  	   152	  
 
 El Arzobispo de México, el Duque de Bailén y el Marqués de Amarillas 
presentaron un voto particular relacionado con los electores que se debían 
asociar a los Ayuntamientos y que se concretaron en los individuos que 
componían el Ayuntamiento, los mayores contribuyentes y los individuos que 
compusieren los ayuntamientos del año 1833. Entendió el Consejo que este 
procedimiento de elección directa era el más adecuado “ya que se desvía menos 
de las antiguas prácticas y costumbres, que es más expedito y acelerará la época 
de la reunión de las Cortes y que producirá menos agitación que el de la elección 
indirecta”315. 
 
Otro aspecto que también se reguló en el proyecto preparado por el 
Consejo de Ministros (entre enero y el 7 de marzo de 1834) fue el de los 
requisitos exigidos para ser electores regulados en el Título IV del proyecto: 
tener veinticinco años cumplidos; más de un año de residencia en alguno de los 
pueblos de la provincia en el que se haya de votar; acreditar propiedades que 
produzcan 6.000 ducados de renta anuales, alquiler a colonos que paguen dicha 
cantidad en arrendamiento o ser propietario que cultivaba tierras que justificase 
que producían la mitad de la renta indicada (si las propiedades o 
arrendamientos estaban situadas en varias provincias, para calcular la renta 
exigida se debían sumar las respectivas cantidades); el comerciante que pagase 
400 ducados de subsidio de comercio en Madrid, Barcelona, Sevilla o Cádiz, 
300 en el resto de las provincias y 200 en los demás pueblos y los fabricantes 
que acreditaran 6.000 ducados por el arrendamiento de su fábrica o si era 
propia, justificar que producía 3.000 ducados de renta (art.1). También podían 
ser electores los empleados del pueblo que disfrutaban de 6.000 ducados de 
sueldo anual (art.3) y los abogados con despacho abierto; relatores y escribanos 
de Cámara de los tribunales superiores; catedráticos y profesores con 
nombramiento real; arquitectos; directores, censores y secretarios de Socie-
dades Económicas; individuos de las Academias reales con un antigüedad 
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mínima de un año y médicos y cirujanos que tuvieran el título y ejerciesen su 
profesión (at.4). 
 
No podían ser electores los que hubiesen sido condenados por un 
tribunal a pena infamatoria; los procesados criminalmente; los comerciantes 
declarados en quiebra o que hubieran suspendido pagos; los que tuvieran 
intervenidos sus bienes o los deudores en calidad de segundos contribuyentes  
(art. 5). 
 
Finalmente, en los Títulos V y VII del mencionado proyecto, se estableció 
un sistema indirecto de elección en dos grados: primero, en las Juntas 
electorales de partido se procedía a elegir un elector y a los ocho días se 
celebraban las elecciones de las Juntas electorales de provincia, donde se 
llevaba a efecto la votación para la elección del procurador o procuradores de la 
provincia (cuyo número definitivo se vinculaba a la población respectiva). A lo 
largo de estos títulos se describió minuciosamente el procedimiento de elección. 
El dictamen emitido por el Consejo de Gobierno concluyó que no era necesario 
incluir la regulación de la cuestión electoral en el documento final y no entró en 
el examen pormenorizado de los anteriores artículos del proyecto ministerial. 
 
En la redacción definitiva del Estatuto, recogido en el Título III art. 13, 
este tema quedó excluido y se remitió su regulación a una ley electoral posterior 
ajena al mismo. No obstante, el modo de proceder a esta elección también fue 
objeto de aclaración en la Exposición Preliminar del Estatuto Real, que propuso 
como procedimiento más justo el distribuir el número total de procuradores 
elegibles entre las provincias de acuerdo con su población. Una clara diferencia 
respecto a la Constitución de Cádiz, que recogió explícitamente en su capítulo I 
el sistema electoral. El número total de diputados en las Cortes gaditanas estuvo 
vinculado a la población siguiendo el principio de un diputado por cada 70.000 
personas, con un criterio de representatividad superior respecto al de la ley 
electoral vigente en la primera legislatura del Estatuto Real, que fue el decreto 
del 20 de mayo de 1834, donde se determinó en un anexo el número de 
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diputados que correspondía a cada provincia utilizando unos criterios de 
representatividad más restringidos. 
 
2.2.a. El procedimiento electoral para la elección de los 
Procuradores  
 
 A diferencia de lo dispuesto en la Constitución de Cádiz, en la que el 
procedimiento electoral estaba integrado en el texto constitucional y en lo 
establecido en el primer proyecto de borrador del Estatuto, que también recogió 
un sistema electoral completo, la redacción definitiva del mismo no plasmó el 
procedimiento electoral. En la Exposición Preliminar al Estatuto Real se 
justificó esta decisión en los siguientes términos: “El sistema de elección es, de 
suyo, variable y sujeto a enmiendas y mejoras; y así nos ha parecido preferible 
comprenderlo en una ley aparte, ya para no darle cierto carácter de perpetuidad, 
entrelazándolo con disposiciones fundamentales, ya para anunciar que iría 
perfeccionándose insensiblemente con el arreglo de la Administración Pública y 
con los consejos de la experiencia”316. 
 
En el período objeto de estudio se sucedieron dos sistemas electorales que 
fueron regulados por el Real Decreto del 20 de mayo de 1834 y el Real Decreto 
del 24 de mayo de 1836. 
 
El Real Decreto de 20 de mayo de 1834 fue el medio utilizado para la 
realización de las primeras elecciones de las que saldrían elegidos los 
Procuradores del reino de un modo sencillo y claro, que pretendía no desviarse 
de las antiguas prácticas. Fue un medio de facilitar la convocatoria de las 
primeras Cortes generales de este período. En ningún caso pretendió ser una 
norma definitiva: “He venido a mandar, en nombre de mi muy amada hija Doña 
Isabel II, y después de oído el dictámen de mi Consejo de Gobierno y del de 
Ministros, que por esta vez se proceda a dicha eleccción en la forma 
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siguiente…”317. Como es constatable en ningún caso se sometió a discusión de 
las Cortes su articulado, a diferencia de lo que ocurrió en el Real Decreto del 24 
de mayo de 1836, que fue presentado en la segunda legislatura y modificado y 
vuelto a presentar en la tercera. 
 
Es importante introducir como antecedente de la ley electoral de 1836 el 
Real Decreto de 20 de mayo de 1834. Dicho Real Decreto se dividió en tres 
títulos: las Juntas electorales de partido, las Juntas electorales de provincia y las 
disposiciones especiales para algunas provincias. 
 
La selección de los electores fue sometida a un sufragio restringido y 
censitario, personal, secreto e indirecto en dos grados que afectó a los 
nombramientos en las Juntas electorales de partido y de provincia. En el primer 
caso, eran los individuos integrantes del Ayuntamiento y los mayores contri-
buyentes del pueblo cabeza de partido (que se designaba en la división judicial 
como tal) y, en el segundo, los elegidos en las de partido (arts. 3 y 17 del Real 
Decreto). 
 
Es evidente la clara diferencia con el sistema gaditano, que estableció un 
sistema de cuatro grados: compromisarios, juntas parroquiales, juntas de 
partido y juntas de provincia318.  En la Constitución de 1812 se dio el primer 
paso para reafirmar la representación proporcional a la población poniendo fin 
a las Cortes estamentales del Antiguo Régimen. En el período del Estatuto Real 
continuó la vinculación de la representación con la población aunque sometida 
a un criterio más restrictivo dado que se impuso un sufragio masculino, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
317 Real Decreto para la elección de Procuradores a las Cortes generales del Reino, 20 de mayo 
de 1834, preámbulo. 
318 En las Juntas de parroquia todos los ciudadanos (sufragio universal masculino e indirecto en 
varios grados) elegían por cada 200 vecinos un elector, si excedía de 200 vecinos pero no 
llegaban a 400, se nombraba a dos electores; si excedía de 500 pero no llegaba a 600, se 
nombraban tres electores parroquiales (artículos 38 y 39 de la Constitución de 1812). En la 
Junta de parroquia, a pluralidad de votos, se elegían once compromisarios. Los electores 
parroquiales elegían, reunidos en la cabeza de partido, a los electores de partido en un número 
superior en tres veces a los diputados que se debía elegir y, finalente, los electores de partido de 
cada provincia reunidos en la capital de la misma elegían a los diputados y suplentes. Ver 
Constitución de Cádiz (capítulo III, arts. 35 a 58). 
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restringido y censitario que obedecía a la dinámica propia del moderantismo 
imperante que, sin perder de vista la tradición histórica no quería volver a 
repetir el sistema electoral gaditano. Impensable era en ese momento el 
establecimiento de un sistema de elección directa por la total inexistencia de 
datos estadísticos fiables. 
 
 En el decreto del 20 de mayo de 1834 se plantearon una serie de 
incompatibilidades para ser elector: no podrían serlo los que estuvieran proce-
sados criminalmente; los condenados por tribunales a pena infamatoria; los que 
tuvieran una incapacidad física de naturaleza perpetua; los comerciantes que 
hubieran sido declarados en quiebra o hayan suspendido pagos; propietarios 
que tengan intervenidos sus bienes y los deudores a los fondos públicos en su 
calidad de contribuyentes (art. 11 del Real Decreto). Una visión más restrictiva 
que en la Constitución gaditana, que no reguló incapacidad legal319. En el 
mencionado decreto la selección de los electores en las Juntas electorales de 
Partido facilitaba diversas opciones: ser los individuos del ayuntamiento del 
pueblo cabeza de partido, los mayores contribuyentes o los que reuniesen los 
siguientes requisitos: español o hijo de padres españoles; tener 25 años de edad; 
ser residentes en un pueblo de la provincia por más de un año; acreditar la 
propiedad rural o urbana con una renta mínima anual de 6.000 reales, o un 
colono que pagase igual cantidad por precio de arrendamiento, o un propietario 
que cultivase sus rentas que le producían, al menos, la mitad de la mencionada 
anteriormente; el comerciante que pagaba 400 reales de contribución por 
subsidio de comercio en Madrid, Barcelona, Sevilla o Cádiz, 300 en las demás 
capitales de provincia y 200 en cualquiera de los pueblos de la Monarquía; el 
fabricante que acreditaba pagar 1.000 reales por el arrendamiento de la fábrica 
o que siendo propia justificase que produciría una renta anual de 3.000 reales si 
estuviese arrendada. Podía ser también elector el empleado de nombramiento 
real, si recibía 6.000 reales de sueldo anual; los abogados con estudio abierto 
(incorporados en cualquiera de los Colegios del reino); los relatores y escribanos 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
319 “Las juntas electorales de parroquia se compondrán de todos los ciudadanos avencindados y 
residentes en el territorio de la parroquia respectiva, entre los que se comprenden los 
eclesiásticos seculares” Constitución de Cádiz (capítulo III, arts. 35). 
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de Cámara; los catedráticos y profesores de ciencias con nombramiento real con 
un sueldo mínimo anual de 6.000 reales; los directores, censores y secretarios 
de Sociedades Económicas de Amigos del País; los directores, censores y 
secretarios de las Academias Reales y los vocales de las Reales Academias de 
medicina y cirugía (art.10 del Real Decreto). Estas exigencias para ser elector 
coinciden con lo dispuesto en el proyecto presentado por el Consejo de Mi-
nistros entre enero y principios de marzo de 1834. 
 
Una vez elegidos los electores nombrados por los diversos partidos se 
personaban en la capital de provincia en el día señalado para la elección de los 
Procuradores a Cortes (art. 17 del Real Decreto). Para ser elegido procurador a 
Cortes, de acuerdo con el art.35 del citado Real Decreto debían reunirse los 
requisitos establecidos en el art. 14 del Estatuto Real: ser español o de padres 
españoles; tener treinta años cumplidos; estar en posesión de una renta propia 
anual de 12.000 reales y haber nacido en la provincia que le nombre o haber 
residido en ella los dos últimos años o poseer en la misma algún predio rústico o 
urbano. Todas las condiciones expresadas debían ser justificadas y acreditadas 
convenientemente del modo específico que se establecía en el artículo 36.  
 
El sistema electoral implicó una primera elección de compromisarios en las 
Juntas electorales de partido, elegidos por mayoría absoluta, que habrían de 
concurrir en representación de éste a la Junta electoral de provincia para elegir 
a los procuradores. Por lo tanto, un sufragio secreto, personal e indirecto. En la 
Junta electoral de provincia la elección de procuradores se realizaba en una 
primer vuelta por mayoría absoluta (art. 33 del Real Decreto). Si no se obtenía 
en esa primera vuelta la mayoría exigida, había que realizar una segunda 
votación optando por los procuradores que hubieran obtenido un mayor 
número de votos (art. 33 del Real Decreto). El número final de procuradores 
que correspondía a una provincia dependía de la población total de la misma 
hasta llegar a un total de 188 procuradores entre todas ellas, de los cuales 180 lo 
eran en representación de la península y 8 de ultramar (Santiago de Cuba, 
Habana, Puerto Príncipe, Puerto Rico e Islas Filipinas). 
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De acuerdo con Arturo Fernández Domínguez “el cuerpo electoral resultante 
era muy reducido- según Fermín Caballero- de 17.896 electores, distribuidos en: 
16.946 electores de primer grado (de partido) y 950 compromisarios. Este 
representaba sólo el 0,12-0,15 por cien de la población total de 12.162.072 de 
habitantes”320. 
 
Los datos publicados en la prensa de la época y concretamente en El Eco de 
Comercio de fecha 10 de noviembre de 1835 difieren de los anteriores e incluyen 
un cuerpo electoral de 16.026 individuos distribuidos por provincias del 
siguiente modo: 
 
























Logroño 258 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
320 Fernández Domínguez, A., Leyes electorales españolas de diputados a Cortes en el siglo 
XIX, Madrid 1992, pág. 53 























Prov. Exentas 168 
 
En relación con el procedimiento electoral para el nombramiento de 
compromisarios en la Junta de partido, el Real Decreto los señaló en los 
artículos 4, 5 y 6. El procedimiento implicó reunir a los individuos del 
ayuntamiento y los mayores contribuyentes en el lugar acordado, siendo nom-
brado presidente de la Junta el que lo fuera del Ayuntamiento. El presidente leía 
la convocatoria y procedía al nombramiento de los compromisarios por dicha 
provincia ante la Junta electoral provincial por mayoría absoluta. Cada partido 
nombraba dos electores. 
 
En cuanto al procedimiento en la junta electoral de provincia (arts. 20 al 45 
del Real Decreto), se presentaban los electores nombrados ante el Gobernador 
civil de la respectiva provincia. Aquel presidía la Junta electoral, leía la 
convocatoria y la lista de electores que se habían presentado. Los electores 
procedían al juramento y después a la votación. Se empezaba por los 
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escrutadores, seguido del Secretario y finalmente se llamaba a los electores que 
depositaban una cédula , que recogía el nombre del procurador elegido, en una 
urna cerrada. Posteriormente, los escrutadores y el secretario, bajo la 
supervisión del presidente, hacían el recuento de votos. Para poder ser elegido 
procurador en esta primera vuelta había de obtenerse mayoría absoluta. Al no 
haber obtenido esta mayoría, a veces, se requería la celebración de una segunda 
vuelta. Una vez nombrados se verificaban los requisitos exigibles y si todo era 
correcto se levantaba un acta. A cada uno de los nombrados se les debían 
autorizar los poderes. En el Real Decreto se indicó, además, que la fecha de 
convocatoria de las Cortes sería el 24 de julio y los procuradores nombrados 
debían presentarse con sus poderes y demás documentación antes del día 20 de 
julio. 
 
Apunta A. Fernández Domínguez que las elecciones se efectuaron el 30 de 
junio en un ambiente de tranquilidad pese a que el Ministerio de la Gobernación 
dirigió una circular a los Gobernadores civiles “en la que manifestó el deseo de 
la Reina Regente de que la elección fuese completamente libre y exenta de toda 
coacción o temor; pero al mismo tiempo les invitó a que orientaran las 
votaciones con el objeto de que los individuos elegidos tuviesen verdadero amor 
al país, fueran partidarios de los derechos de la reina Isabel II y de los principios 
conservadores”321, lo que representó una clara intromisión del Corona en el 
desarrollo electoral. 
 
También Tomás Villarroya coincide en que el ambiente en el que 
transcurrieron las elecciones de 1834 fue de absoluta tranquilidad alegando 
varias razones, entre las que destacó las vicisitudes de la guerra y la epidemia 
que afectaban al país; la reducida composición del cuerpo electoral que limitaba 
el interés por el procedimiento electoral y, la aparente unión que todavía existía 
en el grupo liberal322. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
321 Fernández Domínguez, A. Leyes electorales españolas de diputados a Cortes en el siglo XIX. 
Madrid 1992, pág. 55 
322 Villarroya J. T., El sistema político del Estatuto Real, Madrid 1968, pag. 433. 
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El resultado final de las elecciones lo transcribo en el siguiente cuadro: 
 
PROVINCIAS MINISTERIALES  OPOSICIÓN 
Álava 1  
Albacete 1 2 
Alicante  1 5 
Almería  3 
Ávila 1 2 
Badajoz 1 4 
Barcelona 5 1 
Burgos 3  
Cáceres  4 
Cádiz 2 
3 
Castellón 2 1 
Ciudad Real 5  
Córdoba  5 
Coruña 6  
Cuenca 1 4 
Gerona 2  
Granada 5 1 
Guadalajara 2  
Guipuzcoa  1 
Huelva 1 1 
Huesca 2 1 
Jaén 1 3 
León  4 
Lérida 2  
Logroño 2  
Lugo 3 2 
Madrid 2 3 
Málaga 5 1 
Murcia 3 2 
Navarra 3  
Orense 5  
Oviedo 3 3 
Palencia 2  
Pontevedra 5  
Salamanca 2 1 
Santander  2 
Segovia 2  
Sevilla 3 3 
Soria 2  
Tarragona 3  
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Teruel 1 2 
Toledo 4  
Valencia 3 3 
Valladolid 2 2 
Vizcaya 2  
Zamora  2 
Zaragoza 1 4 
Baleares 4  
Canarias 2  
Habana 1 1 
Santiago de Cuba  1 
Puerto Rico 2  
 
El cuadro anterior elaborado por Villarroya, tiene como fuente a F. 
Caballero323 que realizó un análisis de los procuradores al examinar el resultado 
de las elecciones y estableció una división un tanto aleatoria porque en este 
momento todavía no existía una clara diferenciación de los liberales.  
La relación nominativa de los procuradores nombrados que juraron y 
tomaron asiento en la primera legislatura de 1834 por provincias la incluyo a 
continuación en el siguiente cuadro. Los procuradores eran 188 en total, de los 
cuales, según los datos de F. Caballero, 111 pertenecían a la “mayoría minis-












 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
323 Caballero, F., El gobierno y las Cortes del Estatuto: materiales para su historia, Madrid 
1847, págs. 4 y ss.  
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Provincias Procuradores 
Álava  Fausto Otazu 
Albacete  Vicente Cano Manuel 
 José Rodríguez Paterna 
 Francisco Javier  Rodríguez Vera 
Alicante  Joaquín Abargues 
 Francisco Belda 
 Joaquín Mª López 
 Miguel Osca 
 Andrés Visedo 
 Bernardino Victoria 
Almería  Joaquín Carrasco 
 Miguel Chacón 
 José Mª Paco Cánovas 
 
Ávila José Somoza 
Patricio Martín 
Juan D. Balmaseda (renunció) 




José Villanueva y Alor 
Barcelona Ignacio Sanponts 
Ramón Llano Chávarri 
Pablo Torrens y Miralda 
Joaquín Palaudarias 
Honorato del Puig 
Antonio Barata 
Burgos Cipriano de la Riva 
Manuel de la Riva Herrera 
El Marqués de Villacampo 
Cáceres Diego González Alonso (poderes desaprobados). 
Agustín García de Atocha 
Rufino García Carrasco 
Pedro Ontiveros reemplazado por:  González Alonso. 
Cádiz  Francisco Domecq y Victor. 
 Francisco Javier Ulloa 
 Antonio Alcalá Galiano 
 Manuel Montes Oca 
 Javier de Istúriz 
Castellón  José Cuevas 
 José Miguel Polo 
 Joaquín Tusquella 
Ciudad Real Diego Medrano 
Marqués de Montenuevo 
José Vicente Baillo 
Rafael Cabanillas 
Ramón Giraldo (poderes desaprobados). 
	  	   164	  
Guadalajara Baltasar	  Carrillo	  Manrique	  Lorenzo	  Romo	  
Guipuzcoa Joaquín	  Mª	  Ferrer	  
Huelva Juan	  Gualberto	  González	  
Pedro	  Jacobo	  Pizarro	  
Jaén Rodrigo	  Aranda	  Marqués	  de	  Falces	  
Francisco	  Serrano	  
Pedro	  Antonio	  Acuña	  	  
Córdoba Pedro Alcalá Zamora 
José María López Pedrajas 
Conde de las Navas 
Manuel Sánchez Toscano 
Rodrigo Cañaveral (murió) 
Coruña Pedro Bermúdez del Villar 
Miguel Cotón y Zúñiga 
Vicente Vázquez Moscoso 







Vicente Cano Manuel y Chacón 
Joaquín de Cezar 
Ginés María Serrano 
 
 




Granada Nicolás Bonet y Orche 
Francisco Hubert y Muñoz 
Francisco Martínez de la Rosa 
Juan Toledo y Muñoz 
Conde de Villamena 




Pablo Heredia y Godino 
Pablo Santafe 
Mariano Torres Solanot 
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León Francisco	  Díez	  González	  
Marcos	  Fernández	  Blanco	  
Francisco	  Antonio	  Mantilla	  
Marqués	  de	  Montevirgen	  
Lérida Joaquín	  Fleix	  Ramón	  Siscar	  	  
Logroño Joaquín	  Ruiz	  de	  Bucesta	  Marqués	  de	  Someruelos	  
Lugo Fernando	  Miranda	  y	  Olmedilla	  José	  Mª	  Moscoso	  de	  Altamira	  José	  Rosendo	  de	  la	  Vega	  y	  Río	  Manuel	  Mª	  Vázquez	  Queipo	  
José	  Becerra	  
Madrid Miguel	  Calderón	  de	  la	  Barca	  José	  Fontagud	  Gargollo	  
Marqués	  de	  la	  Gándara	  
Antonio	  Martel	  y	  Abadía	  Severiano	  Páez	  Jaramillo	  	  
Málaga Mariano	  Carrillo	  de	  Albornoz	  
Tomás	  Domínguez	  Francisco	  Javier	  de	  León	  Bendicho	  Rafael	  de	  Rodas	  Antonio	  Alcántara	  Navarro	  Eduardo	  Galvey	  
Murcia Antonio	  Posada	  (Obispo	  de	  Cartagena	  fue	  elegido	  prócer)	  Marqués	  de	  Espinardo	  
Damián	  de	  la	  Santa	  (falleció)	  
Juan	  Palarea	  Miguel	  Puche	  y	  Bautista	  en	  sustitución	  de	  Posada.	  
Navarra Joaquín	  Ezpeleta	  Marqués	  de	  Montesa	  Ramón	  Marichalar	  
Orense José	  Álvarez	  Pestaña	  Pedro	  Ventura	  de	  Puga	  Marqués	  de	  Valladares	  Saturnino	  Calderón	  Collantes	  Manuel	  Mª	  Losada	  	  
Oviedo Manuel	  Mª	  Acevedo	  
Álvaro	  Florez	  Estrada	  Álvaro	  Navía	  Osorio	  Conde	  de	  Toreno	  
Agustín	  Argüelles	  
	  	   166	  
Bartolomé	  Menéndez	  Luarca	  
Palencia Francisco	  Orense	  y	  Rábago	  Francisco	  Redondo	  (falleció)	  
Pontevedra Sebastián	  Cuesta	  Antonio	  Mª	  Montenegro	  Marqués	  de	  Villagarcía	  Miguel	  Pardo	  Bazán	  Manuel	  Lorente	  
Salamanca Joaquín	  Cáceres	  Francisco	  de	  Paula	  Crespo	  y	  Rascón	  
Mauricio	  Carlos	  de	  Onís	  
Santander Telésforo	  Trueba	  y	  Cossío	  
Francisco	  Villalar	  
Segovia Miguel	  Cossío	  Cayetano	  Meléndez	  
Sevilla José	  Antonio	  de	  Agreda	  Ramón	  González	  Pérez	  
Conde	  de	  Hust	  Agustín	  López	  del	  Baño	  
Juan	  Morales	  Díez	  de	  la	  Cortina	  
Manuel	  Parejo	  
Soria Luis	  de	  San	  Clemente	  Joaquín	  González	  Nieto	  
Tarragona Marqués	  de	  Torremejía	  Pedro	  Martí	  Francisco	  Perpiñá	  
Teruel Salvador	  Campillo	  
Manuel	  Depedro	  
Miguel	  Cortés	  
Toledo Julián	  Anaya	  Francisco	  Crespo	  de	  Tejada	  Miguel	  Latorre	  y	  Mudarra	  Sebastián	  de	  Ochoa	  
Valencia Conde	  de	  Almodovar	  José	  Ciscar	  y	  Oriola	  
Pedro	  Fuster	  
Abalon	  Ruiz	  Carrión	  Juan	  Subercase	  Antonio	  Ayarza	  
Valladolid Conde	  de	  Adanero	  
Cayetano	  García	  de	  la	  Maza	  (se	  admitió	  su	  renuncia)	  Manuel	  Álvarez	  García	  
Rafael	  Faustino	  Sánchez	  en	  lugar	  de	  García	  de	  la	  Maza.	  
Vizcaya José	  Ventura	  Aguirre	  Solarte	  Jacinto	  Romarate	  (falleció)	  
Zamora Fernando	  Butrón	  
Manuel	  Villachica	  
Zaragoza Faustino	  Garay	  
Pío	  Laborda	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Joaquín	  Ortiz	  de	  Velasco	  
Ángel	  Pardo	  y	  Monge	  
Francisco	  Javier	  del	  Rey	  
Baleares José	  Camps	  y	  Soler	  Pedro	  Canals	  y	  Mayol	  (falleció).	  Luis	  de	  San	  Simón	  Orlandis	  Martin	  María	  Ronco	  (sustituye	  a	  Canals).	  
Canarias José	  Quintana	  Llerena	  Juan	  Antonio	  Cologan	  
Habana Manuel	  Arango	  
Juan	  Montalvo	  
Santiago de Cuba Juan	  Kindelán	  
Puerto Rico Esteban	  Ayala	  José	  Sanjust	  
 
 
En la segunda legislatura, que abarcó el período desde el 16 de noviembre de 
1835 hasta el 27 de enero de 1836, se mantuvieron los procuradores de la 
primera legislatura con las bajas de Balmaseda y García de la Maza, a los que se 
les admitió la renuncia;  de González Alonso y Giraldo, por desaprobación;  de 
Posada, por traslado; de Cañaveral, La Santa, Redondo, Romarate y Canals, por 
defunción. Y la ampliación de los siguiente: 
 
Provincias Procuradores 
Córdoba José María Espinosa de los Monteros en sustitución 
Cañaveral. 
Gerona Juan Álvarez de Mendizábal 
Guipuzcoa Juan Esteban Izaga. 
Murcia Tomás Valariano en sustitución de Lasanta. 
Palencia José Jalón y Jalón en sustitución de  Redondo. 
Vizcaya 
 
Martín de los Heros en sustitución de Romarate. 
Canarias 
 
Miguel Joven Salas. 
 
Provincias Procuradores 
Puerto Príncipe José Serapio Mojarrieta que no llegó a la 1ª legislatura. 
Filipinas Juan Francisco Ledesma y  Andrés García que no pudieron 
llegar a la primera legislatura 
 
De un total de 188 procuradores, 111 correspondían a lo que Fermín 
Caballero denominó “mayoría antiministerial” y 77 a la minoría (los que apare-
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cen en cursiva)324. Hay que tener en cuenta que el 25 de septiembre de 1835 fue 
nombrado Mendizabal, representante del liberalismo radical, presidente del 
Gobierno por la Reina gobernadora. El objetivo de Mendizábal, desde los 
primeros momentos, fue establecer un nuevo sistema electoral. De hecho, el 
deseo de modificar la ley electoral sustituyéndola por una nueva fue claramente 
expresado ya en el discurso de la Corona de apertura de la segunda legislatura, 
en el que se incorporó como uno de los compromisos adquiridos por el 
Gobierno.   
 
El proyecto de ley electoral del gobierno de Mendizábal fue presentado en el 
Estamento de Procuradores en la sesión del 21 de noviembre de 1835. El pro-
yecto fue elaborado por una comisión integrada por José María Calatrava, Juan 
Madrid Dávila, Manuel José Quintana, Antonio Alcalá Galiano y Valentín 
Ortigosa. Desde el momento inicial, se puso de manifiesto que en el seno de la 
comisión que había elaborado el proyecto se había producido una fuerte dis-
crepancia en relación con uno de los puntos base de cualquier sistema electoral, 
planteándose el dilema de si el procedimiento de elección de diputados habría 
de ser directo (aceptado por la mayoría de la comisión) por los electores que la 
ley determine o indirecto (apoyado por Calatrava y Ortigosa), admitiendo 
diversos grados de elección. La decisión final favoreció al sistema directo que se 
consideró el refuerzo más adecuado al sistema de representación nacional, dado 
que introduciría criterios de modernidad ya vigentes en otras naciones como 
Inglaterra y Francia.  
 
Se planteó otro tema importante en relación con el electorado activo que se 
centró en si la ley se debía articular exclusivamente en torno a la propiedad o 
tomar en consideración otros criterios de independencia no ligados exclu-
sivamente al criterio mencionado, como la educación, la profesión… En este 
sentido manifestó: “Pero tomar la propiedad no más por calidad necesaria para 
tener el derecho de nombrar los representantes de la Nación, pareció a la Junta 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
324 Caballero, F., Op. cit., Apéndice de documentos y notas nº 2: Procuradores y Próceres, págs. 
11-12. 
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injusto en todas partes y tiempos…” 325 y “Si es la propiedad buena fianza de que 
ejercerá bien los derechos políticos quien la tiene, la capacidad ofrece otra 
fianza no menos abonada para el mismo objeto…”326, “Si la pobreza absoluta, 
compañera de la ignorancia y la dependencia, no puede ejercer con provecho 
ageno ni propio el poder político, la pobreza relativa, ilustrada y por ello inde-
pendiente , puede y debe tener representación en un Estado bien cons-
tituido”327.  
 
Otro punto que se discutió fueron los requisitos exigibles para ser nombrado 
diputado. En el preámbulo de la ley también se expresaron los criterios elegidos: 
una determinada renta; la capacidades exigidas; la posibilidad de representar a 
las provincias por el hecho de la residencia, sin haber nacido en ellas o poseer en 
las mismas alguna propiedad; exclusión para ejercer su condición de diputado 
al que acepte un empleo público; gratuidad en el desempeño del cargo.  
 
En cuanto al número de procuradores se estableció como criterio uno por 
cada 50.000 habitantes, lo que implicaría un total de 200 a 250 representantes,  
lo que se justificó en los siguientes términos: “No es muy crecido este número, 
pero parece suficiente para las circunstancias del pueblo a que ha de aplicarse, 
donde no ha de ser fácil hallar muchos diputados que lo puedan ser sin perjuicio 
propio; aún no contando el del público, harto más importante”328. El criterio 
que se utilizó fue el único posible ante la evidente falta de datos estadísticos: 
buscar el número de mayores contribuyentes y basar en ellos una parte del 
nombramiento de los procuradores. Se consideró el número de 25.ooo 
propietarios electores (100 electores propietarios por cada diputado a elegir). Se 
agregó un número indeterminado de electores, “los que ejercen varias 
profesiones para las cuales es indispensable requisito una educación un tanto 
esmerada”329. 
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326 Ibídem 
327 Ibídem. 
328 D. S. Procuradores, pág. 5. 
329 Ibídem  
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La división territorial que se llevaría a efecto, de acuerdo con el proyecto, 
implicaba dividir a España en pequeños distritos cada uno de los cuales 
nombraría un Diputado. Y, por último en relación con los criterios que habrían 
de valorarse para poder considerar válidamente elegido a un diputado (el 
número de votos necesario), se optó por el que hubiera obtenido en una primera 
elección más de la mitad de los votos dados, si no se alcanzaba dicha mayoría se 
celebraba una segunda elección y si nadie obtenía la mayoría absoluta se dirimía 
la cuestión con la elección del diputado que hubiera obtenido mayoría simple. 
 
El 28 de diciembre de 1835 fue emitido el dictamen de la comisión del 
Estamento de Procuradores que estudió el proyecto. Sustancialmente coincidió 
con el proyecto del Gobierno al optar por un procedimiento de elección directa, 
aún reconociendo la dificultad que existía en España de llevarlo a la práctica 
ante la ausencia de datos estadísticos fiables. Sin embargo, introdujo 
importantes novedades. Como por ejemplo, al margen de los electores directos 
elegidos por sus bienes o capacidad se incluyó un segundo grupo de electores 
delegados (elegidos por las juntas de vecindario), nombrados por otras clases 
que se constituirían a razón de uno por cada 150 vecinos. Pretendió la comisión 
establecer una sistema electoral mixto con el que ampliar el número de 
personas que podrían participar y que optando exclusivamente por el sistema 
directo quedarían excluidas. Como novedad, se puede mencionar que el 
nombramiento de diputados que correspondía a cada provincia se realizaba a 
través de los distritos electorales y las juntas de vecindario, que sustituían a las 
juntas de partidos. Para ello se argumentó: “Confiar la elección de cada 
Diputado a distritos pequeños sería poner en juego en ellos todas las pasiones; 
en tanto que, llamando sobre cada candidato los votos de la provincia entera, los 
proyectos e intrigas de localidad se pierden e inutilizan en la gran esfera de una 
opinión más general y más poderosa”330.  
 
 Existieron pequeñas variaciones que se plasmaron en el dictamen realizado 
por la comisión y que afectaron a los siguientes aspectos: el aumento de los 	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diputados de las provincias de Ultramar, la diferente forma de justificar la renta 
para ser diputado, así como la exclusión de los cesantes y de otras clases. 
 
La discusión del proyecto de ley, como era lo habitual, comenzó por una 
discusión sobre la totalidad del mismo que posteriormente se desarrollaría 
artículo por artículo. La discusión general se articuló fundamentalmente en 
torno a las novedades que introdujo el dictámen de la Comisión en relación con 
el proyecto propuesto por el Gobierno. La preferencia de un sistema electoral 
directo, indirecto o mixto acaparó gran parte de las discusiones de estos días. 
 
A favor del sistema electoral directo se pronunciaron procuradores como  
Puche, Torremejía, Quintana, Belda o Argüelles, por mencionar algunos 
ejemplos, que esgrimieron diversos argumentos como: el mayor número de 
votos aseguraba un mayor acierto en el resultado; el ser una expresión de 
progreso adoptado en otros países en los que el sistema representativo estaba 
más consolidado; el hecho de que incrementase el número de participantes en el 
proceso electoral; el considerarse una expresión más adecuada del sistema 
representativo, en el que la exclusión de un grupo en el ejercicio de estos 
derechos electorales no implicaba la negación de que en algún momento 
pudieran ejercerlos, sino que simplemente se elegía a aquellas personas que, se 
entendía, harían un mejor uso en beneficio de la sociedad. Además Belda 
consideró muy adecuado el procedimiento seguido en el sistema directo 
dividiendo las provincias en distritos y nombrando en cada una de ellas un 
diputado. Este sistema evitaba componendas y transacciones no deseables entre 
los electores. Todos ellos, no obstante, apuntaron que el inconveniente que 
ofrecía el sistema se centraba en la inexistencia de un censo fiable y alguno, 
como Belda, rechazaron de plano el sistema mixto argumentando que tenía 
todas los inconvenientes de los dos sistemas y ninguna de sus ventajas “Hay 
cosas que no se pueden amalgamar. De esta naturaleza, son electores que 
participan de caracteres diferentes, y al mismo tiempo que adoptado el principio 
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de la elección directa no se puede amalgamar con la indirecta, en razón a que la 
una excluye las ventajas que se pueden alegar a favor de la otra”331. 
 
Otros procuradores como López o Alcalá Galiano apoyaron el sistema mixto 
propuesto en el dictámen de la Comisión del Estamento de Procuradores, por 
considerarlo positivo en la medida que conciliaba los sistemas electorales 
directo e indirecto. 
 
Finalmente, un tercer grupo, que apoyaba abiertamente el sistema indirecto 
y que representaban la posición más conservadora del Estamento: los liberales 
moderados, entre los que se encontraba Martínez de la Rosa, que aportó como 
razón principal el hecho de que dicho sistema conjugaba de manera más 
adecuada el binomio libertad/orden. También está incluido en este grupo Díez 
González, para quien el sistema de elección indirecta producía resultados más 
cercanos a la realidad, dentro de las limitaciones reales existentes en la 
aplicación de ambos sistemas. 
 
La primera votación que sobre este proyecto se llevó a efecto fue apoyada 
postitivamente por 145 procuradores de un número total de 146. La discusión 
del texto por artículo fue ardua y pormenorizada. El proyecto presentado por el 
Gobierno difería desde sus primeros artículos con el propuesto por la comisión. 
 
 En cuanto al número de diputados se dispuso el nombramiento de 1 
diputado por cada 50.000 personas y se estableció la diferencia entre los dos 
textos por el número de diputados asignados a las provincias de ultramar. En el 
proyecto del Gobierno se quiso mantener el número y distribución recogidos en 
el Real Decreto de mayo del 34 que asignó un total de ocho representantes para 
Cuba, Puerto Rico y Filipinas. Sin embargo, en la nueva redacción de la 
Comisión se amplió el ámbito de la representación y propusieron ocho dipu-
tados para Cuba, cinco para Puerto Rico y cuatro para las islas Filipinas. Las 
discusiones que se generaron se decantaron a favor de mantener la redacción de 	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la Comisión que aceptó el criterio de 1 diputado por cada 50.000 habitantes y 
una ampliación considerable del nivel de representación de las provincias de 
Ultramar fundamentándose en criterios de población y peso económico de las 
mismas.  
 
Una gran mayoría de los procuradores estaban de acuerdo en incrementar 
las bases de la representación electoral combinando los criterios de población y 
riqueza, como fue el caso de Caballero, Samponts, Martínez de la Rosa, 
Argüelles, Perpiñá. Otros se opusieron abiertamente a los dos modelos, tanto al 
de la comisión como al propuesto por el Gobierno, como el Marqués de 
Torremejía, que hubiera preferido establecer la proporcion de 1 diputado por 
cada 70.000 habitantes. 
 
Suscitó extraordinaria controversia el sistema electoral a elegir. La comisión 
propuso un sistema mixto que implicaba la existencia de electores delegados y 
otros por derecho propio. Finalmente, se optó por el sistema de elección directa 
que fue apoyado mayoritariamente por los procuradores que rechazaron el 
modelo propuesto por la comisión en una votación final de 97 votos contra 42. 
En este punto, hubo opiniones muy controvertidas, algunos como el Marqués de 
Someruelos o Martínez de la Rosa entendieron que para apoyar la propuesta de 
la comisión hubiera sido necesario que el sistema contara con algún precedente 
que demostrara que su validez. Sin embargo, no se conocía ningún país que lo 
hubiera aplicado y además consideraban que era un sistema que no ofrecía 
ventaja alguna y si grandes inconvenientes. Otros procuradores, como Alcalá 
Galiano, apoyaron el sistema mixto, porque según su criterio no existía 
incompatibilidad alguna entre ambos. 
 
 Izaga, en su discurso sobre el tema, ahondó en otro punto de interés: tomó 
como punto de partida una reflexión que le llevó a considerar que la ley electoral 
debía ser la expresión de los intereses dominantes de cada época. Esto le llevó a 
valorar la sociedad de ese momento y el papel preponderante que tenían los que 
denominó productores, que serían seleccionados en función de su renta, 
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determinada en función de las contribuciones que pagaban, y así se expresó: 
“circunscribir el derecho electoral a aquellos contribuyentes directos que por su 
posición social ofrezcan garantías suficientes para emitir un voto nacido de su 
propio convencimiento, no dictado por agenas inspiraciones, libre e indepen-
diente, tanto en su origen como en sus motivos”332. 
 
Otro tema que suscitó un importante debate estuvo relacionado con el 
sufragio activo y pasivo. La pregunta de quién podía votar fue contestada con 
cierta unanimidad, considerándose adecuada la exigencia de ser español y tener 
25 años cumplidos. Prácticamente todos los procuradores estuvieron de acuerdo 
en este punto y así fue finalmente aprobado. No obstante, se plantearon pro-
puestas originales como la de Santafé, que consideraba conveniente exigir la 
condición de casado al votante. Otros, como Bendicho, propusieron que se 
aclarase la condición de seglares de aquellos que pudieran ser elegidos como 
diputados, por entender que el ejercicio de la profesión religiosa era lo 
suficientemente absorbente como para no poder hacerla compatible con el 
ejercicio del cargo de procurador. Alcalá Galiano apoyó esta teoría al considerar 
admisible que los eclesiásticos tuvieran derecho al voto pero no que pudieran 
ser elegidos. Incluso hubo un caso presentado por el Conde de Navas que 
proponía que se concediera el derecho electoral a lo que consideró era la 
población industrial aunque fueran extranjeros naturalizados, argumentando 
que convenía atraer a nuestro país esta clase de capitales. Finalmente, ninguna 
de estas iniciativas prosperó y se admitió que tuvieran derecho a votar los 
españoles de 25 años, tanto los nacidos en España como los nacidos en el 
extranjero de padres españoles con la intención de volver a España. 
 
En otro orden, ¿cuál iba a ser el procedimiento más idóneo para ejercer este 
derecho electoral? También fue un tema polémico y ciertamente contradictorio. 
La propuesta del Gobierno y de la comisión se centró en seleccionar a los 
mayores contribuyentes de las provincias, tomando como referencia 100 votos 
por cada diputado. Pero la discusión se centró en si este sistema era el más justo 	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y adecuado. Procuradores como Martínez de la Rosa, el Marqués de Falces o 
Perpiñá apoyaban sin fisuras el sistema de cuota fija por considerarlo un 
sistema más progresista, de más fácil justificación: bastará demostrar con un 
solo recibo que se cumple el requisito de la renta exigida; no era un sistema que 
diera lugar a profundas diferencias como el de mayores contribuyentes, en el 
que se podía dar la paradoja que quedase excluido del ejercicio de este derecho 
electoral un contribuyente que pague más por el solo hecho de residir en una 
provincia más rica. Otro de los argumentos aportados fue que el sistema de 
grandes contribuyentes era más variable que el de cuota fija y, por último, los 
que apoyaban el sistema de censo fijo argumentaron que contribuía a emancipar 
a las poblaciones pequeñas de la dependencia que tenían de las grandes. En este 
último sistema un elector sabía que si alcanzaba la cuota que se determinaba 
tenía derecho al voto lo que en el sistema de mayores contribuyentes era más 
inestable, dado que dependía de la reclamación de otro que intentara entrar en 
el cuerpo de electores. 
 
Por el contrario, había procuradores como Caballero, que apoyaban la 
elección del sistema de mayores contribuyentes porque constituía un signo de 
capacidad. La diferencia clave de ambos sistemas se centraba en el hecho de que 
en el de mayores contribuyentes se sabía de antemano el número y la clase de 
electores mientras que con el de cuota fija se ignoraban estos datos. 
 
En cualquier caso, con carácter general coincidieron en el hecho de que la 
aplicación práctica del sistema de censo fijo resultaba compleja en ese momento 
por la dificultad para obtener los datos estadísticos necesarios. 
 
Otros procuradores aspiraban al sufragio universal pues, aun siendo 
conscientes de su imposible aplicación práctica en ese momento, sí querían 
encontrar un sistema que se acercase lo más posible. El Conde de Navas 
consideró que el reconocimiento de las capacidades podía ser un paso impor-
tante para ello. De hecho, este procurador no estuvo de acuerdo ni con la 
comisión ni con el Gobierno y propuso la adopción del criterio de cuota fija de 
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50 reales. Otros, como el Marqués de Torremejía, apoyó un censo fijo de 300 
reales para las capitales de provincia y 200 reales para los demás. El Gobierno, 
finalmente, indicó que no podía adoptar el criterio de censo fijo para algunas 
provincias y la misma opinión tuvo la Comisión, por lo que la adopción del 
sistema de mayores contribuyentes pasó a ser la única opción posible y en este 
sentido fue aprobado el artículo 99 votos contra 24 de un total de 145. 
 
El tema de las capacidades suscitó también bastante controversia y 
discusiones durante varias sesiones. Se plantearon dos grandes bloques de 
opinión: los que admitían, sin exigir garantías económicas adicionales, un 
sufragio censitario y restringido por capacidades. Para los que la condición 
necesaria para ser votante derivaba del ejercicio de determinadas profesiones 
como: abogados ejercientes; profesores de medicina o cirujía con título; 
farmaceúticos también con título legítimo y farmacia abierta; ser doctores, 
licenciados, directores , censores, secretarios de las academias reales o de las 
Sociedades Económicas de Amigos del País; desempeñar alguna cátedra 
excluyendo a los maestros de primeras letras, gramática o idiomas extranjeros; 
jubilados o cesantes que hubieran ocupado un puesto de al menos 10.000 
reales. Y aquella otra postura, en la que solo se admitía el sufragio censitario. 
Finalmente, quedó aprobado por 82 votos contra 36, un sistema mixto en el que 
se reconoció el derecho a votar a los que ejercían determinadas profesiones pero 
sometidos al pago de las siguientes contribuciones: 200 reales a los abogados; 
jueces de letras, asesores, relatores, agentes y promotores fiscales; médicos, 
cirujanos y farmacéuticos, doctores o licenciados, directores, censores o 
secretarios de las Academias Reales o las de amigos del país; catedráticos y 
oficiales retirados del ejército desde capitán en adelante y los de la Guardia 
Nacional que ostentasen dicho rango. 
 
En cuanto a la formación de las listas de votantes, el asunto generó poca 
polémica, manteniéndose prácticamente la misma redacción del proyecto del 
Gobierno que, en síntesis, estableció la formación de listas que se encargaban a 
las Diputaciones provinciales y eran expuestas al público en todos los pueblos 
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de la provincia. En cada lista debían incluirse los mayores contribuyentes 
incluyendo la cuota que pagaban o si lo eran por su profesión, en cuyo caso ésta 
debía indicarse. Podía solicitarse la inclusión o exclusión en las mismas 
presentando un recurso, primero ante la Diputación provincial respectiva y si no 
prosperaba o el resultado era adverso, ante el Gobierno.  
 
Tampoco generó excesiva polémica el modo de organizar las elecciones. 
Básicamente, se encomendó a las Diputaciones provinciales la división de sus 
respectivas provincias en distritos electorales. La cabeza de los distritos eran los 
pueblos que se consideraran adecuados, sin atender a previas divisiones 
judiciales y centrándose en la conveniencia de los votantes. Hubo críticas como 
la de Izaga, que consideraba inadecuada tanta división porque complicaba 
excesivamente el procedimiento, si se llegaba a celebrar una segunda elección. 
Defendió la elección por distritos en los siguientes términos: “Si se quiere dar 
representación a la mayoría de los intereses nacionales, nos acercaremos a 
conseguirlo haciendo las elecciones, por distritos, pues en otro caso quedarán 
excluidos de tener representación las poblaciones pequeñas o incluso las de 
segundo orden”333. Consideró, además, que era muy importante señalar la base 
de población para formar los distritos. 
 
 Por el contrario, Argüelles aceptó el procedimiento establecido en el 
proyecto propuesto por el Gobierno. Había que celebrar una elección directa y 
adoptar el sistema que más se adecuara. Por ese motivo, se concedió a las 
Diputaciones provinciales amplia discrecionalidad para establecer los distritos. 
 
En otro orden, la elección de Diputados exigió la concurrencia de los 
votantes a la cabeza del distrito electoral cuando el gobernador civil lo señalase. 
Aunque finalmente se autorizó este procedimiento, hubo ciertas críticas como, 
por ejemplo, la del Conde de Navas, para el que la dificultad estribaba en hacer 
efectivo el transporte en la situación belicosa que reinaba en España y en la 
pésima situación en la que se hallaban las comunicaciones. Su propuesta se 	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centró en que cada votante lo hiciera en su propio ayuntamiento y las urnas 
serían posteriormente enviadas con el objeto de poder hacer el recuento. 
También hubo procuradores, como Calderón Collantes, que en desacuerdo con 
el anterior, veía más favorable al espíritu público el sistema propuesto en el que 
los electores se reunían en un punto del distrito diferente al que constituía su 
domicilio habitual. Posteriormente, se debía constituir la Junta electoral, que 
era presidida por el alcalde del pueblo cabeza de distrito. Los mismos votantes 
nombraban a un presidente y cuatro secretarios escrutadores quedando así 
constituida la mesa. 
 
El que suscitó mayor polémica fue el artículo 17, que se refería al modo 
concreto de votar y optaba por el sistema de elección por provincias.  
 
Tal como Marichal indica en su obra, los moderados apoyaban la elección 
por distritos que daba primacía a las zonas rurales donde creían poder dominar 
por contar con el apoyo de los terratenientes. Por el contrario, los progresistas 
apoyaban la elección por provincias con una base de votantes más amplia que 
incluía a los profesionales, porque su gran apoyo estaba en las ciudades y este 
sistema de elección favorecía a las capitales334. 
 
Básicamente, el sistema de elección consistía en que cada votante escribía el 
nombre de tantos individuos cuantos diputados habían de nombrarse en la 
provincia y por otro lado, se escribían los suplentes. También se efectuaba la 
designación de un comisario de distrito para que se dirigiera a la capital de 
provincia. 
 
 Hubo sobre el tema opiniones diversas, así Acuña entendió que la Comisión 
también apoyaba la elección por provincias por dos razones: “Es un sistema que 
favorece el nombramiento de aquellas personas que lo merezcan por sus 
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capacidades. Se evita con este tipo de elección la influencia de lo que él 
denominó “dueños del territorio”335. 
 
El Marqués de Torremejía intentó clarificar el procedimiento proponiendo 
como alternativa que en una sola papeleta se recogiera el nombre de los 
Diputados que hubieran correspondido a la provincia. En ningún caso se debía 
plasmar en un escrito aparte el nombramiento de suplentes. Él proponía que 
éstos fueran elegidos entre los nombres propuestos para Diputados que no 
hubieran obtenido suficientes votos. El sistema propuesto evitaría fraudes y 
manipulaciones. En cuanto a la celebración de las elecciones cabían dos 
alternativas: o bien se celebraban en todo el territorio con un escrutinio en la 
capital de provincia o bien, cada distrito electoral nombraba tantos diputados 
cuantos correspondían a la provincia que posteriormente se reunían en la 
capital de provincia y el candidato que hubiera obtenido la mayoría en todos los 
distritos sería el primer Diputado. 
 
Las opiniones fueron diversas, así el Marqués de Montevirgen apoyó la idea 
que pretendía armonizar la elección por distritos y la provincial, e incluso hizo 
una propuesta con la intención de abrir el censo a los agricultores que pagaban 
contribuciones por considerar que podrían influir muy positivamente en las 
elecciones. Finalmente, apoyó el dictámen de la Comisión que proponía que se 
formaran tantos distritos electorales como diputados hubiese que nombrar. 
 
Argüelles consideró que la idea base, tanto del Gobierno como de la 
Comisión, era que el diputado que representaba a una provincia estuviera lo 
suficientemente respaldado con la confianza de la misma. Eso no era posible 
nombrando un diputado por distrito. Es cierto que en ese caso gozaría de la 
confianza del distrito pero no se garantizaría que la tuviera de los demás. 
Significaría primar el interés local sobre el general. Lo que en ningún caso 
ocurre si los diputados eran elegidos por toda la provincia: “El principio que 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
335 D. S. Procuradores. 2ª Legislatura, sesión nº 42 de 21 de enero de 1836, pág. 530. 
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debe guiar al Estamento es que cada diputado la mayor suma posible de 
confianza de su provincia”336. 
 
El máximo representante del liberalismo moderado, Martínez de la Rosa, 
aclaró que el artículo controvertido planteaba varios temas. Por un lado, si la 
votación debía ser pública o secreta. La secreta era un medio claro para 
garantizar la libertad de las personas al emitir su voto. En el Estamento se 
utilizaba, lo que prueba que la opción del voto secreto garantizaba mejor la 
independencia y la libertad de votos. 
 
Otro asunto que también planteó bastante controversia fue el nombra-
miento de suplentes. Martínez de la Rosa lo criticaba por considerar que en 
ningún país europeo que gozara de sistema representativo se establecía el 
nombramiento de suplentes, por lo que apoyó su eliminación. 
 
El punto capital en torno al que se articulaba la esencia del artículo era, 
según Martínez de la Rosa, la selección del método para realizar las elecciones. 
Planteaba dos opciones: 
 
1. La propuesta del Gobierno debía ser adoptada por la comisión: las 
diputaciones provinciales dividían en distritos sus respectivas 
provincias, siendo a cabeza de uno de los distritos la capital de 
provincia lo que, en definitiva, facilitaba el derecho al voto. 
2. El método propuesto por el Gobierno y la comisión. Los electores de 
cada distrito van a la cabeza del respectivo distrito y votan tantos 
diputados como corresponden a la provincia. Con la lista de elegidos se 
partía a la capital y se hacía el cómputo de los votos de la provincia 
entera. Si alguno alcanzaba la mayoría absoluta era nombrado 
diputado. En caso contrario, se repetía la votación y para ser elegido 
solo se requería mayoría relativa. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
336  D. S. Procuradores, sesión nº 43 de 22 de enero de 1836, pág. 538. 
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Lo idóneo sería optar por un sistema inmediato y de sencilla ejecución: 
 
1. Que cada provincia se divida en distritos . 
2. Que los electores de cada uno vayan a la cabeza del mismo y nombren un 
diputado. 
3. Que el que salga elegido se convierta directamente en diputado. 
 
         Hubo varias intervenciones que generaron bastante polémica. El artículo 
17 planteaba cuestiones de gran peso en la selección del sistema electoral más 
idóneo. 
         Al margen de las opiniones ya expresadas, otros diputados alternaban sus 
puntos de vista. En algunos casos, como el de Belda, apoyaba el carácter secreto 
de las votaciones por considerarlo como en Francia “el verdadero voto de la 
conciencia”337; el Conde de Toreno que también apoyaba el carácter secreto del 
voto argumentando que era el utilizado en todos los países libres o finalmente, 
Perpiñá que coincidía en esta línea de opinión. En otros casos, como el de  
Calderón Collantes, se abogaba abiertamente a favor de que la fuera votación 
pública por considerarlo una auténtica garantía de acierto. 
 
          Tampoco existió coincidencia de opiniones en lo relativo a la existencia de 
suplentes. Procuradores como Belda o el Conde de Toreno se opusieron 
abiertamente a su presencia.  
 
          Pero sin duda el mayor debate se centró en el tipo de sistema electoral a 
adoptar. Diputados como Belda, el Conde de Toreno o Perpiñá apoyaban el 
sistema de elección por distritos justificándolo con distintos argumentos. Belda 
consideró que cuanto mayor fuera la división más se favorecía a la 
representación nacional; era un sistema de más sencilla implantación y estaba 
menos expuesto al influjo del Gobierno y sus agentes. Perpiñá, argumentó como 
apoyo que el sistema de elección por distritos en ningún caso hacía prevalecer 
los intereses locales sobre el interés general dado que “el modo de representar 	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todos los intereses de la nación era hacer las elecciones en un gran número de 
puntos de la misma”338. Aparte de considerar que el sistema de elección por 
distritos representaba más adecuadamente la voluntad nacional, al nombrarse 
un solo diputado, que normalmente era el que más confianza merecía a los 
electores, lo que no ocurría en la elección por provincias en la cada elector 
nombraba a varios. Por último, entendía que el sistema de elección por distritos 
tampoco facilitaba componenda alguna dado que al votar cada elector a una 
persona lo haría a la que más confinza le inspirase. No le resultaba válida la 
justificación aportada por el Gobierno de que no era viable el sistema ante la 
falta de datos estadísticos que alargaría en exceso la celebración de las 
elecciones. Para él elegir un sistema adecuado era prioritario sobre el plazo para 
realizar la convocatoria.  
 
           Pero tampoco había uniformidad de criterios en este punto. Caballero, 
López o Calderón Collantes, entre otros, apoyaban abiertamente el sistema 
propuesto por el Gobierno: el sistema electoral por provincias. Las razones 
aportadas por todos ellos fueron las siguientes: el sistema electoral por 
provincias no favorece las intrigas y componendas; los electores, aislados en el 
sistema electoral por distritos en pequeñas áreas “no tienen los medios 
adecuados para conocer cuáles son los hombres más dignos de representar sus 
derechos e intereses ni para nombrarlos con entera libertad”339; los diputados 
así elegidos defenderían los intereses de un gran número de ciudadanos no solo 
los de un distrito; no existen los datos estadísticos necesarios para la 
implantación de un sistema de elección por distritos lo que alargaría demasiado 
la celebración de las elecciones lo que resultaba peligroso para la nación. Por 
último, relativizaron la influencia del Gobierno en el sistema electoral por 
provincias, al considerar que si se optaba por el sistema de elección por distritos 
se hacían prevalecer intereses retrógrados que tal vez podrían poner en peligro 
el trono de Isabel II y la libertad. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
338 D. S. Procuradores, sesión nº 45 de 24 de enero de 1836, pág. 571.  
339 Ídem, pág. 578. 
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 Todo este conjunto de discrepancias acabó con la no aprobación del 
artículo por 71 votos contra 66 y 15 abstenciones de un total de 145 votos. La 
respuesta del Gobierno no se hizo esperar, las Cortes fueron disueltas el 27 de 
enero de 1836. La prensa de la época se hizo eco de esta decisión 
gubernamental. En El Eco de Comercio del 27 de enero de 1836 se expresaban 
en los siguientes términos: “El Ministerio actual disuelve las Cortes, no las 
cierra: es decir, no suspende por un tiempo indefinido a su voluntad a los 
representantes del pueblo, sino que disuelve convocando para un plazo fijo y 
breve, y con el patriótico objeto de consultar la voluntad nacional en nuevas 
elecciones. Destruye lo que no parece propio para lograr el bien apetecido, y nos 
pone en camino de que se cree otra representación mas acomodada y de 
acuerdo con el espíritu público, que es esencialmente progresivo como el del 
siglo”340. Era importante para Mendizábal contar con unas Cortes más 
favorables, lo que hizo que convocara nuevas elecciones que serían celebradas 
siguiendo el Real Decreto del 20 de mayo de 1834 por un decreto del 27 de 
enero de 1836: “Se procederá a la elección de los nuevos procuradores con 
arreglo enteramente a lo prescrito en el Real Decreto de 20 de mayo de 1834” 
(art. 4). Las elecciones se desarrollaron en un ambiente de mayor tensión que 
las de 1834 lo que quedó reflejado en la prensa, que desempeñò un papel 
importante, aunque limitado en la formación de la opinión púbica: “Quede, 
pues, por sentado, que no porque las elecciones sean indirectas será poco el 
papel que en ellas puedan representar los periódicos. En las que van a 
celebrarse por el sistema actual será indudablemente menor que lo sería con la 
elección directa, porque con esta habría más votantes; pero con el sistema 
indirecto que proponía la comisión, el país tendría mucha mayor intervención 
en ellas, y por consiguiente el influjo de los periódicos sería mucho mayor”341 .  
 
 Los intereses políticos estaban claramente divididos en dos grandes 
grupos, como han señalado diversos autores: los liberales moderados y los 
liberales progresistas. La prensa de la época se hizo eco de la importancia de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
340  El Eco del Comercio, 28 de enero de 1836, nº 638, pág. 1. 
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estas elecciones y el apoyo popular de Mendizábal era más que evidente. Así, en 
El Eco del Comercio de fecha 5 de febrero se indicó: “el interés de que las 
elecciones de diputados a Cortes recaigan en personas que estén por el progreso, 
con relación a la ventaja de que el estamento se halle en perfecta armonía con el 
poder ejecutivo…”342 “interesa a la patria que domine el espíritu del progreso, y 
no importa menos a los que se llaman fusionistas y moderados el que se los 
excluya en las elecciones. Si saliese una mayoría de ese partido, él sería el 
primero que lo llorase…” o “Dos solos partidos había en las cortes: el ministerial 
de Martínez y Toreno no llena y ha motivado la disolución- El otro es el ancora a 
que los electores deben apelar. Entre estos dos partidos no hay medio, a no ser 
que vayamos a repetir ensayos imposibles, buscando hombres que no sean 
moderados ni de progreso”343. 
 
 El partido liberal progresista obtuvo una amplia victoria y el 25 de abril de 
1836 se presentó un nuevo proyecto de ley electoral que recogió los siguientes 
puntos ya acordados por la mayoría en la anterior legislatura: elección directa; 
el derecho al sufragio solo para los 160 mayores contribuyentes y la selección de 
distintos profesionales por sus capacidades. Novedad importante fue la 
ampliación del cuerpo electoral que apreciamos con claridad en los datos que a 
continuación transcribimos, con la salvedad de que son datos tomados de la 








 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
342 Ídem, 5 de febrero de 1836 , nº 646, pág. 2 
343  El Eco del Comercio, 11 de febrero de 1836 , nº 652, pág. 3 
344 Caballero, F. Resultado de las últimas elecciones para Diputados y Senadores, Madrid 1837. 
Págs. 16-17. 




1. Constitución de 1812. El derecho electoral es concedido a todos los 
ciudadanos en ejercicio de tales y avecindados. Gozan de derecho al voto: 
3 millones, que nombraban aproximadamente 200.000 compromisarios. 
Los compromisarios nombraban 16.000 electores parroquiales y éstos a 
460 electores de partido que son los que nombraban definitivamente a los 
diputados. El cuerpo electoral total ascendió a 3.216.460 personas. 
 
2. Real Decreto de 20 de mayo de 1834. Daba el voto a los individuos del 
Ayuntamiento de las cabezas de partido judicial y a un número igual de 
mayores contribuyentes. El cuerpo electoral ascendió a 16.946 individuos 
que nombraban a dos electores por partido con un total de 950 individuos 
que elegían los diputados. El cuerpo electoral ascendió a 17.896 
individuos. 
3. Elección de Istúriz. El proyecto adoptado por la mayoría de la Comisión 
del Gobierno y presentado por éste el 21 de noviembre de 1835, señaló los 
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24.900 y los de ciertas capacidades por un total de 15.000, todo ello elevó 
el cuerpo electoral a 39.900 individuos. 
4. Dictamen de la Comisión de Procuradores el 28 de diciembre de 1835. Se 
nombraban cien electores contribuyentes por Diputado hasta alcanzar un 
total de 24.900, un elector delegado por cada 150 vecinos que alcanzó la 
cifra de 20.000 individuos y las capacidades hasta 15.000 indiviudos. El 
cuerpo electoral alcanzó la cifra de 59.900 indiviudos. Este dictamen no 
se aprobó y se disolvieron las Cortes 
5. Proyecto del Gobierno presentado el 25 de abril de 1836. Daba 160 
electores por Diputado alcanzando 39.840 individuos y los representantes 
de las capacidades alcanzaban los 15.000. El cuerpo electoral total 54.840 
individuos. 
6. Dictamen de la Comisión de Procuradores del 3 de mayo de 1836 que 
concedió el voto a 200 mayores contribuyentes por Diputado hasta un 
total de 49.800 individuos y las capacidades se calculaban hasta llegar a 
un número total de 15.000. El cuerpo electoral total ascendió a 64.800 
individuos. Este fue el dictamen aprobado por el Estamento. 
7. Real Decreto de 24 de mayo de 1836. En total sintonía con lo aprobado 
por los procuradores y puesto en práctica como mayores contribuyentes 
de 47 provincias (no facilitó datos Caballero por no haberlos encontrado 
de Cádiz y Canarias) el número total ascendió a 50.141 inidividuos. 
Incluyó como capacidades de las 47 provincias a un total de 14.926. El 
cuerpo electoral total ascendió a 65.067 individuos. 
 
Parece claro que en los períodos constitucionales de elecciones indirectas 
existió un mayor número de individuos integrantes del cuerpo electoral en el 
primer grado de la elección. Sin embargo la proporción real de votantes se vió 
incrementada con la utilización del sistema directo. Es evidente también, a la 
vista de los datos, que el grado de representatividad conseguido en la 
Constitución de Cádiz no se consiguió en todos los procesos electorales poste-
riores del periodo del Estatuto Real. No obstante, el objetivo de incrementar la 
base de votantes fue conseguido de modo lento y progresivo en el periodo objeto 
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de estudio: pasamos de 17.896 votantes en las primeras elecciones bajo el 
decreto del 20 de mayo de 1834, a 65.067 votantes bajo el Real Decreto de 24 de 
mayo de 1834. Sin embargo, la realidad es que el cuerpo electoral representó a 
una parte mínima de la sociedad y que reflejó los intereses de la oligarquía 
burguesa, teniendo como criterios básicos de selección la propiedad y las 
capacidades. En este sentido se expresó Tomás y Valiente: “El moderantismo 
viene a ser el régimen político de una oligarquía que desea guardar las formas 
de un régimen representativo, sin perjuicio de renunciar de antemano a los 
resultados que comportaría una aplicación sincera del mismo, incluso sobre la 
base del sufragio restringido que corresponde a las concepciones doctrina-
rias”345. O el propio Sánchez Agesta que va más allá, calificando a estos procesos 
“farsas electorales”, al considerar que “ la corrupción del sufragio hace que éste 
se pronuncie siempre, casi sin excepción, a favor del grupo del partido que 
dirige la elección desde el ministerio”346. 
 
Otros autores han ahondado en la clara limitación del derecho al voto en las 
elecciones celebradas en el bienio 1834-1836; por ejemplo, I. Burdiel explicó 
“En términos cualitativos, el derecho al voto se reservaba casi exclusivamente a 
los mayores contribuyentes de cada partido judicial, con la única relativa 
novedad de que la categoría de mayor contribuyente se aplicaba también a 
aquellos procedentes de la industria y del comercio y no solo de la propiedad 
territorial”347. Precisamente por ese carácter restringido las elecciones se 
desarrollaron en un clima de cierta indiferencia social expresado por otros 
estudiosos de la época: “El escaso eco que mereció a la prensa madrileña la 
publicación de la convocatoria y la ausencia de información sobre el tema 
durante las semanas que precedieron a las votaciones, podría muy bien inter-
pretarse como una prueba fehaciente del desinterés que dicho proceso generaba 
en la opinión pública , a quien, por cierto, no le sobraban razones para dirigir su 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  345	  Tomás y Valiente, F., “La Constitución de 1978 y la historia del constitucionalismo español”,  
en Anuario de Historia del Derecho, t.50 (1980), pág. 735.	  
346 Sánchez Agestá, L., Op. cit., pág. 150. 
347 Burdiel, I., La política de los notables (1834-1836), Valencia 1987, pág. 53. 
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atención a cualquiera de los gravísimos problemas que en aquellos momentos 
atenzaban al país…”348  
 
En este mismo sentido ha profundizado E. Aguilar Gavilán al afirmar que “el 
sesgo democratizante que propiciaba la legislación gaditana prácticamente 
desapareció en el Decreto del 20-V, a la hora de definir el volumen de 
ciudadanos con derecho a voto…”349, lo que justificó, de alguna manera, el 
desinterés de la población y la prensa de la época por estas elecciones quienes  
estaban centrados en “los gravísimos problemas que en aquellos momentos 
atenazaban al país…”350. 
 
Otro trabajo interesante, que ahonda en este mismo tema es el de G. Gómez 
Urdáñez que consideró la escasa representación de estas primeras elecciones:  
“Celebradas las elecciones en el mes de junio, menos de mil individuos 
resultaron elegidos procuradores”351…” a partir de los resultados de estas 
elecciones, la tendencia progresista, reivindica una constitución  que disponga 
amplias libertades y una ley electoral que permita la participación política de 
más propietarios”352. 
 
2.2.b. Requisitos de elegibilidad de los procuradores. 	  
2.2.b.1.  Procurador versus Diputado. 	  
Es importante precisar la razón por la que se adoptó la denominación de 
procurador en lugar de la de diputado, que fue la utilizada en la Constitución de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
348Aguilar Gavilán, E., Vida política y procesos electorales en la Córdoba isabelina (1834-1868), 
Córdoba 1991, pág.31. Véase sobre primeras elecciones del Estatuto Real:  Caballero Domínguez, 
M., “Las primeras Cortes del Estatuto Real: la representación soriana en el Estamento de 
Procuradores”, en Antiguo Régimen y liberalismo: homenaje a Miguel Artola, vol. 2, Madrid 
1994, págs. 413-420; Vivero Mogo, P., As primeras eleccións do Estatuto Real na provincia de 
Lugo, Santiago de Compostela, 2001.  349	  Aguilar Gavilán, E., Op. cit., pág. 31. 350	  Ídem, pág. 31. 351	  Gómez Urdáñez, G., Salustiano Olózaga. Élites políticas en el liberalismo español (1805-
1843), Universidad de La Rioja, pág. 121. 
352 Ídem, pág. 122.	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1812. En un primer momento se incluyó en el Estatuto sin ningún tipo de 
discusión la denominación de procurador, pero posteriormente se planteó sobre 
este tema un intenso debate en el Estamento de Procuradores a raíz de la 
discusión sobre el proyecto de ley electoral. Hubo diversas intervenciones a 
favor y en contra del uso de ambas denominaciones. Así, por ejemplo el 
Marqués de Torremejía consideró que era más adecuada la palabra procurador 
por derivar del latín pro curatore que “expresa las funciones de administración, 
defensa y amparo de los bienes del pupilo”353, en vez de la de diputado, que 
necesitaba de otra palabra para completarse. El Marqués de Torremejía justificó 
también el uso de la palabra procurador por ser el modo en el que en las Cortes 
antiguas se denominaba a los representantes del pueblo. Otros, como Alcalá 
Galiano preferieron la utilización de la palabra diputado, también enraizada en 
la historia, pero en este caso en una historia más cercana a ese momento y 
vinculada a la libertad y los derechos: “teniendo en cuenta la Comisión que la 
voz de procurador está usada en España para designar una profesión, y la voz de 
diputado se ha circunscrito a los enviados por el pueblo para representar la 
Nación. Esta le adoptó con preferencia al otro, y la costumbre, o acaso el 
prestigio que conserva, hace que alterne con el que le ha dado otra ley 
posterior”354. Samponts aportó argumentos prácticos alejados de cuestiones 
semánticas o filosóficas, y prefirió que se siguiera utilizando la palabra procu-
rador porque hacía referencia a un cuerpo ya constituido anteriormente. O 
Ferrero, que se acercó a la postura de Alcalá Galiano y consideró que era más 
acorde con el espíritu del momento la adopción de la denominación de 
diputado: “Los Procuradores de las Cortes antiguas traían un nombre adecuado 
a su verdadero carácter, pues eran apoderados de una corporación municipal 
para cosas determinadas; el nombre de diputado es como enviado por la 
Nación; pero si nos atenemos al lenguaje moderno esta palabra de Diputado se 
halla más admitida”355. Martínez de la Rosa tenía preferencia por el uso de la 
palabra procurador por considerarla con mayor arraigo en la historia de España, 
minimizando la relación de la denominación diputado-representante de la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
353 D. S.  Procuradores. 2ª Legislatura, sesión nº 34 de 13 de enero de 1836, pág. 392.  
354 D. S.  Procuradores, pág. 393. 
355 D. S.  Procuradores, pág. 396. 
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nación de la época gaditana, al considerar que no fue el nombre “el que les dio la 
gloria; sus hechos, sus actos fueron los que ensalzaron sus nombres…”356. La 
resolución final fue el mantenimiento de la palabra procurador. Si bien en el 
decreto del 24 de mayo de 1836 se utilizó ya la palabra diputado y 
posteriormente en la Constitución de 1837 también. 
 
2.2.b.2. Requisitos 	  
Centrándonos en los requisitos exigidos para ser procurador también 
podemos constatar variaciones en los proyectos de Estatuto previos a la 
redacción final.  
 
En el art. 14 del Estatuto Real para ser elegible como procurador se 
exigían una serie de requisitos: ser español o hijo de padres españoles, esta 
exigencia no apareció en el primer borrador propuesto por el Ministerio y se 
introdujo tras la sugerencia del Consejo de Gobierno, porque era necesario dejar 
clara la imposibilidad de ser elegido como tal a extranjeros residentes en España 
aunque tuvieran bienes. Otro requisito fue tener treinta años cumplidos,  
exigencia que no se modificó en ninguno de los borradores previos y se mantuvo 
en la redacción final.  
 
 Sobre el requisito de estar en posesión de una renta anual propia de doce 
mil reales, en el proyecto del Ministerio no se determinó la cantidad exacta, solo 
se hizo una referencia explícita a que fuera el doble de lo exigido a propietarios, 
colonos y comerciantes y en el dictamen del Consejo de Gobierno se 
propusieron 8.000 reales de renta. La correcta justificación de la renta fue 
determinante, y en este sentido en la Exposición Preliminar del Estatuto se 
indicó que era imprescindible para poder ejercer de procurador. Planteamiento 
absolutamente lógico, dado que los procuradores debían residir lejos de su 
domicilio habitual durante el período de tiempo en el que sirvieran a los 
intereses de la nación en el Estamento de Procuradores y al carecer de dietas 	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oficiales debían poseer un cierto nivel de renta que les permitiera subsistir 
adecuadamente. De la gratuidad del cargo de procurador nada indica el Estatuto 
Real aunque en su Exposición Preliminar se justifica la exigencia de la renta 
requerida por este motivo; tampoco se indicó nada en el Decreto del 20 de mayo 
de 1834 y finalmente se recogió expresamente la gratuidad del cargo en el 
decreto del 24 de mayo de 1836 que se expresó en los siguientes términos: “El 
encargo de Diputado a Cortes es gratuito y enteramente voluntario, y podrá 
renunciarse aun después de aceptado y empezado a ejercer”. 
 
La exigencia del artículo 14 de poseer una renta anual mínima provocó 
numerosos debates en los momentos del análisis de los poderes en las 
Comisiones que se crearon, a tal efecto, en las distintas legislaturas. Algunos 
procuradores fueron excluidos por no cumplir este requisito. Tomás Villarroya 
apuntó dos casos especiales vinculados al análisis de los poderes: el de Argüelles 
y el de Alcalá Galiano. Así, Alcalá Galiano consiguió este requisito por la 
adquisición de una finca comprada con posterioridad a su elección y gracias a la 
propuesta de Caballero de considerar que la renta no se precisaba para ser 
elegido sino para actuar como procurador, lo que exigía el juramento previo. O 
Argüelles que ingresó en el Estamento gracias a que sus electores, con ante-
rioridad a su nombramiento, otorgaron en escritura pública una renta a su favor 
de doce mil reales. Por otro lado, la situación debía ser común: Pacheco en su 
obra denunció la práctica frecuente de este tipo de fraudes expresándose en los 
siguientes términos: ”La ley electoral del Estatuto exigía para ser diputado una 
renta de doce mil reales. Pues bien: quizá la décima parte de los individuos que 
componían la Cámara carecían completamente de la renta”357. El fundamento 
de esta exigencia económica era exigir una garantía de independencia 
económica a los procuradores. Más tarde, en el art. 44 del decreto electoral de 
1836, se limitaron estas exigencias económicas a la posesión de una renta propia 
de 9.000 reales anuales o pagar 500 reales de contribución directa. 
Considerando a efectos de cómputo de las cantidades exigidas la posi-bilidad de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
357 Pacheco, J.F., Lecciones de Derecho político constitucional, pronunciadas en el Ateneo de 
Madrid, Madrid 1845, Tomo I, pág. 246. 
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tener en cuenta los bienes procedentes de esposa e hijos, las pen-siones de 
jubilación de los funcionarios…Difiere el Estatuto en este punto de la 
Constitución de Cádiz que en su artículo 102 recoge expresamente, aun sin 
determinar la cuantía, el derecho de los diputados nacionales a recibir dietas, y 
el de los diputados de ultramar a recibirlas, incluyendo, en estos casos además, 
los gastos de viaje de ida y vuelta.  
 
Otro requisito se centraba en la exigencia de haber nacido en la provincia 
que se representaba o haber residido en ella los dos últimos años o poseer un 
propiedad rústica o urbana que produjera la mitad de la renta que se exigía para 
ser procurador. Este punto también sufrió modificaciones en los proyectos de 
Estatuto iniciales: en el Proyecto del Ministerio no se exigió que produjera un 
mínimo de renta la propiedad rústica o urbana que se poseía pero en el 
dictamen del Consejo de Gobierno se introdujo la exigencia de la renta que 
luego se recogería en la redacción definitiva del artículo 14 por entender que no 
era adecuado que la mera posesión de un predio rústico o urbano diera la llave 
de la elegibilidad como procurador de una provincia. 
 
 Si una misma persona era elegida por dos provincias tenía la opción de 
elegir una de ellas, este punto también sufrió modificaciones, así en el Proyecto 
del Ministerio si alguien era elegido procurador por varias provincias se esta-
blecía un orden de prelación y se daba preferencia en primer lugar a la provincia 
en la que el procurador hubiera estado avecindado; en segundo lugar en la pro-
vincia en la que tuviera mayor renta y, por último, en la provincia de su natura-
leza, ya en el dictamen del Consejo de Gobierno se optó por la solución que 
finalmente quedó reflejada en el Estatuto y es que fuera la voluntad del elegido 
la que determinara elección de la provincia utilizando el siguiente razo-
namiento: “Pues regularmente se prefiere en estos casos la representación del 
país a que se tiene más apego, mayor conocimiento de su localidad, o en el que 
se goza de una opinión más extendida…”358.  
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En el art. 35 del Real Decreto de 20 de mayo de 1834 se mencionan 
expresamente los requisitos para ser procurador que coinciden con los descritos 
en el art. 14 del Estatuto Real. En el decreto anterior se incluyen también las 
distintos documentos que deben presentarse para justificar la renta anual 
requerida. Difiere la descripción de las calidades exigidas para ser diputado en 
el Decreto del 24 de mayo del 36 en el que ya se habló de diputado y de 
procurador de manera indistinta. Las diferencias fueron numerosas, la 
exigencia de tener 25 años cumplidos en vez de 30; ser español y de estado 
seglar, se recoge de modo expreso esta condición, que ni en el anterior decreto 
ni en el Estatuto se mencionaba; otro requisito novedoso: ser cabeza de familia 
con casa abierta y, por último, la renta exigida también es inferior respecto a la 
normativa anterior en el último decreto la exigencia de renta se limitó a 9000 
reales anuales. Los requisitos de elegibilidad se endurecieron respecto a la 
Constitución de 1812, en la que se exigía ser ciudadano en el ejercicio de sus 
derechos, mayor de 25 años y haber nacido o residido en la provincia al menos 7 
años. Cuando en Cádiz se planteó la exigencia de una renta no se llegó a exigir 
una cantidad determinada simplemente se dispuso: “tener una renta anual 
proporcionada, procedente de bienes propios” (artículo 92).  
 
 En relación con la capacidad para ser procurador se excluía de manera 
expresa la posibilidad de serlo en el artículo 15 del Estatuto Real a personas 
incursas en una serie de situaciones: los procesados criminalmente; los con-
denados por un tribunal a pena infamatoria; los que tuvieran alguna inca-
pacidad física, notoria y de naturaleza perpetua; los comerciantes declarados en 
quiebra o que hubieren suspendido pagos; los propietarios que tuvieren inter-
venidos sus bienes y los deudores a fondos públicos como segundos contri-
buyentes (art.15).  
 
No se hizo referencia ni en el Estatuto Real ni en el Real Decreto de 20 de 
mayo de 1834 a la incompatibilidad de los funcionarios públicos para acceder a 
la condición de procurador. En la Constitución de Cádiz estas situaciones de 
inelegibilidad estaban expresamente recogidas en los artículos 95, 96 y 97. 
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Quedaban excluidos para ser elegibles como diputados los Secretarios de 
Despacho, los Consejeros de Estado y los que sirven empleos en la Casa Real. 
Tampoco lo podían ser los extranjeros (aunque hubieran obtenido carta de 
ciudadanía) y ningún empleado público nombrado por el Gobierno por aquella 
provincia en la que ejerciese su cargo. Se aprecian diferencias con el Estatuto 
Real en el que las causas de incapacidad son tasadas y eran más bien de índole 
estrictamente jurídico, no pronunciándose sobre las incompatibilidades por 
razón del cargo, que fueron explicitadas posteriormente en el decreto electoral 
de 1836. 
 
 El sistema de incompatibilidades establecido en Cádiz fue el claro reflejo 
de querer mantener una separación estricta de poderes. A diferencia de ello, la 
postura mantenida en el Estatuto Real y en el Real Decreto de 20 de mayo de 
1834 permitió el acceso a la condición de procurador de gran cantidad de 
funcionarios públicos. No obstante, la inquietud ante la posible falta de 
independencia de los nombrados frente al Gobierno de turno, se plasmó en las 
limitaciones que posteriormente se recogieron en los diversos decretos 
electorales y adquirió rango legal en el decreto electoral del 24 de mayo de 1836 
que en su artículo 52 estableció: “El diputado que admita pensión del Gobierno, 
o empleo o comisión de nombramiento y a sueldo del mismo, no siendo ascenso 
de rigurosa escala en su respectiva carrera, se entiende que hace dimisión del 
cargo de diputado; pero podrá ser reelegido en la misma provincia o en 
cualquier otra”. De modo claro este artículo se complementó con el art. 49, en el 
que se dispuso la imposibilidad de ser elegidos como diputados “por las 
provincias en que ejerzan su mando los gobernadores civiles, los intendentes, 
los regentes de las audiencias y los capitanes y comandantes generales”. 
 
2.2.b.3. Duración del mandato parlamentario 	  
En relación con la duración del mandato parlamentario, los poderes eran 
la legitimación necesaria en su actuación como procuradores y la duración 
máxima de los mismos era tres años, salvo disolución anterior de las Cortes por 
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el Rey (arts. 16 y 17). El Reglamento de las Cortes determinaba las reglas 
necesarias en la presentación y examen de los poderes. Una vez que dichos 
poderes eran aprobados, se seleccionaban cinco procuradores para que el Rey 
designara dos que habrían de ejercer los cargos de Presidente y Vicepresidente. 
Ambos cargos cesarían en sus funciones en los supuestos de suspensión o 
disolución de las Cortes (arts. 20, 21 y 22). 
 
Los nombrados procuradores en un período electoral podían ser 
reelegidos si mantenían los requisitos exigidos en las leyes (art.18). En este 
sentido, se aprecia una clara diferencia con la Constitución de Cádiz, que en su 
artículo 110 dispuso la imposibilidad de ser reelegidos si no mediaba otra 
diputación. La Exposición Preliminar al Estatuto Real justificaba este criterio de 
reelección en las siguientes razones: “No se debe poner limitación ni coto a la 
facultad de reelegir a los mismos Procuradores: ya porque no es justo restringir 
sin motivo la libre voluntad de los pueblos, ya porque la experiencia ha 
acreditado, en diversos tiempos y naciones, que es poco prudente privarse de 
sujetos de acreditada suficiencia, exponiendo además al Estado a una crisis 
grave y peligrosa, cada vez que se renueve el estamento popular”359. 
 
2.2.b.4. Facultades del Estamento de Procuradores 	  
- Facultades legislativas 
 
Carecen de iniciativa legislativa pero se les reconoce el derecho a 
presentar peticiones sometidas, eso sí, a ciertos requisitos que ya indicamos al 
abordar este mismo tema en el Estamento de Próceres. Todo ello utilizando 
como fundamento el pasado histórico tal y como se indicó en la Exposición 
Preliminar del Estatuto. Sin embargo, este reconocimiento no se produjo en el 
primer proyecto presentado por el Ministerio en el que se hizo referencia a la 
ausencia de iniciativa legislativa de las Cortes en el artículo 8 de las 
“Disposiciones Generales”, en el que se reconocía expresamente que las Cortes 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
359 Exposición Preliminar al Estatuto Real , citado por Villarroya J. T., Apéndice III, pág. 627.  
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solo podían deliberar sobre aquellos asuntos que se le presentaban a examen en 
virtud de un Decreto Real . En el dictamen del Consejo de Gobierno, este tema 
fue objeto de una propuesta determinante para el reconocimiento del derecho 
de petición en la redacción definitiva del Estatuto. El Consejo de Gobierno 
estuvo de acuerdo con el planteamiento general de no reconocer la iniciativa 
legislativa pero apoyó la idea de que las Cortes debían conservar la capacidad de 
presentar peticiones y lo hizo en los siguientes términos: “Las Cortes deben, 
además, deliberar en la forma y modo que previene dicho artículo y conservan la 
facultad que han tenido en España de suplicar o exponer reverentemente a S. M. 
lo que cree conveniente al bien del Reino, quedando a S. M. el derecho de 
concederlo o negarlo o de modificarlo al hacer alguna propuesta de ley a las 
Cortes en vista a su petición”360. La redacción definitiva del Estatuto reconoció 
el derecho de petición en el artículo 32 que fue complementado con el 
procedimiento y requisitos para la presentación de las mismas recogido los 
artículos 128 a 138 del Título XI del Reglamento del Régimen interior del 
Estamento de Procuradores.  
 
No fue esta una idea bien recibida en el propio Estamento de 
Procuradores en el que se levantaron voces discordantes como las del Conde de 
Navas o Argüelles que se expresó en los siguientes términos: “Un Estamento 
que carece de la iniciativa, un Estamento en el que para manifestar su opinión 
aun en los términos más reverentes, cual es una forma de petición, necesitaba 
reunir los pareceres de 12 de sus individuos, confieso que me sorprende. Es una 
traba, un obstáculo…”361 o el propio Alcalá Galiano, que manifestó los 
inconvenientes que se generaban al no poseer el Estamento de Procuradores de 
iniciativa directa362. 
 
La diferencia es bastante evidente respecto al constitucionalismo 
gaditano en el que las Cortes tenían reconocida la iniciativa legislativa en el art. 
131, por el que se reconocieron las facultades de proponer, decretar, interpretar 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
360 Dictamen del Consejo de Gobierno, citado por Villarroya J.T., Op. cit., Apéndice II, pág. 612 
361 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 66 de 20 de octubre de 1834, pág. 573. 
362 D. S. Procuradores, sesión nº 112 de 2 de enero de 1835, pág. 1099. 
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y derogar las leyes en caso necesario. La iniciativa legislativa se reconoció 
expresamente a los diputados en el art. 132 a través de la facultad de proponer 
por escrito y de forma razonada proyectos de ley. 
 
No obstante es importante mencionar que en el período del Estatuto 
Real, tanto en el Estamento de Próceres como en el de Procuradores, se 
ejercieron funciones de deliberación y análisis de los Proyectos de ley, que 
indistintamente se enviaban a uno u otro Estamento; con la excepción de los 
relacionados con los presupuestos de gastos y las materias de hacienda y crédito 
público, que se presentaban primero en el Estamento de Procuradores. 
 
Un tema de especial relevancia en  el período del Estatuto Real fueron las 
peticiones que se presentaron a lo largo de las tres legislaturas objeto de 
estudio. El número total de las presentadas en la primera legislatura ascendió a 
53, de acuerdo con el estudio realizado a través de los Diarios de Sesiones del 
Estamento de Procuradores . 
 
Vamos a dividir el estudio de las peticiones en varios apartados que 
incluyen: las peticiones de contenido político; las de contenido económico; las 




a). Peticiones de contenido político 
 
 Se presentaron un total de ocho peticiones de contenido político en las 
tres legislaturas. La más destacable fue la presentada, al comienzo de la 
primera, sobre derechos políticos que supuso la clara expresión de que el 
liberalismo radical no estaba dispuesto a dejar sus antiguas reivindicaciones 
sobre derechos y libertades. Y el hecho de que de modo transitorio aceptaran no 
incluirlas en el Estatuto Real, no implicaba que no continuasen con las 
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reivindicaciones de toda índole hasta su proclamación oficial definitiva, que 
hubo de esperar hasta la Constitución de 1837. 
 
  Por su especial trascendencia y significado destaca la relativa a los derechos 
políticos que pasamos a analizar a continuación con detalle. Esta petición fue 
presentada en la sesión del 28 de agosto de 1834 contenía 12 artículos y fue 
firmada por Antonio González, el Conde de Navas, Fermín Caballero, Telésforo 
de Trueba Cosío, Vicente Cano Manuel y Chacón, Joaquín María López, Agustín 
García de Atocha, Andrés Visedo, José Villanueva, Miguel Chacón, Marcos 
Fernández Blanco, Marcos Marín, José Llanos y Rufino García Carrasco363. 
 
 Fue significativo que la primera petición que se planteó desde el Estamento 
de Procuradores en el ejercicio de la única iniciativa legislativa que de facto 
poseía fuera la petición sobre las libertades y derechos fundamentales. Todo el 
proceso de recuperación de la libertad estaba planteado como un embrión en el 
Estatuto Real. Al texto nunca se le quiso dar carácter constitucional y de ahí la 
ausencia de uno de los elementos básicos que caracteriza esta tipo de normas. 
Pero el objetivo de los integrantes del liberalismo radical del Estamento de 
Procuradores era conseguir, sin demora, la implantación de estos derechos. El 
recién nacido régimen de libertad quedaba incompleto sin su reconocimiento. 
 
  El trasfondo de los asuntos que se debatían en este momento estaba lejos 
de considerar la transitoriedad del recién implantado Estatuto Real. La 
discusión sobre los derechos fundamentales da la pauta de la convicción y del 
compromiso profundo de muchos de los integrantes del Estamento de 
Procuradores con la libertad, aun siendo todos ellos conscientes de la gravedad 
de la situación por la que la nación estaba atravesando. Tanta importancia tenía 
el tema, que en la primera discusión sobre el discurso de contestación del 
Estamento de Procuradores a la Reina ya se planteó la cuestión. En ese 
momento no se materializó la discusión por la presión que suponía el constante 
envite del absolutismo, a través del brazo ejecutor de Carlos Mª Isidro y sus 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
363 D. S. Procuradores, sesión nº 24 de 28 de agosto de 1834, pág.96. 
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apoyos, que eran un peligro real para todos ellos. Estaban dispuestos a 
enfrentarse al oscurantismo con toda la fuerza de sus convicciones pero sin 
acometer, en ese primer momento, el reconocimiento explícito de los derechos 
fundamentales, por considerar la negativa influencia que podrían tener sobre el 
orden público. 
 
 Algunos procuradores, como Trueba, apuntaron que no era suficiente 
tener un régimen representativo para garantizar la libertad dado que era 
necesario reconocer el conjunto de derechos que integra la libertad civil y que 
ello se acometiera cuanto antes sin ningún tipo de temores a posibles 
alteraciones al orden público; sobre todo por ser un bien para la nación y una 
exigencia para poder estar a la altura de otras naciones europeas que los tenían 
reconocidos. Otros, como Villanueva o Falces, aun convencidos de la 
importancia del régimen de libertades, no eran tan proclives a un 
reconocimiento expreso por las circunstancias extremas en las que se debatía la 
nación. Todos los firmantes de la petición la apoyaban sin fisuras: es el caso de 
López, que abogaba por la inmediata implantación y reconocimiento de lo en 
ella contenido con la posibilidad de suspender su aplicación práctica, dada la 
situación en la que se encontraba España. 
 
Las discusiones, tanto la previa, sobre la totalidad de la petición, como la 
posterior del articulado de la misma, fueron intensas. Todos defendían la 
importancia de su contenido pero algunos eran más proclives a favorecer su 
reconocimiento directo que otros. Se esgrimieron diversos argumentos en 
contra de la misma, por ejemplo que España no estaba lo suficientemente 
preparada para ello. Contra ese argumento el procurador Caballero manifestó: 
“¿Por qué ahora, después de veintidós años, en que tanto hemos adelantado, se 
quiere decir que no estamos en disposición de recibirlas? Por otra parte, nuestro 
propio honor, el decoro nacional, ¿no exigen que no seamos nosotros mismos 
los que confesemos que la nación española es la más atrasada de Europa?”364. O 
bien que el estado de guerra en el que se encontraba la nación no era el más 	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adecuado, a lo que el mismo procurador argumentó: “Cabalmente yo creo que si 
dejamos pasar esta coyuntura, en muchos años no tendrá España otra tan feliz 
para aprovecharse de ella: el establecimiento de bases y principios que deben 
regir un buen Gobierno se ha hecho siempre en tiempo de alguna agitación, 
porque entonces es cuando se conoce la necesidad de hacerlo”365. Otros 
procuradores, como Santafé, cuestionaban que la materia planteada tuviera 
naturaleza de ley fundamental. 
 
La petición planteó la defensa de doce derechos fundamentales que 
suscitaron distinta controversia. 
 
El primero de ellos se refirió a la protección legal de la libertad individual 
y en una segunda redacción fue aprobado por 95 votos a favor, 2 en contra y 4 
abstenciones. Su redacción definitiva fue “las leyes protegen y aseguran la 
libertad individual”. Este principio fue inicialmente redactado de modo 
diferente “La libertad individual es protegida y garantizada: por consecuencia 
ningun español puede ser obligado a hacer lo que la ley no ordena”366.  
 
Desde la posición de desdén con la que el Gobierno contempló esta 
petición, el Secretario de Hacienda opinó que no se podía atribuir a la libertad 
en sí mal alguno y que cualquier hecho histórico que se utilizara para justificarlo 
carecía de fundamento, dado que el auténtico problema se generaba por el 
abuso de la libertad “los defensores de la libertad, llevados por un exceso de 
celo, arrastrados por las pasiones humanas, pueden ser tan funestos a la causa 
que defienden como sus más acérrimos enemigos”367. Desde la línea del 
Estamento de Procuradores algunos, como González, defendieron que con este 
primer principio se pretendía disponer de una garantía para el ciudadano frente 
a la autoridad “cuando se dice que ningún español debe hacer lo que la ley no 
ordena, se pone una barrera entre el ciudadano y la autoridad para que ésta no 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
365 Ibídem. 366	  D. S. Procuradores, sesión nº 29 de 2 de septiembre de 1834, pág. 147. 367	  Ídem, pág. 148.	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ataque a los inocentes no se sobreponga a las leyes”368, otros, como Díez 
González pusieron el acento en que la aceptación de este principio implicaba 
“un amparo a las personas, para que al usar de este derecho inherente a ellas no 
se choquen mutuamente”369. 
 
Mucho más controvertida fue la discusión relativa al art. 2 de la petición 
relacionada con la libertad de imprenta sin censura previa. Para poder 
comprender esta discusión, es necesario conocer cuál fue la situación de la 
libertad de imprenta heredada de los períodos anteriores. 
 
La previa situación gaditana partía de una declaración explícita recogida 
en el art 371 de la Constitución 1812 en el que se proclamaba: “Todos los 
españoles tienen libertad de escribir, imprimir y publicar sus ideas políticas sin 
necesidad de licencia, revisión o aprobación alguna anterior a la publicación 
bajo las restricciones y responsabilidad que establezcan las leyes”. Este artículo 
sancionaba constitucionalmente una libertad de imprenta sin censura previa en 
materias políticas, aunque en materia religiosa se mantuvo dicha censura. Con 
la vuelta de Fernando VII,  y a través del Real Decreto de 4 de mayo de 1814 se 
restableció el sistema en vigor del Antiguo Régimen. Y en el Trienio Liberal se 
replanteó la libertad de imprenta en un sentido aperturista, restableciendo el 
sistema de la Constitución de 1812, que fue utilizado como base para reformarla 
y ampliarla. La iniciativa se reflejó en la Ley de 22 de octubre de 1820, por la 
que se amplió el campo temático de la libertad de imprenta ciñendo la censura 
de los textos religiosos a los “Escritos que versen sobre la Sagrada Escritura y 
sobre los dogmas de nuestra santa religión”, lo que tal y como indica Marcuello 
“liberaba de la censura los escritos sobre aspectos temporales de la Iglesia”370. 
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  Ídem,	  pág.	  147.	  369	  Ídem, pág. 153. 
370  Véase: Marcuello Benedicto, J.I., “La libertad de imprenta y su marco legal en la España 
liberal”, en Ayer, nº 34  (1999), págs. 65-91. Cita en pág. 69. Véase también: Pérez Núñez, J., “El 
control gubernativo de la prensa madrileña durante la monarquía del estatuto Real”, en Trienio: 
Ilustración y liberalismo, nº 53 (2009), págs. 167-198. 
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Posteriormente, el moderantismo en el período de la Regencia de Mª 
Cristina reguló  este tema a través de dos normas legales: el Real Decreto de 4 
de enero de 1834, que fue una de las importantes reformas que realizó Javier de 
Burgos e implicó la modificación del sistema de impresión, publicación y 
circulación de libros pero manteniendo la censura previa, y el complemento 
representado por la Real Orden de 1 de junio de 1834, en el que se recogió que 
“no podrá publicarse periódico alguno como no sea técnico o trate, únicamente, 
de arte, ciencias naturales o literatura sin expresa Real licencia expedida por el 
ministerio de lo interior, de acuerdo con los prevenido en el artículo 22 del Real 
Decreto”371.  
 
Respecto al primero de los Reales decretos, se estructuró en 6 títulos con 
un total de 56 artículos y planteó una serie de reformas que afectaron a los 
siguientes temas: 
 
1. Impresión de libros. Se declararon libres de censura los libros de las 
siguientes áreas de conocimiento: oficios mecánicos y artes; literatura; 
matemáticas; astronomía; navegación; agricultura; comercio; geografía; materia 
militar; botánica; medicina; cirugía; anatomía, farmacia, física, química, 
mineralogía, zoología, otras ciencias naturales y exactas y materias económicas 
y administrativas. 
 
El mismo criterio se aplicó a las traducciones literales de estos libros y a la 
reimpresión de los mismos o de otros siempre que se hubieran realizado con 
licencia. El criterio básico para considerar exento de censura previa cualquier 
escrito (memorias, reglamentos, ordenanzas, estatutos de colegios, fueros y 
privilegios…), al margen de los indicados expresamente en el párrafo anterior, 
era la no inclusión en los mismos “de doctrinas impías, anticatólicas, inmorales, 
sediciosas y subversivas, contrarias a las regalías de la corona y leyes 
fundamentales del Estado”, porque su inclusión implicaba procesamiento y 
castigo de los responsables. Por el contrario, algunas áreas de conocimiento 	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eran sometidas de modo expreso a censura previa y licencia, y ello afectó a las 
obras relacionadas con la religión, y las materias sagradas y eclesiásticas, así 
como a las obras que trataban de moral, política y gobierno. También fueron 
sometidas a censura previa las obras de geología, de historia y viajes; las 
novelas, poesías, composiciones dramáticas y los periódicos que no fueran 
técnicos. ¿Qué razón podría aducirse para someterlas a censura? Los  motivos 
parecen claros, podrían plantearse a través de ellas principios o incluso 
conocimientos que chocaran frontalmente con la moral, la política, el gobierno o 
la religión. 
 
Otro grupo de obras requerían para su reimpresión el consentimiento de la 
Reina y esto afectaba, sobre todo, a los que tenían relación con la figura de la 
Reina o su Familia; las que se relacionaban con materias de Estado; tratados de 
paz, negociaciones y convenios con otras naciones (arts. 1 al 10 del Reglamento). 
 
2. Estructura de la censura. Integrado por un número permanente de 
censores que eran especialistas en distintas materias, nombradas por la Reina a 
propuesta de los subdelegados de fomento. Desde el Ministerio de Fomento se 
proponía a la Reina un número de censores eclesiásticos y seculares ilustrados 
para las distintas provincias. Existía una penalización para aquel censor que 
aprobara una obra que fuera contraria a las buenas costumbres o a la fe.  
 
Para los libros religiosos existía un segundo control, dado que se 
sometían también a la autoridad episcopal. Si existía una discrepancia entre el 
censor que examinaba la obra y la autoridad eclesiástica, intervenía el Consejo 
Supremo de Castilla, que daba su parecer. En ningún caso la autoridad 
eclesiástica podía dar la orden de impresión de la obra, que quedaba reservada a 
la potestad civil. No obstante, la censura emitida por el censor era suficiente, 
con tal de que fuere eclesiástico. También se exigía autorización expresa de la 
Reina para la impresión de periódicos que no tuviesen carácter técnico, 
artístico, literario o relacionado con las ciencias de la naturaleza (Titulo II arts 
11 al 22). 
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3. Responsabilidades de autores, impresores y grabadores. El autor de 
obras no sometidas a censura debía poner su nombre en todas las obras de su 
autoría que fueran impresas. También el impresor debía poner su nombre en las 
mismas con la obligación de facilitar la dirección de la imprenta a los 
subdelegados de fomento. 
 
Con carácter previo a la publicación y venta, había que presentar el 
original con una impresión para ser cotejado. Un ejemplar quedaba en la 
subdelegación de imprentas y otro en la Biblioteca Real (Titulo III arts. 23 al 
29). En relación con la propiedad intelectual, los autores eran propietarios de 
sus obras que eran transmitidas a sus herederos durante 10 años. Lo mismo 
ocurría con los traductores que también gozaban de la propiedad de sus 
traducciones. Las traducciones en verso también podían heredarse y las de 
prosa si estaban escritas en lenguas muertas. La impresión de documentos 
inéditos también generaba reconocimiento de la autoría a aquellos que los 
imprimiesen por vez primera y no era posible su reimpresión durante un 
período de 15 años (Título IV arts. 30 al 34). 
 
4. La administración de las imprentas. Eran los subdelegados de 
fomento los encargados de la administración de este ramo de imprentas. Si 
ocurría cualquier controversia judicial los competentes eran los jueces y 
tribunales establecidos por las leyes. Las competencias de los subdelegados de 
fomento en este ramo eran, entre otras, las siguientes: daban curso a las 
solicitudes que se les presen-taban para la impresión y publicación de obras; 
también a las posibles quejas que se les presentaban sobre el entorpecimiento 
de la impresión; la designación de censores imparciales e ilustrados; organizar 
el orden y reparto de las obras sometidas a censura… 
 
Se creó la Inspección General de Imprentas y librerías del Reino, que 
dependía del Ministerio de Fomento, y estaba integrada por tres individuos, uno 
de los cuales había de ser eclesiástico (Título VI arts. 49 al 56). 
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Existió un deseo de recuperar en este terreno la libertad y así se expresó 
ya en las primeras discusiones acontecidas en el Estamento de Procuradores, en 
relación con la contestación al primer discurso de la Corona y en este sentido se 
expresó López: “...lo primero que ha creído que debía hacer presente a S. M. era 
la necesidad de establecer la libertad de imprenta sin previa censura, sin 
examen, sin ninguna restricción que anteceda a la publicación de los escri-
tos”372.  
 En el momento en el que se discutió sobre la libertad de imprenta, 
algunos procuradores, como Belda, Abargues, Alcalá Zamora, Lasanta, Palarea, 
Domecq, Flórez Estrada, o López, partidarios acérrimos de la misma, esgri-
mieron diversos argumentos, entre los que destacaron: considerarla como un 
derecho del ciudadano existente en todas las sociedades civilizadas; como medio 
de sostén para las ideas liberales; un derecho inherente al hombre en sociedad y 
auténtica garantía de la libertad civil; la convicción de que evitaba males 
mayores. Otros, como López Baño o Vega y Río y Ochoa cuestionaban su 
reconocimiento sin censura previa, valorando la experiencia negativa sufrida en 
el Trienio liberal. El propio Martínez de la Rosa se decantó por el grupo de los 
que apoyaban la libertad de imprenta con las restricciones de la censura previa 
igual que el Conde de Toreno. El artículo fue votado y obtuvo 56 votos a favor, 
55 en contra y una abstención. La redacción definitiva del artículo 2 fue la 
siguiente: “Todos los españoles pueden publicar sus pensamientos por la 
imprenta sin previa censura, pero con sujeción a las leyes que reprimen los 
abusos”.  
 
Es importante mencionar, en relación con la libertad de imprenta, que 
uno de los objetivos recogidos en el discurso de apertura de la segunda le-
gislatura se centró en el compromiso de presentar un proyecto de ley sobre el 
tema sin que finalmente se llevase a efecto. 
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 A lo largo de las distintas legislaturas se hizo mención del principio en 
numerosas ocasiones tales como por ejemplo, en uno de los discursos de 
Argüelles, en el que se expresó en los siguientes términos: “Se ha dicho que la 
libertad de imprenta era inoportuna, intempestiva, que se podía convertir en un 
arma contra el Gobierno que defiende los derechos de la nación por los 
enemigos de esta. Semejante argumento tiene fuerza hasta cierto punto. El 
Gobierno podría en la ley que propusiese hacer las limitaciones que creyese 
oportunas, poner las restricciones que considerase convenientes y esto es el 
punto de la dificultad. Con censura previa jamás podrá el Gobierno la verdadera 
opinión pública”373.  
 
Otros procuradores, como el Conde de Navas, cuando se estaba 
discutiendo presupuestariamente los sueldos de los censores difería y se 
expresaba: “Hay varias razones que prueban que los censores pueden subsistir 
en un régimen representativo sin una grande anomalía, y sin dejar indefensos 
los intereses del país”374.  
 
En la segunda legislatura existieron ejemplos de su defensa a ultranza, en 
este caso con mayor énfasis, al haberse asignado en el discurso de apertura de la 
mencionada legislatura como objetivo la promulgación de un proyecto de ley 
sobre libertad de imprenta. En este sentido, procuradores como López 
manifestaron “La ley de libertad de imprenta es la segunda que se nos indica, y 
yo la prestaré todo mi apoyo, porque sé que si no inútiles, están muy expuestas a 
hacerse ilusorias todas las demás garantías cuando no son resguardadas ni 
defendidas en este inexpugnable reducto. Cuando la publicación del pensa-
miento depende, no de la ley, sino de la voluntad varia de la censura, pocas 
veces se publica lo que no halaga al poder…”375. En esta segunda legislatura se 
llegó a elaborar un proyecto de ley de imprenta que no se llegó a discutir y del 
que tenemos constancia porque en los Diarios de Sesiones del 22 al 25 de abril 
de 1836 se menciona el hecho de que sería discutido en la tercera legislatura. Se 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
373 D. S. Procuradores, sesión nº 127 de 21 de enero de 1835, sesión nº 127 pág.1292. 
374 D. S. Procuradores, sesión nº143 de 10 de febrero de 1835, pág. 1500. 
375 D. S. Procuradores. 2ª Legislatura, sesión nº 11 de 2 de diciembre de 1835, págs. 76 y 77. 
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llegó a nombrar una comisión para su estudio e incluso se nombró como decano 
de la misma a Acevedo y como secretario a Olózaga376.  
 
La tercera legislatura fue muy breve, finalizó el 23 de mayo de 1836 
habiendo comenzado el 17 de marzo del mismo año y no dio tiempo a llevar a 
efecto la discusión sobre el mencionado proyecto. Se produjeron, no obstante, a 
finales de mayo dos incidentes relacionados con la libertad de expresión. Uno de 
ellos supuso una vulneración de la censura, que provocó la interpelación de un 
procurador llamado Garnica, que fue presentada al Gobierno al considerar que 
unas desafortunadas declaraciones vertidas contra el anterior gobierno en un 
periódico de corte carlista llamado El Jorobado habían constituido “delito de 
infamación al Estado y al Gobierno anterior y un principio de subversión”377. Y 
la otra, de López, que se derivaba de unas declaraciones del periódico El 
Español en las que se criticaba de manera radical la actuación del Estamento de 
Procuradores llegando al extremo de afirmar: “El Estamento de Procuradores 
está en pugna con el Trono”378, declaraciones que provocaron la absoluta 
indignación de López dado que suponían una calumnia clara contra la 
representación nacional. El presidente del Consejo de Ministros eludió respon-
sabilidades atribuyéndolas al inadecuado funcionamiento de la censura e invo-
cando una pronta discusión sobre la ley de libertad de imprenta. Resulta curioso 
comprobar cómo dos procuradores de corte claramente liberal y defensores a 
ultranza de la libertad de imprenta arremeten contra las opiniones vertidas en 
los mencionados periódicos. 
 
El tercer artículo de la petición rezaba: “Ningún español puede ser 
perseguido, preso arrestado, ni separado de su domicilio, sino en los casos 
previstos por la ley y en la forma que ella prescriba”379. Aunque no suscitó 
excesiva polémica se esgrimieron diversos argumentos a favor, como los de los 
procuradores González y el Conde de Navas, que consideraban necesaria la 	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378 D. S. Procuradores, sesión nº 36 de 18 de mayo de 1836, pág. 469. 
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aprobación del artículo como medio de afianzar las libertades y evitar 
arbitrariedades relacionadas con detenciones ilegales, o el de López, que lo 
entendió importante como un medio para evitar que los jueces pudieran utilizar 
arbitrariamente su poder. También se presentaron argumentos contrarios al 
artículo, como el del procurador Latorre, según el cual no todos los casos podían 
ser previstos por la ley y su autorización supondría imponer limitaciones 
excesivas, o el de Medrano, que lo consideraba redundante por entenderlo 
incluido en el art.1º, y, finalmente, Martínez de la Rosa, para el que era inviable 
por la  situación de guerra en la que se encontraba la nación. Fue aprobado por 
50 votos contra 48. 
 
El cuarto artículo de la petición se redactó en los siguientes términos: “La 
ley no tiene efecto retroactivo; y ningún español será juzgado por Comisiones, 
sino por los tribunales establecidos por ella antes de la perpetración del 
delito”380. Tampoco suscitó excesiva controversia y fue aceptado por el 
Estamento. Hubo algunos procuradores, como Cossío que entendieron que el 
principio de irretroactividad ya estaba reconocido por la ley. Otros se 
manifestaron a favor, entre ellos destacaron González, Torremejía o Domecq 
que estaban de acuerdo con el fondo aunque propusieron ciertas modificaciones 
en la redacción. Para este artículo se aprobó una adición: “lo mismo se 
entenderá en los negocios civiles”, porque se entendió que en su redacción 
originaria hacía mención exclusiva a los delitos penales y no a los asuntos 
civiles. 
 
El artículo quinto hacía referencia a la inviolabilidad domiciliaria y fue 
aprobado sin mayor discusión tras una propuesta de modificación que fue 
aceptada. 
 
El artículo sexto, relativo al reconocimiento del principio de igualdad 
ante la ley para todos los españoles y que protegía, premiaba o castigaba a todos 
por igual, encendió una viva polémica. En este sentido Martínez de la Rosa, por 	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ejemplo, dudó de su contenido dado que era un hecho que las desigualdades 
sociales existían e incluso se aplicaban fueros distintos a procuradores, militares 
y otro colectivos. Finalmente el artículo fue aprobado por partes, la primera de 
ella en los siguientes términos: “Todos los españoles son iguales ante la ley”, fue 
aprobado por 72 votos a favor, 23 en contra y 5 abstenciones. La segunda parte 
fue rechazada. 
 
El artículo séptimo de la petición sufrió modificaciones en su redacción 
originaria y su redacción definitiva: “Los españoles son igualmente admisibles a 
todos los empleos del Estado, y todos deben prestarse con igualdad a las cargas 
del servicio público” que fue aprobado por 97 votos y dos abstenciones. Suscitó 
ligeras controversias que se subsanaron en la nueva redacción. 
 
El artículo octavo, relativo a la igualdad entre todos los españoles de la 
obligación de pago de las contribuciones. La redacción definitiva subsanó las 
objeciones que plantearon algunos procuradores a la redacción original, que 
incluía un principio de proporcionalidad de pago en función de la cuantía de sus 
ingresos. La redacción definitiva fue aprobada en los siguientes términos: 
“Todos los españoles tienen la obligación de pagar las contribuciones votadas 
por las Cortes”. 
 
El artículo noveno fue redactado y aprobado en los siguientes términos: 
“La propiedad es inviolable, y se prohíbe la confiscación de bienes, sin embargo, 
la propiedad está sujeta: 1º. A la obligación de ser cedida al Estado cuando lo 
exigiere algún objeto de utilidad pública, previa siempre la indemnización 
competente a juicio de hombres buenos. 2º. A las penas legalmente impuestas y 
a las condenaciones hechas por sentencia legalmente ejecutoria”. 381 
 
Los artículos 10 y 11 relacionados, en el primer caso, con el respeto de las 
autoridades públicas a la libertad del ciudadano y su responsabilidad con 
arreglo a las leyes y, en el segundo, con la declaración del principio de 	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responsabilidad de los Secretarios de Despacho por infracciones a las leyes.  
Ambos fueron aprobados sin mayor discusión. 
 
Por último, se acometió la discusión del artículo 12, que generó polémica 
y estuvo relacionado con la necesaria organización de la milicia urbana a través 
de una ley. La última de sus redacciones fue: “Habrá una institución de Guardia 
Nacional para la conservación del orden público y defensa de las leyes. Su 
organización será objeto de una ley”382. La aprobación definitiva se produjo por 
103 votos a favor y 1 en contra.  
 
Fue uno de los asuntos incluidos en la petición sobre derechos 
fundamentales que se saldó con un compromiso del Gobierno de preparación de 
una ley, encomendándose la elaboración del proyecto al secretario de despacho 
competente. Todos, procuradores y Gobierno, fueron conscientes de la impar-
tancia de la milicia nacional. La labor que desempeñó para el mantenimiento 
del orden público y el afianzamiento del régimen de libertad fue extraordinaria. 
Sin embargo, algunos procuradores como Ortiz de Velasco dudaron de las 
intenciones reales del Gobierno y realizaron ciertas acusaciones sobre la actitud 
mantenida por el mismo ante la Milicia Nacional, a las que el Secretario de 
Despacho de Gobierno contestó: “¿El Gobierno desaira a la Milicia que el mismo 
ha formado, que está armando y que es la nación misma? El Gobierno quiere 
confiar las armas a los que presenten garantías, pues esta es la base para 
mantener el orden público, para ser el apoyo de las leyes, la defensa del Trono y 
el escudo de la libertad”383. 
 
Finalizada la petición se elevó a S.M. para que fuera tomada en 
consideración, siguiendo el procedimiento establecido en el Estatuto Real  que 
establecía que cualquiera de los Estamentos podía presentarlas unilateralmente 
al Trono. Posteriormente, esas peticiones podían dar lugar o no a un proyecto 
de ley para cuya sanción si se requería la intervención de ambos Estamentos. En 	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este caso, la lucha del liberalismo radical por ver plasmados los derechos 
fundamentales en un texto concluyó con la presentación de una petición que no 
incluía reivindicaciones extremas al haber sido muy consensuada con los 
partidarios del liberalismo moderado. Finalmente, no derivó en la formulación 
de ningún proyecto de ley.  
 
Desde el principio, existió una clara percepción de la necesidad de ver 
reconocidos estos derechos como complemento necesario en un régimen 
representativo. Pero también, este anhelo del liberalismo progresista sufrió las 
consecuencias claras de la situación belicosa que existía en el país. 
Circunstancia que impidió un apoyo claro a su plasmación en una ley. La 
importancia de esta petición residió, en ese momento, en la impronta ideológica 
que supuso y que posteriormente se plasmó en la Constitución de 1837 que sí 
reflejó en su primer título estos derechos. 
 
Pero ¿qué percepción tuvo la prensa de la época de la discusión relativa a 
la petición para el reconocimiento de los derechos fundamentales?  
 
El periódico La Abeja de fecha 2 de septiembre de 1834 criticó tanto a los 
procuradores que habían presentado la petición como a la petición en sí misma. 
Consideró que no era adecuado defender la libertad civil sin tener aprobadas las 
nuevas leyes y procedimientos penales.  
El Eco de Comercio, del 3 de septiembre criticó este punto de vista y 
consideró que aún siendo necesario que el reconocimiento de la libertad civil se 
armonizara con la aprobación del código y procedimientos penales era de todo 
punto de vista inadmisible que se criticase el principio del reconocimiento de la 
mencionada libertad. Apoyó el reconocimiento de estos derechos como regla 
general aunque puntualmente se estableciesen las excepciones necesarias e 
indispensables por el bien general.  
 
El rotativo La Abeja llegó a afirmar que con el apoyo a estas libertades 
algunos procuradores lo que pretendían era “barrenar el Estatuto Real”. 
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Consideraron, además, que la defensa del principio de igualdad ante la ley era 
contraria al propio Estatuto utilizando como ejemplos que los próceres tan solo 
podían ser juzgados por sus iguales lo que planteaba una quiebra del principio 
mencionado.  
 
 El Eco de Comercio de 3 de septiembre de 1834  planteó un enfoque que 
fue más acorde con el resultado final producido en el Estamento de 
Procuradores, que concluyó con la aprobación de la petición sobre los derechos 
políticos después de arduas discusiones hasta llegar a un acuerdo. Se consideró 
que en el fondo del tema -la necesidad del reconocimiento de los derechos 
políticos-, estaban de acuerdo tanto los procuradores como los integrantes del 
Gobierno, si bien la prudencia exigía de éstos un mayor control en el ejercicio de 
los mismos. España estaba en una situación belicosa muy complicada y 
cualquier provocación o exceso podía dar al traste con la libertad y el orden. No 
se quería volver a incurrir en los errores del pasado en los que las actitudes 
extremas en defensa de la libertad habían tenido como resultado el despotismo 
y la anarquía. El periódico defendió la unidad de criterio en vez de una división 
de opiniones que, en el pasado, había sido causa de tantas arbitrariedades. 
 
Cada día, por la importancia del tema debatido, se hacía alusión en El 
Eco de Comercio a los distintos derechos políticos defendidos en el Estamento 
de Procuradores. Así, durante los días 5 y 6 de septiembre de 1834 se hizo 
referencia a la defensa de la libertad de imprenta y la mayoritaria opinión 
favorable a su aprobación sin censura previa. Hubo, no obstante, opiniones 
disidentes de procuradores y del propio Ministerio que insistieron no en su 
oposición a la libertad de imprenta como principio, sino a lo inconveniente de 
su implantación en la situación en la que se encontraba España. El rotativo 
expresó de modo claro la conexión directa que existía entre la libertad de 
imprenta y la instrucción del pueblo invalidando, de este modo, el argumento 
ministerial de que no era el momento adecuado para su implantación. 
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En El Eco del Comercio de fecha 7 de septiembre se recogió la discusión 
sobre el derecho de seguridad individual de los españoles. Los argumentos 
habituales de inoportunidad esgrimidos desde las filas gubernamentales 
chocaban con la defensa de este principio por los firmantes de la petición, muy 
apoyados por la mayoría de los procuradores, que consideraban la necesidad de 
proclamarlo como regla general introduciendo las excepciones que se pudieran 
plantear por el bien del país. Otros argumentos contrarios resaltaban el carácter 
abstracto del principio que carecía de aplicación práctica. Frente a ello, se 
argumentó en el sentido de que los principios que se proclamaban en un código 
político, por fuerza, habían de ser abstractos porque en caso contrario habrían 
de incluir toda la casuística. Además, en el periódico se consideró: “que los 
códigos políticos conservan intactos ciertos principios vitales para la sociedad y 
crea con ellos la necesidad de hacer otras tantas leyes orgánicas en armonía con 
las bases inalterables del pacto fundamental 384 . 
 
Así, sucesivamente, el rotativo se hizo eco de los distintos debates hasta 
finalmente llegar al 11 de septiembre en el que incluyó íntegra la petición y una 
valoración final de la importancia de la misma como un medio de finalizar las 
desconfianzas que se hubiesen suscitado entre las filas de los patriotas liberales 
que habían dudado de la intención del Estamento de Procuradores de asegurar 
este tipo de derechos a los ciudadanos. 
 
Se plantearon también otras peticiones de naturaleza política aunque de 
menor impronta ideológica que la que hemos expresado anteriormente. Entre 
ellas podemos destacar: 
 
1. Petición que planteó el restablecimiento de las relaciones amistosas 
con los nuevos Estados americanos. En la sesión del 9 de diciembre de 1834 el 
Gobierno planteó la posibilidad de que esta petición no se discutiese, porque se 
consideró incompatible con los contactos diplomáticos oficiales que ya se 
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estaban iniciando: “conocerán que la petición presentada, lejos de producir 
ventajas, podría acarrear inconvenientes”385. Existió oficialmente un interés 
máximo en el restablecimiento de estas relaciones, y por ello el Secretario de 
Despacho de Estado defendió: “Tiempo es ya de resolver una cuestión tan 
grande, pendiente por el transcurso de muchos años; pero que ha llegado ya a 
su grado de madurez. Calmadas las pasiones, olvidadas las quejas, sintiéndose 
por una y otra parte las ventajas comunes de una transacción amistosa, el 
interés mismo estrechará los vínculos que forman la identidad del idioma, de 
religión, de costumbres, los hábitos de comercio las relaciones recíprocas, 
tantos y tantos lazos naturales como han de unir con España a las regiones de 
Ultramar, hasta el punto de considerarse como hermanos los hijos de uno y otro 
hemisferio”386 . Ante este argumento el Conde de Navas, González o Alcalá 
Galiano insistieron en que el Reglamento debía ser respetado y si la petición 
planteada contaba con el plácet de dos comisiones debía ser discutida, incluso a 
través de una sesión secreta. La postura del Gobierno en este sentido fue firme, 
ya que consideró que este tema no debía ser debatido en el Estamento hasta 
llegar el momento oportuno, y ese no lo era, porque las negociaciones diplomá-
ticas oficiales estaban comenzando. Finalmente, algunos de los peticionarios, 
como el Marqués de Torremejía, la retiraron al considerar que el objetivo prin-
cipal de la petición era iniciar la reconciliación y abrir relaciones con los Estados 
americanos, y eso, ya se había conseguido a través de las negociaciones que 
había iniciado el Gobierno. 
 
 La petición fue suspendida en la sesión del 9 de diciembre a instancia del 
Gobierno, como hemos tenido la oportunidad de contrastar anteriormente.  
 
Fue  presentada nuevamente el 7 de enero de 1835 firmada por Redondo, 
Siscar, Miranda, Orense, Puig, Martí, Viñals, Trueba, Palarea, Porret, Abargues, 
Caballero, Chacón, Navas, Gándara, Arango, González, Pedraja, Depedro, Villa-
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laz, Serrano, Avarza, Cáceres, Belmonte, López, SanJust, Alcalá Galiano, García 
Carrasco, Flórez Estrada, Istúriz, Montalbo, Ayala y Quintana.  
 
 El 19 de febrero de 1835 se presentó otra sobre el mismo tema que no 
llegó a discutirse. 
 
2.  Otra petición estuvo relacionada con la solicitud  de una inscripción 
nacional para la creación de un monumento que recordara a los españoles la 
fecha del 24 de julio de 1834, en la que la reina Mª Cristina abrió las Cortes y 
sentó las bases de una alianza nacional. 
 
 Fue presentada en la sesión del 29 de agosto de 1834  firmada por: Diego 
González Alonso, Pablo Santafé, Rufino García Carrasco, Francisco Crespo de 
Tejada, Francisco Villalar, Mateo Belmonte, Joaquín Cáceres, José Somoza, 
Manuel Moreno Resejo, Vicente Cano Manuel, Antonio Martí y Cayetano García 
de la Maza. Se discutió el 11 de septiembre y fue retirada por poco adecuada387. 
Y fue lógica su retirada en un momento en el que España se debatía en un 
guerra civil y los problemas de toda índole acuciaban a la nación. 
 
3. Petición relacionada con la solicitud a S.M. de la presentación de un 
proyecto de ley, relacionado con la obligación para los procuradores que 
durante su representación obtuvieran destinos del Gobierno, se sujetaran a 
reelección.   
 
Firmada el 24 de febrero de 1835 por Caballero, Gándara, Navas, Cano 
Manuel, Chacón, Bonco, S. Simón, Ferrer, González y Pizarro, Depedro, Sánchez 
Toscano, Alcalá Zamora, Chacón, Osca, Trueba, Butrón, Quintana, Ortiz de 
Velasco, Calderón de la Barca y García Carrasco. Fue leída el 15 de abril de 1835 
pero no se llegó a discutir388. 
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4.  Otro supuesto de petición se centró en la validación de empleos 
otorgados en la época constitucional, desde el 7 de marzo de 1820 a 30 de 
septiembre de 1823. La petición generó un amplio debate con opiniones 
diversas. Algunos no apoyaban abiertamente la legitimación indiscriminada de 
empleos por entender que dichos destinos no podían ser considerados como 
propiedades, este es el caso del Marqués de Falces que se expresó en los 
siguientes términos “Yo quisiera que cuando se entrase en esta materia, ya que 
se quieren dar unas disposiciones tan generales, se presentaran más datos para 
descender al examen de las misma; porque no sería justo que se devolviesen sus 
destinos a todos como si no hubiera pasado nada”389. 
 
 Otros, como González, consideraron que lo justo era revalidar los 
empleos del mismo modo en el que se revalidaron los empréstitos contraídos en 
esos años.  
 
La posición del Gobierno fue clara: no se oponían al fondo de la cuestión 
pero reconocían la dificultad real de aplicación de esa propuesta en un momento 
de tantas dificultades económicas. 
 
 Fue  presentada en la sesión del 8 de septiembre de 1834 y firmada por 
Chacón, Visedo, Depedro, García Carrasco, López del Baño, Alcalá Zamora, Polo 
Monge, Trueba, García Atocha, Butrón, Belmonte, Álvarez de Sotomayor y 
Mantilla. Fue discutida en varias sesiones y aprobada el 17 de octubre de 1834390  
 
6. Petición relacionada con el destino de una parte de los empleos civiles 
para recompensar, por sus servicios a militares, a los que se iban a retirar. Se 
consideró que era una compensación justa tras el esfuerzo realizado por los 
militares en defensa del Trono.  
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Esta petición tuvo un claro carácter compensatorio a favor de todos 
aquellos militares que por su edad no podían continuar en activo. No se quiso 
plantear como algo que dependiera de la voluntad política de cada momento, 
sino como un premio general, que a la vez no supusiera un gravamen adicional 
en esas circunstancias.  
 
Propusieron, por un lado, conceder la propiedad de los empleos bajo 
determinadas condiciones, considerando la graduación y los años de servicios 
prestados y por otro, asegurar la colocación de cabos, sargentos y oficiales 
reservando para ello 1/3 de los empleos civiles. La propuesta fue bien acogida 
tanto por los procuradores como por el Gobierno porque, con carácter general, 
se consideraba que era una compensación justa tras el esfuerzo realizado por los 
militares en defensa del Trono. 
 
 Carrillo y Medrano consideraron que apoyar esta petición suponía no 
solo un beneficio para la clase militar sino también para la economía, por el 
ahorro que suponía al no tener que pagar pensiones por este concepto. El propio 
Morales entendió que un punto básico para apoyar la petición implicaba la 
valoración de la aptitud a través de los años de servicio prestados.  
 
Desde la posición gubernamental se consideró, no obstante, que aunque 
el fondo de la cuestión era perfectamente admisible, la forma de presentación 
no había sido la adecuada, porque fijar con carácter previo y por ley los puestos 
era una tarea ardua en un colectivo tan variable. 
 
 La petición fue presentada en la sesión del 17 de septiembre de 1834 y 
firmada por Vázquez Moscoso, Meléndez, Domínguez, Rodríguez Vera, Butrón, 
Medrano, Visedo, Carrillo, Hubert, Fernández Blanco, Chacón, Espinardo, 
Toledo, Almodóvar y Alcalá Zamorano. Discutida en varias sesiones, fue 
aprobada el 9 de octubre cambiando los términos iniciales de su presentación y 
extendiendo a los miembros del ejército de tierra y mar (cabos, sargentos y 
oficiales) la reserva de una parte fija de empleos civiles. En la sesión del día 11 
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sufrió una adición relacionada con hacer extensible esta recompensa a los 
integrantes de las milicias provinciales, lo que dio lugar a un decreto del 29 de 
diciembre de 1834391. 
 
7. Sobre la imposición de trabas a los extranjeros para la obtención de 
empleos civiles y militares en España. La justificación de esta petición se basó 
en la consideración de que los empleos públicos debían reservarse para aquellos 
“que estaban identificados con la causa nacional”392 porque constituía una 
garantía de adhesión al Trono y a los intereses de la nación. Aun reconociendo 
la presencia de extranjeros perfectamente integrados en la vida nacional que 
poseían propiedades, era preciso limitar el acceso de los mismos a determinados 
puestos: responsables del ejército, embajadores, miembros del Gobierno, 
miembros de la judicatura, próceres.  
 
La petición fue presentada el 19 de septiembre de 1834 y firmada por el 
Marqués de Torremejía, Acevedo, Riva Herrera, Rodríguez Paterna, Visedo, 
Navas, Caballero, Martínez, Otazu, Someruelos, Pestaña, Puga, Miranda, Mo-
rales, Pizarro, Vázquez Moscoso, Montesa y Adaneros.  Fue aprobada en la 
sesión del 13 de octubre y no tuvo especiales consecuencias393.  
 
8. Por último, voy a considerar dentro de este bloque la petición rela-
cionada con la revisión del Reglamento del Estamento al considerar que el 
impuesto inicialmente por el Gobierno adolecía de muchos defectos. Es una 
petición relacionada con una competencia tradicionalmente vinculada en otras 
Asambleas representativas fuera de España, a las Cámaras. 
 
 En este período en España, la capacidad de decisión de los Estamentos 
sobre las normas internas reguladoras del funcionamiento de los mismos fue 
nula. Mucho se ha discutido sobre esta cuestión, como tendremos oportunidad 
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Cortes. Como anticipo indicaré que estos reglamentos fueron impuestos por 
decreto real a los Estamentos, y que en ningún caso estuvieron negociados con 
los mismos. Era lógico que en el transcurso de las sesiones surgieran 
dificultades de índole práctico que se hacía preciso resolver. Esta es la razón por 
la que se presentó esta petición en la sesión del 26 de agosto de 1834. 
 
 Fue firmada por: Fermín Caballero, Conde de las Navas, Antonio 
González, Miguel Chacón, Telésforo de Trueba Cossío, Rufino García Carrasco, 
Manuel de Pedro, Javier Ulloa, Fernando de Butrón, Pedro Alcalá Zamora, 
Joaquín Cáceres, Francisco Díaz González y Francisco Serrano. 
 
 La petición fue rechazada, modificada y finalmente aprobada en la 
sesión del 20 de octubre de 1834394. La solicitud incluída en la petición 
modificada se centró en que el Estamento pudiera presentar los cambios que el 
Reglamento requería. 
 
 En la sesión final en la que se discutió, Caballero manifestó que las 
reformas del Reglamento eran precisas, pero que al no tener los Estamentos la 
capacidad autonormativa de poder modificarlos no existía otro procedimiento 
que el presentar una petición sobre el tema y que siguiese los cauces legales 
establecidos, para obtener finalmente una sanción real. Argüelles puso de 
manifiesto la necesidad de tomar como referencia otras Asambleas legislativas 
europeas con sistema bicameral, en las que las Cámaras tenían la potestad de 
elaborar los reglamentos que convenía a su naturaleza. Le resultaba chocante 
que en un sistema representativo para este fin se tuviera que recurrir a una 
petición.  
 
La explicación oficial del Gobierno sobre el tema fue que cuando se 
crearon los Reglamentos por decreto, en ningún caso se les consideró como 
definitivos y que se hizo de esa forma porque, en ese momento, existían 
problemas más apremiantes que resolver. En ningún caso el objetivo del 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
394 D. S. Procuradores, sesión nº 66 de 20 de octubre de 1834, pag. 571-582. 
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Gobierno era poner trabas al sistema representativo. Finalmente fue aprobada 
el 20 de octubre de 1834. 
 
El tema de la modificación de los reglamentos volvió a plantearse en la 
tercera legislatura, la primera de sus peticiones estuvo relacionada con la 
modificación del Reglamento en relación con la forma de realizar peticiones al 
Trono y la respuesta de éste.  
 
Esta petición fue firmada por 73 procuradores el 5 de abril de 1836.  
 
Como se verá en el análisis de los Reglamentos del Estatuto, el sistema de 
solicitud de peticiones implicaba la presentación de la petición fundamentada y 
firmada por doce procuradores. Posteriormente, se presentaba al Presidente del 
Estamento que, a través de los secretarios, justificaba su presentación por 
medio de una certificación en la que se mencionaba el objeto de la misma y sus 
firmantes. El procedimiento implicaba, a posteriori, el examen de la petición 
por tres comisiones que decidían si debía ser discutida en público. Cada una 
emitía un dictamen por separado y si al menos dos de ellas estaban a favor de la 
misma el Presidente señalaba un día para su discusión. El día señalado, la 
petición era leída íntegramente por uno de los Secretarios y se daba cuenta de 
los dictámenes emitidos por las comisiones.  
 
  Las nuevas medidas que se propusieron en la petición presentada en la 
tercera legislatura implicaban, en primer lugar, que una vez presentada la 
petición con el apoyo de los 12 procuradores exigidos, se pasara a una comisión 
para su examen, verificado el mismo, se debía señalar un día para su discusión y 
desde ese momento habían de seguir los trámites que se recogían para los 
proyectos de ley en los artículos 92 al 97 del Reglamento en vigor en ese 
momento. En definitiva, se trataba de agilizar y simplificar notablemente el 
procedimiento inicialmente previsto.  
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En segundo lugar, las nuevas medidas implicaban que, aprobada la 
petición por el Estamento y una vez que S.M. tomara conocimiento de ella, se 
exigía una obligatoria respuesta antes de la finalización de la legislatura de las 
Cortes. Todo ello tenía una perfecta justificación si tenemos en cuenta que, de 
acuerdo con los datos que he facilitado anteriormente, algunas de ellas 
quedaron sin respuesta en la primera legislatura.  
 
Para justificar esta petición se puso de manifiesto la falta de operatividad 
del procedimiento recogido en el Reglamento dado que suponía una cortapisa al 
tradicional derecho histórico que se había reconocido a las Cortes de presentar 
peticiones al Rey395. 
 
 Fue elevada al Gobierno sin resultados prácticos, lo cual, era totalmente 
lógico porque las modificaciones que se pretendían introducir suponían, a 
efectos prácticos, tratar la petición bajo idéntico prisma que un proyecto de ley. 
Es decir, algo contrario a la esencia del Estatuto Real en el que, como ya hemos 
analizado, quedaba claro que la iniciativa legislativa era una potestad del poder 
ejecutivo. 
 
Dentro de la tercera legislatura y por su carácter político podemos incluir 
también las siguientes proposiciones. En este caso no podemos utilizar la 
palabra petición porque el mecanismo de presentación de las mismas difirió 
notablemente aunque, por su trascendencia, tal vez podían haber adoptado la 
forma de petición. Quizá la fórmula que se utilizó no era la más adecuada, dada 
la importancia y repercusión de ambas, pero con ello se consiguió una evidente 
inmediatez en la consecución del objetivo perseguido. Podemos distinguir: 
 
   1. Una protesta firmada por varios procuradores en la que se pedía al 
Estamento una declaración solemne relacionada con el cese de las facultades 
extraordinarias que se habían concedido al anterior Gobierno a través del voto 
de confianza. No llegó adoptar una forma de petición, de acuerdo con el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
395 D. S. Procuradores. 3ª Legislatura, sesión nº 19 de 19 de abril de 1836, págs. 215-219. 
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Reglamento del Estamento de Procuradores, sin embargo Fermín Caballero la 
incluyó como tal. En efecto, no fue una petición oficial,  como se puede ver en el 
Diario de Sesiones de 16 de mayo de 1836. 
 
 El Presidente del Estamento planteó la duda de cómo denominar la 
solicitud presentada, y utilizó la palabra exposición. En definitiva, lo que se 
solicitaba era la disolución de las Cortes que no habían aprobado las 
contribuciones y no podían, por tanto, exigirlas, así como la declaración de 
nulidad de todos los empréstitos que se hubieran contratado sin autorización de 
las Cortes.  
 
Detrás de la petición lo que se perseguía era obstaculizar el ejercicio del 
poder del Gobierno dirigido por Istúriz que, de modo cuestionable, había sido 
arrebatado a Mendizábal con el apoyo de la Reina Gobernadora396. 
 
El escrito fue firmado el 16 de mayo de 1836 por 46 procuradores y 
aprobado el mismo día por 96 procuradores contra 12. Este dato evidencia el 
mayoritario apoyo del que gozaba Mendizábal en el Estamento de Procuradores.  
 
2. Otra proposición que se  incluyó en la sesión del 21 de mayo de 1836 
estuvo relacionada directamente con el problema de la retirada de la confianza 
del Estamento de Procuradores a los Secretarios de despacho del gobierno de 
Istúriz. Fermín Caballero también la consideró petición, pero en el Diario de 
Sesiones se la calificó como proposición. 
 
  La presentación de esta proposición hizo evidente la ineludible necesidad 
de gozar de la confianza de las Cortes para el desarrollo de la política del 
Gobierno y, por ende,  fue una expresión del más puro régimen parlamentario. 
Fue firmada por un total de 68 procuradores y obtuvo la aprobación por 78 
votos contra 29 y 13 abstenciones.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
396 D. S. Procuradores, sesión nº 34 del 16 de mayo de 1836, págs. 410-432. 
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  Para completar el anterior analisis de las peticiones y con el objeto de  
profundizar, hemos realizado una serie de cuadros en los que contrastaremos 
las tendencias de los procuradores firmantes; algunos pertenecientes al grupo 
progresista más radical, otros al de tendencia moderada.  
 
  Desde un punto de vista metodológico, para conseguir la información 
precisa para clasificar la tendencia ideológica de los distintos procuradores, he 
utilizado, por un lado, los datos de dos obras de Fermín Caballero: El gobierno 
y las Cortes del Estatuto. Materiales para su historia y Fisonomía natural y 
política de los procuradores en las Cortes de 1834 y 1835. Posteriormente, estos 
datos han sido contrastados con las lecturas que he realizado de los discursos de 
los mismos en los distintos Diarios de Sesiones y finalmente conectados,  con las 
votaciones de algunos de los proyectos de ley y peticiones presentadas a lo largo 
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Tomando como criterio general que en estos primeros momentos algunos 
procuradores no podían incluirse de manera taxativa en uno u otro grupo, es 
posible constatar que las peticiones de índole política más radical estuvieron 
apoyadas por el grupo de procuradores más progresista (petición de derechos 
políticos, petición de la validación de empleos de 1820 a 1823) sin embargo 
aquellas de corte más tradicional estuvieron apoyadas, con mayor firmeza, por 
el grupo de liberales moderados (imposición de trabas a extranjeros para 
obtención de empleos civiles y militares). 
 
De las ocho peticiones incluidas en este bloque también se puede 
verificar la activa participación de ciertos procuradores en la presentación de las 
mismas. En este sentido, a título de ejemplo dentro de la tendencia progresista, 
destacan Caballero, Navas o Trueba  que fueron firmantes de cinco de los ocho 
peticiones o Alcalá Zamora que presentó tres de ellas. En la tendencia 
moderada, Gándara o Rodríguez Paterna que aparecieron como firmantes, cada 
uno, de dos de las ocho peticiones.  
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Es importante destacar también el apoyo masivo que tuvieron tanto la 
protesta del 16 de mayo como la moción de censura que sufrió el gobierno de 
Istúriz el 21 de mayo, ambas en 1836. Las peticiones de contenido político 
analizadas incluían una media de 15 a 20 procuradores firmantes, mientras que 
la trascendencia de los temas enunciados en la última legislatura las llevó a ser 
apoyadas por 46 procuradores, en el primer caso, y por 68 en el último. Bien es 
cierto que todas las peticiones que se presentaron en la primera legislatura 
abordaron temas de trámite y, sin embargo, en las dos últimas se plantearon 
temas de mayor enjundia que llegaron a provocar la disolución de las Cortes. 
 
b). Peticiones de contenido económico 
 
 En relación con las peticiones de índole económico, considero 
especialmente interesante su enumeración aunque sus contenidos sean de una 
aparente intrascendencia, porque constituyeron la demostración de un intento 
progresivo de los Estamentos de ir eliminando resquicios del Antiguo Régimen. 
El transfondo de su presentación fue ir introduciendo un espíritu de libertad y 
justicia de modo paulatino en aquellos ámbitos en los que todavía perduraban 
instituciones e instrumentos utilizados en épocas pasadas, y que era necesario ir 
puliendo, para que las nuevas bases del liberalismo calaran en lo más profundo 
de la sociedad civil. 
 
En las tres legislaturas consideradas se presentaron un total de treinta y 
nueve peticiones de naturaleza económica, que a su vez, podríamos subdividir 
entre las de naturaleza impositiva, que se centraron en la exigencia de cambios 
en distintos tipos de tributos heredados del Antiguo Régimen. En este sentido 
podríamos citar las siguientes: 
 
1. La primera petición incluida en este grupo, se refiere a la solicitud de 
abolición de la merced de amigos que se cobraba en 24 villas del campo de 
Montiel a labradores plebeyos. La presentación de esta petición se justificó en 
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base a una doble premisa: por un lado, lo que se originó como una dádiva de 
naturaleza eclesiástica se acabó convirtiendo en obligatoria, afectando a la 
población más débil, y por otro lado, su recaudación se aplicaba al Hospital de 
Santiago en Toledo, especializado en el tratamiento de la sífilis, lo que pareció a 
los peticionarios una auténtica aberración, al gravarse el esfuerzo de 
campesinos y labradores para atender a pacientes de estas características. La 
razón última de la solicitud de este tipo de peticiones tiene un trasfondo 
anticlerical, coherente con el pensamiento liberal de ir eliminando este tipo de 
prebendas eclesiásticas. Posteriormente analizaremos otras peticiones que 
mantuvieron el mismo criterio favoreciendo la eliminación de situaciones 
injustas de facto que beneficiaban a la Iglesia y que perjudicaban de modo claro 
a las clases más débiles. 
 
 Fue presentada en la sesión del 5 de septiembre de 1834 y firmada por 
Medrano, Ochoa, Vázquez Moscoso, Meléndez, Bendicho, Hubert, Serrano, 
Marqués de Montenuevo, conde de Adanero, San Simón, Fuster y marqués de 
Torremejía. Fue aprobada en la sesión del tres de 3 de octubre 1834397. 
 
2.  Otra de las peticiones se centró en la supresión de la contribución de 
un millón de reales, que pagaba la provincia de Aragón anualmente para la 
construcción del Real Canal. La justificación de esta petición se fundamentó en 
el hecho de que el canal, cuya construcción se inició en tiempos de Carlos III, 
pretendió ser una vía de unión de dos mares y no una mera acequia para el 
riego, es decir, tenía el carácter de obra nacional y no provincial. Si se hubiera 
tratado de una mera acequia para el riego, hubiera estado justificado que el 
pago de su construcción hubiera recaído en Aragón, pues hubiera sido la única 
provincia beneficiada. Sin embargo, se trataba de una obra de mayor 
envergadura y de carácter nacional por lo que no era lógico que todo su coste se 
imputara a Aragón. Otro aspecto que se consideró fue que la imposición de un 
millón de reales resultaba gravosa para el Estado, porque su administración 
estaba mal gestionada. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
397 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 54 de 3 de octubre de 1834, pág. 446. 
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  Fue presentada en la sesión del 19 de septiembre de 1834 y firmada por  
Laborda, Depedro, Ortiz de Velasco, Garay, Caballero, Polo Monge, Navas, Pi-
zarro, Somoza, González, Heredia, Cano Manuel Chacón, Claros, Santafé y 
Campillo. Finalmente, aprobada el 14 de octubre por votación nominal por 68 
votos contra 10 y 11 abstenciones. El Gobierno la tomó en consideración398. 
 
3.  La tercera de las peticiones se relacionó con la exoneración a la 
provincia de Valencia del pago del diezmo de la uva moscatel y planta que se 
hace pasa. Es otra de las peticiones de naturaleza económica que también 
supusieron la eliminación de un privilegio que había favorecido a la Iglesia.  
 
El pago de los diezmos iba dirigido a sustentar obras de la Iglesia. El 
legislador de este momento imbuido de un espíritu liberal, fue totalmente 
contrario a gravar a los labradores y personas humildes con diezmos, que 
favorecían el incremento de la riqueza de una clase privilegiada. Para el 
legislador del momento, fue una necesidad real ayudar al más débil, eliminando 
este tipo de cargas e influido por ese mismo espíritu, favorecer a la agricultura 
suprimiendo trabas: “En suma, se trata únicamente de si una corporación 
respetable, por cierto, pero rica y suficientemente abastada de lo necesario, debe 
o no mejorar de condición y aumentar sus intereses y rentas a costa del pobre 
labrador, y en notorio perjuicio de la agricultura, fuente principal de la riqueza 
pública y de la prosperidad de un Estado”399.  
 
Fue presentada el 8 de octubre de 1834 y firmada por Almodóvar, 
Abargues, Osca, Visedo, Ruiz Carrión, Fuster, Cuevas, García Atocha, Ciscar, 
Tosquella, Subercase, García Carrasco, Miguel Polo, Belda, Pizarro, Bendicho, 
Mantilla y Cano Manuel Chacón. Fue aprobada el 30 de octubre y no tuvo 
incidencia posterior400. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
398 D. S. Procuradores, sesión nº 62 del 14 de octubre de 1834, págs. 520-523. 
399 D. S. Procuradores, sesión nº 70 del 30 de ocubre de 1834, pág. 614. 
400 D. S. Procuradores, págs. 612-616. 
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  4. En la línea de las anteriores, la cuarta petición vinculada a la exención  
impositiva se fundamentó en la supresión de la contribución de tres cuartos de 
real por arroba de pasa que pagaba la provincia de Málaga con destino a la obra 
del Teatro de Oriente de Madrid. La justificación de esta petición se centró en la 
naturaleza injusta de la misma y nuevamente, en la inexistencia de un beneficio 
real para la provincia de Málaga. 
 
 Fue presentada en la sesión del 3 de noviembre de 1834 y firmada por  
Domínguez, Chacón, Navas, Bendicho, Osca, Mantilla, Carrillo, Hubert, 
Rodríguez Paterna, Alcalá Zamora, Bonet, Alcántara Navarro, Palarea y Galwey.  
 
Esta petición fue suspendida porque estaba próxima la discusión de los 
presupuestos, y el Secretario de Despacho de Hacienda no quiso entrar en su 
discusión porque entre las propuestas del presupuesto estaban previstas 
medidas que implicaban la supresión o transformación de los arbitrios 
destinados al teatro de Oriente401. 
 
5. La quinta petición de este grupo se centró en la supresión del diezmo 
que se pagaba en aceite elaborado, en el Ajafarache de Sevilla. Los peticionarios 
lo consideraban una traba para el desarrollo de la agricultura, y solicitaban que 
los propietarios de olivares en Ajarafe y otros pueblos de Sevilla pudieran pagar 
a la Real Hacienda el diezmo en lo sucesivo sobre el fruto de la aceituna.  
 
Es esta otra de las peticiones de naturaleza económica que pretendieron 
eliminar obstáculos para el libre desarrollo de la agricultura. Sin embargo, en 
este caso, el Secretario de Despacho de Hacienda consideró que esta petición 
suponía remover una renta de la Real Hacienda y el criterio dominante era que 
una supresión de esta naturaleza implicaba su sustitución por otra, para no 
perjudicar las rentas del Estado. Se calculó que el ingreso suponía 40.000 reales 
al año y en vez de ser cobrado por el Cabildo de Sevilla lo era por la Real 
Hacienda. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
401 D. S. Procuradores, sesión nº 88 de 26 de noviembre de 1834, págs. 813-814. 
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La petición fue presentada el 21 de octubre de 1834 por  Ulloa, López del 
Baño, Marin Venegas, González Pérez, Clarós, Pizarro, Sánchez Toscano, López 
de Pedrajas, Conde de las Navas, Álvarez de Sotomayor, José Antonio de Agreda 
y Andrés Visedo. En la sesión del 26 de noviembre fue rechazada ante los 
argumentos del Ministro de Hacienda402. 
 
6. La siguiente petición se centró en la extinción de una contribución de 
10 maravedíes en arroba de vino que se cobraba en el antiguo Reino de Valencia 
y cuyo fruto era aplicado a la construcción de la carretera de Cabrillas.  
 
Esta petición tuvo como justificación el intentar la eliminación de una 
contribución injusta, en la medida que se intentaba repercutir el coste de la 
construcción de una carretera afectando a los frutos obtenidos de un solo tipo 
de producción, cuando la realidad es que beneficiaba a distintos tipos de 
producción, tanto agrícolas como industriales. Considerando además, que la 
contribución hubiera sido justificable si la producción elegida para el gravamen 
fuera especialmente floreciente respecto a las demás, pero no era así, y además 
este impuesto había contribuido negativamente a la competitividad del 
producto en el mercado. 
 
 Como vemos, las justificaciones para su eliminación constituyeron la 
aplicación práctica del principio liberal económico de fomentar la libre 
circulación de mercancías. En conclusión, se consideró un gravamen totalmente 
injusto, expresión de un claro principio de desigualdad tributaria.  
 
Fue presentada el 6 de octubre de 1834 por el Conde de Almodóvar, 
Francisco Crespo de Tejada, Miguel Osca, Joaquín María López, Joaquín 
Abargues, Andrés Visedo, Francisco Belda y Asensio, José Miguel Polo, Mateo 
Belmonte, José Ciscar, Juan Subercase, José Rodríguez Paterna, Pedro Fuster, 
Fermín Caballero, Abdón Ruiz de Carrión, Ginés María Serrano y José Cuevas. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
402 D. S. Procuradores, págs. 815- 818. 
	  	   232	  
Finalmente, aprobada en la sesión del 28 de noviembre de 1834403. En su 
trayectoria posterior la petición hizo que se extinguiese el impuesto y con cargo 
a los presupuestos generales de la Nación se asumieron los gastos derivados de 
esta carretera. 
 
7. Una nueva petición relacionada con la supresión de privilegios 
concedidos en el Antiguo Régimen es la relacionada con la eliminación de los 
privilegios que se concedieron por la carta puebla de 1777 a los colonos de Sierra 
Morena. Recordemos que la colonización de Sierra Morena fue un proyecto que 
se ejecutó por Pablo de Olavide, en el reinado de Carlos III para Andalucía, por 
el que aproximadamente seis mil colonos centroeuropeos se asentaron en la 
ladera sur de Sierra Morena. Con esta colonización se pretendió fomentar la 
agricultura y la industria en una zona fundamentalmente despoblada y 
amenazada por el bandolerismo. En 1767, el centro de Europa estaba en crisis 
por diversos motivos (conflictos bélicos y malas cosechas) y Carlos III quiso 
colonizar esta zona, habitualmente despoblada, con los labradores alemanes y 
flamencos.  Con este fin, a cada familia de colonos se les entregaron 50 fanegas 
de tierra para cultivos de secano y regadío, un grupo de animales (gallinas, 
vacas, cabras…), se les eximió de pagar tributos durante 10 años y se les sometió 
a un fuero especial. Tras los primeros años muchos colonos enfermaron y 
fueron sustituidos por españoles. Se extendió una disconformidad con este 
privilegio concedido a extranjeros, aunque la colonización se afianzó llegando a 
vivir en la zona 1500 familias. En 1835 se les retiró el fuero y muchas de las 
colonias se vieron afectadas por la crisis. 
 
 La petición fue presentada el 9 de diciembre de 1834 y firmada el 21 de 
noviembre de 1834 por Serrano, Domínguez, Navas, Sánchez Toscano, Falces, 
Pedrajas, Adanero, González, Trueba, Acuña, Ferrer, Istúriz y Alcalá Galiano. 
Fue aceptada y remitida a S. M. para su análisis en la sesión del 4 de enero de 
1835. Ante la falta de respuesta el 31 de enero de 1835 el gobierno fue 
interpelado al respecto y se comunicó que la petición seguía sus trámites que 	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nunca llegaron a concluirse404. La petición tenía el claro propósito de suprimir 
privilegios concedidos en el Antiguo Régimen.  
 
En esta misma línea se planteó otra petición para extender los efectos del 
cese de privilegios concedidos a los habitantes de Sierra Morena a los habitantes 
de Prado el Rey en Cádiz. 
 
8.  Un nueva supresión impositiva se mostró en la petición que tuvo por 
objeto la eliminación del impuesto de 24 maravedíes en cada quintal de hierro 
que es cobrado por el señorío de Vizcaya sobre todo lo que se extraía de las 
minas de Somorrostro. La imposición se estableció con el objetivo de reparar las 
pérdidas sufridas en la Guerra de la Independencia. Carecía de sentido porque 
no se cobraba en otras provincias, que también habían sufrido los efectos de 
dicha guerra. Fue una imposición de real orden405. 
 
9. Petición para solicitar una exención del derecho que se cobra por el plomo 
que se exporta al extranjero. La justificación de su presentación se centró en que 
lo recaudado iba dirigido a sufragar una obra civil y era intolerable que el 
gravamen recayese sobre un tipo de producción industrial que empezaba a 
recuperar posición en el mercado.  
 
En definitiva era una carga fiscal heredada del Antiguo Régimen que 
debía ser suprimida. Sin embargo, discutida el 26 de mayo de 1835, fue 
desaprobada porque el Gobierno se oponía a toda reducción de ingresos, si no 
se compensaba la cantidad que se dejaba de ingresar con otra equivalente406. 
 
Firmada el 2 de enero de 1835 por Cabanilles, Chacón, Caballero, Trueba, 
López, Navas, Istúriz, Flórez Estrada, Carrasco, Visedo, Galwey, Carrillo, Ferrer, 
Vaillo, Latorre, Bendicho y Rodas. Fue presentada en la sesión del 24 de enero 
de 1835.  	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405 D. S. Procuradores, sesión nº 222 del 26 de mayo de 1835, pág.2582. 
406D. S. Procuradores,  sesión nº 222 del 26 de mayo de 1835, págs. 2585-2587. 
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Las peticiones que hemos señalado con la numeración 8 y 9 afectaron a la 
minería. En el primer caso, se procedió a su eliminación, a diferencia del 
segundo caso en el que se mantuvo, de acuerdo con el criterio sostenido por 
Rodríguez López-Brea por la tendencia impuesta por el Conde de Toreno al ser 
rentas que formaban parte de la Real Hacienda. 
 
10. Petición que tuvo por objeto la supresión del derecho de ribaje pagado 
por cinco villas de la costa de Cataluña sobre la pesca y que fue aplicado al 
mantenimiento del hospital de pobres de Hostalrich. No fue una petición que se 
llegara a debatir en el Estamento. Fue firmada el 5 de febrero de 1835 y de ella 
se informó el 13 de febrero en el Estamento. Fue firmada y presentada por 
Navas, Sánchez Toscano, Llano Chávarri, Carrasco, Ciscar, Abargues, Bonel, 
Rodríguez Vera, Hust, Miranda, Caballero, Martel, Pizarro y Trueba. 
 
11. Petición para la supresión del privilegio de fiel medidor de vino, 
vinagre y aceite en Sevilla y Cádiz y en aquellos lugares en los que subsistía. Era 
un derecho que consistía en la percepción de 4 mrs. por cada arroba de vino, 
vinagre y aceite que se midieran, pesaran y consumieran. A finales del s. XVIII 
se empezó a administrar por cuenta de la Real Hacienda y fue un derecho 
enajenado a la Corona. Por lo tanto, la propuesta era la supresión de un 
privilegio del Antiguo Régimen que subsistía en algunas provincias. Firmada el 
20 de febrero de 1835 por 20 procuradores fue presentada en la sesión del 26 de 
febrero de 1835407. 
 
12. Una de las peticiones de mayor relevancia fue la que tuvo por objeto la 
abolición del Voto de Santiago, presentada en agosto de 1834, y que fue la única 
de las peticiones de naturaleza económica que dio lugar a la presentación de un 
proyecto de ley. Progresistas y moderados estuvieron conformes con su supre-
sión. Los peticionarios utilizaron como criterios de justificación el hecho de que 
el Estado nada percibía del mismo; la agricultura estaba ya lo suficientemente 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
407 D. S. Procuradores, sesión nº 157 del 26 de febrero de 1835, pág. 1684  
	  	   235	  
castigada, el Cabildo Eclesiástico de Santiago tenía suficientes ingresos y, por 
último, existían provincias como Aragón, Cataluña y Valencia que no lo 
pagaban. Ante tanta desigualdad e injusticia los peticionarios apoyaron su su-
presión.  Se propuso además la condonación de los atrasos. 
 
Fue firmada por Navas, Domínguez, Visedo, Chacón, Marín, Caballero, 
Claros, Calderón de la Barca, Depedro López, García Atocha, Belmonte y Gon-
zález. Dio lugar a la presentación de un proyecto de ley en la sesión del 26 de 
agosto de 1834 que llevó por título: Proyecto de ley sobre la abolición de la 
prestación conocida con el nombre de Voto de Santiago408. El proyecto de ley 
constaba de seis artículos. En el primero se pedía la abolición del Voto de 
Santiago. En el segundo, se negaba el pago de los atrasos no concediendo a la 
ley carácter retroactivo. En el tercero, se pedía la supresión de los juzgados del 
voto de Santiago y la sustanciación de los juicios pendientes ante la jurisdicción 
ordinaria. En el cuarto, los juicios entablados a posteriori de la ley en virtud de 
pactos anteriores se sustanciarían por la jurisdicción ordinaria. Por último, 
como compensación a los individuos del cabildo de Santiago, los poseedores de 
canonjías tuvieron derecho a otras de la misma clase que existieran en otras 
Iglesias. 
 
 El proyecto fue debatido también en el Estamento de Próceres e incluso 
se nombró una comisión mixta para tratar de paliar las diferencias de criterio 
entre ambos Estamentos que se centraron en los artículos 5 y 6 relacionados con 
las indemnizaciones compensatorias a los canónigos afectados. Tanto la 
petición como el proyecto de ley fueron aprobados, esta última tras el acuerdo 
de la Comisión mixta que se constituyó el 14 de octubre de 1834409. En este 
sentido López Brea indicó: “Los moderados consiguieron imponer su criterio 
dictando unas generosas indemnizaciones para los eclesiásticos agraviados: 
podemos decir, por tanto, que la única petición que llegó a convertirse en ley en 
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esta legislatura, no lo fue en los mismos términos en que había sido ideada por 
sus firmantes”410.  
 
13 Petición sobre la extinción de derechos de los que disfruta el Real 
Patrimonio en las provincias del antiguo Reino de Aragón.  La justificación para 
su eliminación se centró, en este caso, en la supresión de estos derechos 
señoriales. Hay que recordar que parte de los ingresos del Rey en el Antiguo 
Régimen procedían de su Real Patrimonio. No eran muy abundantes los 
ingresos reales por este concepto que procedían de Cataluña y sí más en 
Valencia y en Mallorca. El monarca cobraba derechos de regalía por el uso de 
aguas, de explotaciones mineras, establecimiento de posadas y mesones… En 
cada reino el Real Patrimonio era dirigido por una figura denominada Batlle 
general.  
 
El pensamiento burgués se imponía y el respeto a la libertad económica 
se debía convertir en un objetivo básico. Por ello, este tipo de instituciones 
carecía de sentido y su eliminación fue contemplada como algo necesario. 
 
Presentada el 21 de octubre de 1834 y firmada por Fleix, Siscar, Palau-
darias, Llano y Chávarri, Puig, Viñals, Ciscar, Fuster, Subercase, Cuevas, Ruiz de 
Carrión, Coton y Zuñiga, Polo, Tosquella, Vázquez Moscoso, Torrens y Miralda, 
San Simón, Joaquín María López, Ginés María Serrano, Francisco Belda y 
Asensio, Ortiz de Velasco, De Pedro, Abargues, Polo y Monge, Laborda, Camps, 
Navas, Heredia, Garay, Calderón de la Barca, Ulloa, Chacón, Osca, García de 
Atocha, Crespo de Tejada, Martí, Campillo, García de Ochoa, Carrillo, Rodríguez 
Paterna y Anaya. Fue aprobada en la sesión del 23 de mayo de 1835 con 68 
votos de los 81 procuradores presentes411. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
410 Rodríguez López-Brea, C.M., “La práctica parlamentaria durante el Estatuto Real: peticiones 
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14. Petición relacionada con la solicitud de que se iguale la limosna de la 
bula de la Santa Cruzada en todas las provincias.  
 
Recordemos que a través de la Bula de la Santa Cruzada se concedían 
privilegios, gracias e indultos a cambio de una aportación económica que en un 
principio se aplicaba a los gastos de la guerra contra los infieles y 
posteriormente, a diversas obras de caridad. Los Papas acordaron indulgencias  
tanto a los cruzados que lucharon contra los sarracenos, como a los que 
sufragaban estas guerras con parte de sus bienes. Y esta concesión se respetó 
posteriormente para los que con sus bienes contribuían a las necesidades de la 
Iglesia y a obras de caridad diversas. Por todo ello, se consideró que discutir una 
petición sobre el tema podía generar posibles conflictos con la Curia romana y 
quedó suspendida a petición del Gobierno412. 
 
 Firmada el 9 de enero de 1835 por Laborda, Manuel de Pedro, Mariano 
de Torres, Pablo Santafé, Ciscar, Polo y Monge, Ruiz de Carrión, Rodríguez 
Paterna, Heredia, Campillo, del Rey, Garay, San Simón, Tosquellas, Ortiz Velas-
co, San Clemente, Belda y Asensio, Ezpeleta, Belmonte, Marichalar, Cáceres, 
Visedo y Llano y Chávarri.  
 
15. Otra de las peticiones presentadas en el Estamento de Procuradores 
fue la relacionada con la extinción de las Santas Hermandades Real y Vieja de 
Ciudad Real, Talavera y Toledo y la correspondiente supresión de los derechos 
de asadura mayor y demás gravámenes que existían para sufragar los gastos de 
las Hermandades. La justificación de su presentación se basó en el hecho de que 
había desaparecido la causa por la que se estableció en el s. XIII, que fue la 
persecución de bandidos instalados en Toledo y Ciudad Real. 
 
 Fue presentada el 19 de septiembre de 1834 y firmada por Vázquez 
Moscoso, Anaya, Cossío, Serrano, Meléndez, Riva Herrera, Ochoa, León 
Bendicho, Santafé, Bonel, Navas, Espinardo, Montesa, Hubert y Medrano.  Fue 	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aprobada el 13 de octubre de 1834 y dio lugar a un proyecto de ley del Gobierno 
presentado el 24 de diciembre y aprobado el 15 de enero de 1835413.  
 
16.  Una nueva petición fue presentada sobre el fomento de la navegación 
del Duero como medio de potenciar la agricultura, la industria y el comercio de 
la nación.  
 
La justificación de esta petición se centró en que el tramo navegable de 
este río, desde Hinojosa a Oporto, no implicaba grandes gastos de obras y si 
repercutiría extraordinariamente en la fluidez del comercio. Fue una petición 
cuya negociación se había iniciado con el gobierno portugués hacía años y que 
en esos momentos se volvió a reactivar. Las ventajas propuestas fueron de 
diversa índole: beneficiaban a la producción de vinos de Castilla la Vieja, el 
transporte de granos… Nuevamente el trasfondo era facilitar la libertad del 
comercio que se convirtió, en este caso como en otros que ya hemos visto, en el 
fundamento de esta petición. 
 
Fue presentada el 1 de diciembre de 1834 y firmada por Onís, Crespo 
Rascón, Meléndez, Cáceres, Alcalá Galiano, Camps y Soler, Arango, Somoza, 
Abargues, Marqués de Montevirgen, Anaya, Orense, Palarea, Riva Herrera, 
Butrón, Cézar, Marqués de Villacampo, Acevedo, Páez Jaramillo, Villalaz, conde 
de Adanero, Calderón de la Barca, Conde de las Navas, Ramón de Síscar y 
Cabanillas. La petición fue aprobada414. Como consecuencia de la misma se 
celebró un tratado entre España y Portugal el 31 de agosto de 1835. 
 
17. Sobre la extinción de los derechos de asadura y otros tributos que se 
pagaban en el Priorato de San Juan y no se aplicaban para contribuir a los 
gastos generales del Estado. Presentada el 6 de noviembre y firmada por Ochoa, 
Butrón, Navas, Anaya, Alargues, Vaillo, Crespo de Tejada, Lasanta, Medrano, 
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Calderón Collantes, Villalaz, Viñals y Depedro. Fue aprobada en la sesión del 28 
de junio de 1834 y no tuvo posterior trascendencia415. 
 
18. Sobre la posibilidad de construir hornos y molinos en los reinos de 
Cataluña y Valencia sin pagar la contribución que recibía el Real Patrimonio, fue 
presentada en la sesión del 20 de noviembre de 1834.  
 
Tal y como reconocen algunos autores como Isabel Burdiel fue frecuente 
la ofensiva liberal contra los derechos del Real Patrimonio: “Esta ofensiva se 
había planteado ya en las Cortes de Cádiz y se prolongaría a lo largo de la 
primera mitad del siglo XIX”416 El objetivo fue construir un Estado liberal 
centralizado, expresión clara de un “pensamiento burgués y revolucionario, 
contrario al sistema de parcelación del poder judicial y fiscal (parcelación de la 
soberanía) característico de la sociedad señorial y ejemplificado en el caso del 
Real Patrimonio”417.  
 
De la misma naturaleza que las anteriores peticiones pero orientadas a la 
eliminación de obstáculos legales contra la libertad económica destacamos: 
 
1. Una petición que trató de la validez de las ventas de bienes nacionales 
que se realizaron de 1820 a 1823. Fue presentada el 25 de octubre de 1834 y 
firmada por Crespo de Tejada, García Carrasco, Pizarro, González, Alcalá 
Zamora, Calderón de la Barca, García Atocha, Chacón, Navas, Alcalá Galiano, 
Cezar, Mantilla, Ortiz de Velasco, Gándara y Bendicho.  
 
La justificación de esta petición se centró en la denuncia de los actos 
arbitrarios llevados a efecto entre 1820 a 1823 y concretamente los relacionados 
con el hecho de despojar de la propiedad a los compradores de bines nacionales. 
Esa vulneración a la propiedad se pensó compensar presentando esta petición, 
por la que se solicitaba el reconocimiento de las compras y ventas de bienes 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
415 D. S. Procuradores, págs. 824-826. 
416 Burdiel, I., Op.cit., pág. 123. 
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nacionales efectuadas desde 1820 a 1823, debiendo el Gobierno entregar la 
posesión de los bienes a quienes los compraron; reconocer redenciones de 
censos y regalías que se efectuaron en deuda con interés y, por último, declarar 
legítimas las compras y ventas de bienes vinculados realizadas con arreglo a las 
leyes de la época. La discusión sobre la petición fue paralizada porque en el 
proyecto de ley de deuda interior se hicieron varias propuestas sobre esta 
cuestión que, finalmente, se concretaron en un artículo apoyado por la Comi-
sión, que preveía la entrega de las fincas a los compradores418. 
 
 El proyecto de ley planteado por el Gobierno sobre la deuda interior 
recogió este tema en los artículos 37 a 40 y la propuesta de la Comisión en los 
arts. 40 al 43. En ambos casos el planteamiento difería, el Gobierno propuso 
compensar a los compradores con distintos tipos de rentas y deuda y la 
propuesta de la comisión fue la devolución clara de las fincas rústicas y urbanas 
y derechos enfitéuticos censales y demás bienes inmuebles incorporados al 
Estado en virtud de los decretos de las Cortes dados entre 1820 y 1823.  
 
Todo ello generó una viva polémica a lo largo de las sesiones desde el 5 al 
7 de mayo y las propuestas, tanto del Gobierno como de la Comisión, fueron 
variando. En este sentido, el Gobierno dio la opción de reservar a los 
compradores que no querían papel el derecho a las fincas. Las opiniones de los 
procuradores fueron diversas sobre el tema, así por ejemplo Caballero consideró 
que lo que debía prevalecer era el interés de la nación considerando que la 
devolución de las fincas propuesta por la comisión era más justa y la propuesta 
del Gobierno de “devolver a los compradores cuanto dieron en precio”419 gene-
raría un incremento excesivo de la deuda del Estado. Para el Marqués de 
Torremejía lo más importante era respetar la propiedad real de la finca y 
teniendo en cuenta que las comunidades religiosas habían sido suprimidas y se 
incorporaron sus bienes al Estado, considerando además, que fueron enaje-
nados con arreglo a las leyes, se pagó el precio y se tomó posesión, concluyó que 	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la compra fue legítima porque los “contratos con el Estado son sagrados”420. O 
el propio Argüelles que formaba parte del Gobierno de 1820 en el que se aprobó 
la venta de los bienes objeto de discusión, que insistió, además, que la venta se 
llevó a efecto con todo rigor y legalidad.  
 
2.   Una petición expuso un tema muy debatido la desamortización civil y 
eclesiástica y la aplicación de los bienes en la extinción de la deuda pública. 
 
 Los argumentos de justificación de la misma se centraron, por un lado, 
en lo perjudicial que resultaba y el obstáculo que suponía a la libre circulación 
de la propiedad la concentración de la misma en manos de la Iglesia y, por otro 
lado, tomó como antecedente el reconocimiento que en este sentido se produjo 
en tiempos de Carlos III y en gobiernos posteriores. La propuesta fue la 
extinción de las capellanías colativas, laicales, memorias de misas y legados píos 
de diversa índole con la condición de que estuvieran vacantes. Las poseídas 
desde el fallecimiento de su poseedor que por su muerte pasaran a sus 
herederos legítimos y si no los tuviesen, como fincas libres, se aplicasen para la 
amortización de la deuda del Estado. 
 
 Fue presentada el 16 de octubre de 1834 y suscrita por González, Chacón, 
Trueba, Clarós, Marín, Navas, Caballero, Pizarro, García Atocha, Domínguez, 
Blanco, Pedrajas, Alcalá Zamora, Calderón de la Barca y Alcalá Galiano. Apro-
bada el 28 de octubre de 1834421.  
 
En la discusión sobre el tema se utilizaron los argumentos tradicionales 
que llevó a pronunciamientos como los de Alcalá Zamora: “La amortización civil 
y eclesiástica es una plaga que aniquila el cuerpo social, porque hace decaer la 
agricultura, impidiendo la circulación de las propiedades y despojándola de 
muchos brazos útiles” o los de Calderón Collantes: “Hemos entrado en la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
420 D. S. Procuradores, pág. 2414. 
421 D. S. Procuradores, sesión nº 69 de 28 de octubre de 1834, págs. 596-597. 
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carrera de las reformas, y son necesarias muchas si hemos de sacar alguna vez a 
esta nación del abatimiento en el que se halla”.  
 
La petición no tuvo mayor relevancia en ese momento. Es evidente que la 
desamortización fue una de las vías que utilizó el liberalismo para reformar el 
estatus de la propiedad del Antiguo Régimen. 
 
3. En la misma línea anterior estuvo la siguiente petición vinculada a la 
redención de censos como obstáculo a la propiedad. La propuesta de los 
peticionarios se centraba en la redención de los censos422 pertenecientes a las 
cofradías, hermandades, obras pías, capellanías y manos muertas, con vales 
consolidados u otros créditos contra el Estado y computándose un 3% para la 
amortización. La justificación de esta petición se centró en la necesidad de 
eliminar una traba que dañaba la propiedad y suponía una amenaza para la 
prosperidad. Nuevamente se utilizó un argumento histórico haciendo referencia 
a la redención de censos promulgada por Carlos III y a la amortización para 
librar a la propiedad de estas cargas, realizada en tiempos de Carlos IV.  
 
La mayor parte de los censos que gravaban las fincas rústicas y urbanas 
pertenecían a cofradías, hermandades, obras pías, capellanías y manos muertas. 
Los capitales de dichos censos eran importantes y no era posible la redención si 
no se amortizaba en vales reales o créditos contra el Estado. Y esto es lo que 
solicitaban los peticionarios la redención de censos con vales consolidados u 
otros créditos contra el Estado. 
 
  Esta petición fue presentada el 20 de octubre de 1834 y firmada por 
González, José Clarós, Fermín Caballero, Rodrigo de Aranda, Rufino García 
Carrasco, Miguel Chacón, Damian de Lasanta, Telesforo de Trueba Cossío, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
422 El censo era un contrato por el que una persona contraía la obligación de pagar a otra una 
cierta cantidad de dinero anual, gravando para ello una propiedad. El censo fue una institución 
muy utilizada en tiempos medievales y modernos en Europa y América. Era una renta feudal en 
decadencia  cuyo uso se generalizó en regiones y tiempos en los que el capital efectivo era 
escaso. El censo más utilizado fue el de tipo consignativo y las propiedades gravadas con el 
mismo no podían dividirse. 
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Conde de las Navas, Juan Palarea y Antonio Alcalá Galiano. Fue aprobada en la 
sesión del 26 de noviembre pero no tuvo posteriormente repercusión423.  
 
4. Otra  petición de especial interés fue la presentada  sobre extinción de 
mayorazgos y vinculaciones que no producen 332 reales de renta líquida anual, 
al considerar en ambos casos los perjuicios que producen a la agricultura y a la 
población.  
 
Se vuelve a insistir en la justificación de esta petición, por un lado,  en el 
daño causado a la prosperidad pública por este tipo de propiedad y, por el otro, 
en un argumento historicista remontándose a antiguas leyes como Las Partidas 
o los Fueros en las que no existían los mayorazgos que se empezaron a conocer 
en las Leyes de Toro. Fue muy criticada esta institución por los peticionarios al 
considerarla negativa tanto para la sociedad como para la agricultura. En el 
primer caso, por fomentar las disputas y desuniones familiares. En el segundo 
caso, porque contribuían a la inadecuada productividad de algunas tierras mal 
cultivadas. Sin olvidar el objetivo del Estado liberal: “Todos han señalado la 
sólida base sobre la que debe asentarse el restablecimiento y prosperidad de la 
agricultura, es a saber, la libertad, la circulación y la transmisibilidad de la 
propiedad territorial”424. 
 
 Fue presentada en octubre de 1834 y firmada por Gándara, Navas, 
Domínguez, Belmonte, Chacón, Calderón de la Barca, Cano Manuel, Blanco, 
Caballero, Alcalá Galiano, González, Onís y Pizarro. No se llegó a discutir al 
prometer el Gobierno la presentación de un proyecto de ley sobre el tema que 
no llegó a producirse. 
 
5. Petición para declarar libre el cultivo del tabaco con el objetivo básico 
de liberar la producción del monopolio ejercido por los productores en Cuba.  
Firmada el 12 de enero de 1835 por Chacón, Caballero, González, Istúriz, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
423 D. S. Procuradores, sesión nº 88 del 26 de noviembre de 1834, págs. 814- 815. 
424 D. S. Procuradores, págs. 811- 812. 
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Trueba, López, Carrasco, Navas, Rodas, Ulloa, Serrano, González Perez, Hust, 
López del Baño y Alcalá Galiano. Fue presentada en la sesión del 24 de enero de 
1835 y discutida el 26 de mayo de 1835. En esta última sesión fue desestimada 
por considerar que liberar el cultivo podía perjudicar la renta de tabacos425.  
 
6. Petición sobre extinción de pósitos con el objetivo de que sus fondos 
quedasen a beneficio de los pueblos. Presentada en la sesión del 3 de marzo de 
1835426. 
 
7. Petición sobre el acotamiento de heredades, presentada con el objetivo 
de conseguir del Gobierno la presentación de un proyecto de ley sobre el tema 
para asegurar la propiedad territorial. Presentada el 24 de marzo de 1835 y 
firmada por Cabanillas, Rodríguez Paterna, Montenuevo, Belmonte, Ochoa, 
Cezar, Crespo de Tejada, Latorre, Rodas, Quintana, Chacón, Del Rey y Rasillo.  
 
No se llegó a discutir la petición porque el Ministro responsable del ramo 
comentó que se estaba preparando un proyecto de ley sobre el tema427. 
 
8. Petición solicitando al Ministerio de Hacienda que presentase sin 
demora el procedimiento de mejora y solución de la deuda interior. Firmada el 
22 de diciembre de 1834 por Gargallo, Ferrer, Domecq, Navas, Crespo de Teja-
da, Otazu, González Pérez, Arango, Villacampo, Llano Chávarri, Sánchez Tos-
cano, Chacón, Trueba, Viñals, Palarea, González, Istúriz, Síscar, Caballero y 
Villalar. Fue presentada en el Estamento el 28 de diciembre de 1834428. Antes 
de iniciar su discusión el Ministerio de Hacienda presentó un proyecto de ley 
sobre deuda interior el 31 de diciembre de 1834. 
 
Un tercer grupo estaría integrado por peticiones relacionadas con la 
política mercantil. En este sentido podemos destacar la petición sobre la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
425 D. S. Procuradores, sesión nº 222 del 26 de mayo de 1835, págs. 2583-2585. 
426 D. S. Procuradores, sesión nº 161 del 3 marzo de 1835, pág. 1733. 
427 D. S. Procuradores, sesión nº 183 del 30 de marzo de 1835, págs. 2071-2075. 
428 D. S. Procuradores, sesión nº108 de 28 de diciembre de 1834, pág. 1039. 
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suspensión de los efectos del Real Decreto de 2 de diciembre de 1834, en 
relación con el beneficio de bandera por el transporte de mercancías extranjeras 
en los buques españoles procedentes de Bayona, Burdeos y Marsella. Se solicitó 
el restablecimiento de una Real Orden de 1830 en la que se prohibía gozar de 
este beneficio.  
 
 Fue presentada en la sesión del 23 de mayo de 1835 pero no se discutió 
por no estar presente el Secretario de Hacienda429. La petición tuvo diversas 
connotaciones dado que el mencionado decreto se dio como consecuencia de 
unas reclamaciones del Gobierno francés por los perjuicios  no compensados.  
 
Firmada el 15 de diciembre de 1834 por Palaudarias, Siscar, Torremejía, 
Puig, Orense, Sanponts, Llano Chávarri, Martí, Fleix Viñals, Miguel Polo y 
Villalar. Desaprobada en la sesión del 26 de mayo de 1835430; finalmente, se 
autorizó la introducción de ciertos artículos por el Real Decreto de 2 de 
diciembre de 1834. 
 
Un cuarto grupo incluiría peticiones de naturaleza presupuestaria, como 
la petición solicitando la presentación del proyecto de ley sobre deuda interior al 
Secretario de Despacho de Hacienda que debía servir de base para fijar el 
presupuesto de Hacienda. Fue presentada en la sesión del 28 de diciembre de 
1834431. O la petición sobre los presupuestos de la isla de Cuba que fue pre-
sentada el 5 de marzo de 1835 y firmada por 54 procuradores. Ninguna de las 
dos fue discutida. 
 
3. Petición para la mejora de las clases pasivas militares proponiendo 
unas recompensas proporcionadas. Fue presentada el 9 de mayo de 1835 y 
firmada por Visedo, Depedro, Carrasco, Domínguez, Ayarza, Quintana, Ro-
dríguez Vera, S. Clemente, Sanjust, Espinardo, Carrillo, Montesa, del Rey, Ro-
marate, Villacampo, Mantilla, Laborda, Navia, Osorio, Cuesta, Meléndez, Rodrí-	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
 429D. S. Procuradores, sesión nº 183 de 30 de marzo de 1835,pág. 2572. 
430 D. S. Procuradores, sesión nº 222 de 26 de mayo de 1835, págs. 2588-2590. 
431 D. S. Procuradores , sesión nº 108 de 28 de diciembre de 1834, pág. 1040. 
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guez Paterna, Serrano, Belmonte, Mena, Cabanillas, Cossío, López, Morales, 
Cezar, Pedrajas, Adanero y Navas. Fue repartida el 16 de mayo pero no llegó a 
discutirse432. 
 
 Como hemos visto hubo algunas peticiones de naturaleza económica no 
se llegaron a discutir; entre ellas podemos mencionar las siguientes: petición 
relacionada con el hecho de que se acuerden medidas para cortar los abusos 
introducidos en la exacción y recaudación del arbitrio de diezmos de exentos. 
Fue presentada en la sesión del 29 de abril de 1835433. Tampoco se discutió la 
petición sobre los presupuestos de la isla de Cuba que fue presentada el 5 de 
marzo de 1835 y firmada por 54 procuradores. O la relacionada con las reformas 
de las condiciones del dominio directo enfitéutico o feudal en su origen que 
pesaba sobre gran parte de la propiedad territorial y así los pueblos podrían 
quedar libres de distintos tipos de gravámenes que pesaban sobre ellos. 
Presentada el 25 de febrero de 1835 434. 
 
En relación con este tipo de peticiones en posteriores legislaturas, en la 
segunda no se presentaron peticiones y en la tercera, de naturaleza económica 
destacamos las siguientes: 
 
1. Petición sobre el restablecimiento de las leyes de mayorazgos, diezmos 
y señoríos realizados en las Cortes de 1820 a 1823 por considerarlo un elemento 
indispensable para el reforzamiento de la libertad de los pueblos.   Se vuelve a 
insistir en este tema planteando un nueva petición que justificaba la 
implantación de las leyes que sobre estos temas se realizaron entre 1820 a 1823. 
La justificación de la supresión del mayorazgo como institución que propiciaba 
la concentración de la propiedad; la de los diezmos por ser contribuciones 
injustas y mal distribuidas que solo recaían en los agricultores y la supresión de 
los señoríos por ser ilegítimos y arbitrarios.   
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
432 D. S. Procuradores, sesión nº 216 del 16 de mayo de 1835, pág. 2526. 
433 D. S. Procuradores, sesión nº 204 del 29 de abril de 1835, pág. 2257. 
434 D. S. Procuradores, sesión nº 191 del 8 de abril de 1835, pág. 2175. 
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Se abrió un amplio debate sobre el tema en el que intervinieron distintos 
procuradores. Alcalá Zamora, por ejemplo, consideró necesaria la eliminación 
de mayorazgos, diezmos y señoríos por las razones antes expresadas. Sin 
embargo, la opinión no fue unánime; así Castell consideró la eliminación de los 
mayorazgos como algo positivo para la economía pero no lo creyó así para todo 
tipo de diezmos; al considerar algunos de los seculares absolutamente legítimos, 
o los señoríos: “hay muchos adquiridos legítimamente y poseídos con gran 
justicia, los cuales deben conservarse”435. 
 
  Fue firmada el 8 de mayo de 1836 por 82 procuradores y presentada el 
10 de mayo y aprobada el 19 de mayo por 86 votos a favor. Petición claramente 
opuesta a los intereses del Gobierno Istúriz más cercano al Estamento de 
Próceres, por ello en la propia sesión del 19 de mayo dijo no tener suficientes 
datos para pronunciarse sobre este tema436. 
 
2. Petición relacionada con la presentación de la ley de presupuestos de 
1835. Firmada el 14 de abril de 1836 por Caballero, Yagüe, Huelves, Visedo, 
Flórez Calderón, Abargues, Carlos de Onís, Martín, Fernández Baeza, Acuña, 
Rodríguez Leal, Alejo Burriel y Fernández del Pino437. Aprobada en la sesión del 
23 de abril con el requisito adicional de que fueran también presentados los 
presupuestos de 1836. No tuvo mayor trascendencia438.  
 
 Para profundizar en el estudio de estas peticiones incluimos a 
continuación el siguiente cuadro que muestra las distintas tendencias de los 




 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
435 D. S. Procuradores.  3ª Legislatura. Sesión nº 37 del 19 de mayo de 1836. Págs. 477. 
436 D. S. Procuradores, págs.473-489. 
437 D. S. Procuradores, sesión nº 20 del 22 de abril de 1836, págs. 225-234. 
438 D. S. Procuradores, sesión nº 21 de 23 de abril de 1836, págs. 236-243. 
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PETICIONES 
ECONÓMICAS 
TENDENCIA MODERADA TENDENCIA PROGRESISTA 
 Procurador Provincia Procurador Provincia 
Abolición de la 
prestación Mer-
ced de los amigos 







 León Bendicho 
Meléndez 
Hubert  





















 La Santa  Murcia 
Supresión de la 
contribución de 
un millón de 
reales que pagaba 
al reino de 
Aragón con 
















Ortiz de Velasco  
Caballero 


















diezmo que paga 
la uva de 
moscatel en 
Valencia y la 
planta de la que 
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impuesto de tres 
cuartos de real 
que se carga a la 
arroba de pasas 
en Málaga para 
sufragar la obra 



































diezmo que se 
paga en el 
Aljafarache de 
Sevilla en aceite 
elaborado lo  
fuera en el fruto 
de la aceituna. 
21/10/1834 
López del Baño  
Marín 























Extinción de la 
contribución de 
10 mrs. Que se 
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cese del anterior 
privilegio al 
pueblo de Prado 
del Rey. 
16/2/1835 































impuesto de 24 
mrs. que el 
Señorío de 
Vizcaya cobra a lo 
que se extrae de 
las minas de 
Somorrostro. 
17/1/1835 














 Navas  
 Martin del Tejar  
 Sánchez Toscano 
Mantilla  
 Acevedo   
Díez González  
 Trueba  
Florez Estrada  










	  	   251	  
Exención de los 
derechos que 
paga el plomo 




La Torre  








 Chacón  
 Caballero 
 Trueba  
 López  
 Navas  
Istúriz  
 Flórez Estrada 
Carrasco 
Visedo  













derecho de ribaje 
sobre la pesca 
que se cobraba a 
varios pueblos de 
la costa de 
Cataluña. 
5/2/1835 






 Navas  
 Sánchez Toscano  
Carrasco  
 Abargues  
 Rodríguez Vera  
 Hust  
 Miranda  
Caballero  
 Martel  
 Pizarro  













privilegio del fiel 
medidor de vino  
vinagre y aceite 
que había en 
Andalucía. 
20/2/1835 
 González Pérez  
Alcalá Galiano  
Montes de Oca 
Parejo  







 Navas  
 Flórez Estrada 
Acevedo 
Carrasco  
 Domecq  
 Somoza  
 Istúriz  
 Palarea  
 Sánchez Toscano  
 Hust  
 Pizarro  
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Sobre la abolición 








 Domínguez  
 Chacón  
 Visedo  
 Caballero  
 Claros  
 Calderón de la Barca  
Depedro  
López  
 García Atocha  














la extinción de 
derechos de los 
que goza el real 





















 Garay  
Crespo de 
Tejada  























 Torrens  
 Lopez (Albacete) 
Ortiz de Velasco   
De Pedro  
 Abargues  
 Polo y Monge  
 Canals  
 Navas  
 Calderón de la Barca  
Ulloa  
 Chacón  
 García Atocha 
Fuster  
 Cuevas (Castellón), 
Ruíz Carrión  
 Belda  

































Petición para que 
se iguale la 
limosna de la 
bula de Cruzada 










 Garay  
 San Simón 
Tosquella  
 San Clemente 
Ezpeleta 
Marichalar 
















Torres Solanot  
 Polo y Monge  
Ruíz Carrión  
 Ortiz de Velasco  
Belda  
 Belmonte  
 Cáceres  












la extinción de las 
hermandades 
santa real y vieja 






 Anaya  
 Cossío  
Serrano 
Meléndez  
 Riva Herrera 
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Petición 
relacionada con 







Camps y Soler 
Anaya 
 Orense  
 Riba Herrera  
Cezar  
Villacampo  







































Petición sobre la 
extinción de los 
derechos de 
asadura y otros 
tributos que se 
pagaban en el 




 Anaya  




























Petición sobre la 
validez de la 
venta de los 
bienes nacionales 
que se hicieron 

































Petición sobre la 
desamortización 
civil y 
 Marín  




 Trueba  
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eclesiástica. 
16/10/1834 
 Navas  
 Caballero  
 Pizarro  
 García Atocha  
 Domínguez  
 Pedrajas  
 Alcalá Zamora  











la redención de 
censos a favor de 
manos muertas  
en papel de 








 Caballero  
 Aranda  
 Dominguez  
 García Carrasco 
Chacón  
Lasanta  
 Trueba  
 Navas  















no produzcan 332 








 Domínguez  
Belmonte  
 Chacón  
 Calderón de la Barca  
Cano Manuel Chacón  
Caballero 
 González  
 Onís  











Petición sobre el 




González Pérez  












































































































que presente el 
 Crespo de 
Tejada  








 Ferrer  
Domecq  
 Caballero  
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procedimiento de 
mejora de la 
deuda interior. 
22/12/1834 
Ciscar  Lérida Trueba  
 Viñals  
Palarea  
 Gonzalez  







Petición sobre la 
suspensión de los 
efectos del Real 
Decreto de 2 de 
diciembre de 
1834, en el que se 
concedió el 
beneficio de 
bandera  a los 
buques espeñoles 




























rentas y gastos 
sobrantes en la 
isla de Cuba para 
su examen en las 
Cortes. 5/3/1835 










Alcalá Galiano  


































































































Petición sobre la 
mejora del 
Reglamento 
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 Del cuadro expuesto obtenemos diversas conclusiones, entre las que 
destacamos el hecho de que existieron dos tipos de peticiones en esta área: las 
que se circunscribían a solicitudes concretas de eliminación de cargas o 
gravámenes y las que afectaban a temas de interés general. 
 
 En el primer caso, los peticionarios firmantes pertenecían, 
fundamentalmente, a las localidades afectadas a provincias limítrofes y 
esporádicamente firmaban procuradores de otras provincias. Prevalecía, por 
tanto, el interés de la provincia afectada sobre la tendencia ideológica de los 
proponentes. Por ejemplo, este es el caso de la petición presentada el 8 de 
octubre de 1834 para solicitar la extinción del diezmo que paga la uva de 
moscatel en Valencia y la planta de la que surge la pasa en la que de los 19 
firmantes 12 lo fueron de Valencia, Alicante y Castellón y el resto de otras 
provincias. Otro ejemplo podría ser la petición presentada el 20 de febrero de 
1835 en relación con la supresión del privilegio del fiel medidor de vino, vinagre 
y aceite que había en Andalucía, en la que de los 20 firmantes 15 fueron 
representantes de provincias andaluzas como Sevilla, Cádiz, Córdoba y Almería. 
 
En el segundo caso, en las peticiones que planteaban temas de interés 
general, los peticionarios procedían de diversas provincias. Como ejemplo 
podemos citar la petición relacionada con la solicitud al Ministro de Hacienda 
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para que presente el procedimiento de mejora de la deuda interior del 22 de 
diciembre de 1834, en la que los peticionarios eran representantes de provincias 
diversas: Toledo, Sevilla, Burgos, Lérida, Cádiz, Cuenca, Córdoba, Santander, 
Gerona, Murcia, Almería y Cáceres. O el caso de la petición para solicitar el 
restablecimiento de las leyes constitucionales sobre mayorazgos, diezmos y 
señoríos, que fue firmada por un total de 70 peticionarios procedentes de: 
Toledo, Sevilla, Burgos, Lérida, Cádiz, Cuenca, Córdoba, Santander, Gerona, 
Murcia, Almería, Cáceres, Guadalajara, Teruel, Alicante, Málaga, Albacete, 
Granada, Valladolid, Ávila, Jaén, León, Álava, Madrid, La Coruña, Huelva, 
Santander, Toledo, Lugo, Segovia… 
 
A la vista de los datos expuestos en el cuadro, observamos que fue 
superior el número de peticiones presentadas por una mayoría de tendencia 
progresista que el de aquellas presentadas por mayorías de tendencia mo-
derada. Así, frente a 21 peticiones en las que la mayoría de peticionarios fueron 
liberales de tendencia progresista destacamos tan solo 11 en las que prevalecían 
los de tendencia liberal moderada. 
 
Otro dato que me parece relevante es que de las 11 peticiones presentadas 
por mayorías de tendencia moderada siete se centraron en temas concretos 
(abolición de la prestación Merced de los amigos en el Campo de Montiel; 
extinción del impuesto de tres cuartos de real que se carga a la arroba de pasas 
en Málaga para sufragar la obra del Teatro de Oriente en Madrid; petición 
relacionada con la extinción de derechos  de los que goza el real patrimonio en 
la provincias de Aragón; petición relacionada con la extinción de las 
hermandades santa real y vieja de Ciudad Real, Talavera y Toledo; petición 
relacionada con la extinción de las hermandades santa real y vieja de Ciudad 
Real, Talavera y Toledo; petición sobre la extinción de los derechos de asadura y 
otros tributos que se pagaban en el priorato de San Juan; petición para solicitar 
los presupuestos de rentas y gastos sobrantes en la isla de Cuba para su examen 
en las Cortes) y tan solo cuatro abordaron temas de carácter general (petición 
para que se iguale la limosna de la bula de Cruzada en todas las provincias; 
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petición para solicitar al Gobierno una ley sobre acotamiento de heredades; 
petición sobre la mejora del Reglamento sobre las clases pasivas militares dando 
recompensas proporcionadas; petición sobre la suspensión de los efectos del 
Real Decreto de 2 de diciembre de 1834, en el que se concedió el beneficio de 
bandera  a los buques españoles que procedían de Bayona, Burdeos y Marsella). 
 
Frente a ello, este orden se invierte en las 21 peticiones presentadas por 
mayoría de tendencia progresista, dado que 13 fueron sobre temas de interés 
general (petición para que se restablezcan las leyes constitucionales sobre 
mayorazgos, diezmos y señoríos; petición para que se presente la ley de 
presupuestos de 1835; petición sobre la solicitud al Ministro de Hacienda para 
que presente el procedimiento de mejora de la deuda interior; petición 
relacionada con a extinción de pósitos; petición sobre el libre cultivo del tabaco; 
petición sobre extinción de mayorazgos y vinculaciones que no produzcan 332 
rs de renta líquida anual; petición relacionada con la redención de censos a 
favor de manos muertas en papel de crédito contra el Estado; petición sobre la 
desamortización civil y eclesiástica; petición sobre la validez de la venta de los 
bienes nacionales que se hicieron entre 1820 a 1823; petición sobre la abolición 
del Voto de Santiago;  petición sobre la exención de los derechos que paga el 
plomo extraído para el extranjero; supresión de la contribución de un millón de 
reales que pagaba al reino de Aragón con destino al Real Canal; petición 
relacionada con el fomento de la navegación del Duero, mientras que las 8 
peticiones restantes se centraron en temas de interés particular (petición 
relacionada con la extinción del diezmo que paga la uva de moscatel en Valencia 
y la planta de la que surge la pasa;  petición sobre la extinción del diezmo que se 
paga en el Aljafarache de Sevilla en aceite elaborado lo fuera en el fruto de la 
aceituna; petición sobre la extinción de la contribución de 10 mrs. que se cobra 
en las provincias que atraviesa la carretera de Madrid a Valencia, llamada de las 
Cabrillas; cese del privilegio concedido a los pobladores de Sierra Morena; 
petición sobre la extensión del cese del anterior privilegio al pueblo de Prado del 
Rey;  petición sobre la extensión del cese del anterior privilegio al pueblo de 
Prado del Rey; petición sobre la extinción del derecho de ribaje sobre la pesca 
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que se cobraba a varios pueblos de la costa de Cataluña; petición sobre la 
supresión del privilegio del fiel medidor de vino , vinagre y aceite que había en 
Andalucía). 
 
c). Peticiones vinculadas con la administración de justicia 
 
Las peticiones presentadas en relación con la administración de justicia 
fueron un total de tres y pretendieron introducir reformas que actualizaran 
aspectos obsoletos reminiscencias del Antiguo Régimen. Hasta la presentación 
de las mismas se había intentado paliar el problema con normas transitorias. 
Era importante modernizar y garantizar al máximo la independencia del poder 
judicial con medidas como la inamovilidad de jueces y magistrados. 
 
 Las peticiones fueron las siguientes: 
 
1.  La petición presentada contra el fisco, corporaciones y personas 
particulares con la propuesta de supresión de los tribunales privativos de 
mostrencos, proponiendo que los negocios contenciosos que eran de su 
competencia se sustanciasen ante los tribunales ordinarios de justicia. Fue 
presentada el 21 de septiembre de 1834 y firmada por Morales, Toledo, Clarós, 
Marín, Gándara, Lasanta, Rodríguez Vera, Ochoa, Domínguez, Falces, Hust, 
Palarea, González, Chacón, Trueba, Anaya, Pestaña y Valdric (Torremejía).  
 
Su discusión fue suspendida dado que el Gobierno presentó un proyecto 
de ley sobre adquisiciones a nombre del Estado que fue discutido en los dos 
Estamentos y publicado como ley el 12 de mayo de 1835439.  
 
2. Otra petición se centró en las medidas urgentes que debían aplicarse a 
la administración de justicia y la solicitud de un proyecto de ley que reflejara 
una serie de medidas como las vinculadas a la obligación de fundar los fallos; la  
solicitud de un mayor número de jueces de segunda y tercera instancia (tema 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
439 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión numero 214 de 12 de mayo de 1835, pág. 681. 
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sobre el que pareció existir acuerdo entre los procuradores y los representantes 
del Gobierno); un máximo de tres instancias; que permaneciesen los 
expedientes originales en el lugar donde se llevaba la causa principal, alegando 
motivos de ahorro para los litigantes y evitando que llegaran al Tribunal 
Supremo pleitos de carácter particular.  
 
Otro de los artículos incluidos en la petición se centró en que una vez que 
fueran admitidas las apelaciones, remitidas por los jueces de tribunales 
inferiores, y señaladas a las partes un término para comparecer, pasado éste se 
debía proceder a la instancia de apelación sin necesidad de otras diligencias ni 
de nuevas convocatorias a los interesados. 
 
 El tema que más polémica suscitó fue la obligación de fundar los fallos. 
Se plantearon dos posturas: la ministerial, que apoyaba la idea de que la 
situación legal del momento, con multiplicidad de códigos de leyes contra-
dictorias, no permitía fundar las sentencias porque el hacerlo originaría grandes 
conflictos. Esta posición era apoyada por algunos procuradores como Álvarez 
Pestaña que consideró que generaría más arbitrariedad.  
 
La otra postura era apoyada por algunos procuradores, como  González o 
Calderón Collantes,  para los que esta exigencia constituía una garantía contra 
todo tipo de arbitrariedades y tiranías. Otros, como Argüelles, entendieron que 
la necesidad de reformar la administración de justicia era tan urgente que la 
exigencia de fundar el fallo era absolutamente irrelevante si no se acometían 
otras modificaciones más profundas. Apoyó abiertamente que el fundamento de 
las sentencias se tenía que realizar sobre la ley. No prosperó este artículo de la 
petición pero si los otros cuatro. 
 
 Fue presentada el 29 de noviembre de 1834. Firmada por: Palaudarias, 
Ciscar, Llano y Chávarri, Puig, Martí, Viñals, Torrens y Miralda, Calderón y 
Collantes, Fermín Caballero, Marqués de Someruelos, Abargues, Joaquín María 
López, Belda y Asensio y Porret. Fue votada por partes en la sesión del 12 de 
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enero de 1835 y salvo el punto vinculado a la fundamentación de los fallos, que 
fue denegado, el resto fue aprobado440.  
 
Ya en la tercera legislatura y vinculada a la administración de justicia se 
presentó la siguiente petición: 
 
3. Petición  relacionada con varias medidas que afectaban a la 
administración de justicia.  
Las antiguas leyes fueron sustituidas por decretos, se adoptaron medidas 
provisionales (reglamentos y decretos), que sirvieron para actualizar de modo 
puntual las antiguas leyes, pero que en ningún caso tenían el rango suficiente 
que esta materia exigía. Era precisa una nueva ley penal, pero junto a ella, como 
complemento indispensable, un ley de responsabilidad de jueces y magistrados 
y la necesidad de inamovilidad de ambos como garantía de la auténtica 
independencia del poder judicial. Con esta petición se pretendió instar al 
Gobierno para que finalizara los Códigos pendientes y los remitiera a las Cortes 
para su discusión. Era preciso que las Cortes examinaran también el Regla-
mento provisional que se puso en vigor en septiembre de 1835.  
 
 Se solicitaba del Gobierno, además, la presentación de un proyecto de ley 
penal aplicable a los delitos de conspiración; que continuara la discusión del 
proyecto de ley sobre responsabilidad de los magistrados y, por último, la 
determinación de la inamovilidad de los mismos. 
 
 La petición fue firmada el 29 de abril de 1836 por: Alonso, Fuente 
Herrero, Varona, Donoso Cortés, Fernández Pererira, Collado, Martel, Morales, 
Gil, Gomez, Barrio Ayuso, vizconde de Quintanilla, Fernández Baeza, Martin del 
Tejar y Rivera, Jalón, Pizarro, Chacón, Abad, Camps y Alejo Burriel. Fue apro-
bada en la sesión del 22 de mayo de 1836441. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
440 D. S. Procuradores, sesión nº 120 del 12 de enero de 1835, págs. 1193-1203 
441 D. S. Procuradores. 3ª Legislatura, sesión nº 39 del 22 de mayo de 1836, págs. 514-516. 
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Como conclusión y ante los datos que apreciamos en el cuadro, podemos 
deducir claramente que inicialmente se trató de paliar las deficiencias 
detectadas en la administración de justicia con medidas puntuales que no 
resolvían los problemas de fondo. Pero existió una clara percepción, tanto en la 
tendencia moderada como en la progresista, de la necesidad de realizar pro-
fundos cambios que dotasen a la administración de justicia de nuevas armas con 
las que enfrentarse a los retos que la sociedad iba imponiendo. Y podemos 
comprobar, además, que existió una conciencia colectiva que apoyaba estas 
reformas. Si contrastamos el número total de procuradores moderados (20) y el 
de progresistas (27) que aparecen como firmantes de las tres peticiones, vemos 
que en este punto, al menos, existió una clara conciencia de la necesidad de los 
cambios que el poder judicial precisaba para constituirse en una auténtica 
garantía evitando todo tipo de arbitrariedades. 
 
d). Peticiones relacionadas con el orden público 
 
En otro grupo podemos incluir las peticiones relacionadas con el orden 
público. En el período de vigencia del Estatuto Real, la situación política del país 
estuvo muy condicionada por la guerra carlista, cuya finalización era un objetivo 
necesario para la consolidación del Estado liberal. Al margen de este hecho 
proliferaron, a lo largo de la Regencia de Mª Cristina, movimientos juntistas 
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que se desarrollaron en distintas provincias. Todo ello coadyuvó en el desarrollo 
y apoyo a la milicia nacional, que se convirtió en tema objeto de debate y 
análisis en distintas sesiones de los Estamentos. El garantizar el orden público 
se convirtió en un objetivo imprescindible para que la consolidación del Estado 
representativo liberal se hiciera realidad.  
 
El conjunto de peticiones que a continuación indico, recogen el espíritu 
anteriormente manifestado: 
 
1. La petición que se centró en la solicitud al Gobierno para que 
presentase un proyecto de ley para la Guardia Nacional. 
 Recordemos que la Milicia Nacional constituía una organización de 
ciudadanos armados que no estaban sometidos al mismo nivel de obediencia a 
los mandos que los integrantes del ejército. Tenían, por tanto, una cierta 
consideración de ciudadanos soldado. Eran de carácter local y estaba integrada 
por ciudadanos que eran armados e intervenían con una mayor o menor 
frecuencia en función de los diversos requerimientos de orden público. El 
concepto de milicia nacional no es novedoso en nuestra historia y se consolidó 
durante la Guerra de la Independencia en la que fueron armados los ciudadanos 
en la sublevación contra los franceses. La institución fue regulada por primera 
vez en la Constitución de 1812  presentándose como fuerzas combatientes que 
actuaban junto a las tropas regulares. En 1814 se organizaron también, por vía 
reglamentaria, las obligatorias prestaciones de los ciudadanos y la estructura 
organizativa de la milicia. Fue derogada con la restauración absolutista de 
Fernando VII, restituida de 1820 a 1823 con el Trienio Liberal y nuevamente 
eliminada y sustituida por una milicia fiel al absolutismo que se denominó 
voluntarios realistas. ¿Qué ocurrió en la Regencia de María Cristina?. Con el 
Estatuto Real, se creó la llamada milicia urbana. Al principio el reclutamiento se 
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centró exclusivamente en las clases propietarias pero las presiones de la guerra 
obligaron a ampliar la base del reclutamiento a las clases medias y bajas442. 
 
 Tras la anterior reseña histórica, es necesario destacar que la petición fue 
presentada el 16 de octubre de 1834, pero su discusión fue suspendida porque el 
Gobierno, el 10 de noviembre de 1834, presentó el proyecto de ley solicitado, al 
que denominó “Para la organización general de la Guardia Nacional”443, que 
finalmente fue publicado el 24 de marzo de 1835. El proyecto de ley se dividió 
en 32 artículos y en él se incluyeron los siguientes temas: el procedimiento de 
alistamiento, la organización, el servicio, la disciplina y el armamento, equipo y 
vestuario. 
 
  La petición fue firmada por Chacón, López Pedrajas, Abargues, 
Domínguez, De Pedro, Galwey, Belmonte, Caballero, Morales, Alcalá Galiano, 
Morales, Rodríguez Vera, Carrillo, Hurst, Osca, Pizarro, Miranda, González, Es-
pinardo, Polo Monge, García Carrasco, Navas y Trueba.   
 
2. Petición que recoge el desagrado que han producido los sucesos del 18 
de enero y la disponibilidad del Estamento para intentar evitar futuros de-
sórdenes públicos. Recordemos que el 18 de enero de 1835 el segundo batallón 
de voluntarios de Aragón ocupó amotinado el edificio de Correos de Madrid. 
Aparentemente, el motín fue la expresión del descontento relacionado con la 
evolución de la guerra, el Estatuto Real y la actuación del Gobierno. El trasfondo 
real pareció ser la intención de derrocar al Ministro de Guerra que, en esos 
momentos era Llauder, y que contaba con enemigos tanto en el gabinete de 
Martínez de la Rosa como entre los liberales más progresistas. Con el objeto de 
disuadir a los amotinados acudió el general Canterac, nombrado Capitán 
General de Castilla la Nueva, y allí mismo fue asesinado, quedando los autores 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  442	  Véase: Pérez Garzón, J. S., “La Milicia Nacional”, Sagasta y el liberalismo español, Madrid 
2000, págs. 137-148; “Ejército nacional y Milicia Nacional”, en Zona Abierta nº 31 (1984), págs. 
23-42; Milicia Nacional y Revolución burguesa, Madrid 1978. 
443 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión número 75 de 10 de noviembre de 1834, págs. 679 - 
672. 
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del suceso impunes. A sofocar el pronunciamiento acudieron también la 
guarnición existente y la milicia nacional; pero solo cuando se personó el 
general Solá anunciando el perdón real a los amotinados se rindieron. 
 
La petición fue presentada en la sesión del 26 de enero de 1835 y se 
justificó sobre la base de tres premisas: la desaprobación general que había 
provocado el pronunciamiento de los amotinados, el apoyo y admiración hacia 
el valiente comportamiento de la guarnición y la milicia nacional, que sofocaron 
el conflicto, y la disponibilidad del Estamento a S. M. para reprimir cualquier 
tipo de conflictos en el futuro. Fue firmada por un numeroso grupo de 
procuradores y aceptada por la gran mayoría (126 votos a favor)444. 
 
3.  Conforme las necesidades de la guerra carlista se iban haciendo más 
apremiantes, y en relación con el tema de la milicia nacional, se presentó una  
petición que contempló un triple aspecto: la sanción de S. M. relacionada con el 
proyecto de ley sobre la milicia nacional; comunicación de órdenes a las auto-
ridades de las provincias para promover el alistamiento, formación y ar-
mamento de dichos cuerpos y la constitución en cada provincia de un batallón 
de Milicia Urbana movible, integrado por voluntarios, que eran destinados por 
el Gobierno a los lugares en los que sus servicios fueran necesarios, incluyendo 
la posibilidad extrema de la posible ocupación militar de provincias insu-
rreccionadas.  
 
Fue  presentada en la sesión del 5 de marzo de 1835445 y  discutida en la 
del 9 de marzo y aprobados sus dos primeros artículos el 10 de marzo446.  
 
 El fundamento de esta petición se centró en las gravísimas 
circunstancias en las que España se encontraba, lo que hacía necesario 
aumentar los cuerpos de la milicia urbana. Con este fin, se apoyaba a través de 
la petición que la Reina  sancionara el proyecto de ley que a tal efecto se había 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
444 D. S. Procuradores, sesión nº 134 del 29 de enero de 1835, págs.1385-1392. 
445 D. S. Procuradores, sesión nº 162 del 5 de marzo de 1835, pág. 1747. 
446 D. S. Procuradores, sesión nº 166 del 10 de marzo de 1835, pág. 1836. 
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aprobado en las Cortes. El segundo artículo insistió en las órdenes precisas que 
las autoridades provinciales debían recibir para animar el espíritu público y 
promover el alistamiento, la formación y el armamento de los cuerpos. Y, el 
tercer artículo, que no se llegó a aprobar, instaba a la formación en las 
provincias de una milicia urbana movible. 
 
Fue firmada por Ferrer, Calderón Collantes, Pizarro, Navas, Sánchez 
Toscano, Torres Solanot, Abargues, Depedro, Santjust, Otazu, Montes de Oca, 
Fuster, Porret, Becerra, Cano Manuel Chacón, Sanz, Somoza, Trueba, Alcalá 
Zamora, Butrón Caballero, Romarate, Gándara Parejo, Gargollo, López, Villalaz, 
Llano Chávarri, Simón, Laborda, Acevedo y varios más hasta un total de 62 
procuradores. Fue muy discutida y solo se aprobaron sus dos primeros 
artículos447. 
 
4. Petición relacionada con los sucesos del 11 de mayo de 1835 
relacionados con graves alteraciones de orden público, que provocaron un 
atentado contra un procurador que resultó ileso, solicitando del Gobierno 
firmeza y medidas severas para evitar que sucesos de estas características se 
repitiesen en el futuro. Fue firmada el 13 de mayo de 1835 por 66 procuradores. 
El 19 de mayo fue discutida y aprobada. 
 
5. La guerra carlista no concluía y la necesidad de recursos era cada vez 
mayor. En la tercera legislatura se presentó otra petición sobre la organización 
de la Guardia Nacional. En este caso, se solicitó su organización en compañías, 
batallones y brigadas; dotándola, además, de una inspección general y sub-
inspecciones en las provincias y del armamento suficiente. Fue presentada en la 
sesión del 30 de abril de 1836  y aprobada en la sesión del 4 de mayo448. En un 
momento inicial no se llevó a efecto, pero según la declaración de F. Caballero: 
“Se elevó a manos de S. M.; pero el ministerio de 15 de mayo estuvo bien lejos de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
447 D. S. Procuradores, sesión nº 166 del 10 de marzo de 1835, pág. 1811. 
 448D. S. Procuradores . 3ª Legislatura, sesión nº 25 del 4 de mayo de 1836, pág. 294. 
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resolverla, hasta que en el posterior la llevó a efecto”449. Fue firmada el 21 de 
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 449  Op. cit. Caballero, F. El Gobierno y las Cortes del Estatuto… Apéndice 28, pag.59. 
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Las cinco peticiones planteadas en relación con el orden público son un 
claro reflejo de la importancia concedida en el Estamento de Procuradores a 
este tema. Como ya hemos mencionado era imprescindible conseguir la paz 
para consolidar un régimen representativo de libertad. De todas las peticiones 
sobre distintos asuntos que hasta el momento hemos analizado, no hay ninguna 
que consiguiera, ya desde la fase de su presentación, aglutinar a un número tan 
elevado de procuradores. Dependiendo del tema prevalecía la tendencia 
moderada de los peticionarios, sobre todo cuando se intentaban subsanar o 
pedir explicaciones por problemas de orden público concretos, como los sucesos 
del 18 de enero de 1835 en la Casa de Correos de Madrid o el intento frustrado 
de atentado contra un procurador el 11 de mayo de 1835.  
 
Por el contrario, cuando se planteaban medidas de carácter más general 
como la solicitud de presentación al Gobierno de un proyecto de ley sobre la 
Guardia nacional o la introducción de ciertas modificaciones organizativas en la 
misma, prevalecía en los peticionarios la tendencia progresista. ¿Tal vez, aún 
siendo todos conscientes de la necesidad de aglutinar todos los recursos 
disponibles para concluir la guerra, este tipo de ley recordaba en exceso a la 
Constitución gaditana o al Trienio Liberal? Que como hemos analizado a lo 
largo de los distintos apartados del presente estudio, fueron períodos tomados 
con gran cautela por el grupo de liberales moderados que accedió al poder tras 
la muerte de Fernando VII. 
 
e). Peticiones relacionadas con la administración local 
 
Otro grupo de peticiones, por los asuntos que plantearon, se pueden 
encuadran en el ámbito de la administración local. Son muy importantes las 
reformas administrativas que se acometieron en esta época en la que se 
desarrolló  un pensamiento común entre los liberales moderados para los que 
“la reforma administrativa no era un sucedáneo o alternativa a la reforma 
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política sino su complemento necesario, dado que, las reformas políticas y 
constitucionales, llevan consigo inexcusablemente otras reformas 
administrativas, sin las cuales aquellas no podrían realizarse y, además, las 
reformas administrativas operan como garantía y permanencia de la efectividad 
de las políticas”450. En el apartado del presente trabajo relacionado con el 
contexto histórico de las Cortes hemos tenido la oportunidad de analizar en 
detalle las reformas administrativas llevadas a efecto en este período. Ahora lo 
que nos ocupa es un resumen del conjunto de peticiones formuladas desde el 
Estamento de Procuradores en relación con este tema: 
 
1. Petición sobre la ley de ayuntamientos, relacionada con la necesaria 
reorganización de los mismos. Superado el Antiguo Régimen, al menos de modo 
teórico, el modelo municipal presentado por los moderados y los progresistas 
difería notablemente. La propuesta propugnada por los progresistas era más 
democrática y menos centralizadora que la de los moderados. De acuerdo con 
Alejandro Nieto, las dos visiones del liberalismo compartían unos principios 
comunes: “estructura organizativa bipolar, centrada en el Ayuntamiento y el 
alcalde, calificación del alcalde como agente de poder ejecutivo; subordinación 
del gobierno municipal a las autoridades provinciales, y, en fin, un régimen 
electoral directo y censitario que garantizase la consolidación de una oligarquía 
de terratenientes y clases medias”451. Sin embargo, pese a esto, la diferencia de 
matices radicaba en que los progresistas consideraban que los ayuntamientos 
no debían estar supeditados totalmente a la administración central como 
pretendían los moderados. Los moderados quisieron controlar esta parcela de 
poder y los progresistas, siendo conscientes de su difícil posición ante la Reina, 
pretendían preservar en los Ayuntamientos una parcela de poder que en otro 
caso les sería vedada.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
450 Nieto, A., Op. cit., págs. 79-80. 
451 Ídem, pág. 298. 
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En este contexto, la petición fue presentada el 1 de octubre de 1834 y fue 
aprobada parcialmente en la sesión del 26 de diciembre de 1834452. El 8 de 
mayo de 1835 presentó el Gobierno un proyecto de ley sobre la reorganización 
de los ayuntamientos. Los firmantes de la petición fueron González, Trueba 
Cossío, Navas, Lasanta, Domecq, Agreda, Conde de Adanero, Marqués de la 
Gándara, Bendicho, Fermín Caballero, Chacón, Palarea, Serrano, Mantilla y 
Martel.  
 
En esta petición se conectaron cuatro principios: la necesaria reorga-
nización de una organización municipal defectuosa; la armonización de los 
“principios constitutivos de la nación con las leyes municipales”453; la 
contribución de los pueblos, con el esfuerzo de sus habitantes al sostenimiento 
de las corporaciones municipales y la vinculación de éstas con el Trono, en 
orden a conseguir los grandes objetivos que permitieran conjugar la libertad con 
el orden, y la administración con el interés general.  
 
La idea que se defendió a través de esta petición se centró en el 
planteamiento de que un sistema de elección popular en los ayuntamientos 
supondría una garantía para la adecuada organización de los ayuntamientos, 
mientras que lo contrario, favorecía la desorganización. Pero siempre esta-
bleciendo las limitaciones propias del sufragio censitario: “No es intención del 
Estamento extender el derecho de elección a todos los habitantes de los pueblos, 
ni pedir que todos sean elegibles. Lejos de esto, quiere que solamente los 
vecinos que gocen de una fortuna independiente tengan sufragio, y que sean 
elegibles los que disfruten de una fortuna aún mayor y más independiente”454 
Lo que se solicitó en la petición fue la solicitud de una adecuada ley de 
ayuntamientos. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
452 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 106 del 26 de diciembre de 1834, págs. 1013-
1015. 
453 D. S. Procuradores,  pág.1013. 
454 Ibídem 
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2. Petición sobre reforma de la policía con el objeto de armonizarla con 
las instituciones. La institución policial asumió desde siglos anteriores 
funciones diversas tales como “la disciplina de las costumbres, la salud pública, 
la reforma de los abusos que pueden cometerse en el comercio, los víveres la 
seguridad y la tranquilidad general, la limpieza de las calles, la solidez y 
hermosura de los edificios y la observancia de los bandos municipales”455 todo 
ello con el objetivo de conseguir una vida tranquila para los habitantes de los 
pueblos. 
 
  El concepto exclusivo de órgano encargado de velar por la seguridad del 
Estado tuvo un origen posterior, ya en 1824 el Conde de Ofalia declaró, para 
justificar su creación ante el monarca que era una institución necesaria: “para 
robustecer y cimentar el principio monárquico sobre las bases indestructibles”, 
antes de crear el Ministerio del Interior era necesario “institucionalizar una 
buena policía general del reino” cuyo fin no fuese oprimir sino afianzar la 
seguridad del Estado “para dar seguridad y garantía a la propiedad” y “para 
atender a la seguridad a los caminos y despoblados, y a la limpieza, aseo y 
ornato de las poblaciones”456 La figura por la que se articuló esta institución, 
para darle proyección en todo el reino, fue la del superintendente general que 
ejercía la función de dirigir la policía bajo las órdenes del Ministerio de Gracia y 
Justicia. En este sentido, Javier Núñez considera que “la primigenia 
organización de 1824 se encuentra en la senda que desemboca en la creación en 
1832 del Ministerio de Fomento”457.   
 
En un primer momento y ya creado el Ministerio de Fomento, se intentó 
militarizar a la policía atribuyendo la superintendencia del cuerpo a un 
brigadier liberal llamado Manuel Latre. Sin embargo, al menos en este período, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
455 Escriche, J., Diccionario razonado de legislación y jurisprudencia, t. II. Madrid 1847, pág. 
724. 
456 Perez Núñez, J. El primer Ministerio de Fomento y sus delegados, 1832-1834. Otra 
perspectiva desde el caso de Madrid. Trabajo que forma parte del proyecto de investigación 
06/0020/98 financiado por la Dirección General de Investigación de la Conserjería de 
Educación y  Cultura de la Comunidad de Madrid. Hispania, LXIV/2, num 217 (2004) 637-688. 
Cita en  pág. 639. 
457 Ídem, pág. 644. 
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se impuso el criterio de la policía con las funciones de carácter civil 
mencionadas anteriormente. Por la orden del 29 de diciembre de 1833, por las 
que se erigieron las Subdelegaciones de fomento, se incluyó una específica 
regulación por la que los jefes de las Subdelegaciones de fomento asumieron el 
control de los fondos de la policía y la designación de los superintendentes. Sin 
embargo en 1843 el concepto de policía seguía estando centrado en la llamada 
policía urbana: “entiéndese por policía urbana todas las reglas y disposiciones 
de buen gobierno, que tienen por objeto la comodidad y ornato de los pueblos y 
la preservación de daños a sus habitantes”458.  
 
Paralelamente, existieron también la policía judicial y la llamada policía 
política creada en tiempos de Fernando VII y que en el momento objeto de 
estudio dependía del Ministerio de lo Interior, y es precisamente ésta la que va a 
ser cuestionada en el momento en el que se discutió en el Estamento de 
Procuradores, el art. 6º del Presupuesto de dicho Ministerio. Se abrió un 
encendido debate entre varios procuradores sobre la conveniencia del man-
tenimiento de este tipo de policía, en una nación que tenía instaurado un 
régimen representativo. Existió una percepción general negativa de la policía 
política entre los diversos procuradores: Navas o González llegaron a considerar 
que este  cuerpo policial era un sustituto de la Inquisición, mientras que el 
mismo Argüelles  entendió que los medios que se debían utilizar para velar por 
la seguridad en un país debían ser análogos a sus instituciones459. Consideró 
claramente la distinción entre la policía urbana y la policía política afirmando: 
“¿Qué tiene que ver la policía urbana o civil con esta policía o pesquisa política? 
Nada: esa policía civil que mira por la conservación del orden, siempre ha 
existido”.460 Alcalá Galiano, por ejemplo, no entendió cómo se podía discutir la 
aprobación de una cantidad del presupuesto para el mantenimiento de esa clase 
de policía. Consideró la institución como “inútil y perniciosa”461. 
  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
458 Ortiz de Zúñiga, M., Elementos de derecho administrativo, t. III, Granada 1843, pág.168. 
459 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº136 de 2 febrero de 1835, pág. 1405. 
460 D. S. Procuradores, pág. 1407. 
461 D. S. Procuradores, sesión nº 137 de 3 de febrero de 1835, pág. 1120. 
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Desde el punto de vista oficial, el Gobierno, a través del Ministerio de 
Interior, justificaba el mantenimiento de la institución como garante de la 
seguridad y el orden en los tiempos convulsos que se vivían en ese momento. El 
propio Ministro de Hacienda no entendió que si se habían aprobado sin 
discusión las partidas presupuestarias para la policía urbana y la judicial, no se 
aprobase la propuesta para la policía política, que en ningún caso pretendía ser 
la policía de un gobierno despótico. Finalmente, la partida para el 
mantenimiento de la policía fue aprobada pero generó a posteriori la 
presentación de una petición, que fue firmada el 5 de febrero de 1835 por 31 
procuradores y presentada en la sesión del 2 de marzo de 1835,  pero no se llegó 
a resolver462.  
 
 3. Petición por la que se solicita la modificación de los decretos reales de 
9 de septiembre de 1829 y 5 de diciembre de 1834 relacionados con las 
dificultades de abono de suministros a los pueblos. El objetivo de la 
presentación de esta petición fue frenar los abusos que se producían en el modo 
en el que los proveedores y los responsables de los víveres del ejército tomaban 
los suministros de los pueblos. 
 
 Firmada el 15 de mayo de 1835 por Parejo, Serrano, Depedro, Visedo, 
Belmonte, Martín del Tejar, Polo Monge, Rodríguez Vera, Carrasco, Navas, 
Miranda, Morales, Cánovas, Rodríguez Paterna y Páez Jaramillo, fue leída en la 







 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
462 D. S. Procuradores, sesión nº 160 del 2 de marzo de 1835, pág.1725. 
463 D. S. Procuradores, pág. 2561. 
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Del cuadro anterior podemos obtener interesantes conclusiones. Fueron 
solo tres las peticiones que se plantearon sobre la administración local. En la 
primera de ellas, vinculada a la solicitud de una nueva ley de ayuntamientos, 
prevaleció la tendencia progresista de los firmantes. Ambos, moderados y 
progresistas, estaban de acuerdo en que era precisa una reforma de los 
ayuntamientos, pues la pervivencia de las estructuras del Antiguo Régimen en el 
ámbito de la administración local, dificultaba notablemente la penetración de 
las ideas liberales que se pretendían consolidar. Esta estructura absolutista 
pervivió desde la muerte de Fernando VII hasta junio de 1835, momento en el 
que Martínez de la Rosa consiguió la aprobación del Estamento para implantar 
por Real Decreto unas medidas urgentes para la reorganización de los 
Ayuntamientos. 
 
 Los dos  temas de mayor trascendencia en este debate de ideas sobre el 
nuevo tipo de ayuntamiento fueron, como señala Alejandro Nieto, “la elección 
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de los alcaldes y la tutela estatal”464. Para la elección de concejales el sufragio 
universal fue descartado, coincidiendo en este sentido ambas tendencias. La 
elección se decantó por un sistema censitario, defendiendo los progresistas un 
sistema menos restringido que el apoyado por los moderados. La elección de los 
alcaldes también fue motivo de polémica entre ambas tendencias. Los 
moderados entendieron que la elección debía realizarse por el Gobierno o sus 
delegados entre una terna de los concejales más votados, y los progresistas 
entendieron que la elección final debía recaer sobre el concejal más votado. En 
relación con el tema de la tutela, el liberalismo progresista apoyó el 
fortalecimiento político de los ayuntamientos y una mayor descentralización 
como medio de fortalecer su posición dominante en las grandes ciudades, frente 
a ello el moderantismo apoyó un sistema de tutela municipal desde el poder 
central.  
 
Es importante destacar que los peticionarios de tendencia progresista 
procedían de unas elecciones de carácter censitario y base municipal, por lo que 
como señala Alejandro Nieto, su representatividad real era escasa. Pero ello no 
implicaba la falta de reconocimiento de una necesidad real que se centraba en la 
imperiosa reforma que los ayuntamientos requerían. 
 
En otro orden, es también destacable el numeroso grupo de 
procuradores, tanto progresistas como moderados, que apoyaron la reforma de 
la policía. Las críticas se centraron, como hemos visto, en la llamada policía 
política y no en la judicial o urbana, ambas perfectamente admitidas. 
 
Por último, también con un apoyo mayoritario de procuradores 
progresistas se solicitó la modificación de los decretos reales que regulaban el 
suministro al ejército por parte de los pueblos y que había generado ciertos 
abusos que era preciso eliminar. 
 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
464   Nieto, A., Op.cit., pág.297 
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f). Peticiones de contenido diverso 
 
Peticiones relacionadas con la Iglesia. Se planteó en otro grupo de peticiones un 
tema ciertamente controvertido en este período y que se refiere a las relaciones 
con la Iglesia. La tensión entre la Iglesia católica y el Estado Liberal fue un 
hecho claro desde el principio, que se agudizó con la exclaustración de las 
órdenes religiosas y la desamortización de sus bienes, ante los que la Iglesia 
reaccionó, por un lado, rompiendo relaciones con el Estado español y, por el 
otro, incorporándose al bando carlista muchos de los integrantes del clero 
regular exclaustrado. Autores como Caballero recogen de modo preciso la 
incompatibilidad de las institu-ciones religiosas y órdenes regulares con el 
espíritu liberal; en este sentido afirmó: “las ideas generalmente arraigadas en el 
clero, opuestas al régimen constitucional, tenían los frailes más antipatías y 
dobles intereses en el sostén del absolutismo, puesto que veían desaparecer su 
instituto triunfando la liber-tad. Así es que, salvo pocas u honrosísimas 
excepciones, el clero regular se declaró partidario de Don Carlos”465. 
 
No es extraño, por tanto, que desde el Estamento de Procuradores se 
plantearan de modo directo peticiones directamente relacionadas con estos 
temas, que a continuación indicamos: 
 
1.  Petición sobre la habilitación a los secularizados desde 1820 a 1823 
para obtener beneficios eclesiásticos. Firmada el 9 de febrero de 1835 por 19 
procuradores. Fue presentada en la sesión del 18 de febrero de 1835.466  
 
  2. Petición relacionada con la solicitud de que los decretos de extinción 
de regulares se presentasen a la aprobación del Estamento. Firmada el 18 de 
abril de 1836 por 45 procuradores. Fue aprobada el 25 de abril con 116 votos a 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
465  Caballero F.,  op.cit. El gobierno y las Cortes del Estatuto. Materiales para …, pág. XLV 
466 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 150 del 18 de febrero de 1835, pág. 1591. 
	  	   289	  
favor. Se presentaron los decretos467 y un proyecto de ley fechado el 11 de mayo 
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467 D. S. Procuradores. 3ª Legislatura, sesión nº 29 del 11 de mayo de 1836, pág. 340. 
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En relación con el cuadro anterior, lo más relevante fue el apoyo masivo 
de los procuradores de tendencia progresista a estas dos peticiones.  
 
El constitucionalismo del s. XIX pretendió eliminar las instituciones 
básicas del Antiguo Régimen. Los resultados finales no afectaron por igual a los 
tres pilares básicos del Antiguo Régimen: el trono, la nobleza y el clero. El 
monarca, aun realizando concesiones, se mantuvo en una posición privilegiada 
más que evidente en el período del Estatuto Real. La nobleza vio mermadas sus 
atribuciones, pero a la larga salió fortalecida desde un punto de vista 
económico. 
 
 De los tres pilares mencionados el que se vio afectado con mayor 
virulencia fue la Iglesia. El Estado liberal fue profundamente anticlerical y esto 
se hizo evidente en las distintas medidas que se fueron adoptando. Según 
Alejandro Nieto este anticlericalismo fue “especulador” “el anticlericalismo de 
unos burgueses que no odiaban a los frailes pero que, pura y sencillamente  
querían apoderarse de sus riquezas”468. 
 
Otras peticiones. Por último, incluimos otro grupo de peticiones que por sus 
contenidos presenta cierta dificultad encuadrar en alguno de los grupos 
anteriormente indicados: 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
468 Nieto, A., Op. cit., pág.476. 
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1. Fue presentada una petición relacionada con las medidas sanitarias 
que se debían adoptar contra el cólera, y el nombramiento de una Comisión 
científica relacionada con la epidemia, que incluyó medidas de diversa índole 
para la prevención y contención de los daños y la solicitud de la presentación de 
una futura ley de sanidad.  
 
Los peticionarios quisieron justificar la presentación de la petición ante la 
alarma causada por los daños que estaba provocando la epidemia de cólera, que 
habiéndose originado en Asia, atravesó Europa y asolaba a España. Todos los 
gobiernos de los distintos países europeos, afectados e implicados, habían 
adoptado las medidas necesarias de contención, e incluso se habían organizado 
comisiones integradas por médicos de distintas naciones que acudían para 
ayudar en lo que fuera preciso. El Gobierno español también adoptó medidas, 
pero no las suficientes y la enfermedad se extendía sin control. Por ello 
presentaron la petición, para exigir medidas concretas, contundentes  y 
solicitando en paralelo la creación de una ley de sanidad.  
 
Era necesario trasladar a la Reina la situación real: “la alarma que inspira 
el estado de la nación por el efecto de las medidas sanitarias adoptadas para 
contener la propagación del cólera. La completa paralización del comercio 
interior, el aniquilamiento de la riqueza y prosperidad pública, la situación 
horrorosa de los pueblos afectados, la especie de anarquía producida por las 
contradicciones que ofrecen los reglamentos sanitarios existentes: 
contradicciones que dan lugar frecuentemente a que cada autoridad se crea con 
facultades para adoptar disposiciones propias para contener el mal…”469.  
 
Las opiniones de los procuradores sobre el tema planteado fueron 
divergentes. Medrano consideró que era adecuada la idea de crear un 
reglamento que estableciese un protocolo de actuación ante este tipo de 
circunstancias, pero no le parecía correcto instar desde el Estamento una ley de 
sanidad, porque entendía que eso era responsabilidad del Gobierno, que era el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
469 D. S.  Procuradores. 1ª Legislatura del 29 de agosto de 1834, sesión nº 25, pág. 109. 
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que debía adoptar las medidas correspondientes. López Baño proponía 
distinguir las medidas aplicadas sobre los pueblos infectados sobre aquellos que 
no lo estaban, evitando generar una alarma innecesaria. Proponía restablecer 
las comunicaciones entre los pueblos para que se ayudaran recíprocamente. 
Domenech, en cambio, se opuso a la petición por considerar que ya se había 
creado la comisión científica y se había iniciado la redacción de la ley con 
carácter previo a la presentación de la petición. Fue presentada la sesión del 25 
de agosto de 1834, leída el 29 de agosto y firmada por Francisco Belda, Conde 
de Adanero, Joaquín Abargues, José Rodríguez Paterna, Miguel Polo, Manuel 
María Acebedo, Joaquín Ortiz Velasco, Rufino García Carrasco, Conde de 
Navas, Angel Polo y Monge, Telesforo de Trueba y Cossío, Miguel Chacón, Mar-
qués de Someruelos y Bernardino Victoria470.  
 
2. Petición sobre la nueva instalación de las universidades de Madrid y 
Barcelona antes de la inauguración del curso. La idea propuesta era el traslado 
de las universidades de Alcalá de Henares y de Cervera a Madrid y Barcelona 
respectivamente. Fue presentada el 18 de marzo de 1835 y firmada por Navas, 
Alcalá Zamora, Sánchez Toscano, Depedro, Istúriz, González, Caballero, 
Arango, Chacón, Pizarro, Aguirre Solarte, Calderón de la Barca, Parejo, Palau-
darias, Porret y Cezar. No se llegó a discutir. 
 
3. Petición sobre la creación de una sección de Ultramar dependiente del 
Ministerio de Estado que fuera responsable de los asuntos de las posesiones de 
Ultramar de aquellas provincias que se mantenían fieles a España. Presentada el 
20 de abril de 1835 y firmada por Arango, Montalvo, Sanjust, Ayala, Hubert, 
Dominguez, Páez Jaramillo, Navas, López del Baño, Ochoa, Pestaña, Calderón 
de la Barca, Quintana, Sánchez Toscano, Onís, Aranda, Martín del Tejar, Ferrer, 
Villalaz, González, Chacon y Cezarias. Se presentó en la sesión del 8 de mayo de 
1835 pero no se llegó a discutir471. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
470 D. S. Procuradores , sesión nº 22 del 25 de agosto de 1834, pág.83. 
471 D. S. Procuradores, sesión nº 211 del 8 de mayo de 1835, pág. 2462. 




En conclusión, del conjunto de los datos expuestos deducimos que la 
mayoría de las peticiones presentadas (39) tuvieron un contenido económico y 
fueron dirigidas a la eliminación de las trabas que podían afectar a la libre 




TENDENCIA MODERADA TENDENCIA PROGRESISTA 

























 Abargues  
 Polo  
 Acevedo 
 Ortiz de Velasco  
García Carrasco  
Navas  























































	  	   295	  
gravámenes que persistían desde el Antiguo Régimen y que contrariaban el 
nuevo espíritu de este momento: el liberalismo. Relacionadas con el orden 
público, fueron un total de 5, y persiguieron la progresiva implantación de un 
régimen de libertades pero sin descuidar el mantenimiento del orden público. El 
número total de peticiones de contenido administrativo ascendió a 6, tres de 
ellas relacionadas con la administración de justicia y otras tres vinculadas a la 
administración local. Ambos grupos potenciando, con un espíritu adecuado al 
momento, las reformas que se precisaban en los distintos órdenes.En los otros 
dos grupos he incluido, en uno de ellos, peticiones de difícil catalogación por el 
diverso contenido de las materias tratadas. Y, en el otro, dos peticiones 
vinculadas a las relaciones con la Iglesia.  
 
En cualquiera de las categorías de peticiones considerados, la mayoría de los 
peticionarios procedían, como hemos tenido oportunidad de comprobar, de la 
tendencia progresista del liberalismo que estaban ansiosos por introducir las 
reformas necesarias. 
 
Es evidente que tanto liberales moderados como liberales progresistas eran 
conscientes de la necesidad de las reformas que se precisaban, pero el espíritu 
con que unos y otros acometieron las mismas fue diferente. Los moderados 
estaban más centrados en reformas sobre asuntos concretos, y abordaban con 
mayor reticencia las reformas más drásticas que requería la nación para la 
consolidación del Estado liberal pretendido. 
- Facultades financieras 	  
Es una atribución importante que debemos tratar en detalle. En el 
borrador del Estatuto presentado por el Consejo de Ministros en 1834 se 
mencionaron en tres artículos las atribuciones financieras que debían tener las 
Cortes. Así en el art. 10 se determinaba que no se podían imponer tributos ni 
contribuciones a propuesta real si antes no habían sido votados en las Cortes. 
Continuaba el artículo 11 aludiendo específicamente a las contribuciones, cuyo 
plazo máximo de validez eran dos años, transcurrido el cual debían votarse de 
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nuevo. Y, por último, el artículo 12, en el que se concretaba el procedimiento 
que implicaba la presentación previa por los Secretarios de Despacho 
respectivos de una exposición de la situación de los distintos ramos de la 
Administración, a posteriori el Ministro de Hacienda debía presentar el 
presupuesto de gasto del ejercicio correspondiente a las Cortes y los medios de 
los que se disponía para satisfacerlos. La redacción propuesta no fue modificada 
por el Consejo de Gobierno y la redacción definitiva del Estatuto recogió este 
tema en los artículos 34, 35 y 36 en los mismos términos, con el complemento 
del art. 117 del Reglamento del Estamento de Procuradores en el que se 
introdujo un principio común de los sistemas bicamerales en virtud del cual, 
tanto los presupuestos de gastos como los medios para cubrirlos y lo 
concerniente a materias de Hacienda y crédito público se debían presentar 
primero en el Estamento de Procuradores y posteriormente en el de próceres.  
 
En el preámbulo del Estatuto Real se justificaron estas atribuciones 
financieras de las Cortes haciendo uso de un argumento historicista: “Estando 
prevenido por nuestras antiguas leyes que no se impongan contribuciones, ni 
tributos sin el concurso de las Cortes, bastará que se establezcan por base 
fundamental que no se puedan imponer dichas cargas por más tiempo que por 
espacio de dos años, para alejar de esta suerte el recelo de que vuelva a yacer 
largo tiempo en desuso una institución tan saludable”472.   
 
Una regulación más bien tímida en comparación con las atribuciones que 
en materia financiera se reconocieron a las Cortes en la Constitución de Cádiz, 
entre las que destacaron el establecimiento anual de las contribuciones e 
impuestos; la aprobación del reparto de las contribuciones entre las provincias; 
el examen y aprobación de las cuentas públicas y la fijación de gastos de la 
administración pública; la solicitud de prestamos sobre el crédito de la nación 
en los casos necesarios. El planteamiento de la Constitución gaditana fue más 
preciso y casuístico que el expresado en el Estatuto Real, pero el resultado, en 
ambos casos, fue similar en la medida que tanto en las Cortes gaditanas como 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
472 Preámbulo del Estatuto Real , ed. Villarroya, J. T., Op. cit., Apéndice III, págs. 630-631. 
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en las del Estatuto Real se debía aprobar el presupuesto de gastos e ingresos que 
regirían las finanzas del ejercicio correspondiente. La gran diferencia del 
periodo objeto de estudio respecto al gaditano aparece nuevamente vinculado a 
la iniciativa legislativa, el ejercicio de la cual en 1812 permitió a las Cortes 
gaditanas suprimir las llamadas rentas provinciales e imponer una contribución 
directa y general. 
 
Si pasamos al estudio de los presupuestos en el período objeto de estudio 
es importante que mencionemos la sesión del 11 de octubre de 1834, en la que se 
incluyó un apéndice que contenía la Memoria de los presupuestos para 1835, 
que fue leída por el Secretario de Despacho de Hacienda. En dicha memoria se 
presentó un presupuesto completo, que contenía un desglose de las diversas 
partidas de gasto correspondientes a la Casa Real (56.300.000 de rs.); la 
Secretaría de Despacho de Estado (13.368.353 rs.); Ministerio de Gracia y 
Justicia (13.575.955 rs.); Ministerio del Interior (132.133.121 rs.); Ministerio de 
Guerra (264.347.798 rs.); Ministerio de Marina (53.035. 393 rs.); Ministerio de 
Hacienda (154.669.055 rs.) Y un presupuesto de ingresos total que ascendió a 
766.804.658 rs. 
 
El crédito total concedido al Gobierno ascendió a 937.460.321 rs. para los 
gastos del año 1835 de acuerdo con el siguiente desglose: a la Casa Real 
corresponderían 56.300.00 rs., a la Deuda Pública interior y exterior 
230.678.622 rs., a lo servicios de los Ministerios 513.477.038 rs. y los gastos de 
recaudación y anticipación de fábricas 137.004.660 rs. La diferencia entre las 
partidas de gastos e ingresos generó un déficit de 170.000.000 de rs. 
 
A lo largo de varias sesiones fueron discutidos cada uno de sus apartados 
en las Cortes y finalizó el año sin la aprobación final, lo que presionó al gobierno 
de Martínez de la Rosa para presentar un proyecto de ley que persiguió 
prorrogar los presupuestos antiguos. De esta forma, en la sesión del 30 de 
diciembre de 1834, se leyó la ley sancionada por S. M. por la cual se disponía la 
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continuidad de los presupuestos anteriores hasta la aprobación de los nuevos473. 
Transcurridos varios meses y con el voto del Estamento de Próceres, por ley de 
26 de mayo de 1835, se aprobaron definitivamente los presupuestos, que fueron 
los únicos aprobados en las tres legislaturas. 
 
Tomás Villarroya considera que en esta época se confirmaron algunos 
principios del presupuesto tradicional, mencionando expresamente la 
naturaleza legislativa, el principio de anualidad, el de universalidad y el de 
especialidad474.  
 
En conclusión, el ejercicio de esta potestad de análisis de los 
presupuestos es una expresión de un ejercicio de control al gobierno a través de 
la fiscalización de los gastos presentados. Hay que tener en cuenta, además, que 
en España se estaba viviendo un momento especialmente crítico desde el punto 
de vista económico, debido a la sangría económica que supuso la guerra civil. 
Autores como Josep Fontana han puesto de manifiesto las dificultades 
financieras que se vivieron en este período, que provocó la distorsión de la 
Hacienda Pública por la ingente cantidad de recursos que consumió la guerra, lo 
que hacía inútiles los intentos de conseguir un equilibrio presupuestario475.  
 
Es especialmente relevante, de acuerdo con las cifras que he facilitado 
anteriormente, la necesidad que surgió de acudir a los empréstitos, tanto para 
hacer frente al déficit presupuestario como a los gastos de la guerra que iban 
surgiendo de modo paulatino. Esta situación no mejoró en ningún momento 
mientras la guerra se mantuvo. Los gastos que ocasionaba distorsionaban todas 
las cifras y el Gobierno no tuvo otra opción que recurrir de modo habitual a esta 
fórmula sometida, eso sí, a la previa aprobación de las Cortes. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
473 D. S. Procuradores, diario de sesiones nº 110 del 30 de diciembre de 1834. Pág.1070. 
474 Villarroya J.T., Op.cit., págs.368-370. 
475 Véase: Fontana Lázaro J., Op. cit.  
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- Facultades Judiciales 	  
Ni en el borrador presentado por el Consejo de Ministros, ni en el 
dictamen del Consejo de Gobierno ni en la redacción definitiva del Estatuto Real 
se hizo alusión a las facultades judiciales del Estamento de Procuradores que 
aparecen reguladas en el título XII del Reglamento de Régimen Interior del 
Estamento. Dichas atribuciones aparecían en el art. 139, que se expresaba en los 
siguientes términos: “El Estamento de Procuradores del Reino no podrá ejercer 
directa ni indirectamente ninguna atribución judicial, excepto en los casos que 
se expresan a continuación.  
 
Primero. Cuando promueva la acusación contra algún Secretario del 
Despacho por los delitos que prefije la ley de responsabilidad , según los 
trámites que esta señale. 
Segundo. Cuando ejerza el Estamento de Procuradores el derecho a 
juzgar a sus propios individuos, ya sea por delitos comunes que cometan 
durante el tiempo de su mandato, ya por las faltas o abusos en que 
puedan incurrir, como tales Procuradores. 
Tercero. Cuando el Estamento ejerza autoridad correccional, con 
respecto a las personas que hayan atentado contra el Estado o contra 
alguno de sus individuos, o perturbado el buen orden durante las 
sesiones, o cometido de hecho, por escrito o de palabra, algún desacato 
contra el Estamento de Procuradores que éste juzgue conveniente 
castigar”476. La regulación detallada del ejercicio de estas atribuciones se 
remitió a un decreto. 
 
La expresión de esta regulación del Estatuto y el Reglamento del 
Estamento de Procuradores constituyó un evidente distanciamiento con la 
regulación gaditana. La Constitución de 1812 fue la máxima expresión ideoló-
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
476 Reglamento de Régimen Interior del Estamento de Procuradores, citado por D. S. 
Procuradores. Legislatura 1834-1835. Tomo I. Madrid 1867.  
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gica del constitucionalismo, uno de cuyos aspectos más relevantes fue el 
principio de división de poderes y una de sus manifestaciones más claras el 
principio de independencia judicial. La novedad e importancia de la 
Constitución gaditana, en este sentido, radicaba en el hecho de la absoluta 
separación del criterio absolutista en el que el poder judicial estaba concentrado 
en la persona del monarca, aunque fuera ejecutado a través de oficiales regios. 
En la Constitución de Cádiz se planteó en el título V todo lo relativo a la 
administración de justicia criminal y civil. No obstante, las atribuciones 
judiciales de las Cortes gaditanas en ningún caso supusieron una invasión de las 
facultades que correspondían al poder judicial. En el art. 131 de la Constitución 
de Cádiz se reconoció como competencia de las Cortes, por un lado, la 
protección de la libertad política de imprenta, que se concretó en la Ley de 
Imprenta de 1810 en relación con los posibles abusos cometidos por los 
integrantes de las Cortes. Por otro lado, la facultad de las Cortes de hacer 
efectiva la responsabilidad de los Secretarios de Despacho y demás empleados 
públicos. Todo ello se completó y detalló en el Reglamento para el Gobierno 
interior de las Cortes de Cádiz de 1813, en el que se atribuía a las Cortes la 
responsabilidad de enjuiciar las causas criminales de los diputados a través de 
un Tribunal que se nombraba a tal efecto.  Como complemento, en el capítulo 
XII de la Constitución se recogió expresamente el modo de exigir la 
responsabilidad a los Secretarios de Despacho, si bien la responsabilidad de las 
Cortes se limitaba a analizar si había fundamento para la formación de una 
causa ya que el enjuiciamiento, si prosperaba la misma, se llevaba a efecto a 
través del Tribunal Supremo (art. 229 Constitución Cádiz). Con el mismo 
criterio, cualquier perturbación, exceso o delito cometido en el edificio de las 
Cortes le otorgaba la competencia de practicar las diligencias necesarias para la 
averiguación de los hechos y para proceder, si el caso lo justificaba, a remitir el 
asunto al tribunal competente. Es evidente que en la Constitución de Cádiz y en 
los decretos complementarios se plasmó de modo claro el principio de la 
separación de poderes, limitándose las atribuciones judiciales de las Cortes, 
propiamente dichas, al enjuiciamiento de las causas criminales contra los 
diputados. En los demás casos, la manifestación de estas facultades judiciales se 
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limitaba a decidir los supuestos en los que se apreciaban indicios de delitos para 
su posterior remisión a los tribunales competentes. 
 
La diferencia con lo regulado en esta materia en el Estatuto Real y los 
respectivos Reglamentos de régimen interior de los Estamentos también nos 
parece evidente. Desde el primer momento se eludió el reconocimiento claro del 
principio de división de poderes. No se hizo mención alguna en el Estatuto Real 
al poder judicial ni a la administración de justicia y las atribuciones judiciales de 
los Estamentos se reconocieron exclusivamente en los Reglamentos de Régimen 
interior. En el caso del Estamento de Procuradores, como hemos visto, en el 
título XII se remitió el desarrollo posterior del tema a un decreto especial que 
nunca se llevó a efecto. Tampoco se profundizó en la exigencia de respon-
sabilidad a los secretarios de despacho, dado que este tema se remitió para su 
desarrollo a una ley posterior. Ley que nunca llegó a ver la luz, aunque el 
proyecto de ley se presentó para su discusión en el Estamento de Próceres el 18 
de diciembre de 1835. 
 
 Lo cierto es que desde el momento inicial de constituirse las Cortes en la 
contestación al primer discurso de apertura de la Corona, procuradores como 
López manifestaron esa inquietud en lo siguientes términos: “Más para que el 
poder Real sea efectivo, es necesario que sean responsables las personas de los 
Ministros que lo ejercen” o “Cuando el poder judicial no es independiente, no 
puede tener la libertad necesaria en sus relaciones; y cuando el poder deja de ser 
responsable, está muy expuesto a ser arbitrario”477. En el discurso de apertura 
de la segunda legislatura se incluyó desde el momento inicial como objetivo del 
Gobierno la presentación de un proyecto de ley sobre responsabilidad 
ministerial. 
 
 La iniciativa del Estamento, en este sentido, también se recogió en la 
petición que presentaron sobre derechos fundamentales recién comenzada la 
primera legislatura, como vimos anteriormente, y en su artículo 11, que declaró 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
477 D. S. Procuradores, sesión nº 8 del 3 de agosto de 1834, pág. 21. 
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el principio de responsabilidad de los Secretarios de Despacho : “Los Secretarios 
del Despacho son responsables por las infracciones de las leyes fundamentales , 
por los delitos de traición y concusión, y por los atentados contra la libertad 
individual, seguridad personal y derecho de propiedad”478 . 
 
Tomás Villarroya menciona los dos únicos casos en los que se intentó 
pedir responsabilidad a los ministros de Martínez de la Rosa. El primero de 
ellos intentando exigir responsabilidad a los ministros ante la imprevisión por la 
actuación del Gobierno en los sucesos de la casa de Correos en enero de 1835. Se 
trató de una sublevación del teniente liberal Cayetano Cordero que pretendió el 
restablecimiento de la Constitución de 1812; el capitán general Canterac y un 
ayudante se presentaron ante los amotinados de la Casa de Correos para 
intentar disuadirles, y una descarga procedente de ciudadanos armados le dio 
muerte. La inadecuada gestión de este suceso por parte del Gobierno motivó 
intervenciones de distintos procuradores exigiendo responsabilidades a los 
ministros de Guerra e Interior; al primero, por no haber atajado a tiempo los 
sucesos del día 18 de enero, pese a los avisos que sobre el movimiento 
insurreccional le habían llegado en la mañana del día 17; y al segundo, por no 
haber intervenido decisivamente en el mantenimiento del orden público. La 
referencia a una necesaria ley de responsabilidad se planteó en este momento 
por uno de los procuradores más críticos con la actuación del Gobierno en este 
suceso, el Marqués de Montevirgen: “Esta discusión debe terminarse por el solo 
hecho de no haber una ley de responsabilidad. Si la hubiere pediría yo la de los  
Ministros de Guerra y de lo Interior, como responsables de la tranquilidad, 
porque habiendo podido impedir con tiempo, consintieron en que la 
insurrección estallase, y se turbase aquella”479. 
 
 Se presentó una petición el 19 de enero que fue discutida en la sesión del 
26 de enero de 1835, firmada por treinta próceres y en la que se solicitaba a S. 
M. que el Gobierno adoptase las medidas necesarias para evitar que este tipo de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
478 D. S. Procuradores, sesión nº 24 del 28 de agosto de 1834, pág. 96. 
479 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº: 128 del 22 de enero de 1835, pág. 1316. 
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sucesos se volvieran a repetir480. La petición constaba de tres partes, una 
primera parte que desaprobaba los hechos acontecidos, que todos los próceres 
que intervinieron en la discusión apoyaban. Una segunda parte, en la que se 
exigía al Gobierno que no volvieran a producirse este tipo de incidentes y una 
tercera, que planteaba la necesidad de exigir responsabilidades a quien 
procediera. No planteó problemas la aprobación de las dos primeras partes de la 
petición pero si la relacionada con la exigencia de responsabilidades, dado que 
no existía legalmente dicha ley. De modo que la petición fue aprobada 
recogiendo los dos primeros puntos. Finalmente, el proyecto de ley sobre 
exigencia de responsabilidad ministerial fue presentado el 18 de diciembre de 
1835 en el Estamento de Próceres y fue discutido y aprobado pero no ocurrió así 
en el Estamento de Procuradores al que nunca llegó. 
 
Otro momento en el que se planteó la exigencia de responsabilidad 
ministerial coincidió, según Tomás Villarroya, con la firma del Convenio Elliot 
firmado entre el general carlista Zumalacárregui y el general Jerónimo Valdés, 
en representación del bando isabelino, favorecido por la intervención de un 
representante del gobierno inglés, lord Elliot, para poner fin al fusilamiento 
indiscriminado de prisioneros de guerra promoviendo el canje de los mismos. 
Caballero presentó una proposición para exigir responsabilidades al Gobierno y 
desde el propio Estamento le indicaron que el cauce adecuado para ello era la 
presentación de una petición. Hubo un importante debate y se llegó a leer en la 
sesión del 27 de mayo el denominado Convenio Elliot. El fondo del Convenio fue 
aceptado por el Estamento, puesto que lo único que pretendió fue establecer un 
trato humanitario a los prisioneros de guerra de ambos bandos. Sin embargo, 
existieron profundas discrepancias en cuando al modo en el que se realizó.  
Sobre todo en torno a la intervención de Lord Elliot, cuya legitimación legal fue 
cuestionada, tanto por Argüelles como por Galiano481. Y además fue muy 
controvertido el reconocimiento del General Zumalacárregui como una de las 
partes negociadoras. El clamor general se levantó contra este reconocimiento 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
480 D. S. Procuradores, sesión nº 36 de 26 de enero de 1835, pág.198. 
481 D. S. Procuradores, sesión nº 223 de 27 de mayo de 1835, pág. 2607. 
 
	  	   304	  
del que consideraban simplemente un traidor. Por último, tampoco en el 
Estamento tenían claro si era posible exigir responsabilidades ministeriales 
sobre la base del art. 139 del reglamento sin existir una ley de responsabilidad. 
Finalmente, no se llegó a votar porque en realidad el Convenio ya había sido 
firmado y gozaba del apoyo inglés. El punto de vista del Gobierno se centró en 
que en situación de guerra civil estaba perfectamente justificada la firma de este 
tipo de convenios que además venía apoyado por el Gobierno inglés que fue el 
que envió como comisionado a Elliot. 
 
- Facultades de control al Gobierno 	  
 Podríamos más bien hablar de mecanismos indirectos de fiscalización, 
porque en ningún momento el Estatuto Real concedió facultades explícitas de 
fiscalización a las Cortes sobre la actividad del Gobierno, con la única excepción 
del ejercicio de la potestad de análisis de los presupuestos, que se convirtió en 
un mecanismo de control a través de la fiscalización de los gastos presentados. 
Pero también es cierto que el Estatuto Real y las normas que lo acompañaban 
introdujeron en España el régimen parlamentario, que requiere el apoyo de la 
mayoría de las Cortes a la actividad del Gobierno, lo que no se podía llevar a la 
práctica sin la existencia de los adecuados mecanismos de control. Sin embargo, 
la legislación del momento no fue explícita al respecto. Por el contrario la vía de 
hecho permitió el desarrollo de esta función de control y fiscalización a través 
una serie de instrumentos que a continuación pasamos a analizar. 
 
a). Discursos de contestación a la Corona  	  
Dentro del período liberal, y centrándonos en el Trienio, estos discursos se 
contemplaban como un acto protocolario y de mera cortesía a la figura del 
Monarca. Esta línea se rompió en algunos discursos emitidos en este período 
tanto desde el Estamento de Procuradores como del de Próceres. Podremos 
comprobar, con el posterior análisis realizado, que el tono crítico de estos 
discursos se alternaba entre ambos Estamentos. Cuando la legislatura estaba 
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presidida por un gobierno moderado, el tono crítico del discurso provenía del 
Estamento de Procuradores; por el contrario, cuando el Gobierno de la 
legislatura tenía un acento progresista, era el Estamento de Próceres el que 
ahondaba en las críticas. 
 
Los discursos del comienzo de las distintas legislaturas marcaron los 
puntos clave que sirvieron de base a los dos Estamentos para abordar los 
problemas que se habrían de acometer y, en la medida de lo posible, solucionar 
en cada una de las mismas. Uno de los procuradores más activos, el Conde de 
Navas, recogió esta idea con claridad en la contestación al discurso de la Corona 
de la tercera legislatura, expresando su deseo de que cualquier contestación 
debía implicar un compromiso del Estamento de Procuradores y “una 
manifestación explícita y terminante de la desaprobación o aprobación de todo 
o parte de este programa presentado en el discurso, así como una expresión de 
las necesidades y justas exigencias de la nación”482. 
 
El primero de los discursos se centró en una realidad: la preservación de los 
derechos al trono de Isabel utilizando un triple ámbito de actuaciones: 
 
-Fomentar el apoyo y la unión de la nación sobre los derechos dinásticos 
de la misma. 
-Criticar la actitud del Pretendiente “No contento aquel Principe en 
promover la rebelión dentro del propio reino, atizaba el fuego de la 
guerra civil desde un Estado vecino…”483. 
-Fomentar el apoyo internacional sobre los derechos dinásticos de Isabel. 
Que pareció claro en un primer momento de Francia, Inglaterra, Irlanda 
y Portugal y más tímido de otros países. Algunos de los cuales, tras la 
proclamación de Doña Isabel como legítima heredera y su madre Cristina 
como regente renovaron las relaciones políticas con el Gobierno español 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
482 D. S.  Procuradores. Legislatura de 1836, sesión nº 9 de 6 de abril de 1836, pág.50. 
483 D. S.  Procuradores. Legislatura de 1834, sesión nº7 de 1 de agosto de 1834. Apéndice del 
discurso de la Corona 
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pero se abstuvieron de pronunciarse abiertamente por “…no 
entrometerse en nuestros asuntos domésticos”484. 
  La Reina regente mencionó, además, una serie de problemas que pusieron 
en evidencia la grave situación por la que atravesaba la nación y que debían ser 
prioritarios, tales como el orden público, la insuficiencia de medios económicos 
para hacer frente a los problemas existentes, la epidemia de cólera morbo, el 
ejército y su dotación, todo ello sin exigir sacrificios y contribuciones adicionales 
a la población. Puso el acento, además,  en las obligaciones que debía asumir el 
Gobierno con ayuda de las Cortes en relación con la obtención del deseable y 
necesario equilibrio presupuesto que coadyuvaría a la resolución de las 
perentorias necesidades de la nación. 
 
    La Reina hizo referencia también a las importantes reformas adminis-
trativas que se habían llevado a efecto, relacionadas con la división del terri-
torio, la separación de la parte administrativa y judicial, la supresión de los 
antiguos Consejos y las nuevas audiencias485. Las reformas introducidas, como 
hemos tenido oportunidad de comprobar en el capítulo dedicado al contexto 
histórico, fueron de gran calado y afectaron tanto a la administración local como 
a la central, y su objetivo primordial fue sustituir las obsoletas instituciones del 
Antiguo Régimen, introduciendo nuevas instituciones que permitieran la 
adaptación de la Nación a los nuevos tiempos. Por último, invitó a los esta-
mentos a que consolidasen los cimientos construidos a partir del Estatuto Real. 
 
¿Cómo se responde a estas propuestas desde los Estamentos?  
La Comisión que elaboró el discurso de contestación optó por un discurso 
moderado y no comprometido con posturas radicales. No obstante, en la fase 
previa de discusión se evidenciaron las posturas de los representantes del 
liberalismo más radical. Se volvieron a plantear viejas reivindicaciones como, 
por ejemplo, la reclamación de la libertad de imprenta sin censura previa de  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
484 Ibídem. 485	  Todas las reformas tanto de la administración local y  como de la central han sido estudiadas 
en el contexto histórico del presente trabajo, págs. 48-64.	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López: “... lo primero que ha creído que debía hacer presente a S.M. era la 
necesidad de establecer la libertad de imprenta sin previa censura, sin examen, 
sin ninguna restricción que anteceda a la publicación de los escritos”486. O el 
principio de igualdad ante la ley, la libertad civil, la inviolabilidad de la 
propiedad, la independencia del poder judicial y la responsabilidad de todos sus 
agentes. López insistió en la necesidad de crear una tabla en la que estuviesen 
reflejados estos derechos. Postura que fue combatida desde sectores moderados 
que no creían oportuno la plasmación efectiva de estas reivindicaciones por la 
situación en la que se encontraba la nación (Conde de Toreno, Medrano) : “El 
gobierno en abstracto adora, es idólatra de la libertad de imprenta; pero la 
cuestión es si cuando hay una guerra civil será conveniente establecerla”487 o el 
propio Martínez de la Rosa que insta a los procuradores que exigen cambios 
radicales a no impacientarse: “La salvación del estado es la primera necesidad; 
después de ésta viene el orden, el reposo y la estabilidad”488. Sin embargo, a lo 
largo de los días en los que se discutió el proyecto de contestación se evidenció 
el germen claro de estas posturas del liberalismo radical apoyadas por 
procuradores como López o Caballero: “el secretario ha partido de un principio 
que no es exacto ya que ha partido de la idea de que la cuestión de la libertad de 
imprenta es muy delicada, que debe meditarse mucho, no aventurarse; esto es 
una verdad; no tratamos de hacer la petición a S. M.; no se trata de obligar a los 
ministros a que presentan mañana un proyecto; se trata, como ha dicho muy 
bien la comisión , de manifestar los deseos del Estamento como uno de sus 
derechos políticos, y creo, que lejos de parecer mal a las provincias que nos han 
enviado para representarlas, será una cosa que reciban con mucha 
complacencia…”489. O Trueba: “ Se ha dicho que no es tiempo todavía de 
establecer la libertad de imprenta, y yo creo que nunca puede hacerse mejor que 
al constituirse una nación”. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
486 D. S.  Procuradores.  1ª Legislatura de 1834 , sesión nº8 de 3 de agosto de 1834, pág.20. 
487 D. S.  Procuradores, sesión nº8 de 3 de agosto de 1834, pág.24. 
488 D. S. Procuradores, sesión nº8 de 3 de agosto de 1834, pág.27. 
489 D. S. Procuradores, sesión nº10 de 5 de agosto de 1834, pág.42. 
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A diferencia de la contestación del Estamento de Procuradores, la del 
Estamento de Próceres fue redactada en unos términos que constituyeron la 
máxima expresión de un apoyo sin fisuras a los distintos enfoques dados por la 
Reina en los temas descritos en su discurso de apertura. Los próceres 
manifestaban una lealtad y agradecimiento sin límites a la labor de la Reina 
gobernadora por el hecho de haber respetado la tradición, representada por las 
antiguas leyes, y su adaptación a ese momento: “… no se ha limitado a 
restablecer los derechos antiguos, sino que sujetando su ejercicio a reglas 
uniformes en armonía con los progresos de la razón y con los verdaderos 
intereses del país, ha dado a aquellas instituciones más coherencia y 
unidad…”490.   
 
El contenido del discurso de la Corona se modificó sustancialmente en la 
2ª legislatura. Ya no se trataba de un discurso centrado en consolidar un ré-
gimen recién iniciado, que sentara los cimientos que llegasen a ser poste-
riormente desarrollados gracias a la labor de las Cortes y el Gobierno. Fun-
damentalmente, el discurso reflejaba los deseos de avanzar en el sistema 
representativo repasando la trayectoria de los logros de la primera legislatura. 
Fue un discurso más centrado en las realidades objetivas que se pretendían 
alcanzar. La principal idea en torno a la que giró fue el deseo de finalizar la 
guerra que tantos estragos estaba causando a la nación, utilizando todos los 
medios posibles: la labor de las Cortes y la sensatez del pueblo español; el deseo 
de no incurrir en el incremento de los empréstitos ni las contribuciones, 
mejorando a la vez la situación de los acreedores nacionales y extranjeros; el 
claro apoyo de los mandatarios de la Cuádruple Alianza, concretándose el 
mismo en la aportación de las armas inglesas y del ejército francés. Todo ello, y 
en esto coincide con el primer discurso, con una alabanza a la valentía y al 
apoyo del ejército, por un lado, y a la Guardia nacional, por el otro, que también 
había dado muestras de su patriotismo en defensa del orden interior. No 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
490 D. S. Próceres.  1ª Legislatura. Apéndice al Diario de sesiones de 31 de julio de 1834, pág.1. 
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obstante, se solicitó la modificación de su reglamento para dotarla de una 
estructura más organizada y coherente.  
 
Se hicieron propuestas de los proyectos de ley que se iban a presentar en 
la legislatura: libertad de imprenta, responsabilidad ministerial, ley electoral. 
Propuestas del liberalismo radical, totalmente acordes con el nuevo espíritu del 
gobierno de Mendizábal, que tras la dimisión del Conde de Toreno en 
septiembre de 1835 formó gobierno a petición de la Reina. 
 
En uno de los párrafos del discurso de contestación se hizo referencia a la 
necesidad de dotar de un plan general a la administración de hacienda. Se 
propuso un voto de confianza al Gobierno para el supuesto de que éste no 
pudiese llegar a constituir un presupuesto en esa legislatura. Si bien 
considerando la siguiente matización: “…hallándose dispuesto entre tanto a 
subvenir con su voto de confianza a las necesidades públicas que no admiten 
dilación”491.  
 
Se hizo una declaración de intenciones en relación con posibles nuevas 
medidas vinculadas a los ayuntamientos, el reglamento de los gobiernos civiles, 
la eliminación de trabas que se habían opuesto a la libre circulación de las 
personas y a mejoras en el sistema de enseñanza. Y, en definitiva, se defendió a 
ultranza el régimen representativo. Se articuló una posible solución para 
generar recursos a través de la enajenación de los bienes de propios del estado 
basándose en la premisa: “nunca el Gobierno es buen administrador de aquellos 
bienes …”492.  
 
Se confirmó la necesidad de aumentar el ejército para poner fin a la 
guerra. En las discusiones previas a la redacción final del párrafo se pusieron de 
manifiesto ciertas discrepancias por el hecho de que el discurso de contestación 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
491 D. S. Procuradores. 1ªLegislatura, sesión nº8 de 25 de noviembre de 1835, pág.30. Es 
evidente que el Estamento de Procuradores apoyaba claramente al gobierno de Mendizábal y 
estaba dispuesto a facilitar los posibles problemas que se pudieran plantear. 
492 Ibídem. 
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concretó el incremento de los efectivos del ejército en una cifra determinada: 
100.000 hombres armados. 
 
Por el contrario, la contestación desde el Estamento de Próceres mantuvo 
la misma tónica que la elaboración de la contestación al primer discurso en la 
anterior legislatura. Un tono laudatorio y lleno de admiración hacia la Reina y 
todas sus propuestas. En la fase de discusión tampoco se plantearon 
controversias, con la excepción del Conde de Parsent que consideró que el 
discurso de apertura de la legislatura era un discurso hecho por y para favorecer 
al Gobierno: “Admitiendo la doctrina reconocida en todos los países gobernados 
constitucionalmente, miro el discurso de S. M. como obra de sus ministros, y, 
por consiguiente, susceptible de examen y censura, sin que por esto falte en lo 
más mínimo al respeto debido a la Corona; así lo declararon los ministros 
anteriores varias veces y por lo tanto estoy seguro que pensarán lo mismo los 
actuales, mucho más cuando éstos hasta ahora demuestran más franqueza en su 
marcha por la senda constitucional”493. 
 
 Aunque se votaba, como en el Estamento de Procuradores sobre la 
totalidad y a posteriori se decidía si se entraba en la discusión por artículos. Las 
discusiones no generaron excesiva polémica y en muchos casos lo manifestado 
estaba completamente en la línea de los intereses que representaban los 
integrantes del Estamento de Próceres. Así, el Duque de Vergara propuso una 
modificación en uno de los párrafos en los siguientes términos: “…se añadiese 
fuerte con la solidez de las instituciones fundamentales de la nación, de cuyo 
restablecimiento le es deudora. De este modo se manifestaría la mundo entero 
que los principios del actual Gobierno de España no son más que una 
consecuencia del restablecimiento de las antiguas leyes fundamentales del 
reino, que la augusta Reina Gobernadora ha tratado de plantear”. Con claro 
apoyo de otros próceres que en el fondo no veían en el Estatuto Real y en el 
régimen que se impuso más que un restablecimiento de las antiguas leyes del 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
493 D. S. Próceres.  1ª Legislatura, sesión nº6 de 27 de noviembre de 1835, pág.22. 
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Reino. No apreciaban el carácter de instrumento de apertura hacia otros 
intereses e inquietudes que representaba el Estatuto Real. 
 
En relación con el discurso de apertura de la tercera legislatura, de los 
temas planteados se desprenden claramente las prioridades del gobierno de 
Mendizábal. Se puso el acento en el nuevo proyecto de ley electoral que, como 
ya analizaremos más tarde, se centró en incrementar la base de votantes. Sin 
descuidar otros aspectos importantes para la nación como:  
 
1. Ahondar en el reconocimiento diplomático de los derechos al Trono de la 
futura reina Isabel II. 
2. Agradecer el activo apoyo de los gobiernos francés, inglés y portugués 
suministrando armas y tropas a favor de la causa isabelina. 
3. Expreso agradecimiento a la Guardia Nacional, protectores sin descanso del 
orden público, con los que se comprometió a una mejora de sus medios. 
4. Referencia al uso moderado del voto de confianza otorgado que suponía: 
armonía en los poderes del estado; compromiso a no hacer uso del 
mismo de manera arbitraria y no incrementar los gravámenes a la 
nación. 
5. Justificación de la supresión de los institutos religiosos utilizando 
argumentos como: “la falta de armonía con los progresos de la 
civilización”494 o el apoyo de la opinión pública. Esta decisión es la más 
clara expresión del anticlericalismo de Mendizábal. 
6. Referencia a la culminación de los trabajos relacionados con los Códigos 
civil y penal, ahondando en otras reformas que precisaba la 
Administración pública, en los campos de guerra y hacienda. 
7. Alarde de la eficacia derivada de las modificaciones que se habían 
producido en las diputaciones provinciales y los ayuntamientos. Se 
vinculó la nueva composición de los mismos y el apoyo a la causa 
nacional por facilitar el incremento de efectivos para el ejército. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
494 D. S.  Procuradores. Legislatura de 1836 , sesión nº4 de 22 de marzo de 1836, pág.16. 
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8. Manifestación de un objetivo prioritario, como lo había sido en 
anteriores legislaturas, y que se centraba en poner definitivamente fin a 
la guerra. 
  En el momento de discusión a la contestación a este discurso se 
reclamaron más libertades, por ejemplo el Conde de Navas, Acuña o Setién 
insistieron en la necesidad de que estuvieran presentes representantes de las 
provincias de ultramar en la redacción de la ley electoral; o, en otro orden de 
cosas, la conveniencia del establecimiento de la libertad de imprenta. Ambos 
deseos compartidos por el gobierno de Mendizábal. 
 
 La contestación al discurso enfatizó la importancia de la ley electoral, sin 
que ello implicase el descuido de otras importantes tareas que habrían de 
acometerse: 
-Negociación con los Estados de la América española: “Hora es que sean 
amigos dos pueblos que la naturaleza hizo hermanos, de que se borren los 
vestigios de las pasadas hostilidades, y de que por la permuta de sus respectivas 
producciones sea tan beneficiada la industria de los nuevos Estados americanos, 
como la de la España europea, y la de las ricas y felices Antillas y Filipinas, que 
forman sus actuales provincias de Ultramar”495. 
 
-La referencia a los apoyos internacionales mencionados en el discurso 
de la Reina. Resulta interesante comprobar que en la contestación al mismo, por 
el Estamento de Procuradores, se vinculan las positivas relaciones de algunos de 
los países como Brasil, América del Norte y otros estados europeos al óptimo 
efecto causado por la política liberal practicada. 
 
-Se elogió, de manera firme y decidida, la evolución positiva de la guerra 
a la causa isabelina tras el aumento de efectivos que se había producido, con 
referencia a la importante labor de apoyo en el mantenimiento del orden que 
realizó la Guardia Nacional. Provocó una gran satisfacción en el Estamento de 	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Procuradores el hecho de que sus integrantes vieran incrementado su 
armamento. 
 
-Resultó gratificante comprobar que no se había producido un 
incremento de las contribuciones pese a producirse un aumento notable del 
gasto público. 
 
-Fueron alentadoras las medidas y reformas de diversa índole que el 
Gobierno preparó para hacienda. Insistiendo en la labor de intervención en la 
gestión pública que se debía realizar desde el Estamento de Procuradores. Lo 
que hace desear a los procuradores el término de las medidas anunciadas que, 
en definitiva, redundaran en beneficio de todos:” Persuadidos están de que si 
todas las cantidades que anualmente se exigen a los pueblos por diversos 
respetos y con distintas denominaciones, se utilizasen sin más descuento que el 
de una económica recaudación, todos los gastos públicos podrían naturalmente 
cubrirse, tanto los generales, como los provinciales y municipales…”496. 
 
-En relación con la administración de justicia insistieron en la urgencia 
de la definitiva finalización de los códigos. 
 
-Los procuradores expresaron una línea de conducta a seguir 
considerando adecuados todos los objetivos del discurso real. No obstante, todo 
ello exigía, en primer término, la finalización de la guerra. Como medios para 
conseguir el mencionado objetivo propusieron: “El Gobierno del Estado adop-
tará una actitud vigorosa, imponente, irresistible” y además “El Estamento de 
Procuradores cree cumplir con su misión, y responder a la voz de la Patria, 
ofreciendo al intento un apoyo franco y decidido al Gobierno de S. M …”497. 
 
En el discurso de contestación del Estamento de Próceres de la tercera 
legislatura, aún manteniendo en todo momento el tono laudatorio hacia el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
496D. S. Procuradores, sesión nº7 de 2 de abril de 1836, pág. 28. 
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comportamiento y actitudes de la Reina se puso de manifiesto una crítica al 
Gobierno que desveló claramente el desacuerdo del Estamento de Próceres con 
algunas de las prácticas realizadas por el gobierno de Mendizábal. Por primera 
vez se incluyeron en la contestación dos puntos que ni siquiera se habían 
mencionado en el discurso de la Corona y que evidenciaban la clara 
disconformidad del Estamento de Próceres ante situaciones reprobables o poco 
claras. Por un lado, se hizo referencia a la represalia llevada a cabo sobre la 
madre y hermanos de un caudillo carlista llamado Cabrera que ejecutó a los 
alcaldes de Valdealgorfa y Torrecilla por cumplir las indicaciones del general 
Nogueras, lo que había causado una derrota carlista. Como reacción el General 
dictó, al Gobernador de Tortosa, un oficio para ordenar la detención y posterior 
fusilamiento de la madre y hermanas del caudillo carlista Cabreras en nombre 
de la Reina. El Gobernador de Tortosa, inmediatamente lo trasladó al Capitán 
General por no creerse investido de las facultades necesarias para su ejecución, 
más tarde el propio Capitán General de Cataluña confirmó las órdenes iniciales 
y la madre fue fusilada y sus hijas detenidas. Esto fue muy criticado en el 
Estamento de Próceres que lo consideró, aun expresándolo con gran delicadeza, 
una injustificable represalia. Obviamente, de este suceso no se hacía mención 
alguna en el discurso de la Corona y levantó los ánimos de Mendizábal que los 
próceres lo incluyeran de manera tan clara en el discurso de contestación. Por 
otro lado, otro de los puntos fue una crítica abierta a los graves disturbios de 
orden público que se habían producido en Aragón.  
 
Los discursos de contestación a la Corona eran específicamente una 
contestación a los puntos concretos que constituían básicamente los objetivos 
sobre los que se trabajaría en la legislatura recién comenzada. La inclusión de 
dos puntos que suponían una crítica a dos actuaciones específicas del Gobierno 
fue abiertamente rechazado por Mendizábal dado que constituían un 
precedente de crítica en un Estamento, como el de próceres, en el que 
Mendizábal no gozaba ni de simpatías ni de apoyos. 
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Al margen de los puntos mencionados, voces muy críticas se levantaron 
contra el gobierno de Mendizábal por el trato dispensado a los integrantes de los 
institutos religiosos suprimidos por el Gobierno. El Obispo de Córdoba señaló: 
“Pero si no existen ya los institutos, existen los individuos, que tienen derechos 
adquiridos de buena fe, con la salvaguardia y protección de las leyes, derechos 
individuales que se les deben conservar”498 y también: “Todavía es más triste la 
situación en que se hallaban las religiosas: ¿por qué fatalidad de circunstancias, 
en el reinado de una inocente joven, y bajo el gobierno de su augusta y tierna 
madre, estas disposiciones han penetrado hasta el último asilo de la piedad, 
donde almas separadas del mundo están allí entregadas a la oración y demás 
ejercicios religiosos? ¿Por qué conmoverlas todas para arrancarlas de sus celdas, 
de sus casas, de sus iglesias, y obligar a una gran parte, sin distinción alguna, 
jóvenes o ancianas, robustas o enfermas, ágiles o impedidas, con recursos o sin 
ellos, a salir para otras casas, si las hay en el pueblo, del mismo instituto o 
trasladarse a otras más o menos distantes donde las haya dando pruebas de su 
resignación y perseverancia, o abandonar algunas la clausura que profesaron 
solemnemente, con inquietud de espíritu y agitación de conciencia, que en 
almas timoratas, delicadas, exactas en la observancia de su regla, no se 
tranquilizan tan fácilmente? ¿Por qué derramar sobre ellas este cáliz de 
amargura, de tribulación, de congoja, de llanto y de todas las penas que lleva 
consigo una novedad tan grande, tan repentina y tan extraña para mujeres 
encerradas, de las cuales muchas carecen de relaciones en el mundo, y no 
dejarlas acabar tranquilamente sus días en el lugar que ellas mismas eligieron 
libremente?”499. Cuestionándose incluso el derecho del Gobierno a tomar 
posesión sobre propiedades particulares: “…deben considerarse otras tantas 
propiedades particulares en el presente caso: su entrada en los conventos no ha 
sido como la de los religiosos: éstos al tomar el hábito no han llevado ni 
depositado cuota alguna en clase de dote; las monjas la han entregado en 
cantidades considerables, y muchas muy crecidas, para que unidas en fondo con 
las demás sufragasen a su manutención, y algunas han comprado hasta el piso 	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de la celda en que viven, según las prácticas y costumbres introducidas en varias 
casas; y de este fondo, sosteniendo y aumentando con sus economías y pri-
vaciones, han mejorado sus fincas, han comprado algunas y han sostenido el 
culto. ¿De quien será este fondo de dotes? No hay duda que de la comunidad; y 
si esta se disuelve ¿quién deberá recogerlo? ¡Lejos la idea de que el Gobierno 
tenga facultades para tomar estos fondos!”500 Los representantes del Gobierno 
intentaron justificar su actuación basándose en dos hechos: la presión social y la 
conveniencia pública.  
 
En relación a la plasmación en la prensa de la época, examinados dos 
periódicos representativos de las tendencias ideológicas dominantes del período 
objeto de estudio se pueden obtener las siguientes conclusiones: 
En El Eco del Comercio, periódico representativo del liberalismo más 
radical. Desde el 20 de julio de 1834 se recogieron, en una serie de artículos 
reunidos bajo la genérica denominación “España”, las impresiones que 
causaban todos los acontecimientos que, según afirmaba el periódico, iban 
forjando una nueva España que abandonaba la senda del absolutismo para 
adentrarse, con cordura, en la senda de la libertad de la mano de la reina 
regente Mª Cristina.  
 
Y, digo bien con cordura, en este sentido es importante hacer alusión a 
uno de los grandes protagonistas del momento Martínez de la Rosa, que tal y 
como indicó Sánchez Agesta: “es un hombre ponderado y cortés, que repudia el 
extremismo y la exaltación”501. Por tanto, es difícil pensar que un hombre de ese 
talante, que iba a ser uno de los constructores del nuevo sistema aceptara 
empezar “los cimientos” al amparo de extremistas y al margen de la Corona, que 
representaba el marco perfecto para buscar el acercamiento pausado al nuevo 
Estado que se pretendió construir. 
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Es interesante destacar la percepción de Sánchez-Arcilla que entendió 
que “la violencia con la que se manifestó la inflexibilidad del carlismo determinó 
que la mayoría de los terratenientes, la burguesía comercial, así como gran parte 
de los oficiales del ejército, se inclinaran hacia una ideología liberal moderada 
(…) establecer un gobierno parlamentario respaldado popularmente para 
garantizar el Trono de Isabel II y hacer frente a la rebelión carlista en el 
norte”502. 
 
En otros casos la explicación de la unión Corona-liberales se centró 
exclusivamente en el interés de María Cristina por atraer a los liberales, así 
Artola explicó: “A la muerte de Fernando VII había favorecido una política de 
apertura para atraer a los liberales a la defensa de los derechos de Isabel, se vio 
abocada a  una rápida transformación del régimen, para dar satisfacción a las 
exigencias de quienes se habían convertido en defensores del trono de su 
hija”503. 
 
Volviendo nuevamente a la prensa, El Eco de Comercio hizo alusión al 
hecho de que los liberales no se adentraron en todo este nuevo resurgir de las 
libertades ellos solos sino que lo hicieron de la mano de la Reina: “Véase la 
docilidad de un partido poderoso, que hoy es la parte principal de los españoles, 
la que reúne la razón, el saber, las riquezas y la fuerza, la que verdaderamente o 
puede llamarse y se llama nación; véase la generosidad con que los liberales han 
renunciado la obra de sus propias manos, convencidos de sus defectos o de que 
las circunstancias son del todo diferentes; y en su lugar aceptan con la mayor 
alegría lo que su Reina les ofrece. Véase la noble cordura de la masa liberal, que 
perseguida en los diez años del modo más atroz, y ahuyentada a los extraños 
climas, vuelve a tomar parte en los negocios…”504.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  502Sánchez- Arcilla, J., Montanos  Ferrin, E., Historia del derecho y de las instituciones, Madrid 
1991,  t. III, págs. 43-44.	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  Artola, M., Op. cit., pág. 218. 
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Las respectivas jornadas de apertura de las legislaturas fueron descritas 
de modo objetivo incluyendo el conjunto de las sesiones preparatorias que 
culminaban, en cada uno de los comienzos de las mismas con el Discurso de la 
Corona y las respectivas contestaciones del Estamento de Procuradores y de 
próceres. El periódico se hace eco de una manera objetiva de los discursos 
respectivos sin entrar en ninguna valoración adicional.  
 
El Eco del Comercio del 28 de julio de 1834 hizo especial énfasis en la 
esperanza que la población tenía depositada en las Cortes a través de la 
contestación al discurso de apertura de la primera legislatura. En él debían 
verse expresados, según el criterio del rotativo, los deseos de la nación de 
manera clara y sencilla. Resaltó la importancia del documento, hasta el extremo 
de considerar que las Cortes exponían su prestigio en la correcta redacción y 
contenidos del mismo. Incluso, da una serie de indicaciones para su correcta 
elaboración. Por ejemplo, resaltó la importancia de elegir adecuadamente a los 
miembros que integraban la Comisión que elaboraría el escrito: “No basta que el 
proyecto este bien escrito y mejor meditado; los individuos de la comisión que 
lo redacten deben tener el don de la palabra para sostenerlo y explicarlo”505. 
 
Anticipaba que los temas clave del discurso de contestación del 
Estamento de Procuradores se centrarían en “la conducta del príncipe mal 
aconsejado, la reseña sobre la fidelidad del ejército, sin olvidar la labor prestada 
por la Milicia Nacional y, el penúltimo párrafo relativo al Estatuto Real”506. 
 
El Eco de Comercio del 1 de agosto de 1834 hizo referencia al discurso de 
contestación a la Corona emitido por el Estamento de Próceres. Al que 
reconocen un carácter extremadamente conservador y laudatorio, acorde con lo 
esperado, teniendo en cuenta la composición de dicho Estamento. Se apuntó 
como elemento original el hecho de hacer referencia a la positiva labor de la 
Milicia nacional, de la que nada se había indicado en el discurso de la Corona. 	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Expusieron, como curiosidad, que en el ejemplar del día 3 de agosto, que en la 
discusión a la respuesta emitida por la Comisión nombrada en el Estamento de 
Próceres, se entabló una discusión reclamando la implantación de la libertad de 
imprenta y un catálogo de derechos. Lo importante, en este caso, no es que 
prosperaran las adiciones planteadas, puesto que la contestación final 
prácticamente no varió respecto a la originalmente elaborada, sino el hecho 
mismo de la discusión en un Estamento, como el de Próceres, tan cercano a los 
intereses de la Corona, lo que resultaba sorprendente y gratificante. 
 
 Si bien el redactor era consciente de que el discurso de contestación del 
Estamento de Procuradores tendría más fuerza e interés. El periódico incluyó, 
en el ejemplar del día 2 de agosto de 1834, una valoración positiva con ciertas 
salvedades: “En conclusión; el objeto del discurso que hemos analizado el 
conjunto de principios que abraza, la noble veracidad que lo distingue y el buen 
sentido que lo ennoblece, todo nos ha agradado, y creemos que agrade, en 
general. Sin embargo, desearíamos que en la discusión se controvirtiesen a bien 
las doctrinas y se indicasen los puntos que aun echamos de menos, y que sin 
dejar de decir todo cuanto se dice se introdujera en el estilo cierto espíritu de 
dulzura y galantería diplomática, que no desvirtuase la fuerza de los raciocinios, 
y le insinuase mas gratamente en el delicado oído de la joven Reina. Por lo 
demás, los Procuradores pueden estar seguros de que el camino que han 
adoptado es el que marca la voz pública, y él que aconseja la mayoría sensata del 
pueblo español”507. 
 
En la segunda legislatura, en el ejemplar de El Eco del Comercio del 18 de 
noviembre se realizó un análisis pormenorizado de los puntos incluidos en el 
Discurso de la Corona. El redactor consideró muy importante el hecho de que se 
manifestase la intención de hacer frente a los distintos gastos del Estado sin 
incurrir en nuevas contribuciones ni empréstitos liberando así a los ciudadanos. 
Así como el apoyo sin fisuras a la independencia americana. La referencias 	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sutiles de la Reina en el discurso a la situación futura de los regulares también 
parece ser del agrado del rotativo. Pusieron especial énfasis en los temas 
centrales relacionados con las nuevas leyes: electoral, la de imprenta y de 
responsabilidad ministerial.  
 
El principal aspecto negativo que evidenció el periódico es que faltaba en 
el discurso una cláusula que incluyera la reunión de nuevas Cortes 
constituyentes, al considerar que el modo de elección de los representantes de 
las primeras Cortes no había sido el adecuado. Se proponía que éste fuera el 
tema prioritario, reservando para las nuevas Cortes constituidas bajo criterios 
de mayor representatividad la discusión de los importantes temas que se 
plantearon en el discurso. 
 
El discurso de contestación desde el Estamento de Procuradores no 
provocó, según el diario, tanta polémica en el propio Estamento como el 
primero, dado que en esta legislatura “el poder se presenta identificado con el 
voto nacional, su único y poderoso apoyo”508. En clara alusión al apoyo de las 
Cortes al gobierno de Mendizábal. En la primera legislatura, por el contrario, 
existió un espíritu fuerte de crítica y de oposición desde el Estamento al 
gobierno de Martínez de la Rosa; en el sentido, de que los representantes del 
liberalismo radical en dicha legislatura manifestaron de modo concluyente su 
oposición al moderantismo que retrasaba la puesta en marcha de sus más 
anheladas y tradicionales reivindicaciones. 
 
Del segundo discurso de contestación del Estamento de Próceres, se 
destacó en el periódico, como aspecto formal, su cuidada redacción y como 
cuestión de fondo sus principios y la liberalidad de los conceptos planteados. 
Con carácter general insistió en sentido favorable al gobierno de Mendizábal 
aunque puso de manifiesto que había ciertos temas tratados con menor 
delicadeza en el Estamento de Próceres que en el de procuradores y que se 
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referían a la ausencia de responsabilidad del Gobierno por el levantamiento de 
tropas y por el cambio del nombre de la Guardia Nacional. 
 
 La presión para que se elaborara un presupuesto equilibrado y coherente 
era otro de los puntos exigidos por el Estamento de Próceres. En ambos caso, el 
periódico coincide en que ninguno de los dos Estamentos había mencionado la 
necesidad de unas nuevas Cortes constituyentes.  
 
Como conclusión, en relación a este último aspecto parece claro constatar 
que en ningún caso parece que el Estatuto Real tuviera vocación transitoria. El 
régimen había sido constituido como una fórmula permanente y las viejas 
reivindicaciones del liberalismo radical continuaban presentando batalla en esta 
segunda legislatura. 
 
En la tercera legislatura, que se desarrolló desde el 22 de marzo al 23 de 
mayo de 1836, se empieza a constatar un cierto desgaste del gobierno de 
Mendizábal. El Eco de Comercio sigue apoyándole y respaldando su 
permanencia al frente del Gobierno. En el ejemplar del 24 de marzo aparece un 
escrito firmado por 500 personas que defienden dicha permanencia. Sin 
embargo, en el horizonte planeaba una crisis de gobierno. En El Eco de fecha 27 
de marzo se expuso claramente que el peligro de perder la mayoría en el 
Estamento de Procuradores era una realidad incuestionable. Este afirmación 
tiene gran trascendencia: es la plasmación de la esencia de un régimen parla-
mentario, en el que resulta esencial para poder gobernar contar con el apoyo de 
las Cortes. El gobierno sigue siendo nombrado por la Reina pero sin el apoyo de 
las Cámaras no puede gobernar y esto es un hecho claro que se hace patente en 
esta última parte del parte del periodo de vigencia del Estatuto Real.   
 
En El Eco del Comercio de fecha 27 de marzo se mencionó, además, la 
existencia de tres partidos. Dos de ellos el ministerial y el de la oposición, 
ninguno con clara mayoría y un tercero, que en función del apoyo a uno u otro 
les podía dar la mayoría. En el citado ejemplar del periódico se establecieron 
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una serie de propuestas que el Gobierno debía acometer y resolver si pretendía 
seguir manteniendo la necesaria mayoría en el Estamento para poder gobernar: 
“1. Reorganizar y completar el gabinete con personas que satisfagan el deseo de 
los patriotas y que correspondan a la opinión pública progresiva. 2. Poner 
mayor orden y economía en la Administración Pública, para que el pueblo no 
sufra tanta carga e injusticia. 3. Adoptar un sistema fijo y constante conforme a 
la opinión nacional y sostenerlo con firmeza y sin contemplaciones. 5. Adelantar 
cuanto sea posible la época de nuestra reorganización social, y la revisión de las 
leyes fundamentales”509.  
 
En relación con el discurso de contestación del Estamento de 
Procuradores el periódico del 4 de abril constataba la ausencia de ciertos temas 
importantes. La nula referencia a los gobiernos extranjeros que no habían 
reconocido a la Reina y la expresa referencia a la actitud de la Iglesia de Roma, 
que otorgaba un trato muy diferente a Don Carlos.  
 
Otro punto, es la falta de referencias al término de la guerra civil. Más 
allá de los deseos de su pronta finalización se reclamaron en el diario medidas 
concretas para paliar la situación de inseguridad en la que vivían algunas 
provincias por la escasez de recursos invertidos.  
 
Constataban también otro punto que debería haber sido plasmado en la 
contestación y que se refería al equilibrio que debía existir en el reparto de las 
contribuciones para hacer frente a las obligaciones del Estado. Se apuntó a la 
injusta diferencia que existía entre los trabajadores del campo, de los talleres y 
los dedicados a la actividad mercantil con los que vivían en las ciudades o en la 
corte “que viven en medio del boato”510 
 
Se hacen referencias al tratamiento dado en los discursos de ambos 
Estamentos en relación con el voto de confianza otorgado al gobierno de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
509 El  Eco del Comercio, 27 de marzo de 1836, nº 697, pág. 3. 
510 El Eco del Comercio, 4 de abril de 1836, nº 705, pág. 3. 
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Mendizábal en la anterior legislatura. El planteamiento en ambos Estamentos 
difiere: en el Estamento de Procuradores se exige que el Gobierno responda del 
uso del mismo ante las cámaras pero no se cuestionó la validez de los actos 
ejecutados por el mismo al amparo de dicho voto, a diferencia del Estamento de 
Próceres, que exigió al Gobierno no solo que diera cuentas, sino que cuestionó 
algunas de sus actuaciones que debían ser sometidas, por la trascendencia de las 
mismas, al estudio de los Estamentos y susceptibles, por tanto, de su 
invalidación. Esta es la crítica que realiza el periódico de fecha 10 de abril, 
acorde con el talante liberal que le caracteriza, en la que se entendió que el voto 
de confianza fue concedido en unos términos precisos y que ése fue exactamente 
su cauce, por lo que no procedía la apreciación realizada en el Estamento de 
Próceres. 
 
La conclusión del Eco del Comercio es que se hizo patente, en las 
discusiones sobre el proyecto de contestación en el Estamento de Procuradores, 
el apoyo del que gozaba el gobierno de Mendizábal: “En la unión de ambos 
poderes está la prenda del triunfo: los procuradores se han adelantado a 
procurarlo en una mayoría inmensa y compacta, que defiende, discute, resiste y 
vota decidida”511 
 
Analizado otro periódico de carácter liberal moderado, denominado El 
Español, se obtienen similares consecuencias en lo que se refiere a la con-
sideración de los discursos de apertura de la Corona que, en todo caso, habían 
sido considerados como un claro reflejo de los postulados del gobierno de cada 
momento. En este rotativo la valoración ofrecida al discurso de apertura de la 
segunda legislatura se expresó en los siguientes términos: “el discurso de 
apertura respira un carácter de franqueza, nacionalidad y de confianza en el país 
que honra a los consejeros responsables de la Corona”512. Insistió además en 
que el adecuado desarrollo de la legislatura depende de “la unión, el espíritu de 
nacionalidad y de concordia que se establece entre la corona y los diputados del 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
511  El Eco del Comercio, 15 de abril de 1836, nº 716, pág. 1. 
512 El Español. Diario de las doctrinas y de los intereses sociales, 17 de noviembre de 1835, nº 
17, pág. 2. 
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pueblo”513. Este periódico de carácter más moderado que el Eco, enfatizó la 
importancia de la sintonía que debía existir entre Corona y Estamento de 
Procuradores frente al planteamiento realizado en el otro rotativo que expresó 
esa necesidad de sintonía entre el Gobierno y las Cámaras. 
 
Los comentarios relativos al discurso de apertura de la segunda 
legislatura se centraron, desde El Español, en reclamar de modo urgente las 
leyes de libertad de imprenta, la ley electoral que eran precisas para la 
convocatoria de las nuevas Cortes que habrían de revisar el Estatuto Real y la de 
responsabilidad ministerial. Se hizo mención de otro hecho y es la ausencia de 
cualquier alusión a las Cortes que debían asumir la tarea de revisión del 
Estatuto. Y se alabó el compromiso adquirido de hacer frente a los gastos 
ordinarios y extraordinarios del Estado sin necesidad de nuevos empréstitos y 
aumento de las contribuciones. Aunque se puso en duda la viabilidad de esta 
propuesta si no se presentaban con premura los proyectos de leyes económicas 
prometidos en el discurso real. 
 
En El Español se realizó una valoración positiva del discurso de 
contestación emitido por el Estamento de Próceres; lo califican de ajustado y 
respetuoso con la intenciones de la Reina. Se convierte, además, en un 
momento adecuado para recordar al Estamento el compromiso que tiene 
asumido con la nación y la corona: “El Estamento de Próceres tiene contraídas 
estrechas obligaciones con la nación y con la Corona, y su poder político está 
subordinado a su escrupulosidad en atender, cumplir y respetar las necesidades 
del pueblo y los clamores de la opinión”514. 
 
La valoración del discurso real de apertura de la tercera legislatura, por el 
contrario, es negativa por considerarlo aséptico y sin declaración alguna de 
principios. La crítica se centró en el hecho de que el discurso fue planteado 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
513 El Español. Diario de las doctrinas y de los intereses sociales, 18 de noviembre de 1835, nº 
18, pág. 2. 
514 El Español. Diario de las doctrinas y de los intereses sociales, 25 de noviembre de 1835, nº 
25, pág. 2. 
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como una simple enumeración de mejoras que se pretendieron alcanzar y las 
disculpas consiguientes en aquellas no alcanzadas. Una mera expresión de 
buenas intenciones y promesas generales que no hacían frente a lo que en ese 
momento constituían dos graves problemas: la guerra de Navarra y la revisión 
legal necesaria de las leyes fundamentales. En las difíciles circunstancias en las 
que se encontraba el Gobierno en ese momento, el discurso debía haberse 
centrado en plasmar un resumen de la situación política del reino, en los 
aspectos en los que los ministros habían contribuido a su mejora y a un anticipo 
de las previsiones de futuro. Sin embargo, el diario apuntó a que tal y como se 
había planteado iba a ser objeto de numerosas reconvenciones tanto por lo que 
en él se expresaba como por lo que se omitía. En definitiva, fue una revisión 
muy crítica de cada uno de los párrafos del discurso, acorde con la naturaleza 
liberal moderada del diario, que contrastaba vivamente con lo expresado por el 
Eco de Comercio, afín ideológicamente al Gobierno. 
 
Efectúa, el ejemplar de fecha 3 de abril de 1836, una valoración 
comparativa entre los discursos de contestación del Estamento de Procuradores 
y el de próceres, decantándose por el del Estamento de Próceres al que califican 
de superior. En este discurso se planteó una crítica por la irresponsable 
represalia llevada a efecto sobre la madre de un famoso cabecilla carlista del 
bajo Aragón. Y también se hizo referencia a los graves disturbios ocurridos en 
Zaragoza. Ambos sucesos generaron un escándalo internacional que 
conscientemente fue silenciado en la contestación del Estamento de Procura-
dores. La superioridad del discurso de próceres se hizo también patente desde 
un punto de vista constitucional porque afirmó abiertamente “la necesidad de 
participación de los cuerpos legisladores, para valorar el uso que el Gobierno ha 
hecho del voto de confianza”515. En el diario se reflejó la sorpresa de constatar 
como un estamento de composición fundamentalmente aristocrática mantuvo el 
alto nivel de patriotismo e independencia que le llevó a realizar las críticas y 
valoraciones anteriormente expuestas. Bajo la perspectiva actual no resulta 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
515 El Español. Diario de las doctrinas y de los intereses sociales, 3 de abril de 1836, nº 155, pág. 
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sorprendente, teniendo en cuenta la animadversión de gran parte de los 
integrantes del Estamento de Próceres hacia Mendizábal y su Gobierno frente al 
claro apoyo del que gozaba en el Estamento popular. 
 
En el proceso de discusión efectuado sobre el discurso de contestación de 
esta 3ª legislatura hubo, según El Español del 9 de abril, una crítica profunda 
que se refirió sobre todo a la parte financiera de la administración y al 
tratamiento de la guerra civil. 
b). Preguntas y proposiciones 
 
Ninguno de los dos instrumentos estuvo previsto ni en el Estatuto Real ni en 
el posterior desarrollo llevado a efecto a través de los Reglamentos de Régimen 
interior de ambos Estamentos. Surgieron de modo espontáneo en el desarrollo 
de las sesiones y con esa misma naturalidad se acabaron consolidando como 
práctica habitual, Tomás Villarroya opinó al respecto: “El silencio de las 
Cámaras sobre este tema, bien fuera calculado o involuntario, fue en todo caso 
inútil; la naturaleza espontánea de la pregunta se impuso de modo inme-
diato”516. Tanto las proposiciones como las interpelaciones y las preguntas se 
convirtieron en un modo directo de ejercer el control sobre el Gobierno.  
 
A lo largo de las sesiones de las tres legislaturas se formularon preguntas, 
proposiciones e interpelaciones de muy diversa índole hasta un total de 14 
interpelaciones y de 62 proposiciones. Como no existió una regulación precisa 
sobre el tema, fue la práctica la que determinó la diferente naturaleza de las 
mismas. 
 
El origen de las preguntas como mecanismo de control lo podemos 
encontrar en la Cámara de los Lores en 1721. En España, su primera regulación 
como tal se produjo en el Reglamento del Congreso de 1847 y en el del Senado 
de 1866, aunque ya en el período del Estatuto Real empieza a configurarse como 
una forma de control. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
516 Villarroya, J.T., Op.cit., pág. 401 
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 Se utilizó la pregunta para obtener una respuesta rápida sobre temas que 
planteaba el Gobierno en las sesiones o eran planteados por los procuradores 
sobre asuntos diversos. De acuerdo con Tomás Villarroya, la primera pregunta 
que se planteó en el Estamento de Procuradores se realizó por Giraldo cuando 
se estaba llevando a cabo la discusión del discurso de contestación a la Corona y 
tras una dura crítica que le llevó a plantear dudas sobre las medidas adoptadas 
por el Gobierno contra los agitadores que intentaban revertir el proceso de 
libertad recién comenzado. De modo automático Martínez de la Rosa le dio una 
respuesta517. Este fue el comienzo; posteriormente se realizaron múltiples 
preguntas sobre diversos temas. A título de ejemplo mencionaré alguna de ellas, 
como la formulada por el Conde de Navas en relación con el Convenio Elliot, a 
través de la cual deseaba saber si existía una estipulación entre las tropas de 
Isabel II y las de Don Carlos, porque según la información que obraba en su 
poder, de existir, podría ser perjudicial para la causa de la libertad. 
Posteriormente desde el Gobierno contestaron que Elliot era un representante 
del gobierno inglés que había venido a mediar para  “templar los horrores de la 
guerra civil”. No era, pues, una concesión sino una mera intermediación entre 
aliados dejando claro el objetivo de la mediación que no era más que “ mitigar la 
ferocidad de la guerra y dar cuartel a los prisioneros”518.  
 
La dirigida al Gobierno por Morales en relación con unos sucesos ocurridos 
en Sevilla y que planteó haciendo una referencia al momento del pasado (seis 
meses atrás) en el que se había conocido el origen de la rebelión, dado que los 
enemigos de la Reina expresaban abiertamente su oposición. El germen de la 
rebelión era un hecho y se veía favorecido por la imposibilidad de constituir la 
milicia nacional en algunas zonas. El mismo había avisado de todos estos 
hechos y sus posibles consecuencias. La pregunta a los secretarios de despacho 
del momento se centró en que le dieran una explicación de las razones de la 
inactividad que habían hecho imposible detener la conspiración y, lo que era 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
517 D. S. Procuradores, sesión nº 8 del 3 de agosto de 1834, págs. 29-30. 
518 D. S. Procuradores, sesión nº 212 del 9 de mayo de 1835, págs. 2489-2491. 
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más grave, había permitido la fuga de 40 implicados al no tener previstas 
suficientes fuerzas para detenerlos. El Secretario de Despacho le contestó 
diciendo que la conspiración a la que aludía el procurador no era excesivamente 
trascendente, y que si no estaba en ese momento la provincia suficientemente 
abastecida de tropas era porque éstas se hallaban concentradas en el Norte. No 
creía que el Gobierno pudiera evitar que grupos aislados se reunieran para 
conspirar, la única competencia y responsabilidad es la de vigilancia a los 
conspiradores que una vez detenidos debían ser entregados a una comisión 
militar. Y afirmó que esta responsabilidad había sido ejecutada correctamente 
por el Gobierno519. 
 
La de García Carrasco al Ministro de Guerra relacionada con los sucesos del 
18 de enero de 1835 en la casa de Correos de Madrid. Provocó un debate muy 
intenso y se saldó con la caída del general Llauder. 
 
La que planteó Istúriz el 4 de mayo de 1835 sobre las circunstancias que 
llevaron al Gobierno del momento a alterar su punto de vista sobre el 
mantenimiento de la ley de 27 de octubre de 1834 (por la que se excluía a Don 
Carlos y su familia de la Corona de España) y sobre la resolución manifestada 
por los Secretarios de Despacho de no admitir la intervención extranjera. En 
relación con la primera pregunta el Secretario de Despacho de Hacienda 
contestó que en ningún caso el Gobierno iba a alterar una ley sin pasar los 
trámites necesarios y en este caso no se pensaba alterar su contenido. Y en 
relación a la segunda, por su trascendencia no podía responder, y proponía que 
cuando se formulara una pregunta de esas características fuera preciso prevenir 
previamente a los ministros; siendo consciente que en el Reglamento nada se 
prevenía al respecto520. 
 
La de Perpiñá planteada en la sesión del 15 de enero de 1836 sobre los 
sucesos de Barcelona del 5 de enero de 1836 relacionado con apoyos aislados a 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
519 D. S. Procuradores, sesión nº 211 del 8 de mayo de 1835, págs. 2462-2464. 
520 D. S. Procuradores, sesión nº 207 del 4 de mayo de 1835, pág. 2391-2392. 
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la Constitución de Cádiz derivado de los sucesos cometidos en Esparraguera en 
el que carlistas sacrificaron a varios nacionales coincidiendo con la expansión 
del carlismo en la zona. La pregunta, en este caso, se centró en preguntar al 
Gobierno qué medidas se había adoptado el Gobierno para impedir este tipo de 
sucesos que comprometían claramente la libertad y el trono de Isabel II521. 
 
La de Depedro en la sesión del 5 de abril de 1836 con motivo de la discusión 
sobre la contestación al discurso de la Corona en la tercera legislatura 
solicitando al Gobierno las razones por las que seguían sin estar nombrados la 
totalidad de los componentes del Consejo de Ministros y haberse negado Istúriz 
a formar parte del gobierno de Mendizábal. El Presidente del Consejo de 
Ministros le contestó que la gravedad de la situación había condicionado su 
decisión y la imposibilidad de completar el gabinete ante la duda de contar con 
los miembros necesarios que le permitieran gozar del apoyo del Estamento522. 
 
Se utilizó la proposición como mecanismo de discusión de temas sin tener 
que utilizar el cauce de la petición, de hecho Fermín Caballero expresó esta 
dificultad de identificación por el hecho de la distinta terminología utilizada en 
los diarios de sesiones: “ya disfrazadas con los nombres de adiciones, 
indicaciones, mociones, propuestas y protestas, ya introduciendo anónimas a 
favor de las circunstancias del momento…”523. Las proposiciones gozaban de 
menor espontaneidad y como veremos a continuación, a partir de la sesión del 
25 de septiembre de 1834, después del reconocimiento explícito de la 
posibilidad de presentar proposiciones y la necesidad de ser tomadas en 
consideración con carácter previo a su discusión, se estableció un procedimiento 
protocolizado por la práctica para la presentación de las mismas. A 
continuación, podemos constatar que las proposiciones tenían un carácter más 
procedimental que reivindicativo. A diferencia de las peticiones en las que se 
formulaban solicitudes de cambios de mayor trascendencia que afectaban a 
materias como los derechos fundamentales, la propiedad, la economía…, las 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
521 D. S. Procuradores. 2ª Legislatura, sesión nº 36 del 15 de enero de 1836, pág. 423-424. 
522 D. S. Procuradores. 3ª Legislatura, sesión nº 8 del 5 de abril de 1836, pág. 35-36. 
523 Caballero, F., Op. cit., Apéndice nº 5, pág. 84. 
	  	   330	  
proposiciones se centraban, en la mayoría de los casos, en cuestiones de índole 
rutinaria procedimental o referidas a discrepancias concretas en tramitaciones 
de proyectos de ley.  
 
Creemos interesante mencionar algunas de las proposiciones presentadas 
por los procuradores a lo largo del desarrollo de las sesiones:  
 
1. La del Conde de Navas en la sesión del 5 de agosto de 1834 para 
admitir las renuncias de los procuradores que por motivos diversos la 
presentaban se acordó en la comisión de poderes que no se debía 
considerar una regla general y que el estamento tenía que analizar cada 
caso524. 
2. La de López en la sesión del 14 de agosto de 1834 relacionada con la 
obligación del estamento de ocuparse del estado en el que se 
encontraba la nación con la obligación de los ministros de guerra e 
interior de informar de la situación de las facciones . Se discutió y 
finalmente fue retirada525. 
3. La de Medrano en la sesión del 6 de septiembre de 1834 por la que si 
los procuradores ausentes no se presentasen en el plazo de 20 días o no 
justificasen su ausencia se les debería considerar excluidos del 
Estamento. Se remitió a la Comisión de poderes que resolvió sobre el 
tema.526  
4. La proposición del Conde de Navas, Navarro y López relacionada con 
la implantación del diario de las Cortes. Fue presentada en la sesión 
del 24 de septiembre de 1834 y estudiada por la Comisión de Interior, 
que propuso que se sacara a subasta pública. Finalmente se mantuvo la 
publicación a través de la Gaceta con las limitaciones que ello 
implicaba en cuanto a la falta de independencia por su total 
implicación con el Gobierno527. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
524 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 10 del 5 de agosto de 1834, pág. 38. 
525 D. S. Procuradores , sesión nº 17 del 14 de agosto de 1834, pág. 65. 
526 D. S. Procuradores, sesión nº 32 del 6 de septiembre de 1834, págs. 187-188. 
527 D. S. Procuradores, sesión nº 46 del 24 de septiembre de 1834, págs. 356-357. 
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5.  La proposición de Mantilla sobre que no se considere ningún tema 
suficientemente discutido si hay un procurador que quiere pedir la 
palabra. Presentado en la sesión del 4 de septiembre de 1834.528 Fue 
aprobada en la del 19 de septiembre de 1834. 
6. La presentada por el Marqués de la Gándara en la sesión del 25 de 
septiembre de 1834 solicitando que se someta a deliberación del 
Estamento si el art.1 del Proyecto de Ley de deuda extranjera debía 
volver a la Comisión . Esta proposición fue desestimada por 66 votos 
contra 49. 
7. La presentada por Ginés Serrano en la misma sesión, por la que se 
solicita al estamento que ninguna proposición pueda ser discutida sin 
antes haber sido tomada en consideración. Esta proposición fue 
aprobada por 65 votos contra 45529. En definitiva, tal y como declara 
Fermín Caballero: “Fue aprobada en el acto con el objeto de contener a 
la minoría; pero a costa de reconocer el derecho de hacer 
proposiciones, como lo prueba esta misma hecha y aprobada por la 
mayoría”530. Es especialmente interesante esta proposición porque 
supuso el inicio de un procedimiento protocolizado por la práctica para 
la presentación de las mismas. Ginés Serrano la expresó en los 
siguientes términos: “Pido al Estamento que declare que no podrá 
pasarse a la discusión de proposición alguna hecha por un sr. 
Procurador hasta que el mismo Estamento declare si ha de tomarse en 
consideración”531.  
8. La propuesta en la misma sesión por Crespo de Tejada durante la 
discusión del articulado del proyecto de ley para el reconocimiento de 
la deuda extranjera. La propuesta requería que la deuda liquidada se 
presentara para su reconocimiento con sus respectivos títulos y los 
reconocidos se compulsen a medida que se fueran presentando para 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
528 D. S. Procuradores, sesión nº 30 del 4 de septiembre de 1834, págs. 159-160. 
529 D. S. Procuradores, sesión nº47 del 25 de septiembre de 1834, pág. 383. 
530 Caballero, F., Op. cit., Apéndice nº 5. Pág. 86. 
531 D. S. Procuradores, sesión nº 47 del 25 de septiembre de 1834, pág. 383. 
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evitar la ilegitimidad. La proposición fue presentada en la sesión del 26 
de septiembre de 1834532. 
9. La del Conde de Navas solicitando que los artículos del 3 al 11 del 
Proyecto de ley sobre Deuda Extranjera pasaran previamente por la 
Comisión de Hacienda. Presentada en la sesión del 27 de septiembre 
de 1834 fue tomada en consideración y aprobada533. 
10. La presentada por el Chacón en la sesión de 29 de septiembre de 1834 
por la que se pide dentro de la discusión sobre el proyecto de ley de 
deuda extranjera y el empréstito de 400 millones, la resolución de los 
ocho artículos que se pasaron a examen de la Comisión de Hacienda y 
el que se señale un día para su discusión. Esta proposición fue tomada 
en consideración534. 
11. La presentada por el Acevedo en la sesión del 2 de octubre de 1834 
relacionada con la emisión del voto por correo para aquellos 
procuradores que se hallan ausentes por enfermedad u otras causas en 
el supuesto concreto de la discusión del proyecto de ley sobre la 
exclusión del Trono al infante Don Carlos y a su descendencia. Fue 
tomada en consideración.535 La importancia del tema para  el trono de 
Isabel II requería el acopio del mayor número de apoyos posibles. La 
redacción de la misma demuestra claramente la trascendencia del 
asunto: “A fin de que todos los señores procuradores puedan 
manifestar su ardiente celo y patriotismo, y lo dispuestos que están en 
repeler todo ataque al Trono de Isabel II y a las libertades patrias, pido 
al estamento que cuando se discuta el proyecto de ley sobre la 
exclusión del Trono de España al infante Don Carlos y su descen-
dencia, autorice a los Sres. Procuradores que se hallan ausentes por 
enfermedad u otra causa cualquiera para qu puedan remitir su voto 
por escrito al Sr. Presidente, a fin de que se inserte en el Acta”536 Los 
Estamentos no cuestionaban la legitimación y derechos de Isabel II, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
532 D. S. Procuradores, sesión nº 48 del 26 de septiembre de 1834, pág. 392. 
533 D. S. Procuradores, sesión nº 49 del 27 de septiembre de 1834, pág. 404. 
534 D. S. Procuradores, sesión nº 50 del 29 de septiembre de 1834, pág. 119. 
535 D. S. Procuradores, sesión nº 53 del 2 de octubre de 1834, pág. 434. 
536 D. S. Procuradores, sesión nº 53 del 2 de octubre de 1834, pág. 434. 
	  	   333	  
pero era necesario frenar de modo radical cualquier posible pretensión 
de Don Carlos y su descendencia. Constatamos que la proposición se 
limitó a la remisión del voto por correo exclusivamente en este 
supuesto con la intención ya indicada de reunir en torno a la causa el 
mayor número de votos posible. 
12. La solicitada por Acevedo en la sesión del 14 de octubre de 1834 para 
que se imprimieran por separado las discusiones sobre el proyecto de 
ley de deuda extranjera y la del empréstito de los 400 millones. Fue 
tomada en consideración537. 
13.  La presentada en la sesión del 10 de noviembre de 1834 por el Conde 
de Navas y  Ferrer, Acuña, Isturiz, Alcalá Galiano, Trueba y Antonio 
González. Tenía por objeto el hecho de que no se tuviera por discutida 
ninguna materia, petición o proyecto de ley sin que, al menos, 
hubieran emitido su opinión tres procuradores a favor y tres en contra 
excluyendo los ministros y los integrantes de las comisiones. La propo-
sición fue tomada en consideración pero finalmente desaprobad538. 
14.  La presentada en la sesión del 11 de diciembre de 1834 por el Marqués 
de Someruelos y por Trueba y Cossío sobre la modificación del modo 
de discutir el proyecto de ley sobre presupuestos. Se tomó en 
consideración539. 
15.  La presentada en la sesión del 13 de febrero de 1835 por Samponts y 
relacionada con el hecho de que las memorias, proyectos de ley y votos 
particulares de las comisiones se publicasen en la Gaceta después de 
leídas en las Cortes y antes de su discusión540. 
16.  La presentada en la sesión del 18 de febrero de 1835 por Istúriz y el 
conde de Navas, en relación con que los individuos que gocen de rentas 
o beneficios eclesiásticos y disfrutan de un sueldo de la comisaría 
general de Cruzada, el tribunal excusado y la colecturía general de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
537 D. S. Procuradores, sesión nº 62 del 14 de octubre de 1834, pág. 519. 
538 D. S. Procuradores, sesión nº 75 del 10 de noviembre de 1834, pág. 662. 
539 D. S. Procuradores, sesión nº 94 del 11 de diciembre de 1834, pág. 866-867. 
540 D. S. Procuradores, sesión nº 146 del 13 de febrero de 1835, pág. 1540. 
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expolios opten por uno u otro. Se toma en consideración y pasa a la 
Comisión de Hacienda541. 
17.  La presentada en la sesión del 21 de febrero de 1835 por Calderón 
Collantes por la que se pedía al Estamento que declarase conveniente 
proceder a la elección de aquellas personas que deban incluirse en la 
propuesta que para el nombramiento de vicepresidente debe elevarse a 
S. M. Se toma en consideración542. 
18.  La presentada en la sesión del 11 de mayo de 1835 por Caballero para 
reclamar al Gobierno el Convenio celebrado entre el general Valdés y 
Zumalacárregui. Se pasó a una comisión especial y finalmente no tuvo 
ningún resultado543. 
19.  La proposición de varios procuradores relativa al curso de las 
peticiones. Firmada por el Caballero y otros procuradores. Fue 
presentada el 3 de mayo de 1836 y tuvo por objeto estudiar la posibi-
lidad de que una petición, pasada por las preceptivas comisiones 
establecidas por el Reglamento, por razón de su contenido no podía ser 
discutida en público lo podía ser en secreto544. 
 
c). Otras facultades de control 	  
 Empiezan a vislumbrarse en el período objeto de estudio dos principios 
que constituyen la expresión de un régimen parlamentario: la necesaria 
confianza de la que debe gozar el Gobierno en las Cortes545 y la estabilidad de la 
que debe gozar para poder gobernar. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
541 D. S. Procuradores, sesión nº 150 del 18 de febrero de 1835, pág. 1591. 
542 D. S. Procuradores, sesión nº 153 del 21 de febrero de 1835, pág. 1640. 
543 D. S. Procuradores, sesión nº 213 del 11 de mayo de 1835, pág. 2499-2500. 
544 D. S. Procuradores. 3ª Legislatura, sesión nº 24 del 3 de mayo de 1836, pág. 285. 
545 Véase: Nohlen, D., “Ideas sobre gobierno parlamentario y práctica constitucional en la 
España de la época del Estatuto Real (1833-1837)”, en Revista de Estudios Políticos nº 162, 
Madrid 1968, págs. 93-120. 
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 El origen de la responsabilidad se consolidó originariamente en Ingla-
terra en los siglos XVII y XVIII y en Europa a raíz de la Revolución francesa546. 
En España comenzó precisamente en el período del Estatuto Real aunque no se 
le dio un reconocimiento formal hasta la Constitución de 1869. 
 
 De acuerdo con la argumentación anterior, dos manifestaciones claras 
del parlamentarismo iniciado en este período son el voto de confianza otorgado 
al gobierno de Mendizábal en la segunda legislatura y la moción de censura 
impuesta al gobierno de Istúriz en la tercera. 
 
No obstante, parte de la doctrina consideró que este no fue el único caso 
en el que se planteó la cuestión de confianza, si bien no existe un acuerdo 
unánime al respecto. Así Tomás Villarroya consideró que aunque Mendizábal no 
lo planteó con tanta claridad como el voto de confianza solicitado el 21 de 
diciembre de 1835, el momento en el que se discutió el proyecto de ley electoral 
fue un episodio ambiguo en este sentido, “por la embrollada conducta de 
Mendizábal en su afán de concordar criterios irreconciliables para dar 
satisfacción a amigos y adversarios; de otra, que la institución estaba en sus 
comienzos y su fisonomía no había adquirido precisión ni contornos 
definitivos”547. La discusión del proyecto de ley electoral finalizó con la 
disolución de las Cortes por Mendizábal ante la imposibilidad de imponer el 
sistema de elección por provincias que era el apoyado por el Gobierno y la 
Comisión, dado que el Estamento lo rechazó resolviendo a favor de la elección 
por distritos.  
 
Sin embargo, apreciamos que la principal diferencia entre los dos 
momentos considerados es que la discusión del proyecto electoral no se planteó 
como una cuestión de gabinete tal y como Martínez de la Rosa indicó en la 
siguiente intervención: “Si el Ministerio hubiera manifestado que el dictamen 
que presenta a la aprobación del estamento era cuestión de gabinete, hubiera 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  546	  Véase: Sánchez Agesta, L., “Gobierno y responsabilidad”, en Revista de Estudios Políticos nº 
113-114 (1960), págs. 35-63. 
547 Villarroya, J.T., Op.cit., pág. 417. 
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ofrecido alguna dificultad el entrar con franqueza en el examen de esta ley; pero 
el Ministerio, al paso que se mantiene en la opinión que manifestó desde un 
principio, y que como tal ha de servir de terreno a la discusión del estamento, al 
mismo tiempo ha dicho que no considera esta cuestión como cuestión de 
Gabinete”548. Por el contrario, la presentación del voto de confianza de 
diciembre de 1835 sí se planteó como tal, aunque legalmente no existiera la 
fórmula. De esta forma se iba definiendo de modo preciso la necesidad de 
contar con el apoyo de la mayoría del Estamento para poder gobernar. 
Mendizábal no dudó en afirmar la retirada del Gobierno y sus integrantes si no 
contaba finalmente con ese apoyo: “No serán los actuales secretarios de 
despacho los que procedan de otra manera; y si no encuentran esa inmensa 
mayoría, tan necesaria, para resolver el tercer gran problema, y para cuya 
resolución necesita la íntima unión de todos los poderes del Estado, nos 
quedará el consuelo de poder decir, restituidos a la vida privada, seguros del 
testimonio de nuestra conciencia, hicimos cuanto supimos, cuanto debimos y 
cuanto pudimos por nuestra Patria”549. 
 
 Después del paréntesis aclaratorio anterior, continuamos con la 
descripción del proyecto de ley presentado por Mendizábal para solicitar el voto 
de confianza. El proyecto de ley que se presentó inicialmente tenía tres 
artículos. El proyecto definitivo, cuya discusión por artículos se sometió al 
Estamento de Procuradores, tuvo cuatro. El primero, autorizaba al Gobierno 
para que pudiera seguir recaudando en 1836 las rentas y contribuciones 
señaladas en el presupuesto aprobado para 1835 a través de la ley del 26 de 
mayo, solicitando la posibilidad de realizar modificaciones con lo recaudado, 
pero sujetándose a los gastos ordinarios de las partidas previstas en la 
mencionada ley.  
 
El segundo artículo autorizaba al Gobierno para que, sin alterar los tipos 
esenciales de las contribuciones, pudiera realizar las alteraciones oportunas en 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
548D. S. Procuradores, sesión nº 29 del 8 de enero de 1836, págs. 315-316. 
549 D. S. Procuradores. 2ª Legisltura, sesión nº 22 del 31 de diciembre de 1835, pág. 215. 
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el sistema de administrarlas y exigirlas, con el fin de incrementar su valor y 
disminuir las trabas que ocasionaban al contribuyente. 
 
El tercer artículo, solicitaba autorización para que el Gobierno 
proporcionara los recursos necesarios a las fuerzas armadas para poder finalizar 
sin dilación la guerra pero con dos limitaciones: no contratar nuevos emprés-
titos ni distraer los bienes del estado que se destinen a la consolidación de la 
deuda pública. 
 
El cuarto artículo, solicitaba poder realizar la presentación de los 
presupuestos de 1836, dando cuenta de uso dado, en la siguiente legislatura. 
 
El proyecto de ley fue remitido a la comisión nombrada a tal efecto y en 
ella se manifestó un apoyo unánime a la prórroga de los presupuestos de 1835 
como consecuencia de las difíciles circunstancias por las que atravesaba la 
nación. Otro aspecto que se tuvo en cuenta para dar el apoyo solicitado por el 
Gobierno fueron las autolimitaciones que él mismo se imponía, y la garantía 
adicional de los tres proyectos de ley presentados sobre la libertad de imprenta, 
la ley electoral, la responsabilidad ministerial así como las adiciones a la ley 
orgánica de la Guardia nacional, que incluía las garantías complementarias para 
evitar arbitrariedades del poder en el ejercicio de las facultades solicitadas a 
través del voto de confianza. Entre los miembros de la Comisión destacó la 
argumentación de Aguirre Solarte, que manifestó haber dado su apoyo al 
Gobierno sin explicaciones adicionales por la propia manifestación de éste  que 
consideraba que dar excesivas explicaciones podía ser contraproducente y 
podría llegar a frustrar los efectos que se habían propuesto con su proyecto. Sin 
perjuicio de ello, todos los miembros de la Comisión examinaron los medios que 
podía utilizar el Gobierno para conseguir sus propósitos, de entre los que 
habitualmente se valían los gobiernos: empréstitos, contribuciones o enajena-
ción de bienes nacionales se comprometieron a no hacer uso. Por lo tanto, los 
miembros de la Comisión entendieron que era viable la utilización de otros 
medios, para lo que era imprescindible otorgar el voto de confianza. El objetivo 
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de los miembros de la Comisión al dar su visto bueno había sido velar por el 
bienestar de la nación.550 
 
Se abrió un amplio debate sobre el tema con discursos a favor como los 
de Parejo, Ferrer, Acuña, García Carrasco, Antonio González y Alcalá Galiano, 
todos ellos conscientes de la nefasta situación y la ineludible responsabilidad del 
Estamento de dar su apoyo al Gobierno en esas circunstancias, sin detenerse en 
argumentos políticos de contenido teórico. Así por ejemplo Alcalá Galiano 
manifestó: “Los principios en tiempos ordinarios están en contra; en el caso 
presente están por ella; los principios en los casos ordinarios son atender a las 
fórmulas, los principios en una crisis como la presente mandan sostener el 
interés de cierta causa por todos los medios posibles, porque de otro modo 
perecería”551. Otros procuradores como el Conde de Navas, entendieron que las 
concesiones que implicaba el voto de confianza debían concederse con 
prudencia y que debían contar con la garantía adicional de que en la siguiente 
legislatura el Gobierno respondería de su uso. Solo en este caso contaría la 
propuesta con su apoyo.  
 
Pese a la predisposición de algunos procuradores a conceder el voto de 
confianza en su ánimo surgían ciertas dudas, como la expresada por Mantilla, 
para el que conceder un voto de confianza al Gobierno en los términos que se 
solicitaba suponía actuar contra las atribuciones que le había conferido la 
provincia a la que representaba, al considerar que suponía una cesión de las 
facultades personales que se le habían concedido a través de la representación.  
 
Procuradores como Joven de Salas, condicionaron su voto positivo a 
conocer exactamente los medios que iba a utilizar el Gobierno para conseguir 
los fondos que requería, si se comprometía a no modificar las contribuciones, ni 
a crear nuevas, ni a solicitar nuevos empréstitos.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
550 D. S. Procuradores, sesión nº 22 del 31 de diciembre de 1835, pág. 203. 
551D. S. Procuradores, sesión nº 21 del 30 de diciembre de 1835, pág. 196. 
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El propio Antonio González valoró la conveniencia del voto de confianza 
dando respuesta a tres preguntas que se planteó. En primer lugar, creyó al 
Gobierno merecedor de la confianza tanto de la nación como de las Cortes 
porque había realizado desde el principio una clara apuesta por el sistema 
representativo ante la difícil situación que planteaba la guerra civil. Además, 
había sido un Gobierno que apoyó la presentación de tres importantes leyes: la 
electoral, la libertad de imprenta y la de responsabilidad ministerial. En 
segundo lugar, creyó que el Ministerio era acreedor a la concesión de las 
facultades que solicitaban. Y, por último, valoró positivamente la conveniencia 
de otorgar el voto de confianza, puesto que era gracias a la política que había 
adoptado el Gobierno se había afianzado el camino de la libertad: “Es necesario, 
señores, cuando se trata de cuestiones tan importantes, no olvidar las cir-
cunstancias de la nación, y no olvidar tampoco la necesidad en que estamos de 
emplear grandes medios y grandes recursos para concluir con ese enemigo que 
se halla entre nosotros y nos amenaza por todas partes”552. 
 
Son destacables también los discursos en contra de Martínez de la Rosa, 
Conde de Toreno, Belda o Perpiñá, por considerar todos ellos que en un sistema 
representativo en ninguna circunstancia se justificaba otorgar a un Gobierno 
tan amplias atribuciones. En este sentido Martínez de la Rosa indicó: “Por lo 
que a mi toca, creo que es una cosa aventurada y peligrosa que un cuerpo 
legislativo de a un Gobierno la facultad de disponer a su arbitrio de todo el 
sistema económico y administrativo del Estado . Y sostener lo contrario sería 
hacer una herida de muerte al corazón de un gobierno representativo; pues una 
de sus mayores garantías es la discusión pública de estas materias; y sería 
proclamar el principio de que es mejor dejarlas en manos de un ministro hábil, 
que el ocuparse los procuradores del reino en ventilar y defender los intereses 
de la Nación”.553 Perpiñá insistió además en la clara diferencia existente entre el 
voto de confianza que se había concedido durante el gobierno de Martínez de la 
Rosa que posibilitaba la modificación de los ayuntamientos a través de un 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
552 D. S. Procuradores, sesión nº 21 del 30 de diciembre de 1835, pág. 188. 
553 D. S. Procuradores, sesión nº 19 del 28 de diciembre de 1835, pág. 159. 
	  	   340	  
decreto, que lo único que pretendía era mejorar uno emitido anteriormente. 
Frente a ello, apreciaba una diferencia sustancial respecto al nuevo voto de 
confianza solicitado que se centraba en que por el nuevo se pretendió, vía 
decretos reales, modificar leyes aprobadas anteriormente. Perpiñá consideró  
que el Gobierno solicitaba cuatro votos: “para no presentar los presupuestos; 
para hacer alteraciones en los del año pasado; para poder buscar recursos y para 
que se dispense la presentación de memorias, porque este último se halla 
embebido en el primer artículo”554. Vemos en esta intervención de Perpiñá la 
confusión de ideas que existía entre lo que en terminología actual se conoce 
como voto de confianza al Gobierno y otros sucedáneos que nada tienen que ver 
con la necesidad de contar con el apoyo de la mayoría del Estamento para poder 
gobernar en un régimen representativo. 
 
Belda insistió en otro argumento interesante, al considerar el voto de 
confianza como una cuestión constitucional, ya que al establecerse un sistema 
representativo el verdadero avance hacia la libertad se centraba en no 
abandonar, bajo ningún pretexto, las ventajas que reportaba. Y diferenció, con 
claridad, la confianza personal que podían inspirar los miembros del Gobierno, 
por su trayectoria en defensa de la libertad, de la renuncia que implicaba 
otorgar las facultades que solicitaban: “Siendo como soy y he sido siempre, 
enemigo de toda idea de absolutismo, y amigo ardiente de la libertad: no puedo 
admitir ninguna especie de absolutismo, por más ilustrado que se suponga, ni 
creo que las oficinas ni nadie puedan abrazar por si solos todos los ramos de la 
legislación”555.  
 
Como vemos, el apoyo al proyecto fue de diversa intensidad: los dos 
primeros artículos fueron aprobados sin mayores discusiones, teniendo en 
cuenta la gravedad de la situación de la situación económica derivada 
fundamentalmente de la persistencia de la guerra civil.  
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No obstante, ya desde el primer artículo se plantearon diversos 
argumentos. Algunos de índole práctica, como los de Latorre que consideró que 
la mera racionalización en el procedimiento y estructura de las contribuciones 
era suficiente para producir un importante ahorro: “Las economías en el 
sistema de administración nos darán un ingreso de bastante entidad para poder, 
en parte cubrir los gastos extraordinarios”.556 
 
Alcalá Galiano entendió que debía aprobarse el artículo porque al margen  
de ser razonable, ya se había iniciado el cobro de contribuciones por el Gobierno 
y denegarlo hubiera implicado pedir responsabilidades de su proceder. Con el 
problema adicional de a situación de guerra civil en el que la nación estaba 
inmersa, todos los acontecimientos contribuyeron a que se apoyara 
abiertamente al Gobierno en sus planteamientos. El objetivo era terminar la 
guerra y debía prevalecer sobre la cuestión de no haber podido presentar los 
nuevos presupuestos a tiempo557.  
 
También hubo opositores firmes como Perpiñá, que insistió en sus 
tradicionales argumentos sobre el tema, que se centraron en que aun no 
queriendo negar al Gobierno los recursos que necesitaba, era necesario cambiar 
la forma en que se había presentado la cuestión. Perpiñá indicó que no se podía 
renunciar al derecho, proclamado en el propio Estatuto Real, de presentar las 
Memorias económicas al comienzo de las sesiones porque supondría haber 
creado un precedente negativo susceptible de poder volver a reproducirse en el 
futuro. El mismo argumento utilizó respecto a los presupuestos: no era posible 
autorizar al Gobierno hasta que los presentase, lo que permitiría analizar 
partidas que no se hubieran invertido  adecuadamente. El principio que apoyó 
Perpiñá hizo referencia a que si se autorizaba al Gobierno en los términos del 
artículo propuesto se estaba incumpliendo lo prometido y actuando de modo 
ilegal. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
556 D. S. Procuradores, sesión del 2 de enero de 1836, pág. 227 
557 D. S. Procuradores,  sesión del 2 de enero de 1836, págs.233-234. 
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Finalmente, el artículo primero quedó aprobado. 
 
En relación con el segundo, vinculado a la posibilidad de autorizar al 
Gobierno para alterar el sistema de administración de las contribuciones con el 
objeto de realizar la simplificaciones precisas, también dio lugar al plantea-
miento de diversos argumentos. En este sentido, Parejo entendió que el apoyo a 
la cuestión propuesta debía ser ineludible, aun en el caso de que las situación de 
la nación no fuera tan extrema como la que se estaba viviendo:  “Era preciso 
establecer un sistema de contribuciones adaptado a la Nación, pues 
componiéndose esta de muchas provincias diferentes por su idioma, sus 
costumbres, hay impuestos que son muy buenos y productivos en unas, y en 
otras son perjudiciales”558. 
 
 Perpiñá, en su tradicional línea opositora a la propuesta del Gobierno, no 
confiaba en las alteraciones que hipotéticamente el Gobierno introduciría y su 
propuesta se centró en que era obligación del Estamento cerciorarse de que 
estas alteraciones no iban a ser perjudiciales para la Nación559. Belda, por el 
contratio, entendió que el apoyo al Gobierno en estos temas debía ser absoluto 
en base a las necesidades del momento, porque además las posibles alteraciones 
que pretendía introducir iban a ser de índole administrativa . 
 
También el artículo segundo quedó aprobado. 
 
El tercero, en virtud del cuál, se autorizaba al Gobierno a obtener cuantos 
recursos considerara necesarios para el mantenimiento del ejército, sin por ello 
incurrir en nuevos prestamos, ni en la enajenación de bienes públicos con el fin 
de concluir la guerra, fue el artículo que causó mayor polémica, por considerar 
que suponía conceder unas excesivas atribuciones al Gobierno que debían 
quedar más acotadas. 
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Santafé apoyó abiertamente el artículo considerando que en ningún caso 
lo que en él se proponía era una dictadura, dado que “la dictadura no permite 
restricciones; y en este artículo no se contienen más que restricciones”560. Por 
otro lado, combatió a los que consideraban que la finalidad pretendida era 
imposible sin incurrir en nuevos empréstitos, contribuciones o proceder a la 
venta de bienes nacionales. Para ello propuso ejemplos como la creación de un 
banco, o la hipoteca de determinadas fincas, o los donativos con cargo al sueldo 
de algunos empleados o la obtención de una cantidad de los banqueros 
establecidos en ultramar para obtener permiso para abrir nuevas delegaciones 
en otros territorios. 
 
 En este sentido uno de los procuradores más críticos, como lo era el 
citado Perpiñá, manifestó: ”No estoy por dar al Gobierno esa especie de 
dictadura que se pretende; pues dígase lo que se quiera lo es, y no solo 
administrativa, sino legislativa en cierto modo; pues como he indicado es 
imposible que el Gobierno haga lo que se propone sin tocar a ciertas leyes; o a lo 
menos podrá hacerlo así si se dejan a su arbitrio las amplias facultades que 
establece el artículo, en virtud del cual el Gobierno quedará cubierto de toda 
reconvención con solo decir que tuvo por necesarias las medidas que adoptó, 
pues para todo estará autorizado si adoptamos el artículo”561.  
 
El Marqués de Torremejía consideró que el asunto era una cuestión 
económica, mediatizada directamente por el cuantioso capital que exigía la 
guerra y que los recursos ordinarios e inclusos los votados en los artículos 1º y 
2º, no eran suficientes para hacer frente a todos los gastos. Para ello, se hacían 
precisos ingresos y gastos extraordinarios, que son los que se pretendían 
obtener por la vía indicada. También discrepó del hecho de que el sistema 
propuesto no era viable con el constitucionalismo, porque en él se han intro-
ducido bastantes limitaciones que hace que lo solicitado  para el Gobierno no 
sea un poder omnímodo. Además afirmó: “El voto de confianza sí tiene límites: 	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si el Ministerio se excediese, si tocara las propiedades, si empeñase su firma 
para un empréstito ruinoso, si impusiera nuevas contribuciones, en una palabra 
si faltase al voto de confianza, entonces aunque no existiera ley de 
responsabilidad , sería responsable de estos actos. Por tanto, nuestro voto 
robustece la administración y no compromete en manera alguna la suerte del 
Estado”562. 
 
El tercer y más cuestionado artículo fue aprobado en la sesión del 3 de 
junio con 134 votos a favor, 12 abstenciones y 3 en contra. 
 
El cuarto artículo, como recordamos, incluía el compromiso del Gobierno 
de responder al comienzo de la siguiente legislatura del uso dado a las 
facultades extraordinarias que se habían concedido. Este artículo fue 
considerado en una segunda categoría y calificado por el conde de Navas “como 
el antídoto de todo veneno que los tres anteriores pudieran tener”563. Para el 
Conde de Navas este compromiso del Gobierno constituía una garantía 
adicional de seriedad. 
 
La extrema crítica de Perpiñá se suavizó en este artículo al que estuvo 
dispuesto a dar su apoyo si se incluía una limitación temporal explícita.  
 
Finalmente el proyecto de ley quedó aprobado en la sesión del 4 de enero 
de 1836564 y fue  sancionada por S.M. el 18 de enero. 
 
Es importante que analicemos el tratamiento que recibió el voto de 
confianza en el Estamento de Próceres.  Fue planteado por vez primera en la 
sesión del 5 de enero de 1836, después de su aprobación en el Estamento de 
Procuradores. La Comisión que se nombró a tal efecto para el examen del 
proyecto, llegó a la conclusión de que para atajar los graves problemas por los 
que atravesaba España, que se centraban en la eliminación de la facción que 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
562 D. S. Procuradores, sesión nº 25 del 3 de enero de 1836, pág. 253. 
563 D. S. Procuradores, sesión nº 25 del 3 de enero de 1836, pág. 258. 
564D. S. Procuradores, sesión nº 26 del 4 de enero de 1836, pág. 265-266. 
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prolongaba la guerra civil, la consolidación al trono de Isabel II y afianzar la 
libertad y la obtención de los recursos necesarios, facilitando la recaudación de 
rentas, impuestos y contribuciones, era preciso el voto de confianza solicitado. 
En este sentido, la Comisión se pronunció: “Objetos tan importantes y preciosos 
solo pueden conseguirse facilitando al Gobierno prontos y eficaces recursos 
pecuniarios para cubrir sus obligaciones corrientes…”565. La postura de la 
Comisión nombrada fue absolutamente favorable a la concesión del voto de 
confianza: “La gravedad de estas consideraciones y la de lo peligroso que sería 
en las circunstancias actuales la menor divergencia de opiniones entre los 
poderes del estado en un punto tan capital, obligan a la Comisión a proponer 
que el Estamento se sirva conceder al Gobierno el voto de confianza que pide, 
adoptando en todas sus partes el proyecto de ley que fue presentado”566. 
 
Se inició la discusión en el Estamento de Próceres el 11 de enero de 1836,  
en ella el Marqués de Miraflores consideró que desde un punto de vista 
económico le preocupaba constatar la premura con la que el Gobierno exigía el 
voto de confianza. Era consciente que desde el mismo se pretendía resolver los 
problemas económicos, sin acudir a nuevos empréstitos y ello le hacía temer por 
la propiedad individual, pese al reconocimiento de inviolabilidad de la misma y 
propone que el Gobierno acuda a una operación de “altas finanzas”. Entendió 
que la situación era crítica y no se podía negar el apoyo solicitado567. 
 
El Conde de Parsent se sintió inicialmente proclive a denegar el voto de 
confianza por motivos constitucionales y económicos. En el primer caso, porque 
se rompían las condiciones al obligarse a prescindir del análisis de los 
presupuestos y, en el segundo caso, porque implicaba revestir al Ministerio de 
un excesivo poder. La mera invocación del estado de necesidad fue suficiente 
para que, pese a los reparos iniciales, diera finalmente su apoyo al voto de 
confianza568. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
565 D. S. Próceres, sesión nº 15 del 8 de enero de 1836, pág. 85. 
566 D. S. Próceres, sesión nº 15 del 8 de enero de 1836, pág. 86. 
567 D. S. Próceres, sesión nº 16 del 11 de enero de 1836, págs. 87-90. 
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Otro votos favorables fueron los del Marqués de Espeja o el Duque de 
Rivas sensibles ante las extremas circunstancias que se vivían en el país. Pero 
también se plantearon votos negativos, como el del Duque de Gor, que 
consideró que no era acertado utilizar el concepto “estado de necesidad” porque 
temía que otorgarlo iba a ocasionar mayores problemas, como el incremento 
considerable de las cargas. 
 
La discusión fue menos polémica que en el Estamento de Procuradores y 
el proyecto de ley sobre el voto de confianza propuesto por Mendizábal quedó 
aprobado en la sesión569 del 11 de enero de 1836. 
 
Nos podemos preguntar qué opinión dispensó la prensa de la época a este 
tema. El Eco del Comercio informó puntualmente en todos los ejemplares desde 
el 29 de diciembre de 1835 de la evolución de los interesantes debates que se 
desarrollaron en el Estamento. Manifestó una posición claramente favorable al 
voto solicitado, y al propio comportamiento de Mendizábal como cabeza del 
Gobierno. En este sentido, concluidos los debates incluyó la siguiente reseña en 
un artículo: “No dejaremos de mencionar la noble y franca exposición que antes 
de votar ha hecho el Gobierno por boca de su presidente. Ha dicho que ha 
marchado y marchará con la opinión pública, único modo de gobernar en la 
actualidad ; y que si no ganase el voto por grande mayoría, dejaría sin vacilar el 
puesto. Este precedente, que no establecieron sus antecesores, es una prenda 
que afianzará más y más la libertad. Los ministerios sucesivos habrán de 
someterse a estas prácticas saludables; y si se apartaran de ellas, el pueblo y sus 
representantes reclamarán, alegando este ejemplo memorable”570 . 
 
El Eco del Comercio se manifestó, sin ambages, a favor de la concesión 
del voto de confianza, considerando que su aprobación por el Estamento llevaría 
a una importante demostración: “Desde el momento en que el actual gabinete 	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570 El Eco del Comercio de 1 de enero de 1836, nº 611, pág. 2. 
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reciba esta prueba superior de confianza de ambos Estamentos, he aquí los 
resultados favorables que obtendrá. Quedará demostrado ante el mundo todo 
que hay armonía entre el trono y el pueblo español, y que tienen la fuerza que es 
hija de esa unión”571. De alguna manera ese apoyo, de acuerdo con lo mani-
festado por el Diario, implicaba facultar al Gobierno para que acometiese las 
necesarias reformas de distinta índole que se precisaban: “Robustecido y fuerte 
el Gobierno, podrá mandar a los oficiales y agentes subalternos con mayor se-
guridad, y se ejecutarán sus medidas con otra exactitud que si estuviera 
vacilante o dudoso en su puesto”. 
 
El Español se congratuló en los siguientes términos de la aprobación del 
voto de confianza: “Después de una larga y combatida discusión ha salido por 
fin aprobado en el Estamento de Procuradores el voto de confianza que pedía el 
Gobierno. La mayoría que ha dado su sanción a este proyecto de ley, no deja 
ninguna duda ya respecto de la necesidad que había de este voto, ya también en 
cuanto a la fuerza moral que el Ministerio podía obtener en el Estamento po-
pular”572. 
 
En La Revista Española, Mensajero de las Cortes, también se aprobó con 
rotundidad el voto de confianza, en los siguientes términos, ya desde el 
comienzo de su discusión sobre la totalidad: “Devolver o desestimar el proyecto, 
o lo que es lo mismo, no votarle en su totalidad, hubiera traído consigo la 
terrible consecuencia de condenar entre los otros el artículo primero, quedando 
desde entonces sin cubrir las atenciones públicas y amenazando el país de una 
disolución o de una paralización al menos, en la marcha de todos sus ramos”573. 
 
El segundo de los temas que reflejan el incipiente parlamentarismo es la 
moción de censura. La primera vez que se recogió históricamente esta fórmula 
en el derecho español fue en la Constitución de 1869. En tiempos del Estatuto 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
571 Ídem,  de 3 de enero de 1836, nº 613, pág. 2. 
572 El Español de 4 de enero de 1836, nº 65, pág. 3. 
573 Revista española. Mensajero de las Cortes, de 3 de enero de 1836, nº 309, pág. 1. 
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Real no fue su existencia tan evidente como la del voto de confianza, que se 
planteó de modo expreso en forma de proyecto de ley, tal y como hemos visto.  
 
El primer intento de plantear una moción de censura fue extraoficial, por 
la vía de la presentación de una petición en el año 1834, cuya única constancia 
oficial existente fue la mención que Fermín Caballero realizó en la sesión del 21 
de mayo de 1836, a la que también aludió Tomás Villarroya en su obra sobre el 
Estatuto Real, invocándola como antecedente en este período, de la moción de 
censura que se pretendía imponer a Istúriz, ante las críticas de alguno de los 
procuradores. 
 
 Profundizando en la petición del año 1834 Fermín Caballero la recogió 
íntegra en su obra El gobierno y las Cortes del Estatuto, indicando 
expresamente que de la misma no se había dado cuenta al Estamento. Ini-
cialmente se planteó como una crítica a la actividad desarrollada por el gobierno 
de Martínez de la Rosa. En la petición se propuso, con la firma de 30 pro-
curadores, que tan solo un cambio radical en el Gobierno podría devolver a la 
nación la estabilidad, la paz y la libertad. Incidió especialmente en la necesaria 
conformidad de ideas que debía existir entre el Gobierno y los Estamentos en un 
gobierno representativo. En la misma, los procuradores centraron en tres 
puntos las principales discordancias entre el Gobierno y el estamento: la ad-
ministración de justicia, al gobierno de interior y la dirección de la guerra civil. 
No se llegó a presentar porque no reunió el número de firmas necesarias para 
que un tema de estas características hubiera llegado a prosperar en el Esta-
mento. 
 
Por tanto, la única moción de censura explícita que se presentó en este 
período fue la que se planteó contra el gobierno de Istúriz en la tercera 
legislatura. En ella se declaró abiertamente que los integrantes del Gobierno 
carecían de la confianza del Estamento de Procuradores. Adoptó la forma de 
proposición y fue firmada el 21 de mayo de 1836 por 68 procuradores. El 
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gobierno de Istúriz carecía de apoyo en el Estamento que estaba a favor de 
Mendizábal y ello dificultaba la acción de gobierno.  
 
El gobierno de Istúriz se opuso a la proposición y presionó todo lo posible 
para que no fuera tomada en consideración alegando un defecto de forma y 
aludiendo al art. 110 del Reglamento, que exigía un previo aviso de un día para 
poder discutir un asunto en el Estamento. Pese a estas objeciones, el Estamento 
decidió tomarla en consideración. Las quejas del Gobierno se intensificaron por 
considerar que la proposición no era el camino adecuado para plantear un tema 
de esta trascendencia. La idea del Gobierno era que se hubiera presentado una 
petición por los cauces que el Estatuto establecía. 
 
Se inició un debate en el que hubo procuradores que consideraron que la 
proposición debía ser impugnada por su ilegalidad; podemos citar como 
ejemplo a Fernández Pereira, el Conde de Navas (que consideró que se había 
infringido el Reglamento) y por el hecho de que ponía en peligro el orden 
establecido. En este sentido, Morales afirmó: “Bajo dos aspectos considero la 
proposición que nos ocupa, y en ambos me creo en conciencia obligado a im-
pugnarla. Primero por considerar la proposición una medida antilegal”574. Otros 
dudaban abiertamente del sentido de la proposición presentada contra un 
Gobierno integrado por personas que siempre habían defendido la libertad y 
contra las que no existía prueba alguna de su ineficacia. Por ejemplo, Castell 
apoyaba la unión de los integrantes del Estamento en torno al gobierno de 
Istúriz: “Deseo que haya más calma y tranquilidad en el Estamento y que sigan 
las discusiones con el decoro que caracterizó los años 34 y 35; que nos unamos y 
hagamos lo posible por defender la libertad y llevar adelante las reformas; 
segundo, que no desmerece mi confianza el Ministerio actual, ni por la mano 
liberal que nos ha dado, ni por los hechos pasados, presentes y futuros de sus 
individuos”575. Soria entendió que no había motivos para censurar a los 
Secretarios de Despacho porque no habían tenido oportunidad de actuar y por 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
574 D. S. Procuradores. 3ª Legislatura, sesión nº 38 del 21 de mayo de 1836, pág. 501. 
575 D. S. Procuradores, sesión nº 38 del 21 de mayo de 1836, pág. 505. 
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otro lado no había razones para dudar de la adecuada elección de S. M: “Dícese 
que hoy es necesario, por esa especie de desconfianza que yo no se de dónde 
nace, el exponer a S. M. que sus actuales Consejeros no tienen la confianza del 
Estamento, y que en su virtud debe nombrar otros que le merezcan mejor 
concepto. Esto señores es juzgar a los hombres por presunciones, no por 
hechos, pues hasta ahora no se ha presentado ningún acto por el cuál haya 
podido censurárseles”576.  
 
 Por el contrario, había ardientes defensores de la proposición como 
Caballero, que consideraba básico que el Gobierno gozase del apoyo mayoritario 
del estamento y hubiese sido nombrado por S. M. entre aquellos que gozasen de 
ese apoyo y no, como era el caso del gobierno de Istúriz, entre los grupos 
minoritarios: “Es imposible que haga el bien del país un Ministerio sacado de 
una minoría tan poco considerable, y opuesto a la gran mayoría de la 
representación nacional…”577.  O Alday, que entendió que la permanencia de los 
integrantes del gobierno de Istúriz solo podía provocar males a la nación. No 
expresó ningún tipo de inquina contra los miembros del Gobierno, pero 
entendió que para salir de la situación de crisis en la que se encontraban era 
preciso apoyar la proposición. Este apoyo tampoco implicó una oposición a las 
prerrogativas que S. M. tenía sobre el nombramiento del mismo. Otros como 
López, también la apoyaron sin fisuras y entendieron que el Gobierno jamás 
debió haber aceptado la propuesta de S. M., siendo conscientes de que carecían 
del apoyo de la mayoría del Estamento. Olózaga consideró que la falta de 
confianza era un hecho indiscutible y no solo entre los integrantes del 
Estamento también era apoyada por hechos externos: “¿no hemos visto que el 
crédito se ha resentido gravemente, y aunque a veces puede fallar se reputa 
generalmente por el termómetro de la confianza que se tienen en los hombres 
en cuyas manos está depositado el Gobierno?”578. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
576 D. S. Procuradores, sesión nº 38 del 21 de mayo de 1836, pág. 507. 
577 D. S. Procuradores, sesión nº 38 del 21 de mayo de 1836, pág. 503. 
578 D. S. Procuradores, sesión nº 38 del 21 de mayo de 1836,  pág. 507. 
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Finalmente la proposición fue aprobada por 78 votos a favor, 29 en 
contra y 1 abstención. 
 
 Al mismo tiempo en el Estamento de Próceres se estaba discutiendo el 
proyecto de ley sobre enajenación forzosa por motivos de utilidad pública que 
había sido aprobado por el Estamento de Procuradores. En ningún momento a 
lo largo de las sesiones celebradas desde el 17 al 21 de mayo, se hizo referencia 
en el Estamento a la proposición presentada en el de Procuradores. Tan solo 
aparece una anotación en el diario de 23 de mayo de 1836 en la que se informó 
que el Gobierno de S. M. debía hacer la siguiente comunicación al Estamento: 
“En nombre de mi augusta hija doña Isabel II, y con arreglo a lo prevenido en el 
art. 24 del Estatuto Real , he tenido a bien resolver se disuelvan las Cortes”579 
¿Cómo se reflejaron en la prensa de la época estos sucesos? 
 
El Eco del Comercio no olvidó nunca el apoyo al gobierno de Mendizábal 
ni a la figura de su presidente. Desde los días previos a la comunicación de la 
resolución de disolución de las Cortes el periódico rindió homenaje a los logros 
del anterior Gobierno: “El Ministerio de septiembre logró una popularidad 
increíble y una confianza inmensa: se había debilitado mucho es verdad; pero 
conociéndolo el gabinete de Mendizábal por el órgano de la representación 
nacional y de la opinión, iba a encomendar sus faltas, satisfacer justos y 
generales deseos; y este es el momento que se elige para que desaparezcan y 
para reemplazarles con hombres de la minoría de las Cortes”580.  
 
 Vemos la importancia concedida por el periódico al hecho de que el 
Gobierno debía gozar del apoyo de las Cortes para poder desarrollar 
adecuadamente sus políticas de actuación. Se llegó a identificar la presentación 
de la proposición suscrita por 78 procuradores, con una práctica parlamentaria 
extranjera que se estaba implantando en España ante la situación vivida por el 
sorprendente cambio de Mendizábal por Istúriz: “El resultado ha sido aprobarse 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
579 D. S. Próceres, sesión nº 19 del 23 de mayo de 1836, pág. 187. 
580 El Eco del Comercio de 21 de mayo de 1836, nº 752, pág. 1. 
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la proposición por 78 votos contra 29 lo que prueba que la han apoyado con su 
sufragio varios que no la suscribieron”. “Pero ¿puede sostenerse aun que esta no 
es una cuestión ministerial? Pronto lo veremos y podremos confirmarnos en que 
se va entrando en las prácticas parlamentarias de fuera.”581 
 
El periódico El Español, mucho más crítico, cuestionaba cuál iba a ser el 
desenlace de la tercera legislatura y mostró un profundo pesimismo por el 
enfrentamiento que apreciaba entre las dos facciones del partido liberal: 
“Nuestra inquietud por el desenlace de esta tercera época nace de la desunión, 
del desconcierto y de la aberración que vemos se apodera de los liberales, y lo 
impulsa a hacerse la guerra unos a otros, y a consumir en parcialidades y en 
ambiciosas reyertas, la fuerza, el concierto y el impulso que deberían desplegar 
en recobrar el honor de su partido, en vindicar la nobleza y la generosidad de 
sus ideas, en consolidar el trono y la libertad”582. Vemos, por tanto, cómo la 
tendencia editorial de este periódico manifestó una gran contrariedad por las 
intestinas luchas de poder que apreciaba entre las fuerzas liberales.  La salida 
del gobierno de Mendizábal fue algo negociado entre camarillas ajenas al ex 
presidente del Gobierno y dio como resultado final el acceso al poder de Istúriz 
y su grupo de Gobierno, que siempre fue minoritario en el Estamento de 
Procuradores. A diferencia del Eco del Comercio en el que se mostró una 
comprensión sin límites a las actuaciones del gobierno de Mendizábal, en este 
periódico se hizo alarde de independencia y distancia con el poder establecido 
poniendo el acento en los temas que creía imprescindibles: “No nos liga con el 
actual gabinete ningún lazo que mengüe nuestra independencia, ni hay favores 
en la tierra capaz de convertirnos de defensores de los intereses nacionales en 
órganos de ningún partido. Por eso es por lo que reclamamos en los actuales 
ministros lo que en vano esperamos de los anteriores, libertad de imprenta, 
libre discusión en materias políticas y económica, orden y arreglo en la 
hacienda, economía en los gastos,  publicidad en la administración, y sobre todo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
581 El Eco del Comercio de 22 de mayo de 1836, nº 753, pág. 1. 
582 El Español de 20 de mayo de 1836, nº 202, pág. 3. 
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en las cuentas”583. Nos resulta interesante la interpretación de este periódico 
relacionada con la causa real de la retirada de confianza al gobierno de 
Mendizábal. Según el criterio de El Español en el trasfondo de este hecho no 
subyace simplemente la cuestión de la confianza, sino la puesta en tela de juicio 
de las prerrogativas de la Reina. La dimisión de Mendizábal y su posterior 
sustitución por Istúriz derivó, en buena medida, de los habituales desencuentros 
entre las posturas de la Reina y el Presidente del anterior Gobierno: “La causa 
de la dimisión de Mendizábal, y sus colegas, nace según es público, de su 
insistencia de obtener de la corona resoluciones a que esta creyó deber negarse, 
resoluciones que por otra parte el Ministerio se veía obligado a arrancar para 
satisfacer a exigencias que debían conciliarle la mayoría. La Corona vio en estas 
exigencias un ataque a su prerrogativa”584. 
 
No hubo unanimidad de criterios en la prensa de la época, pero sí quedó 
claro que en diversos ámbitos existió la conciencia de la necesidad de contar con 
la mayoría parlamentaria para poder gobernar adecuadamente. Es importante 
destacar que la historia de este último período del Estatuto Real se caracterizó, 
como hemos visto anteriormente indicado en El Español, por el enfrentamiento 
abierto entre las distintas facciones del liberalismo. En este sentido Alejandro 
Nieto señaló: “El resultado al que hemos llegado ha sido el de sustituir el 
esquema tradicional de progresistas versus moderados por el de una lucha entre 
las distintas fracciones del progresismo: los templados de Mendizábal, los 
avanzados de Caballero y los radicales de Álvaro”585. Una división que se man-
tuvo en épocas posteriores: “Un fraccionamiento congénito del progresismo 
puesto que se conservó durante la Regencia de Espartero en grupos que se 
hacían y deshacían constantemente pero con el rasgo común de un cainismo 
suicida”586. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
583 El Español de 21 de mayo de 1836, nº 203, pág. 2. 
584 El Español de 22 de mayo de 1836, nº 204 , pág. 3. 
585 Nieto, A. Mendizábal. Apogeo y crisis del progresismo civil. Historia política de las Cortes 
constituyentes  de 1836-1837, pag. 23 
586 Ibídem. 
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- Facultades políticas 	  
 De profunda raíz histórica las facultades políticas fueron recogidas en los 
artículos 27, 28, 29 y 30 del Estatuto Real. Así, en el artículo 27 se dispuso: “Con 
arreglo a la ley 5ª, título XV, partida 2ª, se convocarán Cortes generales después 
de la muerte del Rey, para que jure su sucesor la observancia de las leyes, y 
reciba de las Cortes el debido juramento de fidelidad y obediencia”. En el 
artículo 28 se aludía a la misma ley de Partidas para justificar la convocatoria 
cuando el príncipe o princesa heredera fueran menores de edad. E igualmente 
en el artículo 29, haciendo referencia al anterior, los guardadores del Rey niño 
debían jurar ante las Cortes su compromiso de velar por la custodia del príncipe 
y no violar las leyes del Estado. En la Exposición Preliminar al Estatuto se 
justificaban los anteriores artículos en los siguientes términos: “Con no menos 
previsión y sabiduría, se tuvo como fuero y costumbre de España, que cuando el 
nuevo príncipe fuese menor se celebrase igualmente aquel solemne acto, para 
que los guardadores del Rey niño jurasen, no solo velar con lealtad y celo en 
custodia de tan sagrado depósito, sino observar fielmente las leyes, no 
enajenando ni departiendo el señorío y, antes bien, mirando en todas cosas por 
el procomunal de los Reinos”.587 
 
En la Constitución gaditana la regulación relativa a la Corona fue más 
exhaustiva, recogiendo los supuestos antes indicados en el Título IV que se 
dedicó íntegramente a la figura del Rey. Dicho título incluyó una regulación 
completa de los siguientes aspectos: la inviolabilidad del Rey y su autoridad; de 
la sucesión a la Corona; de la minoría de edad  del Rey y la regencia y de la 
familia real y el reconocimiento del Príncipe de Asturias. Vemos por tanto, que 
los cuatro artículos dedicados al tema en el Estatuto Real se centraron par-
cialmente en lo regulado en el capítulo II de la Constitución gaditana vinculado 
a la sucesión, pero sin profundizar en la cuestión del derecho a la sucesión. En el 
Estatuto Real no se profundizó en una cuestión especialmente sensible que 
coincidió con la reclamación de los derechos al Trono de Carlos María Isidro. En 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
587 Exposición preliminar al Estatuto Real, apéndice incluido en Villarroya, J., El Sistema...,pág. 
621. 
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el apartado del presente trabajo relacionado con la Corona profundizaremos en 
este tema. 
 
El art. 28 del Estatuto Real coincidiría parcialmente con el capítulo III de 
la Constitución de Cádiz dedicado a la minoría de edad del Rey y a la regencia 
pero no desarrolló el tema con la profundidad que lo hizo el texto gaditano. 
 	  	   En el Reglamento de 1813  no apareció el procedimiento a seguir en el 
supuesto de fallecimiento del Rey y del advenimiento del sucesor. Hay ciertos 
capítulos expresamente relacionados con el protocolo ceremonial para recibir al 
Rey en las Cortes (capítulo XV) o al regente (capítulo XVI). Y para la actuación 
de las Cortes en el supuesto del nacimiento y reconocimiento del Príncipe de 
Asturias y los infantes.	  	  	  	  
En ninguno de los Reglamentos de 1834 se hace referencia a los temas 
anteriormente expresados y vinculados al Rey o a su familia. Sí hay una 
mención expresa a estos temas, como ya hemos indicado, en el propio Estatuto 
Real que en sus artículos 27, 28 y 29 se expresó en los siguientes términos: “ 
Con arreglo a la ley 5ª, título XV. Partida 2ª, se convocaran Cortes Generales 
después de la muerte del Rey, para que jure su sucesor la observancia de las 
leyes, y reciba de las Cortes el debido juramento de fidelidad y obediencia” 
(art.27), Es patente la referencia historicista dado que es frecuente que el 
Estatuto Real  utilice este tipo de referencias para fundamentar determinadas 
actuaciones588. 
 
“Igualmente se convocarán las Cortes generales del Reino , en virtud de la 
citada ley, cuando el príncipe o la princesa, que haya heredado sea menor de 
edad” (art.28), “En el caso expresado en el artículo precedente, los guardadores 
del Rey niño jurarán en las Cortes velar lealmente en custodia del Príncipe y no 
violar las leyes del Estado, recibiendo de los Próceres y Procuradores del reino el 
debido juramento de fidelidad y obediencia”(art.29). 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
588 Véase: Estatuto Real: arts. 1, 27, 28,30, ,32 y 34. 
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 En todos estos artículos se sigue apreciando el tono de pleitesía que se 
otorga a los integrantes de la Corona y el deseo de seguir justificando una 
actuación concreta de las Cortes en las más antiguas leyes de la tradición 
histórica: las Partidas. Es una huída expresa de cualquier referencia al 
liberalismo más radical cumpliendo con el espíritu moderado que prevalecía en 
la época y del que los artículos mencionados constituyen clara expresión. 
 
       3. El papel de la Corona 	  
Es importante analizar el papel que jugó, en el período objeto de estudio, 
la potestad real como moderadora del poder político y titular del poder 
ejecutivo. Dejó atrás el poder absoluto que detentaba en el Antiguo Régimen 
para someterse a las limitaciones que el Estatuto Real la imponía. No obstante, 
la Corona siguió conservando un protagonismo incuestionable en diversos 
ámbitos que analizaremos a continuación.  
 
En el período de 1834-1836 se la consideró como moderadora y tuvo la 
pretensión de constituirse en un elemento de equilibrio entre ambos Esta-
mentos. No obstante, la realidad se acabó imponiendo y la Corona dejó de ser el 
elemento integrador que pretendía para convertirse en el foco de un gran 
conflicto dinástico que sumió a España en una encarnizada guerra civil durante 
varios años. Sin embargo, los derechos al Trono en la persona de Isabel II no 
fueron cuestionados y hubo mucho interés en ratificarlo desde las primeras 
sesiones de las Cortes. En el Discurso de la Corona de apertura de la primera 
legislatura, la Reina Regente prometió someter este asunto a discusión de las 
Cortes y para ello en la sesión del 11 de agosto de 1834 nombró una comisión 
encargada del estudio de la cuestión. Existió, desde el primer momento, el deseo 
de confirmar la legitimidad real de Doña Isabel; dejar claro, que los derechos 
dinásticos del Pretendiente y su descendencia no existían y que todo ello 
estuviera perfectamente amparado y legitimado por ambos Estamentos. 
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 En otro plano, aunque no de menor importancia, estaban las reacciones de 
las potencias extranjeras sobre el tema. Es evidente que era un tema interno, 
pero para la proyección internacional de España era imprescindible recabar el 
mayor número de apoyos posibles en el extranjero. Las pretensiones de Carlos  
María Isidro eran injustas, y así se puso de manifiesto en las distintas sesiones 
en las que se discutieron en ambos Estamentos el proyecto de ley presentado 
sobre su exclusión y la de su descendencia sobre los derechos del trono. Como 
apuntó el Diario de Sesiones del 3 de septiembre de 1834: “No se trata de 
ventilar aquí una cuestión entre dos aspirantes al Trono. Los derechos de 
nuestra Reina no pueden ser controvertidos se apoyan… y en las disposiciones 
fundamentales de nuestra legislación”589. Es un tema que tenía que dilucidarse 
ante las Cortes. Solo en ellas se podía debatir un tema tan trascendente para la 
nación. De acuerdo con el mismo Diario de Sesiones del Estamento de Próceres: 
“Se verá siempre que cuando más peligro ha corrido el Estado, se ha recurrido 
constantemente a las Cortes para atajar la avenida de males y salvar al mismo 
tiempo a la nación y al Trono. No cabía ni cabe otro tribunal más solemne, más 
justo”590. 
 
En el Estamento de Próceres se realizó un estudio histórico utilizado como 
precedente para justificar el fundamento histórico del acceso a los derechos 
dinásticos de una mujer. Se aludió a textos jurídicos como el Fuero Real o las 
Partidas. Concretamente, en este texto se hizo referencia expresa a la Ley de 
partidas que estableció la sucesión al Trono amparándose en dos disposiciones. 
En una de ellas se llamaba directamente a las mujeres a la sucesión a falta de 
varón, y en la otra, se introdujo el derecho de representación en los hijos del 
primogénito con prioridad sobre otras líneas sucesorias. En cualquier caso, en 
este repaso histórico se mencionó muy superficialmente el problema de fondo, 
que se centraba en los derechos adquiridos que pretendía tener Don Carlos por 
el hecho de que en la fecha de su nacimiento 1788 estaba en vigor la Ley Sálica 
de 1713 que impedía el acceso al trono de las mujeres, en virtud de la cual era él 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
589 D.S. Próceres, sesión nº 15 de 3 de septiembre de 1834, pág. 59 
590 Ibídem. 
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el que debía ser el legítimo heredero. Fue evidente que el apoyo del Estamento 
de Próceres a la causa de la Reina era incuestionable, pero también es cierto que 
de la lectura de los distintos diarios sobre el tema se desprende la conclusión de 
que no tenían interés en profundizar en las cuestiones legales del derecho a la 
sucesión de uno u otro. Se daba por hecho y los intereses nacionales en ese 
momento lo corroboraban,  que Isabel era la legítima heredera y que Don Carlos 
y toda su línea sucesoria debía ser apartada. Así el Conde de Navas manifestó: 
“Este gravísimo asunto tiene, a mi modo de entender, tres puntos de vista 
enteramente diferentes: primero, el que lo presenta un litigio entre dos partes 
encontradas que pretenden una herencia, apoyándose en leyes vigentes; 
segundo, como la de una causa criminal en que debe haber un juicio y recaer 
una sentencia, y la imposición de una pena determinada de antemano por la ley; 
tercero, como una cuestión de alta política, como un caso extraordinario en que 
la nación debe excluir de todos los derechos al Trono a una rama de su dinastía, 
porque está en oposición abierta a los intereses nacionales”591. 
  
En ese momento, Isabel II era la apuesta firme para abandonar defini-
tivamente el absolutismo y adentrarse en el camino de libertades y en ningún 
caso el análisis de una cuestión jurídica, que podía plantear discrepancias, iba a 
constituir un obstáculo para conseguirlo. Debía prevalecer “la conveniencia 
pública y el interés nacional”592. Era una cuestión de responsabilidad nacional, 
de compromiso futuro con la libertad el impedir el acceso al trono presente o 
futuro de Don Carlos y sus descendientes. Había que erradicar la más remota 
posibilidad de que los representantes ideológicos del absolutismo pudieran 
llegar a acceder nuevamente al Trono. Las intervenciones de todos los próceres 
discurren en este sentido y en la convicción de que el proyecto de ley debía dejar 
absolutamente claro que la línea sucesoria de Don Carlos debía quedar excluida 
y si faltasen las infantas debía indicarse cuál sería la rama a suceder. Se impuso 
el interés nacional y en la redacción definitiva del dictamen de la Comisión 
sobre el citado proyecto de ley quedó clara la exclusión definitiva a la sucesión 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
591 D.S. Próceres, sesión nº 15 de 3 de septiembre de 1834, pág. 65. 
592 Ibídem. 
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de la Corona del infante Don Carlos y toda su descendencia e incluso se admitió 
una adición en relación con el hecho de que Don Carlos y todos sus des-
cendientes quedaran privados de la facultad de volver a España. 
 
 En el Estamento de Procuradores la comisión nombrada para la discusión 
del proyecto de ley sobre el tema de referencia planteó argumentos similares. Se 
insistió en la idea de que los derechos al Trono alegados por Don Carlos en 
ningún caso procedían de un derecho divino, no eran un derecho adquirido. La 
nación, a través de las Cortes, era la que debía determinar a quien correspondía 
el derecho al Trono y así lo manifestaba uno de los procuradores Trueba: “La 
nación reunida en Cortes ha intervenido y arreglado la sucesión a la Corona, sin 
que jamás su sagrado fallo haya podido invalidarse. Y semejantes negocios en 
los que está comprometido el bienestar de toda la nación, ¿quién mejor que la 
misma debe decidirlos?”593. Era preciso consolidar el régimen de libertad 
huyendo de todo tipo de fanatismos: “Aun cuando nada dijesen sobre tan 
importante cuestión la justicia, el derecho general, el público y civil, ni la misma 
conducta del Infante, bastaría solo a decidirla esa idea de retrogradar a la 
nación a los ominosos tiempos del siglo X. Ella sola no podía menos de 
arrancarle del Trono: la conveniencia pública, nuestro interés individual, todos 
estos y otros elementos unidos bastarían para aplicar la justa medida de excluir 
al Pretendiente…”594. 
 
 La conveniencia pública y el interés general eran nuevamente esgrimidos 
como justificación para apoyar sin fisuras el proyecto de ley planteado por el 
Gobierno. Las opiniones de los procuradores sobre el fondo de la cuestión eran 
las mismas en todos los casos, divergían en cuestiones puramente formales y en 
la votación final se puso de manifiesto, por unanimidad de los 120 procuradores 
presentes, la aprobación definitiva del proyecto de ley presentado integrado por 
dos artículos. En el primero de los cuales se excluía al Pretendiente y toda su 
descendencia del derecho al trono español, y en el segundo les impedía volver a 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
593 D.S. Procuradores, sesión nº 56 de 6 de octubre de 1834, pág. 467. 
594 D.S. Procuradores, sesión nº 56 de 6 de octubre de 1834, pág. 468. 
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España. El comportamiento de Carlos María Isidro había sido claramente 
conspirador contra el poder legítimo otorgado a la reina Isabel. Todos los 
argumentos se dirigieron a un mismo fin: Isabel II representaba la apertura, la 
ilustración, la paz; los intereses del príncipe eran, por el contrario, contrarios a 
lo que la libertad representaba y volverían a asumir a la nación en el despotismo 
más oscurantista. 
 
Con el transcurso del tiempo la guerra fue complicándose e incluso, como ya 
dijimos, un representante enviado por el gobierno británico, Elliot,  provocó un 
sobresalto en el Estamento de Procuradores y en la prensa de la época. Se pensó 
que la intervención directa de Elliot ante Don Carlos pretendió ser un apoyo de 
dicho Gobierno a su causa y una intromisión inadmisible en los asuntos in-
ternos de España. Nada más lejos de la realidad, que quedó aclarada en la 
sesión del Estamento de Procuradores de 21 de abril de 1835, cuando el 
Secretario de Estado de Despacho se expresó en los siguientes términos, tras la 
interpelación del procurador Alcalá Galiano: “… lejos de que esta misión 
manifieste las miras hostiles que se ha supuesto contra la causa de la Reina, al 
contrario, es un testimonio el mas irrecusable del anhelo con que el Gobierno 
inglés desea ver triunfar su justa causa; segundo, que lejos de haber faltado a los 
derechos de la nación ni á los miramientos que exige la Corona de España, no se 
ha dado paso alguno sin el beneplácito del Gobierno de S. M.; tercero, que lejos 
de haberse manifestado el menor deseo de entrometerse en nuestros asuntos 
domésticos, se han mostrado tres cosas: primera, el deseo de obrar de común 
acuerdo, según los principios del tratado de la Cuádruple Alianza; segunda, el 
deseo de favorecer enérgicamente la causa de la Reina nuestra Señora, y tercera, 
el deseo de respetar cumplidamente la dignidad de la nación y el decoro de la 
Corona…”595. 
 
 ¿Qué planteamiento tuvo el tema en la prensa de la época? Tomamos de 
nuevo como referencia El Eco del Comercio y El Español. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
595 D.S.Procuradores, sesión nº 198 de 21 de abril de 1835, pág. 2277. 
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 En El Eco del Comercio de fecha 7 de agosto de 1834 se puso de 
manifiesto que el proceso de consolidación de la libertad era imparable en 
España con el claro apoyo del discurrir de los acontecimientos de países como 
Francia e Inglaterra. Hay palabras muy críticas para Don Carlos y para el 
absolutismo que él representaba: “El absolutismo se goza hoy en la entrada de 
Don Carlos en España como si su presencia bastase a sublevar a un pueblo que 
le ha arrojado de su seno. Esta es la última batalla del absolutismo contra la 
libertad, y la victoria es indudable…Es preciso que se convenza (si es posible) 
una vez para siempre el partido de la usurpación que nuestra nueva 
regeneración política no es una revolución fraguada en las antesalas de palacio, 
no es una sedición militar, ni efecto de violencia alguna: la marcha natural de 
las cosas, acelerada por una mano benéfica, la madurez, digámoslo así, de esos 
síntomas de crisis que hace tanto tiempo se observaban en el cuerpo político; he 
aquí las únicas causas del cambio favorable de nuestra posición”596. 
 
 Existía la clara convicción de que la guerra carlista no iba a prosperar y 
quedaría circunscrita a Navarra y a Vizcaya, dado que el sistema constitucional 
establecido en las provincias limítrofes actuaría de muro de contención. En este 
sentido se expresó El Eco del Comercio del 11 de agosto de 1834 haciendo 
referencia puntual a otro diario, El Tiempo, en el que se expresó la idea 
mencionada.  
 
Las referencias e incluso la publicación del la exposición de S. M. sobre el 
tema presentada por el Secretario de Gracia y Justicia para su presentación en 
las Cortes se hizo en el Diario del 14 de agosto. Hay una clara percepción de que 
la actuación de Don Carlos era una traición a la patria y una clara conspiración 
contra los derechos al trono de Isabel II que debía erradicarse de manera legal, a 
través de las Cortes, llevando al resultado final de excluir a Don Carlos y toda su 
descendencia de los derechos al Trono. Pero siempre utilizando la vía de la 
legalidad vigente: “No traeremos en apoyo de nuestra opinión la conducta que 
en estos los últimos diez años han seguido los partidarios del absolutismo, ni 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
596 Eco del Comercio, 8 de agosto de 1834, nº 100, pág. 2. 
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queremos que se violen como ellos lo han hecho todas las leyes que establecen la 
justicia; solo pedimos que se prive a los enemigos del trono que lo son también 
de la nación, de los infinitos medios con que cuentan para burlar los efectos de 
las mismas leyes, con recursos y demandas que autoriza la compasión y la 
generosidad de nuestros sentimientos, con perjuicio notable y evidente de los 
recursos públicos”597. 
 
Sin embargo, existió una clara conciencia periodística en el hecho de que 
la definitiva implantación del régimen de libertades se veía absolutamente 
cuestionado en algunas provincias y pueblos, en los que, por ejemplo la elección 
de los alcaldes recaía sobre sujetos vinculados anteriormente con el 
absolutismo. O por ejemplo, se apreciaba la permanencia en sus puestos de 
aquellos cuyo ascenso se había producido por su vinculación al absolutismo 
mientras algunos partidarios del régimen de libertad vivían en durísimas 
condiciones. El periódico El Eco del Comercio de fecha 7 de octubre de 1834 
indicaba que esta situación se desconocía en Madrid y la propuesta para valorar 
cuál era el estado real de la monarquía era recorrer las distintas provincias y 
pueblos del reino. 
 
Otra interesante cuestión de la que se hace eco el periódico fechado el 8 
de octubre de 1834 es la diferente reacción en el Estamento de Próceres y en el 
de Procuradores en relación con el proyecto de ley presentado a las Cortes sobre 
la exclusión de Don Carlos y su descendencia. Aclaró que las discrepancias se 
centraban en la oposición que se había planteado por varios procuradores al 
mencionado proyecto, y no tanto, al contenido del mismo, en el que todos 
estaban de acuerdo, sino en cuanto a los fundamentos de la decisión, dado que 
desde el Estamento de Próceres se intentaron plantear razones legales frente al 
Estamento de Procuradores, en el que predominaba la idea de que el rechazo a 
Don Carlos y a sus descendientes se debía fundamentar en la voluntad de la 
nación representada en las Cortes. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
597 Eco del Comercio, 14 de agosto de 1834, nº 106, pág. 1. 
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En el rotativo eran partidarios de señalar expresamente la línea sucesoria 
para el supuesto de que se agotara la línea sucesoria de Fernando VII, 
coincidiendo en que el candidato más adecuado era Francisco de Paula y sus 
descendientes. Esta discusión también se había planteado en el Estamento con 
resultados diversos, algunos procuradores apoyaban abiertamente la inclusión y 
otros, consideraban que la línea normal era aquella y no debía incluirse 
expresamente en el proyecto de ley que, por otro lado, no era un proyecto sobre 
sucesión a la Corona. Sin embargo, el periódico entendió que su expresa 
mención podía evitar cualquier clase de duda sobre la sucesión en el supuesto 
de que falleciesen las hijas de Fernando VII. 
 
3.1.  Las facultades de la Corona en el Estatuto Real 	  
En este sentido, las atribuciones otorgadas al monarca en el Estatuto Real 
corroboran su papel moderador, siendo responsable de la convocatoria, 
suspensión y disolución de las Cortes (art.24). La potestad de disolución de las 
Cortes atribuida se consideró el único medio de evitar violentas crisis que 
pudieran poner en peligro la libertad pública. La disolución implicaba la 
anulación de los poderes de los Procuradores y la imposibilidad de reunión del 
Estamento de Próceres hasta una nueva convocatoria de Cortes (arts. 42 y 43). 
Siempre con la salvaguarda prevista en el artículo 44 en el que se garantizaba 
que si las Cortes se disolvían habrían de reunirse otras antes de un año. 
 
En un estudio realizado sobre las mencionadas competencias del 
monarca en las redacciones previas del Estatuto Real, podemos apreciar ciertas 
diferencias con la redacción definitiva. En todo lo relacionado con la 
competencia real para la apertura y cierre de las Cortes (personalmente o a tra-
vés de los Secretarios de Despacho), la exigencia del refrendo no apareció en el 
borrador presentado por el Consejo de Ministros y si fue incluido en la redac-
ción definitiva tras la propuesta del Consejo de Gobierno. Se incluyó, no obs-
tante, con un matiz diferente en relación con la persona que debía dar el 
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refrendo. El Consejo de Gobierno indicó que podía ser el Secretario de Estado 
correspondiente y en la redacción definitiva del art.26 del Estatuto Real se 
dispuso que el ejecutor del refrendo fuese el Presidente del Consejo de 
Ministros. ¿Cuál podemos pensar que fue la razón de este cambio? Entendemos 
que la denominación de Secretario de Estado se identificaba con el Antiguo 
Régimen y fue sustituida por otra más acorde con el régimen liberal que se 
pretendió establecer.  
 
Frente a lo anterior, en la Constitución de Cádiz y en el Reglamento de 
1813 la figura del Rey no interviene en la apertura y cierre de las Cortes por dos 
razones obvias, la primera se centró en el hecho de que el Rey, en ese momento, 
estaba preso en Valencay, donde permaneció durante toda la Guerra de la 
Independencia. Y la segunda, el propio espíritu de la Constitución de 1812, que 
corroboraba que era en las Cortes donde residía la auténtica representación 
nacional. 
 
   Otro aspecto reseñable en relación con las facultades de la Corona fue la 
iniciativa legislativa. En el borrador del Estatuto presentado por el Consejo de 
Ministros, dentro de las “Disposiciones Generales”, se contempló en el artículo 
8 que los únicos asuntos sobre los que se podía debatir en las Cortes eran los 
presentados en virtud de un Decreto Real. Determinándose, además, en el art.9 
la invalidez de los acuerdos adoptados por las Cortes sin haber sido votados en 
ambos Estamentos y sancionados por el monarca. Gracias a la propuesta del 
Consejo de Gobierno se salvó la posibilidad de que los Estamentos pudieran 
presentar peticiones. La posibilidad de presentarlas, también se vio muy 
limitada porque era S. M. , en última instancia, la competente para decidir su 
concesión, denegación o nueva presentación a través de un proyecto del ley. En 
conclusión, la iniciativa legislativa fue monopolizada por el monarca y en la 
redacción definitiva del Estatuto Real todo lo relativo a este tema se recogió en 
los artículos 31, 32 y 33 . 
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 El anterior planteamiento difiere de la ilimitada iniciativa legislativa 
recogida en la Constitución de 1812 en la que el pleno ejercicio de dicha potestad 
correspondió a las Cortes y no al monarca. El artículo 131 consideró, de manera 
explícita, la facultad de las Cortes de proponer y decretar las leyes, e 
interpretarlas y derogarlas en los casos necesarios. Es importante valorar que en 
la Constitución gaditana se reconoció el principio de división de poderes de 
manera explícita, encomendando a las Cortes el ejercicio del poder legislativo. 
Esa es la razón por la que dichas Cortes gozaron ampliamente de la iniciativa 
legislativa a diferencia del Estatuto Real en el que no se plasmó el principio de 
división de poderes.  
 
Las Cortes gaditanas eran la auténtica representación de la nación y 
nadie mejor que ellas podía ser capaz de valorar las necesidades y plasmarlas en 
las diversas leyes que se precisaran. El artículo 131 se complementó con el 132, 
en el que se reconoció a los diputados la siguiente iniciativa: “Todos los 
Diputados tienen la facultad de proponer a las Cortes los proyectos de ley, 
haciéndolo por escrito, y exponiendo las razones en que se funde”. Para 
completar la regulación, el capítulo VIII de la Constitución de Cádiz desarrolló 
el procedimiento a seguir en la formación de leyes y en la sanción real. 
 
Las razones oficiales de esta clara disminución de la capacidad legislativa 
en las Cortes del Estatuto la podemos encontrar en la Exposición Preliminar al 
mismo expresada en los siguientes términos: “La Potestad Real, como que 
conoce más cumplidamente, por su elevada posición, las necesidades generales 
del Estado y los medios de satisfacerlas, propondrá las materias que hayan de 
ventilarse en las Cortes; pero éstas recobrarán el derecho, que por tantos siglos 
ejercieron , de elevar al Trono respetuosamente peticiones, encaminadas al bien 
de los pueblos”598. Se consideraba que la Corona y el Gobierno eran los más 
idóneos para detectar las necesidades de la nación y ejercer en exclusiva esta 
iniciativa.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
598 Exposición Preliminar al Estatuto Real…, pág. 631.  
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 En el ejercicio de esta potestad legislativa, los sucesivos gobiernos de las 
tres legislaturas, nombrados por la Reina, presentaron por Decreto Real los 
siguientes proyectos de ley que fueron discutidos en los Estamentos: 
 
1. Adquisiciones a nombre del estado (bienes mostrencos) . Fue discutido y 
aprobado. 
2. La nueva organización de los ayuntamientos y diputaciones provinciales. 
Fue concedido. 
3. El reintegro a los compradores de bienes vinculados. Discutido y 
aprobado en los dos Estamentos. 
4. Proyecto de Código penal. Fue estudiado por una Comisión que lo 
desetimó. 
5. Sobre deuda extranjera y el empréstito de 400 millones. Discutido y 
aprobado. 
6. Deuda interior. Discutido y aprobado solo en el Estamento de 
Procuradores. 
7. Exporpiación forzosa por motivos de utilidad pública. Discutido y 
aprobado. 
8. Extinción de Santas Hermandades. Discutido y aprobado. 
9. Exclusión del rebelde Don Carlos y su línea sucesoria. Discutido en 
ambos Estamentos y aprobado. 
10. Reglamento de la Milicia Urbana. Discutido y aprobado. 
11. Sobre el arreglo del sistema monetario. Fue retirado por el Gobierno. 
12. Presupuestos de 1835. Discutidos y aprobados. 
13. Para la quinta de 50000 hombres. Discutido y aprobado. 
14. Sobre la responsabilidad de los jueces. Se remitió a la comisión pero no 
se llegó a discutir en los Estamentos. 
15. Sello en los documentos de giro. Discutido y aprobado. 
16. Abolición del voto de Santiago. Discutido y aprobado. 
17. Responsabilidad de los secretarios de despacho. Se discutió en la segunda 
legisltura. 
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18. El proyecto de ley adicional sobre la Guardia Nacional. Discutido en 
varias sesiones de la segunda legislatura. 
19. El proyecto de la nueva ley electoral. Presentado en la segunda legislatura 
pasó a discusión en la 3ª legislatura. No fue aprobada. 
20. Proyecto de ley sobre extinción de regulares. 
21.  Proyecto de Ley sobre ayuntamientos y diputaciones provinciales. 
22. Proyecto de ley sobre libertad de imprenta. 
23. Proyecto de ley sobre el voto de confianza. Aprobada y sancionada por el 
Estamento. 
 
Un tercer aspecto reconocido expresamente en el artículo 33 del Estatuto fue 
la exigencia de la sanción real para la formación de las leyes. Este tema también 
sufrió cierta modificación desde la presentación del primer borrador del 
Estatuto hasta su redacción definitiva. En el art. 9 del borrador presentado por 
el Consejo de Ministros se estipuló que era precisa la sanción real y el voto de 
ambos Estamentos para dar validez a los acuerdos de las Cortes. Posteriormente 
se modificó la forma centrando la exigencia de sanción en el proceso de 
validación de las leyes. En el tema de la sanción real se profundizó más tarde en 
los Reglamentos de régimen interior recogiéndose en el Título VIII del 
Reglamento del Estamento de Procuradores el procedimiento de sanción de las 
leyes por el que el monarca gozaba de veto absoluto, dado que decidía positiva o 
negativamente con el refrendo, eso sí, del Presidente del Consejo de Ministros. 
Contra esta decisión no existía otra posibilidad más que el acatamiento. En este 
tema se aprecia una clara diferencia con la Constitución de Cádiz en la que el 
Rey gozaba de la posibilidad de sancionar o no un proyecto de ley, si no lo hacía 
se abría nuevamente la posibilidad de debatir sobre el mismo en las siguientes 
Cortes. En estas Cortes se planteaban nuevamente las dos opciones y si el 
monarca no sancionaba se abría la posibilidad de volver a plantear por tercera 
vez el tema en las Cortes del siguiente año599. Vemos, por tanto, que no existió la 
posibilidad de veto impuesto en el período del Estatuto obedeciendo como 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
599 Constitución política de la monarquía española. Cádiz 19 de marzo de 1812. Artículos: 142 a 
153. 
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hemos expresado anteriormente al reconocimiento de que la Constitución 
gaditana hacía del poder legislativo como aquel que era ejercido sin trabas ni 
límites por las Cortes. 
 
En cuarto lugar otra facultad expresamente reconocida fue la propuesta de 
tributos y contribuciones que se recogió inicialmente en el artículo 10 del 
borrador presentado por el Consejo de Ministros, y que sin más modificaciones 
se plasmó en el art. 34 del Estatuto Real en los siguientes términos: “Con 
arreglo a la ley 1ª, título 7º, libro 6º de la Nueva recopilación no se exigirán 
tributos ni contribuciones de ninguna clase, sin que a propuesta del Rey los 
hayan votado las Cortes”. En la Constitución gaditana también aparece en el 
artículo 172.8 entre las restricciones de la autoridad real la imposibilidad de que 
el Rey imponga contribuciones sin que las haya decretado las Cortes. 
Apreciamos nuevamente el deseo de los legisladores gaditanos de efectuar un 
control rígido de las facultades reales. A lo largo de los artículos 171 y 172 se 
describen de modo exhaustivo las facultades reales y las restricciones al ejer-
cicio de las mismas. En el Estatuto esta delimitación no existe, por lo que pen-
samos que no se quería introducir límite alguno a las facultades regias.  
 
Al margen de las facultades expresadas anteriormente, que sí estaban 
claramente recogidas en el Estatuto Real, podemos mencionar otras facultades 
que el Estatuto Real no atribuyó expresamente a la Corona pero que fueron 
ejercidas y reconocidas en el entorno político. Es importante destacar que, como 
ya hemos mencionado anteriormente, en el Estatuto Real no se hizo una 
proclamación del principio de división de poderes y por ello el papel ejercido 
por la Corona como titular del poder ejecutivo no se recogió de modo concreto 
aunque en el entorno político fue declarado expresamente por Martínez Campos 
en los siguientes términos, al hacer referencia a la relación entre los Estamentos 
y el poder ejecutivo: “Este artículo manifestó que eran esenciales las relaciones 
mutuas entre los brazos del cuerpo legislativo y de ambos con el poder ejecutivo, 
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o sea la autoridad real…”600. Otro aspecto esencial que confirma esta facultad 
fue la potestad de la Corona de elegir a los integrantes de los respectivos 
gobiernos que se constituyeron entre 1834-1836. 
 
4. El Estatuto como instrumento para la convocatoria de las  
Cortes 	  
 Para finalizar creemos importante explicar la trascendencia que tuvo el 
Estatuto Real como instrumento para la convocatoria de las Cortes. Fue un texto 
definitivo que marcó un cambio de rumbo político tras el fallecimiento de 
Fernando VII. Sus planteamientos estaban lejos de la Constitución de Cádiz en 
cuestiones tan trascendentales como la soberanía nacional o el reconocimiento 
del principio de división de poderes, pero ello no impidió que introdujese 
importantes novedades, como el sistema bicameral dando los primeros pasos 
para el establecimiento de un régimen parlamentario. 
 
 El Estatuto, hasta su definitiva redacción, atravesó por tres etapas. De la 
primera de ellas, que Tomás Villarroya denominó “el proyecto del Ministerio” 
no existen muchas referencias, se desarrolló desde finales de enero hasta el 
nueve de marzo de 1834. Hubo varias reuniones en las que participaron 
activamente: Javier de Burgos, Martínez de la Rosa, Garelly y Zarco del Valle. La 
explicación ante esta ausencia de fuentes la indicó Pastor Díaz: “En las 
conferencias que se abrieron seguidamente en la Secretaría de Estado para 
discutir la nueva ley política, no hubo presidente, ni secretario, por haberse 
excusado Martínez valerse del que lo era entonces del Consejo de ministro. Así 
no hubo actas formales de aquellas largas y solemnes discusiones”601. Esta 
primera fase concluyó con la preparación de un proyecto que finalmente se 
remitió al Consejo de Gobierno el 7 de marzo de 1834”602. El proyecto del 
Ministerio tenía una mayor amplitud y un contenido y estructura diferentes al 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
600 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura, sesión nº 66 del 20 de octubre de 1834, pág. 575. 
601 Pastor Díaz. N., Don Francisco Javier de Burgos en Galería de españoles célebres 
contemporáneos. Madrid, 1843, tomo II, pág. 51. 
602  Villarroya, J. T., Op. cit. pág. 58. 
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texto definitivo. El mencionado proyecto estuvo dividido en nueve títulos con 
las siguientes denominaciones: “De la convocación de las Cortes generales del 
Reino”, “Del Estamento de Próceres del Reino”, “Del Estamento de Procu-
radores del Reino”, “De los electores”, “De las Juntas electorales de paz”, “De los 
Procuradores del Reino”, “De las Juntas electorales de la provincia”, “De la 
reunión del Estamento de Procuradores del Reino y otras “Disposiciones 
generales”, con un total de 80 artículos. El texto definitivo, finalmente, tuvo 
cinco títulos y un total de 50 artículos.  
 
 En la segunda etapa, que transcurrió desde el 9 hasta el 24 de marzo de 
1834, la redacción ministerial se envió al Consejo de Gobierno para que emitiera 
un informe sobre la misma, al que se unió una Memoria justificativa y razonada 
de su contenido para la Reina gobernadora. El Consejo de Gobierno propuso las 
siguientes modificaciones: 
 
1. La propuesta de su denominación como Real Decreto para la 
convocatoria de Cortes, en vez de Estatuto Real, huyendo de cualquier 
manifestación del escrito como texto constitucional. Este tema también 
planteó discrepancias. El Consejo de Gobierno insistió, de modo 
reiterado, en el carácter de convocatoria de Cortes que debía tener el 
texto. Debía ser provisional y que no regulara materias, como por 
ejemplo, la ley electoral que pudieran dar lugar a cualquier duda sobre la 
naturaleza real del mismo. La Convocatoria de Cortes, de acuerdo con el 
dictamen del Consejo de Gobierno, debía realizarse “desviándose lo 
menos que sea posible, de la práctica y costumbre, observadas en las 
épocas en que han sido llamadas las Cortes, aunque sin dejar de adoptar 
aquellas modificaciones que las circunstancias hagan indis-
pensables…”603. Se recogen dos votos particulares que ahondan en este 
punto de vista. El de Francisco Javier Caro que propuso: “convocar las 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
603 Dictamen del Consejo de Gobierno, Archivo Histórico Nacional. Estado. Actas del Consejo de 
Gobierno 1834, t.II, Legajo 906. 
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Cortes como siempre se habían convocado”604. Y el del Arzobispo de 
México que atribuyó a todo el Estatuto un carácter de provisionalidad605. 
Finalmente, en las observaciones confidenciales que hace el Consejo de 
Gobierno al Ministerio se dispuso: “Que en vez de llamarlo Estatuto Real, 
podría ser conveniente nombrarlo sencillamente Real Decreto para la 
Convocación de las Cortes…”606. El Gobierno hizo caso omiso de esta 
propuesta del Consejo de Gobierno y en el texto definitivo se mantuvo la 
denominación originalmente propuesta. No obstante, quedó claro desde 
el Título primero que una de las misiones del Estatuto era precisamente 
la convocatoria de las Cortes efectuada por S.M la Reina gobernadora 
haciendo uso de la prerrogativa que le confería la tradición histórica en 
los supuestos de minoría de edad del príncipe que debía acceder al 
Trono, para lo cual se hizo alusión a las Partidas y a la Nueva 
Recopilación. 
2. En lo relativo al sistema electoral, regulado en los Títulos 4º, 5º y 7º del 
proyecto ministerial, se determinó su supresión en el texto definitivo del 
Estatuto quedando regulado a través del decreto de 20 de mayo de 1834. 
En este sentido, la mayor extensión del texto primitivo se debió al hecho 
de incluir un sistema electoral completo. La propuesta del Consejo de 
Gobierno sobre este tema se centró en dos propuestas, la primera reunir 
las Cortes sin separarse de “la práctica y costumbre antiguas”607 con 
aportaciones concretas como la ampliación del número de ciudades con 
voto; la adopción de un sistema de elección directa…y, la segunda, una 
recomendación expresa de que algunas materias, entre las que se incluyó 
el sistema electoral, “convendría reservarlas para cuando estuviesen 
reunidos los Reinos…”608. El Consejo de Ministros aceptó parcialmente  
la primera a través del decreto del 20 de mayo de 1834 antes 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
604 Ídem. 605	  Ídem. 
606 Observaciones confidenciales que hace el Consejo de Gobierno al ministerio acerca del 
proyecto de Estatuto Real, citado por Villarroya, J.T., Op.cit., pág. 617. 607	  “Dictamen del Consejo de Gobierno”, Archivo Histórico Nacional. Estado. Actas del Consejo 
de Gobierno 1834, t.II, Legajo 906. 608	  Ídem.	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mencionado. En cuanto a la segunda, la aceptó y como consecuencia de 
ello, eliminó los artículos del texto definitivo relacionados con el sistema 
electoral. 
El decreto del 20 de mayo de 1834, por el que finalmente se 
regularon las elecciones, fue muy conservador en comparación con el 
propuesto por el proyecto del Ministerio en el que se recogió un cuerpo 
electoral más amplio. 
 
La justificación de la regulación del sistema electoral en una ley 
aparte también aparece expresamente en la Exposición Preliminar del 
Estatuto Real: “Por fortuna, el sistema de elecciones es, de suyo, variable 
y sujeto a enmiendas y mejoras; y así nos ha parecido preferible 
comprenderlo en una ley aparte, ya para no darle cierto carácter de 
perpetuidad, entrelazándolo con disposiciones fundamentales, ya para 
anunciar desde luego que iría perfeccionándose insensiblemente con el 
arreglo de la Adinistración Pública y con los consejos de la 
experiencia”609. 
 
3. Se reconoció el derecho de petición: la iniciativa legislativa la detentaba 
la Corona y el derecho de petición fue una manifestación colateral de la 
misma a favor de las Cortes. En el proyecto del Ministerio no se 
mencionó el mencionado derecho de las Cortes, la iniciativa legislativa 
correspondía a la Corona. Las Cortes no podían deliberar sobre ningún 
tema que no se hubiera sometido a su examen por un Decreto real. El 
legislador, representante del liberalismo moderado, se mostró partidario 
de tasar de manera estricta las facultades de las Cortes. Fue el Consejo de 
Gobierno el que propuso el reconocimiento del derecho de petición a los 
Estamentos fundamentándolo en la facultad histórica de las Cortes que 
no se podía ni debía obviar: “…respecto al art. 8º, que previene que las 
Cortes no podrán deliberar sobre ningún asunto que no se haya sometido 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
609 “Exposición preliminar al Estatuto Real”, apéndice incluido en Villarroya, J., El Sistema …, 
pág. 600. 
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expresamente a su examen en virtud de un Decreto Real, el Consejo lo 
halla igualmente arreglado; pero opina que las Cortes además de 
deliberar en la forma y modo que previene dicho artículo, conserven la 
facultad que han tenido en España de suplicar o exponer reverentemente 
a S. M. lo que crean conveniente al bien del Reino, quedando a S. M. el 
derecho de concederle o negarlo, o de modificarlo al hacer alguna pro-
puesta de ley a las Cortes en vista de su petición”610. En la redacción 
definitiva del texto se justificó esta disminución de la iniciativa legislativa 
de las Cortes utilizando los siguientes argumentos: “La Potestad Real, 
como que conoce más cumplidamente, por su elevada posición, las nece-
sidades generales del Estado y los medios de satisfacerlas, propondrá las 
materias que hayan de ventilarse en las Cortes; pero éstas recobrarán el 
derecho, que tantos siglos ejercieron, de elevar al Trono respetuosamente 
peticiones, encaminadas al bien de los pueblos”611. Nuevamente el 
moderantismo imperante llevó a plasmar en el texto una iniciativa 
legislativa ejercida por la Corona de manera casi exclusiva, porque, 
aunque se confirió a los Estamentos la capacidad de presentar peticiones, 
esta facultad, estaba sometida a requisitos estrictos, superados los cuales 
tampoco existía garantía alguna de que finalmente su contenido quedara 
plasmado en un proyecto de ley. Esas peticiones plantearon temas de 
interés general, como fue el caso de la petición sobre derechos políticos 
que jamás llegó a prosperar convirtiéndose en ley. Esta claro que al 
legislador moderado no le interesó atribuir abiertamente la iniciativa 
legislativa a las Cortes y las razones, por todo lo expuesto anteriormente, 
eran obvias, existió una clara desconfianza de los efectos que el 
inadecuado uso de la misma podría ocasionar a la nación. 
  
4. La creación de nuevas instituciones. El refrendo ministerial de algunos 
actos de la Corona no estaba previsto en el proyecto ministerial y sí, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
610 Dictamen del Consejo de Gobierno, Archivo Histórico Nacional. Estado. Actas del Consejo de 
Gobierno 1834, t.II, Legajo 906. 
611 “Exposición Preliminar al Estatuto Real”…, pág. 631. 
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recogiendo la sugerencia del Consejo de Gobierno, se plasmó en el texto 
definitivo.  
Los actos concretos fueron los de apertura, cierre y disolución de las 
Cortes. En el texto ministerial, el art. 3º de las Disposiciones generales 
dispuso que era el Rey el encargado de abrir y cerrar las Cortes, ya 
personalmente o autorizando por un decreto especial a los Secretarios de 
Despacho. Con relación a la disolución, en el art. 16 de dichas 
Disposiciones generales se encomendó la misma al Rey que debía hacerla 
personalmente o a través de un Decreto firmado que leerían en las Cortes 
los Secretarios de Despacho. La ejecución de estos actos reales, de 
profunda trascendencia política, dieron lugar en el texto definitivo a la 
exigencia del refrendo de los mismos y facilitó indirectamente el 
reconocimiento de la institución del Presidente del Consejo de Ministros, 
encargado de avalarlos612. Así en el Estatuto la apertura y cierre de las 
Cortes se recogieron en el art. 26 en los siguientes términos: “El Rey 
abrirá y cerrará las Cortes, bien en persona, o bien autorizando para ello 
a los Secretarios del despacho, por un decreto especial refrendado por el 
Presidente del Consejo de Ministros” y la disolución en el art.40: “ 
Cuando el Rey disuelva las Cortes, habrá de hacerlo en persona o por 
medio de un decreto, refrendado por el Presidente del Consejo de 
Ministros”.  
Finalizada esta segunda etapa, se remitió el dictamen al Consejo de 
Ministros el 24 de marzo de 1834. Según indicó Tomás Villarroya, existen las 
Actas que incluyen referencias concretas a esta fase final pero son superficiales y 
lacónicas, lo que no permitió profundizar en las distintas opiniones defendidas 
sobre los diversos temas planteados. La redacción final del Estatuto, como 
hemos analizado en los anteriores párrafos, mostró una influencia evidente de 
las propuestas realizadas por el Consejo de Gobierno . 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
612 Véase en Villarroya, J.T., “La redacción y publicación del Estatuto Real”, en Revista de 
Estudios Políticos, Vol 145 (1966), págs. 47 a 78. 
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Hay un aspecto importante que también ha sido objeto de diversas 
controversias y que está relacionado con la naturaleza jurídica del Estatuto. Una 
número significativo de contemporáneos como Belda o Fermín Caballero 
consideraron al Estatuto Real como Carta otorgada, similar a la otorgada por 
Luis XVIII. Opinión también mantenida por autores actuales como Solé Turá 
que manifestó: “Por ello, además de su origen exclusivamente real, el Estatuto 
no puede considerarse una Constitución sino una Carta otorgada”613,  o Díez del 
Corral que consideró que la Carta otorgada de Luis XVIII era un antecedente 
claro del Estatuto aunque con ciertas matizaciones expresadas en los siguientes 
términos: “El Estatuto Real era más y a la vez menos que la Carta francesa. Era 
menos porque tenía un contenido más restringido: no abarcaba la llamada parte 
dogmática de las constituciones, y en cuanto a la orgánica se limitaba a la 
reorganización de las antiguas Cortes; pero desde el punto de vista de los 
principios políticos subyacentes, era más amplio que la Carta borbónica”614.  
 
 Los que mantuvieron esta tesis en su origen fueron adversarios del 
Estatuto que utilizaron, para fundamentar su opinión, la total ausencia de 
participación de la nación en su elaboración. Se consideró como una mera 
concesión de la Corona. Martínez de la Rosa argumentó en contra de esta teoría 
el hecho de que la Carta Otorgada francesa mencionó expresamente que las 
Cámaras tenían su origen en la magnanimidad del Rey y en el Estatuto Real no 
apareció tal afirmación.  
 
 Otra teoría parece apoyar la idea de que el Estatuto Real fue una mera 
convocatoria de Cortes, y se justificó en la literalidad del propio texto. La 
apoyaron autores coetáneos como Fermín Caballero que se expresó en los 
siguientes términos: “el título del decreto expresa que era solamente para la 
convocación de las cortes generales del reino: lo que equivale a decir que es una 
parte de una constitución , no un código fundamental. Síguese que no se exigió 
que le jurasen los representantes de la nación, y que en el discurso de apertura 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
613 Solé Turá J., Constituciones y períodos constituyentes en España, 7ª ed., Madrid 1980, pág. 
30. 
614 Diez del Corral. L., El liberalismo doctrinario, 4ª ed., Madrid 1984, pág. 513. 
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se le llamó cimiento del edificio comenzado. De estos y otros antecedentes 
inferimos que el Estatuto Real fue una tentativa, una avanzada exploradora”615. 
Según la perspectiva de Villarroya, contra esta teoría se podría argumentar, por 
un lado, el hecho de que el Estatuto Real trascendió de la mera convocatoria de 
Cortes porque tenía una clara intención constitucional y, por el otro, que el 
Estatuto restauró las Cortes no simplemente las convocó. Sin embargo, entre los 
estudiosos contemporáneos de este período Juan Pro, consideró dudosa la 
inclusión del Estatuto Real en la categoría de constitución apuntando, más bien, 
a que su otorgamiento se debió “a una gracia de la Corona”, porque no era más 
que una convocatoria a Cortes con muchas limitaciones, que carecía de los 
elementos básicos para ser considerada como tal constitución, entre los cuales 
mencionó: “una declaración de derechos o una descripción de la composición, 
competencias y relaciones mutuas entre las Instituciones del Estado”616. Le da el 
valor de haber sido una clara transición a la monarquía constitucional que “fue 
institucionalizada en 1837”617. Pro, en ningún caso considera el Estatuto “ni 
como punto de llegada ni como constitución perdurable”.  En el apartado 
correspondiente al estado de la cuestión de esta tesis hemos estudiado con 
alguna profundidad esta interpretación de Juan Pro. 
 
Otro punto de vista considera el Estatuto Real como restauración de las 
leyes fundamentales del reino, en la propia Exposición Preliminar del texto así 
se dispuso. Sin embargo, frente a este punto de vista también Tomás Villarroya 
argumentó negativamente, al considerar la expresión vaga e imprecisa y 
aplicable a un entorno social completamente diferente. Dentro de los autores 
contemporáneos, esta teoría también fue apoyada por Sánchez Agesta: “De 
acuerdo con el pensamiento de los hombres que lo establecieron, hay en el 
Estatuto una auténtica vena histórica. Como dice el Decreto de promulgación, se 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
615 Caballero, F., Op.cit., pág.XIV.  
616 Pro Ruíz. J., “El Estatuto Real y la Constitución de 1837” en Artola (coord.) Colección de Las 
Constituciones españolas, Madrid, edición 2010, pág.19. 
617 Ibídem. 
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trata de restablecer en su fuerza y vigor las leyes fundamentales de la 
monarquía.”618  
 
Desde otra perspectiva, se dio una visión del Estatuto como texto 
constitucional, opinión defendida por el liberalismo moderado representado por 
Martínez de la Rosa y el Conde de Toreno, entre otros. Teoría que fue repudiada 
por los sectores del liberalismo más radical y por la prensa de la época 
basándose en dos razones: no había participado la nación en su formación y la 
ausencia de una parte dogmática que incluyese los derechos y libertades. Esta 
visión es clara en autores coetáneos, como Marliani, que lo consideró obra 
personal de Martínez de la Rosa y no le concedió excesivo valor por el hecho de 
no lo había votado la nación ni había sido concedido por el libre arbitrio del 
monarca, era ministerial. Entendió que sus apoyos eran mínimos y que esto 
determinó su posterior sustitución.   
 
Por último, Posada, analizando la categoría normativa del Estatuto, 
apoyó un enfoque absolutista, expresado en los siguientes términos: “Ni aún 
definido como Carta Otorgada alcanza la significación constitucional que cabe 
atribuir a la Carta francesa típica de 1814; es el Estatuto, desde el punto de vista 
de la categoría de las normas, un decreto real-del Rey absoluto- que convoca 
unas Cortes por él organizadas. Precisamente el carácter absolutista del acto se 
estimaba que podía servir para dar satisfacción al elemento defensor del 
absolutismo monárquico, a la vez que la consideración de que, merced al 
Estatuto, el Rey gobernaría según normas y con Cortes, podría bastar para dar a 
la Monarquía una apariencia constitucional”619.  
 
Desde nuestra perspectiva, no es posible calificarlo como constitución 
porque adolece en su contenido y formación de ausencias importantes. Más 
bien, se podría hablar de ley fundamental de la época, que trascendió su 
consideración de mera convocatoria de Cortes haciendo referencia a las leyes 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
618 Sanchez Agesta, L., Op. cit., pág. 203.  
619 Posada. A, Tratado de derecho político, 4ª ed. revisada, Madrid 1929, pág. 295. 
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históricas del reino. Es en esa referencia a las leyes históricas donde se buscó la 
conexión necesaria con el pasado para fundamentar los conceptos que se 
pretendían introducir. Fue, en definitiva, una invención moderada, un auténtico 
híbrido reflejo claro del temor que suscitaba la realización del cambio radical de 
un absolutismo oscurantista a la renovación de los nuevos aires de libertad 
impuestos por las circunstancias, que obligaron a le Reina regente a negociar 
con los liberales, su único apoyo real ante la amenaza carlista. El texto intentó 
satisfacer, sin conseguirlo, tanto a los liberales como a monárquicos moderados. 
Es importante verlo desde la perspectiva del deseo de establecer un sistema 
político de naturaleza parlamentaria y clara inspiración moderada. Difiero, por 
último, de la postura planteada por Posada considerando al Estatuto como un 
decreto real de un rey absoluto. Al fallecer Fernando VII y a través del fracaso 
que supuso el Manifiesto redactado por Cea Bermúdez cualquier aspiración 
absolutista fue descartada. Ni siquiera el despotismo que se intentó implantar 
en dicho Manifiesto se mantuvo en el tiempo. Es este uno de los grandes logros 
que se consiguió con el Estatuto, poner fin de manera definitiva al régimen 
absolutista en España. 
 
 El texto, en definitiva, tímidamente restauró un sistema representativo e 
introdujo en España instituciones que existían en países europeos políticamente 
más adelantados que el nuestro y tuvo el mérito de crear instituciones que 
perduraron en futuras constituciones620. Entre los años 1834-1836 se desarrolló, 
como podemos constatar, un período muy convulso en el que si no se hubiera 
producido la confrontación dinástica probablemente se hubiera avanzado con 
mayor rapidez en la consecución de los derechos y libertades que las posturas 
liberales más radicales apoyaban. De hecho, cuando ocurrieron los sucesos de la 
Granja todo el sistema implantado por el Estatuto cayó. Se obligó a la Reina a 
reconocer la Constitución de 1812 y dar por concluido este período. Tras los 
sucesos, lo que se implantó fue una adaptación a los nuevos tiempos de la 
constitución gaditana que tomó forma en la Constitución de 1837. Pero se 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
620 Villarroya, J. T., Op. cit., págs. 575- 577. 
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restableció con la forma de un texto constitucional de cuya naturaleza nadie ha 
dudado. Bajo nuestra perspectiva actual parece claro que el objetivo final 
perseguido por el liberalismo fue el restablecimiento del espíritu gaditan







Análisis de los Reglamentos de régimen interior de los 
Estamentos de procuradores y próceres 
 
1. Importancia del Reglamento parlamentario 
  Podemos definir el reglamento parlamentario como aquella norma cuya 
finalidad es regular el funcionamiento interno de las cámaras. La cuestión 
reglamentaria ha sido tema de debate entre grandes autores como Jeremías 
Bentham que recogió de modo preciso los fines de la reglamentación 
parlamentaria: “afianzar la libertad de todos los miembros, proteger la minoría, 
disponer en un orden correspondiente las cuestiones que se traten, presentar 
una discusión metódica, para llegar por último a la fiel expresión de la voluntad 
general y perseverar en sus empresas”621. 
 
  Es posible distinguir entre los reglamentos que reflejan el modo en el que  
un parlamento cumple las tareas que se le han asignado, o aquellos otros que lo 
consideran el sistema que integra un conjunto de reglas parlamentarias 
codificadas622. 
 
 La importancia del mismo estriba, de acuerdo con la opinión 
manifestada por Pérez Serrano, en que aun no siendo una ley formal son 
utilizados para la tramitación de leyes y por ello deberían ocupar un rango legal 
superior a la ley ordinaria. Otro aspecto importante, destacado por este autor, 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
621 Bentham, J., Táctica de las Asambleas Legislativas, Burdeos 1829, págs. 7-8. 
622 Cillán García de Iturrospe, M. C., Historia de los reglamentos Parlamentarios en España. 
1810-1936., t. I, pág. 2. 
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apunta al hecho de que la adecuada regulación de las materias que incluye  
condiciona el correcto funcionamiento de las cámaras623. 
 
La naturaleza jurídica del reglamento parlamentario es uno de los temas 
más debatidos por la doctrina: así autores como Mohl y Jellinek lo consideraron 
una ordenanza autorizada por la constitución que otorgaba un poder especial; 
en esta línea se mueve también Santi Romano, que lo considera una norma 
dictada en el ejercicio de una soberanía especial624. 
 
Otros autores, como Barthelemy y Duez llegaron a considerar que la 
importancia  del reglamento era de tal magnitud que en algunas ocasiones una 
reforma reglamentaria podría hacer innecesaria la reforma de la propia 
constitución. 
 
    El Estatuto Real, como tal, no tiene rango constitucional pero sí 
establece, como hemos analizado con anterioridad, una organización 
parlamentaria bicameral con dos Estamentos: el de Procuradores y el de 
Próceres, cuyo adecuado funcionamiento y correcta organización requería un 
conjunto de normas que, sin tener rango de ley, marcara unas pautas de 
actuación ordenadas y coherentes.  
 
 Las referencias a la necesidad de crear el reglamento apareció ya en los 
primeros borradores del Estatuto y se mantuvo hasta la redacción final. Lo 
cierto es que en el primer borrador presentado por el Consejo de Ministros, la 
referencia al mismo se limitó al artículo 23 que determinó la necesidad de un 
reglamento especial para regular las relaciones entre ambos Estamentos y de 
éstos con el Gobierno. El Consejo de Gobierno dio por válido este artículo que, 
sin embargo, fue desarrollado en la redacción definitiva del Estatuto incluyendo 
una serie de referencias a lo largo de los artículos 11, 20, 23 y 50. En todos ellos 
se mencionó de manera explícita un reglamento, aunque en el artículo 11 se 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
623 Pérez Serrano, N., “Naturaleza jurídica del Reglamento Parlamentario”, en Revista de 
Estudios Políticos, nº 105 (1959),  págs. 99- 170, cita en págs. 99-103. 
624 Fraga Iribarne, M. El Reglamento de las Cortes Españolas, Madrid 1959, pág.48. 
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estableció que un reglamento regularía el régimen interior del Estamento de 
Próceres y en el 23 se mencionó que otro regularía dicho régimen en el de 
Procuradores. En el art.20 se indicó que el reglamento de las Cortes regularía 
todo lo relacionado con la presentación de poderes y, finalmente en el artículo 
50 se recogió la función del reglamento, ya mencionada en el borrador 
primitivo, como reguladora de las relaciones entre los Estamentos y de éstos con 
el Gobierno. Apreciamos una mayor concreción y amplitud de la aplicabilidad 
del reglamento en la redacción final del Estatuto, intentando otorgarle el 
sentido que debía tener un reglamento parlamentario. 
 
 De su importancia como reguladores del régimen interior de los 
Estamentos de Procuradores y Próceres se hizo eco la prensa de la época que se 
expresó en los siguientes términos: “La importancia de un reglamento de Cortes 
es más extraordinaria de lo que comunmente parece. Un reglamento interior 
puede neutralizar, debilitar y aun destruir los fundamentos del Estatuto 
Real”625.  
 
 Como hemos visto anteriormente el Estatuto Real  mencionó en distintos 
artículos la necesidad de un reglamento pero sin indicar expresamente quién 
debía elaborarlo. Suscitó este tema cierta polémica en la prensa; así El Eco del 
Comercio se pronunció estableciendo una diferencia en función de la 
consideración de la naturaleza jurídica del mismo: “Considerando el reglamento 
de Cortes como una ley orgánica que no se puede alterar sin el concurso de 
todos los poderes, es claro que ninguno puede formarla por sí solo, desde que el 
artículo 33 del Estatuto Real existe, pues en él se requiere en la formación de 
leyes la aprobación de uno y otro estamento y la sanción real. En este caso debe 
proponerlo el Gobierno a la discusión de las Cortes para que se sancione”. “Si 
entendemos que es una disposición puramente reglamentaria, que debe 
apoyarse en las leyes fundamentales, sin menoscabarlas en lo más mínimo; y 
que se dirige únicamente a poner el orden de las discusiones y de los trabajos de 
los procuradores y próceres reunidos en sesión o divididos en comisiones, es 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
625  Citado por Villarroya. J.T., Op. cit., pág. 315. 
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indudable que a nadie sino a las mismas cortes incumbe y pertenece la 
redacción del reglamento porque se han de gobernar”626.  Vemos que este 
periódico ya anticipó un criterio doctrinal controvertido que hace referencia a la 
naturaleza de los reglamentos; en el segundo de los casos expuestos, estaría en 
la línea doctrinal que equipara los reglamentos de los Estamentos a los 
reglamentos administrativos y en el primero de ellos, se identificaría con la 
doctrina que considera los reglamentos parlamentarios como leyes materiales 
sometidos, por tanto, al criterio legal que imperaba en este momento para su 
aprobación. 
 
Finalmente el diario  propuso una solución práctica para no dilatar la 
aprobación de los reglamentos: “Pero como en uno y otro caso se dilataría sobre 
manera la conclusión del trabajo, robando a los representantes de la nación un 
tiempo precioso, necesario para asuntos del momento y del mayor interés, y 
como hasta su conclusión faltarían reglas a que atenerse, creemos que el 
Gobierno se adelantará a dar un reglamento provisional, con el que puedan 
entrar las Cortes en el ejercicio de sus funciones sin perjuicio de que lo 
rectifiquen o adicionen cuando lo juzguen necesario”627. 
 
La Reina, tres meses después de la publicación del Estatuto y previo 
dictamen del Consejo de Gobierno aprobó por Real Decreto de 15 de julio de 
1834 ambos reglamentos. Esta actuación del Gobierno y la Reina eliminó un 
principio básico que debe caracterizar a los reglamentos de las cámaras para 
garantizar su máxima eficacia ejecutiva y es el principio de autonomía de las 
mismas para su elaboración. Una autonomía lógica bajo nuestra perspectiva 
actual, si tenemos en cuenta que en este tipo de reglamentos lo que se recoge es 
el funcionamiento y la organización interna de las Cámaras. Pero totalmente 
coherente con los principios inspiradores del Estatuto Real que, en ningún caso 
pretendió conceder autonomía a los Estamentos, que no gozaban ni de la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  626	  El Eco del Comercio, 11 de julio de 1834, nº 72, pág.2 
627  Ibídem. 
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prerrogativa propia del titular del poder legislativo que es la iniciativa 
legislativa.  
 
Supuso, en definitiva, una auténtica ruptura con la “tradición de 
autonomía reglamentaria de las Cortes que se había reflejado en los anteriores 
Reglamentos de 1810, 1813 y 1821”628. 
 
 Por lo anteriormente expuesto, es evidente que en este período no se 
llegó a reconocer el principio de autonormatividad reglamentaria. Principio que 
fue inicialmente establecido en la Constitución gaditana y que se recogió 
expresamente en las constituciones de 1837 y 1845. El principio de 
autonormatividad fue proclamado por primera vez en el artículo 127 de la 
Constitución de Cádiz en el que se declaró que todas las cuestiones relativas a 
las Cortes y a su gobierno interior debían estar sometidas a un reglamento 
formado por las mismas. Autores como Oller Sala señalaron que el texto 
gaditano fue pionero al recoger por escrito la necesidad de este reglamento629 . 
El planteamiento de la Constitución de Cádiz está en perfecta coherencia como 
señala Marcuello “con la soberanía nacional y la peculiar interpretación el 
principio de división de poderes que se perfiló en el sistema doceañista”630. 
Marcuello consideró en su obra que esta elaboración del reglamento atribuido a 
las cámaras en el período doceañista sigue las pautas establecidas en la 
Constitución francesa de 1791 en la que predominaba una desconfianza radical 
al poder ejecutivo. Entendemos que ésta es una afirmación cuestionable en la 
medida en que el legislador gaditano, con su defensa clara del principio de 
división de poderes, lo único que pretendió fue llevarla a efecto asignando a la 
Cámara la realización de todo el entramado normativo preciso para su 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
628 Fernández Sarasola, I., “Reglamentos Parlamentarios (1810-1977)”, en Varela Suanzes- 
Carpegna, J., (coord.) Colección de leyes políticas españolas 1808-1978, Madrid 2012, pág. 43. 
629 Oller Sala, M.D. “Los Reglamentos de las Cortes de 1813 y 1821 vía de interpretación, 
integración y modificación de la Constitución de 1812”, Materiales para el estudio de la 
Constitución de 1812, Madrid, 1989. 
630  Marcuello Benedicto,  J.L. “El principio de autonormatividad reglamentaria de las Cortes: su 
controversia en los inicios del régimen parlamentario en la España liberal (1810-1864)”, en 
Historia Constitucional, nº 14 Madrid (2013), pág. 203. 
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funcionamiento eficaz. No se trataba de desconfiar del poder ejecutivo sino de 
determinar claramente las competencias de cada uno de ellos.  
 
 Diferente por completo es el planteamiento de este tema en el marco del 
Estatuto Real, en el que por el modo en que fueron aprobados los reglamentos  
llegamos a dos conclusiones: por un lado el nulo interés que tenía el poder 
ejecutivo en ampliar el margen de actuación dando autonomía a los Estamentos 
para que propusieran y discutieran sus propios reglamentos y, por otro lado, la 
poca importancia que concedían a esta normativa para considerarla un asunto 
de mero trámite que no podía hacer perder el tiempo a los Estamentos en su 
discusión. Por ello esta intervención del poder real y el Gobierno en la 
elaboración de los reglamentos provocó una gran polémica: “iba a ser el poder 
gubernativo el que regulase unilateralmente las normas de procedimiento 
legislativo en Cortes”631. 
 
 Desde un punto de vista normativo, las referencias a la necesidad de un 
reglamento autorregulador de cada uno de los Estamentos apareció definida en 
los siguientes artículos del Estatuto Real: ”El Reglamento determinará todo lo 
concerniente al régimen interior, y al modo de deliberar del Estamento de 
Próceres del Reino”632. “El Reglamento fijará todo lo concerniente al régimen 
interior y al modo de deliberar del Estamento de Procuradores del reino”633. ”El 
Reglamento de las Cortes determinará las relaciones de uno y otro Estamento, 
ya recíprocamente entre sí, ya respecto del Gobierno”634. Lo cierto es que los 
Reglamentos fueron dados por Real Decreto, eliminando cualquier tipo de 
iniciativa de las Cortes en este sentido. No se limitaron a regular cuestiones de 
régimen interior, extendiéndose a otras materias tales como las relaciones entre 
los dos Estamentos ((Título X, arts. 115-127 del Reglamento del Estamento de 
Procuradores) y la determinación de las formalidades con las que el Rey daba o 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
631 Ídem, pág. 206. 
632 Estatuto Real. Art. 11.  
633 Estatuto Real. Art. 23. 
634 Estatuto Real. Art. 50. 
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rechazaba la sanción de las leyes y su forma de comunicarla a las Cortes (Título 
VIII, arts. 98-103). 
 
La exigencia de respeto al principio de autonormatividad de los 
Estamentos fue incluso objeto de una petición fechada el 16 de agosto de 1834, 
que tuvo como primer firmante a Fermín Caballero y en la que se solicitó a la 
Corona: “…se sirva declarar que el Reglamento interior del Estamento de 
Procuradores está sujeto a las enmiendas, correcciones y adiciones que los 
representantes acuerden”. Petición que fue rechazada en su redacción original y 
aceptada posteriormente en una redacción más prudente, aunque nunca llegara 
a hacerse efectiva, recibiendo una contestación acorde con el espíritu moderado 
que dominaba el ambiente: la modificación de los reglamentos se haría por ley. 
 Marcuello consideró la estrecha vinculación existente entre el modo de 
plasmar la organización de los Estamentos en el Estatuto Real con los sistemas 
políticos de Carta otorgada y concretamente con la francesa de 1814. Basándose 
en el hecho de que al organizar los poderes del Estado el equilibrio entre el 
poder monárquico y las Cortes no existía. De facto, el control del regio sobre la 
vida y actividad parlamentaria fue una realidad incuestionable635. 
 
2. Reglamentos del Estatuto Real versus Reglamento 1812 
 Realizando un estudio comparativo entre los Reglamentos de régimen 
interior de los Estamentos de Procuradores y Próceres de 1834 y el último de los 
reglamentos vinculados a las Cortes de Cádiz, el Reglamento del 4 de 
septiembre de 1813 se puede obtener una primera conclusión: durante el 
periodo en el que estuvo en vigor el Estatuto Real, se introdujo el 
bicameralismo, lo que rompió la estructura única de los textos anteriormente 
mencionados; el Reglamento único se transformó en dos, cada uno de los 
cuales, reguló el régimen interior del Estamento de Procuradores y el de 
Próceres. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
635 Marcuello Benedicto, J. I.,  “El principio de autonormatividad reglamentaria de las Cortes: su 
controversia en los inicios del régimen parlamentario en la España liberal (1810-1864)”, en 
Historia Constitucional, nº 14 (2013), pág. 209. 
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En esta aproximación inicial a los Reglamentos hay que concretar que de 
los dos reglamentos vinculados a las Cortes de Cádiz, el del 24 de noviembre de 
1810 rigió durante las Cortes de 1810 y se dividió en once capítulos. Fue 
elaborado en siete semanas y Emilio de Diego lo describe como un “texto de 
mínimos”636. Después de tres años en los que se habían manifestado los 
inconvenientes del anterior reglamento, el 4 de septiembre de 1813 entró en 
vigor uno nuevo, más completo en relación con la organización de las 
actividades y normativa parlamentarias y fiel reflejo, de acuerdo con el mismo 
autor “del desarrollo de la institución representativa de la soberanía nacional en 
todos los campos encaminados hacia un horizonte que parecía prometedor”637. 
Tuvo una mayor proyección en el tiempo, por haber sido posteriormente el 
fundamento del Reglamento del 29 de junio de 1821. Rigió durante la segunda 
legislatura de las Cortes de Cádiz y estuvo dividido en veinticinco capítulos y 
206 artículos.  
 
Por último, el Reglamento del 29 de junio de 1821 que básicamente no 
modificó el régimen de funcionamiento de las Cortes incluido en el Reglamento 
de 1813 pero supuso la introducción de ciertas adiciones, como la vinculada a la 
libertad de imprenta. Este último incluye 245 artículos divididos en 25 capítulos 
más un capítulo adicional con 12 artículos638. 
 
Finalmente, en el régimen reglamentario de este período de 1834-1836, 
destacó el Reglamento que reguló el régimen y gobierno del Estamento de 
Procuradores que constó de 15 títulos y 151 artículos y el Reglamento que reguló 
el régimen interno del Estamento de Próceres que se redactó con 15 títulos y 131 
artículos. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
636 De Diego García, E., “La Orgánica de las Cortes 1810-1813”, en Cuadernos de Historia 
Contemporánea. Vol. 24, (2002), pags. 23-40. 
637 Ídem, pag. 40. 
638 Véase: Cillán García de Iturrospe, Mª del C., Historia de los Reglamentos Parlamentarios en 
España (1810-1936), Madrid 1985.  
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Si realizamos un análisis entre los distintos textos reglamentarios, las 
diferencias entre los Reglamentos de 1810, 1813 y los de 1834, son evidentes ya 
desde los primeros artículos. Dejando a un lado las  derivadas de cuestiones de 
menor trascendencia como el protocolo organizativo recogidas en el capítulo 1 
del Reglamento de 1810, y en los capítulos I, XV y XVI del de 1813. En los 
Reglamentos de 1834 aparecen distribuidos principalmente en los Títulos II y 
XIII. La valoración la centraré en las distinciones de funcionamiento y 
organización. 
 
3. Órganos rectores de la vida parlamentaria 
La existencia de estos órganos obedece a la necesidad de las cámaras de 
estar dotadas del conjunto de órganos que permitan desarrollar las actividades 
con la mayor eficacia y coordinación posible. En este sentido Ruiz del Castillo 
apoyó la idea de que los cuerpos colectivos conocen un período de gestación o 
de vida latente y potencial y para desarrollar sus funciones necesitan 
constituirse y para constituirse necesitan funcionar639. 
 
3.1. Órganos unipersonales 
 
  En ambos reglamentos existieron una serie de órganos unipersonales 
cuyo procedimiento para su designación detallaremos a continuación. 
 En el Reglamento de 1834, que regulaba el régimen interior del 
Estamento de Procuradores, se nombraban el presidente y secretarios interinos 
en la propia Junta preparatoria pero el procedimiento difería respecto al que 
posteriormente analizaremos en los Reglamentos de 1810 y 1813. El presidente 
interino era nombrado entre los treinta procuradores que, como mínimo, 
acudiesen al salón en el que el Estamento de Procuradores iba a celebrar sus 
sesiones en esa primera Junta preparatoria; era una votación pública y a 
pluralidad absoluta de votos (art. 4 del Reglamento del Estamento de 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
639  Ídem, pág. 271. 
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Procuradores de 1834). Se utilizaba el mismo sistema para el nombramiento de 
los secretarios interinos de las Juntas preparatorias.  
 
 Pasados unos días desde la sesión regia para la apertura de las Cortes, ya 
reunidos los procuradores cuyos poderes habían sido aprobados y actuando el 
presidente y los secretarios interinos, se elegía a cinco procuradores, entre los 
cuales S. M. designaba al presidente y vicepresidente definitivos del Estamento 
de Procuradores. ¿Cómo se hacía la elección? Cada procurador depositaba en 
una urna el nombre de otros cinco cuyos poderes estuviesen aprobados, 
resultaba elegido el que hubiera obtenido la mitad más uno de los votos de los 
que habían asistido a la votación (un mínimo de 50). El presidente y secretarios 
interinos actuaban de escrutadores. Posteriormente, siguiendo el mismo 
sistema se elegía a los cuatro secretarios. Entre todos los propuestos por el 
Estamento, S. M. nombraba a los que durante la legislatura ocuparían los 
puestos de presidente y vicepresidente del Estamento. Una vez que se efectuaba 
la comunicación en el Estamento, el presidente interino dejaba su puesto, que 
cedía al presidente definitivo640. 
 
 Fue diferente el nombramiento del presidente y vicepresidente  en el 
Estamento de Próceres; de acuerdo con el artículo 12 del Estatuto era el Rey el 
que elegía entre los próceres del reino a los que habrían de ejercer este cargo 
cada vez que las Cortes se reunían. También este matiz diferenciador se daba en 
el nombramiento de los secretarios definitivos del Estamento de Próceres, a los 
que se nombraba una vez celebrada la sesión regia de apertura y se reunían 
todos ellos. La elección se realizaba depositando cada prócer en una urna los 
candidatos elegidos que debían obtener una mayoría de la mitad más uno. El 
número mínimo de próceres presentes debía ser 30. El presidente del 
Estamento de Próceres remitía al presidente del Consejo de Ministros una copia 
del acta de sesión del nombramiento para que informase a S. M. de los nombres 
de los Secretarios. Podemos constatar, nuevamente, cómo se dio mayor 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
640  Véase: el Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes. 
Art.28 al 45, en Diario de las sesiones del Estamento de Procuradores. Legislatura 1834 a 1835, t 
I, págs. II- IX. 
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autonomía, al menos en este sentido, al Estamento de Próceres, quizá por el 
hecho de ser un órgano cercano a la Reina. 
 
 El matiz procedimental es diferente, también, en el Reglamento de 1813, 
dado que la Diputación permanente que intervenía de modo directo en la Junta 
preparatoria era un órgano en sí mismo. Existió, en un primer momento, en el 
seno de las Juntas preparatorias, un presidente que era el de la Diputación 
Permanente, siendo los dos secretarios nombrados por la Diputación de entre 
los miembros que la componían y el resto actuaban de escrutadores. Estos 
nombramientos fueron provisionales; posteriormente se elegirían el presidente, 
vicepresidente y secretarios a pluralidad absoluta de votos. Una vez elegidos 
estos, se retiraban de la mesa el presidente y demás cargos de la Diputación 
Permanente ocupando sus respectivos puestos el presidente, vicepresidente y 
secretarios nombrados. 
 
El Reglamento de 1813 indicó parcialmente el procedimiento de elección 
del presidente, vicepresidente y secretarios completándose en el artículo 118 de 
la Constitución de Cádiz: “En seguida se procederá a elegir entre los mismos 
Diputados, por escrutinio secreto y a pluralidad absoluta de votos, un 
Presidente, un Vicepresidente y cuatro Secretarios, con lo que se tendrán por 
constituidas y formadas las Cortes, y la Diputación permanente cesará en todas 
sus funciones”.  
 
Se puede constatar el nulo papel desempeñado por el Rey en estos 
nombramientos; en el Reglamento de 1813 al monarca se le notificaban a través 
del Secretario de Despacho de Gracia y Justicia (Reglamento de 1813, art. 36). 
Diferencia clara respecto a los Reglamentos de 1834 en los que la  Reina era la 
que elegía al presidente, vicepresidente y secretarios definitivos de entre los 
candidatos propuestos por los Estamentos, en el Estamento de Procuradores o, 
directamente entre los Próceres en el otro Estamento. Todo ello refleja la 
preeminencia de las facultades otorgadas al monarca, hasta en los temas que 
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debían haber sido de interés exclusivo de los Estamentos si el principio de 
división de poderes hubiera sido reflejado de facto en el Estatuto Real. 
 
 Funciones de los órganos unipersonales. 
 
Las funciones desempeñadas por estos órganos unipersonales también 
reciben un tratamiento diferente en los Reglamentos considerados. En cuanto a 
las atribuciones del presidente, vicepresidente y secretarios en los Reglamentos 
de 1834, no existieron capítulos expresamente dedicados a estos cargos 
unipersonales. Sus funciones aparecían dispersas a lo largo del articulado de los 
mencionados textos.  
La figura del presidente tiene un marcado carácter parlamentario y  
político (en este sentido, como veremos a continuación destaca especialmente la 
función de designación de los miembros que integraban las comisiones 
parlamentarias641). Al presidente correspondían, a título de ejemplo las 
siguientes atribuciones: apertura y cierre de sesiones (Reglamento del 
Estamento de Procuradores [R. E. Procuradores], art. 62 ); anuncio de los temas 
a tratar (R. E. Procuradores, art. 65 y art. 39 del Reglamento del Estamento de 
Próceres); dar el turno de palabra al procurador correspondiente y mante-
nimiento del orden (R. E. Procuradores, art. 74 y art. 54 del Reglamento del 
Estamento de Próceres); nombramiento de distintos tipos de comisiones tanto 
ordinarias como especiales (R. E. Procuradores, arts. 50, 51 y 52 y arts. 30, 31 y 
32 del Reglamento de régimen interior del Estamento de Próceres); el nombra-
miento de los integrantes de comisiones varias como la de presentación a S. M. 
de los proyectos de ley para su sanción (R. E. Procuradores, art.98 y art. 78 de 
Reglamento de régimen del Estamento de Próceres) o la de elaboración al 
proyecto de contestación al discurso de apertura de la Corona. (R. E. 
Procuradores, art. 46 y art. 26 del Reglamento del régimen interior del 
Estamento de Próceres). Por el paralelismo trazado vemos que las funciones de 
los presidentes del Estamento de Procuradores y Próceres eran idénticas. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
641 Fernández Sarasola, I., “Reglamentos Parlamentarios (1810-1977)”, en Varela Suanzes-
Carpegna (coord.)  Colección de leyes políticas españolas. 1808-1978, Madrid 2012, pág. 43. 
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 El presidente era asistido por un vicepresidente que asumió un papel de 
sustitución de facto en aquellos casos en los que aquel no podía actuar, como 
cuando intervenía como diputado, dado que debía abandonar su asiento que era 
ocupado por el vicepresidente y se debía situar en la tribuna o se ponía en pie 
delante del asiento que ocupaba (R. E. Procuradores, art.70 y art. 51 del 
Reglamento del Estamento de Próceres).  
 
A continuación incluimos un cuadro comparativo de las atribuciones del 
presidente y vicepresidente en el Reglamento de 1813 y en el del Estamento de 
Procuradores de 1834. En este cuadro se incluyen en negrita aquellos 
contenidos que no aparecen en los reglamentos comparados y en cursiva las 
facultades cuyo contenido coincide pero están expresadas de modo diferente. 
 
 
Reglamento de 1813. Constitución 
de 1812 
Reglamento del Estamento de 
Procuradores 1834 
Artículo XXIX. El presidente abrirá y 
cerrará las sesiones a las horas 
prevenidas, cuidará de mantener el 
orden, y de que se observe 
compostura y silencio, y concederá 
la palabra a los diputados que la 
pidieren por el turno en que lo 
hayan hecho. Anunciará el 
presidente al fin de cada sesión las 
materias o asuntos de que deba 
tratarse en la del siguiente día. 
Artículo LXIII. El presidente abrirá las 
sesiones a las diez de la mañana. 
Durante cuatro horas; pero podrá 
prolongar su duración por el 
tiempo que estime conveniente, 
según los negocios que ocu-rran, a 
juicio de las Cortes. El presidente 
abrirá la sesión por fórmula siguiente: 
Abrase la sesión, y la cerrará por la 
de: se levanta la sesión. Levantada 
la sesión, no se permitirá hablar a 
ningún diputado. 
 
Art.62 El presidente abrirá la sesión con 
esta fórmula: Abrase la sesión; y la 
cerrará con la siguiente: Ciérrese la 
sesión. 
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Artículo XXX. El presidente no 
tendrá voto decisivo, sino uno sin-
gular como cualquier otro diputado 
 
 
Artículo XXXI. Podrá el presidente 
imponer silencio, o mandar guardar mo-
deración a los diputados que cometan 
durante la sesión algún exceso, en cuyo 
caso será obedecido. Pero si el diputado 
rehusare obedecer, después de ser recon-
venido, primera, segunda y tercera vez, 
el presidente podrá mandarle salir de la 
sala durante aquella sesión, lo que 
ejecutará sin contradicción el diputado. 
Artículo LXXI Los que perturben de 
cualquier modo el orden, serán expelidos 
de la galería en el mismo acto; y si la 
falta fuese mayor, se tomará con ellos la 
providencia a que haya lugar. Si fuere 
demasiado el rumor o desorden, el presi-
dente deberá levantar la sesión. 
 
Art. 74 El presidente estará encargado, 
así de declarar a quien corresponde el 
turno de la palabra, como de que se 
guarde en los discursos y discusiones el 
buen orden y decoro debidos. 
Art. 144. En caso de que se suscite 
confusión o desorden en la tribuna que 
asista el público, en términos que se 
impida oir los discurso, o que se intente 
coartar la justa libertad de los votos, el 
presidente impondrá silencio, y mandará 
a los celadores que hagan mantener el 
buen orden; pero si este precepto no 
fuere obedecido, declarará suspensa la 
sesión y mandará despejar en el acto la 
tribuna del público. 
Todo lo que discutieren o votaren los 
procuradores después de hecha aquella 
declaración por el presidente, será nulo y 
de ningún valor ni efecto 
Artículo XXXII. El vicepresidente 
ejercerá todas las funciones del 
presidente en su ausencia o enfer-
medad, y en defecto de ambos hará 
de presidente el primer mes el se-
cretario más antiguo, y en los de-
más meses el presidente anterior. 
 
 
Artículo XXXIII. Dada la hora, si el 
presidente no hubiere llegado, 
ocupará la silla el vicepresidente, 
que la dejará cuando el presidente, 
que la dejará cuando el presidente 
se presentare, instruyéndole del 
asunto que se estuviere tratando. 
 
 
Artículo XXXIV. El presidente y 
vicepresidente nombrados el 25 de 
febrero continuarán hasta el día 1 de abril, 
en que se hará nueva elección, repi-
tiéndose ésta cada mes en el mismo día 
por todo el tiempo que duren las sesiones. 
 
Art. 29 En la primera sesión del 
Estamento se procederá a elegir los 
cinco procuradores del reino en 
quienes ha de recaer la elección de 
S. M. para presidente y vicepre-
sidente de dicho Estamento. 
Artículo XXXV. Ninguno que haya 
sido presidente o vicepresidente 
podrá ser reelegido para el mismo 
cargo durante los tres o cuatro 
meses que duren las sesiones. 
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Artículo XXXVI. El nombramiento 
de los respectivos presidente y 
vicepresidente se pondrá en noticia 
del Rey por medio del secretario del 
Despacho de Gracia y Justicia, y se 
publicará en la Gaceta del Gobier-
no. 
 
Art. 39. El presidente interino 
pondrá en las reales manos la lista 
de los propuestos, a fin de que S. M. 
se digne designar entre ellos, con 
arreglo al art. 21 del Estatuto Real, 
los que hayan de ejercer durante 
aquella legislatura los cargos de 
Presidente y Vicepresidente del Es-
tamento de Procuradores. 
Artículo XXXVII. El presidente 
tendrá en la correspondencia de 
oficio el tratamiento de Excelencia. 
 
  
Artículo LXXII. El presidente y los 
cuatro secretarios calificarán la 
clase de negocios de que deba darse 
cuenta en sesión secreta; y dada 
ésta, las Cortes decidirán si son de 
los que deban tratarse en secreto 
conforme al artículo 126 de la 
Constitución. 
 
Art. 126. Las sesiones de las Cortes 
serán públicas, y sólo en los casos 
que exijan reserva podrá celebrarse 
sesión secreta. 
Art. 146. Las sesiones del 
Estamento de Procuradores podrán 
celebrarse en secreto con arreglo al 
artículo 48 del Estatuto Real en los 
siguientes casos:  
1º. Cuando se digne S. M. remitir a 
las Cortes algún asunto que por su 
naturaleza lo requiera, expresán-
dose en el Real Decreto de remisión 
que haya de deliberarse en secreto 
sobre aquella materia. 
2º Cuando el Presidente y los secre-
tarios determinen convocar sesión 
secreta para asuntos concer-nientes 
al buen orden y régimen interior del 
Estamento. 
3º Cuando haya que dar cuenta de 
alguna demanda contra un Procura-
dor a Cortes. 
4º Cuando alguno de dichos pro-
curadores invoque la autoridad pri-
vativa del Estamento, en el caso de 
que alguno de sus individuos haya 
sido calumniado o injuriado grave-
mente… 
Artículo LXXX. Se nombrarán las 
comisiones siguientes: de poderes, de 
legislación de hacienda, de examen de 
casos en que haya lugar a la responsa-
bilidad de los empleados públicos por 
denuncia hecha a las Cortes e infracción 
de la Constitución, de comercio, de agri-
cultura, industria y artes, de instrucción 
pública, de examen de cuentas, y asuntos 
relativos a las diputaciones provinciales, y 
una comisión especial encargada del 
orden y gobierno interior del edificio de 
las Cortes. Estas comisiones se podrán 
Art. 46. El presidente o el vicepresidente 
en su defecto, y los cuatro secretarios 
nombrarán una comisión compuesta de 
nueve individuos para que presente al 
estamento el proyecto de contestación al 
discurso de apertura. 
Art. 50. El presidente del Estamento, o el 
vicepresidente en su defecto, y los cuatro 
secretarios presentarán en una de las 
primeras sesiones la lista de las 
comisiones que hayan nombrado, com-
puesta cada una de un número de in-
dividuos, que no podrá ser menor de 
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subdividir si la multitud y gravedad de los 
negocios lo exigiese. Se nombrarán 
asimismo comisiones especiales cuando lo 
exija la calidad o urgencia de los negocios 
que ocurran. 
Artículo LXXXI. Cada comisión se 
compondrá a lo menos de cinco, y a lo 
más de nueve individuos, los cuales dicta-
minarán el dictamen que diere, debiendo 
fundar el suyo el que discordare. 
Artículo LXXXII. Antes de la apertura 
de las Cortes se reunirán el presidente y 
los cuatro secretarios, y teniendo presente 
la lista de todos los diputados, nombrarán 
los individuos que han de componer estas 
comisiones, lo que se publicará en la 
primera sesión. 
cinco ni exceder de nueve. 
Art. 51. Además de la comisión de 
poderes, destinadas a examinar durante 
aquella legislatura lo que presenten los 
nuevos procuradores elegidos por las 
provincias, el presidente y los secretarios 
nombrarán las comisiones ordinarias 
que la experiencia manifieste ser conve-
nientes, o las comisiones especiales que 
requiera la gravedad o el número de 
asuntos. 
Art. 52. Toda comisión especial, lo mismo 
que las ordinarias se nombrarán por el 
presidente y los secretarios. 
 
 
Otro de los cargos unipersonales fueron los secretarios, cuyas funciones 
también aparecían dispersas en el articulado, destacando las siguientes: parti-
cipar en el nombramiento de las comisiones que representaba al Estamento en 
el proyecto de contestación al discurso de apertura regia (R. E. Procuradores, 
art. 46 y art.26 del Reglamento del Estamento de Próceres); la presentación de 
las comisiones que se nombren en el Estamento (R. E. Procuradores, art. 50 y 
art. 30 del Reglamento del Estamento de Próceres); nombramiento de la 
comisión de poderes y las ordinarias y especiales que se requieran (R. E. 
Procuradores, art.51 y art. 31 del Reglamento de régimen interior del Estamento 
de Próceres); la comunicación mediante oficios a los Secretarios de Despacho de 
los asuntos de que se traten en futuras sesiones (R. E. Procuradores, art. 60 y 
art. 40 el reglamento de régimen interior del Estamento de Próceres); la lectura 
de actas de las sesiones anteriores (R. E. Procuradores, art. 63 y art. 43 del 
Reglamento del Estamento de Próceres); determinar con el presidente si un 
asunto es de gravedad para aplicar un procedimiento de votación nominal (R. E. 
Procuradores, art.85 y art. 65 del Reglamento del Estamento de Próceres); 
decidir con el presidente convocar una sesión secreta para asuntos relativos al 
orden y al régimen interior del Estamento (R. E. Procuradores, art. 148.2 y art. 
145.2 del Reglamento del Estamento de Próceres). 
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A diferencia de lo anteriormente expresado, en el Reglamento de 1813 se 
recogen varios capítulos dedicados a los cargos unipersonales. El capítulo III 
estuvo expresamente dedicado a dos de estos cargos: el del presidente y el del 
vicepresidente. El primero carecía de voto decisivo, equiparándose su voto al del 
resto de los diputados y asumió funciones diversas tales como: abrir y cerrar las 
sesiones, mantener el orden, conceder la palabra a los diputados que la pidieran 
por turno, anunciar al final de cada sesión las materias que debían tratarse en la 
siguiente. El vicepresidente le sustituía en todas sus funciones cuando aquel 
fallaba por ausencia o enfermedad. Al margen del capítulo dedicado a estos 
cargos unipersonales a lo largo del articulado del Reglamento de 1813, como 
hemos podido constatar en el cuadro expresado anteriormente, también existen 
algunas atribuciones desglosadas en distintos capítulos del Reglamento. 
 
En relación con los otros cargos unipersonales de trascendencia, 
secretarios y vicesecretarios, ya he descrito con anterioridad el procedimiento 
de nombramiento seguido en los dos Reglamentos de 1834. En el Reglamento 
de 1813 los secretarios fueron regulados en el capítulo IV. Se determinó un 
número de cuatro que eran elegidos por los diputados de las Cortes. Sus 
funciones estaban perfectamente indicadas: “Será obligación de los secretarios 
dar parte a las Cortes: 1º. De todos los oficios que remitan por el Gobierno. 2º. 
De las reclamaciones que se hagan de infracción a la Constitución, lo que deberá 
hacerse por extracto.3º. De los dictámenes de las comisiones, pudiendo 
cualquier individuo de ellas leerlos por primera vez ene las Cortes; y 4º. De las 
proposiciones hechas por los diputados en la forma prevenida en este 
reglamento.”642 También se incluían entre sus atribuciones las de extender las 
actas de las sesiones de las Cortes; firmaban órdenes y decretos de las Cortes 
para comunicarlos a las Secretarías del Despacho; daban curso a las memorias 
sobre asuntos de los que eran competentes las Cortes y se incluían en la 
redacción del reglamento algunas atribuciones de índole protocolario.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
642 Reglamento para el  gobierno interior de las Cortes de Cádiz, Decreto CCXCIII de 4 de 
septiembre de 1813. Capítulo IV, art. XL. 
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A continuación hemos incluido un cuadro comparativo de las facultades 
asignadas a los secretarios en el Reglamento de 1813 y en el Reglamento del 
Estamento de Procuradores de 1834. Los criterios son idénticos a los expresados 
con anterioridad en el cuadro comparativo de las facultades del presidente y 
vicepresidente. En letra negrita aparecen las facultades que no existen en uno de 
los Reglamentos y en cursiva las facultades que coinciden en el fondo y no en la 
forma en que han sido expuestas. 
 
Reglamento de 1813. Constitución de 1812 Reglamento del Estamento de Procuradores 
de 1834. 
Artículo XXXVIII. Los cuatro secretarios de que 
se habla en la Constitución serán elegidos de los 
diputados de Cortes. El primer nombrado el 25 de 
febrero saldrá el 1 de abril y se hará nueva elec-ción 
de otro: los restantes saldrán por el mismo orden el 
1 de cada mes, eligién-dose otros en su lugar. 
Art. 45. Hasta que hayan tomado posesión 
así el presidente nombrado por S. M., como 
los secretarios nombrados por el Estamentos, no 
se podrá ventilar ningún asunto … 
Artículo XXXIX. Los secretarios no podrán 
ser reelegidos durante el tiempo de las 
sesiones de cada año. 
 
Artículo XL. Será obligación de los 
secretarios dar parte a las Cortes: 1. De 
todos los oficios que se remitan por el 
Gobierno. 2. De las recla-maciones que se 
hagan de infracción de la Constitución, lo 
que deberá hacerse por extracto. 3. De los 
dictámenes de las comisiones, pudiendo 
cualquier individuo de ellas leerlos por 
primera vez en las Cortes, y 4. De las 
proposiciones hechas por los diputados en 
la forma prevenida en este regla-mento. 
 
Artículo XLI. Igualmente será obligación de los 
secretarios extender las actas de las sesiones de las 
Cortes, que deberán comprender una relación clara 
y breve de cuanto se haya tratado y resuelto en cada 
sesión. 
Art. 63. Al principio de cada sesión leerá uno de 
los secretarios el acta de la procedente para ver si 
está conforme con lo resuelto, o para corregirla y 
refor-marla en el caso de que se hicieren al-gunas 
reclamaciones fundadas. 
Artículo XLII. Asimismo extenderán y 
firmarán las ordenes y decretos de las 
Cortes para comu-nicarlos a las respectivas 
Secre-tarías del Despacho. 
 
Artículo XLIII. Los secretarios recibirán todos 
los proyectos, memorias y representaciones sobre 
asuntos cuyo conocimiento pertenezca a las Cortes, 
y les darán el curso que corresponda. 
Art. 60. Los secretarios del Estamento 
comunicarán, por medio de un oficio, a 
cada uno de los Secretarios del Despacho 
los asuntos de que haya de tratarse en la 
sesión inmediata, a fin de que puedan 
asistir a ella, si lo estiman nece-sario, o 
remitir algunos datos o documentos que 
contribuyan a la ma-yor ilustración en la 
materia. 
Artículo XLIV. Está a cargo de los 
secretarios la dirección de la secretaría y del 
archivo de las Cortes, conforme al 
reglamento dado para su gobierno. 
 
Artículo XLV. El tratamiento de los 
secretarios en la correspondencia de oficio 
será el de Excelencia. 
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Artículo XLVI. Será cargo de los dos secretarios 
modernos: 1. Acompañar al Rey hasta el trono, al 
Príncipe de Asturias, y al Regente o Regencia del 
reino hasta sus asientos respectivos: 2. Dirigir 
todos los actos solemnes de juramento, y demás 
que en este regl-mento se contiene: 3. Acompañar a 
los nuevos diputados que entren a jurar en las 
Cortes, saliendo a recibirlos en la entrada del salón. 
4. Acompañar igualmente a toda persona que haya 
de presentarse con algún motivo a las Cortes, a fin 
de que todo se haga con el correspondiente decoro. 
Art. 127. Todo lo concerniente al modo de reunirse 
uno y otro Estamento, bien sea para la jura del 
príncipe, bien para cuando el Rey se digne abrir o 
cerrar en persona las Cortes, o para cualquier 
otro acto solemne, se determinará en el cere-
monial correspondiente. 
 Art. 129 Toda petición antes de darle su 
curso, deberá presentarse al presidente del 
Estamento, quien mandará a uno de los 
secretarios dar un recibo o certificación de 
haber sido presentada, expresando su 
objeto y los nombres de los procuradores 
que la hayan firmado 
 Art. 134. En el día señalado para discutir la 
petición presentada, la leerá íntegra uno de 
los secretarios, dando cuenta enseguida de 
los dictámenes de las tres comisiones que la 
hayan examinado. 
 146.2. Las sesiones secretas en el Estamento 
serán decididas por el presidente y los 
secretarios para asuntos concernientes al 




En conclusión, más que analizar las facultades encomendadas a los 
distintos cargos unipersonales, que son evidentes tras la lectura de los cuadros 
anteriormente expuestos, queremos centrar la atención en el hecho de que en 
los reglamentos comparados no existieron diferencias sustanciales en relación 
con las competencias asumidas y sí en el modo formal en que fueron incluidas 
en el texto, dado que en el reglamento de 1813 la importancia formal que se 
pretendió dar a los cargos exigió su explicación detallada en capítulos diferen-
ciados, aunque luego se incluyeran facultades adicionales a lo largo del 
articulado.  
 
A diferencia de ello, en los Reglamentos de 1834  las facultades aparecen 
distribuidas a lo largo del texto normativo. Pero el fondo de las actividades 
desarrolladas son similares en todos los reglamentos comparados, con la 
importante excepción de las formalidades para presentar las peticiones que 
están presentes en los Reglamentos de 1834 pero carecen completamente de 
	  	   399	  
sentido en el Reglamento de 1813 por razones obvias directamente relacionadas 
con la iniciativa legislativa que poseían las Cortes. 
 
Apreciamos también en los cuadros comparativos de las facultades de 
todos los cargos unipersonales el hecho de que éstas son tratadas con mayor 
rigor y detalle en los Reglamentos aplicados en el período gaditano. Es evidente 
que al ser creados por las propias Cortes, en los Reglamentos gaditanos se 
descendió a detalles de funcionamiento operativo que no tienen comparación 
posible en los Reglamentos de 1834. En este último caso, los Reglamentos  
fueron creados desde el poder ejecutivo como un acto de mero trámite sin 
mayores pretensiones. El poder ejecutivo no consideró importante que los 
Estamentos discutieran las normas que se convertirían en la base de su 
funcionamiento, y por ello es frecuente en los Diarios de Sesiones encontrar 
críticas a la poca claridad de la que gozaban los mismos, e incluso se planteó el 
24 de agosto de 1834 una petición solicitando la revisión del Reglamento, por 
considerar que el utilizado adolecía de graves defectos. Esta petición fue firmada 
por Fermín Caballero, Conde de las Navas, Antonio González, Miguel Chacón, 
Telesforo de Trueba Cossío, Rufino García Carrasco, Manuel de Pedro, Javier 
Ulloa, Fernando de Butrón, Pedro Alcalá Zamora, Joaquín Cáceres, Francisco 
Díaz González y Francisco Serrano. Fue rechazada, modificada y finalmente 
aprobada en la sesión del 20 de octubre de 1834643. 
 
Consideramos que en relación al tema planteado, resulta interesante 
profundizar en esta petición. Inicialmente se planteó el 3 de octubre de 1834 y 
en ella se solicitaba a S. M. someter a deliberación el Reglamento funda-
mentándose en que era práctica habitual de los cuerpos representativos la 
elaboración de los mismos, dado que con la experiencia aportarían soluciones 
concretas, eficaces y minuciosas que convenían para “el mejor orden y desa-
rrollo de las discusiones”644. Se aludió también a la falta de independencia que 
suponía para el Estamento el hecho de que fuera el Gobierno el que elaborara el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
643 D. S. Procuradores, sesión nº 66 de 20 de octubre de 1834, pág. 571-582. 
644 D. S. Procuradores, sesión nº 54 de 3 de octubre de 1834, pág. 449. 
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mencionado reglamento y, por último, se hizo alusión al artículo 33 del Estatuto 
Real por el que al exigir para la formación de las leyes la participación de los dos 
Estamentos sería contradictorio no concederle el arbitrio necesario para la 
discusión y modificación de su propio reglamento. 
 
Las opiniones de los procuradores fueron dispares. Por un lado Fermín 
Caballero, uno de los firmantes de la petición, resumió en cinco puntos las 
razones que le habían llevado a apoyarla: “ser la práctica de todos los cuerpos y 
asambleas representativas”645; por ser mayor el número de las personas que 
integraban el Estamento sobre los integrantes del Ministerio, por lo que les sería 
más sencillo adoptar las medidas más adecuadas; la posición de desventaja que 
implicaba someterse al arbitrio del Gobierno en este tema; la alusión al 
necesario concurso de los dos Estamentos para la aprobación de las leyes y, por 
último los defectos que se apreciaban en el Reglamento que dieron lugar a 
situaciones complejas en distintos supuestos de discusión de proyectos de ley. 
 
Por otro lado, el Marqués de Falces rebatió la petición presentada 
alegando varias razones, entre las que destacamos la siguientes: la consi-
deración de que no todos los cuerpos representativos en los países europeos 
habían elaborado sus propios reglamentos; no se podía hablar de usurpación de 
las funciones de las Cortes en un momento en el que se gozaba de un grado de 
libertad mayor; no creía que el Reglamento fuera defectuoso con carácter ge-
neral y por ello instaba a los peticionarios a retirar su petición o a centrarla en 
aquellos aspectos que fueran realmente defectuosos. Otros como Serrano y 
Domecq apoyaron la idea de reforma de aquellos aspectos del Reglamento que 
se habían detectado como defectuosos. 
 
Desde el Gobierno, Martínez de la Rosa manifestó su desacuerdo con las 
afirmaciones de algunos procuradores sobre el hecho de que las disfunciones y 
errores que se apreciaban en el Reglamento fueran el resultado de la premura 
con la que el Gobierno lo había elaborado. Aludió a que las circunstancias 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
645 D. S. Procuradores, sesión nº 54 de 3 de octubre de 1834, pág. 451. 
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adversas y apremiantes tal vez afectaran pero que en ningún caso se 
consideraba responsable de los errores. 
 
Se planteó una nueva redacción de la petición que fue discutida el 20 de 
octubre de 1834 y en la que se aludió, entre otras razones, a que constituía la 
práctica habitual en las Asambleas representativas de Europa; a la necesaria 
independencia del Estamento en estos temas; a lo previsto en el art. 33 del 
Estatuto Real y, finalmente a las necesarias reformas que requería el 
Reglamento.  
 
Las posturas de los procuradores también fueron discordantes: algunos 
como Polo y Monge, consideraban que la petición era impropia de “un cuerpo 
que formaba parte de la representación nacional”646, pero apoyaron la nueva 
redacción porque, aunque no se debía mendigar un reglamento, tampoco se 
podía permitir que fuera el Gobierno el que realizase las modificaciones que 
requería. Otros, como Argüelles, avalaron abiertamente la petición por 
considerarla muy necesaria, dado que para su funcionamiento el Estamento 
requería una libertad que el Reglamento, tal y como estaba redactado, no le 
concedía. Finalmente, la petición fue aprobada y el espíritu de fondo que 
plasmó todo el proceso deliberativo fue el deseo de que se otorgase al Estamento 
una mayor libertad para regular su funcionamiento interno sin resquemores o 
dudas que llevaran a interpretar que estas atribuciones del Estamento 
implicarían ningún tipo de desorden. En este sentido Alcalá Galiano afirmó: “El  
Presidente del Consejo de Ministros se ha extendido mucho sobre los peligros 
de la iniciativa; pero nada nos ha dicho sobre sus ventajas. La iniciativa se ha 
comparado con mucha razón a aquella válvula que en las máquinas de vapor 
sirve para dar salida al gas, que sin servir para hacer andar la máquina, la 
perjudica pues si no se le da salida la hace reventar. Esta comparación es 
exactísima: la iniciativa, digo, es la válvula por donde se desahogan todos los 
malos humores del cuerpo legislativo; que lejos de perjudicar a un Gobierno 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
646 D. S. Procuradores, sesión nº 66 del 20 de octubre de 1834, pág. 571. 
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fuerte, franco y liberal, contribuye sobre manera a darle más brillo y 
esplendor”647.  
 
3.2. Órganos colegiados 
 En relación con la designación de órganos colegiados, hay que 
destacar el nombramiento de comisiones, que presenta diferencias en los regla-
mentos contrastados, en los que no existió identidad ni en cuanto al número ni 
en relación con la denominación de las mismas. La diferencia genérica en todos 
los reglamentos considerados se centró en la distinción entre comisiones 
ordinarias o especiales: ambas modalidades existieron en los Reglamento de 
1813 y los de 1834. 
 
En los Reglamentos de 1834 se mencionó la constitución, en primer 
término, de la comisión de poderes encargada de analizar los poderes de 
procuradores y próceres. Se prevé la creación de una segunda comisión  
integrada por nueve procuradores o próceres, para dar respuesta al discurso de 
apertura real mencionándose a posteriori la constitución de otros dos tipos de 
comisiones: ordinarias o especiales648. Las primeras, en el número que se 
estimara conveniente y las segundas, toda vez que la gravedad del asunto lo 
justificase. Los nombramientos de las comisiones se hacían por el presidente o 
vicepresidente y los secretarios y el número total de integrantes oscilaba entre 
los cinco y nueve miembros (en esto coinciden los Reglamentos de 1813 y 1834). 
Cada una de ellas nombraba además, un decano para mantener el orden en las 
discusiones, y un secretario que llevaba el control y registro de los expedientes 
que se les asignaba.  
 
 En el capítulo VII del Reglamento de 1810 se indicó que las comisiones 
particulares eran nombradas para facilitar la gestión de asuntos graves 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
647 D. S. Procuradores, sesión nº 66 del 20 de octubre de 1834, pág. 577. 
648  Véase: el Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes. 
Art.46 al 53, en Diario de las sesiones del Estamento de Procuradores. Legislatura 1834 a 1835, 
t. I, págs. II-IX. 
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determinados por las Cortes. Dichas comisiones examinaban e instruían los 
asuntos pero no los resolvían por sí mismas y estaban integradas por entre tres 
y cinco diputados. Existían, también, las llamadas comisiones especiales que se 
creaban para la tramitación de asuntos que requerían una mayor celeridad: el 
nombramiento de sus integrantes era competencia del presidente, estando 
integradas por tres individuos. 
 
 En el Reglamento de 1813 se indicó que las comisiones se constituían 
para facilitar la gestión de los asuntos. Se mencionaron comisiones específicas 
para el examen de temas concretos (poderes; legislación; hacienda; de examen 
de cuentas; examen de casos en los que se dirima la responsabilidad de un 
empleado público; comercio; agricultura; industria y artes; instrucción pública; 
asuntos relativos a las diputaciones provinciales; una comisión especial encar-
gada del orden y gobierno interior del edificio de las Cortes…) y, por último, co-
misiones especiales cuando la naturaleza y gravedad de los temas así lo exi-
gieran.  
 
 Otro órgano colegiado creado al comienzo de las legislaturas fue la Junta 
preparatoria en los Reglamentos de 1813, y los dos de 1834. Las Juntas 
preparatorias tuvieron básicamente la misma función en todos los casos: faci-
litar la elección y ordenación primaria de los diputados, en el Reglamento de 
1813, o la de procuradores o próceres en el de 1834,  así como la organización de 
las comisiones revisoras de los poderes de los diputados y procuradores y pró-
ceres.  
 
En el Reglamento del Estamento de Procuradores de 1834 se dispuso que 
los Procuradores  nombrados por las distintas provincias se debían presentar 
ante el Ministerio del Interior con el objeto de facilitar sus nombres y el de las 
provincias a las que representaban, en un registro constituido a tal efecto. Pos-
teriormente, intervenían o el gobernador civil de la provincia o, en su defecto la 
autoridad gubernativa correspondiente que les comunicaba el día y hora a la 
que debían acudir al salón del Estamento donde se celebrarían las sesiones. Se 
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nombraba un presidente y secretario interinos que serían nombrados de entre 
los procuradores que asistían a la primera reunión de la Junta preparatoria en 
sesión pública y a pluralidad absoluta de votos. En esta Junta se nombraba la 
comisión interina para el examen de los poderes. Cuando, al menos, los poderes 
de doce procuradores hubieran sido aprobados, se procedía a nombrar una 
nueva comisión de poderes definitiva dando por concluida la Junta prepa-
ratoria, a la que se remitía el grueso de los poderes de los demás procuradores. 
Aun existiendo también la Junta preparatoria en el Reglamento del Estamento 
de Próceres el procedimiento organizativo difería del anterior, lo que es lógico 
teniendo en cuenta que el Estamento de Procuradores fue un órgano electivo y 
el de Próceres un órgano selectivo cuyos integrantes eran nombrados por el Rey. 
En el Estamento de Próceres  se reunían directamente tres días antes de la 
apertura solemne de las Cortes los próceres nombrados en legislaturas ante-
riores y el presidente de la legislatura en concreto. Cuando, al menos se hu-
bieran reunido 30, el presidente procedía al nombramiento de secretarios 
interinos que juntos nombrarían una comisión de cinco individuos que 
procedían al análisis de los poderes y documentos de los próceres. En el 
Estamento de Próceres se proyectó una mayor independencia en esta fase 
preparatoria dado que no era precisa la intervención del Ministerio al ser un 
órgano selectivo cuyos integrantes eran nombrados por el Rey.  
 
 A diferencia de lo expresando en el párrafo anterior, en el Reglamento de 
1813 existió la Diputación permanente, regulada en el capítulo XIII del 
reglamento, que asumió un papel relevante en la constitución de la Junta 
preparatoria. 
 
A continuación incluimos un cuadro que nos permitirá apreciar las 
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Reglamento de 1813 
Constitución de 1812 
Reglamento del Estamento de 
Procuradores de 1834 
Comisiones 
Artículo LXXIX. Para facilitar el curso 
y despacho de los negocios en que 
deben entender las Cortes, se nom-
brarán comisiones particulares que los 
examinen e instruyan, hasta ponerlos 
en estado de resolución, la que indi-
carán en su informe. A este efecto se 
les pasarán todos los antecedentes, y 
podrán pedir por medio de los 
secretarios de las Cortes a los del 
Despacho las noticias que crean nece-
sarias, las que éstos comunicarán no 
siendo de aquellos que exijan secreto, 





Art.51. Además de la Comisión de 
Poderes, destinada a examinar du-
rante aquella legislatura los que 
presenten los nuevos procuradores 
elegidos por las provincias, el Presi-
dente y los Secretarios nombrarán las 
Comisiones ordinarias que la expe-
riencia manifieste ser convenientes, o 
las Comisiones especiales que re-
quiera lagra gravedad o el número de 
asuntos. 
 
Artículo LXXX. Se nombrarán las 
comisiones siguientes: de poderes, de 
legislación de hacienda, de examen de 
casos en que haya lugar a la respon-
sabilidad de los empleados públicos 
por denuncia hecha a las Cortes e 
infracción de la Constitución: de Co-
mercio: de Agricultura, Industria y 
Artes, de Instrucción pública, de 
Examen de cuentas, y asuntos rela-
tivos a las diputaciones provinciales, y 
una comisión especial encargada del 
orden y gobierno interior del edificio 
de las Cortes. Estas comisiones se 
podrán subdividir si la multitud y 
gravedad de los negocios lo exigiese. 
Se nombrarán asimismo comisiones 
especiales cuando lo exija la calidad o 
urgencia de los negocios que ocurran. 
 
Art.46 El presidente o el vice-
presidente en su defecto, y los 
cuatro secretarios nombrarán 
una comisión compuesta de nue-
ve individuos para que presente 
al Estamento el pro-yecto de 
contestación al discurso de la 
Corona. 
Art.50 El presidente del Esta-
mento o el vicepresidente y los 
cuatro secretarios presen-tarán 
en una de las primeras sesiones 
la lista de las comisiones que 
hayan nombrado, compuesta cada 
una de un número de individuos, que 
no podrá ser menor de cinco ni 
exceder de nueve. 
 
Artículo LXXXI. Cada comisión se 
compondrá a lo menos de cinco, y a lo 
más de nueve individuos, los cuales 
dictaminarán el dictamen que diere, 
debiendo fundar el suyo el que 
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discordare. 
 
Artículo LXXXII. Antes de la 
apertura de las Cortes se reuni-
rán el presidente y los cuatro 
secretarios, y teniendo presente 
la lista de todos los diputados, 
nombrarán los individuos que 
han de componer estas comi-




Artículo LXXXIII. Los indivi-
duos de las comisiones podrán 
renovarse por mitad a los dos 
meses de las sesiones. 
 
 
Artículo LXXXIV. Cualquier di-




Artículo LXXXV. Ni el 
presidente ni los secretarios po-
drán ser individuos de ninguna 
comisión durante su cargo, 
excepto el presidente y el secre-
tario más antiguo, que lo serán 
de la especial nombrada para 
cuidar el orden y gobierno in-
terior del edificio de las Cortes. 
 
LAS JUNTAS PREPARATORIAS LAS JUNTAS PREPARATORIAS 
Artículo XI. La Diputación per-
manente tendrá dadas todas las 
providencias necesarias para 
que la primera junta prepara-
toria se verifique en el día se-
ñalado por la Constitución. 
Artículo XII. La diputación ten-
drá igualmente nombrados dos 
secretarios de entre sus indivi-
duos: los restantes harán de es-
crutadores. 
Artículo XIII. Llegado el día en 
que ha de celebrarse la primera 
junta preparatoria, concurrirán 
todos los diputados al salón de 
La Diputación permanente no existió. 
Art. 1. Los nombrados procu-
radores a Cortes por las respec-
tivas provincias deberán hallarse 
en el pueblo designado por la 
Real Convocatoria antes del día 
que esta señalare; presentándose 
al Ministro del Interior, para 
anotar sus nombres y los de sus 
provincias, en el registro que se 
abrirá en la Secretaría de 
Despacho. 
Art.2 El Ministro de Interior 
sacará una lista de todos los 
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Cortes, y el presidente de la di-
putación abrirá la sesión por un 
breve discurso correspondiente 
a las circunstancias. 
Artículo XIV. En el primer año 
de la diputación general se cele-
brará esta junta el 15 de Febrero, 
y después del discurso del presi-
dente, leerá uno de los secre-
tarios de lista de los diputados 
que se hayan presentado a la 
diputación permanente, y cada 
uno de ellos presentará en segui-
da sus respectivos poderes. 
Artículo XV. Para examinar éstos, se 
nombrarán a pluralidad de votos las 
dos comisiones de que habla la 
Constitución en el artículo 113, y se 
entregarán a las respectivas comisio-
nes con todos los documentos; y con 
esta diligencia se dará por concluida 
esta primer junta. 
Artículo XVI. El día 20 se leerán los 
informes de las comisiones sobre los 
poderes, empezándose por aquéllos 
que no ofrezcan dificultad alguna, y 
reservando para lo último aquéllos 
sobre los que haya alguna, debiendo 
salir del salón el diputado de cuyos 
poderes se trate. 
Artículo XVII. Las dudas que se 
susciten sobre los poderes o calidades 
de los diputados, se resolverán a 
pluralidad absoluta de votos. 
Artículo XVIII. Si en el expre-
sado día no quedaren resueltas 
todas las dudas, se continuará 
tratando ese mismo asunto en 
los días siguientes. 
Artículo XIX. Se formará una 
lista de los diputados cuyos po-
deres hayan sido aprobados, y 
puesta la correspondiente cer-
tificación los secretarios, se en-
tregará ésta a los diputados, y los 
poderes se depositarán en el ar-
chivo. 
 
Procuradores a Cortes que se 
hayan presentado; autorizando 
al gobernador civil de la pro-
vincia, o en su defecto  la auto-
ridad gubernativa superior, para 
que los cite, a fin de que con-
curran en el día y la hora que se 
haya prefijado al salón en el que 
el Estamento de procuradores 
celebre las sesiones 
Art. 8 Colocados en sus respec-
tivos puestos el Presidente y los 
Secretarios, nombrarán cinco de 
entre los demás procuradores 
presentes para que formen la 
Comisión interina de examen de 
poderes. 
Art.11 Si en los poderes de algún 
Procurador, o en los documentos 
justificativos que presentare 
para probar que reúne las cuali-
dades que prefija el Estatuto 
Real concurriese alguna duda  y 
resuelvan someterla a otra Junta 
preparatoria, dejarán aparte 
aquel expediente y procederán a 
examinar los poderes y docu-
mentos justificativos de otros 
Procuradores a fin de que haya 
cuanto antes un número com-
petente de ellos reconocidos 
como tales. 
Art. 13 El presunto Procurador a 
Cortes, de cuyos poderes se 
trate, podrá estar presente en la 
discusión y tomar parte en ella. 
No podrá tomar parte en la 
votación  
 Art.14. Esta votación se hará en 
público a pluralidad absoluta de votos, 
y en caso de empate se procederá 
a segunda votación; y si en ésta 
también fueren iguales en nú-
mero los votos encontrados, el 
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 Art. 18. Así que se hayan apro-
bado los poderes de doce pro-
curadores por lo menos, se ins-
cribirán sus nombres en otras 
tantas células; y colocadas todas 
ellas dentro de una urna, se 
sacarán cinco cédulas , y los Pro-
curadores designados formarán 
la nueva comisión de poderes. 
 
 Art. 19 Nombrada ésta, declarará 
el presidente concluida aquella 
Junta Preparatoria; y mandará 
pasar a dicha comisión los po-
deres y documentos de los demás 
Procuradores a Cortes que hasta 
entonces se hayan presentado, 
incluso los suyos, los de los se-
cretarios interinos y los indivi-
duos de la Comisión antes nom-
brados. 
Artículo XX. En el segundo año de 
la diputación general, el día 20 de 
Febrero, después de abierta la sesión 
por el presidente, conforme al artículo 
XIII anterior, un secretario leerá la 
lista de los diputados cuyos deberes 
hubiesen sido aprobados el año 
precedente, y que se hayan presentado 
a la diputación permanente. Asimismo 
se leerá la lista de los que nuevamente 
presenten sus poderes, y se nombrará 
una comisión para examinarlos. 
 
 
Artículo XXI. Hasta el día 25 se 
celebrarán las sesiones que fueren 
necesarias para la aprobación de los 
poderes, y a ellas no podrán asistir 
sino los diputados que tuvieren 
aprobados los suyos. 
 
Artículo XXII. El día 25 asistirán 
todos los diputados que tuvieren 
aprobados sus poderes, y harán el 
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4. La sesión regia de apertura y el juramento 
 
Otro aspecto importante es la presencia en el Reglamento de 1834 de 
ambos Estamentos en el título II, dedicado a la sesión regia de apertura. En el 
Reglamento de 1813 no se incluyó expresamente dicha referencia en su arti-
culado; derivado, por un lado, del hecho evidente de que en ese momento el 
Rey no podría abrir las Cortes por hallarse preso y, por otro lado, por el reco-
nocimiento de la soberanía nacional en el texto constitucional doceañista, 
como consecuencia de la cual, la apertura y constitución de las Cortes no 
requerían la convocatoria regia dado que se podían constituir por sí mismas: 
“Se nombrará en el mismo día una diputación de 22 individuos, y dos de los 
Secretarios, para que pase a dar parte el Rey de hallarse constituidas las 
Cortes, y del Presidente que han elegido, a fin de que manifieste si asistirá a la 
apertura de las Cortes que se celebrará el día 1º de Marzo”649.  
 
 Por el contrario, en los dos primeros artículos del Estatuto Real queda 
bien claro el papel de la Corona en la convocatoria de las Cortes derivadas del 
mismo: “Con arreglo a lo que previenen la ley 5ª, Titulo XV, Partida 2ª, y las 
Leyes 1ª y 2ª del Título 7º, Libro VI de la Nueva Recopilación, Su Majestad la 
Reina Gobernadora, en nombre de su excelsa hija doña Isabel II, ha resuelto 
convocar las Cortes Generales del Reino”650. Lo que quedó reafirmado para la 
convocatoria de Cortes sucesivas en los artículos 24 y 25 de las Disposiciones 
Generales del Título V: “Al Rey toca exclusivamente convocar, suspender y 
disolver las Cortes” “Las Cortes se reunirán, en virtud de Real Convocatoria en 
el día y en el pueblo que aquella señalare”651. Siempre con la cobertura de la 
autoconvocatoria de las Cortes abierta ante una posible disolución de las 
mismas, que quedó recogida en el art. 44: “Si hubiesen sido disueltas las Cortes, 
habrán de reunirse otras antes del término de un año”. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
649 Constitución política de la Monarquía Española promulgada en Cádiz en 1812, art. 119. 
650 Estatuto Real de 1834, art. 2. 
651 Estatuto Real de 1834, art. 24 y 25. 
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Otra diferencia importante que se aprecia en los Reglamentos consi-
derados era el juramento que debían realizar los procuradores y próceres del 
Estatuto respecto al de los diputados de las Cortes de Cádiz y que se describe 
dentro de las actividades de las juntas preparatorias. 
 
En  los Reglamentos de 1834 se prestaba el juramento el día solemne de 
apertura real de las Cortes y se consideraba, en palabras textuales “el juramento 
de fidelidad al monarca”652. No todos los procuradores podían prestarlo en 
dicha sesión por lo que se verificaba, antes de tomar posesión, en una sesión 
pública ante el presidente del Estamento de Procuradores. La fórmula del 
juramento también es indicativa de las diferencias de uno y otro período: 
“¿Juráis fidelidad, sumisión y obediencia al Rey (o á la Reina en su caso) ¿Juráis 
guardar y cumplir las Leyes fundamentales de la Monarquía, procurando por 
cuantos medios estén a vuestro alcance su mantenimiento y firmeza? ¿Juráis 
haberos fiel y lealmente en el grave encargo que vais a desempeñar, mirando en 
todas las cosas el mayor esplendor del Trono y al mejor Servicio del Estado?”653. 
El procurador que prestaba juramento estaba arrodillado ante el presidente del 
Estamento y tocaba los Evangelios con su mano derecha. Finalmente, el 
presidente pronunciaba estas palabras: “Si así lo hicierais Dios os lo premie; y si 
no, os lo demande”654.  
 
Es evidente que la distinta concepción política e ideológica de ambos 
períodos tiene su claro reflejo en este juramento y en su modo de prestarlo. En 
la Constitución de Cádiz, basada en el principio de soberanía nacional, el 
juramento es a la Constitución y la responsabilidad de los diputados era velar 
por el bienestar de la nación. No era un acto ni de fidelidad ni de sumisión al 
monarca y se hacía expresa mención a la religión católica. A diferencia de ello, 
los Reglamentos de 1834 fueron el fiel reflejo de este principio, teórico, de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
652 Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes, art. 26.  
653 Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes, art. 27.   
654 Ibídem.  
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soberanía compartida entre Corona-Cortes. Equilibrio de poderes que se 
decantaba ampliamente a favor de la Corona a la que se otorgaba un poder 
superior a los atribuidos a los Estamentos. Tampoco se hacía ninguna mención 
expresa a la religión católica, hecho comprensible si tenemos en cuenta el 
abierto apoyo de gran parte del clero al carlismo y el no reconocimiento oficial 
del Vaticano a los derechos legítimos al trono de Doña Isabel II.  
 
  En el Reglamento de 1813 una vez determinados los diputados cuyos 
poderes estuvieren correctamente emitidos, tras el análisis de las Comisiones 
que habían sido nombradas al efecto se procedía al juramento de la 
Constitución. Se juraba la Constitución en la última Junta preparatoria ante el 
presidente de la Diputación permanente en los siguientes términos: “¿Juráis 
defender y conservar la religión Católica, Apostólica y Romana sin admitir otra 
alguna en el Reino?-R Sí juro- ¿Juráis guardar y hacer guardar religiosamente la 
Constitución política de la Monarquía española, sancionada por las Cortes 
generales y extraordinarias de la Nación en el año de 1812?-R.: Sí juro-¿Juráis 
haberos bien y fielmente en el cargo que la nación os ha encomendado, mirando 
en todo por el bien y prosperidad de la misma Nación –R.: Sí juro- Si así lo 
hiciereis Dios os lo premie, y si no os lo demande.”655. El juramento expresado 
era un fiel reflejo de la filosofía que dominaba la Constitución de Cádiz y por 
ende del principio de soberanía nacional. Es curioso como el juramento que 
recoge la Constitución de Cádiz, en el que se ha visto suprimido cualquier 
referencia a la fidelidad y sumisión al monarca, difiere también de la redacción 
que se dio a este mismo tema en el Reglamento de 1810, en el que el juramento 
se expresaba en unos términos similares al que se reflejó en la Constitución de 
Cádiz pero incluyendo referencias explícitas a la Corona y al Rey en los 
siguientes términos: “…¿Juráis conservar a nuestro muy amado soberano el Sr. 
D. Fernando VII todos sus dominios, y en su defecto a sus legítimos sucesores , 
y que haréis quantos esfuerzos sean posibles para sacarlo de su cautiverio, y 
colocarlo en el trono?”. No se expresa en unos términos de sumisión pero hay 
un compromiso claro de defensa al monarca y a la Corona.  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
655 Constitución de 1812, art.117. 
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4. El procedimiento legislativo a través de los Reglamentos de 
1813 y 1834 
Considerando las diversas funciones desempeñadas por las Cortes en los 
textos constitucionales hay tres que destacan especialmente tal y como ha 
indicado el profesor Artola: “pueden sistematizarse a tres las actividades fun-
damentales: legislar, controlar y juzgar, cada una de ellas realizada a través de 
un procedimiento específico”.656 El mismo autor estableció una diferencia 
entre las funciones atribuidas a las Cortes en los iniciales momentos del 
constitucionalismo, en el que la función de legislar se atribuyó en exclusiva a 
las mismas657. Frente a ello, ya desde el Estatuto Real, se produjo un reparto 
de competencias entre el ejecutivo, que ostentaba la iniciativa legislativa y los 
Estamentos que retocaban las proyectos gubernamentales siguiendo el proce-
dimiento establecido. 
 
El procedimiento seguido para la elaboración de las leyes está integrado 
por un conjunto de actos ordenados y concatenados que siguen una secuen-
cia lógica. De acuerdo con Xifra Heras estos actos tienen las siguientes 
características: “1) En cuanto actos equivalen a una conducta o manifestación 
psíquica imputable a una o varias personas; 2) Como actos jurídicos, modi-
fican la realidad jurídica, creando, modificando o extinguiendo una relación 
de Derecho; 3) Como actos jurídicos procesales están integrados con otros en 
una ilación que constituye un ciclo unitario y 4) como actos jurídico-
procesales legislativos persiguen la creación de reglas jurídicas impersonales 
y obligatorias. Estos actos se distribuyen en las tres fases del proceso 
legislativo –inicial, central y final- que se caracteriza, no solo por su orden 
cronológico sucesivo, sino por su distinta naturaleza y eficacia en el ciclo 
procesal unitario”658.  
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
656 Artola, M., Partidos y Programas políticos, 1808-1936, pág. 190. 
657 Ibídem. 
658 Xifra Heras, J., “El Proceso Legisltivo”,  en Revista General de Legislación y Jurisprudencia. 
Año CIX, (1961), t. XLIII , pág.18. 
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El mismo autor hizo una reflexión sobre las distintas fases del 
procedimiento legislativo: la fase inicial que pone en marcha todo el 
procedimiento y es cronológicamente la primera; la fase central que integra 
el conjunto de actos a través del cual la ley se perfecciona integrada por el 
debate, la aprobación y la sanción y, por último, la fase final en el que la ley 
adquiere plena eficacia erga omnes y que está constituida por el control, 
promulgación y publicación de la misma. 
 
5.1.  Fase inicial en la elaboración de las leyes 
 
En la fase inicial está integrada la iniciativa que implica poner en marcha el 
proceso legislativo y hace referencia al derecho de someter a los Estamentos, en 
el caso que nos ocupa, o a una Asamblea, en el supuesto gaditano, un proyecto o 
una proposición de ley. En ellos se decidirá si se aborda o no la discusión de los 
mismos. Larcher define muy bien la situación expresándose en los siguientes 
términos: “la característica del poder de iniciativa consiste en que una Cámara 
compelida por una proposición de uno de sus miembros o por un proyecto del 
Gobierno, no puede librar se la obligación de actuar, sino cuando se retira la 
proposición o el proyecto por su propio autor, o bien cuando el resultado de la 
votación es adverso”659. 
 
 La iniciativa legislativa presenta importantes diferencias en los textos 
comparados.  Partimos del reconocimiento  exclusivo que se hace a la Corona de 
dicha iniciativa legislativa en el Estatuto Real : “Las Cortes no podrán deliberar 
sobre ningún asunto que no se haya sometido expresamente a su examen en 
virtud de un decreto Real”660. Lo que supuso una diferencia clara respecto a la 
Constitución de Cádiz y el Reglamento de 1813. Todo ello es el reflejo del 
moderantismo imperante en el momento. Se cercenó la iniciativa legislativa de 
ambos Estamentos, que quedó reducida a la presentación de peticiones: 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
659 Larcher,L., L initiative parlamentaire en France, Paris 1896. 
660 Estatuto Real de 1834, art. 31. 
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“Queda, sin embargo, expedido el derecho que siempre han ejercido las Cortes 
de elevar peticiones al Rey, haciéndolo del modo y forma que prefijará el 
reglamento”661, peticiones que en ningún caso tuvieron la garantía de llegar a 
convertirse en proyectos de ley. 
 
Intentaremos explicar esta primera fase a través del siguiente cuadro 
comparativo: 
 
Constitución de Cádiz y Reglamento 
de 1813.  
INICIATIVA LEGISLATIVA 
Reglamentos de 1834. 
 
INICIATIVA LEGISLATIVA 
CAPÍTULO VII De las facultades de las 
Cortes. Constitución de Cádiz 
Art. 131. Las facultades de las Cortes son: 
Primera. Proponer y decretar las leyes, e 
interpretarlas y derogarlas en caso 
necesario. 
ESTATUTO REAL 
Art.31. Las Cortes no podrán de-
liberar sobre ningún asunto que no 
se haya sometido expresamente a su 
examen en virtud de un decreto 
Real. 
 Art. 32 Queda sin embargo expedito 
el  derecho que han ejercido las Cor-
tes de elevar peticiones al Rey, ha-
ciéndolo del modo y forma que se 
prefijará en el Reglamento. 
Constitución de Cádiz 
Art. 132. Todos Diputado tiene la facultad 
de proponer a las Cortes los proyectos de 
ley, haciéndolo por escrito, y exponiendo 
las razones en que se funde. 
Art. 133. Dos días, a lo menos, después de 
presentado y leído el proyecto de ley, se 
leerá por segunda vez, y las Cortes 




















Art.54 Cuando en el Real Decreto 
con que dirija el Secretario de Des-
pacho respectivo algún proyecto o 
propuesta al Estamento de Procu-
radores se exprese la circunstancia 
de ser urgente, el presidente seña-
lará día para su examen y delibe-
ración con preferencia a otros; pero 
cuando no se exprese en el Real 
Decreto aquella circunstancia, el 
presidente señalará el orden con el 
que se hayan de discutir los asun-
tos, sometiéndolo en caso de me-
diar reclamaciones acerca de la 
gravedad respectiva de los nego-
cios a la decisión del mismo Esta-
mento. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
661 Estatuto Real de 1834, art. 32. 
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Art. 134. Admitido a discusión, si la 
gravedad del asunto requiriese, a juicio de 
las Cortes, que pase previamente a una 
Comisión, se ejecutará así. 
Art. 135. Cuatro días, a lo menos, después 
de admitido a discusión el proyecto, se 
leerá tercera vez, y se podrá señalar día 
para abrir la discusión. 
Art.55 Siempre que se presente o 
remita por el Secretario de Despa-
cho respectivo a la deliberación del 
Estamento de Procuradores algún 
proyecto o propuesta , el presidente 
sin permitir que se abra la discu-
sión sobre el todo o parte de dicho 
proyecto, lo mandará pasar a exa-
men de una comisión; bien sea a la 
que esté destinada de antemano 
para entender en negocios de 
aquella naturaleza, o bien a una co-
misión especial, si la gravedad del 
asunto lo exigiere, a juicio del Esta-
mento, y después de someterse este 
punto a su votación. 
Art.88 Ningún proyecto de ley po-
drá discutirse sin haberse impreso 
antes, repartiéndose ejemplares a 
los procuradores a Cortes. 
Art.89 Ningún proyecto de ley po-
drá discutirse sin que hayan me-
diado tres días, al menos, desde el 
que se haya repartido impreso hasta 
el día de la discusión. 
Art.90 Tres días antes de verificarse 
lo anunciará el Presidente al Esta-
mento … 
Debiendo hacerse las proposiciones 
relativas a los proyectos de ley por el 
método prescrito en el cap. VIII del Tit. 
III de la Constitución, todas las demás 
sobre asuntos pertenecientes a las Cortes 
se harán por el siguiente. 
Artículo LXXXVII. El diputado que 
hiciere alguna proposición, la pondrá por 
escrito, exponiendo a lo menos de palabra 
las razones en que la funda. Leída por dos 
veces en dos diferentes sesiones, se 
preguntará si se admite a discusión y 
declarado que sí, se remitirá a la comisión 
que corresponda. Pero si el negocio fuere 
urgente a juicio de las Cortes, podrán 
hacerse las dos lecturas con el menor 
intervalo posible, y en este caso se 






Art.91 No podrá discutirse ningún 
proyecto de ley sin que una comi-
sión haya dado su dictamen acerca 
de él. 
 
 Art.128 Para ejercer el Estamento 
de Procuradores el derecho de 
petición al Rey, deberá ésta exten-
derse por escrito, precedida de la 
exposición de las causas o motivos 
	  	   416	  
en que se apoye, y firmada por doce 
procuradores a Cortes. 
Art. 129 Toda petición, antes de 
darle curso, deberá presentarse al 
Presidente del Estamento, quien 
mandará a uno de los Secretarios 
dar un recibo o certificación de ha-
ber sido presentada, expresando su 
objeto y los nombres de los procura-
dores que hayan firmado. 
Art. 130 Los Procuradores a Cortes 
que quieran usar de este derecho 
deberán presentar la petición en su 
propio nombre, sin que pueda darse 
cuenta de ninguna a nombre de una 
provincia, pueblo, corporación o 
persona cualquiera que sea la natu-
raleza de la petición. 
Art. 131 presentada que sea una 
proposición por doce procuradores 
a lo menos, el Presidente la remitirá 
para que se examine separada-
mente por tres comisiones, de las 
que estén nombradas de antemano; 
debiendo ventilarse en ella si con-
viene o no al bien del Estado que se 
discuta en público aquella petición. 
Art.132 Cada comisión dará su 
dictamen por separado; y cuando 
dos de ellas a lo menos estuviesen a 
favor de la petición, el Presidente 
señalará día para su discusión. 
  
 
El procedimiento de presentación fue totalmente diferente en los 
reglamentos de 1834 y en la Constitución de Cádiz y en el Reglamento de 1813. 
Como punto de partida encontramos la limitadísima iniciativa legislativa que 
tenían los Estamentos, reflejada con claridad tanto en el Estatuto Real como en 
los Reglamentos de 1834. Los integrantes de los Estamentos no podían 
presentar directamente proyectos o proposiciones de ley: el único resquicio de 
iniciativa que les quedó fue la presentación de peticiones sometidas a diversas 
condiciones. Esta premisa, tan condicionante, delimita el posterior proceso de 
presentación de proyectos y proposiciones legislativas. Los aspectos formales de 
presentación quedan patentes en el cuadro expresado. 
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En la Constitución de Cádiz de 1812 se reconoció expresamente la 
iniciativa legislativa a las Cortes en los siguientes artículos: “Las facultades de 
las Cortes son: Primera. Proponer y decretar las leyes, e interpretarlas y 
derogarlas en caso necesario”662 y “Todos los diputados tienen la facultad de 
proponer a las Cortes los proyectos de ley, haciéndolo por escrito, y exponiendo 
las razones en que se funde”663. De forma complementaria, a través del 
Reglamento de 1813, se hizo referencia a la Constitución de 1812 para aclarar el 
procedimiento a seguir en la tramitación de proyectos de ley: “Debiendo hacerse 
las proposiciones relativas a los proyectos de ley por el método prescrito en el 
capítulo VIII del Título III de la Constitución, todas las demás sobre asuntos 
pertenecientes a las Cortes se harán por el siguiente”664. Situación no asimilable 
a la reflejada en el Estatuto Real donde no se hace mención de este tipo de 
tramitaciones remitiéndose a un reglamento, de acuerdo con los artículos 23 y 
11, todo lo relativo al régimen interior y las deliberaciones que se fueran a 
desarrollar en los Estamentos de procuradores y próceres. Pero esta primera 
aproximación en la Constitución de Cádiz, también reflejó el interés de los 
legisladores gaditanos de resaltar la iniciativa legislativa de los diputados de las 
Cortes de Cádiz a través de los proyectos de ley. Algo tan trascendente e 
importante fue recogido en la Constitución directamente, lo que era fiel reflejo 
del claro principio de división de poderes que se determinó en la Constitución 
de 1812.  
 
Frente a la iniciativa legislativa que detentaban los diputados de las 
Cortes de Cádiz, en el período del Estatuto Real los proyectos de ley solo se 
presentaban a través de un Real decreto por el Secretario de Despacho 
responsable del área objeto del proyecto. La iniciativa legislativa quedaba en 
manos de la Corona y del Gobierno por ella nombrado. Se distinguió entre 
proyectos y propuestas urgentes, si así se indicaba en el Real Decreto, u 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
662 Constitución de 1812,  art. 131. 
663 Ídem, art. 132. 
664 Reglamento para el gobierno interior de las Cortes de Cádiz, Decreto CCXCIII de 4 de 
septiembre de 1813, capítulo VIII, art. LXXXVI. 
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ordinarios; en estos últimos, en caso de duda, se determinaba su gravedad en 
los Estamentos. El primer paso, una vez recibido el proyecto o propuesta que 
debía ser objeto de deliberación y antes de entrar en la discusión de la misma 
era remitirlo a una comisión que estuviera acorde con la naturaleza de lo 
discutido, y si no existía se creaba una especial a tal efecto. En este aspecto, se 
aprecia una clara diferencia de funcionamiento con el Reglamento de 1813, en  
el que el nombramiento de la comisión era potestativa para las Cortes. Emitido 
el dictamen de la comisión, se leía, imprimía y repartía en el Estamento de 
Procuradores. El Presidente señalaba un día para su discusión. 
 
Es evidente que el principio básico de división de poderes con la radical 
separación entre los poderes ejecutivo, legislativo y judicial  no quedó 
materializado en lo que a la iniciativa legal de los Estamentos se refiere. 
 
5.2. Fase de deliberación y votación 
 
 Constituye, con carácter general, la expresión máxima de la voluntad 
parlamentaria. En esta fase se lleva a cabo todo el proceso de deliberación y es la 
expresión de las distintas posturas existentes en las Cámaras. Tal y como indica 
María del Coro Cillán, “Se comparan en la deliberación los diversos factores 
intelectuales y elementos afectivos, que aportan las corrientes partidistas en la 
discusión del proyecto o proposición de ley presentada…”665. 
 
Vamos a explicar las fases de discusión y votación tanto de proposiciones 
como de proyectos de ley a través del siguiente cuadro, en el que podemos 




 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
665  Cillán García de Iturrospe, Mª del C., Historia de los Reglamentos Parlamentarios en 
España (1810-1936), pág. 439. 
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Reglamento de 1813/Constitución 
de Cádiz. 
Deliberación/votación 
Reglamentos de 1834. 
 
Deliberación aprobación y votación. 
Artículo LXXXVIII. En la discusión, 
tanto de los proyectos de ley como de las 
demás proposiciones, se dará principio 
por su lectura, y los diputados que 
quieran hablar pedirán la palabra al 
presidente, y hablarán por su orden. 
Art. 65 Después de anunciar el 
Presidente que se va a tratar el 
asunto cuya discusión estaba seña-
lada, se lee el proyecto de ley o el in-
forme de la comisión, o el expe-
diente sobre el que deba versar la 
discusión del Estamento; leyendo 
uno de los secretarios la lista de los 
procuradores que hayan pedido la 
palabra para hablar a favor o en 
contra del proyecto o dictamen. 
Artículo LXXXIX. A nadie será lícito 
interrumpir al que habla; y cuando éste se 
extravié de la cuestión, el presidente le 
llamará al orden. 
Art. 74 El Presidente estará encargado, 
así de declarar a quién corresponde el 
turno de palabra, como de que se guarde 
en los discursos y discusiones el buen 
orden y decoro debidos. 
Artículo XC. Ninguno podrá hablar dos 
veces sobre un mismo asunto, sino para 
aclarar hechos, o deshacer equivoca-
ciones; pero si variase la cuestión, pedirse 
nuevamente la palabra. 
Art.75 Ningún procurador tendrá 
facultad de hablar dos veces en la misma 
discusión, a no ser individuos de la co-
misión de los que haya aprobado el dic-
tamen de su mayoría, o algún procu-
rador que pida expresamente la palabra 
para rectificar un hecho, o para deshacer 
alguna equivocación material; pero limi-
tándose a ello y sin entrar en la discusión 
del asunto. 
 
Art. 56 Cuando una comisión haya 
desempeñado su dictamen, lo leerá 
desde la tribuna en sesión pública el 
individuo de la comisión a quien 
esta haya nombrado al efecto; pero 
no podrá discutirse en la misma 
sesión 
Artículo XCI. Los individuos de las 
comisiones que hayan presentado algún 
informe, podrán hablar cuando lo juzguen 
conveniente para dar las explicaciones 
que se necesiten, y para satisfacer a los 
reparos que opongan los diputados; pero 
sin molestar al Congreso con repeticiones, 
ni impedir a los demás que hayan pedido 
la palabra. Esto mismo podrá hacer el 
diputado que hubiere propuesto la 
proposición que se discuta. 
Art. 67 Los individuos de la comi-
sión que hayan aprobado su dicta-
men, tendrán el derecho de hablar 
en su favor para rebatir las obje-
ciones que contra él se hagan. 
Art. 68 El individuo o individuos de 
la Comisión que hubieren hecho vo-
to aparte tendrán la facultad de sos-
tenerlo de palabra o por escrito. 
Artículo XCII. Los diputados cuando 
hable dirigirán la palabra al Congreso, y 
en ningún caso a persona determinada. 
Art. 72 Todos los discursos que 
pronuncien los procuradores los 
dirigirán al Presidente y no a ningún 
procurador en particular. 
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Artículo XCIII. Si profiriese en la 
discusión alguna expresión que, por 
graduarse sesión; acordando las Cortes lo 
que estimen conveniente al decoro del 
Congreso, y a la unión que debe reinar 
entre los diputados de mal sonante u 
ofensiva a algún diputado, se reclamase, 
podrá hacerse luego que concluya el que 
la profirió; y si éste no satisface al 
Congreso o al Diputado que se creyese 
ofendido, mandará el presidente que la 
escriba un secretario; y si hubiera tiempo, 
se deliberará aquel día sobre ella, y si no 
se dejará para otra 
Art. 74 El Presidente estará encargado, 
así de declarar a quien corresponde el 
turno de palabra, como de que se guarde 
en los discursos y discusiones el buen 
orden y decoro debidos. 
Artículo XCIV. Las discusiones durarán 
todo el tiempo que a juicio de las Cortes 
se contemple necesario para ilustrar la 
materia; y para venir en su conocimiento, 
el presidente por sí o excitado por algún 
diputado, preguntará si está el asunto 
suficientemente discutido; lo que se hará 
sólo luego que haya acabado el que este 
hablando. En la discusión de los 
proyectos de ley se guardará todo lo que 
además de lo dicho se previene en la 
Constitución. 
Art. 92 La discusión de un proyecto de 
ley deberá versar primeramente acerca 
de su totalidad , sin entrar en el examen 
de las disposiciones particulares. Con-
cluida la discusión general, se someterá a 
la decisión del Estamento si ha lugar a 
proceder al examen de las disposiciones 
particulares 
Artículo XCV. Si se declarase no estar el 
asunto suficientemente discutido, seguirá 
la discusión hasta que se declare; y 
declarado que sea, se preguntará siempre 
si ha lugar a la votación, y se procederá a 
ella inmediatamente si así se determinare, 
aprobando o desechando la proposición o 
proposiciones discutidas en todo o en 
parte, o variándolas o modificándolas 
según las reflexiones que se hubieren 
hecho en la discusión. 
 
Artículo XCVI. Las proposiciones que 
hicieren los diputados sobre asuntos 
pertenecientes a las Cortes, si fueren 
desechadas por éstas, no se volverá a 
tratar de ellas en las sesiones de aquel 
año; lo mismo sucederá con todos los 
negocios que fueran terminados por las 
Cortes. Acerca de las proposiciones de los 
diputados sobre proyectos de ley, y sobre 
los mismos proyectos presentados por las 
comisiones, se observará lo prevenido en 
la Constitución. 
Art. 94 Si la mayoría determinase que no 
ha lugar a proceder a la discusión de las 
disposiciones de la ley, se entenderá 
desechado el proyecto, y no podrá volver 
a presentarse en el estamento durante 
aquella legislatura. 
Artículo XCVII. Las votaciones se 
podrán hacer de uno de los tres modos 
siguientes: 1. Por el acto de levantarse los 
Art. 82 En los casos ordinarios se hará la 
votación poniéndose en pie los procura-
dores que aprueben, y manteniéndose 
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que aprueben, y quedar asentados los que 
reprueben lo que se propone. 2. Por la 
expresión individual de sí o no, que se 
llama votación nominal; y 3. Por es-
crutinio. 
sentados los que reprueben. 
Art.85 En el caso de que el presidente y 
los secretarios opinen que una votación 
es de suma gravedad o que lo pidan tres 
procuradores como mínimo , se verifi-
cara votación nominal. 
Artículo XCVIII. La votación sobre los 
asuntos discutidos se hará por regla 
general por el primer método, a no ser 
que algún diputado pida que sea nominal, 
en cuyo caso decidirán las Cortes si lo ha 
de ser o no. La que recaiga sobre 
elección o propuesta de personas se 
hará por escrutinio secreto. 
Art.85 En el caso de que el presidente y 
los secretarios opinen que una votación 
es de suma gravedad o que lo pidan tres 
procuradores como mínimo , se 
verificara votación nominal. 
Artículo CIII. En las votaciones sobre 
asuntos en que no pida la Constitución las 
dos terceras partes para su aprobación, se 
verificará ésta por la mayoría absoluta de 
votos, esto es, por la mitad, más uno. 
Art. 94 Si la mayoría determinase 
que no ha lugar a proceder a la 
discusión de las disposiciones de 
ley, se entenderá desechado el pro-
yecto 
Art.95 Si la mayoría decidiese que   
ha lugar a proceder a la discusión 
de las disposiciones de ley se 
empezará a discutir cada una de sus 
proposiciones, por el mismo orden 
en el que esten en el proyecto pre-
sentado por el Gobierno, sin proce-
der al examen de uno hasta que se 
haya aprobado o desaprobado el 
anterior. 
Artículo CV. Los empates en las 
votaciones sobre proyectos de ley, y 
demás asuntos que pertenecen a las 
Cortes, se decidirán repitiéndose en la 
misma sesión la votación: si aún resultare 
empatada, se abrirá de nuevo la 
discusión. Los empates en las votaciones 
que verse sobre elección de personas, si 
repetidas en la misma sesión resultaren 
éstas de nuevo empatadas, se decidirán 
por suerte entre las personas que 
compitan. 
 
Artículo CVI. Ningún diputado que esté 
presente en el acto mismo de votar, podrá 
excusarse de hacerlo bajo ningún pret-
exto, así como no podrá votar aquél que 
tenga interés personal en el asunto de que 
se trate. El diputado que no hubiere 
asistido a la discusión, no estará obligado 
a votar. 
Art. 80 Después que haya declarado 
uno de los secretarios que se va a 
proceder a la votación, y mientras 
dure dicho acto, no podrán votar los 
procuradores que entren de nuevo 
en el salón, aunque si podrán 
hacerlo en el caso de que la votación 
se repita. 
Artículo CVII. Todo diputado tiene 
derecho para que su voto se inserte en las 
actas, presentándolo dentro de las veinte 
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y cuatro horas, y deberá hacerlo sin 
fundarle. 
Constitución de 1812  
Art. 134. Admitido a discusión el proyecto 
de ley, si la gravedad del asunto requi-
riese, a juicio de las Cortes, que pase pre-
viamente a una Comisión, se ejecutará así. 
Reglamento de 1813 
Artículo LXXXVII. El diputado que 
hiciere alguna proposición, la pondrá por 
escrito, exponiendo a lo menos de palabra 
las razones en que la funda. Leída por dos 
veces en dos diferentes sesiones, se 
preguntará si se admite a discusión y 
declarado que sí, se remitirá a la comisión 
que corresponda. Pero si el negocio fuere 
urgente a juicio de las Cortes, podrán 
hacerse las dos lecturas con el menor 
intervalo posible, y en este caso se reco-
mendará a la comisión el más pronto 
despecho.  
Art.55 Siempre que se presente o se 
remita por el Secretario de Despa-
cho respectivo a la deliberación del 
Estamento de Procuradores algún 
proyecto o propuesta el presidente, 
sin permitir que se abra discusión 
sobre el todo o parte de dicho 
proyecto, lo mandará pasar a exa-
men de una comisión… 
Art. 135. Cuatro días, a lo menos, después 
de admitido a discusión el proyecto, se 
leerá tercera vez, y se podrá señalar día 
para abrir la discusión. 
 
Art. 136. Llegado el día señalado para la 
discusión, abrazará ésta el proyecto en su 
totalidad, y en cada uno de sus artículos. 
 
Art. 137. Las Cortes decidirán cuándo la 
materia está suficientemente discutida, y 
decidido que lo está, se resolverá si ha 
lugar o no a la votación. 
 
Art. 139. La votación se hará a pluralidad 
absoluta de votos, y para proceder a ella, 
será necesario que se hallen presentes, a 
lo menos, la mitad y uno más de la tota-
lidad de los Diputados que deben com-
poner las Cortes. 
Art. 61 No podrá declararse abierta 
ninguna sesión sin que haya por lo 
menos 50 procuradores presentes. 
El mismo número se necesita para 
que sea válida cualquier resolución 
del Estamento. 
Art. 140. Si las Cortes desecharen un 
proyecto de ley en cualquier estado de su 
examen, o resolvieren que no debe 
procederse a la votación, no podrá volver 
a proponerse en el mismo año. 
Art. 94 Si la mayoría determinase que no 
ha lugar a proceder a la discusión de las 
disposiciones de la ley, se entenderá 
desechado el proyecto, y no podrá volver 
a presentarse en el estamento durante 
aquella legislatura 
Art. 141. Si hubiere sido adoptado, se 
extenderá por duplicado en forma de ley, 
y se leerá en las Cortes; hecho lo cual, y 
firmados ambos originales por el 
Presidente y dos Secretarios, serán 
presentados inmediatamente al Rey por 
una Diputación. 
Art. 97 Después de votado el último 
artículo de un proyecto de ley lo leeerá 
íntegro uno de los secretarios, a fin de 
que el Estamento pueda juzgar si está o 
no conforme dicho proyecto con lo que el 
estamento haya aprobado. 
Art. 98 Cuando el Estamento de Próceres 
haya aprobado un proyecto de ley, y lo 
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fuere igualmente por el Estamento de 
Procuradoes, nombrará el Presidente de 
éste una comisión compuesta de doce 
individuos, incluso el mismo presidente y 
dos secretarios, que pasen el día y a la 
hora que S.M señale a poner en sus reales 
manos el proyecto aprobado por ambos 
Estamentos, para que SM se digne si lo 
tuviera a bien darle su sanción. 
  
 
El procedimiento de discusión difería en los reglamentos comparados. En 
los de 1834 se distinguieron las deliberaciones generales sobre diversos asuntos 
de las de los proyectos de ley. En ambos casos, uno de los secretarios leía el acta 
de la sesión anterior para recabar la conformidad general y posteriormente el 
presidente anunciaba los asuntos a tratar procediéndose a la lectura del pro-
yecto de ley o del dictamen de la Comisión. En dicha discusión intervenían el 
representante de la comisión que emitió el dictamen y los procuradores que 
habían pedido la palabra a favor o en contra666. Una vez cerrada la discusión 
sobre el tema el representante de la comisión hacía un pequeño resumen de las 
razones que se alegaban a favor y en contra. Expresaba, además, si la comisión 
mantenía sus postulados o los había modificado. La lectura definitiva del 
dictamen daba paso a la votación sobre si se admitía o no dicho dictamen o 
propuesta. Si la mayoría decidía negativamente se desechaba, con la salvedad de 
que un procurador propusiese y el Estamento lo aprobase, que volviera a la 
comisión para su modificación. 
 
 En los Reglamentos de los Estamentos de 1834 se recogieron además 
medidas específicas aplicables a la discusión de los proyectos de ley, que 
requerían su previa impresión y reparto entre los Procuradores/Próceres y que 
una comisión hubiera emitido un dictamen sobre los mismos. Se discutía y 
votaba la admisión o no sobre la totalidad, y superada ésta, se discutían y 
votaban las disposiciones particulares. En los proyectos de ley las votaciones 
siempre eran nominales. Una vez finalizado el procedimiento, uno de los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
666 Véase: Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes, 
arts. 54-79.  
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secretarios leía el texto para valorar si era conforme con lo aprobado por los 
Procuradores/Próceres. Vemos que, a estos efectos, el Reglamento de régimen 
interior del Estamento de Próceres era idéntico con la única salvedad del 
número de procuradores que debían estar presentes para poder declarar abierta 
una sesión. En el Estamento de Procuradores, de acuerdo con el art. 61 se 
requerían, al menos, 50 procuradores presentes y en el Estamento de Próceres, 
según el art.41, 30 próceres .  
 
 El Reglamento de 1813 distinguió claramente las proposiciones no de ley 
y proyectos de ley. Los proyectos de ley regulados en el capítulo VIII del Título 
III de la Constitución de Cádiz y las demás proposiciones a las que si fue de 
aplicación el reglamento.  
 
 En relación con los proyectos de ley de la Constitución gaditana, dos días 
después de presentarse, se procedía nuevamente a su lectura y en las Cortes se 
decidía si se admitía o no su discusión.667 Si se admitía, y la gravedad del asunto 
lo justificaba, se podía remitir previamente a una comisión. Según lo dispuesto 
en el art. 134 de la Constitución de Cádiz la remisión del asunto a una comisión 
para su estudio era potestativa para los proyectos de ley y sólo se daba en 
aquellos casos que la gravedad del asunto lo justificase. Sin embargo, en el 
Reglamento de 1813 la proposiciones sobre asuntos pertenecientes a las Cortes 
sí requerían, de acuerdo con el artículo 87, su examen por una comisión. Esta es 
una diferencia clara con los Reglamentos de 1834 en los que se requería que 
admitido a discusión el proyecto o proposición presentados, el examen por una 
comisión era obligatorio en ambos casos, apareciendo esa condición de obliga-
toriedad expresada en los siguientes términos: “Siempre que se presente o se 
remita por el secretario del Despacho respectivo a la deliberación del Estamento 
de Procuradores algún proyecto o propuesta, el presidente sin permitir que se 
abra discusión sobre el todo o parte de dicho proyecto, lo mandará pasar a 
examen de una comisión; bien sea a la que está destinada de antemano para 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
667 Para completar información sobre el procedimiento de presentación y discusión de proyectos 
de ley véase:  Constitución de 1812, capítulo VIII: “De la formación de las leyes y de la sanción 
Real”, arts. 132-153. 
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entender en negocios de aquella naturaleza; o bien a una comisión especial, si la 
gravedad del asunto lo exigiere, a juicio del Estamento, y después de someterse 
este punto a su votación”668. En idénticos términos se expresaba el art. 35 del 
Reglamento de Régimen Interior del Estamento de Próceres. Esta exigencia de 
los Reglamentos de 1834 tal vez fuera tomada del Reglamento de 1821 en el que 
también fue preceptivo que tanto los proyectos como las proposiciones no 
pudieran discutirse sin que precediera la lectura del informe de la comisión a 
cuyo examen se había remitido por las Cortes (art.101). 
 
Después de una tercera lectura en la regulación de proyectos de ley 
señalada en la Constitución de 1812, se determinaba un día para que se 
discutiese el proyecto en su totalidad y en cada uno de sus artículos. Para 
prosperar, era necesario que estuvieran presentes en la votación la mitad más 
uno de la totalidad de los diputados, y se efectuaba la votación a pluralidad 
absoluta de votos. Si un proyecto era rechazado no podía volver a proponerse 
ese mismo año. Este es uno de los aspectos en los que difiere claramente con el 
procedimiento de los Reglamentos de 1834 en los que se debatía con carácter 
previo la totalidad del proyecto, y sólo cuando se aprobaba se procedía a la 
discusión de cada disposición.  
 
En relación con las demás proposiciones, el Reglamento de 1813 en su 
art. 87 concretaba el procedimiento a seguir: “El diputado que hiciere alguna 
proposición, la pondrá por escrito, exponiendo a lo menos de palabra las 
razones en que la funda. Leída por dos veces en dos diferentes sesiones, se 
preguntará si se admite a discusión y declarado que sí, se remitirá a la comisión 
que corresponda. Pero si el negocio fuere urgente a juicio de las Cortes, podrán 
hacerse las dos lecturas con el menor intervalo posible, y en este caso se 
recomendará a la comisión el más pronto despacho”669.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
668 Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes, art. 55.  
669 Reglamento para el gobierno interior de las Cortes de Cádiz, Decreto CCXCIII de 4 de 
septiembre de 1813, capítulo VIII, art. LXXXVII. 
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Otro tema en el que se pueden apreciar diferencias se refiere a la forma 
de llevar a efecto las votaciones. En los dos reglamentos de 1834 , tanto el que 
regula el régimen interior del Estamento de Procuradores como el que regula el 
Estamento de Próceres, se recogieron dos sistemas de votación: la votación 
ordinaria, que implicaba ponerse en pie los procuradores o próceres que 
aprobaban, permaneciendo sentados los que reprobaban. Uno de los secretarios 
indicaba si el asunto objeto de la votación era aprobado o no y si había alguna 
duda se consultaba al presidente. Si contra la declaración del secretario 
reclamaban como mínimo tres procuradores  o próceres se volvían a contar los 
votos. 
 
El segundo sistema, recogido en los reglamentos, es la votación nominal 
que sólo se admitía en los casos en los que el presidente y secretario consi-
deraran que el asunto objeto de la votación era grave o lo solicitaban, al menos, 
tres procuradores o próceres. El procedimiento desarrollado implicaba que los 
dos secretarios incluían en una lista los nombres de los procuradores o próceres 
que estaban presentes y uno de ellos confirmaba la presencia de los mismos 
leyendo la lista en voz alta. Posteriormente, el secretario nombraba a cada 
procurador o prócer que iban votando individualmente: a favor, en contra o 
manifestando su abstención. No podían añadir ninguna explicación adicional. 
Finalmente, el presidente y el secretario hacían su cómputo de votos e indicaban 
el resultado final.  
 
Merece especial atención el procedimiento que se seguía en las votacio-
nes vinculadas a los proyectos de ley en los que se actuaba siguiendo las 
siguientes pautas: 
 
 Primero, se discutía el proyecto en su totalidad; sometiéndose al Esta-
mento si se entraba en la discusión de sus disposiciones particulares. En estos 
casos, la votación siempre debía ser nominal. Si la mayoría consideraba que no 
había lugar a la discusión del proyecto y quedaba desechado, se cerraba la 
posibilidad de una nueva presentación en dicha legislatura. Si la mayoría 
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decidía que había lugar a la votación sobre las disposiciones particulares, se 
iniciaba la misma por el orden marcado en el proyecto entregado por el 
Gobierno, siendo preciso que cada uno de ellos hubiera sido aprobado o 
desaprobado antes de pasar al siguiente. Puede ocurrir que tras la discusión de 
un artículo la opinión general del Estamento fuera que el artículo debía volver a 
la Comisión para su nuevo análisis o modificación, para lo cual se efectuaba una 
nueva votación en el Estamento; si la mayoría estaba de acuerdo se mandaba a 
la Comisión y no podría ser discutido nuevamente en esa sesión. Una vez 
examinado cada uno de los artículos, el Secretario procedía la lectura (Título VII 
arts 68 al 77). 
 
Otro aspecto interesante a destacar, que supuso una novedad aportada 
por los Reglamentos de 1834, fueron los quorum necesarios para validar los 
acuerdos del Estamento de Procuradores, dado que se declaró válida cualquier 
decisión del Estamento en la que hubieran intervenido cincuenta procuradores. 
Frente a ello la Constitución gaditana determinó en el art. 139 que las 
votaciones debían realizarse a pluralidad absoluta de votos y para celebrarse 
debían estar presentes al menos la mitad más uno de la totalidad de los 
Diputados que componían las Cortes. 
 
En relación con los tipos de votación recogidos en el Reglamento de 1813 
fueron los siguientes: por el acto de levantarse los que aprueben y sentarse los 
que reprueben; por votación nominal y por escrutinio. El método más utilizado 
fue el primero, salvo petición de un diputado del sistema nominal, cuya 
admisión sería finalmente decidida, por las Cortes. En este caso el Secretario 
realizaba la pregunta y publicaba el resultado, y si hubiera duda se realizaba un 
nuevo recuento. Si la votación se desarrollaba por el sistema nominal, se ponían 
dos listas: una para los diputados que aprobaban y otra para los que 
reprobaban. Empezaba la votación por el Secretario más antiguo y seguían los 
demás por orden de antigüedad; seguidamente votaban los diputados situados 
en la derecha y posteriormente los de la izquierda; el Presidente votaba el 
último y los Secretarios regulaban los votos. Finalmente, para la votación por 
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escrutinio existían otros dos sistemas: en uno, los diputados se acercaban a la 
mesa e indicaban por quien votaban directamente o a través de cédulas escritas  
que se entregaban al presidente y eran depositadas en una caja. Con carácter 
general salvo que el asunto exigiera para su aprobación la votación de una 
mayoría de 2/3 era suficiente obtener mayoría absoluta ( mitad más uno)670. 
 
Como conclusión, los sistemas de votación utilizados por los dos 
reglamentos considerados son idénticos con la excepción de cómo y cuántos son 
aplicados en cada momento. En el reglamento de 1813 se utilizaron tres y en los 
dos de 1834 dos, con una mención expresa a que no se podía utilizar el sistema 
por aclamación. En los reglamentos de 1834 no se menciona el uso del 
escrutinio ni siquiera para el nombramiento de cargos. ¿Cuál podría ser la 
razón? Entiendo que la razón fundamental podía ser dar al sistema la mayor 
claridad posible conociendo los votos de cada procurador o prócer sin ningún 
género de dudas. Este planteamiento vuelve a ser un reflejo de la necesidad de 
control sobre los Estamentos que tanto la Corona como el Gobierno querían 
ejercer y que se puso de manifiesto en distintos temas, siendo especialmente 
sensible en todo lo relacionado con la iniciativa legislativa de los Estamentos. 
 
Como podemos apreciar en el cuadro, la peculiaridad del Estatuto Real 
en relación con la presentación de peticiones también alcanza al proceso de 
discusión de las mismas. Antes de admitirse su discusión cada una de las tres 
comisiones a las que eran enviadas emitían un dictamen y al menos dos debían 
estar de acuerdo para que se diera paso a su discusión. El día señalado para su 
discusión era leída íntegramente y los próceres o procuradores firmantes de la 
petición y los individuos que pertenecían a las comisiones que la hubieran 
examinado solo podían intervenir una vez en el turno que les correspondía. Los 
Secretarios de Despacho podían tomar parte en las discusiones pero no podían 
referirse ni directa ni indirectamente a la voluntad del monarca. La votación 
para decidir si la petición se presentaba o no al monarca se verificaba según el 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
670 Véase: Reglamento para el gobierno interior de las Cortes de Cádiz, Decreto CCXCIII, 
capítulo IX, arts.97-107.  
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procedimiento del título VI. Para la elevación a S. M. de una petición aprobada 
en el Estamento se utilizaba el procedimiento de la sanción recogido en los arts. 
78,79 y 80. (Título XI arts.108 al 118). 
 
No es posible comparar el procedimiento de tramitación de las peticiones 
porque no existieron ni en la Constitución gaditana ni en su reglamento. Por 
ello no he incluido el procedimiento de discusión en el cuadro anterior. El 
procedimiento se plasmó en los artículos 132 a 138 del Reglamento del 
Estamento de Procuradores y en los artículos 108 a 118 del Reglamento del 
Estamento de Próceres. 
 
5.3. Fase de sanción, publicación y promulgación 
 
Una vez aprobada la ley en los Estamentos se requería un nuevo paso 
para alcanzar la plena eficacia jurídica: la sanción real. De acuerdo con Xifra 
Heras este proceso se puede subdividir en tres fases: “tres momentos que 
actúan a modo de condiciones suspensivas de la obligatoriedad de la ley: el 
control, la promulgación y la publicación”671. 
 
El procedimiento de sanción de las leyes también mostraba diferencias 
en los reglamentos contrastados. La sanción real era requerida en cualquier 
caso pero el modo en el que se llevaba a efecto difería. Los términos en los que 
se redactó la sanción en los dos Reglamentos de 1834 está en la misma línea de 
sumisión a la Corona que otros aspectos ya descritos del régimen de 
funcionamiento interno en ambos Estamentos. En primer término, cuando un 
proyecto de ley hubiera sido aprobado en ambos Estamentos, era competencia 
del presidente del Estamento de Procuradores el nombrar una comisión 
integrada por doce individuos, incluidos el presidente y dos secretarios, para 
que presentasen a S. M., en el día y hora señalados por ésta, el proyecto 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
671 Xifra Heras, J., “El Proceso Legisltivo”, en Revista General de Legislación y Jurisprudencia,  
t. XLIII (1961), pág. 42. Por el que citamos, posteriormente se publicó como monografía. 
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aprobado para que: “S. M. se digne, si lo tuviere a bien, darle su sanción”672. 
Nuevamente se puede constatar los habituales términos de sumisión a la Corona 
que impregnan al redacción tanto del Estatuto Real como la de los Reglamentos 
de 1834. La Reina recibía en mano el proyecto aprobado  y contestaba a la 
Comisión con otra fórmula protocolaria que corrobora la reflexión expresada en 
el anterior párrafo: “La tomaré en consideración”673. El art. 101 del Reglamento 
del Estamento de Procuradores volvió a insistir: “Cuando S. M. se digne a dar su 
sanción a un proyecto de ley”. El procedimiento en este último caso implicaba 
que el Secretario de Despacho competente por razón de la materia remitiese una 
copia integra del proyecto con la rúbrica de S. M. y la siguiente resolución: 
Sanciono y ejecútese. Por el contrario, si la Reina decidía no sancionar el 
proyecto, el Secretario de Despacho correspondiente lo remitía a los Estamentos 
con una resolución para su archivo en las Cortes. En ambos casos las 
resoluciones llevaban el refrendo del Secretario de Despacho competente. Se 
procedía a la lectura íntegra del proyecto y la resolución final de S. M. en ambos 
Estamentos y no se permitía ningún tipo de discusión sobre el mensaje real. En 
el artículo 33 del Estatuto Real también se hacía mención, por un lado, a la 
necesidad de aprobación de los dos Estamentos para la formación de las leyes y 
por otro, al de la sanción real. 
 









 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
672 Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes, art.98.  
673 Reglamento para el régimen de gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes, art.100.  
	  	   431	  
 
Constitución de Cádiz y Reglamento 
de 1813.  
Sanción, promulgación y 
publicación 
Estatuto Real y Reglamentos de 
1834 
Sanción promulgación y 
publicación 
Art. 142. El Rey tiene la sanción de las 
leyes 
Art. 98 Cuando el Estamento de 
Próceres haya aprobado un pro-
yecto de ley, y lo fuere igualmente 
por el Estamento de Procuradores, 
nombrará el presidente de éste una 
comisión compuesta de doce indi-
viduos, incluso el mismo presi-
dente y dos secretarios, que pase en 
el día y la hora que S. M. señalare, a 
poner en sus reales manos el pro-
yecto aprobado por ambos Esta-
mentos, para que S.M se digne, si lo 
tuviera a bien, darle su sanción. 
Art. 33 del Estatuto Real: 
Para la formación de las leyes se 
requiere la aprobación de uno y 
otro Estamento y la sanción del Rey. 
Art. 143. Da el Rey la sanción por esta fór-
mula, firmada de su mano: “Publíquese 
como ley”. 
Art.101 Cuando S. M. se digne a dar 
su sanción a un proyecto de ley, el 
Secretario de Despacho a quien co-
rresponda pasará a cada Estamento 
una copia íntegra de dicho proyecto, 
y al fin de él escrita y rubricada de 
la mano de S. M. esta resolución: 
Sanciono y ejecútese. La resolución 
de S. M. la refrendará el Secretario 
de Despacho a quien competa la 
ejecución. 
Art. 144. Niega el Rey la sanción por esta 
fórmula igualmente firmada de su mano: 
“Vuelva a las Cortes”; acompañado al 
mismo tiempo una exposición de las 
razones que ha tenido para negarla. 
Art. 102 Cuando S. M. no haya tenido a 
bien dar su sanción a algún proyecto 
de ley aprobado por los dos 
Estamentos, el Secretario de Despa-
cho a quien corresponda pasará a 
cada uno de ellos una copia íntegra 
de dicho decreto, y escrita al pié de 
él, de mano de S. M., la resolución 
siguiente: Archívese en las Cortes. 
Esta resolución irá igualmente re-
frendada por el Secretario del Des-
pacho a quien corresponda el asun-
to del que se trate. 
Art. 145. Tendrá el Rey treinta días para 
usar de esta prerrogativa: si dentro de 
ellos no hubiere dado o negado la sanción, 
por el mismo hecho se entenderá que la 
ha dado, y la dará en efecto. 
 
	  	   432	  
Art. 146. Dada o negada la sanción por el 
Rey, devolverá a las Cortes uno de los 
originales con la fórmula respectiva, para 
darse cuenta en ellas. Este original se 
conservará en el archivo de las Cortes, y el 
duplicado quedará en poder del Rey. 
Art. 103 Bien sea que S. M. se digne  dar 
su sanción, bien sea que no lo tenga por 
conveniente, se presentará en ambos 
Estamentos uno de los secretarios de 
despacho y leerá desde la Tribuna la 
copia del proyecto de ley, con la 
resolución de S. M. 
Art. 147. Si el Rey negare la sanción, no se 
volverá a tratar del mismo asunto en las 
Cortes de aquel año; pero podrá hacerse 
en las del siguiente. 
Art. 103… Concluida la anterior 
lectura, el presidente del Estamento 
respectivo anunciará la fórmula 
siguiente: “El Estamento de …ha 
oído con la veneración que debe la 
augusta resolución de S. M.” 
Dichas estas palabras no se podrá 
suscitar ninguna discusión sobre el 
mensaje real, y todo lo que se hicie-
re en contra será nulo y de ningún 
valor ni efecto. 
Art. 148. Si en las Cortes del siguiente año 
fuere de nuevo propuesto, admitido y 
aprobado el mismo proyecto, presentado 
que sea al Rey, podrá dar la sanción, o 
negarla segunda vez en los términos de 
los artículos 143 y 144, y en el último caso, 
no se tratará del mismo asunto en aquel 
año. 
 
Art. 149. Si de nuevo fuere por tercera vez 
propuesto, admitido y aprobado el mismo 
proyecto en las Cortes del siguiente año, 
por el mismo hecho se entiende que el 
Rey da la sanción, y presentándosele, la 
dará en efecto por medio de la fórmula 
expresada en el art. 143. 
 
Art. 150. Si antes de que expire el término 
de treinta días en que el Rey ha de dar o 
negar la sanción, llegare el día en que las 
Cortes han de terminar sus sesiones, el 
Rey la dará o negará en los ocho primeros 
de las sesiones de las siguientes Cortes, y 
si este término pasare sin haberla dado, 
por esto mismo se entenderá dada, y la 
dará en efecto en la forma prescrita; pero 
si el Rey negare la sanción, podrán estas 
Cortes tratar del mismo proyecto. 
 
Art. 151. Aunque después de haber negado 
el Rey la sanción a un proyecto de ley se 
pasen alguno o algunos años sin que se 
proponga el mismo proyecto, como vuelva 
a suscitarse en el tiempo de la misma 
diputación, que le adoptó por la primera 
vez, o en el de las dos diputaciones que 
inmediatamente la subsigan, se entenderá 
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siempre el mismo proyecto para los 
efectos de la sanción del Rey, de que 
tratan los tres artículos precedentes; pero 
si en la duración de las tres diputaciones 
expresadas no volviere a proponerse, 
aunque después se reproduzca en los 
propios términos, se tendrá por proyecto 
nuevo para los efectos indicados. 
Art. 154. Publicada la ley en las Cortes, se 
dará de ello aviso al Rey, para que se 
proceda inmediatamente a su promul-
gación solemne. 
 
Art. 155. El Rey, para promulgar las leyes, 
usará de la fórmula siguiente: N. (el 
nombre del Rey) por la gracia de Dios y 
por la Constitución de la Monarquía 
española, Rey de las Españas, a todos los 
que las presentes vieren y entendieren; 
sabed: Que las Cortes han decretado, y 
Nos sancionamos lo siguiente: (Aquí el 
texto literal de la ley.) por tanto, manda-
mos a todos los tribunales, justicias, jefes, 
gobernadores y demás autoridades, así 
civiles como militares y eclesiásticas, de 
cualquiera clase y dignidad, que guarden 
y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. Ten-
dréislo entendido para su cumplimiento, y 
dispondréis se imprima, publique y 
circule. (Va dirigida al Secretario del Des-
pacho respectivo.) 
 
Art. 156. Todas las leyes se circularán de 
mandato del Rey por los respectivos 
Secretarios del Despacho directamente a 
todos y cada uno de los Tribunales 
Supremos y de las provincias, y demás 
jefes y autoridades superiores, que las 
circularán a las subalternas. 
 
Artículo XVIII. Los decretos de las 
Cortes que tengan el carácter de ley, se 
extenderán en la forma siguiente para ser 
presentados a la sanción del Rey. Las 
Cortes, después de haber observado todas 
las formalidades prescritas por la 
Constitución, han decretado lo siguiente 
(aquí se pondrán los artículos aprobados), 
lo cual presentan las Cortes a S.M. para 
que tenga a bien dar su sanción (aquí la 
fecha y las firmas de presidente y de dos 
de los secretarios). Si se presentare el 
mismo proyecto segunda vez, se expresará 
lo mismo, y a la tercera se dirá: que las 
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Cortes presenten el decreto a S.M. para 
que tenga a bien dar la sanción en con-
formidad del artículo 149 de la Cons-
titución. 
Artículo CIX. En los decretos sobre 
aquellos asuntos, en que a propuesta del 
Rey recaiga la aprobación de las Cortes, se 
usará de esta fórmula. Las Cortes habien-
do examinado la propuesta de S.M. sobre 
(aquí la propuesta del Rey) han aprobado 
(aquí se pondrá lo que se haya resuelto), y 
concluirá con la fecha y las firmas del 
presidente y de dos de los secretarios. El 
Rey lo publicará con la fórmula siguiente. 
N. Por la gracia de Dios, y por la Cons-
titución de la monarquía española, Rey de 
las España, a todos los que las presentes 
vieren y entendieren, sabed: Que habien-
do Nos propuesto a las Cortes (aquí el 
texto), las Cortes lo han aprobado, y por 
tanto mandamos etcétera, según se expre-
sa en la publicación de las leyes. 
 
Artículo CX. En los casos en que 
conforme a la Constitución, el Rey pida a 
las Cortes su consentimiento, se usará de 
la misma fórmula en el decreto, como 
también en la de su publicación cuando 
hubiere de hacerse. 
 
Artículo CXII. En la menor edad del 
Rey, o en el caso de imposibilidad, cuando 
la Regencia no tuviere la sanción de las 
leyes por no habérsela concedido las 
Cortes, se usará de la fórmula que ahora 
se acostumbra con las variaciones 
respectivas. 
 
Artículo CXIII. En el caso que las 
Cortes no concedan a la Regencia en los 
términos que les parezca, la sanción de las 
leyes que pertenece por la Constitución al 
Rey, no podrán dejar de pedir, antes de la 
votación de cualquiera proyecto de ley, 
informe a la Regencia, que lo dará oyendo 




En el Reglamento de 1813 la regulación sobre la sanción real fue muy 
detallada y quedó completa con la aparecida en la Constitución de Cádiz en los 
artículos 142 a 153. La sanción correspondía al Rey, que podía otorgarla 
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utilizando la siguiente fórmula: “Publíquese como ley”674, o bien denegarla con 
la siguiente indicación: “Vuelva a las Cortes”675.  En cualquiera de los dos casos 
el plazo máximo que poseía el monarca eran 30 días; si transcurridos los 
mismos no se había pronunciado su silencio era interpretado positivamente. 
Tanto si era sancionado positiva como negativamente, el proyecto de ley volvía a 
las Cortes y el original era conservado en el Archivo de las mismas. Si la sanción 
era denegada el asunto no podía volver a tratarse en las Cortes en ese año pero 
sí en el siguiente. Si tratado en años sucesivos volvía a denegarse se planteaba 
un límite admisible de tres veces. En el último de las cuales, si el proyecto era 
nuevamente admitido por las Cortes, el Rey se veía obligado a sancionar 
positivamente, ordenando su publicación como ley en los términos recogidos en 
el art. 143 de la Constitución de 1812. Esto es una claro ejemplo de que el poder 
legislativo residía en las Cortes, con un papel preponderante que se imponía, en 
este sentido, sobre los deseos del monarca.  
 
Dentro del Reglamento de 1813, este tema se recogió en el capítulo X, en 
el que se distinguió entre decretos de las Cortes que tenían carácter de ley y 
aquellos otros decretos emitidos en las Cortes sobre asuntos que no requerían 
ser propuestos al Rey. La tramitación de los primeros, recogida en los artículos 
CVIII y CIX, disponía siguiendo las formalidades previstas en la Constitución, la 
presentación del decreto a S. M. para que diera su sanción. Si no lo hacía, la 
tercera vez que se presentase para su sanción, S. M. debía darla de acuerdo con 
lo dispuesto en el art. 149 de la Constitución que obligaba a la sanción positiva 
con el resultado final de la publicación del decreto como ley. Dentro de este 
grupo de decretos había que considerar también los estudiados y aprobados  en 
las Cortes a propuesta del Rey. Se aplicaba una fórmula en la que se indicaba 
que una vez examinada la propuesta del Rey las Cortes la habían aprobado y 
firmaban el presidente y dos secretarios de las Cortes, procediendo el Rey 
posteriormente a su publicación siguiendo una fórmula determinada. La 
tramitación de los segundos, sobre asuntos que no requerían ser propuestos ni 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
674 Constitución de 1812, art. 143. 
675 Ídem, art. 144. 
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sancionados por el Rey: dotación de la casa real, asignación de alimentos a la 
Reina madre…, implicaba la utilización de la siguiente fórmula: “Las Cortes 
usando de la facultad que se les concede por la Constitución, han decretado…”. 
Concluía con la firma del Presidente y los dos Secretarios y eran remitidos al 
Rey a través del Secretario de Despacho correspondiente676.  
 
Como conclusión, hemos podido comprobar como la sanción real se 
convirtió en una materia tratada con gran detalle en la Constitución de Cádiz y 
en el Reglamento de 1813 donde la preponderancia del poder legislativo en todo 
lo relacionado con la potestad legislativa de las Cortes quedó patente hasta en 
este tema. La intención era cubrir todos los ángulos posibles, para que si las 
Cortes consideraban que se debía aprobar un proyecto éste llegara a buen fin y  
la sanción real no fuera nunca un impedimento; incluso en el supuesto de que el 
Rey plantease un veto inicial se abría la posibilidad de una presentación 
sucesiva del proyecto hasta un máximo de tres veces. Esto constituyó la 
expresión de un cierto  atisbo de control sobre el poder ejecutivo que implicaba 
una dilatación del proceso de aprobación definitiva, pero constituía un veto 
suspensivo que era perfectamente subsanable en la tercera presentación del 
proyecto en el que ya debía ser sancionado positivamente. Frente a ello, en los 
Reglamentos de 1834 la sanción real se llegó a convertir en un auténtico veto 
absoluto para aquellos proyectos que no fueran aprobados en los términos que 
el Gobierno o la Reina consideraran convenientes a sus intereses. Los 
Estamentos carecían, como hemos tenido oportunidad de comprobar, de 
iniciativa porque los proyectos y proposiciones se presentaban a través de un 
Decreto Real. La escasa iniciativa que se podría reflejar en la modificación de la 
redacción de los textos presentados quedaba cercenada ante una negativa real 
de sanción que no admitía discusión posible y llevaba al asunto a ser finamente 
archivado sin opción a un ulterior debate.   
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
676 Para completar información sobre el procedimiento de sanción véase: el Reglamento para el 
gobierno interior de las Cortes de Cádiz…, arts. 108-113.  
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Por último, en lo relativo a la promulgación, algunos autores como  Xifra 
Heras consideran que el proceso estaba integrado por varias fases: “1) El 
testimonio de la aprobación de la ley por parte de los órganos competentes. 2) 
La manifestación de voluntad de promulgar. 3) La orden de publicación de la 
ley. 4) La cláusula ejecutiva o de obligatoriedad erga omnes”677.  
 
Algunas de las fases anteriormente mencionadas están reflejadas en los 
Reglamentos de 1834. Cada vez que la Reina sancionaba positivamente el 
proyecto de ley éste era refrendado por el Secretario de Despacho competente 
por razón de la materia. Con posterioridad, entregaba a los dos Estamentos la 
copia del proyecto con la siguiente resolución recogida al final del mismo: 
“Sanciono y ejecútese”, lo que constituía una evidente manifestación de la 
voluntad de promulgar. A lo que no se aludió expresamente es a la publicación 
que, sin embargo, sí hemos visto  mencionada en algunos Diarios de Sesiones. 
 
 En el Reglamento de 1813 todo el proceso de promulgación y publicación 
está regulado de manera detallada incluyendo las hipótesis de minoría e 
imposibilidad del Rey cuando no se hubiera atribuido la sanción a la Regencia. 
La diferencia más significativa que apreciamos es que sancionado el proyecto de 
ley por el Rey, ni en la Constitución de 1812 ni en el Reglamento de 1813  se 
contempló la necesidad del refrendo ministerial tras la sanción real. 
 
5. Atribuciones judiciales 
 
Otro aspecto a destacar es el ejercicio de atribuciones judiciales. En los  
Reglamentos de 1834 este tema se recoge expresamente en el título XII. En ellos 
se plasmaron supuestos concretos y tasados en los que los Estamentos de 
Procuradores y Próceres ejercieron atribuciones judiciales, dejando claro que 
eran las únicas funciones judiciales que podían ejercer. Dichas atribuciones se 
recogieron en el art. 139 que se expresaba en los siguientes términos: “El 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
677 Xifra Heras, J. “El Proceso Legisltivo”,  en  Revista General de Legislación y Jurisprudencia,  
t. XLIII (1961) , pág.18. 
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Estamento de Procuradores del Reino no podrá ejercer directa ni 
indirectamente ninguna atribución judicial, excepto en los casos que se expre-
san a continuación. Primero. Cuando promueva la acusación contra algún 
Secretario del Despacho por los delitos que prefije la ley de responsabilidad, 
según los trámites que ésta señale. Segundo. Cuando ejerza el Estamento de 
Procuradores el derecho a juzgar a sus propios individuos, ya sea por delitos 
comunes que cometan durante el tiempo de su mandato, ya por las faltas o 
abusos en que puedan incurrir, como tales Procuradores. Tercero. Cuando el 
Estamento ejerza autoridad correccional, con respecto a las personas que hayan 
atentado contra el Estado o contra alguno de sus individuos, o perturbado el 
buen orden durante las sesiones, o cometido de hecho, por escrito o de palabra, 
algún desacato contra el Estamento de Procuradores que éste juzgue 
conveniente castigar”678.  
 
En el Reglamento de 1834 que regulaba el régimen interior del 
Estamento de Próceres  se recogieron en el título XII las atribuciones judiciales, 
concretamente en los artículos 119 y 120. El ejercicio de estas atribuciones se 
limitaban a los casos tasados siguientes:  
 
Primero. Cuando se juzgaba a los Secretarios de Despacho sobre la base 
de una acusación entablada por el Estamento de Procuradores de acuerdo con 
una ley de responsabilidad y según los trámites que ésta señale. 
 
Segundo. Cuando conozca delitos graves contra la inviolabilidad del 
Trono o la seguridad del Estado. 
Tercero. Cuando ejerza el derecho privativo de juzgar a sus individuos ya 
sea por delitos comunes o por abusos que hubieran podido cometer en su 
calidad de próceres. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
678 Reglamento para el régimen y gobierno del Estamento de Procuradores a Cortes…, art. 139.  
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Cuarto. Cuando ejerzan como autoridad contra los que hubieran 
intentado atentar contra el Estamento, sus integrantes, aquellos que hubieran 
perturbado el orden durante las sesiones o cometido algún desacato. 
 
Todos los trámites se debían establecer a través de un decreto especial 
que recogiese todas las reglas y procedimientos a seguir cuando en el Estamento 
se ejercían dichas atribuciones buscando la conciliación y el equilibrio entre la 
independencia del Estamento y los principios de defensa y justicia de los 
acusados. 
 
 A diferencia del Reglamento de 1813 en el que estas atribuciones  
aparecían en el capítulo V  denominado ” De los diputados” (artículos 52 a 62). 
El juicio de las causas criminales sobre los diputados se realizaba por un 
tribunal nombrado por las Cortes e integrado por dos salas, en las que los jueces 
y el fiscal eran diputados. Los jueces, de acuerdo con el Reglamento de 1813: “Se 
renovarán en las primeras sesiones de cada uno de los dos años de la diputación 
general”679. Las leyes que se aplicaban a los diputados eran las mismas que al 
resto de los ciudadanos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 56. El 
procedimiento se iniciaba cuando se planteaba ante las Cortes una queja contra 
un diputado, por una falta cometida en el ejercicio de sus funciones o por 
cualquier otra causa que pudiera merecer un castigo. Para su examen se pasaba 
a una comisión especial y se escuchaba al diputado, determinando a posteriori 
las Cortes si había suficiente base para formar una causa. Si la respuesta era 
positiva se remitía el expediente al tribunal creado por las Cortes. El diputado 
no podía estar presente en la votación.  También, e podía llegar a exigir 
responsabilidad a alguno de los miembros del tribunal o a todo el tribunal, en 
cuyo caso las Cortes nombraban otro integrado por nueve jueces al que se 
remitía el expediente para sustanciar la causa. 
 
 En el Reglamento de 1813 se incluyó, además, un supuesto que era 
objeto de una regulación separada. La exigencia de responsabilidad a los 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
679 Reglamento para el gobierno interior de las Cortes de Cádiz …, art. 54.  
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secretarios de despacho fue objeto de un capítulo específico: el capítulo XII, en 
el que cualquier diputado, fundamentando su solicitud, podía plantear el asunto 
ante las Cortes, que era la que lo remitía a una comisión para su análisis. 
Posteriormente, tras su discusión, en la que el Secretario de Despacho era 
escuchado, se procedía por votación a decidir si había lugar a la formación de 
una causa. En la regulación de este tema había una remisión expresa al art. 229 
de la Constitución y no a una ley futura de responsabilidad. En la Constitución 
de Cádiz se aclaraba que, formada la causa, el Secretario de Despacho debía 
quedar en suspenso y las Cortes asumían la responsabilidad de remitir al 
Tribunal Supremo de Justicia todos los documentos relacionados; asimismo  
sería este Tribunal el que sustanciara la causa con arreglo a las leyes. Todo ello 
es una manifestación clara y concisa del control del poder legislativo sobre el 
ejecutivo en el período gaditano. 
 
 Los Reglamentos de 1834 plantearon este tema de un modo superficial, 
remitiendo su posterior desarrollo a una ley. Es cierto que es una de las 
funciones de mayor trascendencia planteada en los Reglamentos pero no se 
profundizó en ella, y se supeditó cualquier tipo de operatividad a la pro-
mulgación de una futura ley de responsabilidad ministerial. Hubo intentos 
reiterados en este sentido desde la primera legislatura; así el 27 de mayo de 
1835 Martínez de la Rosa nombró una comisión de próceres y procuradores que 
tuvieron la misión de elaborar una ley sobre la responsabilidad ministerial que 
él denominó “código de procedimientos”, considerando que “lejos de rehuir la 
responsabilidad el Ministerio, no solo la ha puesto como un principio 
establecido, sino que ha dado pasos efectivos para llevarla a ejecución”680. La 
postura de Martínez de la Rosa en todo este debate siempre fue clara y la 
expresó en los siguientes términos: “Varias veces he reconocido expresamente, y 
como yo lo han hecho otros Secretarios del Despacho, que la responsabilidad 
que pesa sobre los ministros es una condición inherente y esencial de todo 
gobierno representativo. Diré más: la responsabilidad de los ministros es la que 
asegura la estabilidad del Trono, y cabalmente en los países en que los ministros 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
680 D.S. Procuradores, 27 de mayo de 1835, pág. 2606. 
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no son responsables, allí es donde la vida de los Soberanos está más 
expuesta”681.  
 
Finalmente, fue el gobierno de Mendizábal el que reactivó la presentación 
de este proyecto de ley que fue presentado el 18 de diciembre de 1835 en el 
Estamento de Próceres, contenía tres títulos y un total de 41 artículos. 
  
En el Título I se exigió a los Secretarios del Despacho la obligatoriedad 
que pesaba sobre ellos de firma y refrendo, tanto de las leyes promulgadas como 
de los decretos, reglamentos, etc. que emanaran de la autoridad real, 
exigiéndoles la responsabilidad de ejecución sobre los mismos. La denuncia al 
Estamento de la responsabilidad de los Secretarios de Despacho recaía sobre los 
Procuradores del Reino, así como el derecho de denuncia sobre dicho 
Estamento. La instrucción y sentencia de las causas, por el contrario, recayeron 
sobre el Estamento de Próceres. En ningún caso el Rey podía impedir la 
formación de una causa contra los Secretarios de Despacho, ni aun utilizando su 
prerrogativa de disolución del Estamento. La causa continuaría en la siguiente 
legislatura tanto en la fase de acusación, como en la de instrucción y sentencia. 
 
El Título II concretó en detalle todo el proceso de acusación que se 
iniciaba en el Estamento de Procuradores. Se exigió denuncia justificada de uno 
o más procuradores, con un límite temporal de un año para exigir la 
responsabilidad de actos del Gobierno ejecutados en la península y de dos 
cuando fueran ejecutados en las provincias de Ultramar. 
 
Si la denuncia prosperaba se abría un trámite previo de información y 
posterior de audiencia al denunciado o denunciados. Si se admitía la denuncia 
se nombraba una comisión integrada por un número de entre cinco y nueve 
procuradores que tenía toda la jurisdicción sobre el tema y nombraba a uno de 
sus individuos para que actuara de Juez Instructor y otro como Secretario. En 
un plazo de 30 días la comisión debía haber practicado todas las diligencias del 	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sumario inicial y emitir el preceptivo informe al Estamento. El Presidente del 
Estamento de Procuradores enviaba una copia del informe a los Secretarios de 
Despacho denunciados. Una vez discutido en el Estamento el informe, cualquier 
procurador podía proponer el sobreseimiento de la causa y si tras una votación 
prosperaba, todo lo actuado hasta el momento carecería de valor. Si, por el 
contrario prosperaba, se procedía a la elección de tres a cinco comisarios 
quienes la defendían ante el Tribunal de Próceres. 
 
 En el Título III se recogió el modo en el que procedía el Tribunal 
Supremo de Próceres. Cuando el Presidente del Estamento recibía el acta de 
acusación, por fuerza debía constituir el Tribunal para fallar la causa. Se 
llamaba al acusado o acusados para que comparecieran personalmente 
escuchadas sus confesiones y tras una instrucción de ocho días, se señalaba un 
día para la vista ante Tribunal Supremo de Próceres. El día elegido el Presidente 
del Tribunal leía toda la causa y se escuchaba a todos los testigos, los comisarios 
y los defensores de los acusados. Finalizado todo este proceso y a puerta 
cerrada, se llevaba a efecto la votación valorando la culpabilidad o inocencia del 
acusado, y si se consideraba culpable la pena que debía imponerse. En ambos 
casos, se requería el voto favorable de las cinco octavas partes. Las penas que se 
podían imponer eran las establecidas por las leyes. El Tribunal debía dictar 
sentencia que se notificaba al reo, al Gobierno y al Estamento de Procuradores 
para que procedieran a ejecutarla682.  
 
 Se nombró una comisión para el estudio del proyecto presentado que fue 
aprobado en el Estamento de Próceres pero nunca llegó a discutirse en el 
Estamento de Procuradores. En este sentido Tomás Villarroya indicó: “El 
proyecto de ley fue discutido y aprobado en el Estamento de Próceres; pero las 
sucesivas disoluciones de las Cortes y las interminables discusiones sobre la ley 
electoral impidieron que el Estamento popular llegase a ocuparse del mismo”683. 
Sin perjuicio de esto, hemos comprobado en el apartado relativo a las facultades 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
682 D.S. Próceres nº9 del 18 de diciembre de 1835, págs. 46-49. 
683 Villarroya, J. T., Op. cit., pág. 373. 
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judiciales del Estamento de Procuradores ya relatado anteriormente, cómo se 
exigió responsabilidad de facto al Gobierno en dos momentos concretos que 
fueron los sucesos acontecidos en la Casa de Correos en enero de 1835 y tras la 
firma del convenio Elliot entre Zumalacárregui y el general Valdés. 
 
7.  Relación entre los Estamentos 
 
Un tema que específicamente se plantea en los Reglamentos de 1834 y no 
se recoge en ninguno de los textos reglamentarios anteriores, por obvias 
razones, es la relación entre los Estamentos de Procuradores y de Próceres.  
Esta relación aparece recogida en el título X del Reglamento de Régimen 
Interno del Estamento de Procuradores y en el mismo título del Reglamento de 
Régimen interno del Estamento de Próceres. 
 
En el ámbito de las relaciones entre ambos Estamentos se podían 
producir las siguientes situaciones: 
 
A) Las materias relacionadas con los presupuestos de gastos, Hacienda y 
crédito público se presentaban en primer lugar ante el Estamento de 
Procuradores. 
 
B) Los demás asuntos y los proyectos de ley podían dirigirse, en primer 
lugar, indistintamente a cualquiera de los Estamentos. 
 
C) Si el Gobierno remitía al Estamento de Procuradores un proyecto de 
ley que había sido aprobado por el Estamento de Próceres se imprimía y pasaba 
a una comisión para que emitiese un dictamen. En los mismos términos se 
procedía en el supuesto de que el Gobierno hubiera remitido un proyecto de ley 
al Estamento de Procuradores que ya se hubiese aprobado en el Estamento de 
Próceres. 
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  D) Si el Estamento de Próceres aprobaba un proyecto de ley en los 
mismos términos que en el Estamento de Procuradores se procedía a la sanción 
del mismo por el procedimiento indicado en los respectivos reglamentos. 
 
E) Si el Estamento de Próceres desautorizaba un proyecto de ley que ya 
había sido autorizado en el Estamento de Procuradores, el Presidente del 
Estamento de Próceres se dirigía al Presidente del Consejo de Ministros con un 
oficio de remisión. Del mismo modo se procedía en el supuesto contrario, si el 
que desautorizaba era el Estamento de Procuradores. 
 
F) Si en el Estamento de Próceres se pretendía modificar un proyecto de 
ley aprobado en el Estamento de Procuradores, los Presidentes de cada 
Estamento nombraban cinco individuos de sus respectivos Estamentos y 
creaban una Comisión mixta con el propósito de conciliar las posturas de 
ambos. Cada grupo de cinco que había sido nombrado por su respectivo 
Estamento debía presentar un dictamen de las modificaciones que se habían 
introducido en el Estamento de Próceres. Señalaba el Presidente un nuevo día 
para su discusión. Si el Estamento de Procuradores aceptaba las modificaciones 
propuestas, se remitía al Gobierno para la resolución de S. M. Si no se admitían, 
volvería de nuevo al Estamento de Próceres para que se procediese a su 
discusión. Si después de esta revisión no se llegaba a un acuerdo el proyecto 
quedaba desechado. El mismo procedimiento se seguía si era el Estamento de 
Procuradores el que pretendía modificar un proyecto aprobado por el 
Estamento de Próceres. 
 
Con carácter general, es importante destacar que en el Estamento de 
Próceres no se podían mencionar los discursos ni las votaciones del Estamento 
de Procuradores. Ni tampoco podían invitar a los Procuradores a realizar 
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8.  Sesiones secretas 
 
Un tema tratado también en los Reglamentos de 1834 es la celebración de 
sesiones secretas. En el Estatuto Real se determinó, en el artículo 48, el carácter 
público de las sesiones salvo los casos excepcionales que se señalaran. Así, en 
los Reglamentos de 1834 los supuestos en los que las Cortes podían celebrar 
sesiones secretas eran los siguientes: cuando la Reina remitía un asunto que por 
su naturaleza precisaba este tipo de sesión y era indicado en el Real Decreto de 
remisión; cuando el Presidente y los Secretarios determinaban convocar una 
sesión secreta pero estrictamente sobre temas relacionados con el orden y el 
régimen interior del Estamento; en cuestiones relacionadas con demandas o 
quejas contra cualquier procurador y, por último, en los supuestos en los que los 
procuradores reclamaban la autoridad del Estamento cuando alguno de sus 
integrantes hubiera sido calumniado gravemente de cualquier forma. En este 
último caso se detalla el procedimiento a seguir, dado que se discutía en sesión 
secreta si se tomaba en consideración la queja presentada por el procurador. 
Este debía entregarla por escrito al presidente con, al menos, veinticuatro horas 
de anticipación. Se exigía para una resolución favorable o desfavorable el voto 
mayoritario del Estamento. Si  resolvía negativamente, se insertaba la queja en 
un acta secreta pero no se podía volver a plantear, quedando expedita para el 
procurador agraviado el derecho a acudir a los tribunales competentes. Si, por el 
contrario, la mayoría tomaba en consideración la queja del procurador se 
remitía la misma a una comisión especial para que emitiera un informe y, a la 
vista del mismo, se valoraba si había lugar a la apertura de una causa. 
Nuevamente, de esta forma, se cercenó la libertad de actuación e iniciativa de 
las Cortes. 
 
 En los Reglamentos vinculados al período doceañista la decisión final 
sobre si un asunto debía o no debatirse en secreto la tomaban las Cortes. En 
ellas radicaba la resolución final. En el Reglamento de 1813 la referencia a este 
asunto apenas ocupa un artículo. Se incluyó este tema en los artículos 
insertados dentro del capítulo VI dedicado a las sesiones. Las sesiones gene-
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ralmente eran públicas y siempre debían ser las Cortes las que tomaban las 
resolución final acerca de la consideración de los temas que eran sometidos a 
sesión secreta. El propio Reglamento de 1813  dio un paso más respecto al 
anterior de 1810 e indicó en su artículo 72, personalizando en el Presidente y los 
cuatro Secretarios de las Cortes, a los responsables de calificar los negocios que 
deberían tratarse en sesión secreta recayendo en las Cortes la decisión final. 
 
Sin embargo, el moderantismo imperante en la época del Estatuto Real 
vuelve a restringir la capacidad de los Estamentos limitando los supuestos en 
los que las Cortes podían celebrar sesiones secretas a casos tasados en el 
Estatuto Real. En este sentido la libertad de los Estamentos quedó restringida al 
debate de cuestiones de régimen interior o al supuesto de quejas planteadas por 
los procuradores que hubieran sufrido agravios en forma de calumnias e 
injurias.  
 
En todo el período del Estatuto Real solo se celebraron ocho sesiones 
secretas ¿cuáles pueden ser las razones de tan escaso número? El propio Fermín 
Caballero da una respuesta sin fisuras a esta pregunta: “El miedo y la 
desconfianza, que eran las pasiones predominantes en el Gobierno del Estatuto, 
le hacían ver un gran peligro en las sesiones secretas y extraordinarias de las 
Cortes”684. 
 
De las cinco sesiones secretas celebradas en la primera legislatura, tan 
solo fue relevante la del 13 de febrero de 1835, en la que se criticó abiertamente 
un artículo publicado por la revista El Mensajero por el que se denunció la 
obtención de beneficios de alguno de los integrantes de la Comisión de Deuda 
Interior, en base a la información privilegiada que poseían. Alcalá Galiano fue 
uno de los redactores de la revista que evidenció con pruebas tan corrupta 
práctica. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  684	  Caballero, F., Op. cit., pág. 90.	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En la última legislatura se celebraron otras tres sesiones de especial 
interés. La del 23 de abril de 1836 en la que se discutieron notas de gastos 
realizadas en el Estamento que no fueron debidamente justificadas por el 
responsable, el maestro de ceremonias Sebastián Llanos. Al ser una cuestión 
que comprometía la seriedad y el rigor que debía caracterizar una institución 
como las Cortes, Olózaga pidió que Llanos diera cuenta personalmente de los 
mencionados fondos.  
 
La sesión del 4 de mayo de 1836 relacionada con los sucesos del 15 y 16 
de agosto de 1835,  y la discrepancia que se planteó entre el ministro de Guerra, 
a la sazón el Conde de Almodóvar, y los generales Espartero y Córdoba que 
provocó la reacción de estos, que se plasmó en la publicación de unos artículos 
que comprometían la inviolabilidad de los procuradores. Dichas declaraciones 
promovieron la protesta del procurador progresista Varona. En la última sesión 
secreta de 5 de mayo se solventó el tema, con la retirada de la protesta de 
Varona y con el compromiso de que los generales implicados se retractarían por 











CONCLUSIONES 	  	  
Al finalizar nuestro trabajo y por ende el análisis de las Cortes del 
Estatuto Real, no podemos más que admirar el interés con el que los 
protagonistas del momento se enfrentaron a una España absolutamente 
desestructurada que requería con urgencia reformas que permitieran su 
adaptación a los nuevos tiempos.  
 
 Desde un punto de vista institucional no es posible comprender la 
evolución de las Cortes del Estatuto sin insertarlas en una realidad espacio 
temporal que viene determinada por el fallecimiento de Fernando VII y el 
problema sucesorio que provocó la primera guerra carlista. La guerra lo 
envuelve todo, condiciona su convocatoria, determina el desarrollo de las 
legislaturas y de alguna manera precipita su final.  
 
Otro condicionante de la evolución de la institución procede del pasado 
histórico, representado por la Constitución de Cádiz y el Trienio Liberal y los 
períodos absolutistas intercalados entre ambas. Muchos de los antiguos y 
pujantes liberales de Cádiz habían pasado largos períodos en el exilio, sobre 
todo en Francia e Inglaterra, lo que les había conectado directamente con el 
ideario liberal europeo, y cuando tomaron las riendas del poder político en 
España, tras el fallecimiento de Fernando VII, quisieron buscar la solución más 
adecuada que garantizase, por un lado, los derechos dinásticos de Isabel II y, 
por el otro, el comienzo de una nueva andadura política liberal. 
 
El camino debía ser recorrido con prudencia y firmeza, emprendiendo las 
reformas necesarias en un doble ámbito político y administrativo. Las reformas 
administrativas se acometieron sin demora; para ello la Reina contaba con un 
eficaz colaborador, profundo conocedor de los entresijos de la Administración: 
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Javier de Burgos, con quien se abordaron importantes reformas que per-
mitieron la adaptación de nuestra nación a los nuevos tiempos.  
 
Las reformas políticas fueron otra cuestión, con una implantación 
complicada para una España inmersa en una guerra civil. Dichas reformas 
exigían iniciar el camino liberal garantizando el orden público y preservando los 
derechos dinásticos de Isabel II. 
 
Todas estas circunstancias marcaron profundamente la convocatoria de 
las Cortes del Estatuto Real. La redacción de sus 50 artículos es toda una 
expresión del temor que latió en sus redactores de iniciar una nueva senda 
liberal sin límites. Todo en el texto parece estar perfectamente atado, no se dejó 
ningún resquicio sin contemplar toda alusión: a la soberanía nacional quedó 
borrada de raíz.  
 
Hemos tenido oportunidad de comprobar que a excepción de Tomás 
Villarroya y algunos historiadores de la época isabelina, es una etapa que ha 
sido estudiada muy superficialmente por los historiadores generalistas,  
constitucionalistas e historiadores del derecho.  
 
 Tras el estudio de las Cortes desarrollado en el presente trabajo hemos 
encontrado respuesta a las tres hipótesis inicialmente planteadas.  
 
 La primera de ellas nos llevó a preguntarnos ¿en qué medida las Cortes 
del Estatuto Real surgieron con vocación de continuidad o nacieron ya con una 
finalidad de transitoriedad en este turbulento período de la historia de España?  
 
Con absoluta certeza, tras el análisis de las distintas fuentes utilizadas, 
apoyamos la vocación de continuidad con que fueron convocadas. Ya desde el 
momento previo a la discusión de los distintos borradores del Estatuto Real 
fueron bastante elocuentes las reflexiones del Consejo de Gobierno sobre la 
imperiosa necesidad de convocar las Cortes  dando un claro acento de 
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continuidad, con el objetivo de apaciguar los ánimos y aclarar la situación de 
incertidumbre existente. El Consejo de Gobierno, posiblemente mejor que 
ninguna otra institución de la Monarquía, era consciente del crítico momento 
por el que estaba atravesando el país. Para salir de aquella situación tan 
delicada era necesario, ante todo, preservar el orden legal, ajustarse a los “usos y 
costumbres de la Nación”685. Frente a la legitimidad dinástica que esgrimía el 
pretendiente, era necesario oponer una legitimidad jurídica que, a la postre, se 
traducía en una legitimidad histórica. No eran momentos para hacer 
“innovaciones fundamentales”686. La Reina gobernadora, en su Manifiesto del 4 
de octubre, inspirado por Cea, ya había hecho hincapié en que la religión y la 
monarquía serían respetadas, protegidas y mantenidas “en todo su vigor y 
pureza” y, al mismo tiempo, se mantendrían “la forma y las leyes fundamentales 
de la Monarquía, sin admitir innovaciones peligrosas”. 
 
No es necesario decir que bajo el término de “innovaciones peligrosas” no 
se escondía otra cosa que la Constitución de Cádiz. Presentada ante el pueblo 
español como el restablecimiento de las viejas libertades medievales (así se 
recogía en el discurso preliminar del Texto gaditano), a los ojos de una buena 
parte de los protagonistas de esta época, Cádiz trajo consigo la Revolución… las 
“innovaciones peligrosas”, las cuales – y volviendo al Manifiesto del 4 de 
octubre – habían sido “probadas ya sobradamente por nuestra desgracia”. Por 
ello, la “mejor forma de gobierno para un país es aquellas a la que está 
acostumbrado”. 
 
El consejo general era que no era momento para “innovaciones 
fundamentales”. Sin embargo, se acudió a la solución tradicional a la que el país 
acudía en los momentos de crisis: convocar Cortes o, lo que dicho en otras 
palabras significaba, oír al Reino. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
685 Actas del Consejo de Gobierno. A.H.N. Estado, leg. 906 de  13 de enero de 1834. 
686 Ibídem. 
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Desde la Edad Media, las Cortes se habían presentado siempre como la 
solución a los momentos más críticos del reino, ya fueran económicos, políticos 
o bélicos. Nunca fueron una institución cómoda para la Monarquía; eran el 
último recurso al que se acudía, porque la reunión de las Cortes llevaba tras de 
sí indefectiblemente una transacción política, un precio que la monarquía debía 
de pagar. Por ello, los monarcas, en cuanto pudieron librarse de la hipoteca 
política que implicaba toda reunión de Cortes, fueron liberándose de esa 
atadura paulatinamente. 
 
En la crisis de 1808 se pensó nuevamente en las Cortes -no se habían 
reunido desde 1789- como la panacea que sacaría al país del cataclismo 
institucional en el que se hallaba envuelto. El consenso de la opinión se dirigía a 
identificar las transformaciones que en el Cádiz sitiado por los franceses los  
Argüelles, Mejía Lequerica, Muñoz Torrero, etc. realizaron a golpe de pluma y 
decreto en el Oratorio de San Felipe de Neri, con las que en Francia se 
consiguieron bajo el “reinado del terror”.  
 
Muchos de los protagonistas de aquellos momentos vivían aún. Y muchos 
más habían vivido el Trienio Liberal. También para ellos parecía claro que no 
era el momento de “innovaciones fundamentales”. 
 
En ese momento el Consejo de Gobierno aconseja reunir las Cortes. 
Ciertamente, las Cortes durante el Trienio habían dado una imagen distinta. 
Una imagen de enfrentamiento permanente –unas veces abierto, otras 
solapado- entre el poder legislativo y el ejecutivo. Una vez más, el Rey frente al 
Reino, o el Reino frente al Rey. Era necesario limpiar esa imagen de polos 
antagónicos en continua pugna. Era necesario también desmarcarse política-
mente del absolutismo representado por Don Carlos. Era necesario- ¡una vez 
más!- reunir las Cortes. Había que mostrarse unidos frente al enemigo común. 
Había que reunir en un mismo bando desde los partidarios del liberalismo más 
jacobino hasta los monárquicos más moderados. Difícil tarea. 
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Con la reunión de las Cortes, decía el Consejo de Gobierno, “se 
aniquilarán las facciones”687 y la “Nación se complacerá en ver la confianza que 
de ella se hace”. Para acabar con el enemigo común era necesaria una mutua 
confianza entre el reino y la monarquía, solo así se podría obtener “la adhesión 
sin límites para sostener la justa causa de la Reina doña Isabel”688. Solo así se 
conseguiría la “estabilidad en su trono, cimentándolo sobre bases 
indestructibles”689. 
 
 Posteriormente, cuando se empezó a discutir el borrador del Estatuto 
presentado por el Consejo de Ministros al Consejo de Gobierno, volvieron a 
repetirse en el dictamen del 17 de marzo de 1834 las pruebas concluyentes del 
carácter de continuidad y permanencia que se debía imprimir a las Cortes 
convocadas, haciendo referencia a las antiguas leyes pero sin olvidar la 
necesaria adecuación a los nuevos tiempos. El Consejo de Gobierno de nuevo 
reitera que se han tenido presente las “disposiciones de nuestras antiguas leyes, 
relativas a la convocación de las Cortes, la práctica y costumbre más general de 
España y la de los diferentes reinos de que se ha formado esta monarquía y las 
alteraciones que el tiempo y las circunstancias han introducido…”690. Y la 
historia se repite. Y como otrora hiciera Argüelles en su Discurso preliminar se 
busca en la historia la legitimidad. Y ahora, se dice, que no sólo se había 
indagado en “la práctica y costumbre más general de España” -que debemos, a 
la vista del texto, identificar con Castilla-, sino también en “la de los diferentes 
reinos de que se ha formado esta monarquía”. Una falacia más. 
 
Falacia que se repite cuando se afirma a continuación que la convocatoria 
debe hacerse “desviándose lo menos posible de la práctica y costumbre, 
observadas en las épocas en que han sido llamadas las Cortes”691, a pesar de que 
se quieren, acto seguido, justificar las modificaciones por las “circunstancias” 
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simulacro”. Todo ello siempre con las medidas de precaución y prudencia 
necesarias con el fin de impedir las consecuencias desagradables y funestas que 
puedan suscitar la “efervescencia de las pasiones”. 
 
Y decimos que es una falacia porque las modificaciones introducidas en 
las nuevas Cortes son de tanto calado que poco tienen que ver con las viejas 
Cortes medievales. Que son muy distintas a las contempladas en la Constitución 
de Cádiz, desde luego, pero si hemos compararlas con las antiguas Cortes –y no 
digamos con las de todos los reinos- son más los elementos novedosos que los 
tradicionales. Pero son, precisamente, estos elementos de modernidad que se 
introducen en la estructura y funcionamiento de las Cortes, el dato revelador de 
su vocación de permanencia. 
 
Puedo aportar más testimonios que ahondan en la idea de permanencia 
mencionada. En el primer discurso de apertura de las Cortes en julio de 1834, la 
Reina afirmó: “El Estatuto Real ha echado ya el cimiento: a vosotros os 
corresponde, ilustres Próceres y Sres. Procuradores del reino, concurrir a que se 
levante la obra con aquella regularidad y concierto que son prendas de 
estabilidad y firmeza”692.   
 
En  la discusión de la contestación a este discurso J. M. López, como 
integrante de la comisión que preparó la contestación desde el Estamento de 
Procuradores, afirmó, en relación con la anterior aseveración  de la Reina: “La 
comisión ha creído que debía corresponder a esta invitación de S. M. de un 
modo franco y respetuoso, y que era la ocasión de hacer anticipadamente su 
profesión de fe política”693. 
 
Desde el Estamento de Próceres también el Duque de Rivas aprovechó 
para insistir en la necesidad de incluir en la contestación al discurso, desde 
dicho Estamento, una serie de complementos indispensables en un estado 
representativo: “hay que completar el edificio del gobierno representativo, de 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
692 D. S. Procuradores. 1ª Legislatura. Apéndice a la sesión nº 3 del 23 de julio de 1834, pág. 2. 
693 D. S. Procuradores, sesión nº 8 de 3 de agosto de 1834, pág. 20. 
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que hasta ahora tenemos los cimientos manifestando la necesidad de dar una 
aclaración de derechos no filosófica o fantástica, sino positiva y exacta”694.  
 
 Los liberales moderados que asumieron el poder en 1834 no pensaron en 
la restauración de una Constitución liberal de corte doceañista. Por el contrario, 
el Estatuto Real se consideró la forma más adecuada para dejar atrás el Antiguo 
Régimen sin caer en extremismos. El Estatuto Real, sus Cortes, fue considerado 
en esos momentos como el instrumento más idóneo para conseguir “un poder 
estable y compacto, fundado en las leyes antiguas, respetado por la costumbre, 
consagrado por los siglos… para obrar el bien de los pueblos…”. 
 
Otra cuestión es que con el transcurso del tiempo y la multitud de 
problemas que se vivieron: guerra civil, inadecuación de los ayuntamientos de 
corte absolutista, endeudamiento, radicalización de posturas liberales… no 
llegara a consolidarse el modelo pretendido en el Estatuto Real. Pero la certeza 
de los gobernantes moderados de la época era utilizar el único medio que tenían 
en ese momento para ir introduciendo los cambios necesarios sin incurrir en 
radicalismos. 
 
Nuestro punto de vista, avalado por los análisis realizados con toda la 
documentación manejada, es que el período del Estatuto Real no tuvo la 
consideración para sus coetáneos de algo fugaz. Se trataba de buscar una 
solución real y permanente a todos los problemas que la España de ese 
momento tenía planteados y se trataba de hacerlo de la manera más pausada 
posible. 
 
 Todas estas reflexiones quedan corroboradas también a través de la 
prensa de la época. En este sentido a principios de julio de 1834 El Eco del 
Comercio se pronunciaba en los siguientes términos: “Las circunstancias del 
país, el estado de las opiniones y el espíritu que anima en general a los amigos 
de las reformas, y la diferente organización del cuerpo legislativo, son otras 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
694 D. S. Procéres, sesión nº 7 de 2 de agosto de 1834, págs.16-17. 
	  	   455	  
tantas garantías que aseguran un porvenir dichoso, en el cual veremos 
establecerse por medio de sabias leyes el orden, la economía y la actividad en 
todos los ramos de la administración a par que las libertades patrias quedarán 
para siempre afianzadas sobre bases indestructibles”695. “La experiencia ha 
obrado en la clase ilustrada para darle a conocer el verdadero camino que debe 
seguir. Ha desengañado a las masas populares probándoles que con el 
absolutismo proclamaron a un monstruo que a todos nos devoraba”696. También 
La Revista Española, con antelación a la promulgación del Estatuto Real 
reflexionaba: “El Estatuto Real en el que se fijen bases permanentes que 
aseguren la congregación periódica de la Representación nacional”697.  
 
Un diario de carácter progresista como era El Eco de Comercio apoyó los 
cambios políticos que se introdujeron y creyó en su proyección de futuro: 
“Tratamos de dar a nuestra regeneración política la sanción del tiempo, 
fundándola en nuestras antiguas leyes, nunca olvidadas aunque caídas en 
desuso; y así en vez de suscitar una revolución, no hacemos más que dar 
movimiento a nuestro cuerpo político, animando a sus miembros y curándolo 
de la parálisis que antes lo entorpecía, debemos pues esperar que marcharemos 
con paso firme y ligero, adelantando siempre nunca retrocediendo, y dando a 
las instituciones protectoras de la libertad la misma consistencia que han 
adquirido ya en Inglaterra y Francia”698. 
 
Cuestión diversa es que las circunstancias lo impidiesen, pero todos los 
movimientos e intereses de los principales actores del momento, vinculados a la 
Reina regente, estuvieron presididos por un doble objetivo: salir 
definitivamente del Antiguo Régimen y consolidar una monarquía adaptada a 
los nuevos tiempos en la persona de Isabel II.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
695  El Eco del Comercio nº 63 del 2 de julio de 1834, pág. 1. 
696 Ibídem. 
697 La Revista Española nº 172 de 21 de marzo de 1834, pág. 1 
698  El Eco de Comercio nº 6 del 6 de mayo de 1834, pág. 2 
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Se trató de afianzar un modelo de Estado en el que dicha soberanía 
estuviera compartida entre la Corona y las Cortes. Fue un claro intento de 
reforzar la Corona sin perder el objetivo de abrir el país a los nuevos tiempos de 
una manera pausada y evitando perder el control. En este sentido la prensa 
también se pronunció a través de La Revista Española: “Publíquese este 
Estatuto Real, pero bien claro en sus bases, en las atribuciones de los altos 
poderes del Estado: marchemos entonces francamente por el camino de un 
gobierno monárquico-representativo, y todas las mejoras que se reconozcan 
precisas, se podrán alcanzar sucesivamente del común acuerdo entre el Trono y 
las Cortes”699. 
 
La segunda de nuestras hipótesis nos llevó a plantearnos si el Estatuto 
Real y la convocatoria de las primeras Cortes de esta etapa fueron un mero 
subterfugio para mantener los privilegios del Trono en la persona de Isabel II.  
 
Bajo nuestro punto de vista la promulgación del Estatuto supuso un 
límite a los poderes que correspondían al Monarca en el Antiguo Régimen, pero 
ello no impidió que siguiera conservando cierta supremacía. 
 
  Si tomamos como referencia inicial el comienzo vacilante de la Regencia 
con Cea al frente, tal vez se pudiera suscitar algún tipo de incertidumbre sobre 
el tema, dado que la Reina Regente actuó con las prerrogativas propias de un 
monarca absoluto. Como sabemos el Manifiesto de Cea del 4 de octubre de 1833 
supuso la implantación de un neoabsolutismo. Pero esta inicial opción, que 
pretendió mantener las premisas políticas del Antiguo Régimen introduciendo 
las reformas administrativas que se precisaran, finalmente fracasó dando paso 
al Estatuto Real. De la lectura de sus 50 artículos deducimos con claridad que 
las facultades del Rey allí reflejadas no son las de un monarca absoluto. 
 
 En dicha ley fundamental no se encuentra una sola referencia al derecho 
divino que constituye el origen del poder en las monarquías absolutas. Este 	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principio no sólo no se recogió en el texto, sino que, además fue considerado un 
anacronismo en algunos de los debates de las sesiones del Estamento de 
Procuradores. En este sentido podemos mencionar el discurso de Martínez de la 
Rosa en la sesión del 8 de octubre de 1834 cuando se discutió el proyecto de ley 
relacionado con la supresión de los derechos dinásticos de Carlos María Isidro: 
“Don Carlos dio un ejemplo de conspirar contra su propio hermano durante su 
vida, y de aspirar al Trono después de su muerte sin poner su causa en manos 
de la nación, legítimamente reunida en Cortes, sino apelando al derecho divino, 
suponiendo en sus propios escritos que Dios le había dado el derecho a la 
Corona. Principio falso, en el sentido que suele dársele; principio que las más 
veces se invoca para sobreponerse a las leyes; principio que se resiente de los 
siglos de ignorancia y barbarie…”700 O la afirmación de Caballero: “ Se declara 
quedar excluido a Don Carlos Mª Isidro de Borbón de la sucesión a la Corona de 
España, porque derecho no lo tiene ni Don Carlos ni Príncipe alguno mientras la 
nación no le haya jurado y reconocido”701.  Sin olvidar el discurso pronunciado 
por Martínez de la Rosa en el Estamento de Próceres en el que consideró: “La 
Corona no es una herencia ni un mayorazgo; es la dignidad suprema del reino, a 
la cual se sucede con arreglo a las leyes establecidas en procomunal del 
Estado”702. 
 
Además las referencias a la Corona desde el preámbulo del Estatuto, 
daban muestra del carácter moderador que debía primar en la potestad real 
alejada, por tanto, de cualquier matiz absolutista “Constituido uno y otro 
Estamento, solo falta coordinarlos de tal manera que concurran al mismo fin, 
bajo el amparo de la potestad Real, la cual se presenta como suprema 
moderadora, para impedir contrastes violentos entre los brazos del Cuerpo 
legislativo y mantener en su fiel la balanza”703.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
700 D. S. Estamento de Procuradores,  sesión nº 58 de l8 de octubre de 1834, pág. 490 
701 D. S. Estamento de Procuradores,  sesión nº 58 de l8 de octubre de 1834, pág. 489. 
702 D. S. Estamento de Próceres, sesión nº 15 del 3 de septiembre de 1834, pág. 64. 
703 Exposición Preliminar al Estatuto Real, edit. en Villarroya, J., El Sistema …, pág.630. 
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En este sentido, resulta interesante destacar la opinión que sobre la 
gestión del poder del Monarca hizo el periódico El Eco del Comercio: “Parece 
pues evidente, que en todo pueblo gobernado por un rey es necesario que haya 
una autoridad capaz de dar en los casos indicados de enfermedad y minoría 
nueva fuerza al poder real, inspirando también confianza a los gobernados. 
¿Cuál será la autoridad capaz de desempeñar dignamente tan grave ministerio, 
y cuál la regla que fije el modo y límite de las atribuciones de este nuevo poder? 
La representación nacional y el código político: la experiencia y la razón 
enseñan que este es el único modo legal y conveniente de dividir un monarca su 
poder, y la ilustre Gobernadora de España ha seguido generosamente los 
consejos de la razón y la experiencia”704. 
 
En el texto del Estatuto Real, las referencias a la facultades de la Corona 
son muy concretas y se recogen en el art. 7 (nombramiento de los próceres so-
metido a los criterios establecidos); art. 24 (potestad del Rey para convocar, sus-
pender y disolver las Cortes; art. 25 (reunión de las Cortes por Real convo-
catoria); art. 26 (apertura y cierre de las Cortes); arts. 27, 28, 29 y 30 (con-
vocatoria de las Cortes por el Rey por asuntos de gravedad); art. 31 (iniciativa 
legislativa); art. 33 (sanción de las leyes); art. 34 (propuesta de nuevas con-
tribuciones y tributos a las Cortes); art. 37 (suspensión de las Cortes). 
 
   No obstante, fue innegable la preeminencia política que ostentó la 
Corona en estas Cortes. Hay muchos ejemplos en los Diario de Sesiones que 
corroboran esta afirmación. En este sentido,  el procurador Collantes cuando se 
estaba discutiendo el presupuesto de la Casa Real afirmó: “No podemos 
prescindir de que en los Gobiernos representativos moderados el poder real es 
el principal del Estado y que cuando marcha de acuerdo con el legislativo, este 
no debe escasearle los medios de mantenerse con el correspondiente decoro”705.  
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
704 Eco del Comercio nº 10 de 10 de mayo de 1834, pág. 2. 
705 D.S. Estamento de Procuradores, sesión nº 95 de 12 de diciembre de 1834, pág. 882. 
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Otro ejemplo se encuentra en el dictamen emitido por la Comisión 
encargada del estudio de los presupuestos reales, que expresaba esta idea de 
supremacía anteriormente indicada: “Los beneficios que la nación disfruta bajo 
el régimen representativo son emanados en gran parte de la augusta Reina 
Gobernadora. En su amor al bien de los pueblos, en la vida de su excelsa hija, se 
fundan las gratas esperanzas que concibe de ver afianzadas algún día sus 
libertades, su tranquilidad y su bienestar, y del Estamento debe aprovechar esta 
ocasión para dar un testimonio público y solemne del reconocimiento nacional 
por tan inapreciables dones”706. 
 
Pese a la preeminencia indicada, la capacidad ejecutiva y decisoria de la 
Reina fue mermada considerablemente si lo comparamos con las de un 
monarca absoluto. Se constata con claridad en temas como la necesidad de 
refrendo del Presidente del Consejo de Ministros para algunas de las facultades 
otorgadas en el Estatuto, según lo dispuesto expresamente en los artículos 37 y 
40 del mismo relacionados con la suspensión y disolución de las Cortes. Esta 
necesidad de refrendo se incluyó en la redacción final del Estatuto, pero no 
estuvo prevista ni en el borrador presentado por el Consejo de Ministros ni en el 
dictamen emitido por el Consejo de Gobierno, lo que es prueba evidente de las 
limitaciones garantistas  al poder real que se incluyeron en el texto definitivo. 
 
En definitiva la Reina Regente en esta época reinó pero no gobernó707, 
nombraba a sus ministros pero no tenía ninguna responsabilidad sobre las 
propuestas que estos adoptaban. Es interesante mencionar la reflexión de 
Garelly en el Diario de Sesiones del Estamento de Próceres “Conformes las 
opiniones de todos los publicistas en la inviolabilidad del Trono, que debe ser 
sagrada hasta la superstición, si es lícito usar de este lenguaje; conformes en la 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
706  D. S. Estamento de Procuradores, sesión nº  94 de 11 de diciembre de 1834, pág. 864. 
707  El Sr. Ferrer indicó: “Toda la máquina de un sistema representativo descansa sobre una 
ficción legal, por el cual dando al Soberano o Monarca los atributos de la Divinidad, se supone 
que debe ser sabio justo y poderoso; que no debe participar de las pasiones y miserias de los 
demás hombres; que no tiene voluntad propia sino voluntad legal, la cuál solo se puede emitir 
por el órgano de los ministros responsables…” (D. S. Estamento de Procuradores, sesión nº 166 
de 10 de marzo  1835, pág. 1814). 
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necesidad imperiosa de dar muchos ensanches y una fuerza imponente a la 
potestad Real para que haga efectivas las disposiciones que acordare la voluntad 
nacional en unión con el Trono, resistiendo los embates de las pasiones in-
dividuales que no cabe enfrenar por medios preventivos bajo un sistema liberal, 
parece fuera de toda duda que es indispensable ofrecer una garantía a los 
intereses sociales en común”708. O la de Alcalá Galiano en el Estamento de 
Procuradores: “Yo por mi parte estoy muy lejos de querer coartar la autoridad 
Real, cuya autoridad para sostener el orden seguramente reconozco tanto como 
el Sr. Presidente del Consejo de Ministros; y sin querer vulnerar en lo más 
mínimo estas prerrogativas, ruego que S. M. (cuando digo S. M. hablo del 
Gobierno y sus agentes responsables)…709. 
 
Como conclusión, la Reina regente fue muy consciente, por un lado, de la 
necesidad de acelerar los cambios que la nación requería y, por el otro, de 
formar un frente común con los Estamentos con el único objetivo de crear un 
nuevo Estado dejando atrás el Antiguo Régimen. Ciertamente, la Corona siguió 
conservando una posición de preeminencia política, pero ello no implicó que su 
objetivo final fuera volver a tiempos anteriores y preservar sus privilegios. En 
cualquier caso, lo que  siempre tuvo muy claro la Reina fue el deber de 
conservar y consolidar los derechos dinásticos de su hija. 
 
Y para finalizar, la tercera hipótesis planteada ¿Las reformas que se 
llevaron a cabo en el plano político y administrativo eran las adecuadas para 
apoyar un cambio de estas características? 
 
Nuestra percepción, tras el análisis de los Diarios de Sesiones y el 
conjunto de la información estudiada,  es que el camino de las reformas estaba 
fuera de toda discusión. La desarticulación del Antiguo Régimen fue una 
realidad, en los aspectos económico y social,  ya desde los últimos años del rei-
nado de Fernando VII. En este sentido, Javier de Burgos envió en 1826 una 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
708 D. S. Próceres, sesión nº 8 del 20 de abril de 1836, pág. 64. 
709 D. S. Estamento de Procuradores, sesión nº 66 de 20 de octubre de 1834, pág. 578. 
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exposición al Monarca repasando, de manera sistemática, distintos aspectos de 
la economía y la administración que requerían una reforma urgente.  
 
Al fallecer el Rey, la Reina Regente también fue muy consciente de esa 
necesidad apremiante. Es necesario distinguir las reformas del plano político de 
las de carácter administrativo y económico. En el plano político, el momento 
inicial de la Regencia pretendió mantener, a través del Manifiesto de Cea, una 
situación de neoabsolutismo, que el tiempo y las circunstancias demostraron 
inviables. Desde el plano económico y administrativo, el peso de las reformas  
oficiales recayeron inicialmente en Javier de Burgos, que a través de diversos 
decretos, pretendió una adaptación de la trasnochada administración del 
Antiguo Régimen a los nuevos tiempos.   
 
Al margen de las reformas oficialmente adoptadas desde los distintos 
gobiernos enmarcados en las tres legislaturas del Estatuto, que como ya hemos 
analizado en el presente trabajo, afectaron a la administración municipal,  a la 
administración central y a la de justicia, hay que destacar las actuaciones de los 
Estamentos a través de las peticiones, expresión de la limitada concesión a la 
iniciativa legislativa de la que gozaron procuradores y próceres en el Estatuto. 
Hay numerosos ejemplos en los Diarios de sesiones que corroboran el interés de 
los mismos en ahondar en las reformas económicas. Por ejemplo, en la petición  
relacionada con  la	  exoneración	  en	  la	  provincia	  de	  Valencia	  del	  pago	  del	  diezmo	  de	  la	  uva	  moscatel	  y	  planta	  de	   la	  que	  se	  hace	   la	  pasa,	   los peticionarios afirmaron: “es 
sabido que la agricultura, este manantial el más perenne y seguro de la riqueza 
de los pueblos, el resorte del comercio, el fundamento de las artes y la causa 
primera y menos precaria de la prosperidad de los Estados, no puede adquirir 
medras y florecer cuando sufre más cargas que las que gravitan sobre las otras 
clases productivas; que ella más que otra alguna aborrece los reglamentos y 
reclama la libertad de dirigir el cultivo, sembrar, plantar y recolectar los frutos, 
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según le parezca al propietario; que no son medios para lograr su fomento, ni 
los tributos ni las contribuciones excesivas, ni el pago de nuevos diezmos …”710  
 
Istúriz en otro debate vinculado a una petición solicitada para eliminar 
un impuesto que se cobraba a Vizcaya por la extracción de hierro afirmó: “En un 
Gobierno representativo es ilegal toda contribución que no esté impuesta por 
los Estamentos y sancionada por S. M. y mucho más aquellas en que el Go-
bierno no tiene sino un conocimiento accidental de que no entran en las Cajas 
del Tesoro Público …”711.  
 
Sin embargo, es interesante recordar que del conjunto de las 53 peti-
ciones presentadas en las tres legislaturas desde el Estamento de Procuradores, 
39 de ellas fueron de contenido económico y aunque demostraron el intento 
progresivo de los Estamentos de ir eliminando los resquicios existentes de la 
economía del Antiguo Régimen, solo una de ellas, la petición que se presentó en 
relación con la abolición del Voto de Santiago, se concretó en un proyecto de ley 
el 26 de agosto de 1834. Todas ellas fueron la expresión del deseo político de 
trasladar a cada rincón de España las reformas que se precisaban para 
introducir un espíritu de libertad y justicia, en aquellos ámbitos en los que 
perduraban instituciones e instrumentos del pasado.  
 
 No podemos olvidar que un hecho básico condicionó en todos los 
sentidos el régimen establecido por el Estatuto Real: la guerra carlista. Fue un 
elemento distorsionador, tanto de las reformas políticas como de las eco-
nómicas. En el plano político, porque el moderantismo que dominó inicialmente 
el poder, para evitar conflictos y preservar la Corona y el orden, no llegó a poner 
en marcha reformas que la sociedad requería. En el plano económico por la 
imposibilidad de equilibrar, desde un punto de vista presupuestario, a la nación 
que consumía ingentes recursos tanto económicos como humanos. 
 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
710 D. S. Estamento de Procuradores, sesión nº 70 de 30 de octubre de 1834, pág. 614. 
711 D. S. Estamento de Procuradores, sesión nº 222 del 26 de mayo de 1835, pág. 2582. 
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Como conclusión, podemos afirmar que las reformas estuvieron 
mediatizadas por intereses tanto políticos como económicos, por lo que su 
adopción se hacía conforme a los criterios más adecuados a los intereses que las 
apoyaban712. Sin embargo, pese a los diversos grupos que perseguían su eli-
minación, algunas de las estructuras del Antiguo Régimen siguieron en pie, lo 
que dificultó notablemente la ejecución práctica de las reformas propuestas.  
 
No obstante, es importante destacar para terminar, que en el período del 
Estatuto se introdujeron una serie de reformas políticas que perdurarían en el 
tiempo y que influyeron decisivamente en posteriores etapas constitucionales. 
Entre ellas podemos destacar la consolidación del bicameralismo; el desarrollo 
de algunos mecanismos de control parlamentario sobre el Gobierno, que aun sin 
estar previstos en el marco normativo del Estatuto, la práctica parlamentaria 
acabó por implantar; las preguntas parlamentarias con obligada respuesta 
ministerial; el voto de censura. También se aplicó por vez primera, la llamada 
Cuestión de Gabinete, que acabó reconvirtiendo Mendizábal en un voto de 
confianza de los Estamentos. Desde un punto de vista constitucional hemos de 
destacar, en el ámbito de la electoral, que en esta época se celebraron las 
primeras elecciones directas y la “constitucionalización” del Consejo de 
Ministros a través del art. 37 del Estatuto Real. 
 
Desde el punto de vista administrativo, la división provincial realizada  
por Javier de Burgos, a través del Real Decreto de 30 de noviembre de 1833, que 
supuso la división del territorio español de la Península e islas adyacentes en 49 
provincias, se ha mantenido, con puntuales modificaciones posteriores, hasta 
nuestros días y sigue siendo hoy día una pieza básica de la organización 
territorial española. 	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
712 Gay Armenteros, J.C. , “El recurso a la administración por los reformistas autoritarios en los 
orígenes de la España liberal: Javier de Burgos”, en Anales de Historia Contemporánea nº 20 
(2004), págs. 65-93. “Burgos no estaba solo en la concepción de un estado unitario y 
centralizado. En el debate liberal sobre el modelo estatal durante los años treinta, los 
moderados rompieron definitivamente con cualquier posibilidad de compromiso. Se iden-
tificaron más que cualquier otro grupo político con poderosos intereses económicos y sociales e 
hicieron suya la teoría administrativista  que primaba por encima de cualquier valor el sistema 
de poder” (cita en págs. 92-93). 
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Otra importante figura introducida por Javier de Burgos (Real Decreto de 
23 de octubre de 1833) fueron los subdelegados de fomento, que constituyen el 
antecedente de los gobernadores civiles. Esta autoridad se ha mantenido hasta 
el 14 de abril de 1997 en que fueron sustituidos por los subdelegados del 
gobierno en las Comunidades Autónomas. 
 
En este período se aprobaron, además, algunas normas vinculadas a la 
administración de justicia que también mantuvieron su influencia en la 
normativa posterior hasta 1870. Así, es reseñable destacar el Reglamento 
Provisional de la Administración de Justicia de 1835 que acometió la 
adecuación de la Administración de Justicia al Estado liberal; el reconocimiento 
de garantías procesales a los ciudadanos y que además recogió una serie de 
normas de procedimiento criminal. Otras dos importantes normas fueron la 
Ordenanza para las Audiencias, promulgada por Real Decreto de 19 de 
diciembre de 1835 y el Reglamento del Tribunal Supremo aprobado por Real 
Decreto de 17 de octubre de 1835.  
 
La realidad es que el apasionante estudio de esta época, un tanto olvidada 
entre los estudiosos, nos ha permitido concluir que no fue un período anodino 
de la historia de nuestra Nación porque en él se gestaron, como hemos tenido 
oportunidad de comprobar, importantes instituciones que han permanecido 
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